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TRES  PALABRAS  A  MIS  COMPATRIOTAS. 


En  mi   concepto,    nada  hay  más  propio,   para  fa- 
cilitar   la  inteligencia   de   la   Ley   Electoral  y   vulgari- 
zar su  conocimiento,  que  ilustrar  sus  preceptos   con  opi- 
niones y   doctrinas    sobre   su   espíritu  y  precedentes   le- 
gales,  y  poner  al   alcance   de   todos   un  resumen  de  las 
decisiones   de  los  Tribunales  sobre  elecciones  protestadas. 
Bajo   la  forma   de   gobierno    democrático,    la    elec- 
ción de  los  funcionarios  públicos   es  una   cuestión  fun- 
damental;   su   solución   depende    absolutamente  del   recto 
ejercicio   del    sufragio.     Sea,  pues,  para  nosotros  el  su- 
fragio  la   conquista   más  gloriosa   de   la  soberanía    po- 
pular,   y   su   ejercicio   honrado   y  razonable,   la   eviden- 
cia   más   elocuente    de    que    los   filipinos    consideramos 
la   elección   de  los  funcionarios  como  cosa   esencial  á  la 
buena,  administración  de  los   intereses   públicos,    y,    por 
ende,   al  mantenimiento   de   un  gobierno  propio,     capaz 
de  garantir  los  sagrados  derechos  á  la  vida,  á  la  liber- 
tad y  á  la  propiedad. 

Deshacer  una  duda,  aclarar  una  dificultad  en  ma- 
teria electoral,  propagar  los  principios  en  que  descansa 
el  sufragio  popular,  es  promover  una  genuina  elección; 
es  allanar  el  camino  que  el  pueblo  filipino  tiene  que 
recorrer;  es  reducir  la  distancia  que  le  queda  por  sal- 
var, para  llegar  á  la  completa  realización  de  sus  ideales. 
Tal  es  el  objeto  de  Ip,  presente  obra. 


PROLOGO 


(Del  Hon.  Estanislao  Yusay,  Juez  de  1.a  Inst. 
del  5.°  Distrito.) 


La  Ley  Electoral,  aprobada  por  la  Comisión  de  Pili- 
pinas  en  9  de  Enero  1907,  á  raíz  del  próximo  adveni- 
miento de  la  Asamblea  Filipina,  constituye  hoy  la  lega- 
lidad vigente  en  materia  de  elecciones,  y  todas  las  cues- 
tiones, que  surgieren  con  motivo  y  ocasión  de  las  elec- 
ciones, tienen  que  subordinarse  y  decidirse  con  arreglo  á 
sus  preceptos.  La  experiencia  de  las  pasadas  elecciones, 
que  tuvieron  lugar  el  3C  de  Julio  de  1907  y  el  5  de  No- 
viembre del  mismo  año  para  la  elección  de  los  Diputa- 
dos á  la  Asamblea  Filipina  y  para  la  elección  de  los 
Gobernadores,  Presidentes  y  Concejales  municipales,  ha 
demostrado  prácticamente  las  dificultades,  que  ofrece  la 
verdadera  inteligencia  y  recta  aplicación  de  las  muchas 
disposiciones  de  la  citada  Ley  Electoral,  dificultades  acre- 
centadas, por  un  lado,  por  la  circunstancia  de  no  haber 
transcurrido  aún  más  que  pocos  años,  desde  que  el  pueblo 
filipino  ha  empezado  á  disfrutar  del  derecho  del  sufragio, 
y,  por  otro,  por  la  especial  de  que  desde  la  vigencia  de  la 
actual  Ley  Electoral,  el  sufragio  ha  tenido  que  ejercitarse  por 
modo  directo  y  con  mayor  amplitud,  y  habiendo  tenido  que 
intervenir,  por  ende,  como  electores,  todos  los  que  tenían 
condiciones  para  serlo,  con  arreglo  al  Código  Municipal, 
aún  para  la  elección  de  los  Terceros  Vocales  de  las 
Juntas  Provinciales,  de  los  Gobernadores  y  de  los  Dipu- 
tados á  la  Asamblea.  De  aquí  surgieron,  como  secuela 
necesaria,  las  numerosas  protestas  que  se  presentaron  y 
tuvieron  que  decidir  los  Tribunales  en  la  mayor  parte  de 
los  casos,  y  el  Gobernador  General  y  la  Asamblea  Fi- 
lipina en  algunos,  contra  las  elecciones  verificadas  en  30 
de  Julio  y  5  de  Noviembre  de  1907,  las  primeras  que  se 
celebraron  bajo  los  auspicios  de  la  Ley  Electoral  vigente. 
Hasta  entonces,  el  sufragio  popular  directo  se  ejercía 
simplemente    para  la    elección    de    los   cargos    municipa- 
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les;  y  para  la  elección  de  los  Gobernadores  provincia- 
les, sólo  intervenían  los  Vice  Presidentes  y  Concejales,  en 
quienes  se  presumía  mayor  ilustración  y  mayor  estima  del 
valor  del  sufragio.  Las  protestas  que  se  presentaron  ante 
los  Tribunales,  con  ser  muchas  y  basadas  en  motivos  di- 
ferentes, muchos  de  los  cuales  acusan  verdaderos  frau- 
des electorales,  no  determinan,  sin  embargo,  un  juicio  des- 
alentador, ni  menos  desesperante,  respecto  del  resultado 
general  de  las  elecciones  y  de  la  capacidad  del  pueblo 
filipino  para  progresar  y  marchar  á  la  perfección  por  la 
vía,  que  hoy  recorre  con  fé  y  esperanza  y  con  el  aliento 
de  constantes  y  crecientes  esfuerzos  para  obtener  la  plena 
posesión  del  self-government,  tan  ardiente  y  universalmente 
por  él  ansiado.  Porque,  para  juzgar  si  el  pueblo  es  ó  no 
acreedor  á  gozar  perennemente  de  esta  bendición  de  la 
libertad,  fuera  impropio  ó  injusto  mentar  simplemente  este 
resultado,  sin  volver  la  mirada  hacia  otros  países,  en  los 
que  la  planta  del  sufragio  tampoco  ha  podido  crecer  y 
desarrollarse  siempre  robusta  y  lozana  y  al  abrigo  de 
elementos  perniciosos,  que  amenazaran  destruir  su  savia 
vigorosa.  Si  examinamos  los  casos  de  trasgresión  de  la 
Ley  Electoral,  decididos  por  los  Tribunales  de  las  nacio- 
nes de  las  Repúblicas  del  Sur  de  América;  si,  saliendo 
de  ese  campo,  penetramos  en  el  estudio  de  los  delitos  elec- 
torales cometidos  en  España,  en  Italia  y  hasta  en  la  es- 
pléndida Francia,  no  sin  motivo  considerada  el  cerebro  de 
Europa;  y  si  hiciésemos  un  trabajo  de  comparación  con 
los  que  aquí  han  tenido  lugar  desde  que  el  pueblo  fili- 
pino goza  del  derecho  del  sufragio,  no  podremos  menos 
de  sentir  una  grata  esperanza  de  un  mejor  y  más  per- 
fecto desenvolvimiento  de  este  derecho  sagrado  del  pue- 
blo, siquiera  esta  comparación  se  constriña  á  los  delitos 
electorales  que  acusan  instintos  ó  tendencias  anárquicas 
ó  perturbadoras  del  orden  público,  que  no  son,  por  for- 
tuna, la  nota  predominante  en  las  varias  protestas  que  se 
han  presentado  contra  las  elecciones.  Las  causas  de  coac- 
ción, tendentes  á  obtener  el  voto  por  medio  de  amenaza, 
no  han  llegado  á  adquirir  el  carácter  de  escándalo  pú- 
blico, ó  de  una  verdadera  perturbación  del  orden  público 
ó  un   síntoma  que  pueda   calificarse  de   sedicioso;  el  ma- 
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yor  número  de  casos  de  trasgresión  denunciados  de  tal 
ó  cual  precepto  de  la  Ley  Electoral,  pertenecen  en  mayor 
ó  menor  grado  á  la  categoría  de  fraudes  electorales,  ó 
indican  cierto  desconocimiento  de  las  disposiciones  de  la 
Ley,  ó  la  falta  de  la  suficiente  experiencia  en  los  pro- 
cedimientos que  afectan  á  las  elecciones,  determinando 
por  tal  suerte  la  facilidad  de  que  se  cometieran  abusos 
ú  omisiones  que,  ó  anulan  el  voto  de  un  elector,  ó  anulan 
el  resultado  general  de  una  elección.  Si  luego  consultamos 
los  antecedentes  que  registra  la  Jurisprudencia  inglesa  y 
norte- americana,  encontramos  también  en  sus  riquísimos 
repertorios  pruebas  palpables,  que  demuestran  que  ni  aún 
en  estos  países,  tenidos  como  más  prácticamente  avezados 
al  ejercicio  del  sufragio,  ha  podido  mantenerse  siempre 
esta  institución  pura  y  exenta  de  obstáculos  en  su  desen- 
volvimiento. Las  numerosas  y  variadas  causas  de  protes- 
tas que  se  habían  presentado  y  sometido  á  la  resolución 
de  sus  Tribunales  y  Cuerpos  colegisladores,  han  sido 
objeto  de  profundo  estudio  por  parte  de  sus  jurisconsul- 
tos y  hombres  de  saber,  y  alentaron  grandemente  su  pa- 
triotismo, para  que  ellos  consagrasen  gran  parte  de  sus 
vigilias  y  los  tesoros  de  su  experiencia,  al  propagar  en 
libros,  revistas  y  conferencias  instructivas  y  sabias  lec- 
ciones para  el  recto  y  adecuado  uso  del  sufragio,  viva 
participación  de  la  partícula  más  importante  de  la  sobe- 
ranía popular. 

Tal  es  la  ruta  que,  á  mi  ver,  ha  seguido  ahora  el 
Fiscal  General,  Sr.  Ignacio  Villamor,  y  tales  los  móvi- 
les patrióticos  que  le  han  impulsado  á  escribir  su  obra, 
Comentarios  sobre  la  Ley  Electoral  de  Filipinas. 

Me  ha  cabido  á  mí  la  suerte  de  ser  uno  de  los  pri- 
meros, que  han  gozado  de  la  lectura  de  este  importante 
trabajo;  mas  no,  á  quien  como  juez  ó  censor,  llamado  á 
analizar  sus  bondades  ó  sus  defectos  y  á  juzgar  con  la 
severa  ciencia  de  la  crítica  de  los  méritos  que  lo  ava- 
loran. La  he  leído  y  Releído  varias  veces  con  la  sabrosa 
ansia  del  vecino  de  un  cercado  ajeno,  que  tiene  la  for- 
tuna de  paladear  las  primicias  de  sus  mejores  frutos,  y, 
á  fé  mía,  digo  que  el  fruto  es  rico  y  sazonado,  y  su 
aparición,    cual    brote    espléndido   de   un   árbol   diligente- 
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mente  cultivado,  lleva  el  sello  de  una  oportunidad,  que 
vendrá  á  colmar  el  general  anhelo  de  que  apareciese  una 
obra  de  esta  clase,  destinada  a  divulgar  en  el  pueblo 
elector  y  elegible  las  instrucciones  más  necesarias  para 
la  más  fácil  y  acertada  inteligencia  de  los  preceptos  con- 
tenidos en  la  vigente  Ley  Electoral,  para  el  logro  de 
una  mejor   eficacia  en  las   elecciones. 

Pero  la  importancia  de  esta  obra  ha  rebasado  esos  lí- 
mites, porque  en  su  desarrollo  palpita  también  la  parte 
que  puede  calificarse  de  técnica  y  la  más  saliente  que 
puede  servir  de  gran  utilidad  á  los  Jueces  y  abogados, 
que  tengan  que  intervenir  por  su  ministerio  en  los  asun- 
tos de  elecciones,  en  cuanto  les  ahorrará  gran  tiempo  y 
trabajo  que,  de  lo  contrario,  tendrían  que  emplear  en 
buscar  y  rebuscar  opiniones  de  autores  y  en  expurgar 
los  casos  resueltos  por  la  Jurisprudencia  de  los  Tribu- 
nales, especialmente  la  que  se  deriva  de  fuentes  ameri: 
canas,  en  las  cuales  han  bebido  la  letra  y  espíritu  de  la 
Ley   N°.    1582,    titulada   "Ley   Electoral   de   Filipinas." 

El  plan,  que  ha  precedido  á  la  confección  de  esta  obra 
de  sobresaliente  oportunidad,  responde  perfectamente  al 
fin  primordial,  que  se  ha  propuesto  su  autor,  cual  es  la 
mayor  y  más  fácil  vulgarización  de  los  conocimientos  de 
la  citada  Ley  Electoral  y  de  las  cuestiones  más  fre- 
cuentes que  suelen  ocurrir  en  la  práctica  en  los.  asuntos 
de  elección;  porque,  desde  el  capítulo  primero,  el  elector  se 
encuentra  de  lleno  frente  al  escenario,  en  que  ha  de  ser 
necesariamente  ó  actor  ó  espectador:  y  con  una  regular 
devoción  que  profese  á  su  cualidad  de  ciudadano,  leyendo 
con  alguna  atención  esta  obra,  tendría  á  la  vista  en  sín- 
tesis y  en  conjunto  lo  que  necesita  pensar,  lo  que  ne- 
cesita sentir  y  lo  que  debe  hacer  en  los  asuntos  de  elec- 
ciones. 

La  parte  doctrinal  aparece  expuesta  con  sencillez  y 
con  meridiana  claridad,  respondiendo  así  á  su  principal  ob- 
jetivo de  ilustrar  la  inteligencia  de  la  masa  popular,  pero 
de  tal  manera,  que  esta  sencillez  y  esta  claridad  no  han 
sido  óbice  para  que,  en  la  parte  necesaria,  se  ilustrase 
con  la  opinión  de  respetables  autoridades  y  especialmente 
con  indicación  ó  citas  de  casos  análogos  resueltos  por  la 
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Jurisprudencia  americana  y  particularmente  por  los  Tri- 
bunales de  Filipinas,  ó  por  la  Asamblea  Filipina  ó  por 
el  Gobernador  General. 

Ha  sabido  discretamente   el  Sr.  Villamor  huir  de   in- 
troducir en  su  obra   largas  y   pesadas  polémicas  de  corte 
doctoral,    y   ha   preferido  en   cada  capítulo  y  hasta  en  los 
párrafos  que  abarcan  los  epígrafes,  ir  derecho  al  corazón  del 
asunto,    sin    más    altos    ni    digresiones  que    los    absoluta- 
mente precisos,  para  la  mejor  orientación  del  camino  que 
tenía  que  recorrer    y   para   plantear    más   claramente   los 
verdaderos   puntos   de  la   cuestión   que  tenía   que  presen- 
tar  á   sus  lectores,    evitando   también   de   propósito  proli- 
jos razonamientos   de   orden  ético- social,    y  contentándose 
con  hábil  parsimonia  á   indicar  los   que  podían  contribuir 
á   alumbrar  mejor  tal   ó   cual   cuadro,  ó  tal  ó  cual   trozo 
de  sus  pensamientos.    Las  citas   que    contiene  la  obra,  de 
los  fallos  dictados   por  las  Cortes   de  Filipinas,    en   asun- 
tos electorales,    no  tienen  desperdicio,   y  si  su  sola  enun- 
ciación acusa  la   grande   labor  científica  empleada  con  pa- 
ciencia inquebrantable  por  el  Sr,  Villamor,  para  coleccio- 
nar todas  las  decisiones  dictadas  por  los  Juzgados  de  Pri- 
mera Instancia,  por  la  Corte  Suprema,  por  la  Asamblea  Fili- 
pina, por  el  Gobernador  General,  y  hasta  los  dictámenes  de 
la  Fiscalía  General  y  las  opiniones  de  la  Secretaría  Ejecu- 
tiva  resolviendo  las   varias   consultas   que   se  la  hicieron 
sobre  cuestiones  electorales,  el  trabajo  de  selección  de  las 
mismas  y  el  utilizarlas  acertadamente  en  sus  lugares  apro- 
piados,  para  sellar  y  robustecer  mejor  la  verdadera  inte- 
ligencia que  debe  darse  á  tal  ó  cual  precepto  de  la  Ley 
Electoral,   viene  también  á  constituir  un  instrumento  su- 
jestivo  de  convicción,  en  cuanto  remembra  necesariamente 
en  el  ánimo  del  elector  incidentes  vivos  de  las  pasadas  elec- 
ciones, en  las  cuales  probablemente  habría  sido  actor  ó  tes- 
tigo, y  le  dice  fuertemente  con  la  voz  de  la  realidad:  "hé 
aquí  el   verdadero  camino;    por   allí  no  vuelvas   á   pasar 
otra  vez." 

Muchos  trabajos  han  salido  de  manos  filipinas,  desde 
el  advenimiento  de  la  actual  soberanía,  que  son  como  des- 
tellos de  luz  en  el  firmamento  de  las  letras  patrias,  y 
no  parece  sino  que  este  fenómeno  es  altamente  revelador 


Ahí 


de  que,  no  obstante  las  influencias  climatológicas,  el 
campo  de  la  libertad  es  propicio  á  fecundar  los  partos  de 
la  inteligencia.  Pero  creo  poder  afirmar  que  ninguna 
obra  interesará  más  directa  y  más  intensamente  á  núes 
tro  pueblo,  por  la  misma  índole  y  naturaleza  del  asunto 
de  que  trata,  como  ésta  cuyos  primores  acaba  de  gustar, 
quien  ha  sido  favorecido  por  la  suerte  con  habérsele  ha- 
llado en  condiciones  de  ser  vecino  del  huerto,  en  que  ha 
germinado,  y  de  haber  sido  uno  de  los  primeros  que  han 
saboreado  el  deleite  de  sus  primicias.  No  sólo  el  hombre  que 
aspira  á  ejercer  un  cargo  público  de  elección,  ó  los  leaders 
de  los  partidos  políticos,  sino  todo  ciudadano  filipino,  y 
todo  aquel,  en  una  palabra,  que,  por  halagos  de  la  suerte, 
puede  hoy  ostentar  en  su  frente  el  sello  de  esa  partí- 
cula de  la  soberanía  popular,  tendrá  interés  sumo,  ten- 
drá hasta  interés  personal  de  leerla  y  de  meditar  sobre 
sus  lecciones,  en  la  seguridad  de  que  temprano  ó  á  la 
larga  estará  persuadido  de  que,  cuanto  más  razonable  y 
juicioso  fuese  el  uso  que  hiciere  de  ese  don  inestimable 
de  la  libertad,  más  próximo  estará  al  dintel  de  las  puer- 
tas  de   la  tierra  de  promisión. 
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critorio en  los  Colegios  electorales.— 71.  Ejemplar  ó  texto  de  la  Ley  en  los  Colegios 
electorales.— 72-74.    Prevención  de  disturbios  en  los  Colegios  electorales. 

CAPÍTULO  IV. 

CONDICIONES  DE  LOS  ELECTORES. 

§  75.  Condiciones  absolutas. -76.  Sexo— 77.  Edad.-78.  Prueba  de  la  edad—  79- 
110,  Residencia— 111-114.  Efectos  del  cambio  de  residencia. -115.  Residencia  de  los 
individuos  del  Ejército  y  Armada  de  los  EE.  UU— 116-121.  Ciudadanía  —122-124.  Fili- 
pinos residentes  en:el  extranjero  al  tiempo  de  la  aprobación  de  la  Ley  del  Congreso 
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de  19  de  Julio  de  1902.— 125-127.  Filipinos  que  desempeñaban  cargo  civil  ó  militar  del 
Gobierno  Español,  con  posterioridad  al  decreto  de  19  de  Mayo  de  1901.— 128-131.  Espa- 
ñoles residentes  en  estas  Islas  en  ó  antes  del  11  de  Abril  de  1899.— 132-134.  Hijos  de 
españoles  residentes  en  estas  Islas,  que  se  hicieron  ciudadanos  filipinos  en  virtud  del 
del  Tratado  de  París.— 135-141.  Cómo  se  recobra  la  ciudadanía  filipina.— 142.  Procedi- 
miento por  el  cual  pueden  hacerse  ciudadanos  de  Filipinas  los  de  distintos  países.— 
143.  Qué  condición  jurídica  puede  pretender  un  ciudadano  de  Filipinas  en  un  país 
extranjero? 

CAPÍTULO  V. 

CONDICIONES  DE  LOS  ELECTORES. 

(Continuación), 

§  144.  Condiciones  relativas.— 145-146.  Cargos  concejiles.— 147-150.  Tenientes.— 
151-152.  Miembros  de  Ayuntamiento.— 153.  Jueces  de  Paz,  de  Sementera  y  de  Policía. 
—154-156.  Propiedad  como  calificación.— 157.  Propiedad  en  otra  provincia  ó  pueblo.— 
158.  Prueba  del  valor  de  la  propriedad.— 159-161.  Tiempo  en  que  se  debe  tener  la  pro- 
piedad.—162.  Adquisición  de  propiedad  inmediatamente  antes  ó  después  de  comenza- 
das las  inscripciones.— 163.  Traspasos  simulados  de  propiedad.— 164.  Contribución  pú- 
blica como  calificación.— 165  Prueba  del  pago  de  contribución.— 166.  La  renta  munici- 
pal no  es  una  contribución.— 167.  Instrucción  necesaria  para  ser  elector.— 168.  Emplea- 
dos civiles  del  departamento  del  "Quartermaster".— 169.  Los  Inspectores  de  elección 
pueden  ser  electores.— 170-173.    Los  mestizos  chinos  pueden  ser  electores. 

CAPÍTULO  VI. 

INCAPACIDADES  PARA  SER  ELECTOR. 

§  174.  Incapacidad.— 175-180.  Morosidad.— 181.  Pago  de  impuestos.— 182.  Pago 
del  amillaramiento  hecho  por  un  tercero.— 183.  Inhabilitación  para  el  sufragio.— 184- 
191.  Violación  de  juramento  de  fidelidad.— 192.  Rebelión  contra  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos.— 193.  Ayuda  pecuniaria  á  los  insurgentes.— 194.  Ayuda  de  cualquiera 
clase  á  los  insurgentes.— 195.  Prueba  de  las  incapacidades.— 196-199.  Locura  ó  debili- 
dad mental. 

CAPÍTULO  VIL 

CONDICIONES  DE  LOS  ELEGIBLES. 

$  200.  Condiciones  de  los  elegibles.— 201-202.  Elector  calificado.— 203.  Tiempo  en 
que  se  debe  tener  la  condición  de  elegible.— 204.  Incapacidades  para  SGr  elegible.— 
205-212.  Renuncia  de  los  funcionarios  públicos.— 213.  Renuncia  de  un  Diputado  para 
ser  candidato  para  Gobernador  Provincial  ó  Tercel  Vocal  y  viceversa.— 214-217.  Nota- 
rios públicos;  su  inelegibilidad.— 218.  Sheriffs;  su  ihelegibilidad .— 219.  Escribientes  del 
Municipio;  su  inelegibilidad.— 220-221.  Segundas  reelecciones.— 222-223.  Pena  qué  no 
inhabilita.— 224.  Amnistía.— 225.— Destitución  que  no  inhabilita.— 226.  La  concesión  de 
una  pesquería  no  inhabilita  para  ser  elegible.— 227.  El  mero  hecho  de  ser  nombrado 
para  un  cargo  público  no  incapacita  para  ser  elegible.— 228.  La  incapacidad  para  ser 
elegible  no  perjudica  el  derecho  de  votar.— 229-238.  Elección  de  personas  inelegibles.— 
239-244.  Descalificación  de  funcionarios  inelegibles.— 245.  Enfermedad  que  no  descali- 
fica. 

CAPÍTULO  VIII. 

FUNCIONARIOS  DE  ELECCIÓN. 

§  246.— Inspectores  de  elección.— 247.  Nombramiento  de  Inspectores  de  elección.— 
248.  Intervención  de  los  partidos  políticos.— 249.  Condiciones  de  los  Inspectores  de 
elección.— 250.  Incapacidades  de  los  Inspectores.— 251.  Inelegibilidad  de  los  Inspec- 
tores.—252.  Vacantes  de  Inspectores.— 253.  Deberes  de  los  Inspectores.— 254.  Facul- 
tades de  los  Inspectores.— 255.  Compensación  de  los  Inspectores.— 256.  Renuncia-  de 
un  funcionario  municipal  para  aceptar  el  cargo  de  Inspector.— 257-260.  Renuncia  de  un 
Inspector  para  aceptar  un  cargo  municipal  ó  para  ser  candidato.— 261.  Irregularidad  en 
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el  nombramiento  de  Inspector.— 262.  Falta  de  juramento  de  Inspector.— 263.  Ausencia 
de  Inspectores  del  Colegio  electoral.— 264.  Ausencia  del  Presidente  de  elección  durante 
el  escrutinio.— 265.  Inspector  que  apoya  una  candidatura.— 266.  Inspectores  que  se 
interesan  en  contratas  6  negocios  del  Municipio. 

CAPÍTULO  IX. 

INSCRIPCIÓN  EN  EL  CENSO  ELECTORAL. 

§  267.  Censo  electoral.— 268.  Necesidad  de  la  inscripción.— 269.  Solicitud  de  ins- 
cripción.—270.  Cédula  de  elector.— 271-272.  Cédula  para  elecciones  especiales.— 273-276. 
Cédula  de  los  empleados  civiles  en  el  Ramo  Militar.— 277-278.  Juramento  de  elector. 
—279.  Omisión  del  juramento  ó  irregularidad  en  administrarlo.  —280.  Preguntas  que 
se  hacen  al  solicitante.— 281.  Facultades  de  la  Junta  de  Inspectores  en  los  casos  de 
recusación.— 282.  Apelación  contra  la  resolución  de  la  Junta  de  Inspectores  sobre  in- 
clusión ó  exclusión  de  electores.— 283.  Procedimiento  en  caso  de  apelación.— 284.  Co- 
rrección definitiva  del  censo.— 285-287.  Tiempo  y  lugar  de  la  inscripción.— 288.  Cambio 
del  lugar  de  inscripción.— 289.  Cambio  de  los  días  de  inscripción.— 290.  Efecto  de  la 
falta  de  inscripción.— 291.  Deletreo  erróneo  de  los  nombres  en  el  censo.— 292-294.  Efec- 
tos legales  del  censo  electoral.— 295.  Inscripción  para  elecciones  especiales.— 296.  Censo 
para  elecciones  especiales.— 297-298.    Irregularidades  de  la  inscripción. 

CAPÍTULO  X. 

VOTACIONES  Y  RECUSACIONES. 

$  299.  Balotag  oficiales.— 300-301.  Constitucionalidad  de  las  leyes  referentes  á  las 
balotas  oficiales.— 302.  Muestras  de  balotas  oficiales.— 303.  Pedido  de  balotas  oficia- 
les.—304.  Balotas  no  oficiales.— 305-307.  Uso  de  balotas  no  oficiales.— 308.  Uso  de 
balotas  no  oficiales  por  los  candidatos.— 309.  Modo  de  verificarse  las  elecciones.— 
310-311.  Urnas  electorales.— 312-313.  Tiempo  y  lugar  de  las  elecciones.— 314-315.  Fa- 
cultad de  fijar  ó  cambiar  el  tiempo  de  elección.— 316-323.  Facultad  de  fijar  ó  cam- 
biar el  lugar  de  elección.— 324-332.  Apertura  y  cierre  de  Colegios  electorales.— 333. 
Manera  de  votar.— 334.  Preparación  de  la  balota.— 335.  Lo  que  se  debe  escribir  en 
la  balota.— 336.  Pena  de  nulidad.— 337.  Elector  que  no  sabe  ó  no  puede  escribir  su 
balota.— 338.  Juramento  de  los  electores  que  no  saben  ó  no  pueden  preparar  su 
balota.— 339.  Secreto  de  la  votación.— 340-341.  Secreto  del  sufragio.— 342.  Cambio  de 
balotas  manchadas  é  inutilizadas.— 343.  Conservación  de  todas  las  balotas.— 344.  Colo- 
cación de  las  balotas  en  las  urnas.— 345-352.  Permanencia  de  electores  dentro  de  la 
balaustrada.— 353-354.  Permanencia  de  los  interventores  en  el  Colegio  electoral  du- 
rante la  votación.— 355-356.  Permanencia  de  los  electores  en  los  compartimientos.— 
357.  Permanencia  de  fuerza  armada  en  6  cerca  del  Colegio  electoral.— 358-378.  Irre- 
gularidades de  elección.— 379.  Recusación  de  los  votantes.— 380.  Voto  de  la  persona 
recusada.— 381.    Juramento  de  la  persona  recusada.— 382.    Actas  de  recusaciones. 

CAPÍTULO  XI. 

ESCRUTINIO  DE   VOTOS  Y  PUBLICACIÓN  DE   SU  RESULTADO. 

§  383-384.  Tiempo  y  lugar  del  escrutinio.— 385.  Demora  en  el  escrutinio.— 386. 
Apertura  de  las  urnas  electorales.— 387.  Balotas  encontradas  en  exceso  de  las  de- 
positadas en  las  urnas,  con  arreglo  á  las  listas  electorales.— 388.  Balotas  dobladas 
juntas  encontradas  en  las  urnas.— 389.  Balotas  con  rótulo  de  «inutilizadas»  encon- 
tradas en  las  urnas.— 390.  Balotas  marcadas  encontradas  en  las  urnas.— 391.  Balo- 
tas que  deben  ser  contadas  en  el  escrutinio.— 392.  Determinación  sobre  si  una  ba- 
lota está  6  no  marcada.— 393.  Interpretación  de  las  balotas.— 394-399.  Balotas  mar- 
cadas.—400-401.  Balotas  manchadas.— 402.  Balotas  defectuosas.— 403.  Balotas  escritas 
con  lápiz  era  yon.— 404-405.  Balotas  escritas  con  letras  semejantes.— 406-410.  Balotas 
con  nombres  escritos  arriba  de  los  cargos,  6  fuera  de  los  espacios  para  los  cargos.— 
411-412.  Balotas  con  más  nombres  que  cargos.— 413-414.  Balotas  con  nombres  escri- 
tos sobre-tachado  ó  sobre-raspado.— 415.  Balotas  rotas  que  hacen  dudoso  el  resultado 
de  la  elección.— 416.  Balotas  con  nombres  de  una  persona  para  dos  cargos.— 417-429. 
Balotas  con  nombres  mal  ortografiados:  Regla  de  «Ídem  Sonans*.—  430-432.    Balotas 
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con  sufijos  19  ó  29.-433-434.  Balotas  con  abreviaturas,  apodos  ó  iniciales.— 435-442.  Ba- 
lotas con  apellidos  paterno  ó  materno.— 443.  Manera  de  contar  los  votos.— 444.  Plu- 
ralidad de  votos.— 445.  Publicidad  del  escrutinio.— 446-447.  Proclamación  del  resul- 
tado del  escrutinio  por  la  Junta  de  Inspectores.— 448,  Certificado  de  elección.— 449- 
Acta  del  escrutinio.— 450.  Falta  de  actas  del  escrutinio.— 451.  Alteración  délas  actas 
del  escrutinio. -452.  Escrutinio  por  la  Junta  Provincial.— 453.  Proclamación  del  re- 
sultado del  escrutinio  por  la  Junta  Provincial. — 454-456.  Confirmación  de  la  elección 
de  funcionarios  provinciales.— 457.  Escrutinio  por  el  Concejo  Municipal.— 458.  Pro- 
clamación del  resultado  del  escrutinio  por  la  Junta  Municipal.— 459-460.  Empate  de 
funcionarios  municipales.— 461.  Empate  de  funcionarios  provinciales.— 462-463.  Em- 
pate de  Diputados.— 464-465.  Devolución  de  las  urnas  al  Secretario  Municipal.— 466-467. 
Conservación  de  las  actas,  urnas,  cajas  y  demás  documentos  electorales.— 468-469. 
Irregularidades  y  errores  de  escrutinio. 

CAPÍTULO    XII. 

ELECCIONES  PROTESTADAS. 
§  470-474.  Competencia  de  la  Asamblea.— 475-478,  Procedimiento  parlamentario 
en  elecciones  protestadas.— 479-483.  Competencia  de  los  Juzgados  de  Primera  Ins- 
tancia.—484-489.  Quiénes  tienen  derecho  de  protestar.— 490-494.  Presentación  de  la 
protesta.— 495.  Cuándo  empieza  á  correr  el  plazo  para  la  presentación  de  protesta, 
—496-498.  Fianza  que  debe  prestar  el  protestante.— 499-511.  Notificación  de  la  pro- 
testa.—512-513.  Tiempo  en  que  debe  hacerse  la  notificación  de  la  protesta.— 514.  En- 
trega de  la  notificación.— 515-519,  Fundamentos  de  la  protesta.— 520-523.  Especifica- 
ción de  hechos.— 524-525.  Enmiendas  de  ia  protesta.— 526-527.  Tiempo  en  que  deben 
hacerse  las  enmiendas.— 528-531.  Demurrer  á  la  protesta.— 532-539.  Desistimiento  del 
protestante.— 540-541.  Incomparecencia  del  protestante.— 542.  Contestación  del  protes- 
tado.—543.  Vista  de  la  protesta.  —544.  Informes  de  las  partes  ó  de  sus  Abogados.— 
545-549.  Sentencia  del  Juzgado  en  elecciones  protestadas.— 550.  Nueva  vista.— 551. 
Efectos  de  la  protesta  con  relación  á  otros  cargos  no  protestados.— 552.  Deber  del 
Escribano  en  procedimientos  de  elecciones  protestadas.— 553-561.  Costas  en  procedi- 
mientos de  elecciones  protestadas. 

CAPÍTULO  XIII. 

ELECCIONES  PROTESTADAS. 
(Continucion.) 
§  562.  Pruebas  legales.— 563.  Pertinencia  de  las  pruebas.— 564-565.  Alegaciones 
que  deben  probarse.— 566.  Impugnación  de  un  testigo  por  la  misma  parte  que  lo  pre- 
sentó—.567.  Impugnación  de  un  testigo  por  la  parte  contraria.— 568.  Impugnación  de 
un  testigo  por  causa  de  declaraciones  contrarias.— 569.  Recusación  de  un  testigo  que 
no  es  elector  legal.— 570.  Apreciación  de  pruebas.— 571.  Jurisprudencia  Filipina  sobre 
la  materia.— 572-573.  Doctrina  americana  sobre  la  materia.— 574-577.  Obligación  de 
probar— 578-579.  Presentación  de  las  urnas  electorales— 580-584.  Apertura  de  las 
urnas  electorales.— 585.  Reglas  sobre  el  recuento  de  las  balotas.— 586.  Nombramiento 
de  Comisionados.— 587.  Informe  de  los  Comisionados— 588.  Valor  probatorio  de  la  lista 
electoral.— 589-592.  Valor  probatorio  de  las  actas  de  elección.— 593-600.  Valor  proba- 
torio de  las  balotas.— 601.  Prueba  secundaria  sobre  el  contenido  de  la  balota.— 602- 
605.  Declaración  de  los  votantes. -606.  Declaración  de  los  Inspectores  de  elección  — 
607-608.  Prueba  sobre  la  intención  del  elector.— 609.  Prueba  de  fraude— 610.  Prueba 
de  que  se  cometió  error  de  escrutinio.— 611.  Prueba  de  intimidación.— 612,  Prueba 
de  soborno.— 613.  Prueba  de  una  combinación  ilegal.— 614.  Votos  ilegales.— 615.  De- 
ducción de  votos  ilegales  que  fueron  admitidos.— 616.  Inclusión  de  votos  legales  que 
fueron  rechazados.-- 617.  Pruebas  circunstanciales  sobre  la  intención  del  elector.— 
618.  Práctica  de  nuevas  pruebas.— 619.  Presunción  relativa  á  la  legalidad  de  votos. 
—620.    Presunción  relativa  á  los  actos  de  los  funcionarios  de  elección. 

CAPÍTULO  XIV. 

REMEDIOS  ESPECIALES. 
§  621-625.— Injunction    (Mandamiento   de    prohibición.)— 626-628.    Quo    Warranto 
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(Usurpación  de  cargos).— 629-637.    Mandamus  (Mandamiento  perentorio).— 638-643.    Cer- 
tiorary  (Avocación). 

CAPÍTULO  XV. 

DELITOS  ELECTORALES. 

(En  General.) 

§  644.  Competencia  de  los  Juzgados  de  Primera  Instancia.— 645.  Penalidad  de 
los  delitos  electorales.— 646.  Desobediencia  á  las  órdenes  legales  de  los  funcionarios 
de  elección.  Peturbación  del  orden  en  las  elecciones.— 647.  Alteración,  destrucción  ú 
ocultación  de  los  efectos  destinados  á  una  elección.— 648-649.  Soborno  ó  cohecho  á  los 
funcionarios  de  elección.— 650.  Obstrucción  á  los  funcionarios  de  elección  en  el  cum- 
plimiento de  sus  deberes.— 651-652.  Impresión  y  distribución  ilegal  de  balotas  oficia- 
les.—653.  Sustracción  de  balotas  del  lugar  comprendido  dentro  de  la  balaustrada.— 
654.  Alteración  de  balotas  depositadas  en  la  urna  electoral.— 655-657.  Anuncio  de 
candidatura  de  persona  incapacitada  para  ejercer  cargos  públicos.— 658-659.  Certificado 
ilegal  de  candidatura  para  Diputado,  Gobernador,  Tercer  Vocal  ó  Miembro  electivo 
de  la  Junta  Municipal  de  Manila.— 660.  Ayuda  é  influencia  ilegal  en  las  elecciones.— 
661.  Libelo  electoral.— 662.  Apuestas  sobre  elecciones.— 663.  Ejercicio  ilegal  de  un 
cargo. 

CAPÍTULO    XVI. 

DELITOS    ELECTORALES 

CONTRA  LA  LIBERTAD  Y  PUREZA  DEL  SUFRAGIO. 

(Continuación.) 

§  664-667.  Pago  de  dinero  ó  de  cosa  que  lo  valga  para  usos  electorales.— 668. 
Promesa  de  conseguir  el  nombramiento  ó  elección  de  una  persona  para  un  empleo  6 
cargo  público.— 669-672.  Soborno  á  los  electores.— 67¿-674.  Inscripción  ilegal  en  el 
censo.— 675-676.  Votación  ilegal  y  declaraciones  falsas  ante  los  funcionarios  de  elec- 
ción.—677.  Falta  de  juramento  de  elector.— 678-684.  Juramento  falso  ante  los  funcio- 
narios de  elección.— 685.  Amenaza  de  destitución  ó  reducción  de  sueldo  y  promesa  de 
empleo  y  aumento  de  sueldo.— 686-688.  Amenaza  ó  intimidación  á  un  elector  para  rete, 
ner  su  voto.— 689-690.  Persuasión  ilegal  á  electores  y  á  funcionarios  de  elección.— 691- 
693.    Interrupcción,  estorbo  y  entromisión  con  los  electores  durante  la  votación. 

CAPÍTULO  XVII. 

DELITOS    ELECTORALES 

COMETIDOS  POR  FUNCIONARIOS  DE  ELECCIÓN. 

(Continuación.) 

§  694-697.  Inclusión  ilegal  en  el  censo  electoral  ó  exclusión  ilegal  del  mismo.— 
698-700.  Falsedad  en  el  recuento  de  papeletas  ó  votos  6  en  la  declaración  del  resultado 
de  una  elección.— 701.  Fraudes  electorales.— 702-705.  Negligencia  punible  de  los  fun- 
cionarios de  elección.— 706.  Violación  del  secreto  electoral.— 707.  Examen  ilegal 
de  las  papeletas  de  elección.— 708.  Examen  ilegal  de  las  papeletas  entregadas  al  Se- 
cretario Municipal.— 709-710.  Destrucción  ó  multilación  de  las  papeletas  usadas  en  la 
elección. 
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LEY  ELECTORAL 


CAPÍTULO  I. 


Conocimientos  Generales  de  la  Ley  Electoral 
y  del  Sufragio  Popular. 


1.  Ley  Electoral. 

2.  Leyes  derogadas  por  la  Ley  Electoral. 
3-7.  Interpretación  de  la  Ley  Electoral. 

8-15.  Disposiciones    imperativas    y    disposiciones   mera- 
mente  directivas. 

16.  Sufragio. 
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19-20.  Convenciones  políticas. 

21.  Pureza  y  libertad  del  sufragio. 

22-28.  Opinión  pública. 

24.  Cómo  se  obtiene  una  opinión  pública  inteligente. 

25.  Interés   en    la  administración  de  los  negocios  pú- 

blicos . 

26.  Libertad  en  las  discusiones  públicas. 

27.  Sumisión  á  la  mayoría. 


L^y  Electoral. 

§  1.  Se  llama  Ley  Electoral  el  conjunto  de  dis- 
posiciones emanadas  del  Poder  Legislativo,  que  tienen 
por  objeto  el  recto  y  honrado  ejercicio  del  SUFRA- 
GIO. (1)  Esta  Ley  lleva  el  N.°  1582  y  fué  aprobada  por 
la   Comisión   de    Filipinas   el   9   de    Enero    de    1907, 

(1)     Art.  1. 


y   entró    en    vigor   el    día  quince    del    mismo    raes. 

Algunos  artículos  de   dicha  Ley   fueron    enmendados 

por   las    Leyes    Nos.    1700,  1726,     1768,    1810,    1813 
y    1830. 

Leyes  Derogadas  por  let  Ley  Electoral. 

§  2.  Los  tratadistas  distinguen  dos  clases  de 
derogación :  expresa  y  tácita  ó  por  inferencia.  La 
primera  es  la  declarada  por  la  misma  ley;  la  se- 
gunda tiene  lugar  cuando  la  nueva  ley  contiene  dis- 
posiciones contrarias  á  la  anterior,  ó  porque  la 
nueva  ley  regule  de  otra  manera  la  materia,  á  que 
la  ley  anterior  se  refería.  Esta  misma  doctrina  se 
halla  expuesta  por  la  Ley  Electoral,  al  derogar  las  Le- 
yes Números  Setenta  y  ocho,  Ciento  seis,  Trescientos 
cuarenta  y  tres,  Setecientos  ochenta  y  dos,  los  ar- 
tículos seis,  siete,  ocho,  nueve,  diez,  once,  doce,  ca- 
torce, veintitrés,  noventa  y  uno,  noventa  y  dos, 
noventa  y  tres,  noventa  y  cuatro  y  los  incisos  (a) 
y  (b)  del  artículo  trece  de  la  Ley  Número  Ochenta 
y  dos;  el  artículo  cuatro  y  los  dos  primeros  pá- 
rrafos del  artículo  veintiuno  de  la  Ley  Número 
ochenta  y  tres;  el  artículo  seis  de  la  Ley  Número 
Cuatrocientos  veinticuatro,  y  todas  las  leyes  y  par- 
tes de  leyes  reformatorias  de  las  leyes  y  artículos 
citados  ó  que  de  cualquier  modo  estén  en  oposición 
con  las   disposiciones  de    esta    Ley. 

Nótese,  sin  embargo,  que  la  derogación  de  una 
enmienda,  según  expresa  declaración  de  la  misma 
ley,  no  debe  interpretarse  en  el  sentido  de  poner 
otra  vez  en  vigor  la  ley  reformada,  ni  se  debe  es- 
timar que  ninguna  ley  vuelve  á  quedar  en  vigor  por 
tal  derogación.   (1) 

(1)     Art.  32. 


Interpretación  de  le*  Ley  Electoral. 

§  3.  De  acuerdo  con  la  regla  establecida  en  el 
artículo  2  de  la  Ley  Electoral,  á  menos  que  re- 
sulte claramente  algún  otro  sentido  del  significado 
del  lenguaje  ó  (leí  contexto,  ó  que  tal  interpreta- 
ción sea  incompatible  con,  la  intención  manifiesta 
del  legislador,  las  palabras  "Junta  de  Inspectores" 
ó  'Muiita",  significan  la  Junta  de  Inspectores  de' 
elección  y  el  Secretario  del  Censo  Electoral.  La 
Junta  de  Inspectores  actuará  por  medio  de  su  Pre- 
•sidente,  por  mayoría  de  votos.  El  Secretario  del 
Censo  no  tendrá  voz,  ni  voto  en  las  deliberaciones 
de    la    Junta. 

§  4.  En  los  casos  en  que  la  Ley  encomiende 
á  una  Junta  Provincial  ó  Concejo  Municipal  la  reali- 
zación de  algún  acto,  se  entiende  comprendida  la 
Junta  Municipal  de  Manila,  como  encargada  de  rea- 
lizar el  acto,  correspondiente  con  respecto  á  las  elec- 
ciones  que    se   celebren    en    dicha    Ciudad. 

§  5.  Del  mismo  modo,  siempre  que  la  Ley 
encomiende  á  un  Secretario  Municipal  ó  Tesorero  Pro- 
vincial la  realización  de  cualquier  acto,  se  entiendo 
comprendido  el  Secretario  Municipal  de  la  Ciudad  de 
Manila,  como  encargado  de  realizar  el  acto  corres- 
pondiente, con  respecto  á  las  elecciones  que  se  cele- 
bren   en    dicha  Ciudad,    (l) 

§  6.  Además  de  dichas  reglas,  creemos  conve- 
niente citar  aquí  algunos  principios  de  Hermenéutica 
Legal,  sancionados  por  nuestra  Corte  Suprema:  "Los 
términos  generales  de  la  Ley  deben  limitarse  en  su 
aplicación  de  tal  manera  que  no  den  lugar  á  injus- 
ticias,   opresiones   ó    consecuencias   absurdas.    Se    pre- 

(1)     Art.  2 
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sumirá  siempre,  por  lo  tanto,  que  el  Poder  Legis- 
lativo trató  de  establecer  excepciones  á  los  términos 
empleados  por  él,  al  objeto  de  eludir  resaltados  de 
este  género.  El  espíritu  de  la  Ley  debe  prevalecer, 
en   tales   casos,    sobre    su  letra."    (1) 

"En  la  interpretación  de  una  Ley  es  conveniente 
considerar  las  condiciones  materiales  del  país  que 
debieron  haberse  tenido  en  cuenta  en  su  redacción, 
para  llegar  á  una  inteligencia  acerca  de  la  intención 
del    Legislador/'    (2) 

"Los  Tribunales  atribuirán  importancia  á  la  inter- 
pretación contemporánea  dada  por  funcionarios  eje- 
cutivos á  una  ley,  cuyo  cumplimiento  les  está  en- 
comendado y,  á  menos  que  dicha  interpretación  sea 
evidentemente  errónea,  deberán  regirse  generalmente 
por   la   misma."   (3) 

§  7.  Al  interpretar  leyes  electorales,  dice  el 
Juzgado  de  Albay,  el  objeto  primario  es  determinar 
y  dar  efecto  á  la  intención  del  Legislador,  y  ningún 
Cuerpo  Legislativo,  al  extender  el  derecha  de  sufra- 
gio al  pueblo,  ha  deseado  jamás  privar  de  su  dere- 
cho á  un  elector.  En  la  causa  de  Rusell  McDowel, 
83,  Cal.  70,  la  Corte  dice:  "Solamente  aquellas 
prohibiciones  de  las  leyes  referentes  al  tiempo 
y  lugar  de  celebración  de  elecciones  y  otras  pare- 
cidas, que  son  esenciales  requisitos  para  la  validez  de 
una  elección,  son  consideradas  imperativas.  Todas  las 
demás  son  meramente  directivas,  y  una  falta  de  ob- 
servancia de  ellas,  causada  por  -honrada  ignorancia  ó 
error,   del    que    no   resulte   fraude  manifiesto,   no  pro- 


el)    En  el  asunto  de  "Habeas  Corpus"  de  Frank  Stanley  Alien  1,  G. 
O.  782.) 

(2)  Gómez  v.  Hipólito.    2,  G.  O.,  34.) 

(3)  En  el  asunto  de  "Habeas  Corpus"  de  Frank  Stanley  Alien  1,  G. 
G.  782.) 


(luce    fundamento    para    rechazar   el    voto    entero     del 
precinto."   (1  ) 

Disposiciones    Im|3^reiti\/€*&    y 
Dii-ectivrets. 

§  8.  En  relación  con  la  interpretación  de  la 
Ley,  se  ha  suscitado  con  frecuencia  la  cuestión  de : 
¿qué  disposiciones  se  consideran  imperativas  y  cuáles 
deben  entenderse    como    meramente    directivas ? 

El  Juzgado  de  la  Unión,  en  la  causa  de  Luna 
v.  Zandueta,  y  en  la  de  Nebres  v.  López,  discu- 
tiendo esta  materia,  cita  la  regla  expresada  en  la 
pág.  7(57  de  la  Ene.  Anglo- Americana,  Tom  10, 
como  la  exposición  propia  de  la  regla  correcta  en 
los  casos  de  elección:  l<Se  ha  dicho  muchas  veces, 
respecto  a  esto,  que  ciertas  disposiciones  de  las  le- 
yes electorales  son  imperativas  y  otras,  directivas. 
Estos  dos  términos  quizás  pueden  ser  convenientes 
para  distinguir  una  clase  de  irregularidades  de  la 
otra.  Pero  estrictamente  hablando,  todas  las  dispo- 
siciones de  tales  leyes  son  imperativas,  en  el  sen- 
tido de  que  ellas  imponen  el  deber  de  obediencia 
á  aquellos  que  caen  dentro  de  sus  términos.  Pero 
no  por  esto  se  sigue  que  un  simple  incumplimiento 
de  ellas  vicia  toda  la  elección.  Los  Juzgados  con- 
sideran justamente  el  fin  primordial  de  tales  leyes, 
esto  es,  el  obtener  una  perfecta  elección  y  un  in- 
forme justo  del  resultado  de  ella,  como  superior  en 
importancia  a  los  requisitos  de  detalle  que  prescri- 
ben los  procedimientos  metódicos  para  llegar  á  ese 
fin;  y  para  que  no  se  frustre  el  objeto  ó  propósito 
general,  frecuentemente  se  hace  caso  omiso  ó  se  to- 
leran  las   simples   irregularidades   de   los   oficiales   de 

(1)     Delgado   r.  Luna.    Del  Juzgado  de  Albay. 
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la  elección,  siempre  que  estén  libres  de  fraude  y 
que  no  hayan  obstaculizado  la  expresión  legítima  y 
completa  de  la  voluntad    de   los   electores."    (1) 

§  9.  También  encontramos  en  la  Enciclopedia 
estos  dos  principios  fundamentales  en  materia  de  in- 
terpretación de  las  leyes  que  regulan  las  elecciones: 
'Trímero,  la  voluntad  legislativa  es  la  suprema  ley 
bajo  la  Constitución,  y  la  Legislatura  puede  prescri- 
bir los  procedimientos  que  se  han  de  observar  en 
las  elecciones,  y  proveer  que  tal  método  sea  se- 
guido con  exclusión  de  otro  cualquiera;  segundo, 
que  la  primera  consideración  del  Estado  es  dar 
efecto  á  la  legítima  expresión  de  la  voluntad  de  la 
mayoría,  que  está  directamente  interesada  en  que 
cada  votante  deposite  su  balota,  de  conformidad  con 
los   dictados    de    su   juicio   individual." 

§  10.  "De  acuerdo  con  el  primer  principio  arri- 
ba enunciado,  las  Cortes  uniformemente  han  sostenido 
que,  cuando  la  ley  expresamente  ó  por  razonable 
inferencia  declara  que  un  acto  es  esencial  á  la  va- 
lidez de  la  elección,  ó  que  un  acto  debe  ser  eje- 
cutado de  una  manera  determinada,  y  no  de  otra, 
tales  preceptos  son  mandatarios  y  exclusivos.  Y  como 
deducción  del  segundo  principio,  las  Cortes,  á  fin 
de  dar  efecto  á  la  voluntad  de  la  mayoría  y  pre- 
venir que  los  votantes  legales  quedaran  privados  de 
la  franquicia  electoral,  han  sostenido,  constante  y 
uniformemente,  que  aquellos  preceptos  de  la  ley,  que 
no  son  esenciales  al  buen  resultado  de  la  elección, 
son   meramente  de  forma   ó   directivos. "    (2) 

§     11.     McCrary,  en  su  obra  sobre  elecciones,  re- 


cu     Luna  v.  Zandueta,  del  Juzgado  de  la  Unión. 
(2)     15  Cyc.  317. 


sumiendo  los  principios  más  fundamentales  acerca  de 
la  materia,    dice : 

"Se  debe  consultar  y  seguir  el  lenguaje  de  la 
ley  que  se  trate  de  interpretar.  Si  la  ley  expre- 
samente declara  que  un  acto  particular  es  esencial 
á  la  validez  de  la  elección,  ó  que  su  omisión  dará 
por  resultado  la  nulidad  de  la  elección,  las  Cortes, 
cuyo  deber  es  hacer  cumplir  la  ley,  deben  soste- 
nerlo así,  bien  el  neto  particular  en  cuestión  se  re- 
fiera á  los  méritos  ó  afecte  al  resultado  de  la  elec- 
ción, ó  no.  Tal  ley  es  imperativa,  y  todas  las  con- 
sideraciones que  indiquen  su  mayor  ó  menor  grado 
de  conveniencia  política,  deben  referirse  á  la  Legis- 
latura. Pero  si,  como  en  la  mayor  parte  de  los 
casos,  la  ley  simplemente  provee  que  ciertos  actos 
ó  cosas  deben  hacerse  dentro  de  un  tiempo  deter- 
minado ó  en  una  manera  particular,  y  no  declara 
que  su  cumplimiento  es  esencial  a  la  validez  de  la 
elección,  entonces  tal  ley  será  considerada  como 
imperativa,  si  afecta  á  los  méritos  actuales  de  la 
elección,    y    directiva,    en    caso    contrario." 

§  12.  "Así,  se  sostuvo  en  Missouri  que  la  ley 
que  establece  como  deber  de  los  Jueces  de  elección 
el  hacer  que  se  escriba  en  cada  balota  el  número 
correspondiente  al  del  votante  que  lo  ofrece,  y  que 
provee  que  ninguna  balota  no  enumerada  será  con- 
tada, es  imperativa  y  debe  ser  puesta  en  vigor. 
Aunque  esta  doctrina  puede  algunas  veces  resultar 
demasiado  estricta  é  injusta,  por  privar  á  los  vo- 
tantes de  sus  derechos  por  razón  de  negligencia  ó 
mala  conducta  de  los  oficiales  de  elección,  es,  sin 
embargo,  difícil  de  decir  cómo  otra  interpretación 
diferente  podría  darse  á  tal  ley.  Las  leyes  que 
simplemente    dirigen   á   los   Jueces   de    elección    para 
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enumerar  las  balotas,  sin  declarar  qué  consecuencias 
se  seguirían,  si  así  no  se  hiciese,  pueden  conside- 
rarse bien  como  directivas  solamente;  pero  cuando 
la  ley  da  la  dirección  y  al  mismo  tiempo  declara  qué 
consecuencias  se  seguirían  de  la  negligencia  en  obser- 
varla, entonces  no  habría  lugar  á  interpretación.  Tales 
leyes  tienen  por  objeto  prevenir  votaciones  fraudulen- 
tas; y  si  la  Legislatura  es  de  opinión  que  el  bien 
general  se  conseguiría  mejor  con  el  estricto  cumpli- 
miento de  la  ley  que  neutralizando  los  males  que 
resulten  de  anular  los  votos  honestamente  depositados, 
las  Cortes  no  pueden  tener  en  consideración  la  mera 
cuestión  de  política.  La  intención  del  Legislador  sobre 
tal  materia,  cuando  es  expresada  claramente,  debe 
prevalecer." 

§  13.  "La  regla  de  interpretación  deducida  de 
todas  las  autoridades  ha  sido  así  establecida  en  Jones 
v.  The  States,  y  aprobada  en  Gilleland  v.  Schuyler: 
A  menos  que  una  recta  consideración  de  la  ley 
demuestre  que  la  intención  de  la  Legislatura  fué 
que  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  relativas 
al  método  de  las  elecciones  es  esencial  á  la  validez 
de  los  procedimientos,  tal  ley  se  considera  como 
meramente  directiva.  Y,  en  el  último  caso,  la  Corte 
dijo:  "Las  cuestiones  que  afectan  á  la  pureza  de 
las  elecciones  son  en  esta  Ciudad  de  vital  impor- 
tancia. Sobre  ellas  descansa  la  experiencia  de  "self- 
government."  El  problema  es  asegurar,  en  primer  lu- 
gar, que  el  votante  esté  libre  y  que  su  voto  no  sea 
obligado;  y  en  segundo  lugar,  un  correcto  "record'' 
ó  expediente  y  recuento  del  voto.  Principalmente, 
con  referencia  á  estos  dos  resultados,  es  porque  las 
reglas  para  llevar  á  cabo  las  elecciones  son  prescritas 
por  el  Poder  Legislativo.   Pero  estas  reglas  son  medios 


solamente.  El  fin  os  la  libertad  y  pureza  de  la  elec- 
ción. Considerar  estas  reglas  como  imperativas  todas 
y  esenciales  á  la  validez  de  la  elección  es  subor- 
dinar la  sustancia  á  la  forma,  el  fin  á  los  medios. 
Mas,  por  otra  parte,  permitir  un  total  descuido  de 
todos  los  requisitos  de  la  ley  y  sostener  la  validez 
de  los  procedimientos,  sin  embargo  de  semejante 
descuido,  es  abandonar  las  lecciones  de  la  experien- 
cia é  invitar  á  la  desobediencia  de  todas  aquellas 
disposiciones  que  la  sabiduría  de  los  años  ha  con- 
siderado conducentes  a  la  pureza  de  las  urnas  elec- 
torales. La  ignorancia,  inadvertencia,  error  y  hasta 
la  equivocación  intencional,  de  parte  de  los  oficiales 
locales,  no  serían  atendidas  para  privar  de  su  fran- 
quicia á  un  distrito.  Sin  embargo,  las  reglas  y  la 
uniformidad  de  procedimiento  son  tan  esenciales 
para  procurar  la  verdad  y  exactitud  en  las  eleccio- 
nes, como  en  cualquiera  otra  cosa.  Las  irregularida- 
des   invitan   á  cometer    el    fraude    y    lo    ocultan." 

§  14.  "Si  nosotros  tenemos  en  cuenta  estos 
principios  generales  y  consideramos  que  las  irregulari- 
dades son  generalmente  desatendidas,  á  menos  que 
la  ley  expresamente  declare  que  ellas  serían  fatales 
á  la  elección,  ó  á  menos  que  sean  en  sí  mismas 
tales,  que  puedan  cambiar  ó  hacer  dudoso  id  resul- 
tado, nosotros  no  encontraremos  gran  dificultad  en 
resolver  los  casos  que  puedan  ocurrir  bajo  las  varias 
leyes  de   los    diferentes   Estados/' 

§  15.  "Aquellas  disposiciones  de  la  ley,  que 
afectan  al  tiempo  y  lugar  de  la  elección  y  las  calificacio- 
nes legales  de  los  electores,  son  generalmente  de  la 
esencia  de  la  elección,  al  paso  que  aquellas  que  en- 
señan la  anotación  y  recuento  de  los  votos  legales 
recibidos,    y   el  modo  y  manera  de  llevar  á  cabo  los 
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meros  detalles  de  elección,  son  directivas.  El  prin- 
cipio es  que  las  irregularidades  que  no  tiendan  á 
afectar  los  resultados,  no  son  para  frustrar  la  volun- 
tad de  la  mayoría;  la  voluntad  de  la  mayoría  debe 
ser  respetada,  aun  cuando  hubiese  sido  expresada  irre- 
gujarmente.  Los  oficiales  de  elección  pueden  incurrir 
en  penalidad  por  una  violación  de  las  disposiciones 
directivas  de  la  ley,  pero  el  pueblo  no  debe  sufrir 
á   causa    de   la   falta   de    sus   agentes/'    (l) 

Sufragio. 

§  16.  A  los  efectos  de  la  Ley  Electoral,  su- 
fragio es,  en  su  sentido  objetivo,  la  deliberada  elec- 
ción de  una  mayoría  ó  pluralidad  del  Cuerpo  elec- 
toral, manifestada  por  medio  del  voto,  ó  como  di- 
cen otros  autores,  es  la  ccnhcrecion  de  la  voluntad 
popular  ó  la  expresión  del  Poder  Soberano  del 
pueblo.  Así,  cuando  se  dice  que  Fulano  ha  sido  exal- 
tado al  poder  por  sufragio  popular,  se  quiere  sig- 
nificar que  él  fué  elegido  por  una  mayoría  ó  plura- 
lidad de  los  votantes.  Subjetivamente  considerado 
el  sufragio  es  el  derecho  ó  privilegio  que  la  ley 
concede  con  ciertas  condiciones  á  determinados  in- 
dividuos, para  tomar  parte  en  la  elección  de  los 
funcionarios    públicos. 

Uso   d&í  sufragio* 

§  17.  El  sufragio  no  es  solamente  un  derecho 
ó  privilegio;  también  es  un  deber  para  el  ciudadano 
que  esté  investido  de  él.  ¿Qué  diríamos  de  aquél 
que,  no  pudiendo  administrar  personalmente  sus  in- 
tereses, no  quiera,  sin  embargo,  nombrar  ó  elegir  á 
otro   que    hiciera    sus    veces?    Pero    si    la    administra  - 


(1)     McCrary:   On  Election,  4.a  Edi.  Sec.    225   y   siguientes. 
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ción de  los  intereses  de  un  particular  por  varias  perso- 
nas mancomunada-mente  es  avocada  á  grandes  confu- 
siones y  dificultades,  la  administración  colectiva  de 
los  intereses  del  pueblo  por  todos  sus  habitantes  daría 
por  resultado  el  desconcierto  general.  Si  todos  y  cada 
uno  de  nosotros  nos  constituyéramos  en  autoridad 
y  asumiéramos  el  mando  de  nuestros  respectivos  pue- 
blos, ¿quién  obedecería,  nuestros  mandatos  en  la  hi- 
pótesis de  que  todos  tuviéramos  igual  fuerza  de  au- 
toridad? Esto  sencillamente  daría  por  resultado  el 
gobierno  del  más  fuerte.  De  ahí  la  necesidad  de 
elegir  á  las  personas  que  dicten  nuestras  leyes,  ad- 
ministren los  intereses  comunes  y  representen  la  au- 
toridad. 

§  18.  "Si  un  pueblo  que  se1  gobierna  por  el 
sufragio  libre  y  universal,  deja  de  dar  sus  votos 
cuando  le  es  obligatorio,  no  solamente  hace  peligrar 
los  intereses  del  Estado,  sino  también  los  suyos  en 
particular.  Los  que  no  quieran  cumplir  con  sus  obli- 
gaciones como  electores,  no  tienen  derecho  de  que- 
jarse de  una  mala  administración  del  gobierno,  ó 
cuando  sufren  sus  propiedades  á  causa  de  una  le- 
gislación perniciosa.  El  sufragio  libre  y  una  opinión 
pública  que  se  corrige  constantemente  son  elemen- 
tos esenciales  de    buen    gobierno."    (1) 

Convenciones   F*olítlceis. 

§  19.  El  votante  no  sólo  debe  ejercer  el  sufra- 
gio en  caso  necesario,  sino  que  también  debe  asistir  á 
las  reuniones  políticas  de  su  partido.  En  las  conven- 
ciones políticas  los  partidos  nombran  á  sus  candida- 
tos para  los  puestos  públicos.  Es  decir,  hacen  una 
elección  preliminar  de  las  personas  que  han  de   velar 


(l)     W.  J.  Cocker,  "El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,"   2.a  Edi- 
ción, p.  45. 


por  la  seguridad  de  nuestras  vidas  y  do  nuestros 
intereses,  por  la  instrucción  de  nuestros  hijos,  por  la 
higiene  y  ornato  público,  por  la  conservación  y  cons- 
trucción de  edificios  públicos,  por  el  arreglo  'de  nues- 
tras vías  de  comunicación,  por  el  riego  de  nuestros 
campos  de  labor,  por  el  desarrollo  de  nuestras  inci- 
pientes industrias,  por  la  equitativa  tasación  de  los 
bienes  sobre  que  gravan  las  contribuciones  públicas, 
por  el  razonable  empleo  de  los  fondos  públicos;  en 
una   palabra,    por   el    bienestar   general. 

§     20.     W.     J.    Cocker    en     su     libro    "El    Go- 
bierno   de    los   Estados    Unidos,"    dice: 

"lia  falta  de  interés  que  muchos  demuestran  en 
las  reuniones  primarias  del  partido  á  que  pertenecen, 
es  una  de  las  condiciones  desconsoladoras  de  nues- 
tras instituciones  políticas,  y  á  menudo  sucede  que, 
á  causa  de  la  apatía  de  muchos  y  las  intrigas  y 
combinaciones  perspicaces  de  unos  cuantos,  se  es- 
cogen personas  indignas  é  incapaces  para  puestos 
de  importancia.  El  gobierno,  en  verdad,  viene  á  ser. 
el  reflejo  de  los  actos  de  las  personas  escogidas  por 
los  partidos  políticos.  Si  los  agentes  ó  las  personas 
que  los  escogen  no  tienen  principios,  y  únicamente 
buscan  el  adelanto  de  sus  intereses  particulares,  el 
buen  gobierno  es  imposible.  Así  que  vaya  mejorando 
la  norma  de  inteligencia  é  integridad  entre  los  hom- 
bres públicos,  relativamente  irá  ganando  el  Gobierno 
en  calidad.  Es,  pues,  deber  de  todo  buen  ciudadano 
presentarse  en  las  reuniones  primarias  y  hacer  lo 
posible  para  que  resulten  electos  aquellos  que  reú- 
nan las  debidas  condiciones  de  honradez  y  capaci- 
dad."   (1) 


(l)     W.  J     Cocker,  obra   citada,    P.  46. 
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Pureza  y  Lifc>e*rteici  del  Sufragio. 

§  21.  Es  de  vital  importancia  para  los  intereses 
de  un  gobierno  democrático  preservar  la  pureza  y 
la  libertad  del  sufragio  en  la  elección  de  todos  sus 
oficiales,  de  toda  clase  de  corruptelas  ó  medios  im- 
propios. Esta  regla  descansa  en  los  altos  principios 
proclamados  por  la  Corte  Suprema  de  Wiseonsin  en 
State  v.  Olin:  "En  nuestra  forma  de  gobierno,  en  que 
la  administración  de  los  negocios  públicos  está  re- 
gulada por  la  voluntad  del  pueblo  ó  por  la  mayoría 
de  sus  habitantes  expresada  por  medio  de  balotas, 
el  libre  ejercicio  del  sufragio  por  electores  califica- 
dos es  asunto  de  trascendental  importancia.  De  él 
depende  la  salvación  y  perpetuidad  de  nuestras  ins- 
tituciones. Es,  por  tanto,  necesario  que  cada  votante 
esté  libre  de  cualquiera  influencia  pecuniaria.  Por 
esta  razón,  el  intento  de  influir  por  medio  del  so- 
borno á  un  doctor,  para  que  dé  su  voto,  se  consi- 
dera   por  la   ley   como   una    ofensa    perseguido."   (1) 

Opinión    F^uktolicei. 

§  22.  La  opinión  pública  se  expresa  también 
con  la  frase  Voz  del  ¡meblo,  y  para  denotar  su 
importancia,  se  ha  venido  repitiendo  desde  la  anti- 
güedad la  gráfica  sentencia  Vox  popí  di,  vox  í)ei 
(La  voz  del  pueblo  es  la  voz  de  Dios).  General- 
mente, la  opinión  pública  se  forma  y  extiende  entre 
los  hombres  de  una  comunidad  política,  á  la  ma- 
nera que  la  luz  y  el  sonido  se  propagan  en  el  es- 
pacio. Los  sabios,  los  ilustrados,  los  amantes  del 
bien  público  influyen  con  sus  pensamientos,  con  sus 
palabras   y   con    sus  ejemplos  en    la    formación  de  la 


(1)     Trias  r.  Osorio,  del  Juzgado  de  Cavile. 
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opinión  pública,  y  es  su  órgano  principal  la  Prensa 
en  todas  sus  manifestaciones.  Los  directores  de  la 
sociedad  persuaden  á  los  demás  acerca  de  la  con- 
veniencia y  necesidad  de  tal  ó  cual  cosa,  y  su  opi- 
nión se  generaliza  entre  los  suyos,  quienes  á  su  vez 
la  trasmiten  á  la  multitud,  que  poco  á  poco  se 
apropia   de    ella. 

§  23.  El  resultado  de  una  elección  es  la  mani- 
festación más  solemne  de  la  opinión  pública;  pues, 
á  la  verdad,  los  votos  de  la  mayoría  no  expresan 
más  que  el  criterio  que  esa  mayoría  se  ha  formado 
acerca  de  las  condiciones  de  los  candidatos.  Pero  la 
opinión  pública  no  sólo  se  manifiesta  en  las  elec- 
ciones; á  veces  desempeña  una  función  más  tras- 
cendental. Es  muy  común  en  nuestros  días  decir 
que  los  Gobiernos  democráticos  son  de  opinión,  y 
es  porque  la  opinión  pública,  ejerce  en  ellos  una 
beneficiosa  influencia.  Cuando  la  opinión  pública  urge 
la  implantación  de  un  servicio  público  honesto,  cuando 
se  agita  para  pedir  reformas  ó  para  requerir  la  correc- 
ción de  ciertos  abusos,  los  gobernantes  y  los  hom- 
bres públicos  no  pueden  menos  de  atenderla,  y  casi 
siempre  viene  el  remedio  á  satisfacer  las  necesida- 
des  del    pueblo. 

C<f>mo    se    olbtiene    una    0|^inf<f>n     F*i4- 

blica   Inteligente. 

§  24.  Una  instrucción  general  de  las  masas  es 
menester "para  obtener  una  opinión  pública  inteligente, 
porque  sin  ella  no  es  posible  discutir  las  cuestiones 
públicas  con  criterio  razonable.  "Si  el  pueblo  es 
ignorante,  dice  W.  J.  Cocker,  y  se  deja  gobernar 
por  supersticiones,  será  imposible  obtener  un  sano 
criterio  público.  Es,  pues,  deber  del  Estado  promover 
por  todos   los   medios  posibles   la   instrucción    de   h\s 
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masas -y  proveer  generosamente  para  su  educación. 
La  inteligencia  y  la  virtud  son  las  únicas  que  pueden 
dar  estabilidad  á  las  instituciones  libres.  La  igno- 
rancia tiende  inevitablemente  hacia  la  , destrucción  de 
las  libertades  del  pueblo;  solamente  cuando  el  pueblo 
está  en  la  atmósfera  de  una  opinión  pública  inte- 
ligente, es  cuando  pueden  vivir  con  lozanía  las  ins- 
tituciones libres.  Así  como  ganan  los  individuos  en 
sabiduría,  de  igual  manera  progresan  las  buenas  condi- 
ciones del  gobierno  y  habrá  menos  posibilidad  de 
( pie    retrocedan . "    ( 1 ) 

Interés    en     la     /\dminl¡&tr£*ci<í>n    de 

los    Negocios    Públicos. 

§  25.  Es  deber  de  todo  ciudadano  interesarse 
por  la  administración  de   los   negocios  públicos. 

Si  nosotros  fuéramos  miembros  de  una  sociedad 
con  fines  mercantiles  ó  industriales,  ¿no  procuraríamos 
interesarnos  en  su  prosperidad,  á  fin  de  obtener  lu- 
crativas ganancias?  Pues  bien:  cada  ciudadano  es 
miembro  natural  de  esa  GRAN  SOCIEDAD,  llamada 
pueblo,  cuyo  objeto  es  promover  el  bien  común. 
"Cuando  al  ciudadano  se  le  llama  para  que  tome 
parte  en  l^s  cuestiones  locales  ó  generales,  aprende 
á  defender  sus  propios  intereses  y,  á  la  vez,  á  respetar 
los  derechos  ajenos,  así  que  constantemente  se  es- 
tablecen motivos  para  una  acción  inteligente  y  para 
promover  el    bien   general."    (2) 

Libertad    e>n    las    Discusiones    Publicas. 

§     26.     Las    cuestiones    que    afectan    al    pueblo, 

ppr  sencillas  que  parezcan,  deben  ser  llevadas  al  terreno 

de   una  libre    discusión,    á   fin   de    obtener   una  sana 

opinión  pública.  Habrá  divergencias  de  opinión,   pero 


(1)  W"  J.  Coeker,  obra  citada,    p.  44. 

(2)  W.   J     Cocker,   ibid. 
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los  hombres  reflexionarán,  y  sus  reflexiones  no  sólo 
harán  más  efectivas  nuestras  actuales  instituciones, 
sino  que  vigorizarán  el  criterio  del  pueblo  y  asegura- 
rán su  independencia.  ''Habrá  muy  poco  progreso, 
bajo  cualquier  forma  de  gobierno,  si  los  intereses  co- 
munes no  son  temas  de  general  discusión.  Las  cues- 
tiones públicas,  especialmente  bajo  la  forma  repu- 
blicana, deben  discutirse  siempre  con  libertad,  y  de- 
ben  decidirse    con    discreción."   (1) 

Sumisión    ét   íet   mayoría. 

§  27.  El  arbitro  en  las  elecciones  es  la  volun- 
tad de  la  mayoría  de  los  votantes.  Cuando  esa  volun- 
tad esté  expresada  por  medio  de  la  balota,  de  una 
manera  correcta  y  legal,  no  hay  razón  para  no  acatar 
sil  fallo,  como  tampoco  la  hay  para  desobedecer  las 
sentencias  de  los  Tribunales;  pues,  se  supone  razo- 
nablemente que  los  votantes  que  penetren  en  el  co- 
legio electoral,  se  someten  á  la  jurisdicción  y  deci- 
sión de  la  mayoría.  "Si  es  peligroso  para  la  socie- 
dad, dice  el  Juzgado  de  Pangasinán,  el  no  exigir 
de  los  Inspectores  de  elección  la  debida  diligencia  en 
el  cumplimiento  de  sus  deberes,  el  peligro  sería  aún 
mayor  en  la  falta  de  voluntad  de  parte  de  la  derro- 
tada minoría,  para  someterse  con  gusto  y  de  buena 
fe  á  la  voluntad  de  la  mayoría,  expresada  honra- 
damente   en   estricta  conformidad,  con    la    ley."  (2) 

"Siempre  que,  después  de  una  discusión  amplia 
y  libre,  se  haya  expresado  el  deseo  de  una  mayoría,  de 
una  manera  legal,  es  deber  de  la  minoría  conformarse 
ele  buen  grado,  hasta  que  haya  un  cambio  en  la  opinión 
pública:  éste  es  el  precio  que  necesariamente  se  debe 
pagar  para  tener  gobiernos  libres."    (3)  • 

(1)  W.  J.  Cocker,  obra  citada,  p.  44. 

(2)  Posadas  v.  Banaag ,  del  Juzgado   dé  Pangasinán. 

(3)  W.  J.  Cocker,  ibid. 
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Municipal  ele  Manila. 

60.  Fracaso  de  elecciones  especiales. 

Elecciones  generales  y  especiales. 

§  28.  Son  generales  las  elecciones  que  se  han  de 
celebrar  el  primer  martes  después  del  primer  lunes  de 
Noviembre  de  lí)()í)  y  sucesivamente  en  las  mismas 
fechas  en  años  impares  subsiguientes.  Son  especiales 
las  que  se  celebren   fuera   de    dichas   fechas. 

Las  primeras  tienen  el  carácter  de  general,  por 
razón  del  lugar  y  por  razón  de  las  personas  que  se 
eligen    en    ellas:    por   razón   del   lugar,   porque  se  ve- 
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rifican  en  todos  los  municipios  y  provincias  del  Ar- 
chipiélago, comprendidos  dentro  del  Gobierno  Civil 
regido  por  la  Comisión  de  Filipinas,  con  exclusión 
de  los  territorios  habitados  por  moros  y  otras  tribus 
no  cristianas  (1).  Por  razón  de  las  personas  que 
se  eligen,  porque  en  dichas  elecciones  son  elegidas  to- 
das las  Autoridades  electivas  del  actual  régimen :  Dipu- 
tados, Gobernadores,  Terceros  Vocales  de  las  Juntas 
Provinciales,  Presidentes  Municipales,  Vice-Presiden- 
tes,  Concejales  y  dos  miembros  de  la  Junta  Muni- 
cipal de    Manila. 

§  29.  Las  especiales  lo  son,  ó  por  causa  de 
las  facultades  discrecionales  otorgadas  al  Gobernador 
General  (2),  por  fracaso  de  una  elección  verificada, 
ó  por  muerte  ó  inhabilitación  de  un  elegido  antes  de 
tomar  posesión  de  su  cargo  (3),  ó  por  creación  de 
un    nuevo    municipio    (4). 

Elección  de  Diputados. 

§  30.  La  primera  elección  de  Diputados,  que 
ha  tenido  lugar  durante  el  régimen  actual,  fué  la  ce- 
lebrada el  30  de  Julio  del  año  pasado,  1907  (5), 
y  la  próxima  se  celebrará  el  primer  martes  después 
del  primer  lunes  de  Noviembre  de  1909,  y  así  su- 
cesivamente en  lósanos  subsiguientes  impares;  y  toma- 
rán posesión  los  Diputados  elegidos,  de  sus  respectivos 
cargos,  el  1.°  de  Enero  siguiente  á  cada  elección,  des- 
empeñándolos por  dos  años  ó  hasta  que  sus  suceso- 
res hayan  sido  elegidos  y    debidamente    habilitados. 


(1)  Art.  7  del  Bill  de  Filipinas  de    1.°    de  Julio  de  1902. 

(2)  Art.  3. 

(3)  Art.  3. 

(4)  Art    4 

(5)  Art.  3. 


—  19  — 

F*etri1buici<í>n  de  los  Diputados. 

§  31.  Segíín  el  artículo  (>.°  de  la  Ley  Elec- 
toral, cada  Diputado  percibe  una  dieta  de  veinte  pe- 
sos, por  cada  día  de  sesión  ele  la  Asamblea,  y  ade- 
más, el  reembolso  de  los  gastos  verdaderos  y  nece- 
sarios de  viaje  y  manutención  personal,  desde  sus  res- 
pectivas residencias  á  Manila  y  vice-versa,  una  vez 
por  cada  período  de  sesiones  á  que  asistiere  real- 
mente. Pero  dicho  artículo  fué  enmendado  por  la  Ley 
N.°  1810  aprobada  por  la  Lesgislatura  Filipina,  que 
asigna  al  "Speaker"  un  sueldo  anual  de  Fl  0,000.00, 
y  á  cada  Diputado  P30.00  de  dieta,  durante  el  pe- 
ríodo de  sesiones,  sean  ordinarias  ó  extraordinarias, 
estén  ó  no  ausentes  y  asistiendo  ó  no  á  las  sesiones, 
una  vez  que  hayan  venido  á  esta  capital  en  el 
período  de  sesiones,  excepto  los  días  en  que  no  se 
celebrare    sesión    por   falta   de    (¡uorum. 

Facultades  de  la  Asamblea. 

§  32.  La  Asamblea  tiene  la  facultad  de  deci- 
dir de  las  elecciones,  de  su  resultado  y  de  las  califica- 
ciones de  los  Diputados;  podrá  reunirse  y  sus- 
pender las  sesiones  de  día  en  día,  estando  además 
facultada  para  obligar  la  asistencia  de  los  Diputa- 
dos ausentes  y  para  impedir  que  la  Comisión  deje  de 
celebrar  sesión  por  más  de  tres  días  durante  el  pe- 
ríodo legislativo  (]).  La  Asamblea  elige  ásu  Presidente 
y  funcionarios;  dicta  los  reglamentos  para  su  gobierno 
interior,  pudiendo  castigar  á  cualquiera  de  los  miem- 
bros que  la  componen  por  conducta  desordenada,  y 
con  anuencia  de  las  dos  terceras  partes  de  los  Di- 
putados, expulsar  á  uno  de   ellos;    y    lleva   diario  de 

(1)      Res.  Conté.  N.°    2. 
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las  sesiones,  que  se  publicará,  y  á  petición  de  la- 
quinta  parte  de  los  miembros  presentes,  se  harán 
constar  en  él  los  votos  afirmativos  y  negativos  de 
los  Diputados,  en  cualquier  votación.  La  Asam- 
blea nombra,  además,  á  su  Secretario  de  Actas,  los 
empleados,  taquígrafos,  ordenanzas  y  demás  personal 
que  crea  necesario  para  servir  mientras  la  misma 
esté    abierta.    (1) 

Cargos  prohibidos  si  los  Diputados. 

§  33.  Para  conservar  la  libertad  de  acción 
de  los  Diputados,  la  ley  dispone  que  ningún  Di- 
putado á  la  Asamblea  Filipina  será  nombrado,  du- 
rante el  tiempo  por  que  fué  elegido,  para  desempe- 
ñar ningún  cargo  civil,  sujeto  á  la  autoridad  del 
Gobierno  de  las  Islas  Filipinas,  que  se  baya  croado 
por.  dicho  Gobierno,  ó  cuya  retribución  se  haya  au- 
mentado por  el  mismo  durante  dicho  tiempo;  y  nin- 
guna persona  que  desempeñe  algún  cargo  público 
del  Gobierno  de  las  Islas  Filipinas  podrá  ser  miem- 
bro de  la  Asamblea,  mientras  continúe1  en  dicho 
cargo. 

Pero,  esta  disposición  fué  reformada  por  la  Ley 
1830,  en  el  sentido  de  que  un  Diputado  á  la  Asam- 
blea puede  ser  nombrado  para  un  cargo  civil  retri- 
buido, cuando  fuere  temporal  ó  hubiere  de  ser  des- 
empeñado  fuera   de   Filipinas. 

§  34.  El  sentido  y  alcance  de  esta  enmienda 
de  la  Ley  han  sido  interpretados  por  la  Fiscalía  Ge- 
neral. En  opinión  de  fecha  17  de  Agosto  de  1908, 
se  ha  sostenido  que  un  Diputado  no  puede  ser 
nombrado  miembro  de  la  Junta  de  Directores  del 
Banco    Agrícola,    por   la   razón    de    que    dicho    cargo 


(I)     Art.   7  de   la  Ley  del    Conpreeo    de  1.  °    de  Julio  de  1902. 


—  21  — 

es  un  cargo  civil  remunerado,  dentro  del  significado 
de  la  Ley  1830,  y  no  es  un  cargo  temporal,  sino 
permanente. 

El  objeto  de  la  Ley  N.°  1830  es  obvio.  Foresta 
Ley  se  ha  querido  impedir  que  los  miembros  de  la 
Legislatura  establezcan  cargos  al  objeto  y  con  la  in- 
tención de  llenarlos  ellos  mismos.  En  los  Estados 
Unidos  se  ha  abusado  de  esta  práctica  hasta  un  ex- 
tremo escandaloso,  y  para  cortar  tales  abusos,  casi 
todos  los  Estados  del  Norte  de  América  han  adop- 
tado nueva  Constitución  en  Jos  últimos  anos,  inclu- 
yendo en  ella  disposición  semejante  á  la  contenida 
en    nuestra    Ley. 

§  35.  Y  en  opinión  de  7  de  Septiembre  de 
1908,  la  misma  Oficina  sostuvo  que  un  Diputado  á 
la  Asamblea  Filipina  no  puede  ser  nombrado  miem- 
bro de  la  Junta  de  Directores  de  la  Universidad 
Filipina,  por  la  razón  de  que  dicho  cargo  es  un 
cargo  civil  remunerado,  bajo  la  autoridad  del  Go- 
bierno de  las  Islas  Filipinas,  que  ha  sido  creado 
por  la  actual  Legislatura,  y  no  obstante  el  hecho 
de  que  el  término  del  nombramiento  de  cada  miem- 
bro es  de  uno,  dos,  tres,  cuatro  y  cinco  años,  res- 
pectivnniente,  sin  embargo,  no  son  oficiales  tempo- 
reros dentro  del  significado  de  la  Ley  1830.  La 
Junta  de  Directores  no  es  una  junta  temporal,  sino 
permanente,  aunque  sus  miembros  pueden  ser  nom- 
brados para  un  tiempo  determinado.  La  prohibición 
es  contra  el  nombramiento  de  Diputados  para  acep- 
tar cargos  que  son  permanentes,  y  es  por  tanto 
inmaterial,  si  la  duración  de  tal  cargo  es  más  ó 
menos  larga. 

§  36.  Aquella  disposición  de  la  Ley  1582,  de  que 
"ninguna  persona,  que  desempeñe  un  cargo  público  del 
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Gobierno  de  las  Islas  Filipinas,  podrá  ser  miembro 
de  la  Asamblea,  mientras  continúe  en  dicho  cargo/' 
fué  interpretada  por  la  Ley  1830,  en  el  sentido  de 
que  el  verdadero  propósito  del  Legislador  no  es  el 
de  privar  a  ningún  Diputado,  cualquiera  que  fuese 
su  posición  dentro  de  la  Asamblea,  del  desempeño 
de  un  cargo,  ya  sea  temporal  ó  permanente,  de  que 
estuviese  en  posesión  al  aprobarse  la  Ley  Electoral 
ó  de  que  pudiese  posesionarse  más  adelante,  con  tal  de 
que  dicho  cargo  no  fuese  retribuido.  Por  tanto,  los 
Diputados  pueden  continuar  ejerciendo  los  cargos  ho- 
noríficos que  tuvieran  antes  de  su  elección  y  pueden 
igualmente  desempeñar  cualquier  cargo  honorífico,  para 
el  cual  fuesen  nombrados  después  de  su  elección, 
siempre  que  el  ejercicio  de  tales  cargos  no  sea  in- 
compatible  con    el   de  Diputado. 

Cargos  remunerados  ciue  pueden 
aceptar  los   Diputados* 

§  37.  Podría  suscitarse  la  cuestión  de  si  un 
Diputado  puede  aceptar,  durante  el  término  de  su 
elección,  otro  cargo  no  prohibido  expresamente  por 
la  ley,  con  motivo  del  nombramiento  del  Diputado 
Palma,  para   ser   miembro   de    la   Comisión    Filipina. 

Parece  indudable  que  un  Diputado  puede,  á  falta 
de  una  prohibición  expresa  de  la  ley,  aceptar  otro 
cargo  remunerado,  sobre  todo  cuando  éste  no  ha  sido 
creado  por  la  misma  Legislatura,  como  el  de  Comi- 
sionado, Juez  de  Primera  Instancia,  etc.  Pero  lo 
que  importa  discutir  es  si  es  necesario  ó  no  que 
un  Diputado  renuncie  previamente  á  su  cargo  antes 
de  aceptar  otro. 

No  encontramos  en  la  Ley  Electoral  ninguna 
disposición  referente  al  caso,  y  por  tanto,  tenemos 
que  acudir  á  los  precedentes  americanos.   En  la  página 
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427,  tomo  23  de  la  Enciclopedia  Americana,  se  lee  lo 
siguiente :  '  'Es  una  regla  indiscutible  que  un  funcionario 
deja  su  cargo,  mediante  la  aceptación  de  otro  puesto  en 
el  servicio  público,  cuyos  deberes  y  funciones  son  in- 
compatibles con  los  inherentes  al  cargo  que  prime- 
ramente desempeñaba;  y  esto  es  así,  aun  cuando 
el  segundo  puesto  es  de  grado  inferior.  Pero  la  regla  no 
rige,  por  supuesto,  cuando  al  funcionario  se  le  hace  inele- 
gible para  desempeñar  el  segundo  cargo.  Y  sería  una 
anomalía  de  la  ley,  si  un  funcionario  público  que  no  pu- 
diese renunciar  directamente  ó  que  no  pudiese  ser  des- 
tituido sin  el  consentimiento  ó  aprobación  de  una 
autoridad  superior,  pudiera  conseguir  el  mismo  .objeto 
indirectamente,  mediante  .la  aceptación  de  un  cargo 
incompatible. 

"La  renuncia  del  segundo  cargo  no  dará  por  re- 
sultado   la  reposición   al    primer   cargo. " 

§  38.  Mechem,  on  Public  Officer,  sección  420, 
pág.    2(>8,    dice: 

"Es  una  regla  bien  sentada  de  la  ley  común  que  el 
que,  mientras  ocupa  un  cargo,  acepte  otro  incom- 
patible conN  el  primero,  ipsofacto,  vaca  absolutamente 
el  primer  cargo,  y  su  título  al  mismo  queda  termi- 
nado sin   ningún    otro  acto   ó    procedimiento." 

"Que. el  segundo  cargo  sea  inferior  al  primero,  no 
afecta  á  esta  regla.  Pero  se  hace  una  excepción  á 
esta  regla  en  aquellos  casos  en  que  el  funcionario 
no  puede  vacar  el  primer  cargo  por  un  acto  suyo 
propio,  bajo  el  principio  de  que  no  se  le  permitirá 
de  este  modo  hacer  indirectamente  lo  que  no  po- 
dría  hacer   directamente.' J 

4 'El  Juez  Parke,  hablando  de  esta  excepción  > 
dice:  "En  principio,  lo  que  no  está  en  pugna  con 
ninguna   de    las   autoridades,    parece  que   un   funcio- 
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nario  no  puede  evadir  su  cargo  aceptando  otro,  á 
menos  que  su  cargo  sea  tal,  que  él  pudiese  deter- 
minar por  su  propia  acción  simplemente,  ó  á  menos 
que  la  autoridad,  que  podría  aceptar  la  renuncia  ó 
destituirle  del  cargo  antiguo,  aprobase  el  nuevo  nom- 
bramiento."  (1) 

"Constituye  incompatibilidad  suficiente  para  dar 
por  resultado  la  vacante  del  primer  cargo,  cuando  la 
naturaleza  y  deberes  de  los  dos  cargos  son  tales,  que 
hacen  impropio,  por  consideraciones  de  alta  política, 
el  que   una  persona  retenga   ambos  cargos." 

§  39.  Y  Me  Crary  (On  Electiox,  sec.  340)  tam- 
bién   sostiene    que: 

"Una  persona  que  ha  desempeñado  un  cargo  fede- 
ral, después  de  ser  elegido  para  el  Congreso,  pero 
que  había  cesado  de  desempeñar  sus  funciones  antes 
de  tomar  su  asiento,  como  miembro  del  Congreso, 
está  calificada  para  este  último  cargo,  sin  haber  re- 
nunciado formalmente  el  puesto  anterior.  Y  no  puede 
haber  duda  alguna  de  que  la  aceptación  del  cargo 
de  Representante  en  el  Congreso  y  el  desempeño 
de  sus  deberes  equivalen  a  una  dimisión  y  abandono 
de  cualquier  cargo  incompatible  desempeñado  ante- 
riormente, y  de  ahí  resulta  que  no  es  necesaria  una 
renuncia  formal  en  cualquier  caso  semejante.  La- 
aceptación  por  un  oficial,  de  un  segundo  cargo  in- 
compatible, produce  ipso  fado  la  vacante  del  primer 
puesto,  y  no  es  necesario  ningún  procedimiento  para 
declarar  la  vacan  tía/ ? 

§  40.  Con  arreglo  á  los  principios  enunciados 
en  las  anteriores  citas,  es  evidente  que  los  cargos  de 
Diputado  á   la   Asamblea  Filipina  y   miembro    de  la 


(l)     Rex.  /<.  Pattenson,  4,  B.  &  C.  886.) 


Comisión  Filipina  son  incompatibles  y  que  para  aceptar 
el  segundo  cargo,  no  es  necesaria  una  renuncia  expresa 
al  primero,  sino  que  basta  que  el  nombrado  se  habilite 
para  ejercerlo,  para  que  el  primer  cargo  quede  vacante. 

Este  criterio  se  sostiene  igualmente  por  el  Go- 
bernador Genera],  en  su  Proclama  de  2  de  Octubre 
de    1908,    que    dice: 

"Por  cuanto,  el  Presidente  de  los  Estados 
Unidos,  con  consentimiento  del  Senado  de  los 
Estados  Unidos,  en  13  de  Junio  de  1908, 
nombró  á  Rafael  Palma  miembro  de  la  Co- 
misión   de    Filipinas;    y 

"Por  cuanto,  dicho  Rafael  Palma,  en  6  de 
Junio  de  1908,  se  calificó  y  tomó  posesión 
del  cargo  como  tal  miembro  de  la  Comisión 
de  Filipinas,  dejando  vacante  su  caruo  de  Di- 
putado a  la  Asamblea  Filipina  por  la  provin- 
cia de  Cavite,  al  cual  fué  elegido  en  la  elec- 
ción habida  en  lo  de  Junio  de  lí)07,  en  dicha 
provincia    de    Cavite;    x    x    x." 

Inmunidad  parlamentaria. 

§  41.  La  libertad  de  discutir  los  asuntos  pú- 
blicos y  la  necesaria  independencia  de  criterio,  para 
expresar  cualquier  opinión,  exigen  una  sanción  en  la- 
Ley,  que  se  llama  inmunidad  parlamentaria.  En 
virtud  de  este  derecho,  fuera  de  los  casos  de  trai- 
ción, alteración  de  orden  público  y  delitos  graves 
que,  para  los  efectos  de  la  Ley  Electoral,  son  todos 
los  que  la  ley  persigue  con  pena  de  muerte  ó  con 
cuatro  ó  más  años  de  prisión,  los  miembros  de  la 
Legislatura  Filipina  no  pueden  ser  arrestados,  mien- 
tras asistan  á  las  sesiones  de  la  Asamblea  ó  vayan 
á  ellas  ó  vuelvan  de  las  mismas,  ni  se  les  exige 
responsabilidad    en    ninguna   otra   parte    por    los   dis- 
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cursos   ó  debates    en  cualquiera  de    las  Cámaras.    (1) 
Comentando  Viada  el   art.    177  del   Código  Penal 
de   España,   del  que  es  copia   literal   el    170   del    nues- 
tro,   dice: 

"El  art.  o()  de  la  Constitución  de  180!)  contiene 
dos  prohibiciones  y  un  precepto.  Aquéllas  y  éste  son : 
1.°,  que  los  Senadores  y  Diputados  rio  pueden  ser 
procesados  ni  detenidos,  cuando  estén  abiertas  las  Cortes, 
sin  permiso  del  respectivo  Cuerpo  Colegislador,  á  no 
ser  hallados  infraganti ;  2.°,  que  cuando  se  hubiese 
dictado  sentencia  contra  un  Senador  ó  Diputado  en 
proceso  seguido  sin  el  permiso,  á  que  se  refiere  el 
párrafo  anterior,  no  podrá  llevarse  á  efecto  la  sentencia, 
hasta  que  autorice  su  ejecución  el  Cuerpo  á  que 
pertenezca  el  procesado;  3. o,  que  en  el  caso  de  haber 
sido  procesado  ó  arrestado,  sin  permiso  del  respec- 
tivo Cuerpo  Colegislador,  ó  por  haber  sido  hallado 
infraganti,  ó  por  estar  cerradas  las  Cortes,  debe  darse 
cuenta  de  sv  detención  ó  arresto  al  Cuerpo,  á  que  perte- 
nezca, tan  luego  como  se  reúna.  A  la  infracción  de 
las  dos  prohibiciones  .y  del  precepto  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  corresponden  los  tres  delitos  que  en 
este  artículo  se  enumeran.  Los  funcionarios  públicos, 
administrativos  ó  judiciales,  que  incurren  en  ellos, 
son  castigados,  todos  indistintamente,  con  la  pena 
de  inhabilitación    temporal    especial. 

"Antes  de  terminar  este  comentario,  recordaremos, 
á  los  efectos  del  primer  párrafo  de  este  artículo  que 
por  delincuente  infraganti  se  entiende  aquel  que 
fuese  sorprendido  en  el  acto  de  cometer  el  delito, 
ó  detenido  ó  perseguido  inmediatamente  después  de 
cometerlo,  entendiéndose  esto  por  todo  el  tiempo 
que   dnri4  y  no   se  suspenda   la   persecución,   mientras 


(1)     Art.  4,  See.  4. 
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que  el  delincuente  no  se  ponga  fuera  del  inmediato 
alcance  de  los  que  le  persiguen,  y  que  también  se 
reputa  delincuente4  ¡rifraganti  aquel,  á  aquien  se  sor- 
prenda inmediatamente  después  de  cometido  un  de- 
lito, con  efectos  ó  instrumentos  que  infundan  la 
presunción  vebemente  de  su  participación  en  él. 
(Art.  779  de  la  vigente  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal.) Téngase  presente,  además,  que  aun  cuando 
el  Senador  ó  Diputado  bailado  iufmgunti  puede  ser 
detenido  y  procesado  sin  permiso  del  respectivo  Cuerpo 
Colegislador,  el  Juez  de  instrucción  debe  poner  en 
conocimiento  de  éste  la  detención  ó  procesamiento, 
á  las  veinticuatro  boras  de  baber  acordado  una  ú 
otro;  que  si  el  Senador  ó  Diputado  fuere  procesado 
durante  un  interregno  parlamentario,  (en  cuyo  pe- 
ríodo puede  serlo  sin  necesidad  de  autorización),  el 
Juez  ó  Tribunal  que  conozca  de  la  causa  debe  po- 
nerlo inmediatamente  en  conocimiento  del  respectivo 
Cuerpo  Celegislador,  y  que  lo  propio  deberá  bacerse, 
cuando  baya  sido  procesado  un  Senador  ó  Diputado 
á  Cortes  electo,  antes  de  reunirse  éstas,  suspendién- 
dose, en  todo  caso,  el  procedimiento  desde  el  día 
en  que  se  diere  conocimiento  á  las  Cortes,  basta 
que  el  Cuerpo  Colegislador  respectivo  resuelva  lo 
que  tenga  por  conveniente;  y  que  si  el  Senado  ó 
Congreso  negasen  la  autorización  (que  en  forma  de 
suplicatorio  deberá  pedirse,  remitiendo  por  conducto 
del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  el  testimonio, 
con  carácter  de  reservado,  de  los  cargos  que  resulten 
contra  el  acusado,  con  inclusión  de  los  dictámenes 
del  Fiscal  y  de  las  peticiones  particulares  en  que  se 
baya  solicitado  la  autorización),  deberá  sobreseerse 
respecto  al  Senador  ó  Diputado  á  Cortes,  pero  con- 
tinuando la  causa  contra  los  demás  procesados.    (Artí- 
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culos   del  751    al  756  de  la  vigente  Ley  de  Enjuicia- 
miento  criminal.)" 

Pero  se  notará  que  las  prohibiciones  del  art.  170 
del  Código  Penal  están  basadas  en  las  disposiciones 
del  art.  56  de  la  Constitución  española  de  1869, 
reproducidas  sustancialmente  en  el  art.  47  de  la 
Constitución  de  1876.  Y  careciendo  ya  de  fuerza  y 
vigor  en  Filipinas  las  citadas  leyes  fundamentales, 
nos  parece  dudosa  la  aplicabilidad  de  las  disposi- 
ciones del  referido  art.  170,  sobre  todo  porque  ni  el 
Bill  de  Filipinas,  ni  el  art.  4  de  la  Ley  Electoral, 
ni  su  precedente  legal,  el  art.  6  de  la  Constitución 
de  los  Estados  Unidos,  exigen  condición  alguna  para 
la  detención  y  procesamiento  de  Diputados,  seme- 
jante á  las  contenidas  en  las  citadas  Constituciones 
de  España. 

F»i-im^i-e*  Aseimlbl^e*  Filipina. 

§  42.  La  primera  Asamblea  Filipina  fué  inau- 
gurada  en    16   de   Octubre    de    1907. 

''Las  elecciones  se  celebraron  el  30  de  Julio. 
Se  eligieron  representantes  de  los  80  distritos,  en 
que  fueron  divididas  las  provincias  cristianas  de  Fi- 
lipinas. El  resultado  del  escrutinio  fué  la  elección 
de  16  progresistas,  1  católico,  20  independientes, 
31  nacionalistas,  7  inmediatistas,  4  independistas, 
y  un  nacionalista  independiente,  80  Diputados  por 
todo/1 

/'El  número  total  de  electores  inscritos  y  votos 
emitidos  no  pasó  de  104,000,  mientras  en  elec- 
ciones anteriores  de  gobernadores  el  número  total 
de  votos  había  llegado  casi  á  150,000.  El  exceso 
de  votos  en  las  elecciones  últimamente  menciona- 
das se  debe,  en  parte,   al    hecho  de  que  en  las   mis- 
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mas  se  elegía  á  los  funcionarios  municipales,  y  el 
interés  personal  de  muchos  candidatos  producía  ma- 
yor número  de  electores.  Pero  la  disminución  es 
debida  también  en  parte,  indudablemente,  á  la  timi- 
dez de  votantes  conservadores,  los  cuales,  por  razón 
del  calor  de  la  campaña,  prefirieron  no  tomar 
parte  en  ella.  Esta  no  es  una  condición  permanente, 
sin  embargo,  y  no  dudo  que  la  reunión  de  la 
Asamblea  y  la  importancia  evidente  de  sus  funcio- 
nes, cuando  se  ejerzan  real  y  efectivamente  daría 
lugar .  á  un  interés  popular  mayor,  y  el  número  de 
votos  en  las  siguientes  elecciones  se  aumentará 
grandemente."    (1 ) 

§  43.  Se  ha  fijado  como  base  para  la  elección 
de  Diputados  la  proporción  de  un  Diputado  por 
cada  90,000  almas  de  población  ó  fracción  -mayor 
de  ella.  (2)  El  siguiente  cuadro  estadístico  demues- 
tra el  número  de  electores  calificados,  número  de 
Diputados  y  la  representación  media  de  cada  uno 
de   ellos: 

Población  total  de  Filipinas.      .     .  '",     . 
Varones  que  saben  leer  y   escribir    con 

edad  para  votar . 

Inscritos  en  la    elección   general   de   80 

de  Julio  de  1907    ........ 

Votos  depositados  en  dicha  elección . 
Número  de  Diputados  á  la  Asamblea     . 
Representación  media  de  cada  Diputado. 
Número  de  electores  para  cada  Diputado 


7. 687),  426 

(») 

589,749 

(4) 

104,966 

(5) 

98,251 

(6) 

80 

95,442 

1,228 

(1)  Rep.  esp.  del    Secrio.  de  Guerra  al  Presidente  sobre   Filipinas 
45. 

(2  Art    5,  See.  2. 

(3)  Censo  de  Fil    t.  2,  p.  16 

(4)  Censo  de  Fil.  t.  2,  p.  96. 

(5)  Phil,  Cora.  Rept.  1907,  Part.  1,  p.  202. 

(6)  -  Ibid.  p.  203. 
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§  44.  El  Art.  17  de  la  Ley  del  Congreso  de 
1.°  de  Julio  de  1902  contiene  las  siguientes  dispo- 
siciones relativas  á  las  sesiones  de  la  Asamblea: 
La  Legislatura  celebrará  sesiones  anuales,  que  se  abri- 
rán el  primer  lunes  de  Febrero  de  cada  año  y  durarán 
por  noventa  dias,  con  exclusión  de  domingos  y  dias 
de  fiesta:  Entendiéndose,  Que  la  primera  reunión  de 
la  legislatura  se  hará  previa  convocatoria  del  Gober- 
nador, dentro  de  los  noventa  dias  siguientes  al  de 
la  primera  elección:  Entendiéndose,  además,  Que  si  al 
terminar  una  sesión  no  se  hubiere  votado  el  presu- 
puesto de  gastos  necesarios  para  el  mantenimiento 
del  Gobierno,  se  votará  al  efecto  una  suma  igual 
á  las  cantidades  destinadas  á  los  diferentes  ramos 
de  la  administración  en  el  último  presupuesto;  y  hasta 
que  la  legislatura  tome  las  disposiciones  del  caso,  el 
Tosorero,  con  el  consentimiento  del  Gobernador  hará 
los  pagos  necesarios  para  atender  á  los  referidos  ramos 
de   administración. 

El  Gobernador  Civil  puede,  cuando  lo  juzgue  con- 
veniente, convocar  á  sesión  extraordinaria  á  la  le- 
gislatura para  que  dicte  leyes  de  carácter  general  ó 
las  medidas  conducentes  á  los  fines  especiales  para 
que  ha  sido  convocada.  El  período  de  las  sesiones 
extraordinarias  no  excederá  de  treinta  días,  con  ex- 
clusión   de    los  domingos. 

Comisionados  residentes  en  Washington. 
§  45.  Simultáneamente  con  la  primera  reunión 
de  la  Legislatura  Filipina,  y  cada  dos  años  en  lo  su- 
cesivo, dicho  Cuerpo  elige,  por  votación  separada 
de  ambas  Cámaras,  dos  Comisionados  que  han 
de  ser  residentes  de  las  Islas,  para  que  las  repre- 
senten en  los  Estados  Unidos.  Sólo  es  elegido  para 
ese   cargo  el  que  fuere  elector  calificado  de  las  Islas, 
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debiere  fidelidad  á  los  Estados  Unidos  y  tuviere 
treinta  años  cumplidos.  Dichos  Comisionados  deben 
ser  reconocidos  oficialmente  por  todos  los  Departa- 
mentos de  la  Administración,  al  presentar  al  Presi- 
dente el  certificado  de  la  elección  expedido  por  el 
Gobernador  Civil  de  estas  Islas,  y  gozan  de  un 
sueldo  de  7,500  dollars  anuales  cada  uno,  pagadero 
por  mensualidades,  más  dos  mil  dollars  adicionales 
para  todos  sus  gastos  de  viaje.   (1) 

En  la  elección  de  dichos  Comisionados,  cada 
Cámara  vota  separadamente  por  su  representante, 
pero  la  elección  hecha  por  cada  una  de  ellas  tiene 
que  ser  aprobada  por  la  otra.  Así  se  procedió  en 
el  nombramiento  de  los  dos  primeros  Comisionados 
en  Washington.    (2) 

Elección    de    Gobernadores    y    Terceros 
miembros. 

§  46.  Ya  hemos  indicado  que  no  todas  las 
provincias  de  Filipinas  gozan  del  sufragio,  cuales 
son  las  de  los  territorios  habitados  por  moros  y 
demás  tribus  no  cristianas.  Con  exclusión  de  es- 
tas provincias,  en  todos  los  municipios  se  celebró 
el  primer  martes  siguiente  al  primer  lunes  de  No- 
viembre de  1907,  así  como  se  celebrará  en  los  pri- 
meros martes  siguientes  á  los  primeros  lunes  de  los 
meses  de  Noviembre  de  los  años  impares  subsi- 
guientes, una  elección  para  Gobernador  Provincial, 
á  la  vez  que  para  Tercer  Vocal  de  la  Junta  Pro- 
vincial.  (3) 

Los   elegidos   en  las  elecciones   de    1907   desem- 
peñarán sus   cargos   desde   el  primer  lunes  de  Marzo 

(1)  Art.  8  del  Bill  de  Filipinas  y  Cong.  res.  Record,  February  7,  1908, 
H.  j.  R.  No.  130. 

(2)  Res.  Cta.  n.  °  2. 

(3)  Art.  3,  Sec.  1  y  2. 
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de  1908  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1909  inclu- 
sive, ó  hasta  que  sus  sucesores  hayan  sido  debida- 
mente elegidos  y  habilitados  para  el  cargo,  en  caso 
de  haberse  anulado  alguna  elección.  Los  Goberna- 
dores y  Terceros  Miembros,  elegidos  en  elecciones 
sucesivas,  tomarán  posesión  de  sus  cargos  en  pri- 
mero de  Enero  inmediato  siguiente  á  la  elección, 
y  ejercerán  sus  cargos  durante  dos  años,  sobreen- 
tendiéndose que  cesarán  en  sus  respectivos  cargos  & 
las    mismas   fechas   ya   dichas. 

Elección    de    Presidentes   y    Vice- 
presidentes. 

§  47.  En  las  mismas  fechas  y  condiciones  se 
celebrarán  en  todos  los  municipios  de  Filipinas,  de  los 
territorios  que  gozan  del  derecho  de  sufragio,  elec- 
ciones para  Presidentes  y  Vice-Presidentes.  Pero,  á 
diferencia  de  los  Gobernadores  y  Terceros  Vocales, 
los  Presidentes  y  Vice-Presidentes  tomarán  posesión 
de  sus  cargos  el  primer  lunes  de  Enero  siguiente 
á  su  elección,  y  los  desempeñarán  hasta  el  primero 
de  Enero  de  1910,  ó  hasta  que  sus  sucesores  sean 
elegidos,  nombrados  y  habilitados.  Los  elegidos  en 
lo  sucesivo,  cuyas  elecciones  se  han  de  celebrar  el 
primer  martes  siguiente  al  primer  lunes  de  Noviem- 
bre de  los  años  impares  subsiguientes,  tomarán  po- 
sesión de  sus  cargos  el  día  1.°  de  Enero  siguiente 
á  sus  respectivas  elecciones,  y  los  ejercerán  por  espa- 
cio de  dos  años  ó  hasta  que  sus  sucesores  sean  elegi- 
dos,  nombrados   y   habilitados.   (l) 

Elección   de  Concejales. 
§     48.     Al    tratar    de    los    Conséjales,    debemos 
tener   en   cuenta   que  éstos,  á  diferencia  de  los  otros 
funcionarios,    desempeñan    sus   cargos   durante  cuatro 

(1)     Art.  3,  Sec.  3. 
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años;  pero  se  ha  establecido  una  forma  tal  que, 
(á  excepción  de  los  primeros  elegidos,  sólo  para  dos 
años),  cada  dos  años,  cesen  en  sus  cargos  la  mitad 
del  número  en  total  de  Concejales  de  cada  munici- 
pio, sin  acortar  los  cuatro  años  durante  los  cuales 
desempeñarán    sus   cargos. 

Hay  que  tener  también  en  cuenta  que,  en  su- 
cesivas elecciones,  coincidirán  las  de  los  Concejales 
con  las  de  los  anteriores  funcionarios;  pero,  por 
haber  habido  elecciones  de  ellos  en  1906*  -sucederá 
que  las  habrá  de  estos  solos  funcionarios  en  años 
pares  subsiguientes,  hasta  el  año  1912.  De  entonces 
en  adelante,  solamente  habrá  elecciones  en  años 
impares. 

Los  elegidos  el  primer  martes  de  Noviembre  de 
1907,  entraron  á  desempeñar  sus  cargos  el  primer 
lunes  de  Entero  de  1908,  y  cesarán  en  primero  de 
Enero  de  1912,  ó  hasta  que  sus  sucesores  sean  ele- 
gidos,   nombrados  y    habilitados. 

Pero  el  primer  lunes  de  Noviembre  de  1911, 
y  cada  cuatro  años  en  lo  sucesivo,  se  celebrarán 
elecciones  para  designar  los  sucesores  de  los  elegi- 
dos, según  el  párrafo  anterior,  los  cuales  tomarán  po- 
sesión de  sus  cargos  el  día  primero  de  Enero  siguiente 
á  su  elección  y  desempeñarán  el  cargo  durante  cuatro 
años  ó  hasta  que  sus  sucesores  sean  elegidos,  nom- 
brados  y    habilitados. 

Los  Concejales  elegidos  el  año  190(i  para  des- 
empeñar sus  cargos  sólo  por  dos  años,  á  tenor 
del  Código  Municipal,  desempeñarán  sus  cargos, 
según  la  vigente  Ley  Electoral,  hasta  el  primero  de 
Enero  de  1910,  ó  hasta  que  sus  sucesores  hayan  sido 
elegidos,  nombrados  y  habilitados.  Los  sucesores  de 
éstos  serán   elegidos  el  primer  martes    de   Noviembre 
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de  1909,  y  cuatro  años  después  se  verificará  una 
elección  para  designar  los  nuevos  que  han  de  su- 
ceder, y  así  sucesivamente,  tomando  posesión  de 
sus  cargos  el  día  primero  de  Enero  siguiente  á  su 
elección  y  que  los  desempeñarán  durante  cuatro  años, 
ó  hasta  que  sus  sucesores  sean  elegidos,  nombrados 
y  habilitados.    (1) 

Elecciones  especiales. 

§  49.  Ya  se  ha  dicho  que  las  elecciones  es- 
peciales pueden  ser:  (a)  por  causa  de  las  faculta- 
des discrecionales  del  Gobernador  General;  (b)  por 
haber  fracasado  una  elección;  (c)  por  muerte,  in- 
habilitación ó  renuncia  de  un  elegido  ocurridas 
antes  de  tomar  posesión  de  su  cargo,  y  (d)  por 
creación    de    un    nuevo    municipio.    (2) 

a)  El  primer  caso  ocurre  cuando,  con  consen- 
timiento de  la*  Comisión,  el  Gobernador  General  ha 
aplazado  cualquiera  elección  municipal  ó  provincial, 
por  la  existencia  de  bandolerismo,  sedición  ó  rebe- 
lión, epidemia  ú  otra  cualquiera  calamidad  pública, 
en  determinada  localidad  ó  provincia.  El  Goberna- 
dor General,  después  de  haber  cesado  la  causa  del 
aplazamiento,  puede,  á  su  discreción,  publicar  una 
proclama  convocando  á  elecciones  municipales  ó  pro- 
vinciales,   según    sea   el    caso. 

b)  Tienen  lugar  las  elecciones  especiales  por 
la  segunda  causa,  cuando  se  declara  fracasada  una 
elección  de  cualquier  cargo  electivo  por  las  causas 
de  nulidad  ó  inelegibilidad  determinadas  por  la  Ley. 

c)  Sucede  el  tercer  caso,  cuando,  á  pesar  de  la 
validez   de    la   elección    de  un  Gobernador  provincial 


(1)  Art.  3,  Sec.  3. 

(2)  Art.  4. 
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ó  Diputado,  ocurriere  la  muerte  ó  inhabilitación  del 
elegido  antes  del  comienzo  del  ejercicio  de  su  cargo 
oficial. 

d)  Ocurre  el  último  caso,  cuando  se  crea  un 
municipio  nuevo,  ora  por  disgregación  de  alguno  ó 
algunos  municipios  que  vinieron  á  formar  uno  sólo 
con  otro  ú  otros,  á  consecuencia  de  las  varias  fusio- 
nes dispuestas  por  leyes  posteriores,  ora  por  erec- 
ción en  nuevo  municipio  de  un  barrio  por  su  im- 
portancia.   0) 

Época  de  elecciones  especiales* 

§  50.  Para  las  elecciones  especiales  por  la 
primera  de  las  causas  enumeradas,  la  Ley  no  fija 
época  ni  fecha  determinada  para  su  celebración, 
mientras  que,  por  las  causas  segunda  y  tercera,  es- 
tablece que  se  han  de  celebrar  no  antes  de  los 
cuarenta  días  ni  después  de  los  noventa,  á  contar 
de  la  fecha  de  la  proclama,  pero  en  los  tres  ca- 
sos, se  especificará  en  la  proclama  el  municipio  ó 
provincia  en  que  se  ha  aplazado  la  elección  espe- 
cial; y  cuando  se  convoque  por  la  última  causa, 
la  Ley  establece  que  la  elección  se  ha  de  celebrar 
dentro  de  los  tres  meses  subsiguientes  á  la  fecha 
de    la   convocatoria.    (2) 

Funcionarios  electivos  de  nuevos 
Municipios. 

§  51.  Un  nuevo  municipio  nace  á  la  vida  jurí- 
dica ó  empieza  á  existir  como  tal,  cuando  estén 
habilitados  el  Presidente  y  Vice-Presidente  y  la  ma- 
yoría  de  los   Concejales   recién   elegidos.    (3) 


(1)  Art.  4. 

(2)  Art    4. 

(3)  Art.  4. 
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En  los  casos  de  elecciones  especiales  por  crea- 
ción de  un  nuevo  municipio,  se  proveen  todos  los 
cargos  de  carácter  municipal,  con  el  número  de  Conce- 
jales correspondientes,  según  la  categoría  del  nuevo 
municipio ;  pero  del  número  total  de  Concejales  elegi- 
dos, la  mitad  que  reciba  menor  número  de  votos 
desempeñará  sus  cargos  hasta  el  primero  de  Enero 
siguiente  á  la  elección  general  inmediata,  después 
de  las  elecciones  en  que  fueron  elegidos,  y  la  otra  mitad 
que  haya  recibido  mayor  número  de  votos,  desem- 
peñará sus  cargos  por  un  término  de  dos  años  más  de 
duración;  y  si  no  cabe  hacer  esta  división  por 
empate  de  dos  ó  más  candidatos,  el  término  de  du- 
ración del  cargo  de  los  empatados  lo  decidirá  la 
suerte,  del  modo  previsto  en  el  artículo  2(5  de  la 
Ley   Electoral. 

Los  Presidentes  y  Vice-Presidentes,  elegidos  en 
estas  elecciones  especiales,  dejarán  sus  cargos  en 
Enero  de  1908,  de  1910,  de  1912  ó  cada  dos  años 
siguientes,  según  sea  el  caso,  y  sus  sucesores  serán 
elegidos  en  las  elecciones  generales  que  precedan  á 
la   expiración    del  término  de   sus   cargos. 

§  52.  El  Código  Municipal  se  aplica  á  los 
nuevos  municipios  solamente,  á  contar  de  la  fecha 
de  la  consolidación,  y  la  duración  de  los  cargos  de 
Concejales  en  los  antiguos  municipios  no  afecta  á  las 
elecciones  en  los  nuevos.  El  Código  Municipal  no 
contiene  provisión  alguna  contra  una  segunda  elec- 
ción. (1) 

§  53.  En  ausencia  de  una  disposición  expresa 
con  respecto  á^  la  duración  del  cargo  de  Presidente 
ó  Vice-Presidente,  de  cualquier  municipio  nuevamente 
creado  en  una  provincia,    los  funcionarios  de  tal  mu- 


(1)     Op.  de  la  F.  G.    de  13  de  Enero,   1908, 


nicipio  nuevamente  elegidos,  ejercerán  su  cargo  por 
el  período  de  la  duración  del  mismo  que  no  haya  ex- 
pirado, y  continuarán  ejerciéndolo  hasta  la  siguiente 
elección  reglamentaria  de  Presidentes  y  Yice-Presi- 
dentes  en  la    provincia.    (1) 

Junta  escrutadora  de  los  nuevos 
Municipios. 

§  54.  Para  la  primera  elección  de  estos  muni- 
cipios nuevamente  eregidos,  la  Junta  Provincial  di- 
vidirá el  nuevo  territorio  en  secciones  electorales  y 
designará  los  Inspectores  y  Secretario  necesarios  y 
una  persona,  idónea  para  desempeñar  la  Secretaría 
municipal,  respecto  á  la  elección  que  nos  ocupa, 
las  cuales  personas  actuarán  hasta  que  sus  sucesores 
hayan  sido  elegidos  y  habilitados.  La  Junta  Pro- 
vincial actuará  de  Junta  escrutadora  de  dichas  elec- 
ciones.  (2) 

La  Junta  de  Inspectores,  formada  como  queda 
dicho,  desempeña  las  mismas  funciones  que  ya  hemos 
mencionado  al  hablar  de  sus  similares  para  las  eleccio- 
nes generales.  Y  para  las  atenciones  de  estas  elec- 
ciones, la  Junta  Provincial  correspondiente  adelantará 
los  fondos  necesarios,  con  derecho  á  recobrarlos  del 
nuevo  municipio,  cuando  éste  tenga  sus  fondos  propios. 

Elección  de^  Diputados  &r\  los 
To\A/nships. 

§  55.  Todas  las  disposiciones  de  esta  Ley,  que 
se  refieren  á  la  elección  de  Diputados  á  la  Asam- 
blea Filipina,  se  aplican  á  los  "townships"  de  Bula- 
lacao,  Calapán,  Isla  de  Caluya,  Isla  de  Lúbang, 
Mamburao,  Nauján,  Pinamalayán  y  Sablayan,  en  Min- 
doro;     á    los    "townslrips"     de    Cagayancillo,     Coron, 

(1)  Op.  de  la  F.  G.  de  28  de  Sep    191)5. 

(2)  Art.  4. 
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Cuyo,  Puerto  Princesa  y  Taytay,  en  Palawan,  y  al 
de  San  Quintín  en  llocos  Sur,  los  cuales  se  consi- 
deran municipios  con  el  número  suficiente  de  gente 
civilizada  para  elegir  Diputados  á  la  Asamblea  Fi- 
lipina, pero  no  en  otros  conceptos.  La  Junta  Provin- 
cial de  la  provincia  en  que  dichos  "townships"  estén 
situados,  desempeña  las  funciones  asignadas  por  esta 
Ley  á  los  Concejos  Municipales  con  respecto  á  las 
elecciones  para  Diputados  á  la  Asamblea  Filipina,  y 
las  desempeña  con  la  anticipación  suficiente  á  los 
términos  aquí  prescritos,  de  modo  que  no  se  cer- 
cenen los  derechos  del  pueblo  ni  las  fechas  de  los 
actos  ó  funciones  que  por  la  ley  se  exigen  ó  per- 
miten. En  dichos  "townships' '  y  en  las  referidas*  elec- 
ciones, el  Secretario  del  "township"  desempeña  las  fun- 
ciones que  esta  Ley  asigna  á  los  Secretarios  muni- 
cipales. Los  "townships"  deben  costearlos  gastos  de 
las   elecciones  que    se   celebren    en   ellos.    (1) 

\/e*ce*nt^s  de  Diputados. 

§  56.  Al  fracasar  la  elección  de  un  Diputado 
en  cualquier  elección,  mediante  la  cual  se  haya  au- 
torizado la  provisión  del  cargo,  ó  al  morir  ó  inha- 
bilitarse un  Diputado  elegido  antes  del  comienzo 
de  su  ejercicio  oficial,  el  Gobernador  General  pu- 
blicará una  proclama  convocando  á  una  elección 
especial  para  proveer  dicho  cargo  por  el  término 
que  quede,  especificando  el  distrito  en  que  ha  de 
celebrarse  la  elección  y  la  fecha  en  que  ha  de  te- 
ner lugar,  que  no  será  antes  de  cuarenta  días  ni 
después  de  noventa,  á  contar  de  la  fecha  de  la 
proclama. 

Fuera   del   caso    anteriormente   previsto,    en   que 

(1)     Art.  3. 
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fracase  una  elección,  no  se  celebrará  una  elección 
especial  para  cubrir  una  vacante  de  Diputado  á  la 
Asamblea,  á  menos  que  dicha  vacante  ocurra  el  día 
primero  de  Febrero  del  último  .año  de  duración  del 
cargo,  ó  antes  de  esta  fecha,  ó  á  menos  que,  ocu- 
rriendo con  posterioridad,  se  convoque  á  la  Asam- 
blea para  un  período  extraordinario  de  sesiones  que 
haya  de  celebrarse  antes  de  la  próxima  elección 
general.    (1) 

Vacantes  de  funcionarios  provinciales. 

§  57.  Siempre  que  ocurra  una  vacante  en  un 
cargo  provincial  electivo,  el  Gobernador  General 
nombrará  á  una  persona  idónea  para  cubrirla,  por  el 
tiempo  que  reste  de  duración  del  cargo  y  hasta 
que    el    sucesor   sea    elegido   y   habilitado. 

Cuando  fracase  la  elección  de  un  funcionario 
provincial  electivo,  es  deber  del  Gobernador  General, 
tan  pronto  como  sea  posible,  publicar  una  proclama 
convocando  á  una  elección  especial  para  proveer  dicho 
cargo.  Cuando  el  funcionario  provincial  electo  falleciere 
antes  de  tomar  posesión  de  su  cargo,  el  Gobernador 
General  podrá,  cuando  lo  crea  conveniente,  convocar 
á  elección  especial  por  medio  de  proclama  para  pro- 
veer dicho  cargo,  ó  nombrar  la  persona  que  lo  ha 
de  desempeñar  hasta  que  su  sucesor  sea  debidamente 
elegido   y   calificado    en    el    bienio    siguiente.    (2) 

Vacantes  de  funcionarios  municipales. 

§  58.  La  vacante  que  ocurra  en  un  cargo 
municipal  electivo,  será  cubierta  por  nombramiento 
hecho  por  la  Junta  Provincial,  y  el  funcionario 
municipal   así  nombrado,   desempeñará  el  cargo  hasta 


(1)  Art.  4. 

(2)  Art,  4  y  Ley  1810. 
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el  primero  de  Enero  siguiente  á  la  elección  gene- 
ral más  próxima,  entendiéndose  que  si  ésta  tiene 
lugar  á  mitad  del  término  de  duración  del  cargo, 
el  sucesor  será  elegido  por  el  tiempo  restante  del 
mismo  y  hasta  que  su  sucesor  haya  sido  elegido  y 
habilitado,  á  menos  que  dicho  nombramiento  sea 
dejado  sin  efeeto  ó  anulado  por  orden  del  Gobernador 
General.    (1) 

Vacantes  de  Iqs   miembros  electivos  de  la 
Junta  Municipal  de  JVlanila. 

§  59.  Las  vacantes  que  ocurran  en  el  cargo 
de  Miembro  electivo  de  la  Junta  Municipal  de  Ma- 
nila, después  de  tomar  posesión  del  cargo,  serán  cu- 
biertas por  nombramiento  del  Gobernador  General, 
hecho  con  consentimiento  de  la  Comisión,  para  el 
tiempo  que  falta  hasta  la  expiración  del  tiempo  que 
resta  de  la  duración  del  cargo.  Si  una  persona,  elegida, 
como  miembro  di»  la  Junta  Municipal  de  Manila,  es  in- 
elegible para  el  cargo,  ó  si  por  cualquiera  razón  fracasase 
la  elección  de  uno  ó  de  los  dos  miembros  electivos, 
no  se  convocará  elección  especial,  sino  que  la  va- 
cante en  el  cargo  de  miembro  electivo  será  cubierta 
por  nombramiento  hecho  por  el  Gobernador  General 
con   consentimiento    de    la   Comisión.    (2) 

Fracaso  de  elecciones  especiales* 

§  60.  Siempre^  que  una  elección  provincial  ó 
municipal  fracase1  en  la  elección  legal  de  uno  ó  más 
funcionarios  y  se  haya  convocado  y  celebrado  una 
elección  especial,  con  posterioridad,  para  el  cargo  ó 
los  cargos  que  han  de  proveerse  y  baya  fracasado 
en    elegir  uno    ó   más    de    los    funcionarios  dichos,   el 


(1)  Art.  4    y  1709,  art    1. 

(2)  Ley  1869. 
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Gobernador  General,  con  el  consentimiento'  de  la 
Comisión  de  Filipinas,  nombrará  á  un  ciudadano  de 
las  Islas  Filipinas  ó  de  los  Estados  Unidos  para  desem- 
peñar cualquiera  de  tales  cargos  provinciales  no  cu- 
biertos, y  la  Junta  Provincial,  con  el  consentimiento 
del  Gobernador  General,  nombrará  á  un  elector  debi- 
damente habilitado  del  municipio  para  desempeñar 
cualquiera  de  tales  cargos  municipales.  El  funcionario 
así  nombrado,  desempeñará  el  cargo  por  el  mismo 
plazo  durante  el  cual  lo  desempeñaría  si  hubiese  sido 
elegido.    (1) 

(1)     Art    4 


¿Jó        ¿$5       ¿Jó 
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CAPÍTULO  III. 

Distritos,  Secciones  y  Colegios  Electorales. 


61.  Método  electoral. 

62.  Representación  de  cada  provincia. 

63.  Distritos  Electerales. 

64.  Mapas  Electorales. 
65-66.  Secciones  Electorales. 

67.  Designación  de  Colegios  Electorales. 

68.  Compartimientos. 

69.  Balaustrada. 

70.  Utensilios  de  Escritorio  en  los  Colegios  Electorales. 

71.  Ejemplar  ó  texto  de  la  Ley  en  los  Colegios  Elec- 

torales. 

72-74.  Prevención  de  disturbios  en  los  Colegios  Electorales. 


/Wétodo  electoral. 

§  61.  Para  comprender  el  método  seguido  en 
las  elecciones,  basta  tener  en  cuenta  los  diferentes 
grados  de  representación  de  los  funcionarios  electi- 
vos. Procediendo  de  menos  á  más,  se  observará  que 
los  funcionarios  municipales  son  elegidos  por  las 
diferentes  secciones  electorales  del  Municipio  respec- 
tivo; los  funcionarios  provinciales  lo  son  por  las  seccio- 
nes electorales  de  todos  los  Municipios  de  cada  pro- 
vincia; y  los  Diputados,  por  las  secciones  electorales  de 
un  número  determinado  de  Municipios,  en  que  la 
provincia   pueda    estar  dividida. 

Para  los  efectos  de  la  elección  de  Diputados, 
las  provincias  pueden  tener  uno  ó  varios  distritos 
electorales,  y  á  este  respecto  se  ha  dado  la  consi- 
deración de  una  provincia  á  la  Ciudad  de  Manila.   (1) 

(1)     Art.  3. 
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Representación  cié  ocíete*  provincia. 

§  62.  La  Asamblea  Filipina,  con  el  Presidente, 
ó  "Speaker"  á  la  cabeza,  se  compone  de  80  miembros 
elegidos  de  las  35  provincias  en  que  actualmente 
está  dividido  el  Archipiélago  Filipino,  excluyendo 
los  territorios  habitados  por  moros  y  tribus  no  cris- 
tianas. El  número  de  Diputados  por  cada  provin- 
cia   es  como    sigue:    W 


Albay  tres. 

Ambos  Camarines  .     tres 

Antique uno. 

Bataan..   uno 

Bataneas tres. 

Bohol     tres 

Bulacán dos. 

Cagayán    dos 

Cápiz   tres . 

Cavite  .  uno 

Cebú  .         siete- 

llocos   Norte  • dos 

llocos  Sur tres 

Iloilo cinco 

Isabela  uno. 

La  Laguna dos 

La  Unión dos. 


Leyte cuatro. 

Manila  • dos. 

Mindoro uno. 

Misamis dos. 

Nueva  Ecija uno. 

Negros  Occidental . .  tres. 

Negros  Oriental  ....  dos. 

Palawan  . . . uno. 

Pampanga dos. 

Pangasinán cinco. 

Rizal dos. 

Samar tres. 

Sorsogón   dos. 

Surigao uno. 

Tárlac dos. 

Tayabas dos. 

Zambales uno. 


Distritos  electorales. 

§  63.  Cada  distrito  electoral,  como  se  ha  dicho, 
se  compone  de  varios  municipios.  He  aquí  la  di- 
visión establecida  en  el  art.  7  de  la  Ley,  con  ex- 
clusión   de    las    provincias    de    un    solo    distrito: 

Albay:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Bacacay,  Libog,  Malilipot,  Malinao,  Ta- 
baco y  Tivi.  Segundo  Distrito. — Compuesto  de  los 
municipios  de  Albay,  (2)  Bato,  Calolbon,  Manito, 
Pandan,    Rapu-Rapu,   Viga  y  Vírac.  Tercer  Distrito. — 


(1)  Art    5. 

(2)  Ley  N.o  1731. 
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Compuesto  de  los  Municipios  de  Camalig,  Guinobatan, 
Jovellar,    Libón,    Ligao,    Oas  y   Polangui. 

Ambos  Camarines:  Primer  Distrito. — Compuesto 
de  los  municipios  de  Basud,  Capalonga,  Daet,  Gainza, 
Indan,  Labo,  Libmanan,  Lupi,  Mambulao,  Milaor,  Mi- 
nalabac,  Pamplona,  Paracale,  Pasacao,  Ragay,  San  Fer- 
nando, San  Vicente,  Sipocot  y  Talisay.  (1)  Segundo  Dis- 
trito.— Compuesto  de  los  municipios  de  Baao,  Bato, 
Bula,  Calabanga,  Canaman,  Camaligan,  <2>  Iriga,  Ma- 
garao,  Nabua,  Nueva  Cáceres  y  Pili.  Tercer  Distrito. — 
Compuesto  de  los  municipios  de  Buhi,  Caramoan, 
Goa,  Lagonoy,  Sagnay,  San  José,  Siruma,  Tigaon  y 
Tinambac. 

Batangas:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los 
municipios  de  Balayan,  Calacá,  Lemery,  Nasugbú, 
Taal,  Talisay  y  Tanauan.  Segundo  Distrito. — Com- 
puesto de  los  municipios  de  Batangas,  Bauan,  Cuenca 
é  Ibaan.  Tercer  Distrito. — Compuesto  de  los  muni- 
pios  de  Lipa,  Lobóo,  Rosario,  San  José,  San  Juan 
de    Bocboc   y    Santo   Tomás. 

Bohol:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Antequera,  Baclayon,  Calapé,  Corella, 
Cortés,  Dauis,  Loon,  Maribojoc,  Panglao,  y  Tagbi- 
laran.  Segundo  Distrito. — Compuesto  de  los  munici- 
pios de  Alburquerque,  Balilihan,  Batuan,  Bilar,  Car- 
men, Dimiao,  Inabanga,  Loay,  Loboc,  Sevilla  y  Tubi- 
gon.  Tercer  Distrito. — Compuesto  de  los  municipios 
de  Anda,  Candijay,  Duero,  García-Hernández,  Guin- 
dulman,  Jagna,  Jetafe,  Mabini,  Sierra-Bullones,  Ta- 
libon,    Ubay   y   Valencia. 

Bulacán:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de    Bulacán,-  Calumpit,     Hagonoy,     Halólos, 


(1)     O.  E.  No.  114,  Serie  1908. 
(2*     O.  E    No.  109,  Serie  1908. 
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Paombong  y  Quingua.  Segundo  Distrito. — Compuesto 
de  los  municipios  de  Angat,  Baliuag,  Bocaue,  Mey- 
cauayan,  Norzagaray,  (1)  Obando,  (2)  Polo,  Pulilan,  (3) 
San  Miguel,  San  Ildefonso,  Santa  María  y  San  Rafael.  W 

Cagayan  :  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Alcacá,  Amulung,  Aparri,  Baggao,  Basco, 
Calayan,  Camalaniugan,  Gattaran,  Iguig,  Lal-lo,  Peña- 
Blanca  y  Tuguegarao.  Segundo  Distrito. — Compuesto 
de  los  municipios  de  Abulug,  Clavería,  Enrile,  Maua- 
nan,  Pamplona,  Piat,  Sánchez-Mira,  Santo  Niño, 
Solana   y   Tuao. 

Cápiz:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Cápiz,  Dao,  Dumarao,  Iuisan,  Panay, 
Panitan,  Pilar,  Pontevedra  y  Sigma.  Segundo  Dis- 
trito.— Compuesto  de  los  municipios  de  Calivo,  Du- 
malag,  Jamindan,  Libacao,  Mambusao,  New  Washing- 
ton, Sapian  y  Tapas.  Tercer  Distrito. — Compuesto  de 
los  municipios  de  Badajo^,  Buruanga,  Cajidiocan,  Jba- 
jay,  Looc,  Malinao,  Nabas,  Odiongan,  Romblón,  San 
Fernando  y  Taft,     <r» 

Cebú:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Bogó,  Borbón,  Carmen,  Catmon,  Danao, 
Pilar,  San  Francisco,  Tabogon  y  Tudela.  Segundo 
Distrito. — Compuesto  de  los  municipios  de  Cebú,  Li- 
loan,  Manda  ue  y  Opon.  Tercer  Distrito. — Compuesto 
de  los  Municipios  de  Carear,  Minglanilla,  Naga,  San 
Fernando  y  Talisay.  Cuarto  Distrito. — Compuesto  de 
los  municipios  de  Argao,  Dalaguete  y  Sibonga. 
Quinto  Distrito. — Compuesto  de  los  municipios  de 
Alegría,  Badián,  Boljo-on,  Grinatilan,  Malabuyoc, 
Moalbual,  Oslob  y  Samboan.  Sexto  Distrito. — Com- 
puesto    de    los    municipios    de     Aloguinsan,    Barili, 


(1)  O.  E.  N.°  5,  Serie  1908,  (2)  Ley  N.°  1588.  (3)  O.  E.  N.  ° 
116,  Serie  1908.  (4)  Ley  N.°  1619  (5)  Ley  No  1708,  art.  2. 
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Dumanjug,    Pinamungajan   y   Toledo.     Séptimo     Dis- 
trito.— Compuesto    de    los    municipios    de    Asturias; 
Balamban,  Bantayan,    Daan-Bantayan,    Medellin,    San  - 
Remigio  y  Tuburan. 

llocos  Norte:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los 
municipios  de  Bacarra,  Bangui,  Laoag,  Pasuquin, 
Piddig,  San  Miguel  y  Vintar  V\  Segundo  Distrito. — 
Compuesto  de  los  municipios  de  Badoc,  Batác,  Dingrás, 
Paoay  y    San    Nicolás.    (2> 

llocos  Sur:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los 
municipios  de  Oabugao,  Lapog,  Magsingal,  Santo  Do- 
mingo, Sinait,  Santa  Catalina  (3)  y  Vigan.  Segundo 
Distrito. — Compuesto  de  los  municipios  de  Candon, 
Narbacan,  Santa  Cruz,  Santa  Lucía,  Santa  María,  San- 
tiago y  Tagudin.  Tercer  Distrito. — Compuesto  de  los 
municipios  de  Bangued,  Bucay,  Dolores,  La  Paz,  Pilar, 
San  Quintín   (townships),    Santa   y   Tayum.    (4) 

Iloílo:  Primer  Distrito.— Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Guimbal,  Miagao,  Otón  y  Tigbauan. 
Segundo  Distrito. — Compuesto  de  los  municipios  de 
Arévalo,  Buenavista,  Jaro  (5^  é  Iloilo.  Tercer  Distrito. 
— Compuesto  de  los  municipios  de  Cabatúan,  León  y 
Santa  Bárbara.  Cuarto  Distrito.— Compuesto  de  los 
municipios  de  Barotac  Nuevo,  Dingle,  (6)  Janiuay  y 
Pototan.  Quinto  Distrito.— Compuesto  de  los  munici- 
pios de    Balasan,    Báñate,    Passi    y    Sara. 

La  Laguna:  Primer  Distrito.— Compuesto  de  los 
municipios  de  Alaminos  (7),  Bay,  (8)  Binan,  Cabuyao, 
Calamba,  Calauan,  Pila,  San  Pablo,  San  Pedro 
Tunasán  y  Santa  Rosa.  Segundo  Distrito.— Com- 
puesto   de    los    municipios  de   Lilio,    Longos    ^9)  Lui- 


(1)  O.  E.  JN.°  35r  Serie  1908.  (2)  O.  E.  N.°  101,  Serie  1908.  (3) 
Ley  N.°  1633.  (4)  Ley  N.o  1624.  (5)  O.  E.  N.°  64,  Serie  1907.  (6)  O. 
E.  N.°  108,  Serie  1908.  (7)  Ley  N°  1690.  (8)  Ley  N.°  1626.  (9)  O. 
E.  N.°   42,   Serie  1908. 
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siana,  Lumban,  Mabitac,  Magdalena,  Majayjay,  Nag- 
carlán,  Paete,  Pagsanján,  Pangil,  Santa  Cruz  y  Siniloan. 

La  Unión :  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Bacnotan,  Balaoan,  Bangar,  Luna,  San 
Fernando  y  San  Juan.  Segundo  Distrito. — Compuesto 
de  los  municipios  de  Agóo,  Aringay,  Bauang,  Cabá,  (1) 
Naguilian,    Rosario,    Santo    Tomás   y   Tubao. 

Leyte:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  muni- 
cipios de  Macrobon,  <2>  Baybay,  Caibiran,  Kawayan,  (3) 
Leyte,  Mérida,  Naval,  Ormoc,  Palompon  y  San  Isi- 
dro. Segundo  Distrito. — Compuesto  de  los  municipios 
de  Bato,  Cabalian,  Hilongos,  Hindang,  Inopacan, 
Liloan,  Maasin,  Maiítbog,  Matalom,  Pintuyan  y 
Sógod.  Tercer  Distrito. — Compuesto  de  los  munici- 
pios de  Abúyog,  Barugo,  Burauen,  Carigara,  Da- 
gami,  Hinunanga  y  Jaro.  Cuartea  Distrito. — Com- 
puesto de  los  municipios  de  Alang-alang,  Babat- 
ngón,    Dulag,    Palo,    Tacloban,   Tanauan  y  Tolosa. 

Manila:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los 
arrabales  de  Binondo,  Intramuros,  San  Nicolás  y 
Tondo.  Segundo  Distrito. — Compuesto  de  los  arraba- 
les de  Ermita,  Malate,  Paco,  Pandacan,  Quiapo, 
Sampaloc,    San    Miguel,    Santa   Ana   y     Santa    Cruz. 

Misarais:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los 
municipios  de  Balingasag,  Gingóog,  (4)  Mambajao,  Ta- 
goloan  y  Talisayan.  Segundo  Distrito. — Compuesto  de 
los  municipios  de  Cagayán,  Initao,  Jiménez,  Lan- 
garan,    Misarais  y  Oroquieta. 

Negros  Occidental:  Primer  Distrito. — Compuesto 
de  los  municipios  de  Cádiz,  Escalante,  Manapla, 
Sagay,  San  Carlos,  Saravia,  Silay  y  Victorias.  Se- 
gundo   Distrito. — Compuesto    de    los   municipios    de 


(1)  O.  E.  N.°  .41.  Serie  1907.  (2)  O.  E.  N.°  34,  Serie  1908.  (3) 
Ley  N.°  1616.  (4)  Ley  N.°  1616. 
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Bacolod,  Bago,  La  Carlota,  Murcia,  Talisay  y  Va- 
lladolid.  Tercer  Distrito. — Compuesto  de  los  muni- 
cipios de  Binalbagan,  Cauayan,  Kabankalan,  w 
Ilog,    Isabela,    Jimamaylan,    Jinigaran  y  Pontevedra, 

Negros  Oriental :  Primer  Distrito — Compuesto 
de  los  municipios  de  Ayuquitan,  Bais,  Dumaguete, 
Guijulugan,  Tanjay  y  Jimalalud  (2).  Segundo  Distrito. 
— Compuesto  de  los  municipios  de  Bacon,  Dauin, 
Lazi,    Larena,   Luzuriaga,   Siaton,   Siquijor    y  Tolong. 

Pampanga:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los 
municipios  de  Angeles,  Bacolor,  Floridablanca,  Gua- 
gua, Lubao,  Macabebe,  Porac,  San  Miguel,  San  Si- 
món, (3)  Sexmoan  (4)  y  Santa  Rita,  Segundo  Dis- 
trito.— Compuesto  de  los  municipios  de  Apalit,  Ara- 
yat,  Candaba,  Mabalacat,  Magalan,  México,  San  Fer- 
nando y    San    Luis. 

Pangasinán  :  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los 
municipios  de  Agno,  Aguilar,  Alaminos,  Anda,  Ba- 
lincaguin,  Bani,  Bolinao,  Infanta,  Lingayén,  Salasa, 
San  Isidro  Labrador  ó  de  Potot  (5)  y  Súal.  Se- 
gundo Distrito. — Compuesto  de  los  municipios  de 
Bimmaley,  Dagupan,  Mangatarem,  San  Carlos  y 
Urbiztondo.  Tercer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Álava,  Bayambang,  Calasiao,  Malasiqui, 
Mangaldan,  Mapandan,  ^  San  Fabián  y  Santa  Bár- 
bara, Cuarto  Distrito. — Compuesto  de  los  municipios 
de  Alcalá,  Bautista,  Binalonan,  Manauag,  Pozorru- 
bio,  San  Jacinto,  Santo  Tomás  <7),  Urdaneta  y  Vi- 
llasis.  Quinto  Distrito. — Compuesto  de  los  municipios 
de  Asingan,  Balungao,  Natividad,  Rosales,  San  Ma- 
nuel, San  Nicolás,  San  Quintín,  Santa  María,  Tayug 
y  Umingan. 


(1)  Ley  N.°  1612.  (2)  Ley  N.°  1604.  (3)  Ley  N.  ©  1719.  (\)  O.  E. 
N.°  122,  Serie  1908.  (5)  O.  E.  N.  ©  6,  Serie  1908.  (6)  O.  E.  N.°  10, 
Serie  1908.  O)  O.  E.  N.°   12,  Serie  1908 


—  49  —       • 

Rizal:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  munici- 
pios de  Calooean,  Las  Pinas,  Malabón,  Navotas,  Para- 
ñaque,  Pateros*1  >,  Pasay,  San  Felipe  Neri,  San  Juan 
del  Monte,  (2)  San  Pedro  Macatiy  Taguig.  Segundo  Dis- 
trito.— Compuesto  de  los  municipios  de  Antipolo,  Bi- 
nangonan,  Jalajala,  $)  Mariquiná,  Montalbán,  Morong, 
Pásig,    Pililla,    San    Mateo,    Tanay  y  Taytay. 

Samar:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Alien,  Bobon,  Calbáyog,  Capul,  Catar- 
mán,  Catubig,  Laoang,  La  vezares,  Oquendo,  Palapag, 
Pambujan  y  San  Antonio.  Segundo  Distrito.— Com- 
puesto de  los  municipios  de  Almagro,  Basey,  Cal- 
inga, Catbalogan,  Gándara,  Santa  Rita,  Santa  Mar- 
garita (4)  Santo  Niño,  Tarangnan,  Villareal,  Wright 
y  Zumárraga.  Tercer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Balangiga,  Borongan,  Dolores,  Guiñan, 
Llórente,  Oras,    Salcedo,   San    Julián,    Sulat  y   Taít. 

Sorsogón  :  Primer  Distrito— Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Bacon,  Barcelona,  Bulusan,  Casiguran,  Cas- 
tilla, Gubat,  Irosin,  Jnban,  Matnog,  Prieto-Díaz, 
Santa  Magdalena  y  Sorsogón.  Segundo  Distrito.— 
Compuesto  de  los  municipios  de  Aroroy,  Bulan. 
Caitaingan,  Dimasalang,  Donsol,  Magallanes,  Mandaon, 
Masbate,  Milagros,  Mobo,  Pilar,  Placer,  Pulanduta, 
San    Fernando,    San  Jacinto,    San    Pascual    y   Uson. 

Tárlac:  Primer  Distrito.-— Compuesto  de  los  mu- 
nicipios de  Anao  (5\  Camiling,  Gerona,  ((*)  Moneada, 
Paniqui,  Pura  y  San  Manuel.  Segundo  Distrito. — Com- 
puesto de  los  municipios  de  Bamban,  Capas,  Concep- 
ción, La  Paz,  Tárlac  y  Victoria. 

Tayabas:  Primer  Distrito. — Compuesto  de  los  mu- 


(1)  O.  E.  N.o  20,  Serie  1908.  (2)  Ley  N.  c  1<>25.  (8)  Ley  N.°  1720. 
(4)  O.  E.  N.o  110,  Serie  1908.  (5)  O.  E.  N.°  25.  Serie  1908.  (6)  Lev 
N.o    1623. 
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nicipios  (le  Alimonan,  Baler,  Candelaria  cl),  Infanta, 
Lucban,  Lacena,  Mauban,  Pagbilao,  Polillo,  Sampáloc, 
Sariaya,  Tayabas  y  Tiaon.  Segundo  Distrito.— Com- 
puesto de  los  municipios  de  Alabat,  Boac,  Calauag, 
Casiguran,  Catanauan,  Casan,  Guinayangan,  Gumaca, 
López,  Mulanay,  Pitogo,  Santa  Cruz,  Torrijos  y 
Unisan.    *2> 

•  7V\ei.|3£*s    electorales. 

§  64- .  Divididas  las  provincias  en  distritos 
electorales,  todas  las  Juntas  Provinciales  deben  prepa- 
rar un  croquis  ó  mapa  contorneado  de  cada  uno  de 
los  distritos  electorales  de  que  se  compone  cada  pro- 
vincia, haciéndose  constar  en  cada  mapa  ó  croquis 
la  situación  y  nombre  de  los  municipios  ó  parte 
de   ellos   que    cada   distrito    comprenda. 

Con  noventa  días,  por  lo  menos,  de  anticipación 
á  toda  elección  general,  se  expondrá  y  permanecerá 
expuesto  un  ejemplar  de  dicho  mapa  en  tres  sitios 
públicos,  á  lo  menos,  de  cada  uno  de  los  munici- 
pios y  barrios  de  los  mismos,  comprendidos  en  el 
distrito.    <*) 

Secciones   electorales. 

§  65.  Cada  distrito  electoral  se  compone  de 
varios  municipios.  (4)  Cada  municipio  tendrá  una  ó 
varias  secciones  electorales,  ó  sean  espacios  contiguos 
y  unidos,  capaces  de  contener  á  cuatrocientos 
electores. 

Las  secciones  electorales  pueden  ser  una  ó  va- 
rias, según  que  cada  municipio  arroje  un  número 
redondo  de  cuatrocientos  electores  para  abajo,  ó  más 
de  400   electores,  y  si  resultase  que  en  una  elección 


(1)     Ley    N.o    1721     (2)    O.    E.    N.  °    85,    Serie    1908.    (3)     Art.    7. 
(4)    Art.    7. 
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excediere  de  cuatroí  ientos  el  número  de  electores 
inscritos  en  una  sección,  el  Concejo  Municipal  hará 
antes  de  los  cuatro  meses  precedentes  á  la  elección 
siguiente,  una  nueva  división  del  municipio  en  otras 
secciones  electorales.   (1) 

§  66.  Siempre  que  alguno  ó  algunos  barrios  de 
un  municipio  se  constituyeren  en  parte  de  un  dis- 
trito, en  que  no  estuviere  incluido  el  resto  de  dicho  mu- 
nicipio, el  Concejo  Municipal  señalará  las  secciones 
de    dicho    barrio    ó   barrios. 

Se  hacen  también  planos  de  las  secciones  elec- 
torales, en  que  consten  claramente  sus  límites,  y  que 
estarán  expuestos  antes  de  los  cuarenta  y  cinco  días 
precedentes  á  las  elecciones  en  los  colegios  electo- 
rales, en  dos  sitios  más  públicos  de  cada  sección  y 
en  la  casa  municipal  de  cada  municipio,  durante  los 
mismos    días.    (2) 

Designación  de  Colegios  electorales. 

§  67.  Con  sesenta  días  de  anticipación  á  las 
elecciones  generales,  los  Concejos  Municipales  de  los 
pueblos,  en  que  tengan  lugar  las  elecciones,  deben 
designar  en  cada  sección  electoral  un  local,  el  más 
céntrico  posible,  con  relación  á  la  residencia  de  los 
electores,  y  en  él  se  reunirá  la  Junta  de  Inspectores 
para  formar  el  censo  electoral.  (3)  Este  local  se  llama 
Colegio    Electoral. 

Se  debe  procurar,  dice  la  Ley,  que  dicho  .  local 
sea  una  sala  de  planta  baja,  con  capacidad  sufi- 
ciente para  contener  cómodamente  veinte  electores 
á  la  vez,   hacia  la  parte  de  afuera  de  la  balaustrada. 

Si    hecha   la   designación    del   local,   éste    se  des- 


(1)  Art.  8. 

(2)  Art.  8. 

(3)  Art    9. 
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truyere  ó  inutilizare  por  cualquier  causa,  antes  de  las 
elecciones,  el  Concejo  Municipal  correspondiente  lo 
sustituirá  inmediatamente  con  otro  de  condiciones 
á   propósito. 

Cuando  los  Concejos  Municipales  no  dispusieren 
de  un  local  apropiado,  ó  cuando  resultare  más  eco- 
nómico el  hacerlo  así,  pueden,  según  la  Ley,  dis- 
poner que  se  hicieran  construcciones  provisionales 
ó  portátiles,  adecuadas  al  efecto,  adoptando  las  me- 
didas convenientes  y  necesarias  para  su  conservación 
y  reinstalación  en  elecciones  subsiguientes.  Estas 
construcciones  pueden  ser  instaladas  en  cualquier 
plaza  ó  calle  pública,  con  tal  que  no  obstruyan  el 
tránsito.   W 

Compartimientos. 

§  68.  Durante  las  elecciones,  debe  haber  en 
cada  colegio  un  número  suficiente  de  compartimien- 
tos, que  no  bajarán  de  uno  por  cada  cincuenta 
electores  de  la  sección;  cada  compartimiento  me- 
dirá, por  lo  menos,  un  metro  cuadrado  y  tendrá 
cuatro  costados  de  dos  metros  de  altura  como  mí- 
nimum, uno  de  los  cuales  servirá  de  puerta,  que  se 
abrirá  y  cerrará  hacia  afuera  y,  en  su  longitud  ver- 
tical, faltarán  cincuenta  centímetros  para  llegar  al 
suelo.   (2> 

Balaustrada. 

§  69.  Be  colocará  también,  dice  la  Ley,  en 
cada  colegio  una  balaustrada  á  dos  metros,  por  lo 
menos,  de  la  -urna  y  de  los  compartimientos,  de 
modo  que  no  se  pongan  la  urna  ni  los  comparti- 
mientos, dentro  de  los  dos  metros  citados,  así  como 
dicha    balaustrada   tendrá   por   separado    una   entrada 


(1)  Art.  9. 

(2)  Art.  9. 
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y  una  salida;  es  decir,  que  la  disposición  del  cole- 
gio electoral  ha  de  ser  tal,  que  no  pueda  llegarse 
á  los  compartimientos,  sino  pasando  la  balaustrada, 
y  que  aquéllos,  lo  mismo  que  la  urna,  la  mesa  y 
todo  el  colegio  estén,  á  excepción  del  interior  de 
los  compartimientos,  á  la  vista  de  la  mesa  y  de  las 
personas  que  se  hallen  al  otro  lado  de  la  balaus- 
trada; así  como  los  compartimientos  estarán  arregla- 
dos de  manera  que  no  haya  acceso  á  ellas,  sino 
por   la   puerta   de    los    mismos.    (1) 

Utensilios  de  escritorio  en  los  Colegios 
electorales. 

§  70.  Cada  compartimiento  debe  tener  en  uno 
de  sus  lados  un  pupitre  de  treinta  centímetros  de 
ancho  y  de  una  altura  conveniente  para  escribir, 
sobre  el  cual  se  pondrán  lápices  indelebles  que  usa- 
rán los  electores  para  preparar  su  balota,  así  como 
habrá  de  estar  bien  alumbrado,  mientras  este  abierto 
el   colegio    y   hasta  que  se  complete  el  escrutinio.    (2) 

Ejemplar  o  texto  de  let   Ley  en  los 

Colegios   electorales. 

§  71.  Durante  los  días,  tanto  de  la  formación 
del  censo  electoral,  como  de  las  elecciones,  debe 
haber  en  el  colegio  un  ejemplar  en  inglés  y  otro 
en  castellano,  de  la  Ley  Electoral  y  de  sus  enmien- 
das, puestos  en.  un  lugar  visible,  para  que  puedan 
ser  consultados  por  cualquier  elector  ó  persona  que 
concurra  á    dicho    colegio.    W 

Prevención  de  distuirlbios  en  los  Colegios 
electorales. 

§     72.     A  fin   de  prevenir  disturbios,  la   Ley  pro- 


(1)  Art.  9. 

(2)  Art.  9. 

(3)  Art    9. 
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hibe  que  se  vendan  ó  distribuyan  bebidas  alcohóli- 
cas, dentro  de  treinta  metros  á  la  redonda  de  un 
colegio  electoral,  en  día  de  formación  del  censo  electo- 
ral, ni  en  un  radi'o  de  ciento  cincuenta  metros  en  día 
de  elección  durante  las  horas  en  que  se  vote.  La 
Ley  prohibe  asimismo  que  se  establezcan  en  dichos 
días  y  horas,  y  dentro  de  las  citadas  distancias,  tiendas 
ni  puestos  provisionales  de  ninguna  clase,  para  la 
venta  ó  exhibición  de  objetos,  mercancías  ó  refres- 
cos, sólidos  ó  líquidos  ni  para  ningún  otro  fin.  Y 
prohibe  también  que  en  municipio  alguno  tengan 
lugar   riñas   de   gallos   en    día   de    elección.    (1) 

§  73.  Sobre  el  efecto  de  la  perturbación  del 
orden  en  ó  cerca  de  los  colegios  electores  en  los 
días  de  formación  del  censo  ó  de  votación,  encon- 
tramos en  la  Enciclopedia  Americana,  la  doctrina 
siguiente : 

"Parece  cierto  que  un  pequeño  desorden  ó  per- 
turbación casual  del  orden  público  no  será  suficiente 
para  invalidar  el  resultado  de  una  elección.  Pero, 
cuando  por  razón  de  desorden  ó  intimidación,  un 
gran  número  de  electores  ha  sido  impedido  de  votar, 
de  tal  manera  que  no  podría  determinarse  el  resul- 
tado de  la  elección,  si  se  les  hubiera  permitido  ha- 
cerlo, tal  elección  debe  rechazarse.  Cuando  se  ha 
alegado  que,  por  violencia  é  intimidación,  muchos  elec- 
tores han  dejado  de  votar,  las  declaraciones  de  tales 
electores  deben  obtenerse ;  porque  la  acusación  de 
tal  violencia  é  intimidación  no  puede  sostenerse  sólo 
por  rumor  ó  voz  publica,  cuando  ningún  testigo 
ha  declarado  que  fué  impedido  de  votar  con  motivo 
de  la   intimidación. "    &> 


(1.     Art.  10. 

^2)     15  Cyc  p.  369. 


—  55  — 

§  74.  Y  el  Juzgado  de  Pangasinán,  haciendo 
aplicación  de  la  misma  doctrina,  en  la  protesta  de  Po- 
sadas v.  Banaag,  sostuvo  "que  un  leve  desorden  en  el 
colegio  electora],  á  causa  del  empeño  de  los  elec- 
tores de  conseguir,  mediante  la  fuerza,  pronta  en- 
trada en  el  colegio,  no  afecta  al  acto  de  la  votación, 
principalmente  cuando  los  funcionarios  de  elección  em- 
plearon   medios   legales   para   impedirlo. " 


¿$5        ¿$5        ¿$5 
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CAPÍTULO  IV. 

Condiciones  de  los  electores. 


75.  Condiciones    absolutavS 

76.  Sexo. 

77.  Edad. 

78.  Prueba   de   la   edad. 
79-110.       Residencia. 

111-114-     Efectos   del   cambio   de   residencia. 

115.  Residencia  de  los  individuos  del  Ejército  y  Ar- 

mada de   los   EE.  UU. 

116-121.     Ciudadanía 

122-124  Filipinos  residentes  en  el'  Extranjero  al  tiempo 
de  la  aprobación  de  la  Ley  del  Congreso  de 
1  °  de   Julio  de   1902. 

125-127  Filipinos  que  desempeñaban  cargo  civil  ó  mi- 
litar del  Gobierno  Español,  con  posterioridad 
al   decreto   de    1  °    de   Mayo   de   1901 

128  131  Españoles  residentes  en  estas  Islas  en  ó  antes 
del    11    de   Abril   de  1899 

132-134.  Hijos  de  españoles  residentes  en  estas  Islas, 
que  se  hicieron  ciudadanos  filipinos  en  vir- 
tud  del    Tratado   de  París. 

135-141.     Cómo   se   recobra   la   ciudadanía   filipina. 

142.  Procedimiento   por  el   cual  pueden  hacerse  dú- 

danos de   Filipinas    los    de  distintos   países. 

143.  Qué   condición  jurídica  puede  pretender  un  ciu- 

dadano  de   Filipinas   en  un    país  extranjero? 


Condiciones  e*k>soli4te*s. 

§  75.  De  las  condiciones  que  la  Ley  exige 
para  ser  elector,  unas  pueden  llamarse  absolutas  y 
otras  relativas.  Las  primeras  son  todas  de  necesidad 
para  todo  elector;  las  segundas  no  son  todas  de 
precisión,    sino    que,    cualquiera   de   ellas,    en  concur- 


rencia   con   las  primeras,   es    bastante  para  dar   la  ca- 
lificación  de  elector.   Las  condiciones  absolutas  son: 

(a)  Ser  varón. 

(b)  Tener  23  años  de  edad. 

(c)  Tener  residencia  legal  en  el  Municipio  en 
que  se  baya  de  ejercer  el  sufragio,  por  un  período 
de  (>  meses  inmediato  anterior  a  la  elección. 

(d)  No  ser  ciudadano  ni  subdito  de  una  poten- 
cia extranjera.  (t) 

§  76.  Ser  varón,  esto  es,  ser  del  sexo  mascu- 
lino. Esto  no  requiere  comentario  de  ninguna  clase. 
No  se  trata  de  discutir  si  es  ó  no  conveniente  ex- 
tender á  las  mujeres  el  privilegio  del  sufragio;  basta 
decir  que  la   Ley  vigente   no  les  concede  este  derecho. 

§  77.  Una  de  las  condiciones  necesarias  para 
ser  elector  es  tener  23  años  de  edad.  Pero,  tal  ve/> 
se  pregunte:  ¿cuándo  se  ha  de  tener  cumplidos  los 
23  años,  es  al  tiempo  de  la  inscripción  en  el  censo 
ó  al  tiempo  de  la  votación?  El  examen  del  jura- 
mento de  elector,  prescrito  por  el  art.  17  de  la  Ley, 
demuestra  que  debemos  atenernos  al  tiempo  de  la 
votación.  Cierto  es  que  la  inscripción  tiene  por  ob- 
jeto hacer  constar  quienes  son  los  votantes  legales, 
pira  distinguirlos  de  los  que  no  tienen  derecho  de 
ejercer  el  sufragio;  en  otros  términos,  el  censo  es 
la  demostración  legal  de  las  calificaciones  de  los  elec- 
tores; pero,  á  los  efectos  de  la  votación,  es  bastante 
que,  antes  de  que  el  elector  deposite  su  voto  en 
las    urnas,    demuestre,    mediante  su   inscripción   en  el 


(!)     Art.    13. 
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censo,  que  á  la  fecha  de  la  próxima  elección  ten- 
dría la  edad  de  23  años  exigida  por  la  Ley.  Por  tanto, 
opinamos  que,  para  ser  elector,  entre  otras  condi- 
ciones, es  necesario  tener  23  años  cumplidos  al  tiempo 
de  la  elección,  y  no  al  tiempo  de  la  inscripción  en 
el    censo. 

Prueba  de  le*  e>de*cl. 

§  78..  ¿Cómo  se  prueba  la  edad?  Raras  cues- 
tiones han  surgido  sobre  este  particular.  En  un  caso 
de  exclusión  del  censo  por  falta  de  edad,  se  resol- 
vió que  es  injusto  apreciar  las  edades  de  los  recusa- 
dos por  sus  fisonomías.  (1) 

Y  ciertamente,  la  fisonomía  de  un  individuo, 
en  general,  es  una  prueba  muy  dudosa.  La  mejor 
prueba  es  la  certificación  de  nacimiento.  En  su  defecto, 
puede  establecerse  la  edad  por  testimonio  de  perso- 
nas fidedignas.  El  valor  de  la  cédula  personal,  como 
prueba  de  la  edad,  depende  de  las  circunstancias  de 
cada  caso.  En  general,  es,  por  lo  menos,  un  princi- 
pio de  prueba. 

Residencia. 

§  79.  Para  ser  elector,  es  indispensable  tener 
residencia  legal  en  el  Municipio  en  que  se  haya  de 
ejercer  el  sufragio,  por  un  período  de  seis  meses  in- 
mediato anterior  á  la  elección.  La  cuestión  de  re- 
sidencia legal  lia  sido  extensamente  discutida  en 
varios  casos  ocurridos  con  motivo  de  las  últimas 
elecciones  de  Diputados,  provinciales  y  municipales. 
En  la  protesta  contra  el  acta  del  Diputado  del 
Distrito  Sur  de  Manila,  Hon.  Fernando  Guerrero, 
el   Comité    de    Elecciones   sostuvo   que  él  tenía   resi- 

(1)     Jim.  Prov.  de   Isabela,    Resol.    N.  °  708. 
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ciencia  legal  en  la  Ermita,  no  obstante  haberse  tras- 
ladado temporalmente  á  Calooean,  pero  con  inten- 
ción de  retener  y  volver  á  su  residencia  primitiva 
ú  original.  El  asunto  fué  sometido  á  la  Asamblea 
Filipina,  y  después  de  una  amplia  y  deliberada 
discusión,  la  mayoría  de  los  Diputados  sostuvo  la 
opinión    del    Comité.    (*> 

§  80.  En  la  protesta  contra  el  acta  del  Dipu- 
tado por  el  Segundo  Distrito  de  Samar,  Hon.  Lu- 
ciano Sinko,  el  Comité  dijo;  "A  "falta  de  otras 
pruebas,  el  Comité  es  de  opinión  que  las  declara- 
ciones juradas  que  se  han  presentado  adjuntas  á  la 
protesta  son  insuficientes  para  destruir  la  presunción 
de  que  el  Diputado  protestado  reúne  condiciones  de 
elegibilidad,  para  desempeñar  el  cargo  que  ocupa  en 
la  actualidad,  tanto  más  si  se  tiene  en  cuenta  que 
dichas  alegaciones  han  sido  contradichas  bajo  jura- 
mento  en   el   escrito  de    contestación." 

"Por  otra  parte,  el  hecho  material  de  haberse 
ausentado  el  Sr.  Sinko  de  su  provincia  natal,  no  de- 
muestra en  modo  alguno  su  intención  de  perder  su 
residencia ;  aun  en  el  supuesto  de  que  él  hubiera 
hecho  alguna  manifestación  en  tal  sentido,  como  se 
ha  pretendido  establecer,  tales  manifestaciones  podían 
bien  haberse  hecho  con  cualquier  otro  fin  lícito,  sin 
que  por  lo  tanto  pueda  en  modo  alguno  perju- 
dicarle." 

Esta  opinión  del  Comité  fué  sostenida  por  la 
Asamblea  Filipina,  confirmando  la  elección  del  Di- 
putado  por  el   Segundo  Distrito  de  Samar.    (2) 

§  81.  En  la  protesta  contra  el  acta  del  Di- 
putado  por  el  Distrito    Norte    de  Manila,    Dr.  Domi- 


(1)  Dia.  de  Ses.  de  la  Asam.  Oic.  6,  1907. 

(2)  Dia    de  Ses.  de  la   Asam.  Nov.  29,  1907 
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nador  Gómez,  el  Comité  de  elecciones,  después  de 
un  detenido  estudio  de  las  cuestiones  planteadas  en 
este  asunto  y  de  las  pruebas  aducidas  por  ambas 
partes,    sustento  las  siguientes  conclusiones: 

"1. — Que  el  Dr.  Dominador  Gómez,  antes  del 
1.°  de  Enero  de  1907,  tenía  residencia  legal  en  la 
calle  Alix  N.°  182,  correspondiente  al  Segundo  Dis- 
trito  Electoral  de  la  Ciudad   de  Manila. 

2. — Que  esta  residencia  la  ha  conservado  el  Dr. 
Dominador  Gómez  durante  el  lapso  de  tiempo  que 
media   entre    1.°    de    Enero   y  30  de  Julio  de   1907. 

3.— Que  después  del  30  de  Julio  de  1907  el  Dr. 
Dominador  Gómez  continuó  residiendo  en  la  misma 
casa  de  la  calle    Alix  N.°   182,   y 

4. — Que  el  Dr.  Dominador  Gómez  nunca  tuvo 
residencia  en  la  calle  de  Vives  N.°  43,  Primer  Dis- 
trito Electoral." 

La  cuestión  de  la  residencia  el  Dr.  Gómez  ha 
sido  ampliamente  debatida  dentro  de  la  Asamblea 
Filipina.  Y  después  de  algunos  días  de  acaloradas 
discusiones,  en  que  se  han  aducido  los  argumentos 
más  vigorosos,  la  mayoría  de  la  Cámara,  por  ftn, 
en  su  segunda  votación, — por  haber  resultado  empa- 
tada la  primera — sostuvo  la  opinión  del  Comité  de 
Elecciones,    rechazando  el  acta  del  Dr.  Gómez.    (1) 

§  82.  El  Fiscal  General  Wilfley,  consultado  sobre 
la  misma  cuestión,  dice:  "La  residencia  que  requieren 
respectivamente  los  artículos  (i  y  14  del  Código  Mu- 
nicipal para  ser  elector,  ó  Presidente,  Vice-Presidente 
y  Concejal  Municipal  es  la  residencia  legal  ó  sea  el 
domicilio  en  el  Municipio  en  donde  habrán  de  ejer- 
cerse el  sufragio  ó  los  mencionados  cargos.  Tal  re- 
sidencia legal  ó  domicilio  la  adquieren  los  que  no 
han  estado  domiciliados  en  un  Municipio,,  al  fijar  en 


(1)     Dia.  de  Sea.  de   la   Asam.  Feb.  11,     1908. 
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él  su  residencia,  y  la  pierden  los  que,  teniendo  su 
domicilio  en  él,  abandonan  dicho  domicilio  para 
fijarlo  en  otro  municipio  con  intención  de  residir 
allí  de  una  manera  permanente.  Como  lo  que  de- 
termina el  domicilio  es  la  intención  de  residir  per- 
manentemente, y  esta  intención  no  siempre  se  ma- 
nifiesta, no  se  pierde  el  domicilio  en  un  Municipio 
hasta  que  se  manifieste  la  intención  de  adquirirlo 
en  otro.  El  hecho  de  desempeñar  el  cargo  de  Se- 
cretario Municipal  no  determina  por  sí  solo  el  do- 
micilio, si  el  que  ha  desempeñado  no  tuvo  inten- 
ción de  residir  permanentemente  en  el  Municipio  en 
que  ejerció  el  cargo.  Si  el  que  ejerció  tal  cargo  ejer- 
ció á  su  vez  el  derecho  del  sufragio,  considerándose 
residente  en  tal  Municipio,  pierde  su  residencia  en 
el  Municipio  en  que  anteriormente  residía  y  no 
puede  ser  elector,  ni  ejercer  el  cargo  de  Presidente, 
Vice-Presidente  ó  Concejal,  hasta  que  adquiera  de 
nuevo   en    él    residencia  legal/'    (1) 

§  83.  "La  residencia  de  una  persona  se  es- 
tablece por  la  intención  de  vivir  permanentemente 
en  un  lugar  fijo.  Esta  intención  puede  manifestarse4 
no  sólo  por  sus  declaraciones,  sino  también  por  sus 
actos.  El  ejercicio  del  derecho  de  sufragio,  la  ha- 
bitación de  la  familia  de  uno  y  el  sitio  donde  se 
encuentran  sus  intereses  comerciales  pueden  ser 
pruebas   de  tal    intención."   W 

§  84.  El  hecho  de  que  una  persona  ha  sido 
tesorero  de  un  municipio  no  es  suficiente  en  sí  para 
establecer  su  residencia  allí.  Puede  ser  residente  de 
otro  municipio,  donde  su  familia  siempre  ha  vivido 
y  al   cual   siempre    ha  considerado   como    el    sitio   de 


(1)     Op.  de  la  F.  G.  de  4  de  Diciembre  de  1903. 

(2;     (Op.    oí   the    Attorney    General    Yol.    11,    p.    636) 
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su  residencia  y,  por  consiguiente,  es  elegible  para 
desempeñar   cargo   en    tal    municipio.  (1) 

§  85.  La  Secretaría  Ejecutiva,  contestando  á 
varias  consultas  referentes  al  significado  y  alcance  de 
la  residencia  legal,  ha  venido  á  aportar  mucha  luz 
sobre  esta  cuestión.  Aunque  las  opiniones  de  los  Ofi- 
ciales Ejecutivos  no  son,  en  general,  de  gran  peso 
en  la  decisión  de  cuestiones  judiciales,  sin  embargo, 
tratándose  de  una  ley,  cuyo  cumplimiento  les  está 
encomendado,  la  interpretación  contemporánea  dada 
por  dichos  funcionarios  es  de  mucha  importancia,  y  á 
menos  que  dicha  interpretación  sea  evidentemente 
errónea,  debe  merecer  de  los  Tribunales  mucha  con- 
sideración. 

'  'La  cuestión  de  residencia  es  un  asunto  que  se 
determina  por  muchas  circunstancias  que  son  difí- 
ciles de  enumerarse  aquí.  Entre  estas  circunstancias, 
una  de  las  más  importantes  es  la  de  la  intención. 
Si,  al  ausentarse  de  su  pueblo,  V.  no  tenía  la  in- 
tención de  trasladar  su  residencia  á  otro  pueblo,  sino 
que  lo  hacía  para  atender  negocios  que  pudiera  te- 
ner en  otros  lugares,  ó  porque  consideraba  insufi- 
cientes los  medios  de  vida  en  su  pueblo,  y  esta- 
blecía temporalmente  su  residencia  en  otro  pueblo  para 
hallar  más  ancho  campo  en  sus  empresas,  intentando 
siempre  volver  al  pueblo  de  su  origen,  y  sin  esta- 
blecer una  residencia  en  ninguna  parte,  V.  nunca 
perdió   su   residencia  en  el  mismo.' '     <2> 

§  86.  "La  cuestión  de  residencia  se  determina 
por  la  intención  y  actos  de  un  individuo.  Si  la  inten- 
ción de  V.,  al  aceptar  el  cargo  de  Tesorero  Muni- 
cipal  de    Bambang  y   Concepción,    es   no    establecer 

(1)  Op.   de  la   F.    G.   de   4    Dic,  1903. 

(2)  C.  O.  Feb.  23,  1907  á  D.  Miguel  Montes. 
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su  residencia  legal  en  ninguno  de  estos  pueblos,  y 
esta  intención  se  corrobora  por  sus  actos,  V.  no  pierde 
su  residencia  legal  en  Victoria,  y  por  consiguiente 
puede    votar   en    dicho    pueblo."    W 

§  87.  "De  acuerdo  con  la  ley,  no  es  necesa- 
rio que  el  Tesorero  Municipal  tenga  residencia  le- 
gal en  el  municipio  para  que  ha  sido  nombrado. 
La  residencia  de  origen  ó  de  nacimiento  no  se  pierde 
hasta  haberse  adquirido  otra.  Una  persona  que  se 
ausenta  de  su  pueblo  en  vista  de  un  nombramiento, 
pero  que  intenta  volver  de  nuevo  tan  pronto  como 
los  deberes  de  su  cargo  no  requieran  su  presencia 
en  el  otro,"  ó  que  no  tenga  intención  de  convertir 
el  pueblo  de  su  destino  en  residencia  permanente, 
no  pierde  su  residencia  legal  en  el  pueblo  de  su  ori- 
gen. El  simple  cambio  de  domicilio  no  lleva  consigo 
el  cambio  de  residencia,  si  no  va  acompañado  de 
la  intención.  De  consiguiente,  si  V.  se  ha  trasladado 
á  Carigara  solamente  en  virtud  de  su  nombramiento 
como  Tesorero  Municipal,  pero  con  la  intención  de 
volver  al  pueblo  de  su  origen,  y  si  no  ha  ejecutado 
V.  en  Carigara  ningún  acto  que  tendiese  á  demos- 
trar su  intención  de  convertirlo  en  sitio  de  su  re- 
sidencia legal,  V.  no  pierde  su  residencia  en  el  pue- 
blo  de    su    origen."    (2) 

§  88.  "La  intención  en  cada  caso  es  el  ver- 
dadero objeto  de  investigación.  Si  un  hombre  sale 
de  su  pueblo  A  y  se  traslada  al  de  B  sólo  por 
motivo  de  negocios,  pero  teniendo  la  intención  de 
volver  á  A  tan  pronto  como  los  negocios  no  recla- 
men su  presencia  en  B,  este  hombre  no  ha  perdido 
su  residencia  en  el  pueblo   A."   <3) 

(1)  C.  O.  Jim.  25  1907,  á  D.  José  Villacorta. 

(2)  C.  O.  Sept.   3,  1907,  al  Tesro     Mupl.    Carigara,  Leyte. 

(3)  C.  O.  Sept.  12  1907,  al  Gob.  Prov.  de  Bataneas. 
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§  89.  "Tocio  individuo  debe  tener  una  residen- 
cia. La  primera  residencia  de  una  persona  es  la  co- 
munmente llamada  "residencia  de  origen",  ó  de 
nacimiento,  que  es  ordinariamente  el  sitio  en  que 
los  padres  tenían  su  residencia,  á  la  fecha  del  na- 
cimiento del  niño.  Como  la  residencia  da  derechos 
políticos,  no  se  pierde  la  misma  hasta  haberse  ad- 
quirido  otra  nueva   en    otra   parte." 

§  90.  "Si  la  persona  á  quien  V.  alude  en 
su  consulta  era  residente  de  Lipa  al  tiempo  de  mar- 
charse al  Extranjero,  y  tuvo  siempre  la  intención 
de  volver  á  Lipa  y  no  ha  adquirido  residencia  en 
otra  parte,  dicha  persona  no  perdió  su  residencia 
en  Lipa  por  el  mero  hecho  de  haberse  ausentado 
de  dicho  pueblo.  Si  á  su  vuelta  á  Filipinas  se  es- 
tableció en  Manila,  sólo  porque  el  ejercicio  de  su 
profesión  en  la  Capital  le  ofrecía  más  oportunidades 
de  hacerse  de  dinero,  para  mejorar  su  situación  eco- 
nómica; esto  es,  si  su  estancia  en  Manila  se  debía 
sólo  á  la  circunstancia  de  que  sus  negocios  parti- 
culares requerían  su  permanencia  aquí,  pero  siempre 
tuvo  la  intención  de  volver  á  Lipa  tan  pronto  como 
esos  negocios  no  reclamasen  su  presencia  en  Manila; 
entonces  dicha  persona  tampoco  perdió  su  residencia 
en  Lipa  por  el  mero  hecho  de  haber  vivido  en 
Manila.   <*> 

§  91.  Pero  donde  aparece  mejor  definida  esta 
cuestión,  es  en  el  asunto  ó  protesta  contra  la  elec- 
ción del  Gobernador  Provincial  de  Batangas,  Sr.  Apa- 
cible. El  Gobernador  General,  de  acuerdo  con  el 
art.  12  de  la  Ley  Electoral,  nombró  un  Juez  co- 
misionado   para   investigar    la   inelegibilidad   alegada 


(1)     C.  O.  Sep.  24,  1907,  á  D.  Mariano  Bautista. 


—  (}•>  — 

en  la  protesta.  El  Juez  Gilbert,  que  fué  designado 
al   efecto,    presentó    el    siguiente    informe: 

"Es  un  hecho  indiscutible  que  el  demandado 
Sr.  Apacible  ha  conservado  todos  sus  intereses  en 
propiedades  reales  en  la  provincia  de  Batangas; 
que  su  madre  y  hermanos  residen  aún  allí;  y  que 
él  no  se  ha  registrado  ni  jamás  votado  en  la  ciu- 
dad de  Manila.  En  otras  palabras;  desde  el  Diciem- 
bre de  1903,  él  vivió  personalmente  en  la  ciudad 
de  Manila,  se  casó  aquí  en  1004  con  una  señora 
que  anteriormente  vivía  y  cuya  familia  reside  aún 
en  el  Municipio  de  Balayan,  Batangas,  y  desde  que 
se  casó  solamente  volvió  á  su  provincia  una  ó  dos 
ocasiones  por  cortas  visitas.  El  pagó  anualmente  su 
cédula  personal  en  la  ciudad  de  Manila,  y  no  ha 
pagado  otra  contribución  de  cualquier  clase.  El  tomó 
su  licencia  de  médico  con  su  dirección  en  la  casa 
donde  vive  N.°  70,  calle  Misericordia,  en  la  citada 
ciudad  de  Manila.  Todos  estos  hechos,  sin  embargo, 
son  enteramente  compatibles  con  la  teoría  de  que, 
como  ha  testificado  bajo  juramento  ser  verdad,  él 
fué  sólo  temporalmente  á  ía  ciudad  de  Manila  y  man- 
tenía una  constante  intención  de  volver  á  su  pueblo 
natal,  tan  pronto  como  sus  negocios  y  sus  condi- 
ciones  económicas    puedan    justificar  su    vuelta." 

§  92.  "Por  tanto,  en  vista  de  declaraciones 
no  discutidas  que  él  hizo  durante  todos  los  años, 
y  en  vista  del  hecho  de  que  ningún  testigo  ha  sido 
presentado  que  había  oído  de  él  hacer  una  decla- 
ración contraria,  yo  soy  de  opinión  que  los  deman- 
dantes han  dejado  de  probar  que,  al  trasladarse  el 
demandado  del  pueblo  de  Balayan,  había  intención, 
de  su  parte,  de  cambiar  su  residencia.  A  menos  que 
tal    intención    haya    existido,    no     hubo    cambio     de 
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residencia,  tal  como  se  usa  esta  palabra  en  el  art. 
12    de    la   Ley." 

§  93.  "Es  un  hecho  notable  el  de  que  la 
Ley  junte  con  la  palabra  residencia  las  palabras 
bona  fide.  a)  Yo  deduzco  que  estas  palabras,  signi- 
ficando como  significan  buena  fé,  no  pueden  en- 
tenderse para  calificar  la  palabra  residencia,  sino 
que  deben  tomarse  como  una  calificación  del  estado 
de  ánimo  de  uno  que  reclama  residencia.  Deben 
significar  residencia  de  buena  fé  y  solamente 
pueden  significar  algo,  si  ellas  distinguen  al  resi- 
dente de  buena  jé  del  residente  de  mala  fé.  Por 
ejemplo,  si  un  hombre  se  trasladara  á  una  provin- 
cia solamente  con  el  propósito  de  permanecer  allí 
un  año,  para  que  pueda  ser  candidato  para  Gober- 
nador, él  puede  ser  considerado  6-  tenido  como  re- 
sidente de  mala  fe,  en  tanto  que  él  puede  corpo- 
ralmente  ausentarse  de  la  provincia  por  un  período 
largo  y  conservar  dentro  de  su  ánimo  la  constante 
intención  de  volver.  .Si  esto  ocurriera,  yo  creo  que 
él  sería  residente  de  buena  f¿  del  lugar  que  el  ha 
dejado,  porque,  como  ya  se  ha  dicho,  á  fin  de  cam- 
biar la  residencia  de  uno,  debe  acompañarse  al  tras- 
lado actual   la   intención  de  cambiar   de    residencia." 

§  94.  "Me  parece  que  solamente  hubo  un 
propósito  de  parte  del  Legislador,  al  ordenar,  que 
para  ser  candidato  para  Gobernador,  uno  debe  haber 
sido  residente  de  buena  fé  en  la  provincia,  por  lo 
menos  un  año  antes  de  la  fecha  de  su  elección, 
es  á  saber:  señalar  un  término  de  prueba  ins- 
tructiva, durante  el  cual  el  supuesto  oficial  pueda 
llegar  á  identificarse  con  las  necesidades  é  intereses 
del  pueblo  á  quien  él    se   propone  servir.    Si   éste  es 


(1)     Art.  12,  Sec.  2.a 
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el  caso,  difícilmente  puede  decirse  que  uno,  que 
jamás  ha  estado  en  la  provincia  hasta  un  año  antes 
de  la  elección,  tendría  mejores  conocimientos  de  las 
necesidades  y  condiciones  del  pueblo  de  la  provincia, 
que  un  hombre  que  haya  nacido  y  residido  en  la 
provincia,  practicó  su  profesión  allí  por  algunos  años, 
y  que  conservó  por  muchos  años  considerable  pro- 
piedad inmueble,  cuya  familia  y  la  familia  de  su 
mujer,  residen  allí,  y  que  ha  vuelto  ocasionadamente 
á  visitar  dicha  provincia.  Por  tanto,  no  puede  de- 
cirse que  la  razón  de  la  ley  sería  en  este  caso  ex- 
cluir  al    protestado." 

§  95.  El  Jefe  de  la  División  de  Leyes,  T.  C. 
Welch,  informando  sobre  este  mismo  asunto,  sos- 
tiene la  opinión  contraria,  y  en  su  apoyo  cita  las 
siguientes  autoridades. 

"'.En  la  interpretación  de  las  leyes  que  regulan 
las  calificaciones  para  desempeñar  un  cargo,  repeti- 
das veces  se  ha  sostenido  que  la  palabra  residen- 
cia   significa   domicilio    ó    residencia    legal."     ^ 

"Domicilio  ó  residencia  legal  es  el  lugar  donde 
una  persona  tiene  su  casa  ó  habitación  principal,  ó 
donde  él  tiene  á  su  familia  y  el  principal  lugar 
de   sus   negocios.' '     (2) 

"Es  el  lugar  donde  un  hombre  lleva  sus  asuntos 
principales  ó  su  ocupación  profesional  y  tiene  una 
casa  y  residencia  permanente.  (3)  Es  el  lugar  donde 
uno  se  establece  y  reside  con  su  mujer,  hijos  y  fami- 
lia y  la  gran  parte  de  su  propiedad  mueble.  (4)  Es 
el  lugar  donde  uno  tiene  su  casa  permanente  ó  verda- 
dera,   su    principal    lugar  de  negocios  y  residencia  de. 


(1)  Crawford  tw.  Wilson  (N.  Y.),  4  Barb  504  and  522  People  tw. 
Platt  3  N.  Y.  Sup  367.  46  Iowa  437.  443  Sharp  r*.  Mclntire  4G 
Pac.  115,  116.  (2)  20.  N.  Y.  Sup.  417,418.  (3)33.  Ten.  63,  66.  (4)  1. 
Tex.  673,  687. 
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su  familia,  donde  él  trata  do  permanecer  indefini- 
damente sin  la  presente  intención  de  marcharse."  W 
"La  residencia  de  un  hombre,  que  tiene  familia  á 
quien  él  mantiene  y  que  tiene  una  casa  establecida, 
es  prima  facie  el  lugar  donde  vive  con  la  fami- 
lia. El  lugar  donde  uno  coloca  la  familia  en  una 
casa  permanente  es  de  presumir  que  sea  el  lugar 
de  su  residencia.  El  puede  ir  á  otras  partes  por 
asuutos  ó  diversión,  pero  reside  en  una  casa,  y  la 
casa   es   donde    habita  la   familia."    (2) 

§  96.  "Cada  persona  debe  tener  un  domici- 
lio en  alguna  parte ;  puede  al  mismo  tiempo  tener 
más  de  uno  para  algún  fin ;  pero  al  adquirir  un 
domicilio    nuevo,    pierde   el    antiguo." 

§  97.  "La  residencia  del  hijo  menor  es  la  de 
los  padres  y  continúa  siéndolo  después  de  la  mayo- 
ría de  edad,  hasta  que  él  se  traslade  y  adquiera 
una  nueva  residencia.  El  traslado  á  un  lugar  con 
intención  de  permanecer  allí  por  un  tiempo  inde- 
finido, como  el  lugar  del  actual  domicilio,  constituye 
su  domicilio,  aunque  allí  haya  una  intención  indecisa 
de    votar."    <3> 

§  98.  "El  traslado  á  un  lugar  no  para  un 
mero  propósito  especial  ó  temporal,  sino  con  la  in- 
tención de  hacerlo  su  casa  permanente,  á  menos 
que  ocurra  alguna  cosa  que  pueda  inducirle  á  tener 
otra  casa  permanente,  constituye  un  cambio  de  do- 
micilio."  (4) 

§  99.  "La  residencia  corporal  en  un  lugar, 
acompañada  de  la  intención  de  vivir  en  él,  esta- 
blece domicilio  6  residencia.  No  es  necesario  que 
haya   una   intención    de     permanecer   constantemente 


(1)  71  Pa.  202,  306,  10  Ara.  Rep.  698.  (2)  Keith  r.  Steter,  25 
Kan.  100,  103.  (3)  2  B  and  B.  228,  3,  Hagg,  Eccl.  374.  (4)  28  L. 
I.  Ch     361,  366. 
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en  el  domicilio  elegido.  Es  bastante  que  el  esta- 
blecimiento de  una  casa  con  exclusión  de  otra,  sea 
para  algún  tiempo ;  se  sigue  que  la  residencia  de 
una  persona  depende  de  sus  actos  ó  intención.  Su 
intención  puede  deducirse  de  sus  actos  y  declara- 
ciones."   (i) 

§  100.  "Las  pruebas  del  domicilio  no  depen- 
den de  un  hecho  particular,  sino  de  si  todos  los 
hechos  y  circunstancias,  tomadas  en  conjunto,  tien- 
den   á    establecer    el    hecho."    (2) 

§  101.  "El  período  de  tiempo  necesario  para 
establecer  domicilio  no  puede  determinarse  por  una 
regla  fija,  sino  que  la  naturaleza  de  los  negocios 
(\  que  uno  este  dedicado  puede  ser  considerada 
para  determinar  la  incertidumbre  ó  probabilidad  de 
la  duración."     t3> 

§  102.  "En  el  caso  de  un  votante  que  ha 
estado  viviendo  con  su  mujer  en  casa  de  su  padre 
en  Middleborough,  Mass.,  fué  á  Hudson  en  el 
mismo  Estado  á  fines  de  1.860,  para  encontrar  tra- 
bajo, y  permaneció  allí  ocho  meses,  viviendo  con 
su  mujer  en  comunidad  por  algún  tiempo  montando 
casa  después,  pagando  su  cédula  en  1807  en  Hud- 
son,  intentando,  como  él  dijo,  no  hacer  su  domi- 
cilio allí,  sino  solamente  permanecer  allí  mientras 
encontrase  trabajo,  y  volvió  á  Middleborough  en 
Junio  de  1807:  Se  sostuvo  que  él  no  estaba  cali- 
ficado para  votar  en  Middleborough  en  la  elección 
de    1807."     <4> 

§  103.  "El  Dr.  Apacible,  Gobernador  electo 
de    la    provincia    de    Batangas,     nació    en    el   pueblo 


(1)  Sanders  ?.'.s.  Getchell  76  Me  138;  Brittenhum  vs.  Robinson  48 
N.  E.  616;  18  Ind.  App.  502.  (2)  23  Pick  176,80,  Pa.  466.  Crawford 
rx.  Wilson  (N.  Y.)  4  Barb  504,  522.  (3)  25  N.  Y.  Super  et  701,  702. 
(4)     Shaw  vs.    Abbott   Lt.   R.   139. 
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de  Balayan  en  1865,  permaneció  allí  por  algunos 
años  hasta  llegar  á  cierta  edad  y  fué  indudable- 
mente en  aquel  tiempo  residente  en  Batangas.  Du- 
rante la  revolución  contra  España,  él  voluntaria- 
mente dejó  á  Batangas,  y  fué  á  Hongkong,  Francia 
y  Londres  para  que  él  pudiera  vivir  más  pacífica- 
mente. Tal  como  estoy  informado,  parece  que  no 
tenía  intención  en  aquel  tiempo  de  volver  á  Batan- 
gas.  El  permaneció  fuera  hasta  después  de  la  ter- 
minación de  la  guerra.  Sabiendo  que  la  ocupación 
americana  significa  paz  y  ofrecía  oportunidad  para 
mejorarse,  él  volvió  á  las  Islas  Filipinas,  pero  no 
á  Batangas;  él  se  estableció  en  Manila  y  se  dedicó 
á  ejercer  la  medicina.  En  aquel  tiempo  no  había 
razón  porque  no  se  estableciera  en  Batangas  para 
el  objeto  de  ejercer  su  profesión,  y  por  el  hecho  de 
haberse  establecido  y  escogido  á  Manila  para  ejer- 
cer su  profesión,  es  probable  que  él  trató  ó  intentó 
hacer  de  Manila  su  domicilio.  El  se  casó,  sacó  la 
familia  de  su  mujer  de  Batangas  á  Manila  y  esta- 
bleció una  casa  para  ellos  en  la  Calle  Misericordia 
N.°  76  Distrito  de  Sta.  Cruz,  Manila,  donde  él 
vivió  por  algunos  años  ejerciendo  su  profesión  de 
Medico.  El  pagó  sus  cédulas  en  Manila.  Cada  año 
que  él  pagaba  su  cédula  y  su  licencia  para  ejercer 
la  medicina,  él  declaró  que  Manila  era  su  residen- 
cia. Es  claro  que  el  Dr.  Apacible  no  fué  á  Manila 
por  "un  propósito  especial,  tal  como  atender  á  un 
enfermo  determinado,  pero  con  la  intención  de  vol- 
ver tan  pronto  como  su  objeto  hubiese  cumplido; 
sino  que  él  se  estableció  aquí  con  el  objeto  de  prac- 
ticar su  profesión  y  con  la  intención  de  quedar  aquí 
permanentemente.  En  tanto  que  podía  haber  ido  á 
Batangas,     él   fué   allí    por    un    objeto    particular,    y 
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cuando  su  objeto  se  ha  cumplido,  él  volvía  á  su 
casa  en  Manila.  El  no  haber  ido  el  I")r.  Apacible 
á  Balayan  con  objeto  de  ejercer  el  derecho  del  su- 
fragio en  las  elecciones  anteriores  es  una  indicación 
de  que  él  no  lo  ha  considerado  como  su  residencia. 
Es  posible  que  el  l)r.  Apacible  pueda  y  pudiera 
producir  prueba  para,  explicar  ó  modificar  los  hechos 
arriba  mencionados,  pero  en  vista  de  ellos,  tales 
como  ahora  aparecen,  soy  de  opinión  de  que  el 
Dr.  Apacible  no  es  residente  bona  fule  en  Batan- 
gas." 

§  104.  El  Gobernador  General,  'sostuvo  la 
opinión  del  Juez  Gilbert,  y  al  desestimar  la  pro- 
testa  contra   el    Sr.    Apacible,    dice: 

"¿Perdió  su  residencia  en  Balayan  y  la  adqui- 
rió en  Manila  por  el  mero  hecho  de  trasladarse  y 
trasladar  su  familia  á  esta  última  ciudad,  para  los 
fines  admitidos  ó  no  contradichos  arriba  menciona- 
dos? La  solución  de  este  punto  depende  a  su  vez 
de  si  la  residencia  ha  de  determinarse  por  la  presen- 
cia corporal  de  la  persona  interesada  ó  por  la  in- 
tención de  la  parte,  manifestada  en  sus  actos  y  en 
su  conducta.  Esto  nos  lleva  á  la  definición  de  la 
residencia. 

§  105.  "El  término  residencia,  según  se  usa 
en  las  cuestiones  de  la  mayor  parte  de  los  Estados 
Unidos  de  la  Unión,  es  sinónimo  de  domicilio  y 
denota  el  lugar  donde  una  persona  intenta  vivir 
permanentemente  y  al  cual,  cuando  está  ausente, 
intenta  volver."    (1) 

§  106.  "Durante  la  discusión  de  la  Ley  Elec- 
toral con  arreglo  a  la  que  se  celebró  la  elección 
provincial   de  Batangas,   se  instó  repetidas  veces  que 


(1)     (Am.    and  Eng.    Ene.   of   Law,    Vol.  10  ,   pág,   598.) 
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se  pusiese  en  la  ley  una  disposición,  definiendo  los 
actos,  hechos  y  circunstancias  que  debían  constituir 
la  residencia  legal  para  los  efectos  de  la  Ley, 
y  con  la  misma  frecuencia  manifestó  la  Comisión 
que  sería  enteramente  imposible  fijar  en  una  ley 
todas  las  circunstancias,  todos  los  hechos  y  todos 
los  actos  personales  que  habían  de  resolver  en  de- 
finitiva la  cuestión  de  la  residencia.  Esto,  por  la 
sencilla  razón  de  que,  como  la  residencia  es  pu- 
ramente un  asunto  de  intención,  los  actos,  con- 
ducta y  circunstancias  de  la  persona  que  manifes- 
tasen dicha  intención,  tenían  necesariamente  que  ser 
tantos,  como  los  que  puedan  inducir  al  hombre  á 
elegir  un  lugar,  con  preferencia  á  otro,  como  hogar 
y   morada  permanentes." 

§  107.  "La  presencia  corporal  no  es  residencia; 
es  mera  prueba,  prueba  poderosa,  si  se  quiere,  que 
tiende  á  demostrar  la  residencia.  Á  lo  sumo,  la 
presencia  personal  es  prueba  presuntiva  de  que 
una  persona  intenta  residir  donde  se  encuentra.  Dicha 
presunción,  sin  embargo,  puede  ser  desvirtuada  por 
otros  hechos  y  circunstancias  y  por  los  actos  y  la 
conducta  de  la  persona  que  demuestren  claramente 
su  intención  de  establecer  su  hogar '  en  alguna  otra 
parte." 

§  108.  "Hacer  de  la  presencia  corporal  el 
factor  definitivo  para  determinar  la  residencia,  no 
solo  sería  contrario  á  la  definición,  tal  como  la  dan 
los  libros,  sino  también  contrario  á  la  interpretación 
que  la  Comisión  dio  á  la  palabra,  al  tiempo  de 
aprobarse  la  Ley  Electoral.  Cuando  una  persona  ha 
vivido  durante  largo  tiempo  en  un  lugar,  existe  una 
presunción  en  extremo  poderosa  de  que  el  lugar 
en   que  vive  es  su   hogar,   y    la    prueba   de    que     su 


intención  es  hacer  de  algún  otro  lugar  su  domicilio 
permanente,  debe  ser  clara,  inequívoca  é  incuestio- 
nable. Los  hechos  de  haber  vivido  el  Dr.  Apacible 
en  Manila  desde  11)04,  de  haber  ejercido  su  profe- 
sión como  médico  en  dicha  ciudad,  de  haber  él  y 
su  esposa  vivido,  dormido,  comido  y  recibido  sus  vi- 
sitas sociales  y  profesionales  aquí,  y  haber  tomado 
su  cédula  en  la  ciudad  de  Manila,  constituyen  una 
prueba  poderosa  que  tiende  á  demostrar  que  la  in- 
tención del  Dr.  Apacible  fué  establecer  su  hogar  en 
Manila.  Estas  circunstancias  no  son,  sin  embargo, 
decisivas  en  la  cuestión  de  residencia  y  pueden  ser 
rebatidas  con  otros  hechos  y  circunstancias  ó  con 
actos  del  Dr.  Apacible  realizados  cuando  no  tenía 
interés  en  falsificar  su  residencia,  los  cuales  demues- 
tran claramente  que  su  intención  firme  fué  volver 
á  Balayan  y  vivir  allí  de  un  modo  permanente. 
Centenares  de  personas  han  sacado  sus  cédulas  fuera 
de  las  provincias  de  su  residencia.  El  Gobernador 
General  ha  vivido  nueve  años  en  Filipinas,  y  to- 
mado su  cédula  en  Manila.  Su  residencia  está  en 
San  Francisco  de  California,  porque  su  intención  es 
volver  allí  y  vivir  de  un  modo  permanente.  Los 
oficiales  del  Ejército  tienen  muchos  puntos  de  re- 
sidencia, pero  sus  hogares  están  en  el  lugar  al  cual 
tienen  intención  de  volver  algún  día,  para  vivir 
allí    de    un    modo    permanente." 

§  109.  "Al  estudiar  la  cuestión  de  la  residen- 
cia debe  tenerse  siempre  presente  que  las  autorida- 
des están  de  hecho  contestes  en  que  toda  persona 
debe  tener  su  residencia  legal  y  en  que  no  puede 
perder  una,    mientras   no    haya   adquirido    otra. 

§  110.  "La  expresión  bona  fide  significa  ni  más 
ni     menos     que     buena    fe;      significa      simplemente 
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una  persona  que  de  buena  jé  intenta  vivir  de  un 
modo  permanente  en  un  lugar  determinado.  La  in- 
tención de  residir  no  debe  ser  la  intención  de  vivir 
en  un  lugar  permanente  con  el  fin  de  conseguir  un 
cargo.  No  debe  ser  una  intención  que  haya  sur- 
gido de  repente  en  el  ánimo  de  una  persona  cuando 
se  determina  á  presentar  su  candidatura,  sino  que 
debe  ser  la  intención  real,  verdadera  y  honrada  de 
vivir  en  un  lugar  y  de  hacer  de  él  su  domicilio. 
Debe  ser  una  intención  que  se  haya  manifestado 
por  actos  externos  tales  y  por  una  conducta  tal, 
que  convenzan  á  todo  hombre  honrado  de  que  la 
persona  en  cuestión  intentaba  hacer  del  lugar  su  do- 
micilio y  volver  á  él,  cuando  estaba  ausente,  para 
vivir  allí  -  de  un  modo  constante.  Cualquier  otra 
conclusión  sería  abiertamente  contraria  á  la  defini- 
ción aceptada  de  la  residencia  y  estaría  en  fla- 
grante contradicción  con  la  definición  de  residencia 
expresada  por  la  Comisión,  cuando  se  discutió  la 
Ley   Electoral."     (1) 

Efectos   del   cambio   de   residencia* 

§  111.  Las  siguientes  cuestiones  sirven  para 
ilustrar  los  efectos  legales  del  cambio  de  residencia. 
"Un  elector  inscrito  en  una  sección  de  un  distrito 
traslada  su  residencia  á  otra  sección  de  otro  distrito, 
¿puede    votar?    Y   en   su   caso,    ¿dónde?" 

El  Secretario  Ejecutivo  Carpenter,  contestando 
á   esta   pregunta,    dice: 

"Si  un  elector  inscrito  en  la  sección  A  del 
distrito  X  traslada  su  residencia  á  otra  sección .  del 
distrito  Z,  sin  intención  de  volver  al  distrito  X, 
pierde   su    residencia   legal    en    este    distrito    y,    por 


(1)     Decisión  del  Gobernador  General  de   17,  Fbro.  1908. 
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consiguiente,  no  puede  votar  en  él,  por  haber  ad- 
quirido nueva  residencia  desde  hace  corto  tiempo; 
y  sin  alcanzar  al  período  de  seis  meses  que  re- 
quiere el  artículo  13  de  la  Ley  Electoral,  no  podrá 
votar  en  el  distrito  de  su  nueva  residencia,  por 
no  haber  aun  adquirido  este  derecho,  que  se  ob- 
tiene solamente  por  medio  de  una  residencia  con- 
tinua en  dicho  distrito  por  espacio  de  seis  meses, 
ni  tampoco  podrá  votar  en  el  distrito  X  por  haber 
perdido  su  residencia  en  el  mismo,  á  consecuencia 
de    su   traslado." 

§  112.  "Un  elector  inscrito  en  una  sección 
de  un  distrito  traslada  su  residencia  á  otra  sección 
del  mismo  distrito,  ¿puede  votar?  Y  en  este  caso, 
¿dónde? 

El  mismo  Secretario  Carpenter  resuelve  esta  cues- 
tión en  los  términos  siguientes:  'Tuesto  que  la  Ley 
Electoral  sólo  requiere  de  los  votantes  residencia  por 
cierto  tiempo  en  el  municipio  ó  distrito,  y  no 
determina  ningún  período  de  residencia  en  la  sec- 
ción en  que  ha  de  votar,  el  traslado  de  un  elec- 
tor de  una  sección  á  otra  del  mismo  distrito,  no 
le  inhabilitaría  en  absoluto  como  elector.  Si  el  elec- 
tor, por  ejemplo,  era  residente  de  la  sección  A  del 
distrito  X,  y  se  traslada  á  la  sección  B  del  mismo 
distrito,  deberá  simplemente  inscribirse  en  la  sección 
B  de  su  nueva  residencia  y  depositar  su  voto  en 
la  misma;  pero  si  cualquier  elector,  prevaliéndose 
de  esta  circunstancia,  votase  ó  tratase  de  votar  en 
ambas  secciones,  caerá  bajo  la  sanción  del  artículo 
30  de  la  Ley  Electoral..  Si  un  elector  residente  en 
la  sección  A  del  distrito  X,  é  inscrito  en  ella, 
traslada  su  residencia  á  la  sección  B  del  mismo 
distrito,  con  intención  de  permanener  en  B,  des- 
pués que  hubiese  expirado  el  período  de  inscripción, 
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no  habiendo  por  tanto  podido  inscribirse  en  B,  no 
podrá  votar,  por  haber  perdido  su  residencia  en  la 
sección  A  y  no  hallarse  inscrito  en  la  sección  B, 
á   la   que    se   trasladara/' 

§  113.  "Un  inspector  de  una  sección  que 
ha  ejercido  sus  funciones  como  tal  en  dicha  sección, 
en  elecciones  anteriores,  pero  que  lia  trasladado  su 
residencia  á  otra  sección  del  mismo  ó  de  otro  dis- 
trito cualquiera,  ¿queda  inhabilitado  para  ejercer  como 
tal  inspector  en  la  sección  para  la  que  fué  nom- 
brado? 

"Desde  el  momento,  contesta  el  Secretario  Car- 
penter,  en  que  un  inspector  traslada  su  residencia  de 
una  sección  á  otra,  bien  que  sea  del  mismo  dis- 
trito ó  de  otro  cualquiera,  pierde  ipso  fació  su  dere- 
cho al  cargo  de  inspector,  y  no  puede  actuar  como 
tal  en  virtud  de  nombramiento  que  le  fué  confe- 
rido, cuando  era  residente  legal  de  la  sección  para 
la   que   fué    nombrado."  (1) 

§  114.  Y  en  cuanto  al  derecho  de  los  elec- 
tores residentes  de  Municipios  ó  barrios  anexionados, 
el  Fiscal  General  Wilfley  emitió  los  siguientes 
dictámenes: 

"Los  electores  que  han  residido  en  cualquiera 
de  los  barrios  anteriormente  pertenecientes  á  un 
municipio,  durante  el  período  inmediatamente  an- 
terior á  la  elección  prescrita  por  la  ley,  tienen 
derecho  á  votar  en  el  pueblo  del  municipio  á 
que  fueron  nuevamente  anexionados  y  no  deben 
ser  excluidos  de  la  lista  de  electores  de  otro  modo 
calificados,  que  han  residido  durante  el  período  pres- 
crito  en    dichos   barrios."    ® 


(1)  Op.   de   la   Secría.    Ejec.   Julio,    23,    1908. 

(2)  Op.  de  la  F.  G.  Nobre.  23,  1904. 


4 'Los  electores  residentes  en  barrios,  que  sub- 
siguientemente fueron  anexionados  á  otro  municipio, 
deben  votar  en  las  elecciones  siguientes  á  dicha 
elección  en  el  municipio,  á  que  nuevamente  per- 
tenecen."   -W 

Residencia  de  los  individuos  del  Ejercito 
y  /lt-me*de*  de  los  EE»  LJU. 

§  115.  Los  oficiales,  soldados  y  marineros  del 
Kjército  y  Armada  de  los  EK.  UU.  no  ganan  re- 
sidencia legal,  á  los  efectos  del  art.  13,  por  el  he- 
cho de  haber  estado  destacados  en  un  municipio 
durante    los    seis    meses  requeridos   por    la    Ley. 

Ciudadanía. 

§  116.  Otra  de  las  condiciones  que  se  requie- 
ren para  ser  elector,  es  no  ser  ciudadano  ni  sub- 
dito de  potencia  extranjera.  Las  palabras  empleadas 
por  la  Ley  no  aer  ciudadano  ni  subdito  de  poten- 
cia extranjera,  necesitan  de  alguna  ilustración, 
aunque  su  sentido  parezca  claro  á  primera  vista. 
¿Quieren  decir  las  palabras  acotadas  que  no  se  re- 
quiere la  ciudadanía  filipina  ó  americana  para  tener 
la  calificación  de  elector?  Suponiendo  que  uno 
pueda  ser  no  ciudadano  ni  subdito  de  ningún  país 
extranjero,  ¿es  esto  bastante  para  calificarle  de  elec- 
tor, si  por  otra  parte  no  es  ciudadano  filipino  ni 
americano,  aunque  tuviera  las  demás  condicignes 
que  exige  la  Ley?  Si  consideramos  que  el  privile- 
gio del  sufragio  se  concede  precisamente  á  aquellas 
personas  más  interesadas  en  la  prosperidad  del  pue- 
blo y  del  gobierno,  á  aquellas  personas  que,  por 
su     sexo,     edad,     instrucción    y    posición     social,     se 


(1)     0p.  de  la  F.  G.  Nobre.  8,  1904 
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hallan  en  condiciones  de  conocer  mejor  las  necesi- 
dades del  pueblo  y  proteger  sus  intereses,  nos  ve- 
mos obligados  á  contestar  negativamente  á  las  pre- 
guntas anteriores.  Realmente,  es  difícil  de  decir  cómo 
uno,  que  no  es  ciudadano  de  un  país,  pueda  in- 
teresarse por  su  prosperidad  tanto  como  los  mismos 
ciudadanos.  Y  creemos  que  ésta  es  la  razón  por  qué 
las  Constituciones  de  todos  los  países  del  mundo, 
donde  se  ejerce  el  sufragio,  exigen  la  condición  de 
ciudadano    para   ser   elector. 

§  117.  Tocante  á  los  'americanos,  hay  una 
razón  especial,  porque  se  les  concede  la  franquicia 
electoral  en  Filipinas,  es  á  saber:  la  responsabilidad 
moral  internacional  que  el  Gobierno  Americano  se 
ha  impuesto,  al  asumir  la  soberanía  en  nuestro 
país,  responsabilidad  que  obliga  á  los  americanos  á 
cooperar  con    los   filipinos  por   el   bien  de    Filipinas. 

§  118.  Indagando  el  fundamento  de  la  fórmula 
negativa  ó  de  exclusión,  empleada  por  la  Ley,  no 
ser  ciudadano  ni  subdito  de  potencia  extranjera,  ó  el 
por  qué  no  se  empleó  esta  otra  frase,  ser  ciudadano 
filipino  ó   americano,  podemos    indicar   los  siguientes: 

1.°  Porque,  al  tiempo  de  determinarse  Jas  con- 
diciones de  los  electores,  primero,  por  el  art,  5 
de  la  O.  G.  N.°  40,  Serie  de  1900,  y  después,  por 
el  art.  6  de  la  Ley  N.°  82,  titulada  Código  Muni- 
cipal, no  estaba  aún  definida  la  ciudadanía  filipina. 
Posteriormente  se  dispuso  por  el  art.  7,  Sección  2.a, 
de  la  Ley  del  Congreso  de  los  Estados  Unidos,  de 
1.°  de  Julio  de  1902,  que  las  calificaciones  de  los 
electores  serán  las  mismas  que  las  que  prescribe  la 
ley  vigente  en  el  caso  de  los  electores  en  las  elec- 
ciones municipales,  ó  sea  el  Código  Municipal;  y 
la  Comisión  de  Filipinas,  al  aprobar  la  Ley  N.°  1582, 
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no  pudiendo  cambiar  las  condiciones  de  los  electo- 
res ya  especificadas  en  el  citado  Código  Municipal, 
tuvo  necesariamente  que  insertar  las  mismas  en  la 
Ley  Electoral,  aunque  ésta  haya  sido  aprobada  des- 
pués de  la  referida  Ley  del  Congreso  de  1.°  de 
Julio  de  1902,  que  por  primera  vez  ha  venido  á 
definir    la  ciudadanía    de  los  filipinos.    Y, 

2.°  Porque,  tratándose  -del  sufragio  en  Filipi- 
nas, parecería  incompatible  con  el  tecnicismo  legal 
decir  simplemente  ser  ciudadano  americano,  aun- 
que los  americanos,  por  la  razón  indicada  en  el 
párrafo  117,  tengan  también  derecho  de  votar  en 
Filipinas. 

De  ahí  el  empleo  de  la  fórmula,  que  puede 
considerarse  razonable  y  equitativa,  no  ser  ciudadano 
ni  subdito    de  potencia    extranjera. 

§  119.  Pero,  es  á  todas  luces  evidente  que 
tanto  la  Comisión  Militar  que  redactó  la  O.  G.  N.° 
40,  Serie  de  1900,  como  la  Comisión  de  Filipinas,  que 
aprobó  la  Ley  N.°  82,  al  excluir  á  los  ciudadanos 
y  subditos  de  potencia  extranjera,  trataron  de  re- 
ferirse y  se  referían  exclusivamente  á  los  filipinos 
y  demás  residentes  en  estas  Islas,  que  no  tienen  la 
condición  de   ciudadano   ó  subdito   extranjero. 

Después  de  definida  la  ciudadanía  de  los  fili- 
pinos, y  señalados  los  derechos  políticos  que  pue- 
den ejercer,  creemos  que  el  filipino,  á  que  se  refe- 
rían la  O.  G.  N.°  40,  Serie  de  1900,  y  la  Ley  N.° 
82,  es  el  mismo  filipino,  á  quien  la  Ley  del  Con- 
greso  de    1.°   de   Julio    de    1902    declara    ciudadano. 

La  opinión  de  que,  para  ser  elector,  es  nece- 
sario, entre  otras  condiciones,  ser  ciudadano  filipino 
ó  americano,  es  sostenida  igualmente  por  la  Asam- 
blea  Filipina,    al   rechazar   el   acta   del  Dr.    Domina- 
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dor  Gómez,  para  Diputado  por  el  Primer  Distrito  de 
Manila,     1.°    por    no    tener    residencia    legal    en    el 
distrito  eleccionario,  y  2.°  por  falta  de  ciudadanía. 

Las  condiciones,  que  exige  la  Ley  para  ser  Di- 
putado, están  determinadas  en  la  Sección  1.a  del  art. 
12,  y  las  incapacidades  para  ser  elegible  para  el 
mismo  cargo,  en  la  Sección  4.a,  tal  como  ha  sido 
enmendada  por  el  art.  1.°  de  la  Ley  17(58.  En  nin- 
guna de  las  citadas  disposiciones  legales  se  emplean 
las  palabras  ciudadano  filipino,  y  sin  embargo, 
la  resolución  de  la  Asamblea  requiere  necesaria- 
mente esta  condición.  La  razón  es  obvia.  La  pri- 
mera condición  para  ser  elegible  es  ser  elector  ca- 
lificado, y  para  ser  elector  calificado,  es  preciso, 
entre  otros  requisitos,  no  ser  ciudadano  ni  subdito 
de    potencia   extranjera. 

Es  indudable  que  la  Asamblea  Filipina  ha  te- 
nido en  cuenta  este  precepto  legal,  y  el  hecho  de 
que  rechazara  el  acta  del  Dr.  Gómez,  por  no  ser 
ciudadano  filipino  ni  americano,  demuestra,  en  buena 
regla  de  interpretación,  que  las  palabras  no  ser 
ciudadano  ni  subdito  de  potencia  extranjera,  sig- 
nificando como  significan  una  condición  esencial, 
requieren  el  ser  ciudadano  de  Filipinas  ó  de  América 
del  Norte. 

§  120.  Que  el  mero  hecho  de  ser  habitante 
ó  residente  de  Filipinas,  sin  ser  ciudadano  filipino 
ó  americano,  no  es  bastante  para  dar  la  calificación 
de  elector,  así  resulta  de  la  siguiente  doctrina,  que 
creemos  bien  fundada    en   autoridad   y  razón : 

"El  art.  2,  parr.  2,  cap.  I,  de  la  Constitución 
de  Massachussetts,  dispone  que  un  elector  en  las 
elecciones  de  Senadores  debe  ser  un  habitante  del 
distrito    senatorial    en    que    vota;    y    que    un     elector 
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en  las  elecciones  de  Representantes  debe  'haber  re- 
sidido un  año  en  el  pueblo,  antes  de  que  pueda  ser 
elector  en  el  mismo.  Contestando  á  una  consulta 
de  la  Cámara  de  Representantes,  do  si  ó  no  un  ex- 
tranjero era  un  elector  legal,  según  este  artículo, 
la  Corte  Suprema  dijo:  "Nosotros  presumimos, 
como  principio  incuestionable  de  sana  política  na- 
cional en  este  Estado,  que,  puesto  que  el.  poder 
supremo  descansa  enteramente  sobre  los  ciudadanos, 
así  también  su  ejercicio,  ó  el  de  cualquiera  de  sus 
ramos,  no  debe,  ser  delegado  por  ningún  otro  más 
que  por  los  ciudadanos,  y  únicamente  á  los  ciuda- 
danos. Por  tanto,  se  puede  presumir  que  el  pueblo, 
al  formar  la  Constitución,  se  propuso  que  el  poder 
supremo  de  legislar  no  debe  ser  delegado,  sino  por 
los  ciudadanos.  Y  si  fué  la  intención  del  pueblo 
conceder  parte  de  sus  derechos  políticos  á  extranje- 
ros, esta  intención  no  se  debe  deducir  de  palabras 
generales,  que  no  lo  denoten  precisamente,  sino  de 
expresiones  claras  y  manifiestas  que  no  den  lugar 
á  una  mala  interpretación."  Por  tanto  se  declaró 
que  era  la  opinión  de  la  Corte  que  la  facultad  de ' 
votar  conferida  á  los  habitantes  y  residentes  está 
limitada  á  los  habitantes  y  residentes  que  sean  ciu- 
dadanos."   d) 

No  es  razonable  suponer  que  el  legislador  ame- 
ricano, cuya  misión,  en  este  respecto,  es  facilitar  el 
progreso  político  de  Filipinas,  haya  tratado  de  pres- 
cindir de  tan  sano  principio  de  gobierno  demo-, 
orático,  como  el  que  se  invoca  en  la  citada  decisión, 
otorgando  el  derecho  de  votar  á  personas  que,  no 
tengan  la  condición  de  ciudadano.  Por  tanto,  exclu- 
yendo  del    derecho    de    votar,    como  lo  hace  la   Ley, 


(1)     (10,  Am,  and  Eng.  Ene,  ">90.) 
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á  los  ciudadanos  ó  subditos  do  potencia  extranjera 
y  á  los  que  son  meramente  residentes  ó  habitan- 
tes de  estas  Islas,  sólo  quedan  ciudadanos  filipinos  y 
americanos,  y  son  únicamente  los  que  pueden  vo- 
tar en  las  elecciones  que  se  celebren  en  Filipinas, 
siempre  que  reúnan  las  demás  condiciones  que  exige 
la  Ley  y  no  tengan  ninguna  de  las  incapacidades  se- 
ñaladas  en   la  misma. 

§  121.  Prescindiendo  ahora  de  las  cuestiones 
sobre  la  ciudadanía  americana,  desde  luego  ocurre 
preguntar:    ¿  Quienes  se  consideran  ciudadanos  filipinos t 

El  Art.  4.°  de  la  Ley  del  Congreso  de  los  Es- 
tados Unidos,  de  1.°  de  Julio  de  1902,  nos  da  la 
siguiente   contestación : 

"Todos  los  habitantes  de  las  Islas  Filipinas  que 
residan  en  ellas  y  que  el  11  de  Abril  de  189!) 
eran  subditos  españoles  residentes  en  dichas  Islas 
y  sus  hijos  nacidos  con  posterioridad  á  aquella  fecha, 
serán  considerados  y  tenidos  como  ciudadanos  de 
las  Islas  Filipinas,  y  como  tales  con  derecho  á  la 
protección  de  los  Estados  Unidos,  exceptuándose 
aquellos  que  hayan  elegido  conservar  su  lealtad  á 
la  Corona  de  España,  de  acuerdo  con  las  disposi- 
ciones del  Tratado  de  Paz  entre  los  Estados  Unidos 
y  España,  firmado  en  París  el  10  de  Diciembre  de 
1899. " 

Según  esto,  son  ciudadanos  filipinos,  en  general: 

1.°  Los  habitantes  de  estas  Islas  que  residan 
en  ellas  y  que  en  11  de  Abril  de  1899  eran  sub- 
ditos españoles  residentes  en  estas  Islas;  y  2.°  sus 
hijos   nacidos   con   posterioridad  á  aquella  fecha. 

Y  decimos  en  general,  porque  están  exceptua- 
dos por  la  ley  los  naturales  de  estas  Islas  y  los 
subditos  españoles  que,    aun  cuando  residan  en  ellas, 
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hayan  preferido  conservar  su  lealtad  a  España,  de 
conformidad  con  las  disposiciones  del  Tratado  de 
París. 

Filipinos    residentes  en  el   Extranjero,  etl 

tiempo  de  leí  etprolbetcion  de    le*  Ley   del 

Congreso  de   1.°    de  Julio   de  1902. 

§  122.  La  Ley  de  1.°  de  Julio  de  1902  es 
la  única  dictada  por  el  Congreso  de  los  Estados 
Unidos  sobre  la  condición  política  de  los  naturales 
de  estas  Islas,  de  acuerdo  con  el  Tratado  de  París, 
y  el  requisito  que  esta  Ley  exige,  para  ser  consi- 
derado ciudadano  de  las  Islas  Filipinas  y  con  de- 
recho, como  tal,  á  la  protección  de  los  Estados  Uni- 
dos, es  que  un  natural  de  las  Islas  Filipinas  resida 
en    su    país    natal. 

La  Corte  Suprema  de  estas  Islas,  discutiendo  la 
ciudadanía  de  I).  Juan  García  Bosque,  en  su  soli- 
citud de  admisión  para  el  ejercicio  de  la  Abogacía, 
con  relación  á  los  naturales,  dice:  "Á  los  subditos 
naturales  del  territorio  no  se  había  otorgado  igual 
derecho  de  opción  (los  españoles  podían  elegir 
entre  conservar  la  ciudadanía  española  ó  sujetarse 
al  nuevo  Gobierno) ;  expresamente  les  fué  negado 
al  rechazarse  por  los  Comisarios  Americanos  la  pro- 
posición que  á  favor,  de  los  habitantes  de  los 
territorios  cedidos,  habían  hecho  los  Comisarios  Es- 
pañoles en  el  anexo  1  del  Protocolo  22  (Confe- 
rencia de  10  de  Diciembre  de  1808).  El  subdito 
natural  no  podía  sustraerse  al  nuevo  soberano, 
ausentándose  de  estas  Islas,  ni  protestar,  residiendo 
en  ellas,  de  su  propósito  de  conservar  la  naciona- 
lidad española  que  gozaba  en  la  anterior  domina- 
ción. Ni  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  ni  el 
de    España  los  puede  considerar   de    otro  modo,    que 
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como  subditos  filipinos*  así  expresamente  lo  declara 
este  último  en  el  art.  1.°  de  su  Keal  Decreto  de 
11    de    Mayo    de    1901.     ^ 

Pues  bien:  si  la  Ley  del  Congreso,  de  1.°  de 
Julio  de  1902,  ha  Sido  dictada  para  los  subditos 
filipinos,  de  acuerdo  con  el  Tratado  de  París,  y  no 
siendo  protestativo  en  los  naturales  el  ser  ó  no  sub- 
dito filipino;  nada  más  conforme  á  la  equidad  y 
justicia  que  el  que,  á  camino  de  la  sumisión  al  nuevo 
Gobierno,  los  efectos  de  dicha  Ley  alcancen  á  todos 
los  filipinos,  estén  ó  no  ausentes  de  las  Islas  en  la 
fecha  de  su  publicación,  á  menos  que  aun  antes  de 
dicha  fecha  hayan  dejado  ya  de  ser  subditos  espa- 
ñoles, ó  que,  después  de  ella,  hayan  preferido  con- 
servar  su    lealtad    á    España. 

§  123.  Por  otra  parte,  las  palabras  de  la  Ley, 
residentes  en  las  Islas,  deben  entenderse  en  su 
sentido  legal,  y  según  las  doctrinas  bien  fundadas 
sobre  esta  materia,  los  filipinos  que  se  hallaban  en 
el  Extranjero  tenían  su  residencia  legal  en  Filipinas, 
á  menos  que  conste  claramente  lo  contrario,  pues 
hay  una  fuerte  presunción,  deducida  de  hechos  in- 
discutibles, de  que  el  filipino  que  se  marcha  al  Ex- 
tranjero, lo  hace  en  busca  de  salud  ó  de  ma- 
yores adelantos  ó  por  huir  de  una  persecución,  pero 
conservando  siempre  en  la  mente  la  intención  de 
volver  al  país  natal,  que  es  precisamente  lo  que 
caracteriza  á  la  residencia  legal.  Por  tanto,  los 
filipinos  que  en  ó  antes  del  1.°  de  Julio  de  1902  se 
encontraban  en  el  Extranjero  (inclusive  España,)  no 
habiendo  conservado  la  ciudadanía,  española  y  pose- 
yendo, por  tanto,  la  condición  de  residente  que  exige 
la  Ley,  son  y  deben  ser  considerados  ciudadanos  fi- 
lipinos. 


(1)     Jur.    Fil.    1,    90. 
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§     124.      "En    el    caso    de    Marrero,    un    natural 
de    Puerto  Rico,   que   había   residido  en   Chile    desde 
1884,   pero  que  se  propuso,   en  1901,   volver  á  Puerto 
Rico   para   desempeñar  allí  los  deberes  de   la   ciuda- 
danía;    se    sostuvo    por    el    interino    Secretario    Hill 
que    el  lenguaje   del  párrafo   7,  de  la  Ley   de    12   de 
Abril    de    1900    debe    interpretarse   en    su  sentido   le- 
gal general,   según    el  cual   no    es  necesaria  una  con- 
tinuada   presencia   personal   para   constituir  una   resi- 
dencia continuada;   y  que  el  natural  de  Puerto  Rico, 
que  hace  de    él  su   domicilio  permanente,   no  pierde, 
por  tanto,    Tos  beneficios  de   la   Ley,    porque    él  haya 
permanecido   temporalmente   en  otro  punto  diferente, 
cuando    la   Ley    se    puso    en    vigor.    Y  el    Fiscal  Ge- 
neral  Knox  sostuvo   que  un  natural  de   Puerto    Rico 
que,    viviendo  temporalmente   en   Francia,    no   estaba 
en    Puerto    Rico    en    11    de    Abril  ■  de    1899,    es   un 
ciudadano    de    Puerto    Rico,    bajo   la    disposición   del 
párrafo    7    de    la  Ley  de    12  de    Abril    de    1900."    <D 

§  124i.  "De  una  comunicación  del  Cónsul  de  los 
Estados  Unidos  en  Amoy  del  mes  de  Agosto,  1903, 
aparece  que  Buenaventura  Chuntianlay,  comerciante 
chino,  nació  en  Amoy,  emigró  á  Filipinas  desde  hace 
30  años,  y  ha  estado  domiciliado  allí  desde  aquel 
tiempo.  En  1899  se  casó  con  una  filipina  y,  como 
resultado  del  matrimonio,  nació  un  hijo  suyo  en 
las  Islas  Filipinas  en  5  do  Diciembre  de  1902.  .Chun- 
tianlay, que  entonces  estaba  en  Amoy  con  su  fa- 
milia por  una  visita  temporal,  trató  de  registrarse 
en  el  Consulado,  ó  no  pudiendo  conseguirlo,  trató 
de  registrar  ó  á  su  mujer  ó  á  su  hijo.  El  Cónsul 
dijo    que    Chuntianlay    tenía    grandes     intereses    de 


(1)     Citizenship  of  the  United   States   by   Van   Dyne  LL,    M.    Ed. 
de  1904,  pág.  229. 
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propiedad  en  Amoy,  y  que  su  objeto  de  registrar 
á  un  miembro  ,de  su  familia  en  el  Consulado  era 
habilitarle  para  transferir  su  propiedad  al  individuo 
de  su  familia  así  registrado,  á  fin  de  que,  ponién- 
dolo bajo  la  propiedad  americana  pudiera  evitar  la 
tasación  de  amillaramiento  de  los  oficiales  chinos, 
que  se  decía  era  demasiado  gravosa  á  las  propiedades 
de  los  que  no  son  residentes.  El  cónsul  consultó  si 
cualquiera  de  su  familia  tenía  derecho  á  registrarse, 
y  en  caso  afirmativo,  si  le  sería  propio  tomar  razón  de 
la  transferencia  de  la  propiedad  de  Chuntianlay  á 
cualquier   individuo    de    su    familia/' 

"En  contestación,  el  interino  Secretario  de  Es- 
tado dijo:  En  vista  de  los  hechos  referidos,  nin- 
guno de  los  Chuntianlays  aparece  ser  con  derecho 
á   registrarse    en    el    Consulado." 

"Aunque  Chuntianlay  está  dentro  del  lenguage 
de  la  Ley,  habitantes  de  las  Islas  Filipinas,  él,  sin 
embargo,  no  está  incluido  dentro  de  la  descripción, 
qve  eran  subditos  de  España  en  11  de  Abril  de  1899. 
De  acuerdo  con  los  hechos  mencionados  en  su 
comunicación,  él  es  un  chino  comerciante  que  emi- 
gró á  las  Islas  Filipinas  hace  30  años,  y  estuvo 
domiciliado  allí  desde  aquel  tiempo.  Si  él  adquirió 
la  ciudadanía  española,  es  de  inferir  que  este  hecho 
no   ha   sido   establecido." 

"Presumiendo,  pues,  que  Chuntianlay  es,  como 
se  dice  en  su  comunicación,  un  subdito  chino  do- 
miciliado en  las  Islas  Filipinas,  al  tiempo  de  su 
casamiento  con  una  filipina,  bajo  la  regla  general 
de  que  la  nacionalidad  de  la  esposa  sigue  á  la  del 
marido,    ella   llegó   á    ser   un   subdito   chino." 

"El  hijo  nacido  en  Filipinas  en  5  de  Diciem- 
bre   de   1902    no    es   un   ciudadano   de   las    Islas   Fi- 
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lipinas  dentro  del  significado  de  la  Ley,  pues,  ésta 
se  aplica  solamente  á  los  hijos  de  los  habitantes 
de  estas  Islas,  que  eran  subditos  españoles  en  11 
de    Abril    de    1899. "     0) 

Parece  innecesario  decir  que  la  Sección  7.a  de 
la  Ley  del  Congreso  de  12  de  Abril  de  1900  y  el 
Art,  4.°  de  la  de  1.°  de  Julio  de  1902,  en  cuanto 
definen  la  ciudadanía  de  los  portoriqueños  y  filipi- 
nos, son  sustancialmente  una  misma  disposición  le- 
gal, y  por  tanto,  la  interpretación  dada  á  la  pri- 
mera de  las  citadas  Leyes  por  el  interino  Secreta- 
rio de  Estado  y  por  el  Fiscal  General  de  los  EE. 
UU.  es  igualmente  aplicable  á  la  segunda,  y  tiene 
tanta   autoridad    en   Puerto  Rico  como    en    Filipinas. 

Filipinos   que  desempeñaban  cargo   civil 

o  militen-  del  Gobierno  Español  con 

posterioridad  al  Decreto  de  1.° 

de  Aflayo  de  1901. 

§  125.  En  el  caso  del  Sr.  Gerónimo  Zubieta 
y  Rubio,  natural  de  las  Islas  Filipinas,  que  estaba 
en  el  servicio  militar  del  Gobierno  Español,  con 
anterioridad  á  1898  y  posteriormente  basta  1903, 
quien  solicitó  examen  para  ingresar  al  Servicio 
Civil;  se  sostuvo  por  el  Fiscal  General  Wilfley, 
que  habiendo  él  continuado  en  el  servicio  militar 
de  España  después  de  la  publicación  del  Real  De- 
creto de  1.°  de  Mayo  de  1901,  debe  considerarse 
comprendido  en  el  significado  del  párrafo  2.°  de 
dicho  artículo  y,  por  tanto,  es  un  ciudadano  espa- 
ñol, y  ha  perdido  sus  derechos  políticos  y  privile- 
gios en  las  Islas  Filipinas,  como'  natural  de  las 
Islas.    <*> 


<1)     Van    Dyne,    obra   citada,    pá*r.  225. 
(2)     G.  O  ,  3,  208. 


—  88  — 

§  126.  Uno  de  los  fundamentos  de  la  pro- 
testa  contra  el  acta  del  Dr.  Dominador  Gómez, 
Diputado  por  el  2.°  Distrito  de  Manila,  es  la  falta 
de  ciudadanía.  El  Comité  de  .  Elecciones  sostuvo 
que  el  Dr.  Dominador  Gómez,  por  razón  de  su 
nacimiento,  era  subdito  ó  ciudadano  de  España;  que 
el  Dr.  Gómez  conservó  esa  ciudadanía  hasta  el  11 
de  Abril  de  1899,  fecha  en  que  cesó  la  soberanía 
de  España  en  Filipinas,  por  la  ratificación  del  Tra- 
tado de  París;  qUe  en  y  después  de  la  referida  fe- 
cha 11  de  Abril  de  1899  hasta  el  l.°de  Julio  de  1902  el 
Dr.  Dominador  Gómez  conservó  su  ciudadanía  es- 
pañola; y  que  el  30  de  Julio  de  1907  el  Dr.  Do- 
minador Gómez  no  era  ciudadano  de  las  Islas  Fi- 
lipinas,   ni  lo   era  de   los  listados  Unidos. 

§.  127.  El  Presidente  del  Concité  de  elecciones, 
al  informar  sobre  este  asunto  ante  la  Cámara,  alegó, 
como  razón  fundamental  de  la  opinión  del  Comité, 
el  hecho  de  que  el  Dr.  Gómez,  desempeñando  el 
1.°  de  Mayo  de  1898  el  empleo  de  Médico  del 
Cuerpo  de  Sanidad  militar  del  Ejército  Español,  no 
ha  hecho  constar  ante  los  funcionarios  competentes 
su  renuncia  á  la  nacionalidad  española  dentro  del 
año  siguiente  á  la  publicación  del  ya  citado  Real 
Decreto,  según  está  previsto  en  el  artículo  1.°  del 
mismo.  La  cuestión  ha  sido  extensamente  debatida 
ante  la  Cámara  y,  no  obstante  los  grandes  esfuerzos 
de  los  que  sostenían  la  opinión  contraria,  la  ma- 
yoría de  los  Diputados  sostuvo  la  del  Comité,  re- 
chazando el  acta  del  Dr.  Gómez,  bajo  el  fundamento 
de    su   falta   de*  ciudadanía. 

Españoles  residentes  en  estas  Islas  en 
<f>  antes  del  11  de  J\k>rlí  de  1899. 

§     128.     En    el    caso    del   Sr.   López  natural   de 
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España  que  había,  residido  en  las  Islas  Filipinas 
por  un  número  de  años  anteriores  á  Noviembre  de 
1.898,  se  casó  en  1893  eon  una  filipina,  de  quien 
ha  tenido  varios  hijos;  regresó  á  España  en  1898, 
dejando  á  su  familia  en  Manila,  y  volvió  en  Diciem- 
bre de  1901  á  estas  Islas,  y  en  la  actualidad  reside 
en  ellas,  y  solicita  que  se  le  conceda  licencia  para 
navegar  como  maquinista  naval  en  los  buques  de 
este  cabotaje:  se  sostuvo  por  el  Fiscal  (Jen  eral 
Wilfley,  que  el  Sr.  López  no  fue  de  hecho  resi- 
dente de  estas  Islas,  durante  los  18  meses  siguientes 
á  la  ratificación  del  Tratado  de  París,  condición 
que  la  ley  exige  para  adquirir  el  derecho  de  ser 
ciudadano  de  las  Islas  Filipinas,  y  por  tanto,  él  no 
es  ciudadano  filipino  y  no  tiene  derecho  á  que  se 
le  conceda  la  licencia   solicitada,    d) 

§  129.  En  el  asunto  de  la  petición  de  D.  Juan 
(xarcía  Bosque,  para  ser  admitido  en  el  ejercicio  de  la 
abogacía  en  Filipinas,  la  Corte  Suprema  de  estas 
Islas    dijo: 

"Respecto  á  los  subditos  españoles  residentes  en 
estas  Islas,  se  estableció  el  pacto  especial  contenido 
en  el  artículo  9,  por  el  que  se  acordó  otorgarles  de- 
recho de  opción,  para  que  pudieran  ó  marcharse, 
librándose  de  la  sujeción  al  nuevo  soberano,  ó  con- 
tinuar residiendo  en  el  territorio,  con  lo  que  al  tras- 
curso de  los  18  meses  de  plazo,  si  dentro  de  el 
no  protestaban  de  su  propósito  de  conservar  la  na- 
nalidad  española,  perdían  ésta  y  quedaban  some- 
tidos al  nuevo  soberano,  lo  mismo  que  los  natura- 
les de  estas  Islas.  El  plazo  de  los  18  meses  empezó 
á  correr  desde  la  fecha  del  cange  de  las  ratifica- 
ciones delTratado,   que   fué  el   11    de   Abril   de   1899, 

(1)     G.  O.,  3,  318. 
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y  terminó  en  igual  fecha  de  Octubre  de  1900.  El 
recurrente  se  ausentó  de  esta&  Islas  en  30  de  Mayo 
de  1899  y  dejó  trascurrir  todo  el  plazo  fuera  de 
estas  Islas.  En  Enero  de  1901,  fué  cuando  apareció 
de    nuevo  en    ellas. 

§  130.  "Dada  esta  actitud,  es  visto  que  optó 
por  la  primera  de  las  facultades,  en  que  consistía 
aquel  derecho  de  opción.  Ni  el  Gobierno  ni  los 
Tribunales  pueden  interpretar  de  otro  modo  los  hechos 
expuestos.  Marchándose,  no  tenía  para  qué  hacer  pro- 
testa de  conservar  la  nacionalidad  española,  que  lle- 
vaba consigo  al  marcharse.  Esta  no  se  perdía  sino 
por  la  continuación  de  la  residencia  en  el  territorio 
cedido  y  la  falta  de  protesta  dentro  del  término  fi- 
jado,   de    su  propósito    de  conservarla " 

§  131.  "¡Si,  pues,  (1)  el  recurrente,  al  ausen- 
tarse en  30  de  Mayo  de  1898  de  estas  Islas,  no 
llevaba  la  nacionalidad  de  los  naturales  impuesta  por 
el  Tratado  de  París,  y  vigente  ya  desde  el  11  de  Abril 
de  aquel  mismo  año;  (2)  se  había  ausentado  como  es- 
pañol y  como  español  continuó  optando  por  la  primera 
de  las  facultades  del  derecho  de  opción,  estipulado 
en  el  Tratado  de  París,  sin  que  le  haya  podido 
comprender  la  nacionalidad  presunta  del  territorio  que 
resultaba  del  hecho  de  residencia  y  del  lapso  del 
plazo  fijado;  (3)  no  había  elegido  por  modo  ex- 
preso esta  nacionalidad  del  territorio  dentro  del  mismo 
plazo;  (4)  con  posterioridad  á  dicho  plazo  por  modo 
expreso,  no  cabe  ya  el  derecho  do  opción,  sino  so- 
licitud de  naturalización,  acerca  de  la  cual  no  se  ha 
dictado  aún  ley  alguna;  (5)  y  como  subdito  español, 
al  igual  que  los  otros  residentes  extranjeros,  no 
puede  ejercer  la  profesión  de  Abogado,  según  las 
leyes   aplicables,    tanto   antes   como   después  del  Tra- 
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lado  de  París,  os  evidente  que  el  Tribunal  no  puede 
reconocer  en  el  recurrente  la  aptitud  pretendida." 
kíY  por  tanto,  decidimos  no  haber  lugar  á  la 
nueva  solicitud  que  ha  presentado  para  ejercer  la 
profesión    de    Abogado    en    estas    Islas."    (1) 

Hijos   do   españoles    residentes    en    estas 
Islas    ciuie  se  hicieron  ciudadanos  filipi- 
nos en    virtud  del   Tratado  de  París, 

§  132.  En  el  asunto  del  hijo  del  Sr.  Roces, 
español  residente  de  las  Islas  Filipinas  el  10  de 
Diciembre  de  1898,  quien,  por  virtud  del  Tratado 
de  París  y  de  la  Ley  de  1.°  de  Julio  de  1902,  se 
convirtió  en  ciudadano  de  las  Islas  Filipinas:  el  Fis- 
cal General  Wilfley  sostuvo  que  dicho  hijo,  de  21 
años  de  edad,  que  residía  en  España,  era  un  ciuda- 
dano filipino,  y  por  tanto  con  derecho  á  exami- 
narse y  embarcarse  como  oficial  en  los  buques  de 
cabotaje  en    las    Islas. 

Se  alegó  por  la  Asociación  de  Maquinistas  que 
la  declaración  que  dicho  hijo,  mientras  estaba  en 
España  y  era  menor  de  edad,  hizo  en  su  solicitud 
para  examinarse  como  maquinista,  de  que  era  espa- 
ñol, constituía  una  elección  de  nacionalidad,  cuyo 
efecto  es  fijar  su  estado  legal  como  español,  lo 
cual  le  incapacitaría  para  obtener  la  licencia  soli- 
citada. Pero  el  Fiscal  General  Wilfley  sostuvo 
que  semejante  declaración  no  puede  tener  dicho 
efecto,  primero,  porque  no  se  hizo  con  ese  objeto 
ni  ante  autoridad  competente ;  y  segundo,  porque 
al  tiempo  de  prestarla,  el  señor  Roces,  hijo,  siendo 
entonces  menor  de  edad,  no  tenía  facultad  para 
hacer  elección  de  nacionalidad,  con  arreglo  al  Art. 
19    del    Código  Civil.   W 


(1)  Jur.  Fil.  1,  90. 

(2)  G,  ()..  3,  303. 
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§  133.  En  el  asunto  de  la  solicitud  de  exa- 
men de  aspirante  á  Abogado  por  el  Sr.  José  Arnáez,  la 
Corte    Suprema    dijo : 

''Considerando  que  por  la  Secretaría  Ejecutiva, 
donde  se  hallan  archivados  los  registros  de  las  pro- 
testas para  conservar  la  nacionalidad  española,  auto- 
rizada por  el  art.  í)  del  Tratado  de  París,  se  cer- 
tifica que  el  padre  del  solicitante,  D.  Tomás  Ar- 
náez, no  utilizó  aquel  derecho,  lo  cual,  según  el 
propio    Tratado,   implica    renuncia  de   nacionalidad; 

4  'Considerando  que  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  18  del  Código  Civil,  aplicable  entonces 
al  caso,  el  hijo,  constituido  bajo  la  patria  potestad, 
sigue  la  nacionalidad  del  padre,  por  lo  que  habiendo 
quedado  sujeto  á  la  Ley  *  de  Nacionalidad  de  este 
territorio  D.  Tomás  Arnáez,  es  consiguiente  que 
también  haya  quedado  sujeto  su  hijo  D.  José,  el 
que  entonces  dejó  de  ser  español,  como  su  padre."   ^ 

§  134.  Y  en  el  asunto  de  solicitud  de  exa- 
men como  aspirante  á  Abogado,  del  Sr.  Villapol,  la 
misma    Corte    Suprema    declaró : 

"Que  el  hijo  de  un  español,  mientras  perma- 
necía bajo  la  patria  potestad,  tenía  la  nacionalidad 
de  sus  padres.  Si  en  la  fecha  del  cange  del  Tra- 
tado de  París  entre  los  Estados  Unidos  y  España, 
era  ya  mayor  de  edad  y  vivía  separado  de  sus 
padres,  pudo  por  su  libre  elección  someterse  á  la 
Ley  del  territorio  ó  sea  á  la  nueva  Soberanía  de 
las  Islas  Filipinas  con  arreglo  al  art.  í)  del  citado 
Tratado,  y  adquirir  la  condición  de  subdito  de  los 
Estados  Unidos,  y  más  tarde,  conforme  á  la  Ley 
del  Congreso  de  1.°  de  Julio  de  1902,  la  de  ciu- 
dadano filipino."     (2) 


il)     G.  O.,  5,  584. 
(2)     Ibid. 


m 


C<f>mo  s^  recobra   la  ciudadanía    filipina* 

§  135.  La  señora  María  Pavés  y  García  lia  na- 
cido en  las  Islas  Filipinas,  y  según  el  Tratado  de 
París  y  la  Ley  del  Congreso  de  t.°  de  Julio  de  1902, 
adquirió  el  derecho  de  ciudadanía  filipina.  Se  casó 
en  lí)02  con  un  español  peninsular,  quien  era  á  la 
sazón  residente  de  las  Islas  Filipinas  y  conservaba 
su  nacionalidad  española,  en  virtud  del  Tratado  de 
París,  que  permitía  que  un  español  pudiera  conservar 
su  nacionalidad,  declarando  ser  ese  su  deseo,  ante 
un    Tribunal    de    Justicia. 

Poco  después  de  su  casamiento,  la  señora  Pa- 
vés y  García  se  trasladó  á  España  en  compañía  de 
su  esposo,  en  donde  estuvieron  residiendo  hasta  la 
muerte  de  éste,  ocurrida  en  1904,  regresando  dicha 
señora  ese  mismo  año  á  esta  ciudad  de  Manila,  en 
donde  ha  fijado  su  residencia.  Dicha  señora  ha  pre- 
sentado una  solicitud,  pidiendo  la  admitan  á  exa- 
men   para    el    Servicio    Civil. 

El  Fiscal  General  Wilfiey  sostuvo  que,  en  vista 
de  los  hechos  relatados,  debe  considerarse  á  la  se- 
ñora María  Pavés  y  García,  natural  de  estas  Islas 
Filipinas,  dentro  del  sentido  en  que  la  ley  acepta 
esta  denominación  y,  en  su  consecuencia,  con  dere- 
cho   á    sujetarse    á  examen   para    el  Sevicio    Civil. 

"El  art.  22  del  Código  Civil   Español  preceptúa: 

La  mujer  casada  sigue  la  condición  y  nacio- 
nalidad   de    su   marido. 

La  española  que  casare  con  un  extranjero, 
podría,  disuelto  el  matrimonio,  recobrar  la  naciona- 
lidad española,  llenando  los  requisitos  expresados 
en    el   artículo    anterior." 

4 'Por  su  casamiento  con  un    subdito    español,    la 
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señora  Pavés  y  García,  según  las  leyes  de  España, 
se  hizo  ciudadana  de  dicha  nación.  Dicha  ciudadanía 
debe  reconocerla  este  Gobierno.  Sin  embargo,  des- 
pués del  fallecimiento  de  su  marido,  ha  regresado  á 
estas  Islas,  que  era  su  anterior  residencia,  y  en  su 
solicitud  ha  manifestado  que  desea  renovar  su  jura- 
mento de  fidelidad  y  recuperar  su  nacionalidad  fili- 
pina."   .. 

§  136.  "La  cuestión  de  si  una  mujer  casada 
puede  recuperar  su  anterior  nacionalidad,  á  la  disolu- 
ción .del  matrimonio,  se  ha  suscitado  muchas  veces 
en  los  Estados  Unidos.  Los  siguientes  casos  están 
tomados  de  la  obra  de  Van  Dyne  sobre  ciudadanía 
de    los   Estados    Unidos." 

'Se  suscitó  en  1874  un  caso,  en  el  que  una 
señora  americana  de  nacimiento,  se  fué  á  Europa 
y  allí  se  casó  con  un  inglés.  Después  de  vivir 
muchos  años  con  su  esposo  en  Inglaterra,  se  divorcia- 
ron. Dicha  señora  solicitó  entonces  de  la  Legación 
de  los  Estados  Unidos  en  París  un  pasaporte  exten- 
dido bajo  el  nombre  que  usaba  de  soltera  y  como 
ciudadana  americana.  El  Ministro  de  los  Estados 
Unidos  en  París,  Mr.  Washburn,  rehusó  expedir  el 
pasaporte,  fundándose  en  que  el  auto  de  divorcio 
no  la  autorizaba  para  volver  á  usar  su  nombre  de 
soltera,  y  porque  no  presentó  pruebas  de  su  inten- 
ción de  volver  á  residir  en  los  Estados  Unidos, 
sino  que  dijo  que  su  objeto,  al  pedir  el  pasaporte 
bajo  su  nombre  de  soltera,  era  el  poderse  casar  con 
un    francés/    (*) 

§  137.  'Otro  caso  se  suscitó  en  1887,  en  el 
que  una  mujer  nacida  en  los  Estados  Unidos  de 
padres  americanos,   se  casó   con   un    subdito   español. 

(1)     Pág.  134. 


—  95  — 

El  marido  murió  en  1883,  y  dicha  mujer  alegó  en- 
tonces que  por  este  hecho  había  vuelto  á  su  nacio- 
nalidad americana.  Solicitó  pasaporte  del  Ministro 
de  los  Estados  Unidos  en  San  Salvador.  El  Secretario 
Bayard  opinó  que,  toda  vez  que  estuvo  fuera  de 
la  jurisdicción  del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos, 
no  tenía  derecho  á  los  privilegios  de  que  disfruta 
un  ciudadano  del  mismo,  cuando  menos,  á  la  inter- 
vención diplomática  contra  el  Gobierno  de  San  Sal- 
vador, en  una  reclamación  que  tenía  por  bienes  ad- 
quiridos durante  el  matrimonio  y  durante  su  ausen- 
cia de  los  Estados  Unidos.'    (1) 

§     138.      'Mr.    Bayard    en    1880,    en    el    caso   de 
la  señora   Zografo,    opinó    que    una   mujer   nacida  en 
América,    que  se  casa   con    un    subdito  turco  y   esta- 
blece   su    residencia    en    Turquía,     se    hace    subdito 
turco.      Á    la   muerte    de   su    marido,    para    recuperar 
la    nacionalidad    americana,    tenía    que    marcharse    de 
Turquía  y  volverá  residir  en  los  Estados  Unidos.'    (2) 
§     139.      'En    Febrero   de    1890,    en    el    caso    de 
Cari     Heisinger,    Mr.    Blaine    decía   que    el    Departa- 
mento   había    adoptado    varias     veces    el    punto    de 
vista  de    que  el   casamiento  de  una  mujer  americana 
con    un    extranjero    no    la   despoja   por    completo    de 
su    primitiva    nacionalidad ;    que    su   cuidadanía  ame- 
ricana quedaba  en  suspenso,   por  más  de  un   motivo, 
durante    su    matrimonio,    pero    que  ella    podría   reco- 
brarla,   á  su    vuelta  á   la  jurisdicción   y  soberanía  de 
los   Estados    Unidos  si   ella    vivía  fuera  del  país.'    <3) 
§     140.     "Hablando  Mr.  Van  Dyne  de  los  varios 
casos  que  se  habían  presentado,  decía: 

'Tres   comentaristas   no  están   completamente  de 


(1)  Pá¿r.  136. 

(2)  Pág.  136. 

(3)  Pág.  187. 
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acuerdo,  pero  la  opinión  decidida  de  más  peso  es 
la  de  que  una  americana,  por  su  casamiento  con 
un  extranjero,  adquiere  la  nacionalidad  del  ma- 
rido ' 

4La  tendencia  de  la  opinión  es,  al  aparecer,  en 
favor  de  que  se  permitiera  á  la  mujer,  á  la  muerte 
del  marido,  recobrar  la  ciudadanía  americana,  si  ella 
lo  desea,  con  la  condición  de  que  regrese  á  los  Es- 
tados Unidos  y  resida  en  ellos,  si  ella  vivía  en  el 
Extranjero.'   W 

§  141.  ''La  única  ley  referente  á  la  ciudadanía, 
termina  el  Fiscal  General  Wilfley,  vigente  en  estas 
Islas,  es  la  Ley  del  Congreso  de  1.°  de  Julio  de 
1902.  El  requisito  esencial  que  el  art.  4  de  dicha 
Ley  prescribe  para  ser  considerado  ciudadano  de 
las  Islas  Filipinas  y  con  derecho,  como  tal,  á  la 
protección  de  los  Estados  Unidos,  es  que  un  natu- 
ral de  las  Islas  Filipinas  resida  en  su  país  natal. 
Si  bien  es  verdad  que,  según  las  leyes  de  España, 
la  señora  María  Pavés  y  García  adquirió  la  nacio- 
nalidad espoñola,  creo,  sin  embargo,  que  la  ley  de 
ciudadanía  vigente  en  estas  Islas  debe  interpretarse 
como  similar  á  la  que  rige  sobre  la  materia  en  los  Esta- 
dos Unidos,  y  que  una  mujer  natural  de  estas  Islas, 
que  se  case  con  un  extranjero  y  se  ausente  del 
país  con  su  marido,  se  le  permita  recuperar  su  ciu- 
dadanía filipina,  si  así  lo  deseare,  regresando  y  es- 
tableciendo   su   residencia   en    estas   Islas.7 '    <2> 

Procedimiento  por  el  cual  pueden  ha- 
cerse ciudadanos  de  Filipinas  los 
de  distintos  países. 

§     142.     No  existe  procedimiento  alguno,  por  el 


(1)  Pág.  139. 

(2)  G.  O.  3,  551. 
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cual  un  ciudadano  de  los  distintos  países  orientales, 
6  de  cualquier  otro  país,  pueda  hacerse  ciudadano 
de  Filipinas;  porque  el  Congreso  no  lia  dictado 
hasta  ahora  ninguna  ley  de  naturalización,  ni  nin- 
gún precepto  relativo  á  este  asunto,  como  así  1° 
tiene  declarado  la  Corte  Suprema  en  el  asunto  de 
Bosque    ya   citado.    (1) 

Que   condición  jurídica  piaede  pretender 
un  ciudadano  de    Filipinas   en  un    país 

extranjero? 

§  143.  El  Fiscal  General  Araneta.  resolviendo 
esta  cuestión,    dice: 

"Aunque  los  habitantes  do  Filipinas  no  son  ciu- 
dadanos de  los  Estados  ruidos,  en  todos  respectos  y 
en  toda  la  extensión  de  la  palabra  ciudadano,  tal  como 
se  ha  demostrado,  sin  embargo,  deben  lealtad  á  los 
Estados  Unidos  y  obediencia  á  las  leyes  que  éstos 
dicten  para  su  gobierno,  y  en  compensación,  tienen 
derecho  correlativamente  á  la  lealtad  que  deben,  á 
ser  protegidos  por  el  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos, en  sus  derechos  personales  y  de  propiedad,  así 
en  el  país  como  en  el  Extranjero.  No  hay,  en  mi 
opinión,  duda  alguna  de  que  su  condición  jurídica 
en  el  derecho  internacional  es  tal,  que  no  solamente 
tiene  derecho  á  la  protección  de  los  Estados  Unidos, 
cuando  está  fuera  de  su  país,  sino  que  también  lo 
tiene  á  los  beneficios  de  las  disposiciones  de  los 
tratados  existentes  entre  los  Estados  Unidos  y  los 
países  extranjeros,  que  se  encaminan  á  asegurar  los 
derechos  y  la  protección  de  las  personas  de  los  ciu- 
dadanos americanos  residentes  en  dichos  países  ex- 
tranjeros."  [2) 


(1)  G.  O.,  5,  1158. 

(2)  II -id. 
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CAPÍTULO  V. 

Condiciones  de  los  electores. 

(Continuación) 


144-  Condiciones   relativas. 

145-146.  Cargos   concejiles. 

147-150.  Tenientes. 

151-152.  Miembros   de   Ayuntamiento 

153-  Jueces   de  Paz,    de   Sementera   y   de   Policía. 

154-156.  Propiedad   como  calificación. 

157.  Propiedad   en   otra   provincia   ó    pueblo. 

158.  Prueba   del   valor   de   la   propiedad. 
159-161.  Tiempo   en   que   se   debe   tener   la   propiedad. 
162.  Adquisición   de   propiedad  inmediatamente   antes 

ó   después   de   comenzadas   las   inscripciones. 

163."  Traspasos   simulados   de   propiedad. 

164.  Contribución   pública  como   calificación. 

165.  Prueba   del   pago   de   contribución. 

166.  La   renta   municipal   no   es  una   contribución. 

167.  Instrucción   necesaria   para  ser   elector. 

168.  Empleados  civiles  del  departamento  del  "Quarter- 

Master'\ 

169  Los  inspectores  de  elección  pueden  ser  electores. 

170-173.  Los  mestizos  chinos  pueden  ser  electores. 


Condiciones    relativas. 

§  144.  Además  de  poseer  todas  las  condicio- 
nes absolutas,  es  necesario,  para  ser  elector  califi- 
cado, tener  algunas  de  las  siguientes  condiciones 
relativas : 

a)  Haber  desempeñado,  antes  del  13  de  Agosto 
de  1898,  los  cargos  de  capitán,  gorbernadorcillo,  al- 
calde, teniente,  cabeza  de  barangay  ó  miembro  de 
cualquier   Ayuntamiento. 


—  99  — 

b)  Poseer  propiedad  inmueble  por  valor  de 
500  pesos,  ó  pagar  30  pesos  ó  más  por  cualquiera 
de   las   contribuciones    establecidas. 

c)  Hablar,    leer  y  escribir   inglés  ó  español.    (1) 

Cargos    concejiles. 

§  145.  Todo  aquel  que,  reuniendo  todas  las 
condiciones  absolutas,  hubiese  desempeñado  cualquiera 
de  los  cargos  concejiles  mencionados  en  la  letra  (a) 
del  párrafo  anterior,  es  elector  calificado,  á  menos 
que  esté  comprendido  en  alguno  de  los  casos  de 
incapacidad,  de  que  se  hablará  en  el  capítulo  si- 
guiente. 

Las  condiciones  que  se  exigían,  en  los  últimos 
días  del  régimen  español,  para  desempeñar  dichos  car- 
gos, son  poco  más  ó  menos  las  que  hoy  se  exigen  á 
todo  elector,  como  puede  verse  en  el  artículo  9.°  del 
Real  Decreto  de  19  de  Mayo  de   1893,   que  dice: 

Para  ser  elegido  Capitán  se  requieren  las  circuns- 
tancias  siguientes: 

1.a     Ser   natural   ó   mestizo   de   sangley. 

2.a     Ser   mayor   de   veinticinco   años. 

3a  Ser  vecino  del  pueblo  con  cuatro  años  de  ante- 
lación  á   la   fecha   de   las   elecciones. 

4.a     Hablar  y    escribir   el  castellano. 

5.a  Ser  Cabeza  de  Barangay  con  cuatro  años  de  ejer- 
cicio, teniendo  saldadas  y  corrientes  sus  cuentas,  y  go- 
zando de  buen  concepto  público  y  privado,  ó  haber  sido 
durante  dos  años  Gobernadorcillo  ó  Capitán,  ó  Teniente 
Mayor,  ó  durante  seis  años  Cabeza  de  Barangay  sin  nota 
desfavorable. 

Iguales  circunstancias  se  requieren  para  ser  elegido 
Teniente  municipal  ó  suplente,  pero  sin  necesidad  de 
tiempo  determinado  en  el  ejercicio  de  los  cargos  de  Go- 
bernadorcillo, Capitán  Teniente  Mayor  ó  Cabeza  de  Ba 
rangay. 

(1)     Art.   13. 
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§  146.  Consultado  el  Fiscal  General  Wilfley 
sobre  la  facultad  de  la  Junta  de  Inspectores  para 
determinar  las  calificaciones  de  los  funcionarios  men- 
cionados en  el  art.  6  (a)  del  Código  Municipal, 
dice : 

'  'El  artículo  6  del  Código  Municipal  dispone  que 
los  electores  deben  estar  comprendidos  en  una  de 
las  tres  clases  siguientes: 

(a)  'Los  que  con  anterioridad  al  trece  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  hayan  ejercido 
los  cargos  de  capitán  municipal,  gobernadorcillo,  al- 
calde, teniente  ó  cabeza  de  barangay,  6  miembro  de 
algún    ayuntamiento. ' 

"Por  esta  Ley,  la  Comisión  Civil  de  Filipinas 
ha  intentado  evidentemente  conferir  el  derecho  de 
sufragio  á  todos  aquellos,  que  anteriormente  habían 
desempeñado  cualquiera  de  los  cargos  mencionados 
en  el  citado  artícuto.  No  existe  disposición  alguna, 
que  autorice  á  las  Juntas  de  inspectores  de  elec- 
ción á  determinar  las  calificaciones  de  tales  funcio- 
narios. El  derecho  de  cualquier  funcionario  público 
á  su  cargo  no  puede  determinarse  en  ningún  pro- 
cedimiento  colateral."    (1) 

§  147.  De  entre  los  referidos  cargos  concejiles, 
el  que  más  ha  dado  lugar  á  reclamaciones  de  exclu- 
sión   del   censo    electoral,    es    el    de    Teniente. 

"En  el  asunto  de  García  contra  la  Junta  Elec- 
toral de  Lilio,  Laguna,  el  Juzgado  declaró  que  los 
que  han  sido  Tenientes  en  tiempo  del  gobierno  es- 
pañol, son  electores  calificados;  que  este  hecho  puede 
establecerse  por  medio  de  testigos  fidedignos,    ya  que 


(1)     Op.    of    the    Attpr.    G.    Vol.   2,    77. 
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no  es,  en  todos  los  casos,  posible  la  presentación 
de  los  nombramientos  originales  por  los  mismos  in- 
teresados, bien  porque  se  han  perdido  ó  destruido, 
bien  porque  no  les  han  sido  entregados  á  su  de- 
bido tiempo.  Los  alguaciles  ó  mandatarios  de  los 
antiguos  Jueces  de  Paz  no  son  considerados  como 
tenientes,  y  por  tanto,  no  pueden  invocar  en  su 
favor  el  beneficio   de    la   Ley."    W 

§  148.  "La  palabra  teniente  en  el  párrafo  (a) 
del  artículo  6  de  la  Ley  N.°  82  no  se  refiere 
al  teniente  del  barrio ;  sólo  se  refiere  al  primero,  se- 
gundo ó  tercer  tenientes  conocidos  durante  el  régi- 
men   español."    W 

"El  que  con  anterioridad  al  trece  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  haya  sido  te- 
niente del  barrio  (cabeza  de  barangay)  puede  ser 
elector   habilitado."    (3) 

§  149.  Antes  de  la  reforma  municipal  intro- 
ducida por  el  Real  Decreto  de  19  de  Mayo  de  1893, 
el  encargado  de  cada  barrio  se  llamaba  "Teniente 
del  barrio".  Los  cabezas  de  barangay  tenían  cada 
cual  su  auxiliar  llamado  primogénito,  por  recaer  este 
cargo  regularmente  en  el  hijo  mayor  del  cabeza.  El 
gobernadorcillo  tenía  por  auxiliares  á  los  llamados 
tenientes  de  justicia  y  alguaciles.  El  primero  de  los 
tenientes  se  llamaba  teniente  mayor  y  era  el  desig- 
nado á  ocupar  el  cargo  de  gobernadorcillo  en  los 
casos  de  sustitución.  El  primero  de  los  alguaciles  se 
llamaba  alguacil  mayor  ó  simplemente  mayor,  quien 
con  ayuda  de  los  otros  alguaciles  tenía  á  su  cargo 
el  suministro  dé  víveres  á  los  empleados  públicos, 
al  cura  párroco   y   Jefe  de  la  Guardia  Civil.    El  ma- 


lí)   García  im.  Junta  Electoral  de  Lilio,  del  Juzgado  de  la  Laguna. 

(2)  Op.  of  the  Attor.  G.  Vol.  2,  62. 

(3)  Ibid. 
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yor  se  llamaba  también  Vivo  por  la  prontitud  con 
que   acostumbraba  cumplir   sus  deberes. 

El  teniente  mayor  y  los  demás  tenientes,  cuyo 
número  era  variable,  según  las  circunstancias,  lle- 
vaban por  distintivo  una  vara  ó  bastón  delgado  fo- 
rrado ó  pintado  de  color  verde,  así  como  los  algua- 
ciles lo  tenían  de  color  rojo.  Las  funciones  de  los 
tenientes  eran  de  carácter  administrativo,  judicial  y 
policíaco,  pues  el  gobernadorcillo  era  también  juez 
de  paz  y  jefe  de  policía. 

§  150.  Pero  el  artículo  3.°  deleitado  Real  De- 
creto cambió  la  constitución  de  los  Tribunales  de  los 
pueblos    y    organizó    los    Tribunales    municipales. 

Constituirán  el  Tribunal  municipal  cinco  individuos, 
de  los  cuales  uno  se  denominará  Capitán,  y  los  otros  cua- 
tro Tenientes,  Mayor,  de  Policía,  de  Sementeras  y  de 
Ganados.  El  Teniente  Mayor  funcionará  como  Regidor 
Síndico,  y  sustituirá  al  Capitán  en  vacantes,  ausencias  ó 
impedimentos  La  sustitución  al  Capitán  ó  al  Teniente  ma- 
yor se  deferirá  á  los  otros  Tenientes,  por  el  orden  de  pre- 
lación  con  que  van  enumerados 

Los  Tenientes  de  Policía,  Sementeras  y  Ganados,  ejer- 
cerán las  funciones  que  determinen  los  reglamentos  y 
demás  disposiciones  vigentes.  También  ejercerán  las  facul 
tades  delegadas  por  el  Capitán  ú  otro  Teniente,,  siendo  en 
caso  de  delegación  subsidiariamente  responsable  el  dele- 
gante de  la  conducta  del  delegado. 

-  Para  el  mejor  gobierno  y  administración  de  los  pue- 
blos, éstos  se  dividirán  en  Barangayes  regulados,  según 
la  agrupación  de  sus  habitantes. 

Cada  Barangay    de   población  agrupada    comprenderá, 
por  lo  menos,  100  familias  sin  exceder  de  150. 

Cada   Barangay   de   población  no    agrupada    compren- 
derá, por  lo  menos,  50  familias  sin  llegar  á  100 

Al  frente  de   cada  Barangay  habrá    un  Cabeza,  quien 
ejercerá,  "  la  vez  que  este  cargo,  el  de  Teniente  del  barrio 


—  103  — 

La  división  de  Barangayes  se  verificará  tan  pronto 
como  se  constituyan  los  Tribunales  municipales  en  Jun- 
tas de   éstos,   con   los  doce  electores  delegados. 

De  modo  que,  según  el  régimen  existente  en 
13  de  Agosto,  de  1898,  había  cuatro  Tenientes  lla- 
mados: Teniente  Mayor,  Teniente  de  Policía,  Te- 
niente de  Sementeras  y  Teniente  de  Ganados,  que 
con  el  Capitán  representaban  el  Tribunal  Municipal. 

Los  que  hayan  desempeñado  cualquiera  de  estos 
cargos  de  Teniente  y  el  de  sus  suplentes,  elegidos 
de  conformidad  con  el  artículo  5  del  citado  Real  De- 
creto,  son  electores  calificados. 

Miembros  de»  Ayuntamiento. 

§  151.  Por  Real  Decreto  de  12  de  Noviem- 
bre de  1889,  se  dispuso  la  creación  de  Ayuntamien- 
tos en  algunas  provincias  de  estas  Islas.  (1)  El  Ayun- 
tamiento de  Manila  fué  reorganizado  por  Real  De- 
creto de  19  de  Enero  de  1894,  <2>  y  su  Reglamento 
orgánico  fué  aprobado  en  30  de  Junio  de  1894.  (3) 

Por  Decreto  del  Gobierno  General  de  31  de  Enero 
de  1890,  se  crearon  los  Ayuntamientos  de  Iloílo  y 
Cebú.   (4) 

Por  Decretos  del  mismo  Gobierno  de  8,  9  y 
21  de  Mayo  de  1890,  se  crearon  también  los  Ayun- 
tamientos de  Batangas,  Camarines  Sur,  Albay  é  llo- 
cos Sur.  (5) 

Con  arreglo  á  la  Ley,  los  que  hayan  sido  miembros 
de  cualquiera  de  dichos  Ayuntamientos  son  también 
electores  calificados.  Evidente  es  que,  aun  sin  esta 
declaración  expresa  de  la  Ley,  tales  personas  tienen 
que    ser   electores   calificados,    porque  no  podían    ha- 


(1)  Gaceta  de  Manila  de  19  de  Abril  de  1890. 

(2)  Gaceta  de  Madrid  de  21  de  Enero  de  1894. 

(3)  Gaceta  de  Manila  de  18  de  Julio  de  1<S94. 

(4)  Gaceta  de  Manila  5  de  Febrero  de  1890. 

(5)  Gaceta  de  Manila  de  11  de  Junio  de  1890. 
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ber  sido  miembros  de  un  Ayuntamiento,  sin  tener 
las   condiciones   que  hoy   se    exige    á   todo  elector. 

§  152.  El  mismo  criterio  fué  sustentado  por  el 
Fiscal  General  Araneta,   diciendo: 

"Según  el  Real  Decreto  de  12  de  Noviembre 
de  1889  creando  los  Ayuntamientos  en  Filipinas, 
éstos  se  componen  de  los  funcionarios  siguientes:  Al- 
calde, Teniente  de  Alcalde,  Síndico,  Regidores  6 
Concejales  y  Secretarios.  Estos  funcionarios  son  los 
miembros  de  Ayuntamientos,  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo (a)  del  art.  1-3  de  la  Ley  Electoral.  Los  ofi- 
ciales y  subalternos  eran  empleados  ó  dependientes, 
pero  no  miembros  de  los  Ayuntamientos;  por  con- 
siguiente, tales  oficiales  subalternos  no  están  com- 
prendidos en  la  palabra  miembros,  usada  en  el  re- 
petido párrafo  de  la  Ley  Electoral.  Para  que  pue- 
dan ser  electores  con  arreglo  á  esta  Ley,  es  preciso 
que  reúnan  alguna  de  las  otras  condiciones  exigidas 
ya  en  el  mismo  párrafo  (a),  ya  en  los  párrafos  (b) 
y  (c)  del  artículo  de  referencia."  (1) 

Jue>ce>s  d^  Fletas,  d^  S^m^nt^reí  y  Policía. 

§  153.  ''Una  persona,  dice  el  Fiscal  General 
Araneta,  que  ha  desempeñado  el  cargo  de  Juez 
de  Sementeras,  Juez  de  Policía  y  Juez  de  Ga- 
nados, en  tiempo  del  Gobierno  Español,  aunque 
no  tenga  bienes  inmuebles  por  valor  de  P  500. 00, 
puede  considerarse  comprendida  en  el  párrafo  (a) 
del  artículo  13  de  la  Ley  Electoral;  porque,  según 
el  régimen  municipal  entonces  vigente,  esa  persona 
tenía  que  poseer  las  mismas  cualidades  que  se  exi- 
gen para  ser  Teniente  Mayor,  y  debía  haber  sido 
antes   Grobernadorcillo  ó  Teniente  Mayor,  y  por  con- 


(1)     5,    G.   O.    915. 
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siguiente,  se  halla  hoy  comprendida  en  el  párrafo  (a)* 
del  artículo  citado.  Entre  los  varios  cargos  que  dicho 
artículo  enumera,  no  aparece  el  de  Juez  de  Paz ;  por 
lo  tanto,  el  mero  hecho  de  haber  una  persona 
desempeñado  este  cargo  durante  el  Gobierno  anterior, 
no  le  da  derecho  para  acogerse  á  la  disposición  del 
repetido   párrafo    (a).M     (1) 

F*rof3Íodeicl  como  calificación. 

§  154,  Una  de  las  condiciones  relativas  que 
califican  al  elector,  es  el  poseer  propiedad  inmueble 
por  valor  de  P500  pesos,  ó  pagar  30  pesos  ó  más 
por  cualquiera  de  las  contribuciones  establecidas  desde 
el   13   de   Agosto  de   1898. 

Como  la  Ley  exige  que  la  propiedad  inmueble 
sea  de  F500  pesos  de  valor,  desde  luego  se  com- 
prenderá que  la  propiedad  inmueble  debiera  estar  ami- 
llarada, porque  el  amillaramiento  es  el  que  determina 
previamente    el    valor  de   la  propiedad.    (2) 

§  155.  En  la  Enciclopedia  Americana  se  lee 
lo  siguiente:  "Se  cree  que  no  se  requiere  ahora  tener 
propiedad  como  calificación  de  votante  en  las  elec- 
ciones generales  en  cualquiera  de  los  Estados;  pero, 
en  ciertos  Estados  se  provee  que  en  elecciones  lo- 
cales para  votar  sobre  proposiciones,  para  imponer 
contribuciones,  ó  para  apropiar  los  fondos  públicos 
para  algún  objeto  particular,  ú  otra  cosa  semejante, 
los  votantes  ó  sus  esposas  deben  estar  en  posesión 
de  cierta  cantidad  de  propiedad  sujeta  á  contribución. 
La  posesión  de  la  requerida  cantidad  de  propiedad, 
no  habilitará  á  uno  para  votar,  que  no  es  de  otro 
modo  un  elector  calificado,  y  cuando  la  ley  dispone 
que  solamente  los  propietarios  de  tierras  pueden  vo- 


(1)  Op.    de  la   F.  G.   19  Sep.   1907. 

(2)  Arte.    49,   51   y   53  de   la   Ley   N.  °    82. 

14 


—  106  — 

tar,  ésto  quiere  decir  que  los  verdaderos  y  bona  fide 
propietarios  pueden  votar,  y  los  documentos  que 
aparentemente  traspasan  título,  que  no  fueron  otor- 
gados con  el  propósito  de  cambiar  la  propiedad  en 
la  tierra,  sino  meramente  con  el  fin  de  dar  á  los 
concesionarios  el  derecho  aparente  de  votar,  con  la 
inteligencia  implícita  de  que  votarían,  según  los  de- 
seos del  cediente  ó  cedentes,  constituyen  un  fraude 
contra  la  ley  y  no  dan  al  concesionario  derecho  á 
votar."    (1) 

§     156.     Y  McCray,    en  su  obra  varias  veces  ci- 
tada,  dice: 

"En  Pensilvania,  la  regla  general  es  que  ninguna 
persona  votará  sin  haber  amillarado  sus  bienes  y  pa- 
gado su  contribución.  Las  personas,  que  no  han  pres- 
tado declaración  de  amillaramiento,  quedan  obligadas 
por  la  ley  de  aquel  Estado,  para  que  puedan  votar, 
á  contestar  ciertas  preguntas  bajo  juramento  referen- 
tes á  contribución,  edad,  residencia,  etc.,  y  además, 
á  probar  su  residencia  por  el  juramento  de  un  elector 
calificado  de  la  sección ;  y  el  estatuto  declara  como 
deber  de  los  inspectores  el  exigir  tal  prueba  de 
si  el  votante  ha  sido  recusado  ó  no.  Bajo  esta  ley, 
se  ha  sostenido  por  la  Cámara  de  Representantes 
que  las  personas,  que  votaron  sin  contestar  cualquiera 
de  las  preguntas  que  deben  ser  contestadas  y  sin  pro- 
ducir el  testimonio  de  un  elector  calificado  referente 
á  su  residencia,  se  presume  que  son  votantes  ilegales. 
Y  cuando  el  número  de  tales  votos  ha  sido  suficien- 
temente grande  para  destruir  la  credibilidad  del  acta, 
del  escrutinio,  no  habiendo  prueba  por  la  cual  di- 
chos votos  ilegales  puedan  ser  separados  de  la  urna, 
el   escrutinio   debe   ser  rechazado. "     (2) 


(1)  15  Cyc.  p.  293. 

(2)  McCray   N.  °   113. 
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F*ropiedad  en  otra  provincia  o  puelblo. 

§  157.  "Una  persona  calificada  por  su  edad, 
residencia  y  ciudadanía  para  votar  en  un  Estado  ó 
pueblo,  que  produce  un  certificado  de  propiedad  in- 
mueble en  otra  ciudad  ó  pueblo  dentro  del  Estado, 
puede  votar,  mediante  dicha  certificación,  en  la  ciu- 
dad ó  pueblo  donde  él  reside,  solamente  para  fun- 
cionarios generales  del  Estado,  para  miembros  de  la 
Asamblea  general,  miembros  del  Congreso,  para  Pre- 
sidentes y  Yiee-Presidentes  de  los  Estados  Unidos."  (1) 

Nuestra  Ley  Electoral  no  determina  el  lugar 
donde  un  elector  debiera  tener  sus  propiedades  in- 
muebles. Exigir  que  un  elector  tenga  bienes  ami- 
llarados precisamente  en  la  jurisdicción  del  munici- 
pio donde  reside,  sería  atribuir  al  lenguaje  de  la  Ley 
un  significado  que  el  legislador  no  lo  quiso  dar  á  en- 
tender. Creemos  que  sería  bastante  presentar  el  co- 
rrespondiente certificado  de  amillaramiento,  esté  ó 
no  radicada  la  propiedad  en  el  municipio  ó  pro- 
vincia del  elector,  siempre  que  esté  dentro  de  las 
islas    Filipinas. 

Prueba  del  valor  de  la    propiedad. 

§  158.  Es  regla  bien  sentada,  tanto  por  los 
Juzgados  como  por  las  Juntas  provinciales,  que,  tra- 
tándose de  bienes  inmuebles  amillarados,  la  prueba 
de    su   valor  es    el    certificad;)   de    amillaramiento. 

Tiempo    en    c|uie  se   detoe    tener    la 

propiedad. 

§  159.  Se  debe  tener  la  propiedad  antes  de 
inscribirse  en  el  censo  electoral,  por  las  mismas  ra- 
zones que  fiemos  expuesto  al  hablar  de  la  edad,  y 
así  se*  sostuvo  por   la  Junta  Provincial   de  Albay,    {2) 


(1)  15    Cyc.    p.    296. 

(2)  Res.    de    22  de  Oct.  de  1907. 
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que  habiéndose  destruido  parte  de  la  propiedad  del 
recusado,  que  no  poseía  más  bienes  que  por  valor 
de  500  pesos,  debía  ser  excluido  de  la  lista  de  elec- 
tores. Lo  mismo  ocurrirá,  si  la  propiedad  urbana 
(casa)  se  destruyese  antes  de  las  elecciones.  En  tal 
caso,  el  elector  puede  ser  recusado  antes  de  la  co- 
rrección definitiva  de  las  listas  electorales  y  aun  en 
el  momento  de  votar,  puede  ser  protestado  ante  la 
Junta  de  inspectores  por  la  falta  de  calificación  de 
votante. 

§  160.  Es  opinión  del  Fiscal  General  Araneta 
que,  para  ser  calificado  elector  con  arreglo  al  pá- 
rrafo (b)  del  artículo  13  de  la  Ley  Electoral,  es 
preciso  poseer  propiedad  inmueble  por  valor  de 
P500  pesos,  al  tiempo  de  calificarse  é  inscribirse  como 
elector;  porque  en  dicho  tiempo  se  hace  preciso  jurar, 
entre  otros  extremos,  el  de  reunir  las  condiciones 
de  elector  y  no  tener  ninguna  de  las  incapacidades 
consignadas  en  la  Ley,  juramento  que  no  se  podría 
legalmente  prestar,  si  en  aquel  tiempo  no  llegase 
á  P500.00  el  valor  ele  los  bienes  inmuebles  que  se 
poseen.   W 

§  161.  El  mismo  Fiscal  General  Araneta,  en 
un  dictamen  sobre  esta  materia,  sostuvo  que  una 
persona,  por  el.  solo  hecho  de  haber  sido  Concejal 
en  las  elecciones  pasadas,  no  tiene  derecho  á  vo- 
tar en  las  elecciones  subsiguientes,  salvo  que  al 
tiempo  de  calificarse  é  inscribirse  como  elector  en 
dichas  elecciones  subsiguientes,  reuniera  ya  cual- 
quiera de  las  cualidades  enumeradas  en  los  párrafos 
(b)  y  (c)  del  artículo  13  de  la  Ley  Electoral,  ó  sea, 
que  entonces  poseyese  propiedad  inmueble  por  valor 
de  P500.00,   ó  pagase   P30.00  por  cualquiera   de  las 

(1)    Op.    de  la  F.  G.   19  Sep.  1907. 
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contribuciones  establecidas,   ó  hablase,   leyese  y  escri- 
biese inglés  ó  español.  (1) 

Adquisición  de  propiedad  inmediatamente 

antes  ó>  después  de  comentadas  las 

inscripciones* 

§  162.  El  Juzgado  de  Batangas,  discutiendo 
esta  cuestión  en  el  asunto  de  Malabanan  vs.  Sahagun, 
dice : 

"Si  uno  compra  terrenos  para  calificarse  como 
elector,  aun  cuando  los  registros  hayan  comenzado, 
no  hay  razón  para  que  á  él  no  se  le  considere  elector 
calificado.  Si  á  uno  le  place  dar  á  otro  un  pedazo 
de  terreno,  á  fin  de  que  éste  sea  un  elector  califi- 
cado, tampoco  existe  razón  alguna  bajo  la  ley,  para 
que    esto    no    pueda    hacerse. 

"Los  terrenos  así  traspasados  constituyen  derecho 
y  propiedad  de  los  cesionarios  de  dichos  documen- 
tos, y  no  pueden  ser  revocados  por  los  cedentes,  y 
por  tanto,  aparece  que  los  recusados  son  electores  ca- 
lificados y  la  Junta  de  Inspectores  de  elección  tenían 
razón    de    registrar   sus    nombres. 

"Pero  si  estos  traspasos  son  fraudulentos  y  los 
terrenos  se  han  de  devolver  á  los  cedentes,  después 
de  las  elecciones,  sin  tener  ninguna  validez  ó  efecto 
alguno  de  traspaso,  más  que  habilitar  a  los  cesio- 
narios para  registrarse  como  electores  legales,  esto 
constituye  un  fraude,  y  ambos,  cedentes  y  cesiona- 
rios, están  sujetos  á  las  resultas  de  una  acusación  cri- 
minal. '"    (2) 

Traspasos  simulados  de  fjirofyl&dekdL. 

§     163.     "En    las   elecciones   donde    se  exige    la 


(1)  0p.  de  la   F.   O.    19  Sep.   1907. 

(2)  Malabalan  vs.  J.  de  Sahagun  y  otros,  del  Juzgado  de  Batangas. 
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propiedad  como  calificación,  una  persona  no  adquiere 
derecho  de  votar  por  la  aceptación  de  una  escritura 
de  traspaso  de  tierra,  no  hecha  con  el  objeto  de  tras- 
ferir  la  propiedad,  sino  meramente  con  el  objeto  de 
dar  á  los  concesionarios  la  calificación  de  elector."    (l> 

Contribución    pública   oomo   calificación. 

§  164.  Los  que  pagan  treinta  pesos  ó  más  por 
cualquiera  de  las  contribuciones  establecidas,  si  reú- 
nen todas  las  demás  condiciones,  que  liemos  llamado 
absolutas,    son    también    electores   calificados. 

Esas  contribuciones  son  todos  los  impuestos  pú- 
blicos, rentas  internas,  contribuciones  industriales, 
de  timbres,  forestales,  de  cédulas,  de  licencia  y  con- 
tribuciones   municipales   de    todas   clases. 

F^ru^toa  &&1  pago  do  contribución. 

§  165.  El  que  alega  el  pago  es  quien  debe 
probarlo,  y  la  mejor  prueba  del  pago  es  el  recibo 
firmado  por  el  funcionario  encargado  de  cobrar  la 
contribución.    (2) 

La  renta  municipal  no  es  vana  contribución. 

§  166.  Renta  municipal,  estrictamente  hablando, 
es  el  ingreso  ó  cantidad,  que  el  municipio  percibe 
de  una  persona  por  el  uso,  ocupación  ó  disfrute  de 
una  propiedad  que  pertenece  á  dicho  municipio.  En 
este  sentido,  semejante  renta  no  es  una  contribu- 
ción pública  y  así,  una  persona,  que  pague  al  mu- 
nicipio cien  pesos,  como  renta  de  un  terreno  mu- 
nicipal, por  este  solo  hecho,  no  adquiere  la  califi- 
cación  de   elector. 

La    Secretaría    Ejecutiva,    en    una   comunicación 

(1)  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law  Sec.  Ed.  Vol.  10,  pág.  596. 

(2)  Villanueva  vs.  Pastor,  O.  E.  N.  °  26,  Serie  1908. 
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dirigida    á    la    Junta    Provincial    de    Albay,    sostuvo 
que   una   renta   municipal  no  es  una  contribución,   y 
la  falta   de   pago   de    dicha   renta    no   constituye  mo- 
rosidad  que    incapacite    al   elector   para    votar.    ^ 
Instrucción  necesaria  pe*  re*  ser  elector. 

§  167.  Se  ha  sostenido  por  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Rizal,  en  un  caso  de  recusación, 
que  basta  saber  hablar,  leer  y  escribir  español  ó 
inglés  y  este  mismo  criterio  fué  sustentado  por 
las  Juntas  Provinciales  de  La  Laguna,  Pampanga  y 
Nueva  Cáeeres,  declarando  que  no  se  requiere  que 
el  elector  hable,  lea  y  escriba  correctamente  uno  de 
dichos   idiomas   para  ser  calificado. 

Empleados  civiles  del  Departamento  del 

"Quarter-Master." 

§  168.  "Los  empleados  civiles  del  Departa- 
mento del  "Quarter-Master"  tienen  derecho  á  votar  en 
las  elecciones  municipales,  con  tal  que  reúnan  las 
capacidades  especificadas  en  el  artículo  6  del  Código 
Municipal."    <2) 

Los  inspectores  de  elección   pueden  ser 

electores. 

§  169.  "Los  jueces  ó  inspectores  de  elección 
tienen  derecho  á  votar  en  el  precinto  de  que  son 
inspectores.  (3)  Asimismo  se  sostuvo  en  otro  dicta- 
men que  pueden  votar  los  jueces  de  elección  que 
tienen  las  condiciones  legales  de  elector,  siem- 
pre que  sus  nombres  aparezcan  inscritos  en  el  censo 
electoral.    *4> 

Los  mestizos  chinos  pueden  ser 
electores. 

§     170.     Los  mestizos  chinos  nacidos   en    las  Is- 


(1)  Jun.  Prov.  de  Nueva  Cáceres,  Res.  N.  °  3578.  (2)  Op.  de  la  F. 
O.,  Nov.  13,  1903  (3)  Op.  de  la  F.  G.,  Dic.  1,  1903.  (4)  Op.  de  la  F. 
G.,  Vol.  2.  63. 
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las  Filipinas  pueden  ser  electores  municipales,  dijo 
el  Fiscal  General  Wilfley,  contestando  á  una  con- 
sulta  telegráfica.    <1} 

El  Fiscal  General  A  raneta,  hablando  del  dere- 
cho de    votar   de   los   mestizos  chinos,    dijo: 

"Los  mestizos  chinos,  y  chinos  que  no  son  ciuda- 
danos ó  subditos  del  Celeste  Imperio  ó  de  otra  poten- 
cia extranjera,  tienen  derecho  á  votar,  si  reúnen  las 
demás  calificaciones  exigidas  por  el  art.  6  del  Código 
Municipal. 

"Los  chinos,  por  ejemplo,  que  se  naturalizaron 
como  subditos  españoles,  antes  del  11  de  Abril  de 
1899,  y  adquirieron  los  derechos  de  la  ciudadanía 
filipina,  según  las  disposiciones  del  art.  4  de  la  Ley 
Orgánica  del  Gobierno  de  Filipinas,  así  como  sus 
hijos  nacidos  después  de  dicha  fecha,  pueden  votar 
en    los   pueblos   respectivos    donde    residan/'    (2) 

§  171.  En  el  párrafo  124,  el  interino  Secreta- 
rio de  Estado  sostiene,  -como  regla  indiscutible,  que 
el  hijo  de  un  subdito  chino,  nacido  en  Filipinas 
de  una  madre  filipina,  sigue  la  nacionalidad  de  su 
padre,  y  no  es,  por  tanto,  ciudadano  filipino.  Para 
ilustrar  este  asunto,  creemos  conveniente  recordar  los 
modos  por  los  cuales  un  chino  residente  en  Filipinas 
podía  llegar  á  ser  considerado  español  por  la  legis- 
lación antigua  y  por  el  Código  Civil,  pues  ellos  de- 
terminan la  condición  de  su  mujer  filipina  y  de  sus 
hijos,   llamados  mestizos  chinos  ó  de  sangley. 

Por  la  legislación  antigua:  Encontramos  de  entre 
las  antiguas  disposiciones  del  Gobierno  de  España, 
la  Ley  8.a,  tít.  XVTTT,  Lib.  6.°  de  las  Leyes  de 
Indias,   de   25  de  Agosto  de   1620,   que   dice   así: 


(1)  Op.  de  la  F.  O.,  Vol.  2,  71. 

(2)  Op.  de  la  F.  G.,  Vol.  1,  45f>. 
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"En  las  Islas  Filipinas  se  cotí  vierten  a  nuestra.  Santa 
Pe  Católica  muchos  sangleyes  que  se  (Misan  con  indias 
naturales  de  ellas  y  viven  en  los  contornos  de  la  Ciudad, 
y  si  se  les  diese  sitio  en  los  baldíos  donde  agregarse  y 
hacer  un  pueblo  para  labrar  la  tierra  y  sembrar  en  que 
son  bien  ejercitados,  serían  muy  útiles  á  la  República,  y 
no  se  ocuparían  en  revender  y  atravesar  los  basti mientes, 
quedando  más  domésticos  y  sosegados  y  la  Ciudad  más 
segura,  aunque  se  aumente  el  número:  ordenamos  al  Go- 
bernador y  Capitán  General  (pie  así  lo  ponga  en  ejecución, 
y  procure  conservarlos  y  mirar  por  ellos  con  el  cuidado 
que  convenga  " 

Después  tenemos  la  Ley  :í.íl,  tít.  XI,  I, ib.  VI 
de  la  Novísima  Recopilación,  de  S  <le  Marzo  de 
171f>,    que    dispone: 

"Debe  considerarse  por  vecino,  en  primer  lugar,  cual- 
quier extranjero  que  obtiene  privilegio  de  naturaleza;  el  que 
nace  en  estos  Reinos;  el  que  en  ellos  se  convierte  á  nues- 
tra Santa  Pe  Católica;  el  que,  viviendo  sobre  sí,  establece 
su  domicilio;  el  que  pide  y  obtiene  vecindad  en  algún  pue 
blo;  el  que  se  casa  con  mujer  natural  de  estos  Reinos  y 
habita  domiciliado  en  ellos;  y  si  es  la  mujer  extranjera, 
que  se  casare  con  hombre  natural,  por  el  mismo  hecho  se 
hace  del  fuero  y  domicilio  de  su  marido;  el  que  se  arraiga 
comprando  y  adquiriendo  bienes  raíces  y  posesiones;  el 
que  siendo  oficial  viene  á  morar  y  ejercer  su  oficio;  y  del 
mismo  modo  el  que  mora  y  ejerce  oficios  mecánicos,  ó 
tiene  tienda  en  que  venda  por  menor;  el  que  tiene  oficios 
de  Concejo  público  honoríficos  ó  cargos  de  cualquier  gé- 
nero que  sólo  pueden  usar  los  naturales;  el  que  goza  de 
los  ¡castos  y  comodidades  propios  de  los  vecinos;  el  que 
mora  diez  años  con  casa  poblada  en  estos  Reinos;  y  lo 
mismo  en  todos  los  demás  casos  en  que,  conforme  á  Dere- 
cho común,  Reales  Órdenes  y  Leyes,  adquiere  naturaleza 
y  vecindad  el  extranjero,  y  que  según  ellas  está  obligado  á 
las  mismas  cargas  q.ue  los  naturales  por  la  legal  y  fundamen- 
tal razón  de  comunicar  de  sus  utilidades;  siendo  todos  estos 
legítimamente  naturales,  y  estando  obligados  á  contribuir 
como  ellos;  distinguiéndose  los  transeúntes  en  la  exonera- 
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ción  de  oficios  concejiles,  depositarías,  receptorías,  tutelas, 
curadurías,  custodia  de  panes,  viñas,  montes,  huéspedes, 
leva,  milicias  y  otros  de  igual  calidad;  y  finalmente,  que 
de  la  contribución  de  alcabalas  y  cientos  nadie  esté  libre: 
y  que  sólo  los  transeúntes  lo  estén  de  las  demás  cargas, 
pechos  ó  servicios  personales,  en  que  se  distinguen  unos 
de  otros;  debiendo  declararse  por  comprendidos  todos  aquellos  en 
quienes  concurra  cualquiera  de  la  a  circunstancias  que  cfuedan  ex- 
presada*." 

Y  posteriormente  se  dicto  para  las  posesiones  es- 
pañolas de  Ultramar  la  Ley  de  extranjería  de  4  de 
Julio  de  1870",  tomada  sustanciahnente  del  R.  I),  de 
17  de  Noviembre  de  1852,  que  era  la  Ley  do  extran- 
jería entonces  vigente  en  España.  Los  artículos  2.° 
y  7.°  de  dicha  Ley  son  como  siguen: 

Art.  2.°  Los  extranjeros  que  con  arreglo  á  las  leyes 
obtengan  carta  de  naturaleza  ó  ganen  vecindad  en  cualquier 
pueblo  de  las  provincias  de  Ultramar,  son  tenidos  por  espa- 
ñoles. 

Art  7.°  Todo  extranjero  residente  en  las  provincias 
de  Ultramar,  para  ser  considerado  como  tal,  con  arreglo 
á  esta  Ley,  deberá  estar  inscrito  en  el  Registro  de  ex- 
tranjeros que  al  efecto  se  llevará  por  los  Gobiernos  Su- 
periores   civiles    y    en   el    del    Consulado   de   su    nación. 

Resulta  de  las  disposiciones  citadas  que  un  china 
llegaba  á  ser  tenido  como  español,  entre  otros  medios, 
por  convertirse  á  la  Santa  Fe  Católica,  por  casarse  con 
ana  mujer  natural  de  estas  Islas  y  tener  domicilio  en 
ellas  por   diez  años  con   casa  habitada. 

§  172.  Pero  conviene  advertir  que,  si  un  chino 
no  llegaba,  por  tales  medios,  á  adquirir  la  ciudadanía 
española,  en  la  acepción  jurídica  que  boy  tiene  esta 
palabra,  su  casamiento  con  una  india  ó  mestiza,  tam- 
poco tenía  el  efecto  de  trasmitir  á  su  esposa  é  hijos 
su  antigua  nacionalidad.  Que  esto  es  así,  lo  demues- 
tran  las  siguientes  disposiciones  legales: 
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Art.  1H.  Todo  chino  que  quiera-  casarse  con  india 
ó  mestiza,  debe  acudir  al  Gobierno  con  su  fe  de  bau- 
tismo, la  de  su  contrayente,  el  consentimiento  de  los  pa- 
dres ó  mayores  de  ésta,  la  constancia  de  hallarse  tras- 
ladado al  padrón  de  Cristianos,  y  el  certificado  del  Cura  Pá- 
rroco que  acredite  su  instrucción  en  la  doctrina  cristiana.  0) 

Art.  19.  Á  vista  de  estos  requisitos,  se  le  expedirá 
la  licencia,  con  todas  las  prevenciones  hechas  para  estos 
casos  en  el  Decreto  de  esta  Superioridad  de  P>  de  Julio 
de    1827.    (*» 

Art.  20.  Los  chinos  radicados  que  deseen  volver 
a  su  país,  presentarán  por  medio  de  su  ^obernadorcillo 
una  solicitud,  á  este  Superior  Gobierno,  acompañando 
documentos  que  acrediten  haber  pagado  el  tercio  corriente 
de  su  capitación,  //  haber  obtenido  los  casado*  el  consenti- 
miento   de   su*   mujeres.    (3) 

H).  Las  indias  casadas  con  mestizos,  pagan  como 
éstos    durante  el   matrimonio,  y  como  indias,  después  de  él. 

17  Las  mestizas  casadas  con  indios,  pagan  como  és- 
tos,   aun  después   del    fallecimiento   de  sus    maridos. 

1S.  Las  mujeres  de  ¡os  chino*  pagan  como  mestizo*  cualquiera 
ane  sea  la  generación,  ó  cada  de  (¡uc  procedan,  aun  dcspue*  del 
fallecimiento  de  siiz  maridos,  según  la  declaración  de  21  Junio  de  17 9S. 

19.  Los  hijos  siguen  siempre  la  condición  del  padre 
y  pagan  como  él,  excepto  los  de  los  chino*  que,  según  pro- 
videncia de  2  de  Mayo  de  1736,  se  reputan  por  mestizo*  de 
chino.    (4) 

l T 11  ligero  oxame.11  de  las  disposiciones  transcritas 
lleva  consigo  aparejada  la  conclusión  de  que  la  mu- 
jer filipina,  que  se  casaba  con  un  chino,  y  los  hijos 
que  tuviere,  110  pasaban  á  formar  parte  de  la  familia 
china,  sino  que  continuaban  siendo  considerados  como 
españoles  ó  sxibditos  de  España.  No  otra  cosa  pueden 
significar  los  requisitos  previos  al  casamiento  de  chi- 
nos con    filipinas,   las  trabas  que  á  ellos  se  les  ponía, 


íl)  De<.  del  Sup  Gob,  de  Filipinas  de  81  de  Agosto,  1839.  (2)  Ibid. 
vtf)  Dec.  del  Sup.  Gob.  de  Filipinas  de  30  de  Dbre.  1848.  (4)  Dee.  del 
Sup.  Gob.  c    de  Filipinas  de  Sep.   1K.  1840. 
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para  volver  á  su  país,  la  declaración  terminante  del 
art.  11.)  del  Reglamento  de  Contribuciones  ' 'Los  hijos 
siguen  siempre  la  condición  del  padre  y  pagan  como 
él,  excepto  los  de  los  chinos  que,  según  providencia  de  2 
de  Mayo  de  1.73(>,  se  reputan  por  mestizos  de  chino.77 

En  apoyo  de  la  opinión  de  que  los  mestizos 
chinos  ó  de  sangley  eran  tenidos  por  españoles  ó 
subditos  de  España,  están,  además,  la  R.  (.').  de  lo 
de  Abril  de  1808  denegando  la  solicitud  del  chino 
Limtuatco,  relativa  á  que  los  hijos  de  chinos  casados 
con  indias  ó  mestizas  tributen  como  sus  padres  y 
vistan  igual  que  ellos,  y  los  diferentes  Decretos  or- 
denando la  formación  de  gremios  de  mestizos  chinos 
con  su  correspondiente  tribunal  y  autoridades  loca- 
les, dependientes  exclusivamente  del  gobierno  español. 

§  173.  Por  el  Código  Civil.  Desde  8  de  Di- 
ciembre de  1889,  en  que  empezó  á  regir  el  Có- 
digo Civil,  los  chinos  (jasados  con  filipinas,  al  igual 
que  los  otros  extranjeros,  podían  llegar  á  ser  con- 
siderados como  españoles  por  obtener  carta  de  na- 
turaleza ó  por  ganar  Vecindad.  Si  eran  subditos  es- 
pañoles por  cualquiera  de  estos  medios,  sus  hijos, 
mestizos  chinos,  tienen  la  misma  condición,  y  por 
consiguiente  son  ciudadanos  filipinos,  conforme  á  la 
Ley   del    Congreso    de    1.°    de   Julio   de    1902. 

La  condición  de  los  mestizos  chinos,  hijos  de 
chinos  casados  con  filipinas,  sería  desde  luego  dife- 
rente, si  sus  padres  no  eran  considerados  subditos 
españoles  en  11  de  Abril  de  1899.  Tales  mestizos 
chinos  no  podrían  invocar  el  beneficio  del  núm.  1 
del  art.  17  del  Código  Civil,  ó  sea,  el  hecho  do 
haber  nacido  en  territorio  español,  porque  dicho 
artículo,  como  observa  el. magistrado  Willard,  en  sus 
"Anotaciones    del    Código    Civil",    ha  sido   derogado 
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por  el  Tratado  de  París,  por  el  cual  se  dispuso  que 
los  derechos  civiles  y  la  condición  política  de  los  ha- 
bitantes naturales  de  los  territorios  aquí  cedidos  á  los 
Estados  Unidos  se  determinarán  por  el  Congreso.  Y  la 
Ley  del  Congreso,  varias  veces  citada,  se  refiere  úni- 
camente á  los  habitantes  naturales  que  eran  subditos 
del  Gobierno  Español   en    11    de    Abril   de   1899. 


¿fc     ¿te     ¿te 
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CAPÍTULO  VI. 

Incapacidades   para   ser   ei.kctok. 


174.  Incapacidad 

175  -1H().  Morosidad. 

181.  Pago   de   impuestos 

182.  Pago   del    amillaramiento  hecho    por   un    tercero. 
188.  Inhabilitación    para   el   sufragio. 

184-191.  Violación   de   juramento   de   fidelidad. 

192  Rebelión  contra  el    Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos. 

198.  Ayuda    pecuniaria    á    los    insurgentes. 

194.  Ayuda    de    cualquiera    clase    á    los    insurgentes. 

1.95.  Prueba    de    las   incapacidades 

196-199.  Locura    ó    debilidad    mental. 


Incapacidad. 

§  174.  Incapacidad,  en  el  sentido  del  artículo 
14,  significa  impedimento,  es  decir,  una  causa  6 
motivo  determinado  por  la  ley,  que  prohibo  al  elec- 
tor el  ejercicio  del  sufragio,  no  obstante  reunir  las 
condiciones  señaladas  en  el  artículo  18,  de  que  ya 
hemos  hablado.  Siete  son  estos  motivos  de  incapa- 
cidad   y    son    los    siguientes: 

Morosidad,  inhabilitación  para  el  sufragio,  vio- 
lación de  juramento  de  lealtad,  rebelión  contra  los 
Estados  Unidos,  ayuda  pecuniaria  á  los  rebeldes, 
cualquiera  ayuda  á  los  insurgentes  y  locura  ó  de- 
bilidad  mental.    vl) 

morosidad. 
§     175.      Los   morosos  en    el    pago   de  las   contri- 
ai     Art.  14. 
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buciones  públicas,  impuestas  desdo  el  13  de  Agosto 
do   1898,   están    incapacitados    para    votar. 

§  176.  "La  persona,  que  falte  al  pago  de  las 
contribuciones  públicas  al  tiempo  de  hacerse  el  censo 
electoral,    no    podrá   votar.' ?    W 

En  una  consulta  á  la  Secretaría  Ejecutiva,  se  ha 
sostenido  que  la  morosidad  en  el  pago  de  rentas 
municipales  no   incapacita   al   elector,    <2) 

§  177.  So  ha  sostenido  por  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Rizal,  que  la  morosidad  en  el 
pago  de  una  contribución  pública,  como  la  cédula 
personal  y  contribución  territorial,  incapacita  al  elec- 
tor.    3> 

§  178.  igualmente  se  ha  sostenido  por  el  Fis- 
cal General  A  raneta.,  que  "la  morosidad  en  el  pago 
de  la  contribución  incapacita  al  elector  no  solamente 
para  votar,  sino  también  para  registrarse*.  En  el  caso 
de  la  morosidad  en  el  pago  de  una  contribución  te- 
rritorial por  un  inmueble  perteneciente  proindiviso 
á  varios  condueños,  todos  y  cada  uno  de  ellos  que- 
dan incapacitados  para  votar,  porque  la  responsabili- 
dad, en  este  caso,  recae  sobre  cada  uno  de  los  comu- 
neros ó  condueños.  Pero,  en  el  caso  de  la  morosi- 
dad en  el  pago  de  una  contribución  territorial  por 
un  inmueble  perteneciente  á  una  sociedad,  solamente 
queda  incapacitado  el  Gerente  ó  Administrador  de 
la  misma,  y  no  los  socios  individualmente,  •  por  la 
razón  de  que,  en  este  caso,  la  sociedad  tiene  una 
personalidad  diferente  de  la  de  sus  socios  respec- 
tivos."   ^ 

§     179.      Pero   la  Junta  Provincial  de  Albay,   se- 


(1)  Op.  de  la  F.  G.,  Vol.  2,  65  y  460.  (2)  Res.  N.  °  3572  de  la 
Jun.  Pro.  de  Nueva  Oáceres.  (3)  Juan  Calderón  y  otro  tv*.  La  Junta 
Electoral  de  Taytay,  del  Juzgado  de  Rizal.  (4)  Op.  de  la  F.  G.,  de  15 
de  Nobre.,  1907. 
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parándose  del  criterio  sustentado  en  los  casos  ante- 
riores, sostuvo  que  un  moroso,  que  no  quiera  per- 
der su  derecho  de  votar,  podrá  hacer  uso  de  su  de- 
recho satisfaciendo,  antes  de  la  elección,  las  contri- 
buciones que  adeude  y  exhibiendo  ante  la  Junta  de 
Inspectores   las   pruebas  de  haber  hecho  el  pago.  (X) 

§  180.  La  Ley  dispone  que  únicamente  pueden 
votar  las  personas  inscritas  en  el  censo  electoral,  tal 
como  está  definitivamente  corregido  en  el  último 
sábado  anterior  á  la  elección  general,  ó  el  día  que 
se  señale  en  las  proclamas  de  elecciones  especiales. 
Como  quiera  que  los  morosos  no  pueden  ser  inscri- 
tos en  el  censo,  resulta  que  ellos  no  tienen  derecho 
á  votar,  aunque  después  trataren  de  pagar  la  contri- 
bución adeudada. 

La  razón  de  la  Ley  se  halla  expuesta  en  la  si- 
guiente doctrina: 

"El  objeto  del  Estado,  al  prescribir  esta  califi- 
cación, no  es  exigir  del  elector  pago  alguno  por  el 
ejercicio  de  su  derecho,  sino  obtener  el  pago  de  los 
impuestos  regularmente  amillarados,  y  consecuente- 
mente un  amillaramiento  no  puede  ser  pagado  des- 
pués que  la  lista  de  electores  haya  sido  terminada, 
tan  sólo  para  calificar  de  elector  á  la  persona  que 
hiciere  el   pago."   <2) 

Pago  dk&  Impuestos. 

§  181.  El  art.  13  de  la  Ley  señala,  como  una 
de  las  condiciones  relativas  para  ser  elector,  el  pagar 
anualmente  treinta  pesos  ó  más  por  cualquiera  de  las 
contribuciones  establecidas.  La  Ley  no  requiere  absolu- 
tamente que  todo  elector  debe  pagar  semejante  contri- 


(1)  Res.  de  la  Jun.  Pro.  de  Albay  de  18  de  Oct.,  1907. 

(2)  10  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  594. 
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bución;  pero,  el  que  pretenda  calificarse  de  elector  por 
el  pago  de  contribución  pública,  debe  demostrar  la 
efectividad  del  pago. 

Sin  embargo,  el  que,  pudiendo  ser  de  otro  modo 
elector,  posee  propiedades  sujetas  á  contribución  y 
es  moroso  en  el  pago  de  la  misma  ó  en  el  de  su 
cédula  personal,  no  podría  ejercer  el  derecho  de 
sufragio,    con    arreglo  al   art.    14. 

"En  varios  Estados,  se  dice  en  la  Enciclopedia 
anglo-americana,  el  ejercicio  del  sufragio  se  confiere 
solamente  á  aquellas  personas  que,  poseyendo  las 
otras  calificaciones,  contribuyen  al  mantenimiento  del 
Gobierno;  y  el  pago  de  algunos  impuestos  de  Es- 
tado, provincias  ó  municipios  es  consecuentemente 
un    requisito    para    votar."     (1) 

"Siempre  y  cuando  que  la  Constitución  prescriba 
el  pago  de  un  impuesto  como  un  requisito  para  votar, 
dicho  pago  debe  hacerse  efectivo;  y  la  creencia  de 
un  hombre  de  que  sus  impuestos  hayan  sido  paga- 
dos, cuando  en  realidad  de  verdad  aparece  lo  con- 
trario,   no   será   suficiente    para   calificarle."    (2) 

Pago  del   amUlaramlento  por  un  tercero. 

§  182.  Cabe  admitir  como  cierto  que  un  ter- 
cero puede  pagar  válidamente  el  impuesto  correspon- 
diente á  una  propiedad  amillarada  á  nombré  de  otro ; 
pero,  si  el  pago  se  hace  de  mala  fe,  esto  es,  en 
consideración  y  para  comprar  el  voto  del  dueño  de 
la  propiedad,  semejante  pago,  si  bien  puede  habi- 
litarle á  ser  elector,  está,  sin  embargo,  sujeto  á  la  san- 
ción de  la  Ley,  que  lo  considera  como  un  acto  pu- 
nible. 


(1)  10   Am.    and   Eng  .  Ene.   of  Law,  593. 

(2)  Ibid. 

16 
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í4Si  un  impuesto  fijado  á  nombre  de  una  per- 
sona ha  sido  pagado  por  otra,  sin  previa  autorización 
de  aquélla,  pero  que  después  reconoce  el  acto  y  lo 
salda  ó  promete  saldarlo,  por  este  hecho,  dicha  per- 
sona adquiere  el  mismo  derecho  de  votar,  como  si 
hubiera  pagado  dicho  impuesto  por  sí  mismo;  y,  aunque 
una  disposición  de  ley  considere  criminal  el  hecho 
de  que  una  persona  pague  el  impuesto  fijado  a  nombre 
de  otra,  no  se  considerará  ilegal  el  voto  de  aquélla 
por    quien    se    ha    hecho.7'    (1) 

I  n  He*  Ibi  litación  por  el  sufragio. 

§  183.  Los  que  hayan  sido  privados  del  de- 
recho de  sufragio,  por  sentencia  de  Tribunal  compe- 
tente, desde  el  13  de  Agosto  de  1898,  están  incapa- 
citados para  votar.  Por  tanto  las  personas,  convictas 
de  un  delito  que  implique  pérdida  del  derecho  de 
sufragio,  están  incapacitadas  para  votar,  á  menos  que 
hayan  sido  indultadas  ó  hayan  extinguido  la  pena 
impuesta   por   el    Tribunal.    <2) 

Violación  de  juramento  de  fidelidad. 

§  184.  Tampoco  pueden  votar  los  que  hayan 
prestado  y  violado  el  juramento  de  lealtad  á  los 
Estados   Unidos. 

La  cuestión  de  sí  una  persona,  convicta  de  de- 
lito de  violación  de  juramento  de  fidelidad  en  1900, 
no  obstante  haber  sido  indultada,  está  ó  no  incapa- 
citada para  votar,  ha  sido  extensamente  discutida 
por  los  Juzgados  de  Primera  Instancia  de  Leytc 
y  Bulacán.  En  el  asunto  de  Caldosa  vs.  la  Junta 
Klectoral   de    Alangalany,    se  suscitó   la  cuestión    de  si 

(1)     Ibid,    p.    594. 
(2|     Art.  14. 
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el  recurrente  podía  ser  considerado  como  elector  le- 
gal, no  obstante  haber  prestado  juramento  de  fide- 
lidad al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  y  violado 
dicho  juramento,  volviendo  al  campo  para  tomar 
parte  en  la  insurrección  contra  los  Estados  Unidos. 
La  Corte  dijo:  "El  juramento  de  alianza  presentado 
como  prueba,  Exhibit  "A",  demuestra,  según  el  con- 
tenido del  mismo,  que  á  la  fecha  de  su  presenta- 
ción, es  decir,  en  30  de  Junio  de  1901,  este  ape- 
lante fué  puesto  en  la  libertad  de  la  prisión  de  la 
Fuerza  de  Santiago,  Manila.  Creo  que,  interpretando 
la  Proclama  de  amnistía  de  21  de  Junio  de  1900, 
en  el  sentido  en  el  cual  está  redactado,  este  jura- 
mento de  alianza  y  su  aceptación  por  los  represen- 
tantes autorizados  del  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos debe  ser  interpretado,  como  que  cancela  todas 
las  ofensas  políticas  cometidas  por  la  parte  intere- 
sada, con  anterioridad  al  30  de  Junio  de  1901.  No 
parece  que  la  buena  fe  requiere  esta  interpretación. 
Este  apelante  fué  prisionero  en  poder  de  las  auto- 
ridades de  los  Estados  Unidos  (por  cargos  específi- 
cos desconocidos  por  la  Corte),  pero  que  el  delito 
debió  ser  uno  de  los  relacionados  con  la  insurrección 
y  que  se  entiende  incluido  en  la  Proclama  de  am- 
nistía. Por  tanto,  soy  de  opinión  que,  cuando  las 
autoridades  de  los  Estados  Unidos  permitieron  á  este* 
hombre  prestar  juramento  de  fidelidad  y  le  dieron 
libertad,  por  este  acto  el  Gobierno  abandonó  y  re- 
nunció al  derecho  de  perseguirlo  ó  de  colocarlo  bajo 
cualquiera  inhabilitación  por  delito  cometido  antes 
de    la   fecha    de    la    presentación    del   juramento. 

"La  decisión  de  la  Junta  Electoral  de  Alang-alang, 
queda  por  la  presente  revocada,  y  se  ordena  que  dicha 
Junta  Electoral  inscriba  al  citado  apelante,  como  elec- 
tor en  el  referido  distrito  electoral.'' 
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§  185.  Y  en  el  asunto  de  López  vs.  Sebas- 
tián, del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Bulacán, 
la  Corte  dijo:  tlLa  cuestión  se  reduce  á  si  el  can- 
didato Don  Francisco  Sebastián,  triunfante  en  las 
elecciones  para  el  cargo  de  Presidente  Municipal 
de  Hagonoy,  verificadas  en  dicho  Municipio,  el  5 
de  Noviembre  último,  era  ó  no  elegible  para  di- 
cho cargo,  y  si,  por  tanto,  debía  confirmarse,  ó, 
por  el  contrario,  anularse  su  elección,  á  causa  de 
haber  sido  procesado  y  condenado  en  una  causa, 
que  S3  le  siguió  el  1900  por  un  Tribunal*  mili- 
tar por  violación  de  juramento  de  fidelidad  á  *  los 
Estados  Unidos,  no  obstante  el  indulto  especial  y 
personal  que  obtuvo  antes  de  la  extinción  completa 
de  esta  condena,  y  no  obstante  la  amnistía,  que  fué 
concedida  por  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos, 
en  su  Proclama  de  amnistía  de  4  de  Julio  de  1902, 
extensiva  á  todos  los  reos  políticos,  á  todos  los  de- 
litos políticos  de  traición  y  sedición  y  á  los  que  en 
dichas  proclamas  se  especifican.  Esta  cuestión  surge, 
á  mi  juicio,  después  de  un  detenido  estudio  del  asunto, 
de  la  interpretación  del  sentido  y  alcance  de  las  pres- 
cripciones del  artículo  14  (c)  de  la  Ley  Electoral,  que 
trata  de  las  incapacidades  para  votar  que  se  refiere  á 
los  que  han  violado  el  juramento  de  fidelidad  á  los 
Estados  Unidos,  en  cuanto  el  citado  artículo  bajo  el 
epígrafe  de  incapacidades  establece,  entre  otras  ex- 
cepciones específicas,  que  vienen  á  ser  como  rehabi- 
litaciones de  esas  incapacidades,  las  que  se  refieren  á 
los  casos  definidos  en  las  letras  D,  E  y  F,  cuando 
las  personas  responsables  de  esos  hechos  hayan  reci- 
bido una  amnistía  y  no  hayan  cometido  con  poste- 
rioridad ninguno  de  los  actos  comprendidos  en  dichos 
incisos,  callando  de  propósito  al  parecer,    ó  haciendo 


una  exclusión  intencional  de  las  gracias  de  la  amnis- 
tía del  caso  ya  citado  comprendido  en  la  letra  "C,M  de 
los  que  hayan  prestado  y  violado  el  juramento  de 
lealtad  á  los  Estados  Unidos. 

§  386.  "La  Ley  Electoral  vigente,  N.°  1582,  se 
dicto  en  consideración  principalmente  al  entonces 
próximo  advenimiento  de  las  elecciones  para  Dipu- 
tados á  la  Asamblea  Filipina,  y  forzoso  era  que  la 
Comisión  de  Filipinas,  que  redactó  y  aprobó  esta  Ley, 
redactara  la  enunciación  de  sus  preceptos  de  tal  ma- 
nera que  no  estuvieran  en  pugna  con  la  Ley  fun- 
damental de  Filipinas,  que  es  la  Ley  del  Congreso 
de    L°    de   Julio   de    1902. 

§  187.  "El  párrafo  2.°  del  artículo  7  de  la 
citada  Ley  del  Congreso  establece:  que  las  califica- 
ciones de  los  electores  serán  las  mismas  que  pres- 
cribe la  Ley  vigente  en  el  caso  de  ios  electores  de 
las  elecciones  municipales.  La  ley  vigente  entonces 
era  el  Código  Municipal  y  sus  enmiendas.  El  artí- 
culo 8  del  citado  Código  trata  de  las  incapacidades, 
y  sus  preceptos  han  sido  copiados  en  la  Ley  Elec- 
toral, ahora  vigente,  con  las  enmiendas  dictadas  en 
las  leyes:  N^9  78,  10(5,  343,  424  y  782.  Esta  última  ley 
es  de  1.°  de  Junio  de  1003,  posterior,  por  tanto,  á 
la  ley  del  Congreso  de  1.°  de  Julio  de  1002,  pero 
sus  prescripciones  no  son  más  que  aplicaciones  es- 
pecíficas por  medio  de  esta  Ley,  de  los  beneficios 
de  la  Proclama  de  amnistía  dictada  por  el  Presidente 
de  los  Estados  Unidos,  en  4  de  Julio  de  1002,  en 
cuanto  determinan  excepciones  de  ciertos  casos  de 
incapacidad  para  votar,  que  son  las  mismas  que  se 
transcriben  en  la  Ley  Electoral.  El  caso  á  que  se 
refiere  la  Ley  N.°  343  y  el  caso,  que  comprende  también 
la  Ley  N.°  424,  constituyen  casos  de  amnistía,  ó  mejor 

17 
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dicho>  de  enmiendas  del  Código  Municipal,  dictadas 
por  la  Comisión  de  Filipinas,  antes  de  la  Proclama  de 
amnistía  del  4  de  Julio  de  1902,  y  han  venido  también 
á  constituir  otras  tantas  excepciones,  otras  de  las  excep- 
ciones definidas  en   el  artículo  14  de  la  Ley  Electoral. 

§  188.  "Parecía  natural  que  la  Comisión,  al 
dictar  la  Ley  N.°  782,  comprendiera  también  en  sus 
disposiciones  graciosas  el  caso  que  se  refiere  á  la  in- 
capacidad dimanada  del  delito  de  violación  de  jura- 
mento de  fidelidad  á  los  Estados  Unidos.  No  lo  hizo 
así,  y  en  esto  estriba  al  parecer  toda  la  fuerza  de 
la  argumentación  de  la  parte  protestante,  que  pre- 
tende arrancar  de  esta  omisión  ó  silencio  del  Le- 
gislador la  consideración  de  que  él  ha  querido  man- 
tener viva  y  subsistente,  no  obstante  la  citada  Pro- 
clama de  amnistía  general,  esa  incapacidad  que  el  Có- 
digo Municipal  establece  para  los  que  hayan  violado  el 
juramento  de  fidelidad  al  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos. 

§  189.  "¿Podía  la  Comisión  de  Filipinas  anu- 
lar ó  atenuar  en  cierto  sentido  ó  restringir  los  efec- 
tos de  esa  amnistía  general  proclamada  por  el  Pre- 
sidente de  los  Estados  Unidos?  Respetuosamente  en- 
tiendo que  no;  en  primer  lugar,  porque  aun  cuando 
la  Comisión  no  haya  dictado  la  citada  Ley  N.°  782 
rehabilitando  en  su  capacidad  de  votantes  á  las  per- 
sonas á  quienes  se  refiere  dicha  ley,  la  situación 
jurídica  ó  política  de  las  mismas  no  hubiera  variado 
en  lo  más  mínimo,  desde  que  se  dictó  por  el  Pre- 
sidente de  los  Estados  Unidos  esa  Proclama  de  am- 
nistía de  4  de  Julio  de  1902.  En  segundo  lugar, 
porque,  siendo  como  es  constitucional  el  poder  del 
Presidente  de  los  Estados  Unidos  para  decretar  am- 
nistías  de    esta   naturaleza,     cualquiera    ley,     que     se 
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dictase  dejando  sin  efecto  todos  ó  una  parte  siquiera 
de  los  beneficios  de  esa  amnistía,  sería,  á  mi  jui- 
cio, una  ley  anti-constitucional.  Ninguna  ley  local 
puede  declarar  eficazmente  subsistente  la  existencia 
de  un  delito  ó  de  una  pena  que  un  decreto  de  am- 
nistía dictada  por  el  Presidente  de  los  Estados  Uni- 
dos haya  declarado  comprendidos  en  sus  beneficios, 
es  decir,  dejar  revivir  un  delito  ó  una  pena  que,  al 
amparo  de  esa  amnistía,  se  presupone  que  no  ha 
existido  y  que  ya  no  existe.  Esa  Ley  de  la  Comi- 
sión N.°  782  no  es  más  que  una  consagración  de 
aquella  amnistía  general,  que  ha  venido  como  para 
apresurar,  por  medio  de  una  declaración  especial  le- 
gislativa, su  aplicación  efectiva,  ante  la  consideración 
política  de  los  fines  y  consecuencias  de  esta  decla- 
ración especial.  Toda  ley,  además,  no  puede  ser  nunca 
retroactiva  en  sus  efectos,  cuando  son  desfavorables, 
y  bajo  este  sentido  la  Ley  Electoral  no  podía  de 
ningún  modo  privar  á  un  ciudadano  de  la  posesión 
de  ciertos  derechos  civiles  y  políticos,  en  cuyo  goce 
ha  sido  plenamente  rehabilitado  por  virtud  de  esa 
amnistía. 

§  190.  "La  Corte  Suprema  de  Filipinas  en 
varias  y  repetidas  decisiones  y  entre  ellas,  las  dic- 
tadas en  las  causas  de  Los  Estados  Unidos  vs.  Car- 
mona,  Santülana  y  Vergara,  ha  declarado  que  los 
delitos  políticos  de  rebelión,  sedición  y  traición  están 
comprendidos  en  dicha  Proclama  de  amnistía  y  que 
esta  Proclama  debía  interpretarse  generosamente  y 
en  sentido  liberal,  para  que  produzca  todos  los  fines 
que  habían  inspirado  al  Presidente  de  los  Estados 
Unidos,  al  decretar  esta  medida  amplia  de  perdón 
y  de  generosidad.  En  la  causa  vs.  Guzman  declara 
que    el    poder    soberano    tuvo    á   bien     decretar    en 
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la  Proclama  de  amnistía  do  4  de  Julio  de  1902 
la  abolición  y  el  olvido  de  cierta  clase  determinada 
de  delitos,  borrando  hasta  la  huella  y  sombra  del 
crimen,  por  razones  de  Estado  y  de  humanidad.  (1) 
"Ahora  bien:  sentados  estos  precedentes,  ¿podíala  Co- 
misión de  Filipinas  declarar,  siquiera  fuese  tácitamente, 
subsistente  la  incapacidad  para  votar  dimanada  del  de- 
lito de  violación  de  juramento  de  fidelidad  á  los  Es- 
tados Unidos?  La  afirmativa  podría  venir  en  un  solo 
caso,  es  á  saber,  estableciendo  la  conclusión  errónea  de 
que  el  delito  de  violación  de  juramento  de  fideli- 
dad á  los  Estados  Unidos  no  está  comprendido  en 
la  citada  Proclama  de  amnistía  de  4  de  Julio  de 
1902.  Pero  la  Corte  Suprema,  en  la  causa  de  los  Es- 
tados Unidos  vs.  Máximo  Abad,  (Jur.  Fil.  Tomo  1.° 
pág.  455)  ha  declarado  especialmente  que  el  delito 
de  violación  de  juramento  de  fidelidad  á  los  Esta- 
dos Unidos  está  comprendido  en  los  delitos  de  trai- 
ción y  sedición,  según  se  emplean  estos  términos 
en  la  Proclama  de  amnistía  de  4  de  Julio  de  1902, 
y  todos  los  delitos  previstos  y  comprendidos  en  la 
Ley  N.°  292  son  de  la  naturaleza  de  los  que  se 
cometen,  no  principalmente  contra  las  personas,  sino 
más  bien  contra  la  integridad  del  Estado,  la  auto- 
ridad gubernamental  ó  el  bienestar  y  tranquilidad 
del  público  en  general,  y  entre  ellos  se  encuentran 
el  de  insurrección,  el  de  conspiración,  el  de  sedi- 
ción, el  de  conspiración  de  sedición,  el  de  discur- 
sos sediciosos  ó  libelos  injuriosos,  el  de  la  forma- 
ción de  sociedades  secretas  de  carácter  político;  y 
todos  ellos,  al  igual  que  el  delito  de  violación  de 
juramento  de  fidelidad,  están  íntimamente  relacio- 
nados,   de    manera  que  pueden  comprenderse  bajo  la 


(I)-;  Jur.  Fil.,  Tomo  1.°,  pág.  337,  492,  065  y  399. 
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denominación  general  de  delitos  de  la  índole  del  de 
traición  y  sedición,  y  que  el  autor  de  'la  Proclama, 
al  usar  las  palabras  traición  y  sedición,  para,  definir 
los  delitos  puramente  políticos  comprendidos  en  la 
amnistía,  fué  su  intención,  sin  enumerar  en  particu- 
lar los  delitos  políticos  previstos  en  la  Ley  N.°  292, 
comprenderlos  todos  dentro  de  esas  dos  denomina- 
ciones  generales 

§  191.  "En  conclusión  opino  que,  tanto  por  la 
Amnistía  especial  y  personal  que  se  otorgó  en  favor 
de  I).  Francisco  Sebastian  por  el  Departamento  Ge- 
neral del  Norte  de  Filipinas,  como  más  principalmente 
porque  el  delito  de  violación  de  juramento  de  fide- 
lidad á  los  Estados  Unidos  por  el  que  fué  enjuiciado 
y  convicto  por  un  Tribunal  militar,  está  compren- 
dido en  los  beneficios  de  dicha  Proclama  de  am- 
nistía de  4  de  Julio  de  1902,  es  indiscutible  que  D. 
Francisco  Sebastian  tenía  condiciones  de  elector  y  de 
elegible  en  5  de  Noviembre  de  1907,  consagradas  á 
mayor  abundamiento  por  sus  antecedentes  oficiales, 
cuya  existencia  supone  forzosamente  la  posesión  de 
esas  condiciones,  como  el  haber  sido  Concejal  del 
mismo  Municipio  de  Hago  noy  durante  tres  años,  sin 
la  menor  oposición  ni  protesta  por  parte  de  nadie,  des- 
pués de  haber  sido  amnistiado  en  virtud  de  Orden  es- 
pecial N.°  84  del  Departamento  Norte  de  Filipinas." 

Rebelión  contra  el  Gobierno  de  los  Esta- 
dos Unidos* 

§  192.  Tampoco  pueden  votar,  según  la  Ley, 
los  que  en  1.°  de  Mayo  de  1901,  ó  con  posterio- 
ridad, estaban  en  armas  en  las  Islas  Filipinas  con- 
tra la  Autoridad  ó  Soberanía  de  los  Estados  Uni- 
dos, ya  como  oficiales,  ya  como  soldados  ó  como 
particulares;    exceptuándose    los  que    se    rindieron  en 
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Cebú  al  Brigadier  General  Hughes,  y  los  que  eran 
en  31  de  Octubre  de  lí)01.  habitantes  del  pueblo 
de  Pilar,  de  la  Provincia  de  Sorsogón ;  los  que  se 
rindieron  al  Brigadier  General  Samuel  Sunnner  en 
la  Provincia  de  La  Laguna  en  el  mes  de  Junio  de 
1901,  por  sus  actos  realizados  con  anterioridad  á  su 
rendición,  y  los  que  hayan  recibido  los  beneficios 
de  una  Amnistía  y  no  hayan  cometido  con  poste- 
rioridad   ningún    acto    de    rebelión.     (1> 

/\yuda  pecuniaria  a  los  insurgentes. 

§  193.  Están  incapacitados  para  votar  los  que 
desde  el  último  día  de  Marzo  de  1901  hubieren  con- 
tribuido ó  con  posterioridad  contribuyeren  con  di- 
nero ú  otros  objetos  de  valor  en  ayuda  de  alguna 
persona  ú  organización  que  se  mantenía  en  contra 
de  la  Autoridad  ó  Soberanía  de  los  Estados  Unidos; 
los  que  pidan  ó  reciban  dicha  contribución  de  otros,  ó 
contribuyan  en  beneficio  de  alguna  persona  ú  organi- 
zación que  sea  hostil  ó  esté  en  armas  contra  la  au- 
toridad ó  Soberanía  de  los  Estados  Unidos,  con  ob- 
jeto de  obtener  alguna  protección,  ó  inmunidad  ó 
beneficios;  exceptuándose  las  personas  que  se  rin- 
dieron al  Brigadier  General  Samuel  Summer  en  la 
Provincia  de  La  Laguna  en  el  mes  de  Junio  de 
1.901,  por  sus  actos  realizados  con  anterioridad  á  su 
rendición  y  los  que  han  recibido  los  beneficios  de 
una  amnistía  y  no  hayan  cometido  con  posteriori- 
dad   ninguno    de    los   actos   aquí   especificados.    (2) 

Ayuda  de  cualquiera  clase  á  los  insur- 
gentes. 

§  194.  Xo  pueden  votar  los  que  desde  el  úl- 
timo día  de   Marzo  de   11)01    hubieran  ayudado  ó  pro- 


(1)  Art.    14 

(2)  Art     14. 
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tegido  ó  011  lo  sucesivo  ayuden  6  protejan,  de  cual- 
quier modo  que  sea,  á  alguna  persona  ti  organiza- 
ción en  dichas  Islas,  en  oposición  ó  en  armas  con- 
tra la  autoridad  ó  Soberanía  de  los  Estados  Unidos, 
con  la  misma  excepción   que  en  el  caso  anterior.    (1) 

F»ru^loa  de  las  incapacidades. 

§  195.  La  prueba  de  la  incapacidad  resultante 
de  la  comisión  de  cualquiera  de  los  delitos  mencio- 
nados en  los  párrafos  anteriores,  debe  ser  competente, 
como  la  sentencia  de  un  Tribunal.  Es  de  notar  que  la 
Ley  declara  expresamente  que  los  comprendidos  en 
los  párrafos  (d),  (e)  y  (f)  quedan  rehabilitados  si 
reciben  los  beneficios  de  una  amnistía;  en  cambio 
guarda  silencio  con  respecto  de  los  que  habían  pres- 
tado   y    violado    el    juramento    de    fidelidad. 

Pero  según  la  doctrina  establecida  en  los  casos 
arriba  citados,  del  Juzgado  de  Leyte  y  del  de  Bu- 
lacán,  debe  interpretarse  la  Ley  en  el  sentido  de  que 
una  amnistía  igualmente  rehabilita,  para  el  ejercicio  del 
sufragio,  al  que  haya  cometido  delito  de  violación 
del  juramento   de    fidelidad. 

Locura    ¿>   delbilidad    mental. 

§  196.  La  última  causa  de  incapacidad,  que  se- 
ñala  la  Ley,    es   la  locura   6   debilidad    mental.    (2) 

La  forma  disyuntiva  empleada  por  la  Ley,  al 
determinar  como  una  de  las  causas  de  incapacidad 
la  locura  ó  debilidad  mental,  tiende  á  evitar  las  di- 
ficultades a  que  daría  lugar  la  determinación  de  las 
diferentes  gradaciones  de  perturbación  cerebral.  Lo- 
cos é  idiotas  ó  imbéciles,  todos  tienen  la  razón  tur- 
bada más  ó  menos  profundamente,  todos  no  tienen 
juicio,    ni    tienen    conciencia  del   valor    de   sus    actos; 


(1)  Art.    14. 

(2)  Art.    14. 
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y  siendo  esto  el  fundamento  de  la  incapacidad,  la 
.Ley  ha  querido  comprender  en  su  fórmula  general, 
á  los  que  carecen  de  cabal  juicio,  sea  por  locura  6 
por   debilidad   mental. 

§  197.  "Se  ha  dicho  que  por  la  Ley  común 
tanto  de  Inglaterra  como  de  los  Estados  Unidos,  los 
idiotas  y  lunáticos  están  excluidos  del  ejercicio  del 
derecho  de  sufragio:  y  en  la  Constitución  de  varios 
Estados,  está  previsto  expresamente  que  ninguna  per- 
sona que  esté  sujeta  bajo  tutela,  non  compos  mentís, 
ó  fuera  de  su  sano  juicio,  será  calificada  para  votar 
en  cualquiera  elección.  El  voto  de  un  hombre  cali- 
ficado de  otro  modo,  que  no  es  ni  loco  ni  idiota, 
será  admitido;  pero  el  de  aquellos,  cuyas  facultades 
se  hallan  meramente  afectadas  por  la  edad,  no  de- 
biera  ser  rechazado."    (1) 

§  198.  "Una  persona  capaz  de  hacer  un  tra- 
bajo ordinario  y  de  llevar  sus  transacciones,  que  co- 
noce el  dinero  y  su  valor,  hace  sus  propios  contra- 
tos y  tiene  ocupaciones  propias;  una  persona  vaci- 
lante y  fácilmente  sugestionable,  ó  una  persona  que 
ha  estado  obrando  bajo  la  influencia  de  una  espe- 
cie de  ilusión  ó  alucinación,  pero  no  tanto  que  le 
incapacite  para  el  manejo  general  de  sus  negocios, 
cuya  ilusión  ó  alucinación  no  parece  extenderse  á 
asuntos  políticos,  no  puede  ser  privada  del  privile- 
gio de  la  franquicia  electoral,  bajo  el  fundamento  de 
la  falta   de   capacidad    mental."    (2) 

§  199.  "El  voto  de  un  idiota  ó  persona  que 
no  está  en  su  sano  juicio,  non  compos  mentís,  no 
debe  ser  recibido;  y  si  tal  persona  ha  votado,  su 
voto  puede  ser  rechazado  bajo  protesta  aún  sin  estar 

(1)  15,    Oye,    301. 

(2)  15,    Cyc,    301. 
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probada  su  locura.  Pero  el  voto  de  un  hombre  de 
otra  manera  calificado,  que  no  es  ni  lunático,  ni 
idiota,  pero  cuyas  facultades  están  muy  debilitadas 
por  la  avanzada  edad,  no  debe  ser  rechazado.  Cuando 
el  voto  es  recusado  bajo  el  fundamento  de  que  el 
votante  que  lo  depositó  no  era  de  sano  juicio,  non 
compos  mentís,  es  necesario  establecer  satisfactoria- 
mente, por  prueba  competente,  la  alegada  falta  de 
inteligencia,  y  un  examen  facultativo  produciría  pro- 
bablemente el  mismo  efecto  que  en  los  casos  en  que 
se  impugna  la  validez  de  un  testamento,  bajo  el  fun- 
damento deque  el  testador  no  tenía  sano  juicio,  cuando 
otorgó  su  testamento.  Si  el  votante  tenía  bastante 
conocimiento  para  entender  la  naturaleza  del  acto, 
si  él  entendía  lo  que  hacía,  esto  sería  probablemente 
suficiente/  '    (1) 


(1)     McCrary,  115. 
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CAPÍTULO  VII. 

Condiciones  de  los  elegibles. 


200.  Condiciones  de  los  elegibles. 

201-202.     Elector  calificado. 

203.  Tiempo  en  que  se  debe  tener  la  condición  de  ele- 

gible. 

204.  Incapacidades  para  ser  elegible. 
205-212.     Renuncia  de  los  funcionarios  públicos. 

213.  Renuncia  de  un  Diputado  para  ser  candidato  para 

Gobernador  provincial  6  Tercel  Vocal,  y  vice- 
versa. 

214-217.     Notarios  públicos;  su  inelegibilidad. 

218.  Sheriffs;  su  inelegibilidad- 

219.  Escribientes  del  Municipio;  su  inelegibilidad. 
220-221.     Segundas  reelecciones. 

222-223.     Pena  que  no  inhabilita. 

224.  Amnistía. 

225.  Destitución  que  no  inhabilita. 

226-  La  concesión  de  una  pesquería  no  inhabilita  para 

ser  elegible. 

227.  El  mero  hecho  de  ser  nombrado  para  un  cargo  pú- 

blico no  incapacita  para  ser  elegible  • 

228.  La  incapacidad  para  ser  elegible  no  perjudica  el 

derecho  de  votar. 
229-238.     Elección  de  personas  inelegibles. 
239-244.     Descalificación  de  funcionarios  inelegibles 
245.  Enfermedad  que  no  descalifica. 


Condiciones  de  los  elegibles. 

§  200.  a)  Para  ser  elegible  para  Diputado,  se 
requieren    las  condiciones    siguientes: 

1.a  Ser,  al  tiempo  de  la  elección,  elector  ha- 
bilitado del  distrito  electoral  por  el  cual  lia  de  ser 
elegido. 
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2.a  Deber  lealtad  al  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos. 

3.a  No  tener  menos  de  veinticinco  años  de 
(Miad,    y 

4.a  Anunciar  oficialmente  su  candidatura  á  la 
Junta  Provincial,  presentando  ante  la  misma  certifi- 
cado de  elegibilidad,  con  diez  días,  por  lo  menos, 
de  anticipación  al  señalado  para  las  elecciones,  ó  antes 
del  mediodía  de  la  fecha  señalada  para  la  elección,  6 
en  dicho  momento,  en  caso  de  muerte  ó  inhabilita- 
ción de  cualquier  candidato  que  se  haya  anunciado 
oficialmente.    (1) 

b)  Para  ser  elegido  como  Gobernador  ó  Tercer 
Vocal,   es  necesario: 

1.°  Ser,  ¿al  tiempo  de  la  elección,  elector  habi- 
litado en   la  provincia. 

2.°  Haber  residido  de  buena  fe  en  la  misma  du- 
rante  un   año,    por  lo  menos,   antes  de   la  elección. 

3.°  Deber  lealtad  al  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos. 

4.°      No  tener  menos  de  veinticinco  años  de  edad,  y 

5.°  Anunciar  oficialmente  su  candidatura  á  la 
Junta  Provincial,  presentando  ante  la  misma  certifi- 
cado de  elegibilidad,  con  diez  días,  por  lo  menos,  de 
anticipación,  al  señalado  para  las  elecciones,  ó  antes 
del  mediodía  de  la  fecha  señalada  para  la  elección,  ó 
en  dicho  momento,  en  caso  de  muerte  ó  inhabilita- 
ción de  cualquier  candidato  que  se  haya  anunciado 
oficialmente.  (2) 

c)  Para  ser  elegido  como  funcionario  municipal, 
es  preciso : 


(1)  Art.  12,  Lev  N.°    1709  y  art,  7  del  Bill  de  Filipinas. 

(2)  Art.  12  y  Ley  N.  °    1709. 
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1.°  Ser,  al  tiempo  de  la  elección,  elector  habi- 
litado  en   el   municipio. 

2.°  Haber  residido  en  él  durante  un  año,  por 
lo   menos,    antes   de  la  elección. 

o.°  Deber  lealtad  al  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos. 

4.°     No  tenérmenos  de  veintitrés  años  de  edad,  y 

5.°  Saber  leer  y  escribir  de  un  modo  inteligente 
el   español,   el   inglés  ó  el  dialecto  local.    (l) 

d)  Para  ser  elegible  como  miembro  electivo  de 
la  Junta  Municipal  de  Manila,  se  requiere  ser  residente 
y    elector   habilitado    del    distrito    eleccionario.     (2) 

El  Fiscal  General  Wilfley,  hablando  <}e  las  con- 
diciones   de    los    elegibles,    dice: 

"La  persona  que  no  sea  elector  habilitado,  al  ce- 
lebrarse las  elecciones  municipales,  no  será  elegible 
para  desempeñar  cualquier  cargo,  aunque  recibiese 
la  mayoría   de  los   votos  depositados."    (8) 

En  los  casos  en  que  el  Gobernador  General  nombre 
á  un  Gobernador  Provincial  ó  tercer  vocal,  no  será 
necesario  que  el  nombrado  tenga  ó  reúna  las  con- 
diciones para  ser  elegible  para  Gobernador  Provin- 
cial ó  Tercer  Vocal .  W 

Elector   calificado   o    he*  Ib  i  litado. 

§  201.  La  significación  legal  de  las  palabras 
elector  calificado  ha  sido  interpretada  por  la  Asam- 
blea Filipina  con  motivo  de  la  protesta  contra  el 
acta  del  Diputado  por  el  Sur  de  Manila,  Hon.  Fer- 
nando M.a  Guerrero,  bajo  el  fundamento  de  que  éste 
no  era  elector  debidamente  habilitado,  porque  no  se 
había  inscrito  como   tal  en   ninguna  sección  del  dis- 


co    Art.  12.     (2)  Ley  N.°    1869.     (3)  Op.  of  the  Attor.  G.,  Vol    2, 
p.  668.     (4)   Art.    12. 
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trito  electoral.  El  Comité  sostuvo  que  las  palabras 
elector  habilitado,  usadas  por  la  Ley  .Electoral  en  su 
artículo  12,  significan  que  una  persona  tenga  todas 
las  cualidades  exigidas  por  la  Ley  para  ser  elector, 
y  no  que  una  persona  esté  precisamente  inscrita  en 
el    censo    electoral. 

En  apoyo  de  la  opinión  del  Comité  liase  invo- 
cado el  criterio  sustentado  por  el  Secretario  Ejecu- 
tivo, ¡^egún  el  cual  no  fué  su  intención,  al  emplear 
en  la  Ley  las  palabras  qualifierf  elector,  obligar  al 
candidato  á  que  se  inscribiera  en  el  censo  electo- 
ral, sino  para  significar  solamente  que  debiera  tener 
las  condiciones  de  elector.  Si*  alego  por  el  Comité 
de  .Elecciones  que  el  artículo  15  de  la  Ley  Electo- 
ral, en  cuanto  emplea  las  palabras  qvalifled  elector, 
al  hablar  del  nombramiento  de  inspectores,  no  puede 
referirse  á  una  persona  inscrita,  por  la  razón  de  que  el 
nombramiento  de  un  inspector  es  anterior  á  la  for- 
mación del  censo  electoral;  que  la  intención  del  legisla- 
dor, al  usar  las  palabras  en  cuestión,  no  fué  exigir 
que  el  candidato  estuviera  inscrito  en  el  censo  elec- 
toral, como  lo  prueba  la  Ley.  X.°  132,  enmendatoria 
del  Código  Municipal,  cuyo  artículo  1.°,  Sec.  3,  dice: 
"El  art,  14  letra  "A"  del  Código  Municipal  no  se 
ha  de  interpretar  como  declarando  inhábil  para  el 
desempeño  de  cargos  públicos  á  la  persona  que,  po- 
seyendo las  calificaciones  necesarias  para  ser  elector, 
haya  dejado  de  inscribirse  antes  de  la  elección"; 
que  el  lenguaje  del  artículo  12,  párrafo  3,  "enten- 
diéndose que  la  persona  inelegible  para  un  cargo 
por  morosidad  en  el  pago  de  las  contribuciones  que 
sea  elegida  para  él,  puede  rehabilitarse  pagando  las 
contribuciones  que  debe  antes  de  la  fecha  fijada  por 
la   ley   para   tomar   posesión    del    cargo,    pero  no  con 

18 
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posterioridad/'  demuestra  que  las  palabras  (¡iiaUfied 
elector,  no  significan  estar  inscrito  en  el  censo  elec- 
toral, pues  de  otra  manera,  ningún  candidato  mo- 
roso podría  rehabilitarse,  aún  pagando  las  contribu- 
ciones que  adeude  antes  de  tomar  posesión  del  cargo, 
por  lo  misino  que  no  estaba  inscrito  en  el  censo 
electoral. 

§  202.  Kn  contra  del  proyecto  de  resolución 
presentado  por  el  Comité  de  Elecciones,  fue  invo- 
cada la  doctrina  sustentada  en  algunos  de  los  Esta- 
dos de  América,  según  la  cual,  las  expresiones  elector 
ratificado,  rotante  calificad. o,  y  qualified  elector,  no 
estando  acompañadas  de  alguna  explicación  ó  limi- 
tación, quieren  decir  uno  que  está  calificado  para 
votar  en  una  elección  de  funcionarios  públicos,  y 
que  la  expresión  elector  calificado  significa  no  sola- 
mente que  una  persona  es  hábil  para  ser  elector, 
sino  también  que  está  inscrito  como  tal  del  modo 
y    manera  prescritas   por    la    ley."    (1) 

Después  de  una  instructiva  discusión  del  asunto, 
la  mayoría  de  los  Diputados  sostuvo  la  opinión  del 
Comité  de  Elecciones,  aprobando  el  acta  del  Señor 
(íuerrero.    (2) 

Es  de  notar  que  el  adverbio  debidamente,  que 
en  el  texto  castellano  modifica  la  palabra  Imbilitado, 
no  está  empleado  en  inglés;  y  prevaleciendo  en 
estos  casos  el  texto  inglés,  tiene  necesariamente  que 
desaparecer  la  duda  que  surgía  de  dicho  adverbio, 
que  parecía  indicar  previa  inscripción  del  elector  en 
el  censo  electoral.  Por  tanto,  de  acuerdo  con  la 
doctrina  sentada  por  la  Asamblea,  ser  elector  habili- 
tado vale  tanto  como  reunir  las  condiciones  señala- 
da 2,*>  Am.  and  Eng.  Ene.  oí  Law,  p.  531. 
(2)     Dia  de  Sos.  de  la  Asamblea   Obre.  <>,  1007. 
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das    en    el  art.    13,    ó  sean,    todas   las  que  hemos  de- 
nominado  absolutas   y    alguna    de    las    relativas. 

Tiempo  en  que  se  debe  tener  le*  condíi- 
o¡cf>n  de  elegible.  t 

§  203.  Las  condiciones  de  edad  y  residencia 
deben  ser  cumplidas  al  tiempo  de  la  elección,  pero 
las  demás  condiciones  de  elector  se  deben  reunir,  en 
virtud  del  art.  3  de  la  Ley  1709,  enmendatoria  del 
art.  12,  de  la  Ley  Electoral,  no  solamente  al  tiempo 
de  la  elección  sino  también  al  tiempo  de  presentar 
el  certificado  ó  declaración  por  escrito,  anunciando  ofi- 
cialmente ser  candidato  para  Diputado,  ( lobernador  ó 
Tercer   Vocal. 

El  Fiscal  (umeral  A  raneta,  interpretando  los 
párrafos  1.°  y  2.°  del  art.  12,  de  la  Ley  N.°  1582,  en 
relación  con  el   o.°  y   7.°    de    la    ley    1709    dice: 

".La  Ley  Electoral  en  los  párrafos  1.°  y  2.°  de 
su  artículo  preceptila   lo  siguiente: 

Para  ser  elegido  como  Diputado  á  la  Asamblea  Fili- 
pina será  necesario  *cr,  al  tiempo  de  la  elección,  el  retar  debida- 
mente habilitado  del  distrito  electoral  por  el  cual  ha  de  ser 
elegido,  deber  lealtad  á  los  Estados  Unidos,  y  no  tener 
menos  de    veinticinco   años    de   edad. 

Para  ser  Gobernador  Provincial  y  Tercer  Vocal  de  la 
Junta  Provincial  será  necesario  .srr,  (ti  tiempo  de  la  elección. 
elector  debidamente  habilitado  en  la  provincia,  y  haber  sido 
rendente  de  buena  fe  en  la  misma  durante  un  año,  por  lo 
menos,  antes  de  la  elección  deber  lealtad  á  los  Estados 
Unidos,  y  no  tener  menos  de  veinticinco  años  de  edad: 
Entendiéndose,  sin  embargo,  Que  las  disposiciones  en  este 
artículo  no  se  aplicarán  á  las  personas  designadas  en  los 
casos  en  que  el  Gobernador  General  nombre  un  Gober- 
nador Provincial  ó  un  tercer  Vocal  de  la  Junta  Provincial 
con   arreglo  á  la  legislación   vigente. 

"Estos  dos  artículos  exigen  para  que  una  per- 
sona  pueda  ser  elegida,  para    alguno    de   los  tres  car- 
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gos  mencionados,   que  al  tiempo  de  la  elección  reúna 
ciertas    condiciones. 

4 'Antes  de  la  enmienda  de  este  artículo  por  el 
;>.°  de  la  Ley  1701),  no  era  requisito  indispensable, 
para  que  una  persona  pudiera  ser  elegida  para  al- 
guno de  dichos  tres  cargos,  anunciar  oficialmente  su 
candidatura  en  la  forma  que  hoy  exige  el  citado 
artículo  3.°  de  la  Ley  1701).  Por  este  artículo,  se  ha 
intercalado  entre  los  párrafos  2.°  y  3.°  del  artículo 
12    de    la    Ley  Electoral,    la    siguiente  disposición: 

Ninguna  persona  será  elegible  como  Diputado  á  la 
Asamblea  Filipina,  Gobernador  provincial,  ó  Tercer  miem- 
bro de  la  Junta  Provincial,  á  menos  que,  con  diez  días 
por  lo  menos  de  anticipación  al  señalado  para  las  elec- 
ciones, haya  presentado  ante  la  correspondiente  Junta  Pro- 
vincial un  certificado  escrito,  autorizado  con  su  firma,  en 
el  que  haga  constar  que  anuncia,  ó  permite  que  se  anun- 
cie su  candidatura  para  el  cargo  que  se  mencione  en  dicho 
certificado.  Dicho  certificado  contendrá  una  declaración  de 
que  la  persona  que  presenta  su  candidatura,  es  residente 
en  el  distrito  electoral  de  la  Asamblea  ó  en  la  provin- 
cia, según  sea  el  caso,  en  que  presenta  su  candidatura, 
que  es  elector  debidamente  habilitado  de  dicho  distrito 
ó  de  la  referida  provincia,  según  sea  el  caso,  y  que  es 
elegible  para  desempeñar  el  cargo,  para  el  cual  se  pre- 
senta  candidato 

"Este  nuevo  párrafo,  sin  derogar  las  disposicio- 
nes de  los  dos  anteriores,  de  que  el  candidato,  al 
tiempo  de  la  elección,  debe  reunir  las  condiciones 
en  ellos  especificadas,  exige  como  nueva  condición 
que  éste  presente  ante  la  Junta  Provincial  respectiva 
un  certificado  escrito,  autorizado  con  su  firma,  en 
el  que  haga  constar  que  anuncia  ó  permite  que  se 
anuncie  su  candidatura,  y  que  en  dicho  certificado 
declarará  que  es  residente  en  el  distrito  electoral  de 
la  Asamblea  ó  en  la  provincia,   según  sea  el  caso,   en 
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que  presenta  su  candidatura,  que  es  elector  debi- 
damente habilitado  de  dicho  distrito  ó  de  la  referida 
provincia,  según  sea  el  caso,  y  que  es  elegible  para 
desempeñar  el  cargo  para  el  cual  se  presenta  candi- 
dato. Como  sanción  de  este  precepto,  la  misma  Ley 
1709,  en  su  artículo  7.°,  y  como  enmienda  del  artí- 
culo 30  de  la  Ley  Electoral,  dispone  lo  siguiente: 
La  persona  que,  siendo  candidato  para  Diputado  á  la 
Asamblea  Filipina,  Gobernador  provincial  ó  Tercer  miembro 
de  la  Junta  Provincial,  hiciere  el  certificado  de  su  candida- 
tura prescrito  en  el  artículo  doce  de  esta  ley,  como  está 
reformado,  y  en  dicho  -certificado  se  declarase  residente  ó 
elector  debidamente  habilitado  de  un  distrito  electoral  ó  de 
una  provincia,  según  sea  el  caso,  no  siendo  residente  ni 
elector  debidamente  habilitado  de  dicho  distrito  ó  provincia, 
según  sea  el  caso,  y  la  persona  que  en  dicho  certificado 
relativo  á  su  candidatura  se  declare  elegible  para  desem- 
peñar un  cargo  para  el  cual  es  candidato,  no  siendo  elegi- 
ble para  dicho  cargo,  serán  castigadas  con  prisión  que  no 
baje  de  tres  meses  ni  exceda  de  tres  años,  á  discreción  del 
Juzgado» 

"Teniendo  en  cuenta  estas  dos  disposiciones,  se 
puede  afirmar  que  la  persona  que  se  presenta  can- 
didato para  alguno  de  los  cargos  arriba  menciona- 
dos, para  ser  elegida,  debe  reunir  no  sólo  al  tiempo 
de  la  elección  las  condiciones  exigidas  eñ  los  pá- 
rrafos 1.°  y  2.  °  del  artículo  12  arriba  trascritos,  sino 
también  al  tiempo  de  anunciar  oficialmente  su  can- 
didatura ante  la  Junta  Provincial,  pues  la  Ley  exige 
que,  al  tiempo  de  presentar  el  certificado,  declare  que 
reúne  las  condiciones  exigidas  para  el  cargo,  y  pena 
con  prisión  de  tres  meses  á  tres  años  la  falta  de 
verdad  en  esa  declaración.  Hay  que  tener  en  cuenta, 
sin  embargo,  que  como  la  edad  que  debe  tener  el 
candidato,  así  como  el  tiempo  de  residencia  que  debe 
llevar   en  la   provincia  ó  en   el  distrito  electoral,   se- 
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gún   la    Ley,    se  computan    al    tiempo'  de  la  elección, 
no    es    necesario    que    el    candidato,     al    presentar    el 
certificado  anunciando  su  candidatura,    tenga  la  edad 
y   tiempo    de    residencia   que    requiere   el  cargo,    sino 
que   basta   que    los   tenga    al    tiempo    de    la    elección. 
''Concretando    mi    contestación    á  la   incapacidad 
nacida    de    la  morosidad    en   el    pago  de   alguna   con- 
tribución,   como  corolario   de    lo   dicho,    he   de   mani- 
festar que   el  que  se   presente   candidato  para  alguno 
de    los  cargos  á   que   se   refiere   la  consulta,    no   debe 
tener  tal   incapacidad,    no  sólo  al   tiempo   de   la    elec- 
ción,  sino  también  al  tiempo  de  'anunciar  oficialmente 
su    candidatura.    Antes    de     la   enmienda    de    la    Ley 
1709,    teniendo    en    cuenta    lo    que    se    dispone    en  el 
párrafo   3.°   del  artículo    12    (párrafo   4.°    después   de 
la    enmienda)     "que    la    persona    inelegible    para    un 
cargo     por    morosidad    en    el    pago    de    las     contribu- 
clones   que    sea    elegida    para  él,    puede    rehabilitarse 
pagando    las  contribuciones  que   deba  antes  de  la  fe- 
cha fijada  por  la   ley   para  tomar  posesión  del  cargo, 
pero   no    con    posterioridad",    y    el    precepto    del   pá- 
rrafo   penúltimo    del    artículo    30,    según   el   cual,    "la 
persona    que,     estando     incapacitada    para     un    cargo 
por  cualquier  razón   que   no    sea  la  falta  de   pago  de 
las    contribuciones,    anuncie    públicamente    su    candi- 
datura   para   cualquier   cargo   electivo,    será   castigada 
con  una   multa  que    no   baje  de  200  pesos  ni   exceda 
de    500",    cabía    sostener   que    la    incapacidad    nacida 
de  la  falta  de  pago  de   alguna  contribución    no  surte 
su    efecto,    sino     sólo    al    tiempo    de    tomar    posesión 
del    cargo.    Mas    ahora,    teniendo    en    cuenta   que    el 
candidato    á    uno   de   los  tres  cargos   mencionados,   al 
anunciar   su  candidatura,    tiene    que  .declarar    que    es 
elector    debidamente    habilitado    (y    no    lo    sería   con- 
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forme  al  artículo  14  si  fuese  moroso  en  el  pago  de 
las  contri  Iniciónos),  y  la  ley  castiga  la  falta  de  ver- 
dad en  esta  declaración  (falta  de  verdad  que  exis- 
tiría si  el  candidato  declarase  que  es  elector  debi- 
damente habilitado,  siendo  moroso  en  el  pago  do 
la  contribución),  no  puede  llegarse  á  otra  conclusión, 
sino  á  la  de  que  el  candidato  para  Diputado  á  la 
Asamblea  Filipina,  Gobernador  Provincial,  ó  Torcer 
Vocal  de  la  Junta  provincial,  no  debe  ser  moroso  en 
el  pago  de  la  contribución,  no  sólo  al  tiempo  de 
la  elección,  sino  también  al  tiempo  de  anunciar  ofi- 
cialmente su  candidatura,  y  que  la  disposición  del 
párrafo  4.°  del  artículo  12  y  párrafo  penúltimo  del 
artículo  80  se  refieren  sólo  para  el  candidato  para  un 
cargo    municipal    electivo. 

4 'Viene  boy  á  ser  el  anuncio  oficial  de  candi- 
datura, respecto  á  la  persona  que  pretende  ser  ele- 
gida para  alguno  de  los  tres  cargos  mencionados,  lo 
que  el  registro  para  el  elector.  Del  propio  modo 
que  á  éste  último  se  exige  que  tenga  las  Condicio- 
nes de  elector  al  tiempo  del  registro,  así  también 
se  le  exige  al  primero  que  las  reúna  al  tiempo  do 
anunciar  oficialmente   su   candidatura."    (1) 

Incapacidades  para  ser  elegilble. 

§  204.  Así  como  hay  impedimentos  ó  causas 
que  inhabilitan  á  una  persona  para  el  ejercicio  del 
sufragio,  del  mismo  modo  hay  causas  que  hacen  in- 
elegible á  una  persona  para  desempeñar  un  cargo 
público.    Estos  impedimentos  son: 

(a)  Haber  sido  convicto  de  delito  penado  con 
dos  ó  más  años  de  prisión  ó  que  envuelva  torpeza 
moral,  esté  ó  no  pendiente  de  apelación  la  sen- 
tencia. 


(1)     Op.  de  la  F.  (i.   Nbn\  15,  1S 
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(b)  Haber  sido  sentenciado  por  un  tribunal 
competente  á  la  pena  de  inhabilitación  para  ejercer 
cargos  públicos,  esté  ó  no  pendiente  de  apelación  la 
sentencia.  (1) 

(c)  Haber  sido  destituido  de  algún  cargo  por 
el  Gobernador  General  con  inhabilitación  para  ejer- 
cer cargos   en   lo   sucesivo.     (2) 

(d)  Ser  moroso  en  el  pago  de  las  contribuciones; 
entendiéndose  que  el  moroso  que  resulte  elegido 
puede  rehabilitarse  pagando  las  contribuciones  que 
deba  antes  de  la  fecha  fijada  por  la  ley  para  tomar 
posesión    del   cargo,    pero    no   con   posterioridad.    (3) 

Los  sentenciados  con  pena  de  dos  ó  más  años 
de  prisión  ó  inhabilitación  quedan  rehabilitados  para 
ser  elegibles  después  de  haber  sido  totalmente  indul- 
tados ó  de  haber  extinguido  la  pena  que  les  fué  im- 
puesta.   (4) 

Renuncia  de  los  funcionarlos  piilbllcos. 

§  205,  De  la  incapacidad  contenida  en  el  artí- 
culo 6  de  la  Ley  N.°  1709,  ha  surgido  varias  veces 
la  cuestión  de  si  es  bastante  la  renuncia  de  un  fun- 
cionario público  para  ser  elegible,  ó  es  además  ne- 
cesaria la  aceptación  de  la  renuncia.  Varios  puntos 
de  vista  han  sido  expuestos  por  los  Tribunales,  al  re- 
solver este  asunto. 

El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Misamis,  en 
el   caso  de  Montalban  vs.  Neri  Abejuela,  dijo: 

4 'Al  presentar  su  renuncia  el  protestado  Neri,  el 
5  del  mes  de  Octubre,  no  dejó  de  ser  concejal  por 
este  solo  hecho,  sobre  todo  porque  se  trata  de  un 
cargo  que  no  puede  ser  renunciado  sino  mediante  causas 
legales  que  se  deben  justificar.  Nada  importa  en  cuanto 


(1)     Art.  12.       (2)     Ley  N.  °    112G.       (3)     Art.  12.       (4)     Ley  1726. 
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á  esta  consideración  que  el  Concejo  Municipal  de 
Cagayán  en  su  acuerdo  haya  retrotraído  el  efecto  de 
la  admisión  de  esta  renuncia  al  tiempo  en  que  fué 
presentada.  Si  hasta  el  31  de  Octubre  el  Sr.  Ramón 
Neri  A  hojuela  era  un  concejal  en  el  municipio  de 
Cagayán,  el  Concejo  Municipal,  al  admitir  su  renuncia 
en  aquella  fecha,  no  podía  referir  su  acuerdo  á  fecha 
anterior,  sólo  para  hacerle  elegible.  Si  de  hecho  y 
de  derecho  el  Sr.  Ramón  Neri  Abejuela  era  concejal 
hasta  el  31  de  Octubre  y  como  tal  podía  ejercer  ofi- 
cialmente sus  funciones,  tenía  indudablemente  sobre 
sí  las  prevenciones  que  el  Art.  6  de  la  Ley  1709  ha 
tenido  en  cuenta,  al  declarar  no  elegible  a  cualquiera 
persona  que  desempeña  un  cargo  público  electivo,  30 
días  antes  de  la  elección  general  celebrada  en  5  de 
Noviembre    pasado. " 

§  206.  En  el  asunto  de  Cuñada  vs.  Labo  del 
Juzgado  de  Cápiz,   la  Corte  dijo: 

"La  regla  invariable  en  Inglaterra  es  que,  sin 
el  consentimiento  de  la  autoridad  competente,  ningún 
funcionario  puede  dejar  de  desempeñar  los  deberes 
del  cargo  por  el  cual  fué  elegido  ó  nombrado,  y 
ésta  es  también  la  doctrina  generalmente  adoptada 
en  los  Estados  Unidos,  si  bien  hay  algunos  Estados, 
en  los  cuales  la  aceptación  no  se  considera  necesaria; 
pero  el  peso  de  la  autoridad  es  en  favor  de  la  doc- 
trina de  que  es  necesaria  la  aceptación,  para  que  la 
renuncia  tenga   efecto. 

"El  artículo  6  de  la  Ley  1709,  reformando  el  pá- 
rrafo (S  del  artículo  29  de  la  Ley  1582,  preceptúa  que 
ninguna  persona  que  desempeña  cargo  ó  empleo  pú- 
blico electivo  ó  de  nombramiento,  dentro  de  30  días 
anteriores  á  la  elección  general,  salvo  el  caso  de  que 
aspire   á  la   reelección  del    cargo  ó  empleo   que   está 
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desempeñando,  se  presentará  candidato  para  ser  ele- 
gido ni  será  elegido  para  desempeñar  cargo  ó  em- 
pleo público  electivo  que  haya  de  proveerse  en  dicha 
elección   general. 

'  'Según  esto,  parece  darse  á  entender  que  no  es 
obstante  la  renuncia  ó  sea  la  expresión  de  querer 
dejar  un  cargo,  para,  que  una  persona  sea  elegible, 
sino  que  es  menester  que  esté  completamente  desli- 
gada de  todo  poder  ó  autoridad,  siendo  quizás  el  es- 
píritu de  la  Ley  el  evitar,  por  parte  del  que  desem- 
peña algún  cargo  ó  empleo  público,  toda  coacción  ó 
abuso  que  pueda  ejercerse  sobre  la  voluntad  de  los 
electores". 

§  207.  En  el  asunto  de  Ricaf rauca  vs.  ('arras- 
coso,  del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Ambos  Ca- 
marines,  la  Corte  dijo: 

"Mariano  Carrascoso  era  Concejal  del  pueblo  de 
Rubí,  y  presentó  su  dimisión,  la  que  fué  aceptada  por 
la  Junta  Provincial  el  27  de  Agosto  de  1907;  y  dicha 
resolución  de  la  Junta  fué  enviada  á  Carrascoso  y  re- 
cibida por  él  antes  del  20  de  Septiembre  de  1907. 
No  obstante  el  hecho  de  que  él  fué  notificado  ofi- 
cialmente de  la  aceptación  de  su  dimisión  como  con- 
cejal, Carrascoso  continuó  actuando  como  tal  conce- 
jal, y  hasta  asistió  a  una  sesión  del  Concejo  Mu- 
nicipal de  fecha  2  de  Noviembre  de  1907,  bajo  la 
creencia,  según  él,  de  que  tenía  que  actuar  hasta 'que 
su  sucesor  haya  sido  nombrado  y  calificado.  La 
Corte  sostuvo  que  Carrascoso  era  inelegible,  porque 
él  no  puede  tomar  ventaja  de  su  propio  error.  La 
regla  sería  diferente  en  el  caso  de  que  un  oficial  ha 
dimitido  y  no  ha  ejercido  actos  oficiales  después,  aun- 
que su  dimisión  no  ha  sido  aceptada  antes  del 
tiempo    especificado   por    la    Ley." 
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§  208.  En  asunto  de  Aagiduav  vs.  Biltz,  el 
Juzgado  do  la  Isabela  declaró  al  protestado  inelegi- 
ble, porque,  siendo  Teniente  de  Policía  debidamente 
nombrado,  actuaba  como  tal.  basta  el  mismo  día  de 
las  elecciones,    sin    haber    renunciado    su    cargo. 

§  209.  En  el  asunto  de  Ramo*  vs.  Tanivijco* 
del  Juzgado  de  La  Laguna,  se  sostuvo:  "Que  el  hecho 
de  haber  sido  presentada  la  renuncia  dentro  del  tér- 
mino legal  y  aceptada  por  el  Concejo  Municipal  30  días 
antes  de  las  elecciones,  siquiera  dicha  renuncia  y  acep- 
tación estuvieran  sujetas  á  la  aprobación  de  la  Junta 
Provincial,  es  bastante  para  cumplir  con  las  disposicio- 
nes del  art.  2!),  párrafo  8,  tal  como  ha  sido  enmendado 
por  el  art.  (5  de  la  Ley  1700.  Una  vez  renunciado  el 
cargo,  el  renunciante  demuestra  su  voluntad  de  no  ha- 
cer uso  de  cualquiera  influencia  que  pudiera  derivarse 
del  cargo  renunciado,  que  es  en  lo  que  se  funda  la 
prohibición  á  los  funcionarios  públicos  de  presentar 
su  candidatura  para  una  elección.  No  es  equitativo 
hacer  depender  los  efectos  de  la  renuncia,  de  la  acep- 
tación definitiva  por  la  persona  ó  Junta  á  quien  co- 
rresponda hacerlo,  pues  muchos  candidatos  podrían 
quedar  privados  de  su  derecho  á  aspirar  á  ser  ele- 
gido para  ■un  cargo  público,  por  el  hecho  de  que  su 
renuncia  no  ha  sido  aceptada  ó  aprobada  por  cual- 
quier motivo  independiente  de  la  voluntad  del  re- 
nunciante antes  de  los  30  días  de  verificarse  la  elec- 
ción, no  'obstante  que  dicha  renuncia  se  haya  pre- 
sentado   antes    de    dicho    plazo.1' 

§  210.  El  Gobernador  General  de  las  Islas  Fi- 
lipinas, que  es  a  la  vez  Presidente  de  la  Comisión 
de  Filipinas,  al"  discutir  y  resolver  la  protesta  con- 
tra la  elección  del  gobernador  Zandueta,  de  la  Pro- 
vincia de  la  Unión,  hizo  las  siguientes  consideracio- 
nes : 
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"Es  cierto  que  el  Sr.  Zandueta  hizo  cuanto  es- 
taba, de  su  parte,  y  era  posible  hacer,  para  dimitir 
el  cargo  que  desempeñaba.  Hubiera  sido  mejor  que 
el  Sr.  Zandueta  hubiese  enviado  una  carta  directa- 
mente al  superintendente  de  escuelas  que  le  había 
nombrado.  No  fué  impropio  sin  embargo,  enviar  su 
dimisión  al  concejo  municipal  que  tenía  derecho  a 
escoger  la  mitad  de  la  junta  de  escuelas.  Al  reci- 
bir la  dimisión  del  Sr.  Zandueta,  fué  deber  del  Con- 
cejo Municipal  trasmitirla  al  Superintendente  de  di- 
visión. La  prueba  no  contradicha  demuestra  que  así 
se  hizo,  y  también  que  el  Concejo  Municipal  tras- 
mitió al  Superintendente  de  división  una  copia  de 
bu  acuerdo,  -  aceptando  la  dimisión  del  Sr.  Zandueta 
y  proponiendo  al  Sr.  Alisangco  para  cubrir  la  va- 
cante. 

''Sostener  que  la  negativa  del  que  nombra,  a 
aceptar  la  dimisión,  hace  á  ésta  ineficaz,  sería  po- 
ner en  manos  del  poder  que  nombra  ó  de  la  junta 
autorizada  para  aceptar  la  dimisión,  el  inhabilitar  á 
un  candidato.  Esto  repugna  al  sentido  de  la  justi- 
cia. Cuando  el  Sr.  Zandueta  presentó  su  dimisión, 
hizo  todo  lo  que  pudo  para  desligarse  de  la  junta 
local    de    escuelas. 

"En  vista  del  hecho  de  que,  después  de  pre- 
sentar su  dimisión  el  Sr.  Zandueta,  no  actuó  más 
como  miembro  de  la  junta  de  escuelas,  su  dimisión 
debe  considerarse  efectiva  desde  la  fecha  en  que  la 
presentó."    0> 

§  211.  En  el  asunto  de  Marqueta  vs.  Lictana, 
del   Juzgado   de    Pangasinán,    la   Corte    dijo: 

"Que  un  inspector  de  elección  puede  renunciar 
el   cargo    antes    del    término    de    dos    años    para   que 


(1)     G.  O.  tf,  470. 
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fué  nombrado,  y  si  renuncia,  como  en  el  caso  pre- 
sente, dentro  de  60  días  antes  de  las  elecciones,  él  es 
elegible  para  el  cargo  á  que  aspira.  Pero  si  dicho  ins- 
pector continuó  actuando,  como  tal,  después  de,  llegar 
á  ser  candidato,  él  sería  inelegible  para  desempeñar 
el   cargo  para   el   cual   fué   elegido." 

§  212.  Pero  la  Corte  Suprema  de  estas  Islas, 
en  la  causa  de  Los  Estados  Unidos  vs.  Neri  Abejuela,  por 
certificación  ilegal  de  elegibilidad,  al  confirmar  la  sen- 
tencia apelada,  por  la  cual  se  impone  al  acusado  la 
pena  de  tres  meses  de  prisión,  sienta  la  doctrina  de 
que  "la  presentación  de  la  renuncia  por  un  funcio- 
nario municipal  electo  (caso  á  que  se  contrae  la  de- 
cisión) no  deja  vacante  el  cargo  y  que  continúa  siendo 
aún  tal  funcionario  hasta  que  la  Junta  provincial 
apruebe   su   renuncia. "     (1) 

Dedúcese  de  lo  expuesto  que  el  peso  de  la  au- 
toridad sobre  la  materia  está  en  favor  de  la  opi- 
nión de  que  un  funcionario  municipal  electivo  no 
puede,  sin  incurrir  en  responsabilidad  criminal,  anun- 
ciar su  elegibilidad  para  un  cargo  provincial  ó  para 
Diputado,  de  ^acuerdo  con  la  Ley  1709,  ni  es  por 
tanto  elegible,  antes  de  que  su  renuncia  haya  sido  apro- 
bada por  la  Junta  Provincial,  salvo  el  caso  de  as- 
pirar á  la  reelección  para  el  cargo  ó  empleo  que 
pueda   estar   desempeñando. 

Renuncia  cié  un  Diputado  para  ser  can- 

didato  á  Gobernador  Provincial  ó 

Tercer  \Zocal,  y  vice-versai 

§  213.  Con  arreglo  al  art.  6  de  la  Ley  N.°  1709, 
ninguna  persona  que  desempeñe  cargo  ó  empleo  pú- 
blico electivo  ó  de  nombramiento   dentro   de    los  no- 


li)   G.  O.  6,1933. 
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venta  días  anteriores  á  una  elección  general,  ó  dentro 
de.  los  sesenta  días  anteriores  á  una  elección  especial, 
salvo  el  caso  de  aspirar  á  la  reelección  para  el  cargo 
ó  empleo  que  pueda  estar  desempeñando,  se  presen- 
tará candidato  en  una  elección,  ni  será  elegible  para 
desempeñar  cargo  ó  empleo  público  electivo  que  haya 
de  proveerse  en  dichas  elecciones  general  ó  especial. 
Desempeñando  un  Diputado  ó  Gobernador  Provincial 
un  cargo  electivo,  parece  evidente  que,  si  uno  ú  otro 
tratare  de  presentar  su  candidatura  para  un  cargo  pro- 
vincial, ó  para  Diputado,  debe  previamente  renun- 
ciar á  su  cargo  dentro  de  los  términos  señalados  en 
la  Ley.  A  falta  de  una  disposición  expresa  en  la  Ley, 
creemos  que  rige  en  este  caso  el  principio  general 
de  que  la  dimisión  debe  presentarse  á  la  autoridad 
que  tiene  facultad  de  nombrar  ó  de  convocar  la  elec- 
ción que  se  hace  necesaria  por  la  dimisión,  ó  sea 
el  Gobernador  General. 

'El  derecho  general  de  aceptar  una  renuncia 
trae  consigo  incidentalmente  el  derecho  de  nombrar 
ó  elegir;  y  todas  las  corporaciones  municipales  tienen 
un  poder  incidentalmente  de  aceptar  la  renuncia  de 
sus  oficiales.  La  regla  general  es  que,  en  ausencia 
de  una  disposición  legal  sobre  la  materia,  la  dimisión 
debe  presentarse  á  la  autoridad  que  tiene  facultad  de 
nombrar  ó  al  poder  que  tiene  la  autoridad  de  con- 
vocar la  elección  que  se  hace  necesaria  por  la  dimi- 
sión. Y  el  hecho  de  que  la  renuncia  sea  entregada 
á  otra  persona  ó  cuerpo  y  es  aceptada  por  ellos,  no 
tiene  más  efecto  que  la  que  tendría,  si  no  hubiera  salido 
de  las  manos   del    funcionario    mismo."    ^ 

En    cuanto    á    las    formalidades   de    la    renuncia, 
tampoco  encontramos  en  la   Ley  Electoral  disposición 


(1)     23,  Ain.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  422. 
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alguna  relativa  á  esta  materia;  pero  tenemos  Ja  si- 
guiente doctrina  tomada  de  la  Enciclopedia  anglo-ame- 
ricana:  "En  ausencia  de  una  ley,  no  se  requiere  nin- 
guna forma  particular  que  afecta  á  la  renuncia,  y 
esta  puede  ser  expresa  6  implícita.  Puede  hacerse 
como  efectiva  en  día  posterior.  Cuando  la  ley  pres- 
cribe las  medidas  que  deben  tomarse,  éstas  deben 
ser  observadas  en  todos  sus  detalles.  A  menos  que 
la  ley  lo  exija,  ni  escrito  ni  sello  es  esencial  á  la 
renuncia  en  los  Estados  Unidos.  En  Inglaterra  se 
ha  sostenido  que  cuando  un  oficial  es  nombrado  me- 
diante un  documento  con  sello,  es  necesario  un  do- 
cumento con  sello,  es  necesario  un  documento  simi- 
lar para  dar  por  suficiente  la  renuncia.  Si  el  cargo 
es  electivo,  no  es  necesario  ningún  escrito.  Para  cons- 
tituir una  completa  y  efectiva  renuncia,  debe  haber 
una  intención  de  dejar  el  cargo;  pero  la  intención 
sola  es  insuficiente,  á  menos  que  se  manifieste  por 
la  entrega  de  la  renuncia  á  la  persona  autorizada 
para  recibirla  y  quien  tiene  poder  de  cubrir  la  va- 
cante.''     (l1 

Con  arreglo  á  este  principio,  creemos  que  una 
carta  del  Diputado  ó  Gobernador  Provincial  al  Go- 
bernador General,  manifestando  su  intención  de  re- 
nunciar el  cargo  para  presentar  su  candidatura  para 
Gobernador  Provincial  ó  para  Diputado  en  la  misma 
provincia,  sería  suficiente  á  los  efectos  de  su  elegibilidad. 

Notarios    F»úlblicos?  su    In^l^gllbiHcletct. 

§  214.  Diferentes  criterios  se  han  sustentado 
sobre  la  consideración  legal  que  debe  darse  al  cargo 
de    Notario  Público. 

"En  la  protesta  de  Liloan,   Cebú,   se   ha  resuelto 


(1)     23,  Ara.  and  Eng.  Ene.  oí  Law,  422. 


—  152  — 

por  el  Juzgado  que  un  Notario  Público  no  tiene  la 
obligación  de  dimitir  en  el  tiempo  prescrito  por  la 
ley>  porque  no  es  un  empleado  ó  funcionario  pú- 
blico en  el  sentido  en  que  se  emplean  estas  pala- 
bras en  la  Ley  Electoral,  resolución  que  encuentra 
su  apoyo  en  Jurisprudencias  americanas,  según  las 
cuales  un  Notario  Público  no  es  funcionario  público, 
pero  principalmente  en  la  intención  de  la  Ley  Elec- 
toral que  era  prohibir  las  candidaturas  de  personas 
que  reciben  sueldos  del  Gobierno  ó  revestidos  ante 
el   público  de   poderes   gubernamentales." 

§  215.  En  la  protesta  de  Oria  vs.  Diputado 
Locsin,  se  suscitó  incidentalmente  la  cuestión  sobre  la 
falta  de  personalidad  del  protestante,  pues,  siendo 
Notario  Público,  era  inelegible  antes  de  que  su  di- 
misión haya  sido  aceptada.  El  Comité  de  Eleccio- 
nes de  la  Asamblea  Filipina,  resolviendo  dicho  in- 
cidente, expresó  su  opinión  de  "que  la  Ley  Elec- 
toral no  exige  como  condición  precisa  para  ser  ele- 
gible la  aceptación  de  la  renuncia  presentada  por  un 
funcionario  público  que  aspirase  á  una  elección."  (1) 

§  216.  Un  Notario  Público  en  la  Ciudad  de 
Manila  dimitió  su  cargo  con  fecha  8  de  Julio,  ocho 
días  después  que  la  Ley  1869  entró  en  vigor,  con  el 
fin  de  poder  ser  candidato  á  las  elecciones  de  con- 
cejal de  la  Junta  Municipal  de  Manila:  ¿puede  di- 
cho Notario,  en  vista  de  las  disposiciones  de  la  Ley 
Electoral,  que  exigen  dimitir  del  empleo  público  ó 
cargo  sesenta  días  antes  de  la  elección,  ser  elegible 
para  dicho  cargo  de  concejal? 

"El  Secretario  Ejecutivo  Carpenter,  contestando 
á  esta  consulta,  emitió  la  siguiente  opinión:  El 
cargo   de    Notario  Público   ha  sido  considerado  gene- 

(1)     Diario   de   Ses.   de  la  Asamblea,  Enero,   22,    1908. 
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raímente  corno  cargo  público  por  los  Tribunales  de 
los  Estados  Unidos,  aunque  existen  resoluciones  de 
las  que  se  desprende  que  no  es  un  cargo  público 
dentro  del  significado  "expreso  de  la  ley  particular"  ; 
así  es  que  es  posible  que  los  Tribunales  de  aquí 
pudieran  interpretar  la  Ley  Electoral  en  el  sentido 
de  no  comprender  á  los  notarios  públicos  dentro  de 
los  términos  del  art.  12,  que  hace  inelegibles  á  los 
empleados   ó  funcionarios   públicos. 

"Pero  aun  suponiendo  que  los  Tribunales  llega- 
sen á  declarar  que  el  cargo  de  Notario  cae  dentro 
de  la  prohibición  de  la  Ley,  surgiría  la  cuestión  de 
si  dicha  prohibición  es  aplicable1  á  las  próximas  elec- 
ciones que  van  á  celebrarse  en  virtud  de  las  dis- 
posiciones de  la  Ley  NT.°  18(>9,  y  la  de  si  su  dimi- 
sión, con  fecha  Julio  8,  era  ó  no  un  acto  que  sig- 
nificaba el  cumplimiento  de  la  ley  en  sustancia,  de 
modo  que  le  librase  á  V.  del  precepto  prohibitivo 
que    aquélla   consigna. 

§  217.  "Según  las  disposiciones  del  artículo  C> 
de  la  Ley  N.°  1709,  ninguna  persona  que  desempeñe 
un  empleo  ó  cargo  público,  en  el  espacio  comprendido 
dentro  de  los  sesenta  días  de  una  elección  especial, 
es  elegible  para  cargo  alguno  que  haya  de  cubrirse 
por  virtud  de  dicha  elección.  Esta  ley  entró  en  vigor 
el  15  de  Septiembre  de  1907  y  seguía  catándolo 
cuando  se  aprobó  la  Ley  1869.  Esta  es  una  •  dispo- 
sición de  carácter  general  y  se  aprobó  con  referen- 
cia á  las  elecciones  reguladas  por  la  Ley  Electoral. 
La  abolición  de  la  Junta  Consultiva  de  Manila  y  la 
creación  de  dos  plazas  en  la  Junta  Municipal,  que 
habían  de  llenarse  por  elección,  que  se  celebraría 
dentro  de  sesenta  días  á  contar  de  la  fecha  de  la 
aprobación   de  la   Ley,    que   abolió   dicha  Junta  Con- 

20 
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sultiva,  no  estaba  previsto  en  la  Ley  Electoral.  En 
otras  palabras,  el  artículo  0  de  la  Ley  1709  no  im- 
pone sobre  nadie  una  ineligibilidad  legal,  de  la  que 
es  imposible  escapar.  Esto  aparece  claramente  de- 
mostrado por  la  disposición  relativa  á  excepciones, 
en  cuanto  á  las  elecciones  de  Noviembre  de  1907, 
dando  á  los  que  eran  entonces  funcionarios  un  corto 
período    para   que   dimitieran   y    fueran   elegibles. 

k'La  omisión  de  una  disposición  análoga  por 
parte  de  la  Ley  1869  es  claramente  un  descuido  de 
parte  del  Legislador,  pues  es  difícil  suponer,  en  au- 
sencia de  una  disposición  especial  al  efecto,  que  di- 
cho Cuerpo  legislativo  intente  descualificar  de  un 
modo  deliberado  á  una  determinada  clase  de  perso- 
nas en  una  elección  solamente,  sin  culpa  por  parte 
de   ellos." 

4 'El  Art.  1  de  la  Ley  1869  establece  determina- 
damente ciertas  disposiciones  de  la  Ley  Electoral 
aplicables  á  los  nuevos  cargos,  y  después  añade  en 
sentido  general:  Por  la  presente  se  declaran  apli- 
cables, en  cuanto  lo  sean,  todas  las  disposiciones 
de  la  Ley  N.°  1582,  según  está  enmendada,  á  los 
miembros  electivos  de  la  Junta  Municipal  y  á  su 
elección  en  el  mismo  grado  que  si  las  disposicio- 
nes de  dicha  Ley  N.°  1582,  según  está  enmendada, 
se  hubiesen  incorporado  á  esta  ley,  y  lo  mismo  que 
si  la  Ciudad  de  Manila  fuera  una  provincia  y  la 
elección  de  dichos  miembros  electivos  fuera  la  del 
Gobernador  Provincial  ó  la  de  tercer  miembro  de 
la  Junta  Provincial:  Entendiéndose,  sin  embargo, 
que  en  caso  de  oposición  entre  las  disposiciones  de 
la  Ley  Electoral  y  las  de  esta  Ley,  prevalecerán  y 
regirán  las   disposiciones    de    esta   ley.' 
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4 'El  hecho  de  excluir  determinadamente  ciertas 
disposiciones  debe  tenerse  como  demostrativo  -de  la 
intención  específica  de  no  incluir  otras,  y  seguido 
este  criterio  por  la  disposición  general  arriba  tras- 
crita, tiene  más  valor  la  conclusión  de  que  no  se 
pretendió  por  el  legislador  que  el  artículo  6  de  la 
Ley  1709  hubiera  de  interpretarse  estrictamente,  en 
cuanto  á  los  que  desempeñaban  cargos  en  la  Ciu- 
dad de  Manila,  y  no  especialmente  contra  aquellos 
que  los  dimitieron  dentro  de  un  plazo  razonable 
después   que    la   ley    entró  .en    vigor. 

"Aun  suponiendo  que  la  prohibición  de  la  Ley 
1709  pueda  declararse  en  general,  y  á  todos  los  casos, 
opino  que  una  dimisión  presentada  hacia  el  8  de 
Julio  significa  haber  cumplido  con  la  Ley  y  le  da 
á   dicho    Notario    la   condición    de    elegible."     (1) 

Sh^rlffs;  svi  in€>l^gifc>illcl£*cl. 

§  218.  En  el  Juzgado  de  1.a  Instancia  de  Cápiz 
se  suscitó  una  cuestión  sobre  la  inelegibilidad  de  los 
Sheriffs,  en  el  asunto  de  Cuñada  vs.  Bravo.  La  Corte 
dijo:  "El  Sr.  Bravo,  por  nombramiento  del  Gober- 
nador de  esta  provincia,  desempeñaba  en  el  Muni- 
cipio de  Pilar  el  cargo  de  delegado  Sheriff.  El  día  5 
de  Septiembre  del  presente  año  presentó  ante  el  Go- 
bernador su  dimisión  del  cargo  de  delegado  Sheriff, 
alegando  como  motivo  el  de  que  tenía  que  presentar 
su  candidatura  á  Presidente  (Exhibit  1),  pero  dicha 
renuncia  no  fué  admitida  por  el  Gobernador,  hasta 
mucho  después  de  verificadas  las  elecciones,  tanto  que 
el  día  en  que  éstas  tuvieron  lugar,  el  Sr.  Bra/vo,  en 
concepto   de    delegado  Sheriff,    dirigió  una  comunica- 


(1)     Op.    de    Secría.    Kjec.    de   25   de   Julio   de   1908. 
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ción  al  presidente  de  la  Junta  de  Inspectores  exi- 
giendo ciertos  derechos  para  servir  citaciones.  (Exhibit 
A)  En  la  vista  ha  declarado  que,  á  pesar  de  haber 
presentado  su  renuncia,  continuó  desempeñando  el 
cargo  de  delegado  Sheriff  por  temor  á  la  responsa- 
bilidad que  se  pudiera  imputar  de  abandonar  el 
cargo. 

"En  el  presente  caso,  el  candidato  Bravo,  si  bien 
manifestó  su  voluntad  de  querer  desprenderse  del 
cargo  de  delegado  Sheriff  que  desempeñaba,  no  obs- 
tante continuo  desempeñándolo,  siguió  estando  in- 
vestido de  su  empleo,  y  creemos  que  esto  es  mo- 
tivo bastante  para  inhabilitarle  ó  para  hacerle  in- 
elegible pañi  el  cargo  á  que  lia  sido  votado.  Las  ra- 
zones que  él  haya  tenido  para  obrar  así,  no  es  ne- 
cesario tenerlas  en  consideración  para  decidir  si  él 
continuó  ó  no  desempeñando  funciones  públicas.  El 
hecho  es*  que  él  continuó  ó  no  desempeñándolas. 
El  debió  haber  cesado  completamente,  debió  haber 
insistido  en  que  fuese  admitida  la  renuncia  por  él 
presentada,  para  lo  cual  tenía  tiempo,  ocasión  y  opor- 
tunidades bastantes. 

"Es  nuestra  opinión  que  el  candidato  Felipe 
Bravo,  por  la  razón  de  estar  desempeñando  cargo  ó 
empleo  público  de  Sheriff  delegado,  dentro  de  los 
30  días  anteriores  al  5  de  Noviembre,  es  inelegible 
para  el  cargo  de  Presidente  Municipal,  y  se  ordena 
que,  con  estimación  de  la -protesta  presentada,  quede 
anulada  la  elección,  en  la  cual  dicho  candidato  reci- 
bió 82  votos,  sin  que  por  esto  se  entienda  que  queda 
elegido  el  promovente  Eustaquio  Cuñada  que  ha  re- 
cibido 16  votos.  Y  no  habiendo  resultado  legalmente 
elegido   ningún  candidato,    procede  la    celebración  de 
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nuevas   elecciones    solamente    para    el    cargo    de    Pre- 
sidente   Municipal    del   Municipio    de    Pilar/' 

Escribientes  de  Municipios}  svi  inelegibi- 

üdad. 

§  219.  Los  escribientes  de  Municipios,  como 
quiera  que  desempeñan  cargos  6  empleos  públicos 
de  nombramiento,  están  sujetos  á  todas  las  dispo- 
siciones y  efectos  prevenidos  en  el  art.  29  de  la  Ley 
1582,  tal  como  ha  sido  enmendado  por  el  art.  0  de 
la    Ley    1709.    0> 

Segundas  reelecciones. 

§  220.  La  segunda  reelección  constituye  una 
causa  de  incapacidad  para  ser  elegible  con  respecto 
á    los   actuales    Presidentes   Municipales. 

El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  llocos  Sur, 
en  el  caso  de  Vera  (1ntz  vs.  Guerrero,  declaró  in- 
elegible al  protestado;  porque,  habiendo  sido  ya  re- 
elegible  para  el  mismo  cargo  de  Presidente  Munici- 
pal, no  puede  ser  reelegido  en  el  mismo  cargo,  sin 
mediar  entre  una  y  otra  reelección  un  intervalo  de 
dos   años. 

§  221.  En  el  asunto  de  Javier  vs.  Medina,  del 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Cavite,  se  suscitó 
la  cuestión  de  si  un  Presidente  Municipal  reelegido 
es  ó  no  elegible  para  una  segunda  reelección,  y  la 
Corte    dijo: 

"El  art.  24  del  Código  Municipal  expresamente 
prohibe  las  segundas  reelecciones,  excepto  cuando  ha 
mediado  un  intervalo  de  dos  años.  No  encontramos 
en  la  Ley  Electoral  N.°  1582  ni  en  su  reforma,  Ley 
N.°  1709,  una  disposición  derogativa  del  citado  art,  24. 


(1)     Op.    «le    la    F.    G.   de    19    Sbre.,    1907. 
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"VA  art.  .'52  de  la  Ley  Electoral,  al  derogar  ex- 
presamente las  leyes  y  artículos  de  leyes  allí  men- 
cionados no  hace  referencia  alguna  al  citado  art.  24 
de    la    Ley    82. 

"Lo  único  que  encontramos  en  la  Ley  Electoral 
que  pueda  decirse  relacionado  con  el  art.  24  del  Có- 
digo Municipal,  es  el  párrafo  8  del  art.  21)  de  la 
Ley,  reformado  por  el  art.  C>  de  la  Ley  N.°  1701),  que 
dispone  que  ninguna  persona  que  desempeña  un  cargo 
6  empleo  público  electivo  ó  de  nombramiento,  den- 
tro de  90  días  anteriores  á  una  elección  general,  o 
dentro  de  30  días  anteriores  á  una  elección  especial,  se 
presentará  candidato  en  ninguna  elección,  ni  será  ele- 
gible para  desempeñar  cargo  ó  empleo  público  electivo, 
salvo  el  caso  de  que  aspire  á  la  reelección  del  cargo  ó 
empleo  que  esté  desempeñando.  .Pero  la  reelección,  á 
que  puede  aspirar  un  Presidente  Municipal,  á  los 
efectos  de  este  artículo,  se  presume  que  es  una  reelec- 
ción legal,  esto  es,  no  prohibida  por  la  Ley.  Es- 
tando la  segunda  reelección  expresamente  prohi- 
bida por  el  art.  24  de  la  citada  Ley  82,  resulta 
evidente  que  el  Sr.  Juan  Medina  no  es  elegible  para 
el  cargo,  á  que  ha  sido  elegido  en  las  elecciones  de 
5    de   Noviembre."    (1) 

F^net  q[vi^  no  Inhabilita. 

§  222.  En  la  protesta  de  Pastor  vs.  Villamievu, 
electo  Gobernador  Provincial  de  Negros  Oriental, 
el  Gobernador  General,  que  entendió  del  asunto, 
sostuvo  que  el  hecho  de  que  el  protestado  fué  con- 
victo, hace  varios  años,  de  perturbador  de  la  paz 
pública  y  sentenciado  á  pagar  una  pequeña  multa. 
no   es    motivo    de    incapacidad. 

U)     Art.   24   del    Cód.    Municipal. 
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'La  sentencia,  decía  él,  no  envolvía,  y  por  la  ley 
no  podía  integrar  inhabilitación  para  votar  ó  para  ejer- 
cer cargo  público,  ni  la  falta  era,  aunque  algo  ignomi- 
niosa, suficientemente  grave  para  autorizar  una  re- 
solución que  prácticamente  sería  una  inhabilitación 
absoluta,  contraria  á  todas  las  disposiciones  vigen- 
tes.'1   a> 

§  223.  ''El  mero  hecho,  dijo  el  Fiscal  (leneral 
WilHey,  de  que  una  persona  haya  sido  condenada 
á  la  pena  de  multa  y  prisión,  ó  ambas  penas,  por  un 
delito,  no  le  inhabilita  para  ser  elegido  para  un  cargo 
municipal. 

' 'Para  que  sea  inhabilitado  de  este  modo,  es  ne- 
cesario que  haya  sido  privado  de  su  derecho  para 
votar  por  sentencia  de  un  Tribunal  con  jurisdicción 
competente,   desde  el   13  de   Agosto  de   1898."  (2) 

Amnistía. 

§  224.  Habiéndose  suscitado  la  cuestión  de  si 
la  Proclama  de  amnistía,  del  4  de  Julio  de  1902, 
hacía  desaparecer  la  inhabilitación  para  desempeñar 
un  cargo  público,  impuesta  por  la  Ley  N.°  78,  el 
Fiscal  (leneral  Wilfley  opinó  que,  siendo  de  carácter 
penal  la  inhabilitación  para  desempeñar  cargos  pú- 
blicos, impuesta  por  la  Ley  78  de  la  Comisión  de 
los  Estados  Unidos  en  Filipinas,  no  es  aplicable  á 
aquellos  que,  habiendo  cumplido  las  condiciones  es- 
tipuladas en  la  Proclama  de  amnistía,  han  sido  pur- 
gados del  delito  de  traición,  penado  por  dicha  Ley.  (8) 

Destiti40i<f>n  que  no  inhabilita. 

§  225.  En  la  protesta  di»  Del  Rosario  vs.  Di- 
putado   Lerma,     el    Comité   de     Elecciones,    siguiendo 


0)     O.  E.  N.  °  26,  Serie  de  1906. 

(2)  Op.  of  the  Att    G.,  Vol    1,  316. 

(3)  Op.  of  the  Att.  G.,  Vol.  I.  308. 
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la  opinión  de  la  Secretaría  Ejecutiva,  sostuvo  que 
la  destitución  del  Sr.  Lerma  del  cargo  de  Secretario 
Provincial  de  Bataan  no  implicaba  su  inhabilitación 
para    ejercer   cargos    públicos  W 

"Las  personas  que  poseen  las  condiciones  nece- 
sarias de  elector  no  quedan  inhabilitadas  en  las  pró- 
ximas elecciones,  con  motivo  de  haber  sido  destituidas 
de  un  cargo  municipal  por  el  Gobernador  General/'  (2) 

"La  cuestión  de  si  la  persona  destituida  de  un 
cargo  puede  ó  no  desempeñar  en  lo  futuro  el  mismo 
cargo  ú  otros  cargos  diferentes,  depende  necesaria- 
mente de  la  discreción  del  Gobernador  General,  tal 
como  queda  expresada  en  la  orden  destituyendo  al 
funcionario   de   que   se   trata."    (8) 

La  concesión    de  una  pesquería  no   inha- 
bilita para  ser  elegilble. 

§  226.  En  el  asunto  de  Marasigan  vs.  Presi- 
dente de  Bauang,  el  Juzgado  de  Primera  Instancia 
de  Patangas  dijo:  que  la  concesión  de  una  pesque- 
ría no  es  motivo  de  inelegibilidad,  bajo  la  Ley 
Electoral. 

El  mero  hecho  ele  ser  nombrado  para  un 

cargo  público  no  incapacita  para 

ser  elegible. 

§  227.  En  el  asunto  de  Palanca  vs.  Recio,  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  do  Tárlac  sostuvo: 
4 'que  aunque  el  protestado  ha  sido  nombrado  miem- 
bro de  la  Junta  de  Escuelas,  no  habiendo  aceptado 
ni  desempeñado  el  cargo,  era  elegible  para  Presi- 
dente Municipal,  pues  una  persona  puede  recibir  un 
nombramiento   para  un    cargo   cualquiera;    puede    no 


(1)  Diar.  de  ses.  de  la  Asamblea,  de  9  de  Enero  de  1908. 

(2)  Op.  of  the  Att.  G.,  Vol.  II,  652. 

(3)  Op.  of  the  Att.  G.,  Vol.  II,  60<>. 
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aceptar  dicho  nombramiento  y  no  tomar,  por  lo  tanto, 
posesión   del   cargo/' 

L,a  incapacidad   para  «ser  elegible  no  per» 
judien  el  derecho  de   votar. 

§  228.  Se  sostuvo  por  el  Juzgado  de  Primera 
instancia  de  Nueva  Ecija,  en  el  caso  de  Ramírez 
vs.  Junta  de  Inspectores  de  Santa  Rosa,  que,  aunque 
Ramírez  estaba  inhabilitado  para  ejercer  cargos  pú- 
blicos, esto,  sin  embargo,  no  le  privaba  de  su  dere- 
cho  de    votar. 

Elección    de    personas  inelegibles. 

§  229.  Corno  puede  ocurrir  y  de  hecho  ha 
ocurrido  algunas  veces  que,  no  obstante  la  inelegi- 
bilidad  de  un  candidato,  resulta  éste  elegido  en  una 
elección,  es  conveniente  tener  en  cuenta  las  doctri- 
nas sentadas  por  los  Tribunales  sobre»  si,  resultando 
inelegible  el  candidato  que  obtuvo  mayoría  ó  plu- 
ralidad, puede  ser  elegido  el  candidato  siguiente  en 
número   de    votos. 

El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Union,  en 
el  caso  de  Luna   vs.   Zandneta,    dijo: 

"Si  el  candidato  debidamente  elegido  no  es  ele- 
gible,   no  resulta   elegido   el  candidato   derrotado." 

§  230.  El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Mo- 
cos Sur,  en  el  asunto  de  Vera  Cruz  vs.  Guerrero, 
declaró  nula  la  elección  de  Presidente  Municipal,  por 
resultar  inelegible  el  que  fué  elegido  para  dicho  cargo. 

§  231.  En  el  caso  de  Anguluan  vs.  liiUz,  el 
Juzgado  de  Isabela  declaró  que,  no  habiendo  sido 
emitida  ninguna  pluralidad  de  votos  á  favor  de  al- 
guien debidamente  cualificado  para  ejercer  el  cargo 
de  Presidente  Municipal,  por  ser  inelegible  el  que 
obtuvo   la  mayoría  de  votos,    no  hay  legalmente   ele- 

21 
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gido  para  el  cargo  de  Presidente  del  pueblo  de  Echa- 
güe,  Isabela,  en  la  elección  celebrada  el  5  de  Noviem- 
bre  de    1907. 

§  232.  En  el  asunto  de  Javier  vs.  Medina,  del 
Juzgado  de  Primera  instancia  de  Cavite,  la  Corte, 
al  declarar  fracasada  la  elección,  dijo:  "La  resolución 
de  este  asunto  depende  necesariamente  de  la  con- 
sideración que  se  dé  á  los  23  votos  depositados  á 
favor  del  protestado  Sr.  Medina;  Si  estos  votos  son 
nulos  y  deben  ser  descontados  del  escrutinio,  el  re- 
currente, Sr.  Javier,  con  sus  18  votos,  tendría  una  plu- 
ralidad de  los  47  depositados  en  las  urnas,  y  debe  ser 
declarado  elegido.  Si,  por  el  contrario,  son  válidos, 
el  Sr.  Javier  no  tendría  una  pluralidad  de  votos,  y 
por    tanto   no    debe    ser   declarado    elegido. 

"El  Abogado  del  recurrente  sostiene  el  primer 
extreno  del  dilema,  citando  en  apoyo  de  su  peti- 
ción la  regla  inglesa  seguida  en  la  Indiana  y  en 
unos  casos  en  el  Condado  de  Stephenson,  Illinois, 
á  saber: 

'Cuando  en  una  elección  hay  candidatos  opo- 
nentes para  un  cargo,  y  el  candidato  que  obtiene 
mayor  número  de  votos  es  inelegible,  sólo  por  vir- 
tud de  un  hecho  ó  causa  que  los  votantes  no  sabían 
ó  no  tenían  obligación  de  saber,  la  elección  debe 
declararse  fracasada,  no  dando  á  candidato  alguno 
derecho  al  cargo,  y  debiera  ser  seguida  de  otra  elec- 
ción,   x   x   x.' 

'Pero  cuando  los  votantes  en  una  elección  saben, 
ó  tenían  obligación  legal  de  saber,  de  tal  suerte  que, 
por  la  ley,  á  ellos  se  les  supone  sabedores  de  la  in- 
elegibilidad  de  un  candidato,  la  elección  no  debe  con- 
siderarse fracasada,  sino  que  en  tal  caso  el  candi- 
dato elegible  que  obtiene  el  siguiente  mayor  número 
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<lo  votos,  es  loga lmon te  elegido  y  tiene  derecho  al 
cargo.  Contra  esta  doctrina  no  hemos  encontrado  au- 
toridad   alguna.' 

§     233.      "Veamos  ahora    lo  que,  á  propósito    de 
la  regla  inglesa,   dice   MeOary  en  su  obra  citada :   a) 

'No  hay  duda  de  que  la  regla  inglesa  es  que. 
cuando  el  candidato  de  la  mayoría  es  inelegible  y  se  ha 
dado  suficiente  noticia  de  su  inelegibilidad,  la  per- 
sona que  recibe  el  siguiente  número  mayor  de  votos, 
siendo  elegible,  debe  ser  declarado  elegido.  Gran  im- 
portancia se  ha  dado  al  hecho  do  la  noticia  do  in- 
elegibilidad, y  la  razón  de  la  regla  inglesa  es  casti- 
gar la  obstinada  voluntaria  y  el  mal  proceder  del 
votante  en  dar  su  voto  á  un  candidato  que  es  co- 
nocidamente elegible.  lTn  examen  de  las  causas  in- 
glesas demostrará  que  en  algunas  de  (días  la  elec- 
ción ha  sido  declarada  inválida,  y  devuelta  al  pueblo, 
bajo  el  fundamento  de  que  no  hubo  suficiente  noticia 
de  la  incapacidad  del  candidato  triunfante,  mientras 
que  en  otras  el  candidato  de  la  minoría  ha  sido 
declarado  elegido,  por  la  razón  de  que  se  ha  dado  la 
debida  noticia  de  la  inelegibilidad  de  la  persona  que 
recibió   la   mayoría.    (Se  citan    varios   casos.) 

'Aunque  la  Ley  del  Parlamento  inglés,  tanto 
como  la  administrativa  en  las  Cortes  de  aquel  país, 
reconoce,  por  regla  general,  la  establecida  en  los  ca- 
sos que  se  acaban  de  citar,  la  Cámara  de  Represen- 
tantes de  Estados  Unidos  ita  rehusado  adoptarla. 
Véase  la  causa  de  Smith  vs.  Broten,  en  que  Mr.  Oawest. 
Presidente  del  Comité  de  Elecciones,  presentó  un 
completo  informe  en  el  que  revisó  las  autoridades,  y 
la  conclusión,  á  que  ha  llegado  es  que  la  Ley  del 
Parlamento  tnolés,  en  este  particular,  nunca  ha  sido 


(1)     4.a  Edic,    §   327    y  sig. 
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adoptada  en  este  país,  y  es  completamente  inaplicable 

AL  SISTEMA  DE  GOBIERNO,  BAJO  EL  CUAL  VIVIMOS  NOSO- 
TROS. Y  las  Cortes  en  este  país  generalmente  toman  el 
mismo  punto  de  vista. 

'De  este  modo  se  verá  que  el  peso  de  la  au- 
toridad está  decididamente  en  contra  de  la  adopción 
en  América  de  la  doctrina  inglesa.  Y  nosotros  cree- 
mos que  la  sana  política,  de  consuno  con  la  razón 
y  la  autoridad,  prohibe  la  adopción  de  aquella  doc- 
trina en  este  país.  Es  una  idea  fundamental  entre 
nosotros  la  de  que  la  mayoría  debe  gobernar  y  que  una 
mayoría,  ó  por  lo  menos  una  pluralidad,  es  necesaria 
para  elegir  por  el  voto  popular  á  una  persona  para 
un  cargo.  Una  elección  entre  nosotros  es  la  volun- 
tad deliberada  de  una  mayoría  ó  pluralidad  de  elec- 
tores. Otadqniera  doctrina,  que  abra  el  camino  ed  go- 
bierno de  la  minoría  en  cualquier  raso,  es  antirrepu- 
blicano ¡j  anti-<imerie<tno.  La  regla  inglesa,  si  fuese 
observada,  serviría  en  muchos  casos  para  compeler 
á  grandes  mayorías  á  someterse  á  pequeñas  minorías, 
pues  una  persona  inelegible  puede  recibir,  y  en  mu- 
chos casos  ha  recibido,  una  gran  mayoría  de  votos. 
Es  bastante,  en  tal  caso,  para  declarar  inválida  la 
elección. 

'Esta  cuestión  ha  sido  cuidadosamente  discutida 
y  decidida,  por  lo  que  toca  al  Senado  de  los  Es- 
tados Unidos,  en  el  caso  de  Joseph  (\  Abbott,  de 
Carolina  del  Norte.  La  decisión  en  esta  causa  fué  con- 
tra la  adopción  de  la  regla  inglesa  en  América,  y 
Abbott,  que  reclamó  el  puesto  bajo  el  fundamento 
de  que  él  era  la  única  persona  elegible  votada  para 
el  mismo,  no  obstante  que  él  recibió  solamente  una 
minoría  de  los  votos  depositados,  fué  declarado  no  ele- 
gido.   Y    fué   firmemente   sostenido    en    el    report    del 
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Comité,  que  el  hecho  de  que  los  votantes  tenían  no- 
ticia de  la  inelegibilidad  del  candidato,  al  tiempo  de 
depositar  sus  votos  para  él,   carece  de  importancia. ' 

§  234.  "Que  los  Tribunales  de  los  Estados  Uni- 
dos han  sostenido  generalmente  la  regla  de  que  el 
candidato  de  la  minoría  no  resulta  elegido,  cuando 
los  votos  de  la  minoría  han  sido  depositados  á  fa- 
vor de  personas  inelegibles,  así  lo  demuestran  los 
varios  casos  decididos  en  los  diferentes  Estados  de  la 
Unión. 

"En  vista  de  todo  lo  cual  se  ha  formulado  por 
un  autor  la  siguiente  regla,  que  podemos  llamar 
americana,  en  oposición  á  la  inglesa,  á  saber: 

'Que  una  mayoría  ó  una  pluralidad  de  votos 
en  favor  de  un  candidato  inelegible  en  una  elec- 
ción popular,  en  tanto  que  no  le  dá  ningún  de- 
recho al  cargo,  es  en  ausencia  de  alguna  ley 
declarando  que  dichos  votos  son  nulos,  tan  lejos 
de  ser  eficaz,  que  impide  la  elección  del  candi- 
dato que  ha  recibido  un  menor  numero  de  votos.' 

§  235.  "Si,  pues,  la  regla  inglesa  no  ha  sido 
adoptada  en  América  y  no  es  aplicable  al  sistema 
de  gobierno  americano,  como  así  lo  ha  resuelto  la 
Cámara  de  Representantes  de  los  Estados  Unidos, 
en  el  caso  citado  de  Smith  vs.  Brown,  creemos  que 
dicha  regla  no  tiene  aplicación  en  nuestro  país, 
donde  las  instituciones  políticas  actuales  reconocen 
los  mismos  principios  democráticos  del  Gobierno 
Norte-Americano.  La  regla  americana  debe  ser  obser- 
vada. 

"Por  tanto,  siguiendo  la  doctrina  general  sentada 
por  las  autoridades  citadas,  llegamos  á  la  conclu- 
sión   de    que    los   23    votos   á  favor   del    protestado, 
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Sr.  Medina,  si  bien  son  ineficaces  por  falta  de  su- 
jeto pasivo,  por  la  inelegibilidad  de  la  persona  vo- 
tada, son,  sin  embargo,  válidos  á  los  efectos  del 
escrutinio  y  deben  ser  contados,  toda  vez  que  en 
la  Ley  Electoral  no  hay  ninguna  disposición,  al  me- 
nos que  yo  sepa,  que  declara  nulos  los  votos  da- 
dos á  personas  inelegibles;  de  donde  resulta  que  el 
recurrente,  Sr.  Javier,  con  sus  18  votos,  no  ha  ob- 
tenido la  pluralidad  que  exige  el  art.  F>  párrafo  úl- 
timo de  la  Ley  para  tener  derecho  al  cargo  en  cues- 
tión. " 

§  236.  En  el  asunto  de  Ricafranca  vs.  Carras- 
coso, del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Ambos  Ca- 
marines,  la  Corte  dijo: 

"La  regla  general,  segiin  se  ha  establecido  por 
los  Tribunales  americanos  al  determinar  cuestiones  de 
esta  índole,   es  que: 

'Una  mayoría  ó  pluralidad  de  votos  á  favor  de 
un  candidato  inelegible  en  una  elección  popular,  si 
bien  no  le  confieren  ningún  derecho  al  cargo,  es,  á 
falta  de  alguna  ley  declarando  nulos  tales  votos,  tan 
lejos  de  ser  eficaz  que  impide  la  elección  de  un  can- 
didato que  recibió  menor  número  de  votos.  Pero  esta 
regla  está  sujeta  á  modificación,  de  tal  suerte  que, 
si  dichos  votos  fueron  depositados  por  los  electores 
con  pleno  conocimiento  de  que  el  candidato  es  in- 
elegible, deben  eliminarse.  La  presunción,  sin  em- 
bargo, es  contra  la  intención  de  parte  del  elector  de 
inutilizar  su  voto,  y,  con. el  fin  de  anular  un  voto, 
se  debe  probar  claramente  que  no  sólo  la  existencia 
del  hecho  que  descalifica  al  candidato,  sino  también 
la  ley   que   establece    semejante    hecho   para    descali- 
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« 

ficarle  han  llegado  al  conocimiento  del  elector  y  que 
hacia  estos  extremos  se  le  ha  llamado  la  atención.'  (1) 

"En  Indiana  las  Cortes  habían  enunciado  varias 
veces  sin  ninguna  restricción  una  doctrina  directa- 
mente opuesta  á  la  anterior,  decidiendo  que  cuando 
el  candidato,  que  recibió  la  mayoría  de  votos  es  ine- 
legible, el  candidato  que  recibió  la  minoría  sea  ele- 
gido. (2)  Sus  Tribunales,  sin  embargo,  han  modifi- 
cado en  cierto  modo  sus  decisiones  anteriores  sobre 
esta   cuestión. 

-  "En  el  asunto  de  Saunders  vs.  Haynes,  13  Cal. 
145,  la  Corte  dijo  que  es  más  propio,  más  justo  y 
más  conforme  con  la  teoría  de  nuestras  instituciones 
considerar  los  votos  depositados  como  meramente  inú- 
tiles para  el  fin  de  una  elección,  que  darles  el  efecto 
de  desaprobar  la  voluntad  popular  y  elegir  para  un 
cargo  á  un  hombre,  cuyas  pretensiones  son  recha- 
zadas  por   el   pueblo. 

§  237.  "En  mi  opinión,  la  regla  que  el  Juz- 
gado debe  seguir  en  este  país  es,  que  cuando  hay 
candidatos  que  aspiran  á  un  cargo  en  una  elección 
y  que  el  candidato  que  recibe  el  mayor  número 
de  votos  es  inelegible,  pero  por  un  hecho  ó  causa 
de  que  los  votantes  no  quedaban  obligados  á  saber, 
la  elección  no  prospera  y  no  dá  á  ningún  candi- 
dato el  derecho  al  cargo,  y  que  debería  celebrarse 
una  nueva  elección.  Pero,  cuando  los  actos  especí- 
ficos de  los  candidatos  son  por  la  ley  considerados 
criminales,  como  también  la  inhabilitación  para  po- 
seer el  cargo  no  puede  presumirse  que  algún  elec- 
tor ignorase   el    hecho    que    tales  actos  inhabilitan  al 


(1)  10  Am.  and  Ene.  Ene.  of  Law,  758. 

(2)  State   vs.   Gallagher,    10   Am.    and   Eng.  Ene.    of  Law,    758. 
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candidato  porque  debe  presumirse  á  toda  persona 
conocer   la   ley  criminal  de    su  país. 

4 'Soy  de  opinión  que  los  electores  no  estaban 
obligados  á  saber  por  la  ley,  que  Mariano  Carrascoso 
era  inelegible,  aunque  esa  cuestión  no  está  libre  de 
dudas;  y  en  vista  del  hecho  de  que  no  fué  de- 
mostrado que  la  inelegibilidad  de  Carrascoso  era  sa- 
bida por  los  electores,  por  tanto,  se  decide  que  nin- 
guno fué  elegido  legalmente  Presidente  de  Buhi  en 
la   última   elección  general." 

§  238.  En  la  protesta  de  Llórente  vs.  Sotto,  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Cebú  resolvió:  1.° 
que  la  inelegibilidad  del  candidato,  que  había  sido 
condenado  á  la  pena  de  dos  años,  dos  meses  y  un 
día  de  prisión  correccional,  estaba  . relacionado  con 
la  fecha  del  día  de  la  elección,  y  si  en  aquel  día 
existe  la  inelegibilidad,  no  puede  ser  subsanado 
este    asunto,    salvo    los  casos  previstos  por  la  Ley;   y 

2.°  Que  en  caso  de  que  la  inelegibilidad  de  un 
candidato  es  conocida  por  los  electores,  que  en  el  día 
de  la  elección  votan  por  él,  las  balotas  correspon- 
dientes deben  ser  declaradas  nulas  é  ilegales  y  sin 
efecto  ninguno,  y,  por  lo  tanto,  se  decretará  la  elec- 
ción á  favor  del  candidato  que  ha  recibido  el  ma- 
yor  número   de    votos   legales." 

Descalificación  de  funcionarios 
inelegibles. 

§  239.  Cuando  un  Gobernador  Provincial  6 
Tercer  Vocal  ó  Miembro  electivo  de  la  Junta  Municipal 
de  Manila  no  es  elegible,  puede  ser  descalificado 
y  separado  del  cargo,  previa  denuncia  de  cualquier 
miembro  de  la  Junta  Provincial  ó  de  la  Junta  Municipal 
de  Manila,  según  sea  el  caso,  ó  de  otra  cualquiera 
persona   ante  el   Gobernador  General,   quien    dispon- 
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«Irá  una  investigación  por  el  funcionario  que  designe 
al  efecto,  dando  al  Gobernador  ó  Tercer  Vocal  ó 
Miembro  de  la  Junta  Municipal  de  Manila,  según 
sea  el  caso,  oportunidad  de  presentar  pruebas  á  su 
favor,  y  visto  el  informe  del  mismo,  declarará  va- 
líante el  cargo  ó  desestimará  la  denuncia,  según 
aconsejen    los    hechos.    (1) 

§  240.  Igualmente,  cuando  un  funcionario  mu- 
nicipal no  es  elegible,  podrá  ser  descalificado  y  separado 
del  cargo,  mediante  denuncia  de  cualquier  concejal  6 
funcionario  municipal  de  otra  clase  ú  otra  persona 
ante  el  Concejo  Municipal,  el  cual,  después  de  la  de- 
bida investigación  con  citación  del  funcionario  pro- 
testado, para  que  pueda  presentar  pruebas  en  su  favo]*, 
declarará  vacante  el  cargo  ó  desestimará  la  denuncia, 
según  aconsejen  los  hechos,  debiendo  enviar  dentro  de 
.'JO  días  el  expediente  á  la  Junta  Provincial,  para  la 
confirmación  ó  revocación  del  acuerdo  del  Concejo 
Municipal.  (2) 

§  241.  Por  último  el  Gobernador  General,  pre- 
vio recibo  de  pruebas  satisfactorias  para  él  de  que 
una  persona  no  elegible  está  ocupando  algún  cargo 
ó  empleo  provincial  ó  municipal,  puede  sumariamente 
destituir  á  dicha   persona.   W 

En  todos  los  casos  de  descalificación  ó  destitución, 
los  actos  oficiales  de  una  persona  elegida  y  que  toma 
posesión  del  cargo,  no  siendo  elegible  para  el  mismo, 
son  válidos,  sin  perjuicio  de  quedar  vacante  el  cargo, 
tan    pronto  se  descubra  su   inelegibilidad.    (4) 

§  242.  El  Fiscal  General  A  raneta,  interpre- 
tando el  último  párrafo  del  art.  12,  dice:  "las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  último  párrafo  de  la 
sec.    12    se     refieren     á    la    remoción     de    la.    persona 

(1)     Art.   12   v  Ley    N.  °    18M).      (2)     Art.     12.      (3)     Lev  N.  °    172t>. 
Í4)     Art.   12. 
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inelegible  bajo  la  Ley  que  esté  en  posesión  del 
cargo,  pero  no  es  aplicable  para  impedirle  de  tomar 
posesión   de  él.''    (X) 

§  243.  La  Secretaría  Ejecutiva,  interpretando  el 
párrafo  7  del  art.  12,  opinó  fctque  dicho  párrafo  se 
refiere  á  una.  persona  que  esté  ocupando  una  plaza 
ó  cargo,  y  no  á  una  persona  que  ha  sido  elegida, 
pero  que  no  haya  tomado  aún  posesión  de  su  cargo. 
En  este  caso,  la  protesta  debería  presentarse  á  la 
Corte  de  Primera  Instancia  dentro  de  las  dos  sema- 
nas después  de  la  elección.  Después  que  dicha  per- 
sona haya  tomado  posesión  del  cargo,  entonces  son 
aplicables  las  disposiciones  del  párrafo  7  del  art.  12 
de    la    Ley  1582."    ^ 

§  244.  Según  esto,  resulta  que,  si  un  electo  para 
un  cargo  es  inelegible  para  desempeñarlo,  puede 
alegarse  su  inelegibilidad  como  fundamento  de  pro- 
testa que  se  presentará  ante  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia  dentro  de  las  dos  semanas  siguientes  á  su 
elección.  Pasado  ese  plazo,  y  aún  antes  de  que  el 
candidato  tomara  posesión  del  cargo,  puede  ser  también 
descalificado  gubernativamente.  Tal  parece  ser  el  crite- 
rio sostenido  por  el  Gobernador  General,  al  admitir  y 
resolver  la  protesta  contra  la  inelegibilidad  del  Gober- 
nador Provincial  de  Patangas,  Sr.  Apacible,  antes  que 
éste   tomara    posesión    del  cargo. 

Enfermedad  c|ue  no  descalifica. 

§  245.  En  el  asunto  de  Capistrano  vs.  Corrale*, 
el  Comité  de  Elecciones  de  la  Asamblea  Filipina, 
sostuvo  que  el  mero  hecho  de  hallarse  enfermo  un 
electo    Diputado    no   le    descalifica.     (8) 


(1)  Op.  de  la  F.  G.  Dbre.,  3,  1907. 

(2)  Com.  al  Tesro.  Prov.   de  Cavjte  Dbre.,    1,    1907. 

(3)  Diar.  de  ses.  de  la  Asamblea,  Nov.  1.  c,    1907. 
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CAPÍTULO  VIH. 

Funcionarios  de  elección. 


240.  Inspectores  de  elección 

'247.  Nombramiento  de  Inspectores  de  elección. 

248.  Intervención  de  los  partidos  políticos. 

249.  Condiciones  de  los  Inspectores  de  elección. 

250.  Incapacidades  de  los  Inspectores. 

251.  Inelegibilidad  de  los  Inspectores. 

252.  Vacantes  de  Inspectores. 

253.  Deberes  de  los  Inspectores 

254.  Facultades  de  los  Inspectores. 

255.  Compensación  de  los  Inspectores. 

256.  Renuncia  de  un  funcionario  municipal  para,  aceptar 

el  cargo  de  Inspector. 
257-260.     Renuncia  de  un  Inspector  para  aceptar  un  cargo 
municipal  ó  para  ser  candidato. 

261.  Irregularidad  en  el  nombramiento  de  Inspector. 

262.  Falta  de  juramento  de  Inspector. 

263.  Ausencia  de  Inspectores  del  Colegio  Electoral. 

264.  Ausencia   del    Presidente   de  elección  durante  el 

escrutinio. 

265.  Inspector  que  apoya  una  candidatura. 

266.  Inspectores  que  se  interesan  en  contratas  ó  nego- 

cios del  Municipio. 


Inspectores   de   elección. 

§  246.  Los  funcionarios  encargados  de  prepa- 
rar y  verificar  las  elecciones  se  llaman  Inspectores 
de  Elección.    <D 

Nombramiento  de  los  Inspectores 
de  Elección. 

§     247.      El  Concejo  Municipal  de  todos  los   Mu- 


(1)     Art,  15. 
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nicipios  nombra  cada  dos  años  tres  Inspectores  y  un 
Secretario  de  elección  para  cada  sección  electoral, 
quienes  desempeñarán  el  cargo  durante  dos  años. 
Las  personas  nombradas  recibirán  del  Presidente  Mu- 
nicipal el  correspondiente  nombramiento  en  forma, 
y  prestarán  y  firmarán  ante  el  Secretario  Municipal 
el  juramento  prescrito  por  la  Ley  dentro  .de  veinte 
días,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  notificación  de 
su  nombramiento.  Los  Inspectores  de  cada  sección 
electoral,  antes  de  entrar  en  el  desempeño  de  sus 
funciones,  nombrarán  Presidente  á  uno  de  ellos  ó 
sortearán  la  presidencia,  si  no  convienen  por  ma- 
yoría  en    dicho    nombramiento.     (1) 

Intervención  de  los  partidos  políticos. 

§  248.  En  el  nombramiento  de  los  Inspecto- 
res de  elección,  se  tendrá  en  cuenta  si  hay  en  el 
municipio  uno  ó  más  partidos  políticos  ó  ramifi- 
caciones de  los  mismos,  que  hubiesen  tenido  un 
treinta  por  ciento  ó  más  de  los  votos  emitidos  en 
la  elección  precedente,  pues,  en  tal  caso,  dos  de  los 
inspectores  serán  escogidos  de  los  afiliados  al  par- 
tido que  obtuvo  el  mayor  número  de  votos  en  la 
elección  precedente,  y  el  otro  se  escogerá  de  entre 
los  que  pertenezcan  al  partido  que  obtuvo  el  lugar 
inmediato    inferior   en    la    votación.     (2^ 

Condiciones  de  los  Inspectores  ó 
Secretarios. 

§  249.  El  nombramiento  de  estos  funcionarios 
debe  recaer  en  personas  que  reúnan  estas  condiciones: 

a)  Ser  elector  de  la  sección  electoral  respectiva: 
(b)   ser  de   buena  conducta;    (c)    no  haber  sido  pre- 


(1)  Art.  15. 

(2)  Art.  15. 
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viamente  convicto  de  delito  que  suponga  perversi- 
dad moral;  (el)  saber  leer,  escribir  y  hablar  de  un 
modo  inteligible  el  inglés,  el  español  ó  el  dialecto  local. 

Incapacidad  ele'  ¡os  Inspectores. 

§  250.  Xo  pueden  ser  nombrados  Inspectores 
los  que  desempeñan  un  cargo  público,  ó  sean  candi- 
datos para  él.    (1) 

I  nelegilbilidetd  de  los  Inspectores. 

§  251.  Los  Inspectores  no  son  elegibles  ni 
pueden  ser  nombrados  para  el  desempeño  de  otro 
cargo  público,  á  menos  que  renuncien  su  cargo  dentro 
del  plazo   marcado    por  la    Ley.  (2) 

El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Pangasinán. 
interpretando  el  art.  15  de  la  Ley,  en  lo  relativo  á 
la  inelegibilidad  de  los  Inspectores,  dice:  —  ''Las  pa- 
labras, durante  el  plaza  de  su  cargo  tal  corno  están  usada* 
por  la  Ley,  claramente  se  refieren  al  período  de  tiempo 
que  el  Inspector  tenga  por  conveniente  desempeñar 
el  cargo,  y  no  necesariamente  á  dos  años  enteros, 
porque  él  tiene  el  mismo  derecbo  legal  de  renunciar, 
como  otro  funcionario  público.  Y  la  última  cláusula 
de  dicho  artículo,  actuar  como  tal  desde  el  momento 
que  sea  candidato,  sería  una  redundancia  sin  sentido, 
de  admitir  como  correcta  la  pretensión  del  protes- 
tante. 

"Puede  observarse  fácilmente  que  en  Filipinas 
sería  difícil  en  muchos  casos  hallar  Inspectores  efi- 
cientes, si  á  ellos  se  les  priva  de  su  privilegio  de 
renunciar,  cuando  lo  tengan  por  conveniente,  y  pre- 
sentarse   como  candidatos    para  otros  cargos.    Hay  un 


(1)  Art.  1~>. 

(2)  Art.  15. 
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derecho  legal  de  renunciar,  ó  mejor,  no  hay  una 
prohibición  legal;  y  el  mero  hecho  de  que  el  ('on- 
cejo Municipal  nombra  á  un  elector  para  el  cargo 
de  Inspector,  ciertamente  no  descalifica  á  dicho  elec- 
tor para  ser  nombrado  ó  elegido  para  otro  cargo, 
siempre  que  él  decline  el  nombramiento  de  Inspec- 
tor ó  renuncie  después  de  su  aceptación,  dentro  del 
período  de  tiempo  señalado  por  la  ley,  antes  de 
ser  candidato  para  otro  cargo  electivo,  ó  antes  do 
aceptar  otro  cargo   de    nombramiento/'  (1) 

Y/e*ceirit^s    dk&>   Inspectores. 

§  252.  Si,  al  tiempo  de  reunirse  los  Inspecto- 
res, hubiese  una  vacante  en  el  cargo  de  Inspector 
ó  en  el  de  Secretario,  ó  si  cualquier  Inspector  estu- 
viese ausente  de  la  reunión,  fuera  del  caso  previsto 
en  el  art.  17  de  esta  Ley,  el  Inspector  ó  inspec- 
tores presentes  nombrarán  un  elector  hábil  de  la 
sección,  el  cual,  en  caso  de  ser  la  vacante  de  Ins- 
pector, será  del  mismo  partido  político  que  el  au- 
sente, para  cubrir  dicha  vacante  hasta  que  el  au- 
sente comparezca  ó  la  vacante  sea  cubierta  como 
anteriormente  se  dispone.  Si,  al  tiempo  de  celebrarse 
dicha  reunión,  están  vacantes  todos  los  cargos  de 
Inspectores,  ó  si  no  se  presenta  ninguno,  una  hora 
después  de  la  fijada  por  la  Ley  para  dar  comienzo 
á  dicha  reunión,  los  electores  presentes  de  la  sec- 
ción, que  no  bajen  de  diez,  pueden  designar  tres 
electores  de  la  misma  sección  para  cubrir  las  va- 
cantes ó  para  actuar  en  lugar  de  los  Inspectores, 
hasta  que  los  ausentes  comparezcan  ó  sus  vacantes 
sean  cubiertas  por  el  Concejo,  como  anteriormente 
se    dispone.    En    el  caso   de  cubrirse   las  vacantes  por 


(1)     Marqueta  vs.  Lictaua,  <iel  Juzgado  de   Pangasinán. 
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los  Inspectores  ó  por  los  electores  de  la  sección,  los 
Inspectores  así  nombrados,  prestarán  juramento  ante 
el  Presidente  de  la  Junta,  y,  si  éste  no  está  pre- 
sente, lo  prestarán  entre  ellos  mismos,  y  tales  jura- 
mentos serán  enviados  inmediatamente  al  Secretario 
Municipal    para   que    los    archive.    (1) 

El  ('oncejo  Municipal  es  el  encargado  de  nom- 
brar á  los  Inspectores  de  elección;  pero  la  Ley,  á 
fin  de  obviar  toda  dificultad  proviniente  de  la  falta 
ó  ausencia  de  los  Inspectores  nombrados,  en  los 
días  de  inscripción  ó  de  elección,  dispone  que  los 
mismos  Inspectores  presentes  ó  diez  electores  por  lo 
'menos,  si  faltasen  los  tres  Inspectores,  pueden  nom- 
brar á  tres  electores  de  la  sección,  para,  que  actúen 
como  Inspectores,  hasta  que  los  ausentes  comparezcan 
ó  sus  vacantes  sean  cubiertas  por  el  Concejo  Mu- 
nicipal. Tal  procedimiento  debió  haberse  adoptado 
por  la  Junta  electoral  de  llagan,  para  suplir  la  falta 
de  un  Inspector,  que.  se  decía,  había  renunciado 
el  cargo  días  antes  del  señalado  para  inscripciones, 
y  cuyo  sucesor  no  había  sido  hasta  entonces  nom- 
brado   por    el    (>oñcíijo    Municipal. 

Deberes  ele-  los  Inspectores. 

§  253/aPKeden  reducirse  los  deberes  de  los 
Inspectores  á  los  siguientes:  formar  el  censo  electoral, 
celebrar  ■las'"-  elecciones,  guardar  el  orden  en  el  Co- 
legio Electoral,  verificar  el  escrutinio  de  votos,  cer- 
tificar el  resultado  del  escrutinio  y  entregar  sus  ac- 
tas, urnas  y  demás  documentos  de  elección,  al  Se- 
cretario   Municipal.    (2) 

Facultades  de  los  Inspectores. 
§     254.      Los    Inspectores    tienen    completa    auto- 

(1)  Art.  lo. 

(2)  Arts.  16  y  17. 
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ridad  para:  (a)  mantener  el  orden  dentro  y  alre- 
dedor del  local  de  las  sesiones  de  la  Junta;  (b)  con- 
servar abierto  y  expedito  el  acceso  al  mismo  y  ha- 
cer que  se  obedezcan  sus  órdenes  durante  la  reu- 
nión; (c)  dictar  á  los  agentes  de  orden  público 
la  detención  de  los  perturbadores  del  orden  basta 
que  se  termine  la  sesión,  pero  de  modo  que  el 
cumplimiento  de  dicha  orden  no  impida  al  detenido 
ejercer  el  derecho  de  votar;  (d)  prohibir  la  venta 
de  licores,  el  establecimiento  de  puestos  provisiona- 
les de  venta  ó  exhibición  de  objetos,  mercancías  ó 
refrescos  en  los  días  de  inscripción  en  el  censo  elec- 
toral y  en  los  días  de  elección,  dentro  de  30  y 
150  metros,  respectivamente,  al  rededor  del  Colegio 
Electoral;  (e)  recibir  el  juramento  del  elector;  (f) 
examinar  al  que  solicite  inscribirse  en  el  censo,  sobre 
su  capacidad  y  recibir  las  pruebas  necesarias  para 
ello;  (g)  citar  subpoena  á  los  testigos  y  obligarles 
á  comparecer  y  á  declarar,  pero  los  derechos  de 
tales  testigos  y  los  gastos  de  las  citaciones,  los  pa- 
gará por  anticipado  la  persona  interesada  en  la  ci- 
tación; (h)  resolver  sin  dilación  las  cuestiones  sobre 
la  procedencia  ó  improcedencia  de  la  inscripción  so- 
licitada por  un  elector,  la  cual  resolución  podrá  ser 
apelable  para  ante  la  Junta  Provincial  ó  ante  el  Juz- 
gado ó  Juez  del  Distrito  ó  ante  el  Juez  destinado 
á  prestar  servicios  allí.  (1) 

Gompenseicfón  de  los  Inspectores. 

§  255.  Cada  Inspector  de  elección  cobrará  dietas 
por  cada  día  de  servicios  efectivos  en  las  sesiones  de 
la  Junta,  excepto  la  sesión  del  sábado  precedente  á 
la   elección,   y  por  el   día  de  la  elección  percibirá  las 


(1)     Art.  17  y  Ley  N.  ~    1709. 
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dietas  correspondientes  á  dos  días.  Cada  Secretario 
de  la  Junta  cobrará  dietas  por  cada  día  que  sirva 
en  ausencia  de  un  miembro  de  la  Junta,  y  percibirá 
por  el  día  de  la  elección  las  dietas  correspondientes 
á  dos  días.  El  Concejo  Municipal  Ajará  la  cuantía  de 
las  dietas  que  no  podrá  bajar  de  dos  pesos  ni  ex- 
ceder de  5  por  día,  y  que  no  se  cambiará  durante 
el  término  de  duración  del  cargo  de  los  Inspectores 
ó  del  Secretario.  El  pago  de  las  Juntas  electorales 
y  los  gastos  de  material  de  escritorio,  papeletas  y 
demás  gastos  de  la  elección,  serán  satisfechos  por 
la  tesorería  del  Municipio,  en  que  la  elección  se  ce- 
lebre. Cuando  comparecen  ante  la  Junta  Provincial 
ó  Juzgado  de  Primera  Instancia,  en  asuntos  de  ape- 
lación sobre  inclusión  ó  exclusión  de  un  elector, 
sus  gastos  necesarios  de  viaje,  que  no  deben  exce- 
der de  los  permitidos  á  los  funcionarios  provinciales, 
serán    pagados   por   el    Municipio.    W 

Renuncia  de  un  funcionario  municipal 
por  elección  o  por  nombramiento 
para  aceptar  el  cargo  de  ins- 
pector de  elección. 

§  256.  En  15  de  Octubre  de  1908,  el  Audi- 
tor Insular  sometió  á  dictamen  de  la  Fiscalía  Gre- 
neral  la  cuestión  de  si  un  funcionario  municipal,  por 
elección  ó  por  nombramiento,  puede  renunciar  su 
cargo  para  aceptar  el  de  Inspector  de  elección,  y 
al    opinar    por   la   afirmativa,    decíamos    lo.  siguiente: 

"La  última  disposición  del  art.  15  de  la  Ley 
N.°.  1582   dice   lo    siguiente: 

Ninguna  persona,  que  desempeñe  un  cargo  público  ó 
sea  candidato  para  él,  podrá  ser  nombrada  Inspector  ni  Se- 
cretario del  censo  electoral  ó  actuar  como  tal,  desde  el  mo- 
mento que  sea  candidato. 


(1)     Arts.  17  y  19. 
23 
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■"No  existe  disposición  alguna  en  la  Ley,  que  pro- 
hiba á  un  funcionario  municipal,  que  desempeñe  un 
cargo,  ya  sea  por  elección  ó  por  nombramiento,  re- 
nunciar al  mismo,  y  siendo  por  nombramiento  el 
puesto  de  Inspector  de  elección,  semejante  funcio- 
nario después  de  dimitir,  sería  elegible  para  ser  nom- 
brado, como  inspector  de  elección.  Las  prohibiciones 
contenidas  en  el  párrafo  octavo  del  art.  29  de  la 
Ley,  según  fué  reformado  por  el  art.  0  de  la  Ley 
1709,  no  tienen  aplicación  á  los  puestos  ó  cargos 
que  se  cubren  por  nombramiento,  sino  que  se  re- 
fieren sólo  á  los  cargos,  que  se  cubren  mediante  elec- 
ciones  generales  ó   especiales. 

"La  disposición  contenida  en  el  artículo  32  de 
la  Ley  Electoral  deroga  expresamente  el  artículo  .23 
del  Código  Municipal.  Bajo  la  Ley  Electoral,  los  Con- 
cejos Municipales  no  pueden  obligar  á  un  funcionario 
municipal  electivo  á  retener  su  cargo  contra  su  vo- 
luntad. En  apoyo  de  lo  expuesto,  tenemos,  además, 
la  Ley  528,  reformatoria  del  artículo  25  del  Código 
Municipal,    que    dice: 

Cualquier  funcionario  municipal  elegido,  que  ha  sido 
calificado,  podrá,  en  interés  del  servicio  público,  dimitir 
el   cargo   con   la   aprobación  de   la  Junta    Provincial. 

"Por  tanto,  parece  claro  que  el  Código  Municipal 
concede  sustancialmente  á  un  funcionario  municipal 
el  derecho  de  presentar  su  dimisión,  siendo  la  única 
condición  que  se  requiere  para  esta  renuncia,  la  de 
que  se  haga  en  interés  del  servicio  público  y  con 
la  aprobación  de  la  Junta  Provincial.  Es  evidente  que, 
en  el  caso  de  que  se  trata,  la  renuncia  se  hace  en 
interés  del  servicio  público,  y  debe  presumirse  la 
aprobación  de  la  Junta  Provincial.  En  ausencia  de 
toda  disposición  legal    referente    á    los   casos   en    que 
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la  Junta  Provincial  pueda  desaprobar  la  renuncia,  nos- 
otros creemos  que  la  desaprobación  tendrá  lugar,  cuando 
la  renuncia,  en  vez  de  hacerse  en  interés  del  servi- 
cio público,  se  hace  con  objeto  de  burlar  la  acción 
de  la  ley;  por  ejemplo,  cuando  un  concejal,  sujeto 
á  un  procedimiento  por  cualquier  infracción  de  la 
ley  que  exija  su  destitución,  pendiente  aun  dicho 
procedimiento,  tratare  'de  presentar  su  renuncia,  á  fin 
de   evitar   los  efectos    de    una    destitución. 

"Con  fecha  23  de  Diciembre  de  1904,  el  Fiscal 
General,  Hr.  Wilfiey,  emitió  una  opinión  en  que  se 
afirma  la  conclusión  que  se  sostiene  en  la  presente, 
al  efecto  de  que  los  miembros  del  Concejo  Municipal 
pueden  renunciar  su  cargo,  en  interés  del  servicio 
público,  con  la  aprobación  de  la  Junta  Provincial.  {l) 

"Por  tanto,  un  funcionario  municipal,  ya  esté  des- 
empeñando un  cargo  por  elección  ó  por  nombramiento, 
puede  renunciar  su  cargo,  y  una  vez  que  lo  haya 
efectuado,  es  elegible  para  ser  nombrado  como  Ins- 
pector de   elección.  " 

Renuncia  de  un  Inspector  de  elección 

para  aceptar  un  cargo  municipal  o 

para  ser  candidato  a  un  cargo 

municipal  electivo. 

§  257.  En  la  misma  citada  consulta  del  Auditor, 
se  nos  hizo  la  pregunta  de  si  un  Inspector  de  elección 
puede  renunciar  su  cargo  para  aceptar  otro  puesto 
municipal  por  nombramiento  ó  para  ser  candidato  á 
un  cargo  municipal  electivo.  Nuestra  contestación  fué 
afirmativa,  y  fundábamos  nuestra  opinión  en  las  con- 
sideraciones   siguientes : 

"El  párrafo  1.°  del  art,  lo  de  la  Ley  N.<>  1582 
prescribe,    entre    otras  cosas: 

Será   deber   del  Concejo  Municipal  en   todo   municipio 


(1)     Op.  of  the  Att.  G.  Vol.  2,  366. 
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en  que  haya  de  celebrarse  una  elección,  designar  tres 
Inspectores  de  la  misma  y  un  secretario,  el  primer  mar- 
tes de  Junio  de  mil  novecientos  siete  y  el  primer  mar- 
tes de  Septiembre  de  cada  año  siguiente,  en  que  haya 
de  celebrarse  una  lección  ordinaria,  para  cada  sección  elec- 
toral, cuyos  individuos  desempeñarán  el  cargo  durante  dos 
años,    á   contar  desde  dicho  martes 

uLa  cláusula  condicional  de  dicho  artículo  dis- 
pone,   en    parte,    como    sigue: 

Dichos   Inspectores   no  serán  elegibles  ni  podrán 

ser  nombrados  para  el  desempeño  de  ningún  otro  puesto, 
mientras   dure   el   plazo   de   su    cargo 

"La  duración  del  cargo  de  Inspector  es  de  dos 
años,  y  mientras  esté  desempeñando  el  cargo  es  in- 
dudablemente inelegible,  para  ser  elegido  ó  nombrado 
para   ningún    otro   puesto. 

"Esto  no  quiere  decir,  sin  embargo,  que  un 
Inspector  de  elección  no  pueda  renunciar  su  cargo. 
No  existe  prohibición  alguna  en  la  ley  contra  la 
renuncia,  y  el  derecho  de  renunciar  cargos  públicos 
ha   sido    siempre    reconocido.     W 

"El  que  semejantes  funcionarios  puedan  renunciar 
y  ser,  por  tanto,  calificados  para  ser  elegidos  ó  nom 
brados  para  algún  otro  puesto,  está  manifiestamente- 
reconocido  por  el  párrafo  octavo  del  art.  29  de  la 
Ley  1582,  según  fué  reformado  por  el  art.  6  de  la  Le}' 
1709,   que  dispone  en  parte,  como  sigue: 

Ninguna  persona,  que  desempeñe  un  cargo  ó  empleo 
público  electivo  ó  de  nombramiento  dentro  de  los  noventa 
días  anteriores  á  una  elección  general,  ó  dentro  de  los  se- 
senta días  anteriores  á  una  elección  especial,  salvo  el  caso 
de  aspirar  á  la  reelección  para  el  cargo  ó  empleo  que  pue- 
da  estar  desempeñando,    se   presentará    candidato  en  una 


(1)     23  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  p.  421. 
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elección  ni  será  elegible  para  desempeñar  cargo  ó  empleo 
público  electivo,  que  haya  de  proveerse  en  dichas  eleccio- 
nes general  ó  especial. 

"Se  ve,  pues,  según  esta  disposición,  que  si  un 
Inspector  de  elección  renuncia  su  cargo  noventa  días 
antes  de  cualquier  elección  general  ó  sesentíi  días 
antes  de  cualquier  elección  especial,  desaparece  la 
incapacidad  impuesta  en  el .  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 15  de  la  Ley  1582,  y  si  él  reúne  las  demás 
edificaciones  necesarias,  no  existe  razón  alguna  por- 
qué no  puede  ser  elegido,  para  algún  cargo  que  haya 
de  proveerse  en  tales  elecciones,  general  ó  especial, 
según  sea  el  caso.  Las  disposiciones  del  párrafo  oc- 
tavo del  artículo  29  de  la  ley  1582,  según  está  re- 
formado, se  refieren  exclusivamente  á  cargos  electi- 
vos, y  por  tanto  no  puede  haber  duda  alguna  que 
cualquier  Inspector  de  elección,  inmediatamente  des- 
pués de  presentar  su  renuncia,  es  elegible  para  cubrir 
cualquier  puesto  de  nombramiento.  Cualquier  otra  in- 
terpretación de  la  ley  haría  prácticamente  imposible 
el  conseguir  hombres  probos  que  acepten  el  cargo 
de  inspectores  de  elecciones. 

§  258.  "La  Corte  Suprema  de  Minnesota,  en 
el  asunto  de  Barnum,  8  N.  W.  Repórter,  p.  376, 
al  interpretar  una  disposición  en  la  Constitución  de 
dicho  Estado,  al  efecto  de  que  ningún  Senador  ó 
Representante  desempeñará,  durante  el  tiempo  para 
el  que  fué  elegido,  ningún  puesto  bajo  la  autori- 
dad de  los  Estados  Unidos  ó  del  Estado  de  Mi- 
nnesota, á  excepción  del  de  Administrador  de  Co- 
rreos,   dice,    entre    otras   cosas: 

' De  aquí  que  la  incapacidad,  impuesta  eo  no- 
mine á  un  Senador  ó  Representante,  implica  clara- 
mente   que    sólo   puede    continuar,    mientras  la  parte 
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afectada  por  ella  sea  Senador  ó  Representante.  Cuando 
deje  de  serlo,  ya  sea  por  transcurso  de  tiempo,  re- 
nuncia, ó  de  otro  modo,  la  incapacidad  termina.  La 
cláusula,  durante  el  tiempo  para  el  que  fué  elegido,  no 
puede  propiamente  ser  interpretada  en  el  sentido  de 
ensanchar  el  alcance  de  la  prohibición,  á  fin  de  in- 
cluir personas  que,  de  hecho,  no  son  miembros  de  la 
Legislatura.  El  objeto  taxativo  de  esta  disposición  era 
prohibir  á  Senadores  y  Representantes  el  desempe- 
ñar cualquier  otro  cargo  que  no  sea  el  de  Adminis- 
dor  de  correos,  y  no  para  incapacitar,  por  un  período 
de  tiempo  determinado,  á  personas  que  pudieran 
ser  como  tales,  ya  continúen  en  el  cargo  ó  no.  La 
cláusula  puede  muy  propiamente  ser  interpretada  de 
manera  que  diga  durante  la  duración  de  su  cargo,  y 
esto  podría  ser  el  verdadero  tiempo,  durante  el  cual 
el  cargo  puede  ser  desempeñado,  ú  otro  período  mas 
corto,  según  el  interesado  consienta  en  ocuparlo.  La 
duración  de  todo  cargo  electivo,  en  ausencia  de  toda 
disposición  legal  que  diga  lo  contrario,  puede  determi- 
narse á  voluntad,  del  interesado,  renimciándolo  ó  acep- 
tando otro  cargo  incompatible.' 

§  259.  "La  .misma  razón  para  prohibir  á  fun- 
cionarios públicos,  mientras  continúen  en  el  cargo, 
el  presentar  su  candidatura  para  puestos  electivos, 
no  existe  en  cuanto  a  los  empleos  que  se  proveen 
por  nombramiento.  En  primer  término,  el  perseguir 
un  cargo  público  electivo  requiere  gran  parte  del  tiempo 
y  energía  del  candidato,  que  debe  consumirse,  de 
hacerlo,  á  costa  del  servicio  público;  en  segundo  tér- 
mino, el  funcionario  público  en  una  lucha  para  un 
cargo  electivo  lleva  una  ventaja  injusta  sobre  sus  com- 
petidores, y  las  oportunidades  que  se  le  presentan  de- 
bido á  su  cargo  y  las  tentaciones  que  se   ofrecen    en 
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tales  contiendas,  inevitablemente  le  conducen  á  come- 
ter abusos  de  su  autoridad    pública. 

§  260.  "El  derecho  de  un  Inspector  de  elec- 
ción para  renunciar  su  cargo  y  presentar  su  candi- 
datura para  el  cargo  electivo  de  Presidente,  fué  re- 
suelto recientemente  por  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia de  Pangasinán,  en  el  asunto  de  Joxé  Marqueta, 
recurrente,  vs.  Juan  IJctaua,  protestado,  decidido  en 
17  de  Enero  de  1908.  En  Junio  de  1907,  Juan  Lic- 
taua  fué  debidamente  nombrado  y  calificado  para  el 
cargo  de  Inspector  de  elección  del  pueblo  de  San 
Quintín,  Provincia  de  Pangasinán,  por  el  período 
de  dos  años  que  expira  en  1909.  Resulta,  sin  em- 
bargo, que  él  renunció  su  puesto  de  Inspector  y 
que  su  renuncia  fué  aceptada  por  el  Concejo  de 
dicho  Municipio  el  31  de  Agosto  de  1907,  y  que 
no  prestó  servicios  como  inspector  de  elección,  des- 
pués de  aquella  fecha.  José  Marqueta  solicitó  del 
Juzgado  que  declarase  inelegible  á  dicho  Juan  Lic- 
taua  para  el  cargo  de  Presidente  de  dicho  Munici- 
pio, por  la  razón  de  que  había  sido  debidamente 
nombrado  y  calificado  como  Inspector  de  elección 
de  aquél  Municipio  por  el  término  de  dos  años,  y 
que  no  era  elegible  para  el  cargo  durante  ese  tiempo. 
La  Corte,  al  desestimar  la  solicitud,  dijo,  entre  otras 
cosas,    lo    siguiente: 

'Los  funcionarios  públicos  en  general  son  elegi- 
bles para  ser  reelegidos  á  los  cargos  que  actualmente 
ocupan  y  son  calificados  para  ser  elegidos  á  otros 
cargos,  con  tal  que  renuncien  el  puesto  que  estén 
desempeñando  dentro  del  plazo  prescrito  por  la  ley. 
Parece  que  no  existe  razón  suficiente,  según  la  na- 
turaleza del  caso,  porque  se  ha  de  hacer  una  ex- 
cepción  con    respecto   á    los   Inspectores   de    elección. 
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y  no  están  así  expresamente  exceptuadas  por  la 
ley.  El  párrafo  2.°  del  art.  15  de  la  Ley  Electoral 
dispone,  entre  otras  cosas,  en  efecto,  que  ningún 
inspector,  prestará  servicios,  como  tal,  después  que 
haya  presentado  su  candidatura.  Ciertamente  que  la 
Legislatura  no  quiso  decir  (juzgando  por  el.  lenguaje 
usado  en  la  Ley)  que  después  que  un  Inspector  haya 
presentado  su  candidatura,  con  tal  que  no  actúe  pos- 
teriormente como  tal  Inspector,  y  renunciado  dentro 
del  plazo  prescrito,  no  puede  continuar  su  candida- 
tura y  ser  elegible  para  el  cargo,  á  que  él  pueda 
ser  elegido.  Semejante  interpretación  sería  irrazona- 
ble, y  al  mismo  tiempo  contraria  ai  lenguaje  em- 
pleado por  el  legislador.  Si  un  Inspector  puede  ser 
candidato,  con  tal  que  no  actúe  como  tal,  después 
de  haber  presentado  su  candidatura  (lo  cual  se  debe 
deducir,  al  menos),  y  también,  como  en  el  caso 
presente,  renuncia  el  cargo,  de  conformidad  con  el 
art.  6  de  la  Ley  1709,  sería  una  sinrazón  decir 
que  él  no  es  elegible  para  el  cargo,  á  que  fué  elegido. 

i  Mientras  dure  el  plazo  de  su  cargo,  como  se  usa 
en  el  artículo  15,  se  refiere  evidentemente  á  seme- 
jante período  de  tiempo,  según  un  Inspector  crea 
conveniente  desempeñar  el  cargo,  y  no  necesaria- 
mente á  los  dos  años  enteros,  como  se  alega  por  el 
abogado  del  recurrente;  puesto  que  él  tiene  el  mismo 
derecho  legal  para  renunciar,  como  cualquier  otro 
funcionario  oficial.  Y  la  cláusula  en  dicho  artículo, 
actuar  como  tal  desde  el  momento  que  sea  candidato, 
no  tendría  ningún  valor  y  sería  superfluo,  si  fuese 
correcta  la  alegación   del    abogado   del    recurrente. 

'Se  ve  claramente  que  en  Filipinas  sería  difícil 
en  muchos  casos  conseguir  Inspectores  eficientes,  si 
se    les    priva   de    su   prerrogativa   de   renunciar   á   su 
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gusto  y  voluntad  y  presentarse  como  candidatos 
para  otros  cargos.  Existo  un  derecho  legal  de  re- 
nunciar, ó  más  Uien  no  existe  prohibición  legal;  y 
el  mero  hecho  de  que  el  Concejo  Municipal  haya 
nombrado  á  un  elector  para  el  cargo  de  inspector,  cier- 
tamente que  no  debe  incapacitar  á  dicho  elector  para 
ser  nombrado  ó  elegido  para  cualquier  otro  cargo, 
con  tal  que  haya  rehusado  el  nombramiento  de  Ins- 
pector, ó  renunciado  el  mismo  después  de  su  acepta- 
ción, dentro  del  plazo  prescrito,  antes  de  ser  can- 
didato para  ser  elegido  al  otro  puesto,  ó  antes  de 
aceptar  un  cargo   diferente   por   nombramiento."     (1) 

Irregularidad  &n  &\  norntoreirni^nto 

de  Inspectores. 

§  261.  VA  Concejo  Municipal  de  cada  municipio, 
en  que  haya  de  celebrarse  una  elección,  designará  tres 
Inspectores  de  la  misma  con  un  Secretario,  el  primer 
martes  de  Junio  de  1907  y  el  primer  martes  de  Sep- 
tiembre de  cada  año  siguiente,  en  que  haya  de  cele- 
brarse una  elección  ordinaria  para  cada  sección  elec- 
toral, cuyos  individuos  desempeñarán  el  cargo  du- 
rante dos  años,  á  contar  desde  dicho  martes.  Las 
irregularidades  en  nombramiento  de  Inspector,  por 
ejemplo,  cuando  el  Presidente  Municipal,  sin  el  nú- 
mero suficiente  de  Concejales  para  formar  (/iiomm 
del  Concejo,  designa  uno  ó  más  Inspectores,  han  sido 
objeto  de  discusión  en  las  elecciones'  pasadas.  Y  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Ley  te,  en  el  asunto 
de  Ramón  Tarín*  vs.  Ruperto  Ardi.no  ha  sostenido 
que    semejante    irregularidad    no     es     suficiente    para 


(1)     Esta  opinión  se  refiere  á  un  Inspector  que  renuncia,  para  pre- 
sentar su    candidatura  á  un  cargo   municipal.    El    Inspector  «le  elección 
es   funcionario    por  nombramiento,  y    por  tanto   no  queda  comprendido 
en  la  doctrina  sentada  en  el    caso  de  los  EE.  UU.    m.  Neri  Abejuela. 
24 
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anular    la    elección,    sentando    en    su    decisión    la    si- 
guiente   doctrina: 

4 'Esta  cuestión  ha  sido  considerada  muchísimas 
veces  por  las  Cortes  de  apelación  de  los  varios  Es- 
tados de  la  Unión,  y  se  ha  declarado  siempre  que 
las  prescripciones  de  la  ley,  referentes  al  nombra- 
miento de  oficiales  de  elección  por  personas  parti- 
culares, son  meramente  directivas  y  que  las  irregu- 
laridades de  sus  nombramientos  no  invalidarán  la 
elección,  observándose  el  principio  general  de  sos- 
tener los  actos  legales  de  un  oficial  de  hecho,  (de 
pacto  officer).  Se  ha  declarado  en  muchísimos  casos 
que  la  autoridad  de  un  oficial  de  hecho,  (de  facto 
office  r),  no  debía  ser  impugnada  en  una  elección 
disputada,  mientras  no  se  demuestre  que  él  ha  co- 
metido actos  ilegales  que  afecten  al  resultado  de  la 
elección.  " 

F^altei  d^  jurainento  d^  Inspector. 

§  262.  Sobre  este  punto,  McCrary  expone  la 
siguiente  doctrina:  "Se  sostuvo  por  la  mayoría  del  Co- 
mité de  la  Cámara  de  Representantes,  en  Koontz  vs. 
Coffroth,  y  también  en  Fuller  vs.  Dawson,  que  las 
actas  de  escrutinio  eran  nulas  y  debían  ser  recha- 
zadas, si  faltaban  los  certificados  de  los  juramentos 
de  los  funcionarios  de  elección.  Sin  embargo,  se  debe 
ahora  considerar  como  cosa  resuelta  que,  si  las  actas 
son  de  otro  modo  regulares,  no  se  han  de  rechazar 
por  no  constar  que  los  funcionarios  hayan  prestado 
juramento.  Si  no  consta  lo  contrario,  se  presumirá 
que  prestaron  juramento,  según  ordena  la  ley,  y 
aun  cuando  se  demostrare  que  no  prestaron  jura- 
mento, sus  actos  no  son  nulos  por  esa  mera  causa.' ?  (1) 


(1)     McCrary,  §  514. 


Ausencia  de  Inspectores  del  Colegio 
electoral. 

§  263.  Según  la  Ley.  los  Inspectores  deben 
presidir  los  actos  de  inscripción  y  de  elección.  En 
cuanto  á  las  ausencias  temporales  de  los  Inspecto- 
res, tenemos  la  siguiente  regla  tomada  de  la  Enci- 
clopedia americana:  "Es  esencial  á  la  validez  de 
cada  elección  que  ésta  esté  presidida  por  todos  los 
funcionarios  nombrados  para  ello.  Pero,  si  bien  con 
arreglo  á  la  Ley,  dichos  funcionarios  deben  estar  pre- 
sentes en  el  Colegio  electoral  desde  su  apertura  hasta 
la  clausura  del  mismo,  sin  embargo,  las  elecciones 
no  se  invalidarán  por  la  ausencia  temporal  de  uno 
ó  más  de  ellos,  ó  por  el  hecho  de  que  uno  de 
ellos  salió  antes  de  la  terminación  del  recuento  de 
los    votos   depositados/'   (l) 

/\uisenoie*  del  Presidente  de  elecciones 

durante  el  escrutinio. 

§  264.  A  este  respecto,  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia  de  Isabela,  en  la  protesta  de  Sali-nw*  vs.  La 
elección  de  llagan,   dijo: 

"Se  alega  y  aparece  probado  que  durante  una 
porción  de  tiempo,  mientras  se  hacía  el  escrutinio  de 
las  balotas,  el  Presidente  de  la  Junta  de  Inspectores  del 
primer  precinto  estaba  ausente.  ¿Es  esto  suficiente 
para  justificar  al  Juzgado  para  anular  la  elección  en 
aquel  precinto?  En  el  asunto  de  Delauo  vs.  Morgan, 
(3  Cono.  Electjon  Cases,  172),  el  Juzgado  resolvió 
que  el  estar  ausente  uno  de  los  Inspectores  durante 
un  espacio  de  tiempo  no  invalida  la  elección.  No 
se  alega  por  el  recurrente,  ni  se  ha  presentado  en 
la  vista  de   este   asunto  ninguna  prueba  que  demues- 


(1)      15,  Cyc,  p.  373. 
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tre  que  se  ha  cometido  ó  se  lia  tratado  de  come- 
ter algún  fraude,  durante  el  tiempo  en  que  estaba  au- 
sente este  Inspector.  A  falta  de  prueba  de  que  se  ha 
cometido  fraude,  el  abandono  en  el  obrar  por  parte 
de  todos  los  funcionarios  electorales  no  invalida  la 
elección.' ' 

Inspector  que  apoya  una  candidatura. 

§  265.  La  ley  no  permite  á  nadie  solicitar  vo- 
tos, ni  hacer  trabajos  de  propaganda,  como  muñi- 
dor electoral,  dentro  de  los  treinta  metros  de  distancia 
del  Colegio  electoral.  (1)  Parece,  sin  embargo,  que  la 
sola  infracción  de  la  Ley  en  este  particular,  á  falta 
de  prueba  de  fraude,  violencia  ó  intimidación  que 
haya  podido  afectar  el  resultado,  no  invalida  la  elec- 
ción. 

"El  ulero  hecho,  dice  el  Juzgado  de  Tayabas, 
de  haber  apoyado  los  Inspectores  la  candidatura 
del  candidato  triunfante,  escribiendo  la  mayor  parte 
de  las  balotas  de  los  que  no  sabían  leer,  no  inva- 
lida  la   elección."    ^ 

Inspector  c|iie  ¿se   Interesa  en   contratas  ó 
negocios  del  Municipio. 

§  266.  El  art.  28  del  Código  Municipal  dis- 
pone que  ningún  funcionario  municipal  estará  directa 
ó  indirectamente  interesado  en  obras  de  contrata  ó 
negocios  del  Municipio,  gallera  ú  otros  juegos  y  di- 
versiones permitidos,  ó  en  la  compra  de  bienes  raí- 
ces ó  cualquiera  otra  propiedad  perteneciente  á  la 
corporación. 

El  Código  Municipal  regula  á  los  funcionarios 
electivos   y  por  nombramiento   y    prescribe  los  debe- 


(1)  Art.  20. 

(2)  Treviño  y  otros,  >\s.  Las  Elecciones   de  Tiaon,  del    Juzgado  de 
Tayabas. 
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res  correspondientes  á  ambos.  El  Código  Municipal, 
por  tanto,  reconoce  como  funcionarios  municipales  á 
aquellos  cuyo  cargo  ó  puesto  ha  sido  creado  por  di- 
cho Código,  y  cuyos  deberes  y  funciones  están  pres- 
critos y  regularizados  en  el  mismo. 

El  objeto  de  dicho  artículo  28  del  Código  Mu- 
nicipal es  claramente  impedir  á  los  funcionarios  mu- 
nicipales que  usen  de  su  cargo,  como  medio  para  ad- 
quirir ganancia  ó  beneficio  personal.  En  el  caso  de 
Inspectores  de  elección,  es  difícil  decir  cómo  se  puede 
usar  dicho  cargo  para  el  fomento  de  los  intereses 
personales  dentro  del  Municipio,  no  estando  los  de- 
beres y  funciones  del  cargo  en  relación  ni  directa 
ni  indirectamente  con  la  administración  de  los  ne- 
gocios del  Municipio. 

Por  tanto,  los  funcionarios  de  elección  no  que- 
dan comprendidos  bajo  los  términos  del  artículo  28 
del  Código  Municipal.    (1> 


(1)    Op.  de  la  F.  G„  Sepbre.  12,  1908. 


¿fc       <$>       $> 
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CAPÍTULO  IX. 

Inscripción  en  el  censo  electoral 


267.  Censo  electoral. 

•  268.  Necesidad  de  la  inscripción. 

269.  Solicitud  de  inscripción. 

270.  Cédula  de  elector. 

271-272.     Cédula  para  elecciones  especiales. 

273-276.     Cédula    de    los    empleados    civiles    en    el   Ramo 

Militar. 
277-278.     Juramento  de  elector. 

279.  Omisión  del  juramento   ó  irregularidad  en    admi- 

nistrarlo. 

280.  Preguntas  que  se  hacen  al  solicitante. 

281.  Facultades    de    la    Junta   de    Inspectores    en   los 

casos  de  recusación. 

282.  Apelación    contra    la    resolución    de   la  Junta  de 

Inspectores    sobre    inclusión    ó    exclusión    de 
electores. 

283.  Procedimiento  en  caso  de  apelación. 

284.  Corrección  definitiva  del  censo. 
285-287.     Tiempo  y  lugar  de  la  inscripción. 
288  Cambio  del  lugar  de  inscripción. 

289.  Cambio  de  los  días  de  inscripción. 

290.  Efecto  de  la  falta  de  inscripción. 

291.  Deletreo  erróneo  de  los  nombres  en  el  censo. 
292-294.     Efectos  legales  del  censo  electoral. 

295.  Inscripción  para  elecciones  especiales. 

296.  Censo  para  elecciones  especiales. 
297-298.     Irregularidades  de  la  inscripción. 


Censo    electoral. 

§  267.  La  lista  completa  de  todas  las  perso- 
nas con  derecho  á  votar  se  llama  censo  electoral. 
Según    la    Ley,   los   Inspectores  de  cada  sección  elec- 
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toral  deben  preparar,  en  sus  reuniones,  una  lista  de 
los  nombres  y  domicilios  de  las  personas  con  dere- 
cho á  votar  en  la  elección  y  en  la  referida  sección, 
que  se  presenten  para  ser  dadas  de  alta.  Dicha 
Junta  de  Inspectores  celebrará  cuatro  sesiones  para 
formar  el  censo  electoral,  debiendo  además  reunirse 
en  el  último  sábado  inmediato  anterior  á  la  elec- 
ción, con  el  fin  de  corregir  el  censo,  y  hacer  las 
inclusiones  y  exclusiones  de  nombres,  de  acuerdo 
con  las  órdenes  del  Juzgado  de  Primera  Instancia 
ó    de    la   Junta  Provincial.    (1) 

Necesidad  de  leí  Inscripción. 

§  268.  El  último  párrafo  del  artículo  17  de  la 
Ley  Electoral  dispone  que  nadie  podrá  votar  en  nin- 
guna elección  general  ni  especial,  que  se  celebre  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  esta  Ley,  si  su  nombre 
no  figura  en  el  censo  electoral,  hecho  por  la  Junta 
de  Inspectores.  Esta  disposición  de  la  Ley  es  im- 
perativa y  demuestra  evidentemente  la  necesidad,  para 
,todo  elector,    de    inscribirse    en  el    censo  electoral. 

Solicitud  de  Inscripción. 

§  269.  Todo  elector,  que  se  crea  con  derecho 
á  votar  en  una  elección,  debe  solicitar  de  los  Ins- 
pectores de  elección  su  inscripción  en  el  censo.  La 
Ley  no  exige  ninguna  formalidad  para  esta  solicitud, 
bastando  el  hecho  de  presentarse'  ante  dicha  Junta 
y  manifestar  su  deseo  de  que  su  nombre  sea  inscrito 
en  el   censo.  (2) 

"Estando  destinadas  las  leyes  sobre  inscripciones 
á  proveer  la  manera  de  hallar  quiénes  tienen  derecho 
de  votar,  resulta  que  todas  las  personas  con  derecho 


(1)  Art.  17. 

(2)  Art.  17. 
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de  votar  tienen  derecho  á  que  sus  nombres  se  ins- 
criban en  el  censo  electoral,  entendiéndose,  por  su- 
puesto, que  cumplan  con  todas  las  disposiciones  legales 
en  vigor".   (1) 

Cadmía  de  elector. 

§  270.  Todo  solicitante  debe  exhibir  á  los  ins- 
pectores su  cédula  correspondiente  al  año,  en  que  ha 
de  celebrarse  la  elección,  á  menos  que,  por  razón  de 
edad,  esté  exceptuado  de  tenerla.    (2) 

Cedíala  f>cira  elecciones  especiales* 

§  271.  Puede  ocurrir  que  una  elección  especial 
se  celebre  dentro  de  los  primeros  meses  del  año, 
como  la  elección  especial  de  Presidente  Municipal 
de  Cavite,'  que  tuvo  lugar  en  Febrero  de  1908,  y 
las  elecciones  especiales  para  Diputados  que  han  sido 
convocadas  para  el  19  de  Enero  de  1909.  En  tales 
casos,  se  ha  discutido  si  los  electores  deben  estar 
provistos  de  cédula  del  año  corriente.  Con  arreglo 
á  la  Ley,  el  censo  de  la  elección  general  precedente, 
aumentado  con  los  nombres  de  los  que  se  hubie- 
ren inscrito  nuevamente,  es  el  que  se  debe  usar  en 
la  elección  especial.  Por  tanto,  los  electores  inscri- 
tos en  aquel  censo  tienen  derecho  á  votar  en  la  elec- 
ción especial,  sin  necesidad  de  inscribirse  de  nuevo, 
y  no  hay  razón  para  obligarles  á  exhibir  cédula  al- 
guna. Pero  los  electores,  que  nuevamente  se  inscriban 
para  la  elección  especial,  deben  presentar  su  cédula 
del  año,   en  que  se  celebre  la  elección. 

Sin  embargo,  el  derecho  de  los  electores,  inscritos 
en  el  censo  usado  en  la  elección  general  precedente, 
está  limitado  por  el  tiempo,  en  que  se  celebre  la  elec- 


(1)  10,  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  second  edition,  p.  614. 

(2)  Art.  17. 
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eión  especial.  Si  ésta  su  verifica  en  un  mes,  en  que, 
según  la  Ley  do  Rentas  Internas,  resultan  morosas 
las  personas  que,  estando  obligadas  al  pago  de  cédula, 
no  estuvieren  provistas  de  ella,  entonces  tales  elec- 
tores, á  menos  que  hayan  pagado  su  cédula  del 
año  corriente,  no  podrían  depositar  su  voto  en  la 
elección  especial,  sin  incurrir  en  la  responsabilidad 
criminal  prescrita  por  el  párrafo  1.°  del  art.  30  de  la 
Ley. 

El  art,  121  de  la  Ley  N.°  1189,  conocida  con 
el  nombre  de  Ley  de  Rentas  Internas,  considera  mo- 
rosos en  el  pago  de  cédula  á  los  que,  hasta  el  último 
sábado  del  mes  de  Abril  de  cada  año,  no  estuvieren 
provistos  de  ella,  Por  tanto,  si  la  elección  especial  se 
celebra  después  del  último  sábado  del  mes  de  Abril, 
todos  los  electores  deberán  estar  provistos  de  cédula 
del  año  corriente,  antes  de  votar  en  dicha  elección 
especial. 

§  272.  El  Gobernador  General,  contestando  á 
una  consulta  del  Sr.  Hugo  Sal  azar  sobre  esta  misma 
materia,  en  su  comunicación  de  fecha  28  de  Diciem- 
bre de  11)08,  dice:  "Tratándose  de  una  elección  es- 
pecial, no  es  necesaria  una  inscripción  de  electores 
enteramente  nueva,  sino  que  los  registros  electorales, 
que  sirvieron  para  la  última  elección  general,  son 
los  que  se  deben  usar  en  la  elección  especial,  con 
las  adiciones  que  se  hagan,  con  arreglo  al  art.  18  de 
la  Ley  Electoral.  Por  lo  tanto,  los  nombres  de  aque- 
llos, que  se  inscribieron  en  la  última  elección,  conti- 
nuarán en  la  lista,  bien  que  hayan  comprado  ó  de- 
jado de  comprar  cédula  para  1909.  Los  que  se  ins- 
criban por  primera  vez  estarán,  de  acuerdo  con  el 
art.  27  de  dicha  Ley  Electoral,  obligados  á  presentar 
una  cédula  del  año  corriente    1909. 

25 
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"En  cuanto  á  si  una  persona,  que  vota  sin  haber 
satisfecho  su  cédula  correspondiente  al  año  de  1909, 
es  ó  no  culpable  de  infracción  delart,  30  de  la  Ley 
Electoral,  por  ser  morosa  en  el  pago  de  contribu- 
ciones, debo  manifestar  que  ésta  es  una  cuestión  que 
compete  exclusivamente  á  los  Juzgados,  y  ninguna 
opinión  de  esta  oficina  sobre  la  materia  sería  de  valor 
alguno." 

Cédula  d^  los  ^mpl^eidos  ci\/fl^s  en  &í 
Reamo    TWiliteti-. 

§  273.  El  Fiscal  General  Araneta,  en  opinión 
de  fecha  3  de  Junio  de  1008,  sostuvo  que  los  em- 
pleados civiles  del  Ramo  Militar,  del  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos  en  las  Islas  Filipinas,  están  exentos 
del  impuesto  de  cédula  personal,  bajo  el  artículo  120 
de  la  Ley  1189,  y  que  los  obreros  filipinos  emplea- 
dos por  las  autoridades  militares  en  las  Islas  Fili- 
pinas son  empleados  civiles  del  Ramo  Militar  del  Go- 
bierno de  los  Estados  Unidos  en  las  Islas  Filipinas, 
dentro  del  significado  del  artículo  120  de  la  Ley 
1189,  y  están,  por  tanto,  exentos  del  pago  de  dicho 
impuesto. 

§  274.  Se  ha  suscitado,  no  obstante,  la  cues- 
tión de  si  un  empleado  civil  en  el  Ramo  Militar  del 
Gobierno  de  los  Estados  Unidos  en  las  Islas  Filipi- 
nas tiene  derecho  de  inscribirse  en  el  censo,  sin  ne- 
cesidad  de    exhibir   cédula. 

Interpretando  la  Ley  Electoral  y  la  número  1180, 
creemos  que  los  empleados  civiles  del  Ramo  Militar 
del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  en  las  Islas  Fi- 
lipinas, por  lo  mismo  que  están  exentos  de  tal  im- 
puesto de  cédula,  no  están  obligados  á  tenerla,  den- 
tro del  significado  del  artículo  14  (a)  de  la  Ley 
1582  que  hace,  de  la  morosidad  en  el  pago  de  con- 


—  lí)5  — 

tribuciones  públicas  impuestas  desde  el  13  de  Agosto 
de  1898,  una  incapacidad  para  inscribirse  y  votar, 
porque  donde  no  puede  imponerse  un  impuesto,  por 
razón  de  exención  del  mismo,  no  puede,  por  su- 
puesto, existir  morosidad  con  respecto  á  él.  Por 
tanto,  tenemos  que  la  disposición  del  artículo  17  de 
la  Ley  1582,  relativa  á  la  presentación  á  los  Ins- 
pectores de  la  cédula  del  que  solicita  la  inscripción, 
sólo  puede  referirse  á  los  solicitantes  de  inscripción 
que  están  sujetos  al  pago  del  impuesto  de  cédula 
personal,  y  no  á  aquellos  que  están  exentos  del 
mismo.  Dicho  artículo,  al  hablar  de  los  que  están 
exentos  de  tal  impuesto,  por  razón  de  su  edad,  re- 
quiere simplemente  que  el  hecho  de  su  exención 
se  haga  constar  en  la  cuarta  columna  de  la  lista. 
Resulta,  por  tanto,  que  la  Ley  autoriza  á  personas 
que  tienen  más  de  sesenta  años  de  edad  inscribir 
sus  nombres  sin  la  exhibición  de  la  cédula,  debido 
á  su  exención  del  pago  del  impuesto  de  cédula  per- 
sonal. No  puede  haber  razón,  en  principio  ó  jus- 
ticia, por  qué  á  los  empleados  civiles  del  Ramo  Mi- 
litar del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  en  las  Is- 
las Filipinas,  que  están  igualmente  exentos  del  pago 
de  dicho  impuesto,  no  se  les  debería  permitir  que 
se  inscriban  y  voten,  sin  ser  requeridos  á  presentar 
una  cédula  ó  certificado.  Interpretando  en  conjunto 
todas  las  disposiciones  de  la  Ley  in  pari  materia, 
claramente  se  ve  que  no  es  la  intención  del  legis- 
lador él  requerir  la  presentación  de  una  cédula  por 
aquellos,  que  no  están  sujetos  al  pago  del  impuesto 
de    cédula. 

§  275.  Como  proporcionando  más  luz  á  la  in- 
tención de  la  Comisión,  de  que  á  los  de  la  clase  ex- 
ceptuada   no    se    les  deberá  requerir   que    se  provean 
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<lo  cédula,  para    poder  inscribirse    y    votar,   el  artículo 
125    de    la    Ley    1181)    también    dispone: 

.  Á  ninguna  persona,  que  por  la  Ley  se  le  exija 
obtenerlo,  se  le  permitirá  votar  en  la  elección  de  emplea- 
dos públicos  de  las  Islas  Filipinas,  á  no  ser  que  estuviere 
provista  de  un  certificado  de  inscripción  ó  cédula  corres- 
pondiente   al    año   en   curso 

Y  por  la  razón  contraria,  los  que  no  están  re- 
queridos por  la  Ley  á  poseer  una  cédula,  serán  au- 
torizados para  votar  sin  ella,  si  poseen  las  demás 
condiciones  prescritas.  Esta  disposición  de  la  Ley 
1189  no  ha  sido  jamás  revocada  ó  modificada,  en 
ningún    sentido,    por    ley    alguna   posterior. 

§  276.  Además,  ¿cuál  es  la  razón  legal  de  la 
exhibición  de  cédula  antes  de  la  inscripción?  ¿Se 
exigen  las  cédulas  solamente  para  identificar  á  las 
personas  que  pretendan  tener  derecho  á  votar?  En 
tal  caso,  los  mayores  de  sesenta  años  no  deberían 
estar  exceptuados  de  exhibir  sus  cédulas,  puesto  que 
ellos,  al  igual  que  los  empleados  civiles  y  todos  cuantos 
pretendan  tener  derecho  á  votar,  deben  ser  iden- 
tificados dé  igual  manera.  Nosotros  comprendemos 
que  la  exigencia  de  la.,  ley,  sobre  la  exhibición  de 
cédulas,  se  funda  en  la  necesidad  de  probar  que 
uno  tiene  las  condiciones  especificadas  en  el  artículo 
13  y  no  se  halla  incluido  en  ninguna  de  las  in- 
capacidades   del    artículo   14. 

El  artículo  17  no  impone  una  nueva,  calificación; 
es  consecuencia  del  artículo  14,  que  incapacita  á  los 
morosos  en  el  pago  de  contribuciones,  y  nada  más. 
Para  probar  que  uno  no  es  moroso,  la  Ley  exige 
la  presentación  de  la  cédula,  por  ser  el  pago  de 
ésta  la  contribución  de  carácter  general.  Pero,  puesto 
que  una  persona  exenta  de  tal  impuesto  no  puede 
ser    considerada    morosa    en    el    pago    del    mismo,    es 
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evidente  que  no  hay  términos  hábiles  para  exigir 
á  los  empleados  civiles  del  Hamo  Militarla  exhibi- 
ción de  sus  cédulas,  porque  eso  equivaldría  á  exi- 
girles prueba  de  que  no  son  morosos  en  el  pago 
de  un  impuesto,  del  que  están  expresamente  excep- 
tuados. 

Juramento  de  elector. 
§     277.     El  solicitante,   antes  de  que   se  incluya 
su  nombre  en   el  censo  electoral,   debe   prestar  y  fir- 
mar el  juramento  de  elector,   de  que   es  residente  en 
el    Municipio    por    espacio    de    seis   meses   inmediatos 
anteriores     á     dicha    elección,     que     no    es     subdito 
ni    ciudadano    de    ninguna   potencia    extranjera;    que 
ha  leído   los  artículos   13  y   14  de   la  Ley    Electoral, 
y    que    tiene    las    condiciones    de    elector    y    ninguna 
de  las  incapacidades  consignada^  en  los  mismos;   que 
no    es   moroso    en    el   pago   de    ninguna   contribución 
que  se   le  haya  impuesto,    desde  el    13   de   Agosto  de 
1898,    en   ninguna  parte   de   las   Islas    Filipinas;    que 
reconoce,    además,  y  acepta  la  suprema  autoridad   de 
los    Estados    Unidos   de    América   en    las    Islas   Fili- 
pinas,    y    que.  conservará    verdadera    fe    y    lealtad    á 
los    mismos;    que    obedecerá   las  leyes,    órdenes   lega- 
les   y  decretos  debidamente   promulgados   por  su    au- 
toridad,   sin    reservas    de   ninguna    clase.     Este    jura- 
mento puede   ser  recibido  por  cualquiera  de  los   Ins- 
pectores,   pero   solamente   en   la  sesión   y   en    presen- 
cia  de    la   Junta. 

Este  juramento  debe  prestarse,  al  tiempo  de  pre- 
sentarse el  elector  á  la  Junta  de  Inspectores;  pero 
en  caso  de  recusación,  puede  prestarse  el  mismo  el 
día  sábado  inmediato  anterior  á  la  elección,  si  la 
recusación  para  la  inscripción  fuere  desestimada  por 
la   Junta   Provincial   ó    por   el  -  Juzgado    de    Primera 
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Instancia.  Todos  los  juramentos  así  prestados  serán 
archivados  por  el  Secretario  Municipal,  quien  los  re- 
tendrá hasta  la  terminación  de  la  lista,  archivándo- 
los después  para  la  siguiente  elección  general.  (1) 
§  278.  "Si  un  elector,  dice  la  Junta  Provin- 
cial de  Al  hay,  no  ha  prestado  el  juramento  legal 
en  los  cuatro  días  de  sesiones  para  la  inscripción 
en  el  censo,  por  haber  sido  recusado,  puede,  deses- 
timada la  recusación  por  la  Junta  Provincial  ó  por 
el  Juzgado,  prestar  juramento  el  sábado  inmediato 
anterior  á  la  elección."    (2) 

Omisión  de-1  juramento  o  Irregularidad 
e«  administrarlo. 

§  279.  "En  algunas  jurisdicciones, — se  lee  en 
la  enciclopedia  angloamericana, — las  leyes  6  Cons- 
tituciones disponen  que  se  administre  cierto  jura- 
mento á  las  personas,  qne  se  presenten  para  inscri- 
birse como  votantes.  Se  ha  sostenido  que  el  jura- 
mento administrado  no  es  necesario  que  fuese  en 
los  términos  precisos  de  la  ley  ó  Constitución,  y  so 
ha  sostenido  también  que  la  omisión  del  juramento, 
ó  la  irregularidad  en  administrarlo,  no  privaría  al 
elector,  cuyo  nombre  esté  inscrito,  del  derecho  de  vo- 
tar." (»> 

Preguntas  ciue  se  hacen  al  solicitante. 

§  280.  "Las  leyes  también  disponen  que  el 
Inspector  de  elección  puede  hacer  al  solicitante  de 
inscripción  ciertas  preguntas  que  tiendan  á  demos- 
trar sus  condiciones,  como  elector,  y  que  el  solici- 
tante   debe   contestar   dichas   preguntas.' ?    (4) 


(1)     Art.  17.     (2)     Res.  N.  °   13,  14  de  la  Jan.   Pro.  de  Albay.     (3) 
10,  Am.  and  Eng.   Ene  of  Law,  2nd  Ed.  p.  (4)     Ara.  and  Eng.  Ene. 

tom.  10  p.  610. 
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Pero,  nuestra  Ley  Electoral  solamente  habla  de 
la  facultad  de  la  Junta  de  examinar  al  elector,  en 
caso  de  ser  recusado  por  cualquier  Inspector  ó  por 
cualquier  elector  de  la  sección,  en  cualquiera  de  las 
cuatro    primeras   reuniones    de    la   Junta. 

En  tal  caso,  la  Junta  examinará  al  solicitante 
y  reunirá  las  demás  pruebas  que  estime  necesarias 
con  respecto  á  su  capacidad  ó  incapacidad,  y  ter- 
minado dicho  examen,  dispondrá  que  su  nombre  sea 
incluido  en  la  lista  ó  excluido  de  la  misma,  según 
los    hechos.    (1> 

Facultades  de  leí  Junta  de  Inspectores 
en  los  casos  de  recusación. 

§  281.  La  Junta  de  Inspectores  tiene  las  mismas 
facultades  que  los  Jueces  de  Paz,  con  arreglo  al  Có- 
digode  Procedimiento  Civil,  para  citar  testigos  sub- 
poena,  para  obligarles  á  comparecer  y  declarar,  pero  los 
derechos  de  tales  testigos  y  los  gastos  de  las  citaciones 
los  pagará  por  anticipado  la  persona,  de  parte  de  la 
cual  se  le  cita.  Todas  estas  cuestiones  se  verán  y 
resolverán  sin  dilación.  Resuelta  la  cuestión,  si  al- 
guna de  las  partes  lo  solicita,  la  Junta  le  expedirá 
un  breve  certificado  y  relación,  en  que  conste  la  re- 
solución adoptada  sobre  el  asunto  y  la  prueba  en 
que    se    ha    basado.    (2) 

Apelación    contra     la.    resolución   de    leí 

Junte*  de  Inspectores  sobre  Inclusión 

ó  exclusión  de  electores* 

§  282.  Cualquiera  de  las  partes  en  un  asunto 
de  recusación,  ó  cualquiera  persona,  á  quien  se  haya 
rehusado    la   inscripción,    puede    dirigirse    á   la   Junta 


(1)  Art.  17. 

(2)  Art.  17. 
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Provincial  de  la  provincia  ó  al  Juez  del  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  Distrito  Judicial,  ó  a  cualquier 
Juez  destinado  á  prestar  servicios  allí,  solicitando 
una  orden,  en  que  se  mande  á  dicha  Junta  de  Ins- 
pectores hacer  lo  que  se  estime  conveniente,  cuya 
Junta    ó   Juez  tendrán  jurisdicción    en    el    asunto.    (1> 

Procedimiento  en  caso  de  apelación. 

§  283.  La  apelación  se  presentará  ante  la  Junta 
Provincial  ó  ante  el  Juez  del  Distrito,  con  una  co- 
pia del  certificado  y  relación  en  que  conste  la  re- 
solución apelada,  juntamente  con  la  prueba  de  haber 
notificado  dicha  solicitud  á  un  miembro  de  la  Junta 
de  Inspectores,  con  indicación  del  tiempo,  lugar  y 
Tribunal,  ante  el  cual  se  vá  á  presentar  la  solicitud. 
La  apelación  puede  presentarse,  después  del  cuarto 
día  de  inscripción,  y  no  más  tarde  que  diez  días 
antes  del  sábado  inmediato  anterior  á  la  elección, 
por  cualquier  elector  de  la  sección.  Dicha  solicitud 
puede  ser  acompañada  de  declaraciones  juradas  que 
la  apoyen,  dando  traslado  de  ella  á  la  Junta  de 
Inspectores,  ó  á  la  parte  interesada,  quien  podrá  re- 
batirlas con  otras  declaraciones  juradas.  En  la  vista 
de  estas  apelaciones,  la  Junta  de  Inspectores  puede 
estar  representada  por  el  Fiscal  Provincial  ó  puede 
delegar  á  uno  de  sus  miembros,  para  que  aquel  com- 
parezca en  su  nombre.  Durante  la  ausencia  de  dicho 
Inspector,  el  Secretario  ocupará  su  puesto  en  la  Junta, 
al  objeto   de  preparar  la  lista. 

La  resolución  del  Juez,  si  la  hay,  prevalecerá 
en  la  materia,  no  obstante  cualquiera  resolución  en 
contrario   de  la   Junta   Provincial.    (2) 


(1)  Ley   N.  °   1709. 

(2)  Ley  N.  °   1709. 
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Corrección  definitiv/e*  del  Censo. 

§  284.  La  Junta  do  Inspectores  debe  reunirse 
el  sábado  precedente  á  la  elección,  al  objeto  de  co- 
rregir definitivamente  la  lista,  incluyendo  ó  exclu- 
yendo de  ella  el  nombre  de  las  personas  con  derecho  á 
votar,  de  conformidad  con  las  órdenes  de  la  Junta  Pro- 
vincial ó  del  Juzgado  de  Primera  Instancia,  haciendo 
constar  la  fecha  de  la  orden  y  el  nombre  del  Tribunal 
que  la  dicte.  (1) 

Tiempo  y  lugar*  de  le*  Inscripción. 

§  285.  Tocante  al  tiempo  y  lugar  de  la  ins- 
cripción, encontramos  en  la  Enciclopedia  anulo-ame- 
iucaxa    lo    siguiente : 

"La  época,  en  que  las  personas  deben  inscribirse 
depende  enteramente  de  las  disposiciones  de  las  le- 
yes particulares,  y  varía  en  los  diferentes  Estados. 
No    se   puede    sentar   regla   general. 

"La  inscripción  debe  hacerse  sustancialmente  en 
la  época  y  en  la  manera  prescrita  por  la  ley. 

k;Es  también,  en  general,  esencial  á  la  validez 
de  una  inscripción,  el  que  ésta  se  haga  en  el  lugar 
fijado  en  el  aviso  publicado;  pero  se  ha  sostenido 
que  en  los  casos,  en  que  el  registrador  haya  avi- 
sado que  la  inscripción  de  electores  tendría  lugar  en 
su  residencia,  y  en  los  casos  en  que  haya  tenido 
los  libros  é  inscrito  real  y  efectivamente  á  los  elec- 
tores en  su  almacén,  distante  trescientas  yardas  pró- 
ximamente, habiendo  dejado  recado  en  la  casa  para 
que  las  personas  que  fueran  allá  viniesen  al  alma- 
cén, la  irregularidad  no  viciaba  la  inscripción  ó  elec- 
ción   celebrada    bajo   la    misma."     (2) 


(1)  Art.  17. 

(2)  Ani.  and  Eng.  10,  p.  615. 
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§  286.  Discutiendo  McCrary  este  mismo  asunto, 
dice:  "La  regla  es  indudablemente  la  misma  en  ta- 
les casos,  como  la  que  prevalece  con  respecto  al 
lugar  de  la  celebración  de  una  elección.  El  tras- 
lado á  otro  lugar  cercano,  del  cual  todos  los  electo- 
res fueron  debidamente  avisados,  y  al  cual  concurren 
de  acuerdo  con  la  notificación,  no  es  fatal.  Pero  el 
traslado  á  un  lugar  algo  distante,  del  cual  no  se  da 
suficiente  aviso,  y  por  cuyo  motivo  una  porción  de 
los  electores  quedan  privados  de  sus  derechos,  anularía 
la  inscripción.' '    W 

§  287.  Según  nuestra  .Ley  Electoral,  la  Junta 
de  Inspectores  debe  celebrar  cuatro  sesiones  para 
la  formación  de  la  lista  electoral,  las  cuales  deben 
celebrarse  el  sexto  viernes  y  sexto  sábado,  el 
quinto  viernes  y  quinto  sábado  antes  de  la  elección. 
Además  debe  celebrar  sesión  el  sábado  inmediato 
anterior  á  la  elección,  como  se  ha  dicho,  para  la  co- 
rrección definitiva  del  censo  electoral.  Todas  las  se- 
siones, excepto  la  última,  empezarán  á  las  siete  de  la 
mañana  y  continuarán  hasta  las  seis  de  la  tarde, 
sin   más  que  una  interrupción    de  hora  y  media.    (2) 

Ge*mk>io  del  lugetr  de  let  In&crif>oicí>n. 

§  288.  "En  general,  dice  McCrary,  es  también 
esencial  á  la  validez  de  la  inscripción  el  que  se  haga 
en  el  lugar  designado  en  el  anuncio;  pero,  se  ha 
sostenido  que,  cuando  se  ha  dado  noticia  por  el  Ins- 
pector de  que  la  inscripción  de  votantes  tendría  lu- 
gar en  su  residencia,  y  cuando  él  guardó  los  libros 
y  registró  á  los  votantes  en  su  tienda  distante  300 
yardas,    habiendo   él    dejado   en    su    casa   recado  para 


(1)     McCrary,  §  139. 
1 2)     Art    17. 
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los  solicitantes  á  fin  do  que  llegaran  á  dicha  tienda, 
tal  irregularidad  no  vicia  la  inscripción  ó  la  elección 
que  después    se   hubiere   celebrado."    vl) 

Cambio  de  díeis  de  Inscripción. 

§  289.  El  cambio  de  los  días  de  inscripción 
constituye  una  grave  infracción  de  la  Ley  y  produce 
la  nulidad  de  la  elección.  Así  se  ha  sostenido  por 
la  Asamblea  Filipina,  en  el  caso  de  (Inzuían  vs.  Cla- 
vaval,  al  anular  las  elecciones  de  llagan,  por  ha- 
berse verificado  la  inscripción  de  los  electores,  en  fe- 
chas distintas  de    las    señaladas  por    la    Ley. 

Efecto  de  la  feUte*  de  Inscripción. 

§  290.  Las  leyes,  en  algunos  Estados,  disponen 
que  alguna  persona,  cuyo  nombre  no  consta  en  el 
censo  electoral,  á  ñu  de  que  tenga  derecho  de  vo- 
tar en  el  día  de  elecciones,  deberá  facilitar  ciertas 
declaraciones  juradas;  y  se  ha  sostenido  que  seme- 
jante disposición  es  imperativa,  y  no  simplemente 
de  carácter  directivo.  En  otras  jurisdicciones,  las  le- 
yes disponen  taxativamente  que  las  personas  no  ins- 
critas no  tendrán  derecho  á  votar,  y  por  supuesto, 
en  tales  casos,  una  persona  no  tiene  derecho  á  votar, 
si  su  nombre  no  consta  debidamente  en  el  censo 
electoral,  á  no  ser  que  se  haya  omitido  por  culpa 
ó  equivocación    de    los    funcionarios.    (2) 

De  conformidad  con  esta  última  doctrina,  nues- 
tra Ley  Electoral  dispone  que  únicamente  pueden 
votar  los  que  aparecen   inscritos  en  el  censo  electoral. 

Deletreo  erróneo  de  nomtores    en  el 
censo. 

§     291.      "Si    el   nombre   de   una    persona  consta 


(1»     MeCrary,  §  139. 

(2)     A  ni.  and  Eng.  Knc.  10,  p.   617. 
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en  el  censo  electoral,    no  debe   ser  rechazado   su  voto, 
por  razón  de  que  su  nombre  está  mal.  deletreado."  (1) 

Efectos  legales  del  censo  electoral. 

§  292.  Es  una  doctrina  bien  sostenida  por  los 
Juzgados  de  Primera  Instancia,  interpretando  la  Ley 
Electoral,  que  el  censo,  tal  como  haya  sido  definitiva- 
mente corregido  por  la  Junta  de  Inspectores,  es  deci- 
sivo por  lo  que  se  refiere  á  quien  tenía  derecho  de 
votar  en  dicha  elección,  sin  perjuicio  de  responsabi- 
lidad criminal,  en  que  pueda  incurrir  el  elector,  si 
después  se  probase  que  su  inscripción  ó  la  admisión 
de  su    voto    no    ha  sido    legal. 

§  293.  "En  Inglaterra,  el  artículo  7  de  la  Ley 
Inglesa  sobre  elecciones  dispone  que  una  persona  no 
tendrá  derecho  de  votar,  á  menos  que  su  nombre 
conste  en  el  registro,  y  todos  aquellos,  cuyos  nom- 
bres consten  eir  dicho  registro,  tendrán  derecho  de 
votar;  pero,  esto  no  les  exime  de  la  pena,  por  vo- 
tar ilegalraente  en  los  casos,  en  que  se  les  prohibe 
votar,  ya  sea  por  Ley  ó  por  la  Ley  común  del  Parla- 
mento. 

"Pero,  en  los  Estados  Unidos,  los  efectos  del  re- 
gistro en  cuanto  al  derecho  de  votar  dependen  de 
las  Leyes  del  Estado  respectivo.  Según  las  Leyes 
de  algunos  Estados,  el  hecho  de  constar  el  nombre 
de  una  persona  en  el  registro  le  da  derecho  de  votar. 
En  otros  Estados,  sin  embargo,  él  puede  ser  aún 
recusado.''   <2) 

§  294.  "Puesto  que  uno  de  los  resultados  be- 
neficiosos, que  se  proponen  obtener  las  leyes  sobre 
inscripción,  es  que  los  electores  puedan,  con  una 
inspección  del  censo,  ser  informados  antes  de  la  elec- 

(1)  Am.  and   En£.   Ene.  of  Law,  2nd  Ed.,  (H7. 

(2)  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  2nd  Ed.,  617. 
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eión,  en  cuanto  á  las  personas  que  alegan  el  dere- 
cho de  votar,  y  estar  preparados  para  hacer  uso  del 
derecho  de  recusar,  la  regla  general  es  que  la  circuns- 
tancia de  constar  en  el  censo  el  nombre  de  una 
persona  es  una  prueba  prima  facie,  pero  no  conclu- 
yente,  de  su  derecho  de  votar;  y  las  calificaciones 
de  los  electores  pueden  ser  objeto  de  investigación 
en  una  protesta  por  el  Tribunal,  que  tenga  jurisdic- 
ción sobre  tal  protesta;  pero,  donde  existe  amplia 
disposición  legal  para  ejercitar  el  derecho  de  recu- 
sar y  para  la  corrección  del  censo  electoral,  antes 
del  día  de  elección,  no  existe  razón  por  qué  no  ha 
de  ser  concluyente  el  censo  corregido,  usado  en  las 
votaciones."    (1) 

Inscripción  para  las  elecciones 
especiales. 

§  295.  Para  las  elecciones  especiales,  sólo  se 
celebra  una  reunión  para  la  inscripción  de  electores, 
la  cual  tendrá  lugar  diez  días  antes  del  designado 
para  la  elección,  y  el  censo  electoral,  que  sirvió  para 
la  precedente  elección  general,  al  cual  se  añadi- 
rán, en  dicha  reunión  ó  se  habrán  añadido  en  otras 
reuniones  previas  semejantes,  los  nombres  de  las  per- 
sonas, que  se  hayan  presentado  y  probado  tener  de- 
recho á  votar  en  dichas  elecciones  especiales,  será 
el  censo    electoral   para   la    misma.    (L>) 

Según  esta  disposición,  ios  electores  inscritos  en 
el  censo  electoral  para  una  elección  general,  no  tie- 
nen necesidad  de  inscribirse  de  nuevo,  para  serlo 
en  una  elección  especial  subsiguiente  á  aquélla, 
si  bien  pueden  ser  recusados,  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  la  Ley.  La  inscripción  para  una  elec- 
ción   especial    tiene    por    objeto    dar   oportunidad   á 

(1)  15,  Cye.  p.  307. 

(2)  Art.  18. 
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aquellos  que,  por  falta  de  tiempo  legal  para  tener 
su  residencia  ó  por  otras  causas,  no  hayan  podido 
inscribirse    en    el    censo    para    la    elección    general. 

Censo  para  elecciones  especiales* 

§  296.  El  censo  electoral,  que  sirvió  para  la 
precedente  elección  general,  tal  como  quedó  defini- 
tivamente aumentado  ó  corregido,  en  la  última  reu- 
nión de  la  Junta,  diez  días  antes  de  la  elección  es- 
pecial es  el  censo  electoral  para  la  elección  espe- 
cial. 

Irregularidades  de  Inscripción. 

§  297.  ''Las  leyes  sobre  inscripciones  se  dic- 
tan principalmente  con  el  fin  de  proveer  un  ejer- 
cicio efectivo  del  derecho  de  sufragio,  y  el  estricto 
cumplimiento  de  todas  sus  disposiciones  no  es,  por 
regla  general,  necesario  para  la  validez  de  la  elec- 
ción, con  tal  que  el  resultado  de  la  misma-  ex- 
prese la  voluntad  de  la  mayoría  de  los  electores  ca- 
lificados. Donde  el  estricto  cumplimiento  de  los  tér- 
minos de  la  Ley  de  inscripción,  por  los  funciona- 
rios electorales,  no  es  esencial  para  conservar  la  pu- 
reza de  la  elección,  los  votos  de  los  electores  no 
se  deben  rechazar,  por  razón  de  irregularidades,  ni 
éstas  afectarán  á  la  validez  de  la  elección,  á  menos 
que  sean  tales,  que  afecten  el  resultado.  Pero,  cuando 
las  irregularidades  consisten  en  la  esencia  de  la  cosa, 
el  voto  del  distrito  debe  ser  rechazado,  ó  toda  la 
elección  puede  ser  anulada,  según  las  circunstancias. "  ^ 

§  298.  "Las  leyes,  que  prescriben  el  modo  de 
proceder  de  los  funcionarios  públicos,  son  considera- 
radas  como  directivas,  á  menos  que  exista  algo  en 
la  Ley  que  demuestre  una  intención  diferente.  De 
ahí   que,   como   regla    general,    una  disposición    legal 


(1)     10,  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  2nd   Ed.,  p.  618. 
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prescribiendo  Jas  facultades  y  deberes  de  los  regis- 
tradores de  elección  no  se  debe  interpretar,  de  ma- 
nera que  haga  depender  el  derecho  de  votar  de  los 
electores,  de  una  estricta  observancia,  por  los  regis- 
tradores, de  todas  las  instrucciones  minuciosas  de  la 
Ley,  al  preparar  el  censo  electoral,  y  hacer  de  ese 
modo  el  derecho  constitucional  del  sufragio,  expuesto 
á  ser  frustrado,  sin  culpa  del  elector,  por  el  fraude, 
capricho,  ignorancia  ó  negligencia  de  los  registrado- 
res; porque  si  el  exacto  cumplimiento  de  todas  las 
disposiciones  de  la  Ley,  por  parte  de  estos  funcio- 
narios, se  creyese  esencial  al  derecho  de  un  elector 
para  votar,  las  elecciones  fracasarían  á  menudo,  y 
los  electores  serían  privados,  sin  culpa  suya,  de  una 
oportunidad  para  votar.  Una  disposición  constitucio- 
nal ó  legal,  al  efecto  de  que  ninguno  tendrá  dere- 
cho á  inscribirse,  sin  haber  antes  prestado  un  jura- 
mento de  defender  la  Constitución  del  Estado  y  la 
de  los  Estados  Unidos,  está  encaminada  hacia  los 
registradores  y  á  ellos  únicamente;  y  si  debido  á 
una  inadvertencia  suya,  inscriben  á  un  elector  califi- 
cado, que  tiene  derecho  á  inscribirse  y  á  votar,  sin 
administrarle  el  juramento  prescrito,  no  se  le  puede 
-privar  de  un  derecho  de  votar,  por  causa  de  esta 
negligencia  de  los  funcionarios.  Pero  se  ha  sostenido 
que  una  Ley  que  disponga  que  ninguna  inscripción 
de  electores  será  válida,  á  menos  que  especifiquen 
lo  más  exactamente  posible  la  edad,  ocupación,  resi- 
dencia y  otras  circunstancias  del  elector,*  era  impera- 
tiva en  su  esencia,  y  que  cualquiera  persona  que  in- 
tentare votar,  sin  haber  cumplido  con  la  misma,  debe 
mostrar  que  se  ofreció  á  hacer  lo  que  se  le. requería, 
y  que  fué  impedida  por  el  fraude  de  los  registra- 
dores de   elección."    (1) 


(1)     15,  Cyc.  p.  307. 
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CAPÍTULO  X. 

Votaciones  y  Recusaciones. 


"299.  Balotas  oficiales. 

300-801..     Constitucionalidad   de   las    leyes   referentes  á  las 
balotas  oficiales 

302.  Muestras  de  balotas  oficiales 

303.  Pedido  de  balotas  oficiales 

304.  "        Balotas  no  oficiales. 
305-307.     Uso  de  balotas  no  oficiales 

308.  Uso  de  balotas  no  oficiales  por  los  candidatos. 

309.  Modo  de  verificarse  las  elecciones. 
310-311.     Urnas  electorales 

312-313      Tiempo  y  lugar  de  las  elecciones. 
314-315.     Facultad  de  fijar  ó  cambiar  el  tiempo  de  elección. 
316-323.     Facultad  de  fijar  ó  cambiar  el  lugar  de  elección. 
324-332.     Apertura  y  cierre  de  colegios  electorales. 

333.  Manera  de  votar. 

334.  Preparación  de  la  balota. 

335.  Lo  que  se  debe  escribir  en  la  balota. 

336.  Pena  de  nulidad- 

337.  Elector  qne  no  sabe  ó  no  puede  escribir   su    ba- 

lota. 

338.  Juramento   de   los   electores    que   no   saben  ó  no 

pueden  preparar  su  balota. 
339  Secreto  de  la  votación. 

340-341.     Secreto  del  sufragio 

342.  'Cambio  de  balotas  manchadas  é  inutilizadas. 

343.  Conservación  de  todas  las  balotas. 

344.  Colocación  de  las  balotas  en  las  urnas. 
345-352      Permanencia   de   electores   dentro   de    la    balaus- 
trada . 

353-354.  Permanencia  de  los  interventores  en  el  Colegio 
electoral  durante   la  votación. 

355-356.  Permanencia  de  los  electores  en  los  comparti- 
mientos . 

357.  Permanencia  de   fuerza   armada   en   ó   cerca   del 

Colegio  electoral 
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r-358-37H.  Irregularidades  de  elección. 

379  Recusación  de  los  votantes. 

380  Voto  de  la  persona  recusada- 

381  Juramento  de  la  persona  recusada 
382.  Actas  de  recusaciones. 


Balotas  oficiales. 

§  299.  Se  llaman  balotas  oficiales  las  papele- 
tas, que  el  Director  de  la  Imprenta  del  Gobierno 
proporciona  para  cada  elección,  que  se  celebre  con 
arreglo  á  las  instrucciones  de  la  Ley.  Picha  balota 
es  de  papel  blanco  ordinario  de  imprenta,  en  forma 
de  una  faja  de  ciento  catorce  milímetros  de  ancho 
por  trescientos  cuatro  milímetros  de  longitud,  y  tiene 
un  encabezamiento  impreso,  con  el  título  de  cada  uno 
de  los  cargos  que  han  de  anotarse,  y  el  número  de 
los  candidatos  que  el  elector  pueda  votar,  con  el  nú- 
mero correspondiente  de  espacios  debajo  del  título. 
Dichos  títulos  están  impresos  en  español  y  en  in- 
glés en  el  tipo  de  diez  romano,  y  en  la  parte  su- 
perior de  la  papeleta,  se  lee  en  tipo  ocho  gótico,  en 
inglés  y  en  español,  lo  siguiente:  No  se  escriban  en 
esta  papeleta  sino  los  nombres  de  los  candidatos,  por 
quienes  ]\  vota,  ni  se  haga  en  ella  marca  alguna,  ('ñai- 
qui? r  infracción  de  esta  orden  invalidará  la  papeleta.  Las 
papeletas  se  doblarán  tres  veces  hacia  la  parte  supe- 
rior, de  suerte  que,  una  vez  dobladas,  resulten  de 
ciento  catorce  milímetros  por  treinta  y  ocho  milíme- 
tros. En  la  parte  superior  externa  de  la  papeleta  así 
doblada,  se  imprimen  con  el  tipo  que  quiera  el  Pirec- 
tor  de  la  Imprenta,  pero  que  es  uniforme  en  todas 
las  Islas,  las  palabras  Papeleta  Oficial,  las  armas  de 
Filipinas,  la  sección  electoral,  en  que  ha  de  usarse,  y 
la  fecha  de  la  elección.  Estas  papeletas  son  sustancial- 
mente,  como  sigue:    (1) 


(1)     Art.  20. 
27 
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(REVERSE.) 


ESCUDO 


FILIPINAS 


OFFICIAL  BALLOT 


FIRST  PRECINCT  OF  MANILA 

(Date  of  election.) 
(Fecha,  de  la  elección.) 


(Olí  verse.) 

OFFICIAL  BALLOT. 


Do  not  make  any  mark  on  this  bal  lo  t  or  wríte  anything 
thereon  but  the  ñames  of  the  candídates  yon  vote  for.  Any 
violatíon  of  this  instruction  will  invalídate  the  ballot. 

No  se  escriban  en  esta  papeleta  sino  los  nombres  de  los 
candidatos  por  quienes  V.  vota  ni  se  haga  en  ella  marca  alguna. 
Cualquier  infracción  de  esta  orden  invalidará  la  papeleta. 


DELÉGATE  TO  THE  PHILIPPINE  aSSKMBLY. 

DIPUTADO  Á  LA  ASAMBLEA   FILIPINA. 

(Vote  for  one.)  (Vote  por  uno.) 


PROVINCIAL  OOVERNOR. 

GOBERNADOR    PROVINCIAL. 

(Vote  for  one.)  (Vote  por  uno.) 


THIRD  MEMBER  OF  THE  PROVINCIAL  BOARD. 
g           TERCER  VOCAL  DE  LA  JUNTA  PROVINCIAL. 
g       (Vote  for  one.)                                                            (Vote  por  uno.) 
B       


MUNICIPAL  PRESIDENT. 

PRESIDENTE  MUNICIPAL. 

(Vote  for  one.)  (Vote  por  uno. ) 

MUNICIPAL  VICE-PRES1DENT. 

VICE-PRESIDENTE  MUNíCIPAL. 

(Vote  for  one.)  (Vote  por  uno.) 


MUNICIPAL  COUNCILORS. 
CONCEJALES    MUNICIPALES. 
(Vote  for )  (Vote  por 
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Constltuclonalidad  de  lets  leyes  referen- 
tes ék  leas  papeletas  oficiales* 

§     300.     "No  puede  haber,   dice  la  Enciclopedia 
Americana,    ninguna  objeción  constitucional  á   la  Ley, 
que   prescribe  la   papeleta   oficial  con  los   nombres  im- 
presos   de   los   candidatos  nominados  (nonrinated)  en 
debida    forma,    con    tal    que    los    electores    tengan    el 
derecho   y  oportunidad    para     votar    por    cualesquiera 
que    prefieran,    escribiendo    en    ella     los    nombres    de 
sus   candidatos   ó  haciendo   en    papeles  sueltos  (adhe- 
sive  paster).    El    candidato   para    cargo    público    tiene 
derecho    á   que    su    nombre    se    escriba    por   sus    elec- 
tores,    aunque     no    se    haya    nominado    (nominated) 
por    ninguna    convención     ó   junta;      y    los    electores 
tienen  el   derecho  constitucional    de  votar  por  cuales- 
quiera elegibles  para   los  cargos,    hayan    sido  nomina- 
dos   ó    no.     Pero    se    ha    declarado    que    la    Ley  refe- 
rente á  la   papeleta   oficial,   que  niega    á  los  electores 
el  derecho    á  escribir  los   nombres  de  sus  candidatos, 
no  está  en  pugna   con    la  Constitución.    Se  ha   decla- 
rado,  además,   que  la   objeción,   de  que  es  anticonsti- 
tucional la  cláusula  de  la    Ley  Electoral  que   dispone 
que     cualquiera    papeleta    que     tenga     marca,     signo, 
firma   ó    invención     no     permitida    por    la    Ley   será 
nula,    por    la   razón    de     que    el    elector    pueda     per- 
der  su    voto   con  motivo   del    fraude    de  los   que   ha- 
yan   preparado    las    papeletas,   es   insostenible.''     (1) 

§  301.  Tocante  á  las  disposiciones  de  nuestra 
Ley  Electoral  sobre  este  punto,  encontramos  en  la 
Excjclopedia- Americana    la    doctrina   siguiente : 

"Es  disposición  común  á  todas  las  leyes  la  de 
que  las  papeletas  oficiales  sean  impresas  y  distribui- 
das  á   costa   del    Gobierno   y    que    se    usen   con   ex- 


(1)     15,  Cyc,  p.,  346. 
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elusión  de  las  demás.  La  ley,  que  prescribe  la  forma 
de  la  papeleta  oficial  y  preceptúa  que  ninguna  otra 
será  válida,  es  de  carácter  obligatorio.  Se  ha  decla- 
rado, sin  embargo,  que  cuando  las  papeletas  utili- 
zadas en  una  elección  fueren  las  suministradas  pol- 
los comisionados  de  elección,  los  depositantes  de  ta- 
les papeletas  no  pueden  ser  privados  de  su  derecho, 
porque  tales  papeletas  contengan  palabras  ó  carac- 
teres no  prescritos  por  la  ley.  Las  leyes  que  pres- 
criben las  dimensiones  de  las  papeletas  oficiales,  la 
calidad  y  color  del  papel  que  se  ha  de  usar,  y  el 
carácter  del  tipo  y  color  de  la  tinta,  que  han  de 
usarse  en  la  impresión,  se  dirigen  á  los  funcionarios 
obligados  á  preparar  el  suministro  de  papeletas;  y 
se  ha  declarado  que  la  infracción  de  la  ley,  en  cual- 
quiera de  esos  detalles,  no  priva  de  sus  derechos 
á  los  votantes,  que  utilicen  las  papeletas  suminis- 
tradas por  los  funcionarios'  electorales,  porque  cuando 
los  electores  utilicen  las  papeletas  oficiales,  sumi- 
nistradas por  los  Jueces  de  elección,  su  voluntad  le- 
galmente  manifestada  no  puede  ser  rechazada,  cuando 
no  es  de  ellos  la  culpa,  por  la  razón  de  que  el  fun- 
cionario público  que  preparó  las  papeletas  faltó  a 
su  deber.  Por  otra  parte,  se  ha  declarado  que,  cuando 
la  ley  exige  que  las  papeletas  se  impriman  en  papel 
completamente  blanco,  la  balota  escrita  ó  impresa 
en    papel    de  color  es  ilegal  y' debe   rechazarse."^ 

Muestras  de-  balotas  oficiales. 

§  302.  Para  cada  sección  electoral  se  propor- 
cionarán á  los  Inspectores  treinta  muestras,  por  lo 
menos,  de  papeletas  iguales  en  todos  respectos  á  las 
oficiales,    pero  impresas  en   papel   de  color,    para  que 


(1)     15,  Oye.  p.,  345-6. 
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las  expongan  al  público  y  las  empleen  en  demos- 
trar cómo  han  de  llenarse  y  doblarse  las  papeletas 
oficiales.  Cinco  de  estas  papeletas  de  muestra  se  ex- 
pondrán en  lugares  públicos  dentro  de  la  sección, 
una  de  ellas  en  el  Colegio  Electoral.  En  dichas  mues- 
tras, no  se  escribirán  los  nombres  de  los  candidatos 
que  realmente-  se  presenten,  ni  servirán  las  mencio- 
nadas papeletas  para  votar  ni  serán  contadas  en  el 
escrutinio.    (1) 

Pedido  cié  Ibeilotets  oficiales. 

§  303.  El  Tesorero  Provincial  pedirá  al  Direc- 
tor de  la  Imprenta  las  papeletas  necesarias,  á  expen- 
sas del  Municipio.  El  pedido  será  para  cada  sección 
electoral,  á  razón  de  papeleta  y  media  por  persona, 
inscrita  en  el  censo  en  la  última  elección  precedente, 
y  un  diez  por  ciento  más.  En  el  caso  de  una  sec- 
ción electoral  recientemente  formada,  se  pedirá  el 
número  de  papeletas  en  proporción  al  número  de 
electores  que  se  calcule  en  la  sección,  según  haya 
dispuesto  el  Concejo,  con  arreglo  al  artículo  <S  de  la 
Ley.  Los  pedidos  se  harán  con  dos  meses  y  medio, 
por  lo  menos,  de  anticipación  á  la  fecha  de  la  elec- 
ción, y  se  especificarán  qué  cargos  han  de  votarse 
en  cada  sección.  En  caso  de  elecciones  especiales, 
el  Secretario  Ejecutivo  pedirá  al  Director  de  la  Im- 
prenta que  proporcione  las  papeletas  necesarias  en 
las  mismas  cantidades,  que  se  pidieron  para  la  úl- 
tima elección  general,  y  el  costo  de  las  mismas  se 
cargará  al  Municipio,  para  el  cual  se  hace  el  pedido.  (2) 

Bellotas  no  ofioieiles* 

§     304.      No    se    permitirá    usar   en    las    votacio- 


(1) 

Art 

20. 

(2) 

Art. 

28 

20. 

a 
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ues,  ni  se  contarán  en  el  escrutinio,  otras  papeletas 
que  las  oficiales,  á  menos  que  no  se  hayan  recibido 
a  tiempo,  ó  que  se  hayan  destruido  en  momento 
tal  que  sea  imposible  proveerse  de  otras  del  Director 
de  la  Imprenta.  Entonces  la  Junta  Provincial,  ó  si 
no  hubiese  tiempo,  el  Concejo  Municipal  obtendrá 
.otras  de  donde  pueda  adquirirlas,  que  sean  tan  se- 
mejantes como  sea  posible  á  las  balotas  oficiales  y 
que  sean  uniformes  dentro  di4  cada  sección  electoral.  (1) 

Uso  d^  balotas  no  oficieile-s. 

§  305.  En  la  protesta  de  Nazareno  vs.  Caico, 
del    Juzgado    de   Cebú,    la    Corte    dijo: 

"Habiendo  sido  traído  á  este  Juzgado  la  urna 
con  las  balotas  depositadas  en  aquella  elección,  el 
Juzgado  encontró  entre  las  balotas  depositadas  cin- 
cuenta y  nueve  balotas  blancas,  y  por  lo  tanto,  en 
cuanto  al  color  son  balotas  legales,  sesenta  y  tres 
son  balotas  amarillas,  cuyo  uso  es  ilegal  y  prohi- 
bido por  la  Ley,  por  lo  tanto,  el  Juzgado  declara 
sin  efecto  la  elección  verificada  en  dicho  Municipio 
de    Oslob   en    cuanto   al    cargo    de    Viee-Presidente." 

§  306.  "En  la  protesta  de  Lope  K.  Santos  vs. 
Tupas,  del  Juzgado  de  Rizal,  la  Corte  dijo:  "Tocante 
á  la  confección  de  balotas  en  maquinilla,  por  haberse 
notado  la  falta  de  unas  ciento  diez  y  seis  oficiales, 
basta  decir,  á  los  efectos  de  la  protesta,  que  el  ar- 
tículo 20  de  la  Ley  Electoral  autoriza  al  ('oncejo 
Municipal  emplear  balotas  semejantes  á  las  oficiales, 
como  las  que  se  usaron  en  el  Municipio  de  Taguiig, 
cuando  no  se  hayan  recibido  á  tiempo  ó  de  que 
se  destruyan   en    momento  tal,    de  que   sea   imposible 


(1)     Art    20. 
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proveerse  de  otras,  del  Director  de  la  Imprenta;  por- 
que está  probado  que  realmente  habían  faltado  ba- 
lotas oficiales  y  por  esta  cansa  el  Concejo  Munici- 
pal de  Taguiig  tomó  un  acuerdo,  en  vista  de  la  pe- 
rentoria urgencia  del  caso,  de  confeccionar  en  maqui- 
nilla  doscientas  balotas  uniformes,  no  siendo  por  de- 
más extraño  que  ocurriera  esa  falta  de  balotas  im- 
presas, teniendo  en  cuenta  que  se  habían  inscrito 
casi  á  última  hora  en  la  cuarta  sesión  ciento  se- 
senta y  tres  electores  de  dicho  Municipio  y  que  los 
pedidos  debían  hacerse  por  conducto  del  Tesorero 
Provincial,  con  dos  meses  y  medio  á  lo  menos  de 
anticipación    á   la   fecha   de   las   elecciones." 

§  307.  En  la  protesta  Carnpomav.es  vs.  Las  elec- 
ciones de  Alimonan,  del  Juzgado  de  Tayabas,  la  Corte 
dice:  "En  el  presente  caso,  se  alega  también  que 
se  usaron  balotas  no  oficiales,  balotas  escritas  á  ma- 
quinilla  que  no  tenían  la  forma  de  las  oficiales,  ni 
el  lenguaje  empleado  en  éstas,  ni  las  anotaciones 
que,  según  la  ley,  deben  contener.  Se  ha  demos- 
trado que  las  balotas  oficiales  remitidas  á  este  Mu- 
nicipio no  fueron  suficientes  para  el  número  de  elec- 
tores calificados,  por  lo  que  se  usaron  balotas  escri- 
tas á  maquinilla,  que  de  ninguna  manera  son  igua- 
les  á   las   balotas    oficiales. 

"El  resto  de  las  137  eran  balotas  escritas  á  ma- 
quinilla en  pedazos  de  papel,  sin  ninguno  de  los 
requisitos  que  según  la  ley  deben  contener,  como 
las  advertencias  de  que  no  se  marquen,  ni  se  es- 
criba nada  en  ellas,  excepto  los  nombres  de  los  can- 
didatos, ni  las  anotaciones  de  Vote  por  tantos, 
etc. ;  algunas  de  ellas  contenían  siete  nombres  de  Con- 
cejales. Todas  estas  balotas  fueron  propiamente  re- 
chazadas   por   los    Inspectores." 
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Uso  de  balotas  no  oficiales  por  los 
candidatos. 

§  308.  La  impresión  y  distribución,  por  par- 
ticulares, de  anuncios  de  candidaturas  para  ciertos  car- 
gos, no  constituyen  infracción  de  la  Ley,  á  menos 
que  dichos  anuncios  impresos  indiquen  en  su  apa- 
riencia ó  sean  tan  idénticos  en  forma  y  esencia  á 
las    papeletas  oficiales  prescritas   por  la   Ley.   (1) 

Modo  de  verificarse  las  elecciones. 

§  309.  Las  elecciones  deben  verificarse  en  la 
forma  prescrita  por  el  artículo  21  de  la  Ley.  En  el 
día  y  hora  señalados  para  las  elecciones,  los  Inspec- 
tores de  elección  y  el  Secretario  del  censo  electoral 
se  reunirán  para  abrir  los  Colegios  Electorales  y  ten- 
drán allí  una  urna  para  las  balotas  que  se  deposi- 
ten, 6  una  caja  para  las  papeletas  que  se  inutilicen, 
las  balotas  y  todos  los  demás  objetos  provistos  por 
la  Ley.  Al  abrirse  los  Colegios,  el  Presidente  abrirá 
la  urna  y  la  caja  de  papeletas  inutilizadas,  las  va- 
ciará y  las  exhibirá  á  todos  los  miembros  y  demás 
electores  presentes,  y  después  las  cerrará  con  llave, 
y  se  colocará  un  sello  sobre  la  cerradura,  y  perma- 
necerán así  cerradas  y  selladas  hasta  el  momento  de 
hacerse  el    escrutinio    de    los    votos.  (2) 

Urnas  electorales. 

§  310.  Se  llaman  urnas  electorales  las  cajas  ó 
receptáculos  convenientemente  preparados,  donde  se 
depositan  las  balotas  de  los  electores.  No  se  especi- 
fica en  la  Ley  la  materia  de  que  deben  estar  cons- 
truidas  las   urnas   electorales,    pero    es   indudable  que 

(1)  Op.  de  la  F.  G.  Agosto,  19,  1907. 

(2)  Art.  21. 
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pueden  ser  de  madera  ó  de  metal  debidamente  pre- 
parado con  su  correspondiente  cerradura  con  llave.  (1) 
§  311.  "Generalmente,  puede  decirse  que  los 
funcionarios  electorales 'están  obligados  á  ver  que  cada 
Colegio  electoral  esté  suministrado  con  las  urnas  que 
la  Ley  exige.  Pero  aparece  que  la  disposición  re- 
ferente al  número  de  tales  urnas  es  de  carácter  di- 
rectivo, con  tal  que  basten  las  facilidades  suministra- 
das. Por  consiguiente,  se  ha  declarado  que  la  Ley 
que  dispone  que  dos  urnas  deben  guardarse  en  cada 
Colegio,  una  para  las  papeletas  de  los  congresistas  y 
la  otra  para  los  funcionarios  del  Estado  y  Condados, 
es  solamente  directiva.  En  el  caso  de  una  proposición 
que  haya  de  votarse  en  las  elecciones  generales,  la 
práctica  es  la  de  tener  separadas  y  distintas  urnas  para 
los  votos   correspondientes  á   tal  proposición."    (2) 

Tiempo  y  lugar  de  las  elecciones. 

§  312.  El  tiempo  de  elecciones  generales  para 
Diputados,  funcionarios  provinciales,  Presidentes  y 
Vice-Presidentes  municipales  se  halla  fijado  en  el 
artículo  3.°  de  la  Ley  1582,  ó  sea  el  30  de  Julio 
de  1907,  y  el  primer  martes  de  Noviembre  de  1909 
y  así  sucesivamente  en  los  años  subsiguientes  im- 
pares. El  de  las  elecciones  de  Concejales  se  halla  fijado 
igualmente  en  la  misma  Ley,  ó  sea  el  primer  martes 
después  del  primer  lunes  de  Noviembre  de  1907.  Los 
elegidos  en  el  primer  martes  de  Noviembre  de  1907 
desempeñarán  sus  cargos  hasta  el  Enero  de  1912.  El 
primer  lunes  de  Noviembre  de  1911  y  cada  cuatro 
años  en  lo  sucesivo  se  celebrarán  elecciones  de  Con- 
cejales. 


(1)  Art.  21. 

(2)  15,  Cyc.  p.,  363. 
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Las  elecciones  especiales  se  fijarán  en  la  corres- 
pondiente   proclama   convocando    dicha    elección . 

El  lugar  donde  las  elecciones  deben  celebrarse 
son  los  Colegios  electorales  designados  previamiente 
por  los    Concejos    Municipales    de    cada    Municipio. 

§  313.  "El  tiempo,  en  que  debe  hacerse  una 
elección,  es  sustancial  á  la  misma;  y  una  elección, 
verificada  en  un  tiempo  no  fijado  por  la  Ley  misma 
ó  por  una  persona  autorizada  á  fijarlo,  será  decla- 
rada nula.  La  facultad  de  celebrar  elección  en  un 
tiempo  determinado  no  autoriza  la  elección  en  otro 
tiempo    distinto."  (1) 

F^eicutlteicl  de  fijar  <f>  cambiar  el  tiempo 

de  elección. 

§  314.  " Algunas  veces  la  Constitución  de  un 
Estado  fija  el  tiempo  de  la  elección,  y  en  tal  caso 
naturalmente  no  puede  fijarse  otro  tiempo  diferente 
por  la  Legislatura.  Cuando  el  tiempo  de  una  elec- 
ción no  ha  sido  fijado  por  la  Constitución,  puede 
fijarse  por'  la  Legislatura,  ó  la  Legislatura  puede  con- 
ferir la  facultad  de  fijarlo  á  determinados  oficiales. 
En  el  último  caso,  ningún  otro  oficial  puede  fijarlo; 
y    semejante    facultad   no    puede   ser    delegada."    '^ 

■  §  315.  La  Ley  Constitutiva  de  Filipinas  no  ha 
fijado  el  tiempo,  en  que  deben  celebrarse  elecciones 
generales,  sino  que  ha  dejado  á  la  Comisión  de  Fi- 
lipinas la  facultad  de  determinarlo.  Como  se  ha  di- 
cho, la  Comisión  ha  fijado  en  el  art.  3  de  la  Ley 
el  tiempo,  en  qae  deben  celebrarse  las  elecciones  ge- 
nerales. En  cuanto  á  las  elecciones  especiales,  el  Go- 
bernador General  es  la  única  autoridad  que  puede 
fijar   el  tiempo  para   su   celebración. 


(1)  15,  Cyc.  341. 

(2)  Ara.  and  Eng.   Ene,  10,  p.  179. 
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F^cctltetd  d^  fijar*  ¿>  ce*mfc>ietr  e-1  lugar 

deelección. 

§  316.  Doctrinas,  como  las  siguientes,  sobre 
esta  materia,  encontramos  en  la  Enciclopedia  Anolo- 
Amkricana  : 

"Como  regla  general,  el  lugar,  donde  debe  cele- 
brarse una  elección,  debe  ser  fijado  por  la  autoridad 
competente,  antes  que  una  elección  pueda  ser  con- 
siderada válida.  Y  cuando  el  lugar  ha  sido  fijado 
así,  la  elección  debe  celebrarse  allí,  y  no  en  otro 
lugar  distinto.  Es  más  rigurosa  la  prohibición  en 
cambiar  el  lugar  de  la  elección,  que  en  variar  el  tiempo 
para  celebrarla,  y  es  una  regla  general,  de  la  cual 
hay  pocas  excepciones,  que  una  elección,  celebrada 
en  el  lugar  no  designado,  es  absolutamente  nula,  sin 
prueba  de  cualquier  fraude  ó  perjuicio.  Hay,  sin 
embargo,  algunas  decisiones  que  no  pueden  compa- 
ginarse con  esta  regla.  Cuando  se  hace  necesario 
cambiar  el  lugar  y  la  distancia  es  corta,  y  los  vo- 
tantes están  notificados  del  cambio  y  se  hace  una 
elección  justa  y  completa,  parece  que  el  cambio  no 
será    suficiente  fundamento  para   anular  la  elección.' ' 

§  317.  "Algunas  veces  el  lugar  de  una  elec- 
ción se  fija  ó  por  la  Constitución  ó  por  la  ley;  pero, 
más  á  menudo  quizás  se  confiere  la  facultad  de  fijarlo 
á  un  oficial  determinado  ó  á  los  mismos  votantes."  (1) 

§  318.  Iguales  principios  se  hallan  sostenidos 
por  la  Enciclopedia  Americana..  "El  tiempo  y  lugar 
son  elementos  indispensables  en  toda  elección,  y  por 
regla  general,  para  que  sea  válida  una  elección,  ésta 
debe  celebrarse  en  el  tiempo   y   lugar   prescritos  por 


(1)     Am.  and  Eng.  Ene,  10,  p    684. 
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la   ley;    y   si    esto    no    se    hiciere,     la  elegibilidad    de 
los   candidatos    elegidos    no    servirá   para    nada.   (1) 

§  319.  "Para  que  sea  legal  una  elección  po- 
pular, es  preciso  que  se  señale  de  antemano  por  la 
ley  ó  por  el  funcionario  ó  funcionarios  debidamente 
autorizados  el  tiempo  en  que  debe  celebrarse;  y  si 
no  se  señala  tiempo,  de  cualquiera  de  estos  modos, 
no  puede  celebrarse  ninguna  elección  válida.  Si  el 
tiempo  está  señalado  por  una  ley  de  carácter  gene- 
ral, ésta  ha  de  cumplirse,  y  no  se  podrá  celebrar 
ninguna  elección  en  cualquier  otro  tiempo,  excepto 
bajo  leyes  que  proveen  elecciones  especiales;  y  cuando 
la  ley  señala  el  tiempo  para  la  celebración  de  una 
elección,  no  existe  facultad  alguna  para  transferirla 
á  un  día  subsiguiente,  á  menos  que  la  Constitución 
ó  la  ley  expresamente  lo  autoricen.  Pero  se  ha  de- 
clarado que,  cuando  la  ley  dispone  que  ciertos  fuiv- 
cionarios  serán  elegidos  por  un  Cuerpo  municipal  en 
su  sesión  ordinaria  en  día  señalado,  la  elección  puede 
trasferirse  de  tiempo  en  tiempo,  á  un  día  cierto,  hasta 
que  se  verifique,  porque  tales  aplazamientos  de  se- 
siones se  consideran  sólo  como  prolongaciones  de  la 
sesión  regular.  Si  la  ley  señala-  el  tiempo  para  la 
celebración  de  elecciones  locales  en  fecha  cierta,  cada 
año  al  tiempo  de  la  celebración  de  las  elecciones  ge- 
nerales, y  una  ley  subsiguiente  cambia  el  tiempo  para 
la  celebración  de  éstas,  no  queda  por  ello  cambiado 
el  tiempo  para  la  celebración  de  la  especial,  á  menos 
que  la  ley  lo  disponga  expresa  ó  implícitamente,  porque 
una  ley  general  no  deroga  la  especial,  á  no  ser 
que  la  intención  de  hacerlo  sea  manifiesta.  Si  la  ley 
exige  que  se  celebrare  una  elección  especial,  para  el 
fin    que  sea,  dentro  de   un  determinado  período  des- 

(1)     15,  Oye.  p,  341. 
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pues  de  la  presentación  de  una  solicitud,  la  elec- 
ción celebrada  posteriormente  será  nula,  y  la  omi- 
sión de  celebrar  la  elección  en  debido  tiempo  no 
podrá  suplirse  con  otra  posterior  no  prevista  por  la 
ley;  pero,  la  equivocación  del  funcionario,  á  quien 
incumbe  tomar  las  medidas  preliminares,  para  la  ce- 
lebración de  una  elección  local,  al  convocarla  en  día 
indebido,  no  será  necesariamente  fatal,  si  constare  que 
la  elección  se  ha  celebrado  justa  y  honradamente, 
y  que  ningún  votante  se  ha  engañado  por  el  error. 
Se  ha  declarado  que,  si  una  ley  crea  un  nuevo  cargo 
y  previene  la  elección  en  una  época  especial,  pero 
no  contiene  disposiciones  referentes  á  los  medios  ne- 
cesarios á  su  celebración,  la  cláusula  referente  al  tiempo 
de  la  celebración  de  dicha  elección  se  considerará 
innecesaria,  y  la  elección  se  celebrará,  al  tiempo  de 
las    próximas   elecciones   generales. 

§  320.  "Asimismo,  el  lugar  para  la  celebra- 
ción de  la  elección  debe  ser  señalado  por  la  ley, 
ó  fijado  por  los  funcionarios  debidamente  autorizados 
para  ello,  y  los  votos  depositados'  en  otro  lugar  no 
tendrán  ningún  valor,  porque  es  esencial  á  la  va- 
lidez de  una  elección,  que  ésta  se  celebre  en  el  lu- 
gar señalado  por  la  ley;  pero,  de  esto  no  se  sigue 
que  los  Colegios  electorales  deban  abrirse  y  la  elec- 
ción celebrarse  en  el  mismo  edificio  designado  en 
el  aviso;  y  que  un  pequeño  cambio  del  lugar  donde 
se  ha  de  verificar  la  elección,  no  debe  invalidarla, 
si  en  todos  los  demás  detalles  se  ha  celebrado  con 
arreglo  á  la  Ley;  especialmente,  si  consta  que 
ninguno  ha  sido  impedido  á  votar  con  motivo  del 
cambio  del  Colegio.  Si  el  Colegio  electoral,  escogido 
por  los  correspondientes  funcionarios,  estuviere  fuera 
del    distrito    electoral,    los    electores  del   distrito   que 
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hubieran  depositado  sus  votos  allí  no  serán  inhabi- 
litados por  ello,  si  la  elección  se  hubiese  celebrado 
con  arreglo  á  la  ley."    (1) 

§  321.  "Á  petición  de  los  electores,  el  Tribu- 
nal puede  trasladar  el  Colegio  electoral  al  lugar  más 
conveniente.  Pero  el  Tribunal  considerará  las  dimen- 
siones de  los  cuartos  ofrecidos  y  la  conveniencia 
proporcionada  á  los  funcionarios  electorales  y  elec- 
tores en  los  diferentes  lugares  propuestos."    <2) 

§  322.  McCrary  también  dice  á  este  respecto: 
''Aquellas  disposiciones  de  la  ley  que  fijan  el  tiempo 
y  lugar  para  la  celebración  de  las  elecciones,  deben 
ser  interpretadas  como  imperativas.  En  cuanto  al 
tiempo  de  elección,  es  indudable  que  el  día  no  puede 
ser  cambiado,  siquiera  con  el  consentimiento  de  todos 
los  votantes,  y  la  regla  general  es  que,  si  los  Cole- 
gios electorales  no  están  abiertos  en  las  horas  pres- 
critas por  la  ley,  y  si  los  votantes  legales  en  ini- 
mero  suficiente  para  cambiar  el  resultado,  ó  para 
hacerlo  dudoso,  han  sido  por  ello  privados  de  su 
privilegio  á  votar,  la  elección  debe  considerarse  fra- 
casada. Unos  pocos  minutos  de  tardanza  en  abrir  los 
Colegios  electorales  no  importarán  nada;  pero  algunas 
horas  de  tardanza  pueden  producir  la  elección  in- 
válida, y  ciertamente  tendrá  este  efecto,  si  la  parte 
protestante  puede  demostrar  que  ha  sido  por  ello  per- 
judicado."  ^ 

§  323.  Nuestra  Ley  Electoral  confiere  á  los  Con- 
cejales municipales  de  cada  Municipio  la  facultad  de 
fijar  el  lugar,  donde  debe  celebrarse  una  elección,  en 
cada  sección  electoral;  pero  de  manera  que  el  lugar 
que  se  designe,  sea  tan  céntrico,  como  fuese  posible, 
con  respecto  á  la  residencia  de   los  electores.    (4> 


(1)     15,  Cyc.  343.     (2)    15,  Oye.  344.     (3)    McCrary,  §  161.     (4)    Art.  9. 
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Apertura  y  cierre  de  Colegios  electorales. 

§  324.  Los  Colegios  electorales  deben  estar  abier- 
tos desde  las  siete  de  la  mañana  hasta  las  cinco  de 
la  tarde,  durante  cuyo  período  no  podrá  ausentarse 
del  Colegio,  más  que  un  miembro  de  la  Junta  de 
Inspectores  de  cada  amo  de  ellos,  y  esto,  sin  que 
exceda   de    veinte    minutos,    en   cada  caso.    (1) 

§  325.  "De  la  revisión, — dice  McCrary, — de 
las  varias  autoridades  sobre  la  materia,  pueden  de- 
ducirse las  siguientes  reglas: 

1.a  Si  la  Ley  fijando  las  horas,  durante  las  cua- 
les estarán  abiertos  los  Colegios  electorales,  expre- 
samente declara  que  una  falta  en  este  respecto  pro- 
duciría por  resultado  la  nulidad  de  la  elección,  dicha 
Ley    debe    ser   estrictamente   observada. 

2.a  Pero,  en  ausencia  de  semejante  disposición, 
la  Ley  se  considerará  tan  sólo  como  de  carácter  di- 
rectivo, y  que,  á  menos  que  su  incumplimiento  afecte 
ó  haya  afectado  al  resultado,  la  disposición  relativa 
á  las  horas  legales  podrá  ser  de  observación  no  pre- 
cisa. 

3.a  Si  la  inobservancia  de  las  horas  legales  es 
grande  ó  considerable,  la  presunción  será  que  ha 
afectado  al  resultado,  y  que  la  obligación  de  de- 
mostrar afirmativamente  que  este  no  ha  sido  afec- 
tado, pesará  sobre  aquél  que  sostiene  la  validez  de 
la  elección.  Pero  si  la  inobservancia  de  las  horas 
legales  es  pequeña,  la  presunción  será  que  no  ha 
afectado  al  resultado,  y  que  la  obligación  de  demos- 
trar afirmativamente  lo  contrario  pesará  sobre  aquél 
que    ataque    la   validez    de    la   elección. 

4.a     Si    el   número   de   votos  ilegalmente   deposi- 

U)     Art.  21. 
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tados  después  de  las  horas  legales  y .  las  personas 
por  quienes  han  sido  depositados  pueden  ser  de- 
mostrados, dichos  votos  pueden  ser  rechazados  del 
recuento'  \  ^ 

§  326.  El  efecto  de  la  apertura  y  cierre  de 
los  Colegios  electorales,  fuera  de  las  horas  fijadas  por 
la  Ley,  ha  sido  una  de  las  cuestiones  más  debati- 
das ante  nuestros  Juzgados.  La  doctrina  generalmente 
sostenida  por  los  Tribunales  es  que,  á  falta  de  fraude, 
la  infracción  de  la  Ley  en  este  particular,  por  sí 
sola,  no  anula  la  elección.  Así  se  ve  en  los  siguientes 
casos   decididos   por   varios   Juzgados. 

En  la  protesta  de  Nebres  vs.  López,  el  Juzgado  de  la 
Unión  dice:  "La  única  cuestión  que  se  va  á  deter- 
minar es  si  la  apertura  del  Colegio  electoral,  una 
hora  más  tarde,  y  su  clausura  ó  cierre,  dos  horas 
después  del  tiempo  en  que  debió  haberse  cerrado, 
anulan    ó   invalidan    ó    no    la   elección. 

"El  Juzgado  no  puede  citar  autoridades  que  tratan 
sobre  elecciones  á  excepción  de  la  que  se  halla  con- 
signada en  la  American  Encyclopedia  of  Law,  se- 
gunda edición  P.  693,  Vol.  10.,  que  se  expresa  así: 

'En  algunos  de  los  casos,  se  ha  declarado  que 
si  los  Colegios  electorales  continúan  abiertos  después 
de  la  hora  prescrita  por  la  ley  para  la  clausura  ó 
cierre,  todos  los  votos  no  emitidos  dentro  de  la  hora 
debida  son  ilegales.  Los  votos  en  un  precinto  no 
serán  rechazados  por  haber  continuado  abierto  el 
Colegio  electoral,  después  de  la  hora  para  su  cierre, 
á  falta  de  pruebas  de  que  los  votos  fueron  emiti- 
dos   después   de  aquella   hora. 

'En  otros  casos  se  declara  que  la  ley,  al  fijar 
las   horas   para   la   apertura   y  clausura   de  los   Cole- 


(1)     McCray,  §  161  y  165. 


—  225  — 

gios  electorales,  es  meramente  directiva,  y  que  un 
incumplimiento  de  la  ley  en  este  respecto  no  es  fun- 
damento para  anular  la  elección,  si  no  consta  el  hecho 
de  haberse  recibido  ó  emitido  los  votos  de  perso- 
nas que  no  eran  electores  legales'. 

"El  Juzgado  cree  que  ésta  es  la  exposición  pro- 
pia de  la  regla  correcta  en  los  casos  de  elección.  No 
se  lia  alegado  ni  probado  fraude,  y  ningún  fraude 
se  ha  aludido  ni  aún  por  los  abogados  en  este  asunto. 
Declarar  nula  esta  elección,  que  libre,  perfecta  y 
plenamente  expresa  la  voluntad  de  los  electores  de 
este  pueblo,  sería  en  mi  opinión  un  error.  Los  apa- 
sionamientos de  partido  en  esta  provincia  están  muy 
levantados,  y  donde  no  hay  fraude,  el  Juzgado  cree 
que  las  irregularidades  que  son  simples,  aunque  sea 
en  estricta  violación  ó  infracción  de  la  letra  de  la 
Ley,  no  deberían  viciar  la  elección.  Todas  las  leyes 
del  Gobierno  aquí  demuestran  que  no  favorece 
los  procedimientos  de  forma,  y  el  único  fin  es  con- 
seguir  justicia   sólida." 

§  327.  El  Juzgado  de  Albay,  en  el  asunto  de 
Solano  vs.  Las  elecciones  de  Camalig,  discutió  la  si- 
guiente  cuestión  : 

"¿Invalida  esta  elección  el  hecho  de  que  el  Co- 
legio electoral  no  fué  cerrado  á  las  cinco,  sino  que 
la  votación  fué  continuada  hasta  cerca  de  las  ocho, 
no  habiéndose  cometido  ningún  fraude  de  cualquiera 
clase  ? 

El  artículo  21    de  la  Ley  Electoral  dispone  que: 

"En   todas   las   elecciones   que    se   celebran   con 
arreglo  á  los  preceptos  de  esta  Ley,  los  Colegios  elec- 
torales estarán  abiertos  desde  las  siete  de  la  mañana  . 
hasta  las  cinco  de  la  tarde." 

"Se    verá  que  esta  Ley  no  dice   específicamente 

29 
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que  los  Colegios  electorales  se  cerrarán  á  las  5  p. 
m.,  sino  que  dice  específicamente  que  los  Colegios 
electorales  estarán  abiertos  hasta  esta  hora.  Soy  de 
opinión  que  este  estatuto  es  meramente  directivo, 
y,  el  hecho  de  que  el  Colegio  electoral  no  se  ha 
cerrado  exactamente  á  las  cinco,  no  invalidará  la 
elección,  especialmente  en  este  caso,  en  que  no  se 
ha  demostrado  que  algunos  votos  ilegales  fueron  de- 
positados después  de  las  cinco.  Juzgar  de  otra  ma- 
nera en  este  asunto  resultaría  una  privación  á  elec- 
tores calificados,  de  hacer  uso  de  su  derecho  de 
votar,  sin  ninguna  falta  suya.  Al  confeccionar  las 
leyes  electorales,  según  este  Juzgado  dijo  en  la  causa 
de  elección  de  Ligao,  el  objeto  primario  es  para 
determinar  y  dar  efecto  á  la  intención  del  legisla1 
dor.  Ningún  Cuerpo  legislativo  intentó  jamás  privar 
á  un  elector  legal  de  su  derecho  de  votar.  Las 
personas,  que  votaron  después  de  las  cinco  en  la 
elección  disputada,  no  pueden  ser  juzgadas  respon- 
sables por  la  falta  de  las  autoridades  municipales  en 
proveer   el    número   debido  de  compartimientos' '.   (1) 

§  328.  En  la  protesta  de  Aposto!  vs.  Larrobis, 
el  Juzgado   de  Cebú   dice : 

"El  hecho  establecido,  en  opinión  del  Juzgado 
es  que  después  de  las  cinco  de  la  tarde  de  aquél 
día  han  votado  partidarios  del  candidato  Leandro 
Larrobis  en  número  de  unos  diez  ú  once  personas, 
y  dichos  votos  en  favor  del  citado  Leandro  Larro- 
bis son,  por  lo  tanto,  nulos,  y  se  declara  nula  la  ac- 
ción de  la  Junta  de  Inspectores  en  permitir  que  vo- 
taran dichas  personas  desde  las  cinco  hasta  las  siete 
de  la  noche;  y  constando  que  la  mayoría  del  Señor 
Larrobis  no    eran    más  que  7  votos:   por  la  presente, 

(1)     Solano  ?w.  Elecciones   de    Camalig,  del  Juzgado  de  Albay. 
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se  declara  nula  la  elección  verificada  en  el  día  5  de 
Noviembre  de  1907  en  el  Municipio  de  Minglanilla 
en  cuanto  al   cargo    de  Presidente   Municipal". 

§  329.  El  Juzgado  de  Ley  te,  en  el -asunto  de  Ta~ 
rrivx  vs.   Avelina,   dice* 

"Uno  de  los  fundamentos  de  la  protesta  se  re- 
fiere á  la  hora  de  abrir  y  cerrar  el  Colegio  electo- 
ral. La  Ley  Electoral,  en  su  artículo  21,  dice  que 
los  Colegios  electorales  estarán  abiertos  desde  las  siete 
de  la  mañana  hasta  las  cinco  de  la  tarde.  lias  pruebas 
demuestran  que  el  Colegio  electoral  no  se  había 
abierto  hasta  las  ocho  de  la  mañana  y  fué  cerrado 
á  las  seis  de  la  tarde,  ambas,  la  apertura  y  la  clau- 
sura han  sido  una  hora  más  tarde  de  la  prescrita  por 
la  Ley.  Ciertamente  esto  fué  una  irregularidad,  pero 
no  es  suficiente  para  autorizar  al  Juzgado  á  anular 
la  elección,  mientras  no  se  demuestre  que  un  nú- 
mero considerable  de  electores  han  sido  privados  de 
votar,  ó  que  se  hayan  depositado  votos  ilegales  du- 
rante la  hora  extraordinaria  en  que  estaba  abierto 
el  Colegio.  El  protestante  no  pretendió  obtener  al- 
aguna prueba  en  este  asunto  que  demuestre  cuántos 
electores  votaron  después  de  las  cinco  ó  que  demues- 
tre que  algunos  de  los  votos  introducidos  después 
de  las  cinco  hayan  sido  adjudicados  al  protestante". 

§  330.  En  la  protesta  de  Fríal  y  otros  vs.  Ha- 
bana, el  Juzgado  de  Cápiz  dice:  "Dando  por  pro- 
bado el  hecho  de  que  efectivamente  principió  la  vo- 
tación después  de  la  hora  señalada  por  la  Ley,  no 
creemos  que  esta  dilación  ó  demora,  en  el  presente 
caso,  sea  motivo  bastante  para  anular  las  elecciones 
del   precinto   de   Dumalag. 

'Si  hay  gran  demora  en  abrir  los  Colegios  elec- 
torales,   una  elección   no   puede   rechazarse,    á    menos 
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que  Be  demuestre  afirmativamente  que  la  demora 
impidió  á  bastantes  personas  que  depositaron  sus 
votos  para  cambiar  el  resultado. 

¿Si  se  demuestra  que  un  número  considerable  de 
personas  fué,  á  causa  de  la  dilación,  impedido  de 
votar,    la   elección   debe    ser   rechazada.7  (1> 

"En  este  asunto  consta  de  una  manera  positiva 
que  todos  los  votantes  del  precinto  de  Dumalag,  que 
quisieron  acudir  al  Colegio  electoral  para  depositar 
sus  votos  pudieron  hacerlo,  tanto  que,  á  las  dos  de 
la  tarde,  ya  habían  terminado  todos  de  votar,  3r  no 
hicieron  nada  los  Inspectores  desde  dicha  hora  hasta 
las  cinco  de  la  tarde,  en  que  empezó  el  escrutinio; 
y  por  el  contrario,  no  se  ha  probado  en  manera 
alguna  que  muchos  electores  no  hayan  podido  votar 
debido   á   la  tardanza  en  comenzar   la    votación."    (2> 

§  331.  En  la  protesta  de  Salinas  vs.  La  elec- 
ción de  llagan,  el  Juzgado  de  Isabela  dijo:  "Supo- 
niendo que  la  Junta  Electoral  se  haya  regido  por 
la  hora  de  la  iglesia  y  no  haya  cerrado  el  Colegio 
hasta  las  cinco  y  cuarto,  aparece,  sin  embargo,  que 
sólo  cuatro  votos  se  habían  depositado  durante  aquel 
tiempo,  y  del  resultado  del  examen  practicado  por 
este  Juzgado  de  los  votos  depositados  á  favor  de 
los  varios  candidatos  y  de  las  pluralidades  recibi- 
das, estos  cuatro  votos  no  afectan  al  resultado  de 
la  elección;  y,  por  consiguiente,  la  elección  no  debe 
viciarse  por  tal  motivo.  En  algunos  casos,  se  sostiene 
que  una  ley,  que  fija  las  horas  de  la  apertura  y 
clausura  de  los  Colegios,  es  meramente  directiva,  y 
el  separarse  de  ella  no  constituye  motivo  para  anular 

(1)  10,  Ara.  and  Eng.  Ency    of  Law,  p.  692. 

(2)  Fría  l  y  otro  vs.  Habana  et  al.  del  Juzgado  de  Cápiz. 
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la  elección,  si  no  aparece  que  los  votos  de  personas 
que    no   eran  electores  legales,  fueron    recibidos. "    (1) 

§  332.  La  misma  doctrina  se  sostiene  por  la 
Enciclopedia  Americana. 

"Las  disposiciones  de  la  ley,  en  cuanto  á  la  aper- 
tura y  clausura  de  los  Colegios  electorales,  son  tan 
sólo  de  carácter  directivo,  de  tal  manera  que  la  irre- 
gularidad en  este  detalle,  que  no  priva  á  ningún  elec- 
tor de  su  voto  ni  admite  á  elector  inhabilitado,  no 
invalidará  la  elección.  Pero,  si  el  incumplimiento  de 
las  disposiciones  de  la  ley,  respecto  al  tiempo  para 
la  apertura  ó  clausura  de  los  Colegios,  ha  sido  muy 
notable,  debería  considerarse  que  ha  afectado  al  re- 
sultado de  las  elecciones,  y,  por  consiguiente,  éstas 
serán    declaradas    nulas".    (2) 

Manera  de  votar. 

§  333.  Abiertos  los  Colegios  electorales,  los 
electores  pueden  penetrar  dentro  de  la  balaustrada 
del  Colegio  electoral  de  tal  modo  que,  además  de 
las  personas  legalmente  autorizadas  para  permanecer 
en  dicho  recinto  con  otros  fines  que  no  sea  el  de 
emitir  el  voto,  no  haya  al  mismo  tiempo  dentro 
del  mismo,  más  del  doble  del  número  de  los  com- 
partimientos. Al  penetrar  un  elector,  dirá  á  uno  de 
los  Inspectores  su  nombre  y  domicilio,  juntamente  con 
los  demás  datos  concernientes  á  su  persona,  que  de- 
ben constar  en  el  censo  y  pueden  serle  pedidos  por 
cualquiera  de  dichos  Inspectores.  El  Inspector  en- 
tonces anunciará  claramente  el  nombre  del  elector. 
El  Secretario  de  elección  le  entregará  una  balota  de- 
bidamente doblada,  si  el  elector  tiene  derecho  ,á  votar 
y    no    ha  sido  recusado,    ó   habiéndolo  sido,   la   recu- 


(1)  Salinas  v.  Elección  General  de  llagan,  del   Juzgado  de  Isabela. 

(2)  15,  Cyc,  p.,  346. 
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sación  ha  sido  desestimada.  El  elector  entonces  se 
introducirá  inmediatamente  sólo,  en  uno  de  los  com- 
partimientos vacíos,  y  preparará  allí  su  balota.  Des- 
pués de  preparada  su  papeleta,  la  entregará  al  Pre- 
sidente de  la  Junta,  quien  la  depositará  en  la  urna 
en  presencia  y  á  la  vista  del  elector,  anunciando  al 
mismo  tiempo  el  Secretario  el  nombre  y  domicilio 
de  dicho  elector,  y  anotándolo  en  la  lista  del  censo 
electoral.  (l) 

Preparación  de  la  balota. 

§  334.  Cada  elector  preparará  sólo  su  balota, 
escribiendo  para  cada  cargo,  en  los  espacios  corres- 
pondientes, el  nombre  de  la  persona  por  quien  desea 
votar.  <2) 

15.     Lo  que  se  debe  escribir  en  le*    balota. 

§  335.  Sólo  se  escribirán  en  la  papeleta  los 
nombres  de  los  candidatos  por  quienes  se  vota,  y 
será  ilícito  escribir  otras  cosas,  raspar  cualquiera  parte 
impresa,  añadir  cualquiera  señal  distintiva  y  rasgar 
ó   mutilar  intencionalmente   la  papeleta.    <3> 

1<5.     Pena  de»  nulidad. 

§  336.  Toda  balota,  marcada  ó  señalada  con 
cualquier  signo  distintivo,  será  nula  y  no  se  con- 
tará  en    el  .escrutinio.  (4) 

17.    Elector  c|iae  no  sabe  ó  no  puede  es- 
cribir  su  balota. 

§  337.  El  elector  con  derecho  á  votar,  que 
no  puede  escribir  ó  que,  por  razón  de  ceguera  ú 
otro  defecto  físico,  no  está  en  condiciones  de  llenar 
su   papeleta,   podrá   prestar    juramento   acerca    de   su 


(1)     Art.  22     (2)     Art.  22.    (3)     Art.  22.     (4)     Art.  20. 
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defecto  físico,  y  de  la  naturaleza  del  mismo,  y  de  que 
desea  que  uno  ó  dos  de  los  Inspectores  que  él  de- 
signare, le  ayuden  á  preparar  su  papeleta.  El  Ins- 
pector ó  los  Inspectores  nombrados,  como  arriba  se 
dispone,  se  retirarán  á  un  lado  con  el  elector  y  le 
extenderán  la  papeleta  en  armonía  con  sus  deseos. 
Los  informes  así  obtenidos  se  considerarán  como  una 
comunicación  privilegiada.  W 

Juramento  cíe  los  electores  cfvie  no  saben 
o  no  pueden  preparar  su  balota. 

§  338.  La  Junta  de  Inspectores  llevará  un  re- 
gistro de  tales  juramentos,  en  el  que  conste  el  nom- 
bre ó  los  nombres  del  Inspector  6  de  los  Inspec- 
tores que  hayan  ayudado  al  elector,  y  los  archivará 
después  de  la  elección  en  poder  del  Secretario  mu- 
nicipal, con  todas  las  actas  y  documentos  de  dicha 
Junta,    (2) 

Secreto  de  la  votación. 
§  339.  Ningún  individuo  de  la  Junta  ni  fun- 
cionario encargado  de  la  elección,  manifestará,  antes 
de  que  se  anuncie  el  resultado  del  escrutinio,  el 
número  de  papeletas  depositadas,  el  número  de  votos 
emitidos  á  favor  de  una  persona,  el  nombre  de  nin- 
guna persona  que  haya  votado  ó  que  haya  dejado 
de  votar,  ni  ningún  otro  hecho  que  tienda  á  de- 
mostrar el  estado  de  la  elección,  ni  dará  nada  en 
ningún  tiempo,  excepto  como  testigo  ante  un  Tribu- 
nal, tratando  de  mostrar  cómo  votó  una  persona.    (3) 

Secreto  del  sufragio. 
§     340.     El   elector   no   debe   exponer   ni  mani- 
festar el  contenido  de    su   balota.    (4) 


(1)     Art.  22.     (2)     Art.  22.     (3)     Art.  22.     (4)     Art.  22. 
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El  Gobernador  General  Ide,  en  la  protesta  de 
Pastor   vs.     Villanueva,    dijo: 

"Los  votos  depositados  públicamente  á  favor  de 
candidato  determinado  deben  ser  rechazados,  por  ser 
contrarios  al  secreto  de  la  votación;  pero  no  anulan 
la   elección' '.    <j) 

§  341.  Como  doctrina  aplicable  al  caso,  en- 
contramos en  la  Enciclopedia  Americana  lo  siguiente: 

' 'La  práctica  de  prestar  juramento  á  los  electores, 
al  objeto  de  compelerles  á  descubrir  los  nombres  de 
sus  candidatos,  se  ha  prohibido  oficialmente  tiempo 
ha,  como  una  especie  de  poder  inquisitorial,  que  no 
se  conoce  en  un  gobierno  libre.  No  hay  duda  al- 
guna de  que  el  secreto  es  uno  de  los  objetos  más 
importantes  del  sistema  de  votar  mediante  papeletas, 
para  que  pueda  el  elector  usar  de  su  independencia 
personal,  al  votar  por  su  candidato,  sin  sujetarse  á 
la  intimidación  ó  influencia  de  los  demás,  ó  al  odio 
ó  persecución  con  motivo  de  su  voto.  Se  considera 
por  las  autoridades  que  esta  protección  debe  ser  ab- 
soluta, á  menos  que  el  elector  mismo  voluntariamen- 
te divulgue  el  secreto,  y,  por  consiguiente,  se  ha  decla- 
rado que  el  elector  debidamente  habilitado,  no  puede 
ser  compelido  á  descubrir  la  persona  por  quién  haya 
votado,  y  el  objeto  de  la  disposición  común  de  las 
leyes  electorales,  que  ninguna  otra  marca  ó  endoso 
que  lo  prescrito  por  la  Ley  deben  ponerse  en  la 
papeleta,  es  la  protección  de  los  electores  habilita- 
dos respecto   al   secreto    de   la  votación".    <2> 

12\.    Cambio  do  balotas  manchadas  é> 
Inutilizadas. 

§     342.     Si  un  elector  manchase  ó  inutilizase  la 


(1)  O.  E.  N.  °   26,  Serie  de  1906. 

(2)  15,  Cyc.  p.,  423 
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papeleta,  de  tal  manera  que  no  pueda  legalmente 
usarse,  la  devolverá  al  Secretario,  el  cual  le  dará,  si 
es  necesario,  otras  papeletas,  una  cada  vez,  sin  que 
pueda  exceder  de  dos  sucesivamente.  Cada  papeleta 
que  se  dé  á  un  elector  se  anunciará  á  los  Inspec- 
tores, y  se  anotará  su  entrega  en  la  lista  de  elec- 
tores. Cada  papeleta  devuelta,  por  haberse  inutili- 
zado, se  le  marcará  de  un  modo  claro  con  la  pa- 
labra inutilizada,  puesta  en  el  doblez  del  respaldo 
de  la  misma,  y  se  colocará  inmediatamente  en  la 
caja  de  papeletas  inutilizadas.  Dicha  caja  será  sellada, 
y  devuelta  al  Secretario  municipal,  y  no  se  destinará 
á  otro    fin.   (1) 

Conservación  do  todas  las  balotas. 

§  343.  Ninguna  papeleta,  sea  inutilizada  ó  no, 
se  sacará  del  Colegio  electoral,  excepto  para  ser 
entregada  al  Secretario  municipal  después  de  las 
elecciones,  en  la  forma  y  condiciones  prescritas  por 
la    Ley. 

Colocación  do  las  balotas  on  las  urnas. 

§  344.  El  Presidente  de  la  Junta  de  Inspec- 
tores de  elección,  después  de  recibir  del  elector  su 
balota,  y  sin  exponer  su  contenido,  la  depositará 
en  la  urna,  en  presencia  y  á  la  vista  del  elector.  Cuando 
sea  necesario  hacer  sitio  en  la  urna  para  más  pa- 
peletas, el  Presidente  puede  abrirla,  en  presencia  de 
toda  la  Junta,  y  hacer  presión  sobre  las  papeletas 
con  sus  manos,  sin  quitar  ninguna  de  ellas,  hecho  lo 
cual,  volverá  á  cerrar  con  la  llave  y  sellar  la  urna.    (2) 

Las  balotas  que  se  coloquen  en  la  urna  elec- 
toral,   después   del    escrutinio,    deben  estar   separadas 


(1)  Art.  22. 

(2)  Art.  21. 
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y  enf ajadas  con  las  marcas  de  papeletas  sobrantes, 
papeletas  marcadas,  y  papeletas  tachadas  como  mar- 
cadas.  (1) 

Permanencia  de  electores  dentro  de  la 
balaustrada. 

§  345.  Desde  que  se  abran  los  Colegios  elec- 
torales hasta  que  se  termine  el  escrutinio  de  los  votos 
y  se  anuncie  su  resultado,  no  se  permitirá  á  nin- 
guna persona  permanecer  dentro  de  la  balaustrada 
del  Colegio  electoral,  ni  dentro  de  30  metros  del 
mismo,  excepto  á  los  individuos  de  la  Junta  de  Ins- 
pectores, á  la  policía  necesaria,  al  Cuerpo  de  Poli- 
cía ú  otros  agentes  de  orden  público,  que  pueden 
estar  presentes,  á  requerimiento  de  la  Junta,  para 
ejecutar  sus  órdenes,  ó  para  cumplimentar  el  man- 
damiento de  un  Tribunal,  ó  para  actuar  como  orde- 
nanza. l2) 

Fuera  de  los  electores  que  estén  votando  ó  es- 
perando para  votar,  ningún  grupo  se  congregará  ó  per- 
manecerá dentro  de  los  30  metros  de  distancia  del  Co- 
legio electoral,  ni  se  permitirá  á  nadie  solicitar  votos, 
ni  hacer  otros  trabajos  de  propaganda,  como  muñidor 
electoral,    dentro    de   dicha  distancia. 

Estas  disposiciones  de  la  Ley  han  sido  inter- 
pretadas por  los  Juzgados  como  de  carácter  directivo, 
y  por  tanto,  su  infracción,  por  sí  sola,  no  es  bas- 
tante para  anular  la  elección,  á  menos  que  haya 
mediado  fraude  ó  engaño  que  afecten  al  resultado  de 
la   elección    ó   haga   dudoso  su   resultado. 

§  346.  El  Juzgado  de  Isabela,  en  la  protesta 
de  Salinas  vs.  Las  elecciones  de  llagan,  dice:  "El 
hecho,  de  que  algunos  electores  se  reunieran  por  un 
corto   tiempo   dentro   de   treinta    metros    del    Colegio 

(1)  Art.  24. 

(2)  Art.  22. 
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electoral,  no  viciaría  la  elección,  á  menos  que  se 
demuestre  que  se  perpetró  por  ellos  algún  fraude 
ó  influencia  indebida  ó  intimidación  empleada  por 
ellos,  ú  otros  electores  fueron  privados  del  ejercicio 
de  su  derecho  de  depositar  sus  balotas;  y  que  el 
hecho,  de  que  personas  determinadas  fueron  vistas 
dentro  ó  alrededor  del  Colegio  electoral  del  segundo 
precinto,  no  es  suficiente  para  hacer  nula  la  elec- 
ción en  aquel  precinto,  á  falta  de  prueba  de  que 
han  cometido  actos  de  tal  índole,  que  afectaran  al 
resultado   de   la   elección    en    aquel    precinto."    (1) 

§  347.  El  Juzgado  de  Nueva  Ecija  sostuvo  el 
mismo  criterio  en  la  protesta  de  Samsón  vs.  Saíilo, 
diciendo: 

"El  hecho  de  que  ciertos  interventores  del  re- 
currido muñían  votos  durante  la  votación,  dentro 
de  los  treinta  metros  del  Colegio  electoral,  y  que  du- 
rante dicha  votación  y  también  durante  el  escruti- 
nio se  hallaban  congregadas  dentro  de  los  expresa- 
dos treinta  metros  varias  personas,  entre  las  cuales 
había  algunos  que  no  eran  electores,  aun  cuando 
se  admita  que  se  hayan  probado  los  hechos  como 
se  alegan  en  los  referidos  fundamentos,  el  Juzgado 
opina  que  no  pueden  afectar  de  una  manera  grave 
á  las  elecciones  que  aquí  se  discuten,  viciándolas  de 
nulidad,  porque,  á  lo  más,  algunos  de  tales  hechos 
podrían  constituir  infracciones  punibles  de  la  Ley 
Electoral,    que    no   son    del   caso  considerar."    (2> 

§  348.  Se  afirma  la  misma  doctrina,  en  la  pro- 
testa de  Martínez  vs.  Alcántara,  del  Juzgado  de  la 
Laguna. 

"Se  alega,  dice  el  Juzgado,  que  durante  las  elec- 
ciones  se    permitió   la   estancia» dentro  de   los  treinta 


(1)  Salinas  vs.  Elección,  Oral,  de  llagan  del  Juzgado  de  Isabela. 

(2)  Samsón  i*.  Saúlo,  del  Juzgado  de  Nueva  Ecija. 
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metros  del  Colegio  electoral  no  sólo  á  los  electo- 
res sino  á  otras  personas,  incluso  mujeres  y  muñi- 
dores del  candidato  protestado,  los  cuales  laboraban 
cerca  de  los  electores  en  favor  de  dicho  candidato. 
Pero,  no  alegándose  que  dichas  personas  hayan  al- 
terado el  orden  de  la  elección,  ó  que  hayan  come- 
tido acto  alguno  fraudulento,  que  pudiera  afectar  de 
una  manera  grave  á  las  elecciones,  la  permanencia 
allí  de  dichas  personas  podría  constituir  infracción 
de  la  Ley  Electoral,  que  debe  ser  objeto  de  otro 
juicio,  mas  no  invalida  el  resultado  ele  aquella  elec- 
ción." a) 

§  349.  El  Juzgado  de  Albay  sostiene  la  misma 
regla,  en  la  protesta  de  Solano  vs.  Las  Elecciones  de 
Camalig.  "En  vista  del  hecho,  dice  el  Juzgado,  de 
que  gran  número  de  electores  estuvieron  dentro  de 
30  metros  del  Colegio  electoral,  sin  el  conocimiento  ó 
consentimiento  de  los  Inspectores,  y  eu  vista  del  hecho, 
además,  de  que  ellos  fueron  echados  de  allí  inmediata- 
mente, al  ser  descubiertos,  su  presencia  temporal  no 
es   suficiente  para   invalidar   esta  elección."  (2) 

§  350.  El  Juzgado  de  Negros  Occidental,  en  la 
protesta  de  Visitación  vs.  Gamao,  sostuvo  que  el 
mero  hecho  de  entrar  un  policía  en  el  Colegio  elec- 
toral, con  el  fin  de  muñir  por  cierta  candidatura,  pero 
sin  emplear  intimidación  ó  amenaza,  no  anula  la 
elección.    ^ 

§  351.  El  Juzgado  de  Leyte,  en  la  protesta  de 
Tarrius  vs.  Avelina,  discutiendo  el  mismo  asunto,  dice: 
"Parece  que  la  presencia  de  los  constabularios  en  el 
Colegio  electoral  no  ha  causado  ningún  daño  real  y 
no   se    ha   oído    queja   de    ningún    elector   que    había 

(1)  Martínez  vs.  Alcántara,  del  Juzgado  de  Laguna. 

(2)  Solano  vs.  Elecciones  de  Camaíig,  del  Juzgado  de  Albay. 

(3)  Visitación  vs.  Gamao,  del  Juzgado  de   Negros  Occidental. 
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sido  influido  de  alguna  manera  por  su  presencia.  Creo 
que  el  Sub-inspector,  que  permitió  que  sus  soldados 
se  quedaran  en  el  Colegio  electoral,  merece  una  crítica. 
Sus  soldados  podían  haber  estado  mejor  empleados. 
Pero,  á  falta  de  pruebas  que  demuestren  que  se 
haya  causado  algún  daño  real  ó  que  el  resultado 
de  la  elección  se  había  alterado  de  algún  modo  pol- 
la presencia  de  estos  hombres,  este  fundamento  de 
la   protesta  no  puede    ser  estimado."  (1) 

§  352.  El  mismo  asunto  fué  discutido  por  el 
Juzgado  de  Sorsogón,  en  la  protesta  de  Jiménez  vs.  Gua- 
riña.  "Se  alega  en  la  demanda,  dice  el  Juzgado,  y 
se  demuestra  por  la  declaración  que  el  respondente 
estuvo  presente  en  los  Colegios  electorales  de  Ju- 
ban,  como  interventor"  á  favor  de  otro  candidato,  y 
esto  se  afirma  por  el  reclamante,  como  motivo  su- 
ficiente para  anular  la  elección,  fundándose  en  que, 
con  arreglo  á  la  Ley  Electoral,  ninguna  persona  tiene 
derecho  á  estar  presente  durante  la  votación  más 
que  los  miembros  de  la  Junta  de  Inspectores  y 
ciertas  personas  mencionadas  expresamente  en  la 
T^ey,  y  que  á  los  interventores  solamente  se  les  per- 
mite estar  presentes   durante    el    escrutinio. 

"El  respondente  cita  á  su  favor,  para  estar  pre- 
sente, la  siguiente  regla  del  Secretario  Ejecutivo,  de 
fecha  24  de  Octubre  de  1907:  'Esta  oficina  ha  ma- 
nifestado siempre  su  opinión  de  que  las  disposicio- 
nes del  artículo  21  de  la  Ley  Electoral  deben  ser 
interpretadas  liberalmente  y  que  debe  permitirse  á 
los  interventores  presenciar  no  sólo  el  escrutinio  de 
los  votos,  sino  también  el  acto  de  la  votación;  esto 
es,  que  debe  permitírseles  estar  dentro  del  Colegio 
electoral,    desde    su   apertura    hasta  que  terminen   to- 


en    Tarriufi  w.  Avelino,  del  Juzgado  de  Leyte. 
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dos  los  procedimientos  de  la  Junta  de    Inspectores,    el 
día   de   la   elección/ 

"El  reclamante  insiste  eíi  que  esta  regla  es 
errónea  y  que  la  presencia  de  interventores  durante 
la  votación,  está  prohibida  por  la  Ley.  Yo  no  en- 
cuentro prohibición  alguna  de  tal  clase."  (1) 

Permanencia  de    los    interventores  en  el 
Colegio  electoral  durante  la  votación. 

§  353.  Durante  el  escrutinio  de  votos  por  la 
Junta,  se  permitirá  que  esté  dentro  del  Colegio, 
pero  no  dentro  de  la  balaustrada,  cierto  número  de 
electores  de  la  sección,  que  no  exceda  de  seis,  y  que 
representarán  tanto  ó  igual,  como  fuese  posible,  á  los 
candidatos  que  hayan  luchado  en  la  elección  y  serán 
nombrados  por  dichos  candidatos,  como  interventores. 
Estos  interventores  podrán  presenciar  libremente  el 
escrutinio  y  enterarse  de  los  procedimientos  de  la 
Junta,  y  tomar  notas  de  lo  que  vean  y  oigan,  pero 
no  tocarán  las  papeletas,  ni  hablarán  con  los  Ins- 
pectores ni  entre  sí,  de  modo  que  interrumpan  el 
acto.    (2) 

§  354.  "Los  interventores,  dice  el  Juzgado  de 
Pangasinán,  no  deben  estar  dentro  del  Colegio  Elec- 
toral durante  las  horas  de  la  votación,  sino  sola- 
mente durante  el  escrutinio.  Esta  ilegalidad,  sin  em- 
bargo, no  basta  para  invalidar  la  elección.  Si  hay 
otras  irregularidades  ó  ilegalidades,  serían  tan  insig- 
nificantes que  de  ningún  modo  afectarían  el  resul- 
tado. Si  la  elección  era  de  otro  modo  legal,  y  los 
oficiales  no  dilataron  intencional  é  innecesariamente  la 
votación,  habiendo  hecho  todo  lo  posible  al  objeto  de 
dar  oportunidad  á  todos  para  votar,  sin  haber  me- 
tí) Jifnenez  rs.  Guariña,  del  Juzgado  de  Sorsogón. 
(2)     Art.  21. 
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diado  fraudo,  intimidación,  ú  otras  corruptelas,  en- 
tonces, el  mero  hecho  de  que"  hubo  algunos  electores 
que  no  pudieron  votar  por  falta  de  tiempo,  no  es 
fundamento  legal  suficiente  per  se  para  que  el  Juz- 
gado anule    la  elección."    (1) 

F^rman^noIci  d^  los  electores  en  los 
compartimientos. 

§  355.  Ningún  elector  podrá  entrar  en  un 
compartimiento  ocupado  ya  por  otro,  ni  permanecer 
en  él  más  de  ocho  minutos,  si  hay  otros  electores 
esperando,  ni  hablar  con  otro,  mientras  permanezca 
en  el  Colegio,  fuera  del  caso  permitido  por  la  Ley.  (2) 

La  cuestión  de  si  ó  no  la  infracción  de  este 
precepto  anula  la  elección  ha  sido  determinada  en 
la  protesta  de  Posadas  vs.  Banaag,  del  Juzgado  de 
Pangasinán.  La  Corte  dijo:  "Si  se  hubiese  alegado 
y  probado  la  falta  de  cumplimiento  de  este  precepto 
legal,  y  se  hubiesen  aportado  más  pruebas  para  de- 
mostrar que  por  ello  se  ha  privado  á  un  número 
suficiente  de  electores  de  su  derecho  de  votar,  lo 
cual  hubiese  afectado  materialmente  al  resultado,  en- 
tonces, podría  pretenderse  que  la  elección  se  debe 
declarar   nula."    (3) 

§  356.  Discutiendo  el  mismo  asunto  el  Juz- 
gado de  Tarlac,  en  la  protesta  de  Torres  vs.  Papa, 
dice:  "Es  verdad  que  la  Ley  habla  de  que  un  elec- 
tor no  puede  permanecer  dentro  del  compartimiento 
más  de  ocho  minutos;  pero  la  Ley  no  habla  de 
que  el  elector  no  puede  permanecer  dentro  del  Co- 
legio más  de  este  tiempo.  Siendo  38  los  electores 
que    votaban,    no   comprendemos   cómo    no    se    había 


(1)  Posadas  v.  Banaag,  del  Juzgado  de  Pangasinán. 

(2)  Art,  22. 

(3)  Posadas  v.  Banaag,  del  Juzgado  de  Pangasinán. 
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de  invertir  necesariamente  tiempo  teniendo  en  cuenta 
que  cada  elector  tiene  que  identificarse  antes  de  re- 
cibir su  balota;  que  hay  que  buscar  el  número  de 
cada  elector  en  las  listas  del  censo  en  que  hay  ins- 
critos setecientos  cuarenta  y  cuatro  electores  por  se- 
siones; que  ese  elector  tiene  que  escribir  después  su 
balota;  que  tiene  que  esperar  que  el  Presidente  y 
demás  Inspectores  hayan  terminado  de  ayudar  á  los 
electores  inhábiles,  que  en  Camiling  formaban  una 
tercera  parte  del  total  de  los  electores;  y  que  al 
entregar  su  balota  tiene  que  volver  á  identificarse 
de  nuevo.  En  todas  estas  operaciones,  tiene  que  in- 
vertirse necesariamente  mucho  tiempo.  No  hay  prueba 
bastante  de  que  la  Junta  de  Inspectores  del  precinto 
"A"  de  Camiling  por  medios  fraudulentos  impidió 
que  190  electores  pudiesen  votar  en  el  día  de  la 
elección."    n> 

Presencia  de   fuerza  armada   en  ó  cei-ca 
de  los  Colegios  electorales. 

§  357.  Esta  cuestión  ha  sido  discutida  por  el 
Juzgado  de  Leyte  en  la  ya  citada  protesta  de  Tarriux 
vs.  Avelina.  "El  siguiente  fundamento,  dice  el  Juz- 
gado, alegado  por  los  protestantes  para  anular  la  elec- 
ción, es  la  presencia  de  algunos  soldados  constabu- 
larios  dentro  y  alrededor  del  Colegio  electoral.  Apa- 
rece de  las  pruebas  que  durante  todo  el  día  estaban 
presentes  unos  treinta  eonstabularios  en  compañía  del 
Sub-inspector  Lolo  Soledad.  Esto  podía  ser  un  asunto 
muy  importante.  El  empleo  de  fuerza  armada  en  los 
Colegios  electorales  es  contrario  á  todos  los  princi- 
pios que  rigen  las  elecciones  libres,  y  no  debe  ser 
tolerado.    Vamos  á  proceder,   por  lo  tanto,  á  averiguar 

(1)     Torres  v.  Papa,  del  Juzgado  de  Tarlae. 
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que  es  k)  que  habían  hecho  estos  constabularios,  fun- 
dando la  apreciación  en  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos de  los  protestantes.  Las  pruebas  demuestran  que 
estaban  presentes  treinta  constabularios,  catorce  de 
los  cuales  eran  electores  y  tenían  perfecto  derecho 
de  estar  allí.  Con  respecto  á  los  otros,  los  testigos 
de  los  protestantes  dicen  que  estaban  desarmados  y 
que  ellos  no  intentaron  intimidar  ni  influir  á  los  elec- 
tores. De  modo  que  parecía  que  la  presencia  de  los 
constabularios  no  ha  causado  ningún  daño  real,  y  no 
se  ha  oído  queja  de  ningún  elector  que  había  sido 
influido  de  alguna  manera  por  su  presencia.  Creo  que 
el  Sub-inspector,  que  permitió  que  sus  soldados  se 
quedaran  en  el  Colegio  electoral,  merece  una  crítica. 
Sus  soldados  podían  haber  estado  mejor  empleados. 
Pero,  á  falta  de  pruebas  que  demuestren  que  *se  haya 
causado  algún  daño  real  ó  que  el  resultado  de  la 
elección  se  había  alterado  de  algún  modo  por  la  pre- 
sencia de  estos  hombres,  este  fundamento  de  la  pro- 
testa no  puede  ser  estimado. "  (1) 

Irregularidades  de  elección. 

§  358.  Si  tenemos  en  cuenta  la  distinción  que 
hay  entre  preceptos  imperativos  y  -  preceptos  mera- 
mente directivos,  no  nos  será  difícil  resolver  las  cues- 
tiones que  surjan   de  las  irregularidades  de  elección. 

El  principio  fundamental"  es  que  las  irregulari- 
dades, que  no  tiendan  á  afectar  el  resultado,  no 
deben  frustrar  la  voluntad  de  la  mayoría;  la  volun- 
tad de  la  mayoría  debe  ser  respetada,  no  obstante 
haber  sido  expresada  con  alguna  irregularidad. 

§  359.  Este  principio  se  halla  expuesto  en  varios 
puntos  de  la  Jurisprudencia  Americana. 


(1)     Tarrius  v«.  Avelino,  d<»l  Juzgado  «.U»  Leytv. 
31 
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"Cuando  la  elección  aparece  haberse  verificado 
justa  y  honradamente,  no  se  anulará  por  meras 
irregularidades  que  no  han  afectado  al  resultado, 
porque,  cuando  no  existe  dolo  alguno,  los  Tribu- 
nales se  inclinan  á  dar  efecto  á  las  elecciones,  siem- 
pre que  sea  posible.  Y  aún  se  ha  declarado  que 
las  irregularidades  notables,  que  no  constituyen  dolo, 
no  invalidan  la  elección.  Cuando  la  Legislatura  de- 
clara que  cierta  irregularidad  en  una  elección  vicia 
de  nulidad  el  resultado  de  las  elecciones,  los  Tribu- 
nales darán  efecto  á  tal  mandato.  Y  aunque  no  sea 
aparente  ningún  dolo,  los  actos  de  los  funcionarios 
de  elección  podrán  constituir  una  negligencia  y  des- 
cuido de  sus  deberes  oficiales  de  tal  naturaleza,  que 
hagan  ininteligible  é  indigno  de  crédito  el  resultado 
de  la  elección.  Pero  la  facultad  de  rechazar  una 
sección  entera  debe  ejercitarse  con  la  mayor  cautela 
y  sólo  bajo  circunstancias  que  demuestren  fuera  de 
toda  duda  racional  que  la  infracción  de  la  Ley  ha 
sido  tan  fundamental  ó  persistente  y  continua,  que 
es  imposible  distinguir  los  votos  legales  de  los  ile- 
gales, ó  llegar  á  algún  resultado  cierto,  ó  que  se 
ha  impedido  á  muchos  votantes  del  ejercicio  de  su 
derecho  por  medio  de  la  fuerza,  violencia,  intimi- 
dación  y  amenazas. "  (1) 

§  360.  Las  irregularidades  y  el  incumplimiento 
de  los  preceptos  constitucionales  ó  legales  no  invalidan 
necesariamente  la  elección,  á  menos  que  dichos  precep- 
tos sean  esenciales  á  la  validez  de  la  misma.  Y  es  una 
regla  generalmente  reconocida  que  el  descuido  de  los 
oficiales  de  elección  ó  las  irregularidades  de  su  parte 
no  vician  la  elección,  á  menos  que  aparezca  que  el 
resultado  ha  sido  materialmente  afectado.  (2) 


(1)  15,  Cyc,  pp.  372  y  siguientes. 

(2)  10,  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law  p.  567  y  670. 
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§     361.     McCrary    por   su    parte    dice: 

"En  los  casos  de  elecciones  disputadas,  ordina- 
riamente no  se  da  mucha  consideración  á  las  me- 
ras irregularidades  en  los  procedimientos  de  los  ofi- 
ciales de  elecciones,  que  no  tiendan  á  afectar  los 
verdaderos  méritos  de  la  causa.  Así  se  sostuvo  por 
la  Corte  de  apelaciones  de  Nueva  York,  en  People 
vs.  Coolc,  que,  cuando  las  pruebas  tienden  sólo  á  de- 
mostrar una  irregularidad  sin  intención  fraudulenta, 
y  por  la  cual  ninguno  es  perjudicado,  la  Corte  no 
tiene  fundamento  de  someter  la  cuestión  al  jurado 
para  su  investigación.' '  Y  en  otro  lugar  el  mismo 
autor  añade:  "Los  oficiales  de  elecciones  pueden 
estar  sujetos  á  un  castigo  por  la  infracción  de  las 
disposiciones  directivas  de  la  Ley,  pero  el  pueblo 
no  debe  quedar  perjudicado  por  causa  de  las  faltas 
de  sus  agentes. "   (1} 

§  362.  La  misma  doctrina  vemos  aplicada  por 
nuestras  Cortes  en  la  resolución  de  protestas  contra 
elecciones.  El  Juzgado  de  Cápiz,  en  la  protesta  de 
Villa-real   vs.     Villareal,    dice: 

"En  el  caso  de  autos,  ni  consta  que  el  haber 
entrado  Tiburcio  Capunan,  cuando  estaba  el  compar- 
timiento ocupado  por  un  votante,  haya  sido  á  cien- 
cia y  paciencia  de  los  Inspectores  de  elección,  ni 
tampoco  aparece  que  el  votante  haya  demostrado  su 
voto  á  Tiburcio  Capunan,  sino  que  éste  sorprendió 
á  aquel.  De  modo  que  no  creemos-  que  deba  des- 
contarse este  voto,  porque  no  ha  sido  voluntaria  la 
acción  de  enseñarlo  por  parte  del  votante,  ni  tam- 
poco creemos  que  se  deba  rechazar  el  voto  entero 
del  precinto,  porque  no  se  ha  probado  que  esta  irre- 
gularidad se  haya  cometido  en  gran  escala." 


(1)     McCrary  §  222  y  228. 
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En  apoyo  de  su  opinión,  el  Juzgado  cita  los  si- 
guientes casos  de  la  Jurisprudencia  Americana: 

4En  una  elección  para  un  miembro  del  Congreso 
celebrada  en  un  precinto  del  Estado  de  California, 
donde  la  Ley  dispone  que  es  ilegal  abrir  ó  leer 
una  balota  á  una  distancia  de  100  pies  de  la  mesa 
electoral,  esta  Ley  fué  infringida  durante  todo  el 
día,  pero  el  Tribunal  decidió  que,  si  bien  las  per- 
sonas que  han  infringido  eran  responsables  crimi- 
nalmente, no  era,  sin  embargo,  la  intención  de  la 
Ley  que  dicha  infracción  debiera  invalidar  la  elec- 
ción. 

'En  el  caso  del  Attorney  General  contra  McQuade, 
94  Michigan,  439,  citado  en  el  tomo  10  de  Ame- 
rican and  English  Encyclopedia  of  Law,  699,  se  re- 
solvió que,  si  se  permite  á  terceras  personas  entrar 
en  el  compartimiento  con  un  votante,  con  infracción 
de  una  de  las  disposiciones  legales,  dicho  voto  es 
ilegal,  y  si  esto  es  permitido  de  una  manera  consi- 
derable será  motivo  para  rechazar  el  voto  del  pre- 
cinto; y  en  el  caso  de  que  un  elector,  después  de 
preparada  su  balota,  la  demostrase  á  alguna  otra 
persona,  que  no  fuese  la  que  le  asista  legalmente 
en  la  preparación  de  la  misma,  para  revelar  los  can- 
didatos votados,  no  debe  de  recibirse.  El  voto  hecho  en 
esta  forma  no  debe  contarse/    ^1} 

§  363.  El  Comité  de  Elecciones  de  la  Asam- 
blea, en  la  protesta  de  Capistrano  vs.    Corrales,  dice: 

4 'El  art.  21  de  la  Ley  Electoral  prohibe  á  los  mu- 
ñidores hacer  trabajos  dentro  de  treinta  metros  de 
distancia  del  Colegio:  es  cuestión  de  orden,  cuyo 
único  efecto  es  expulsar  del  lugar  á  los  contraven- 
tores; no  viciar  lina  elección  verificada.  No  se  pun- 
tualiza que,   en  el  caso,   se  haya  ejercido  coacción.  <2< 


(1)  Ara.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  10,  p.  699. 

(2)  Piar,  de  ees.  de  la  Asamblea  Nuv.  1,  1907. 
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§  364.  El  Juzgado  de  Hocos  Sur,  en  la  pro- 
testa de  Leones  vs.  Bello,  dijo:  "Los  hechos  denun- 
ciados no  pueden  ni  deben  anular  la  elección  veri- 
ficada el  día  5  de  Noviembre  último  en  el  Colegio 
electoral  del  Municipio  de  Santa,  Hocos  Sur,  porque 
no  afectan  á  las  condiciones  intrínsecas  de  la  misma, 
aunque  revelan,  de  parte  de  la  Junta  de  Inspectores, 
incumplimiento  de  los  deberes  que  le  impone  la  Ley 
electoral  en  su  artículo  16,  y  por  esta  razón  debe  in- 
currir é  incurre  en  la  penalidad  prescrita  por  la  Ley 
ó  sea  en  la  multa   de    doscientos  pesos."  í1) 

§  365.  El  mismo  Juzgado  de  llocos  Sur,  en 
la  protesta  de  Legaspi  vs.  Mati  y  otros,  sostuvo:  "Que 
el  Secretario  de  la  Junta  de  Inspectores  se  entre- 
metió en  escribir  las  balotas  de  los  electores  que 
no  sabían-  ó  no  podían  escribir,  y  se  entremetió,  por- 
que no  él,  sino  los  Inspectores  son  los  llamados  á 
escribir;  que  este  entremetimiento  fue  tolerado,  si 
no  consentido  por  la  Junta;  que  el  Presidente  de 
esta  Junta  invitó  al  Colegio  electoral  al  Presi- 
dente Municipal,  candidato  á  ser  reelegido  en  el 
cargo,  para  dar  instrucciones  á  la  policía,  pero  el 
Presidente  Municipal  permaneció  allí  más  del  tiempo 
necesario  para  dar  instrucciones,  }r  la  Junta  toleró 
ó  consintió  que  en  el  mismo  Colegio,  ó  cerca  de  él, 
hubiese   candidatos   que    solicitasen    votos. 

"Estas  irregularidades,  si  no  vician  la  elección, 
porque  no  afectan  á  la  esencia  de  la  misma,  revelan 
incumplimiento  de  la  Ley,  de  parte  de  los  funcio- 
narios electorales,  quienes  deben  ser  condenados  man- 
comunada y  solidariamente  á  pagar  la  multa  de  dos- 
cientos pesos.   (2> 


(1)  Casimiro  Leones  vs.  León  Bello  y  otros,  del  Juzgado  de  llocos. 

(2)  Legaspi  vs.  Mati  y  otros,  del  Juzgado  de  llocos  Sur. 


—  24fi  — 

§  366.  En  la  protesta  ele  Malla ri  vs.  Dizou, 
del  Juzgado  de  Pampanga,  la  Corte  sentó  la  siguiente 
doctrina:  "El  hecho  de  que  el  Presidente  de  elec- 
ción escribiera  cuatro  balotas  de  electores  que  no 
saben  escribir,  consignando  en  ellas  nombres  diferentes 
del  de  los  candidatos,  por  quienes  ellos  querían  votar, 
no  siendo  bastante  para  afectar  al  resultado,  cons- 
tituiría una  irregularidad  que  da  motivo  á  que  se 
instruya  contra  el  Presidente  de  la  Elección,  Dio- 
nisio Liserondo,  una  causa  criminal;  pero  no  afecta 
á  la  validez  ■  de  la  elección.  Sería  puramente  una 
operación  de  restar.  Habría  que  reducir  dichos  votos 
de  los  obtenidos  por  Francisco  Rizón  y  aun  así,  éste 
tendría  siempre  más   votos  que  Santiago  MaHari."  (]) 

§  367.  El  Juzgado  de  Tárlac,  en  la  protesta  de 
Torres  y  otro  vs.  Papa,  sostuvo  que:  "Tampoco  afec- 
taría al  resultado  de  la  elección  la  irregularidad  co- 
metida por  la  Junta  de  Inspectores  de  inducir  á  algunos 
electores  á  que  escribieran  sus  balotas  con  lápiz  plomo, 
engañados  por  el  Secretario  de  la  .Tunta,  que  les  hizo 
creer  que,  sin  inconveniente  alguno,  aquellos  lápices 
podían  ser  utilizados  en  la  votación.  Aun  admitiendo 
los  votos  de  estos  tres  electores  á  favor  de  Buena- 
ventura Torres,  no  se  alteraría  el  resultado  de  la  elec- 
ción. Donato  Papa  le  lleva  cincuenta  y  un  votos  de 
ventaja."  <2). 

§  368.  En  la  protesta  de  Lioiiyson  y  Joaquín 
vs.  Ariiedo  y  otro,  el  Juzgado  de  Pampanga  dice:  "que 
los  Inspectores  no  permitieron  á  los  interventores  de 
los  promoventes  presenciar  la  votación;  que  los  re- 
feridos electores  no  recibían  sus  balotas  directamente 
de  los  Inspectores,   sino  de  personas  que  estaban   al- 

(1)     Mallari  vs.  Dizon,  del  Juzgado  de  Pampanga. 
'•  (2)     Torres  v  Gregorio   Clemente   r*.    Donato    Papa,    del  Juzgado  de 
Tárlac.  ,"....  v 
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rededor  de  la  mesa  y  urnas  electorales  y  que  tam- 
poco los  Inspectores,  recibían  directamente  de  los  elec- 
tores las  balotas  ya  escritas,  sino  que  éstas  eran  re- 
cibidas por  las  mismas  personas  que  se  bailaban  alre- 
dedor de  la  urna  y  caja  electorales;  que  los  Inspec- 
tores.no  permitieron  á  los  interventores  de  los  pro- 
moventes  ver  ni  leer  las  balotas;  que  las  urnas  no 
estaban  debidamente  selladas  durante  todo  el  tiempo 
de  la  elección,  pero  que  estaban  cerradas  con  llave: 
semejantes  irregularidades  por  sí  solas  no  pueden  dar 
por   resultado    la    nulidad    de   la  elección."  M 

§  369.  El  Juzgado  de  Taya  has,  en  la  protesta 
de  Treriño  vs.  La  elección  ele  Tiamt,  dice:  "Las  irre- 
gularidades cometidas  por  los  funcionarios  de  elec- 
ción no  la  invalidan,  á  menos  que  sean  un  resul- 
tado de  algún  fraudo  ó  engaño  ó  error,  que  baga  im- 
posible determinar  la  manifestación  del  deseo  del 
pueblo    (mi    las   urnas."     (2> 

§  370.  El  Juzgado  de  .Ley te,  en  la  protesta  de 
Hilvano  vs.  Ricalde,  dijo:  "El  informe  del  comité 
rechazando  seis  balotas  se  confirma,  aunque  hay  in- 
dicios de  que  en  tres  de  las  dichas  balotas  (marca- 
das F,  (I,  H,)  fué  la  intención  de  los  electores  votar 
á  Pelagio  Ricalde.  Sin  embargo,  en  vista  de  que 
esta  intención  no  fué  expresada  de  una  manera  legal, 
estas    balotas    han    de    ser   rechazadas."     (3) 

§  371.  En  la  protesta  de  Arévalo  vs.  Delgado , 
del  Juzgado  de  Leyte,  la  Corte  dice:  "Resulta  que 
las  24  balotas  fraudulentamente  preparadas  y  colo- 
cadas en»  la  urna  por  el  Inspector  London,  fueron 
más    que   suficientes  para  cambiar  el    resultado    de  la 

(1)  Liongson  y  Modesto  Joaquín  va   Macario  Arnedo  y  otros,  del  Juz- 
gado de  Pamparma, 

(2)  Treviño  y  otros  r*.  La  elección  de  Tiaon,  del  Juzgado  de  Tayabas. 

(3)  Hilvano  vx.  Pelagio  Ricalde,  del  Juzgado  de  Leyte. 
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elección.  La  razón  de  esta  conducta  de  London  está 
patentizada  por  las  pruebas  y  las  admisiones  del  re- 
currente que  demuestran  que  él  es  cuñado  de  Be- 
nigno Delgado  y,  con  anterioridad  á  las  elecciones, 
fué  un  activo  muñidor  de  la  candidatura  del  referido 
Benigno  Delgado.  Las  pruebas  demuestran  que 
fueron  cometidos  por  este  Inspector  fraudes  muy 
indecorosos  y  que,  con  toda  probabilidad,  fué  negada 
una  libre  expresión  de  la  voluntad  de  los  electores 
del  Municipio  de  Palompon,  en  las  elecciones  en  cues- 
tión, por  la  comisión  de  los  citados  fraudes.  Las 
pruebas  allanan  la  obligación  del  Juzgado,  y  éste  en- 
cuentra, por  lo  tanto,  que  la  elección  para  el  cargo 
de  Presidente  Municipal,  celebrada  en  el  Municipio 
de  Palompon,  en  cinco  de  Noviembre  de  1907,  fué 
falsa  y  fraudulenta  y  que  ninguna  persona  fué  le- 
galmente    elegida/'  (1) 

§  372.  En  la  protesta  de  Gonzaga  vs.  Agravante, 
el  Juzgado  de  Cebú  dice: 

"El  recurrente,  candidato  para  Presidente,  tenía 
muchos  votos  para  el  cargo  de  Gobernador,  cargo  al 
cual  no  pretendía.  Confrontadas  las  balotas  con  la 
escritura  de  los  Inspectores,  resulta  que  el  nombre 
del  recurrido  para  el  cargo  de  Gobernador  ha  sido 
escrito  siempre  por  Inspectores  en  el  easo  de  anal- 
fabetos, los  cuales  pidieron  que  sea  escrito  el  nom- 
bre del  recurrido  para  el  cargo  de  Presidente.  Ha- 
biendo los  Inspectores  alterado  la  voluntad  de  los 
analfabetos,  escribiendo  el  nombre  del  recurrente  para 
el  cargo  de  Gobernador  y  el  nombre  del  recurrido 
para  el  cargo  de  Presidente,  procede  anular  la  elec- 
ción  general  del  Municipio  de  Badián." 

§     373.     En  la  protesta  de  Rocamora  vs.   Paras, 


(1)     Arévalo  vs.  Benigno  Delgado,  del  Juzgado  de  Leyte. 
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el  Juzgado  de  Cebú,  discutiendo  el  efecto  de  las  irre- 
gularidades cometidas  por  los  Inspectores,  en  la  pre- 
paración de  balotas  de  los  analfabetos,   dice: 

4 'Muchos  analfabetos  declararon  que  votaron  en 
favor  del  recurrente.  Al  abrirse  las  urnas,  se  estableció 
el  hecho  de  que  todas  las  balotas  escritas  por  los 
Inspectores,  á  ruego  de  electores  analfabetos,  eran  en 
favor  del  recurrido,  por  cuyo  motivo  se  deben  anular 
las  elecciones  generales  celebradas  en  Barili,  para  el 
cargo  de  Presidente  Municipal." 

§  374.  En  la  protesta  de  Rocamora  vs.  Paras, 
contra  el  resultado  de  la  elección  especial  verificada 
en  Barili  el  día  14  de  Abril  de  1908,  el  Juzgado  de 
Cebú,  al  determinar  el  efecto  de  la  inelegibilidad  de 
uno  de  los  Inspectores  de  elección,  irregularidad  que 
se  alegó  en  dicha  protesta,  dice: 

"Habiendo  llegado  el  Juzgado  á  la  conclusión  de 
que  no  se  han  presentado  pruebas  de  fraude  é  irregula- 
ridades cometidas  en  la  elección  especial,  necesariamente 
se  ve  precisado  á  confirmar  el  resultado  declarado  por 
la  Junta  de  escrutinio,  pues  el  mero  nombramiento 
de  un  Inspector  descalificado  y  el  desempeño  de  parte 
de  este  de  deberes,  como  tal,  no  son  por  sí  motivos 
suficientes  para  anular  el  resultado  de  una  elección, 
no  impugnada  de  otra  manera. 

"Aunque  parece  que  hay  algunas  jurisprudencias 
sentadas  que  sostienen  la  teoría,  la  mayoría  de  Jas 
jurisprudencias  apoyan  la  proposición  de  que  no  debe 
anularse  ninguna  elección,  con  motivo  de  la  inelegi- 
bilidad de  Inspectores  de  elección,  á  no  ser  que  esta 
inelegibilidad  esté  relacionada  con  pruebas  positivas 
de  fraudes  é  irregularidades,  y  la  razón  de  esta  pro- 
posición parece  tener  más  vigor  en  el  caso  concreto, 
en  que  sólo  uno  de  los  tres  Inspectores  de  elección 
está  tachado  de  inelegibilidad." 

32 
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§  375.  En  la  protesta  de  Nengasca  vs.  Lagahit, 
se  alegó  igualmente,  como  fundamento  de  la  protesta, 
la  irregularidad  cometida  por  los  funcionarios  de  elec- 
ción, en  la  preparación  de  las  balotas  de  electores  anal- 
fabetos. El  Juzgado  de  Cebú,  al  resolver  esta  cues- 
tión, dice: 

"Constan  en  la  causa  declaraciones  juradas  de 
44  electores  calificados,  unos  siete  ú  ocho  de  dichos 
testigos  han  podido  leer  y  escribir,  los  demás  eran 
analfabetos.  .  Las  declaraciones  de  dichos  testigos  no 
han    sido    impugnadas. 

"El  recurrido  en  esta  causa  tenía  la  oportuni- 
dad de  comparecer  en  este  Juzgado  y  traer  testigos 
para  desvirtuar  dichas  pruebas;  no  lo  ha  hecho  ni 
tampoco  ha  pedido  la  citación  de  los  testigos  nece- 
sarios para  él.  En  vista  de  las  muchas  declaraciones 
que  constan  en  esta  causa,  el  Juzgado  no  puede  menos 
de  apreciar  que  los  analfabetos  y  todos  los  testigos, 
que  han  declarado  en  esta  causa,  han  sido  engañados 
por  la  Junta  local  de  Inspectores.  El  Juzgado  está 
conforme  con  el  criterio  del  abogado  del  recurrente, 
que  declarar  nula  la  elección  sería  ordenar  la  pre- 
sentación de  una  segunda  comedia  en  el  pueblo  de 
Aloguinsan.  El  Juzgado  cree  que  la  mayoría  de  los 
electores  en  la  elección  pasada  ha  votado  en  favor 
del  recurrente  Simeón  Nengasca.  Encontrando  el  hecho 
así,  el  Juzgado  declara  que  debe  reconocerse  y  por 
lo  tanto  se  reconoce,  de  parte  de  este  Juzgado,  á 
Simeón  Nengasca  como  Presidente  electo  en  las  pa- 
sadas elecciones  verificadas  el  día  5  de  Noviembre 
de  1907  en  el  Municipio  de  Aloguinsan,  para  el  cargo 
de  Presidente   Municipal." 

§  376.  En  la  protesta  de  Jarencio  vs.  Villa-miz, 
el    Juzgado    de    Cápiz    dice: 
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"El  acta  electoral  demuestra  efectivamente  que 
34  balotas  fueron  rechazadas  por  marcadas,  pero  los 
Inspectores,  en  vez  de  envolverlas  en  un  paquete 
sellado  y  rotulado  papeletas  mareadas,  juntamente  con 
las  firmas  de  los  Inspectores  y  volverlas  á  meter  en 
la  urna  de  papeletas  inutilizadas,  como  se  manda 
por  el  art.  24  de  la  Ley  Electoral,  cometieron  la 
irregularidad  de  poner  sobre  el  dorso  las  palabras  jm- 
peleta  inutilizada  ó  inutilizada,  en  algunos  casos,  y  me- 
terlas todas  en  la  urna  de  papeletas  inutilizadas. 
Esta  irregularidad,  á  juicio  del  Juzgado,  no  es  tal 
que  pueda  afectar  la  validez  de  la  elección,  porque 
la  regla  general  es  que  los  votos  de  los  electores 
inocentes  no  se  invalidan  por  irregularidades  de 
parte  de  los  oficiales  de  elección,  cuando  tales  irre- 
gularidades no  han  impedido  la  libre  y  clara  expre- 
sión  del  voto  popular." 

§■  377.  En  la  protesta  Jiménez  vs.  (huiriña, 
el    Juzgado    de    Sorsogón    dijo: 

"En  este  asunto  no  existe  ninguna  declaración, 
que  ni  aún  remotamente  insinúe  que  se  haya  prac- 
ticado corrupción  ó  fraude  en  las  elecciones  en  nin- 
guno de  estos  pueblos  (Juban  y  Casiguran),  y  no 
se  ha  presentado  por  el  solicitante  reclamación  al- 
guna de  que  las  elecciones  se  hayan  verificado  frau- 
dulenta '  ó  deslealmente,  limitándose  las  alegaciones 
de  la  solicitud  á  ciertas  irregularidaes:  que,  con  res- 
pecto al  pueblo  de  Juban,  el  hecho  de  que  el  res- 
pondente  Guariña  estuvo  presente  en  los  Colegios 
electorales  de  Juban,  como  interventor  á  favor  del 
candidato  para  el  cargo  de  Tercer  Vocal  de  la  Pro- 
vincia; que,  en  cuanto  al  Municipio  de  Casiguran, 
cierto  partidario  del  respondente  estuvo  en  la  en- 
trada  de   los  Colegios   electorales  y    se  le   vio  guiñar 
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á  algunos  votantes  mientras  iban  entrando,  y  que  en 
una  ocasión  en  que  el  respondente  pronunció  un 
discurso,  antes  de  la  elección,  estuvieron  presentes 
los  miembros  de  la  Junta  de  Inspectores  y  se  les 
oyó    expresarse   en   favor  suyo. 

"Semejantes  hechos,  si  han  ocurrido,  no  ten- 
drían ninguna  influencia  material  en  las  elecciones. 
Las  facultades,  que  la  Ley  Electoral  confiere  á  los 
Juzgados,  no  se  han  de  ejercitar  con  ligereza,  y  no 
titubeo  en  expresar  la  opinión  de  que  si  algún  Juz- 
gado, por  las  razones  triviales  alegadas  en  esta  so- 
licitud, tratare  de  contrariar  la  voluntad  del  pueblo 
claramente  expresada  por  sus  votos  en  esta  elección, 
cometería   un    abuso  de   facultades. " 

§  378.  En  la  protesta  de  Ziálcita  vs.  del  Rom- 
río,  el  Gobernador  General  Ide  sostuvo  que  el  mez- 
clarse con  los  electores,  encareciendo  los  méritos  de 
un  candidato,  es  una  irregularidad  que  no  anula  la 
elección.    (** 

Recusación  de   los  votantes. 

§  379.  Si  cualquier  elector  de  una  sección  elec- 
toral creyese  que  alguna  persona  no  inscrita  en  el 
censo  electoral  intentare  votar  en  nombre  de  otra,  ó 
votare  ilegalmente,  de  cualquiera  manera,  puede  re- 
cusar el  voto  de  dicha  persona,  y  la  Junta  recibirá 
juramento  á  la  persona  recusada  ó  se  informará  de 
otro  modo  á  su  satisfacción  de  si  es  ó  no  un  elector 
inscrito   en    dicha  elección    (2> 

Voto  de  le»  persona  recusada, 
§     380.     El    voto    de    la    persona   recusada    será 

(1)  O.  E.  N.  o   i3)  Serie  de  1906. 

(2)  Art.  23. 
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recibido  y  contado,  si  dicha  persona  recusada  pro- 
bare que  es  la  misma  debidamente  inscrita  en  el 
censo;  pero  el  hecho  de  admitir  y  contar  su  voto, 
no  será  decisivo,  ante  ningún  Tribunal,  sobre  la  le- 
galidad de  la  inscripción  ó  de  la  admisión  del  voto, 
en  ningún  juicio  que,  en  contra  del  mismo,  se  ce- 
lebre por  inscripción  ó  admisión  ilegal  del  sufragio  (1) 

Juramento  de  la  persona  recusada. 

§  381.  Para  que  la  persona  recusada  pueda 
votar,  es  necesario  que  preste  el  siguiente  juramento 
adicional:  Que  no  ha  recibido  ni  ofrecido,  que  no 
espera  recibir,  que  no  ha  pagado,  ni  ofrecido  ni 
prometido  pagar,  que  no  ha  contribuido,  ni  ofrecido 
ni  prometido  contribuir,  á  favor  de  otro  con  cualquier 
dinero  ú  otro  objeto  de  valor  ó  consideración  para 
ser  pagados  ó  utilizados,  como  recompensa  ó  grati- 
ficación, por  dar  ó  retener  un  voto  en  esta  elección, 
y  que  no  ha  hecho  promesa  alguna  para  influir  en 
la  emisión  ó  retención  de  ningún  voto,  y  que  él 
no  ha  hecho,  ni  está  directa  ni  indirectamente  in- 
teresado en  ninguna  apuesta  que  dependa  del  resul- 
tado  de    esta   elección.    (2) 

Actas    de»    recusaciones. 

§  382.  Los  Inspectores  de  elección  levantarán 
acta  de  sus  procedimientos  con  respecto  de  las  per- 
sonas que  intenten  votar,  en  la  cual  se  hará  cons- 
tar por  medio  de  una  lista  el  nombre  de  la  per- 
sona recusada,  expresando,  en  cada  caso,  si  presta  cual- 
quiera de  los  juramentos  prescritos  por  la  Ley.  Des- 
pués de  la  elección  en  cada  Colegio  electoral,  los 
Inspectores  añadirán  á   dichas  actas  un  certificado  en 


(1)  Art.  23. 

(2)  Art.  23. 
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que  conste  que  aquellas  son  todas  las  actas  referen- 
tes á  la  persona  recusada  en  dicha  elección,  y  archi- 
varán dichas  actas  con  las  listas  del  censo  y  el  acta 
del  resultado  de  la  elección,  para  ser  remitidas  al 
Secretario  Municipal.    (1) 


(1)    Art.  23. 


¿fe       iffe       ¿fe 
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CAPÍTULO  XI. 

Escrutinio  de  votos  y  publicación  de  su  resultado. 


383-384.     Tiempo  y  lugar  del  escrutinio. 
385  Demora  en  el  escrutinio. 

386.  Apertura  de  las  urnas  electorales. 

387.  Balotas  encontradas  en  exceso  de  las  depositadas 

en  las  urnas,  con  arreglo  á  las  listas  electorales. 

388.  Balotas  dobladas  juntas  encontradas  en  las  urnas. 

389.  Balotas  con  rótulo   de  inutilizadas   encontradas  en 

las  urnas. 
390*.  Balotas  marcadas  encontradas  en  las  urnas. 

391.  Balotas  que  deben  ser  contadas  en  el  escrutinio. 

392.  Determinación  sobre  si  una  balota  está  ó  no  mar- 

cada. 

393.  Interpretación  de  las  balotas. 
394-399.     Balotas  marcadas. 

400-401.     Balotas  manchadas. 

402.  Balotas  defectuosas. 

403.  Balotas  escritas  con  lápiz  crayón. 
404-405.     Balotas  escritas  con  letras  semejantes. 
406-410.     Balotas  con  nombres  escritos  arriba  de  los  cargos, 

ó  fuera  de  los  espacios  para  los  cargos. 

411-412.     Balotas  con  más  nombres  que  cargos. 

413-414.  Balotas  con  nombres  escritos  sobretachado  ó  sobre- 
raspado. 

4Í5.  Balotas  rotas  que  hacen  dudoso  el  resultado    de 

la  elección. 

416.  Balotas  con   nombres   de   una   persona    para   dos 

cargos 

417-429.  Balotas  con  nombres  mal  ortografiados:  Regla  de 
"Ídem  Sonans." 

430-432.     Balotas  con  sufijos  1  °  ó  2.°. 

433-434.     Balotas  con  abreviaturas,  apodos  ó  iniciales. 

435-442.     Balotas  con  apellidos  paterno  ó  materno. 

443.  Manera  de  contar  los  votos. 

444.  Pluralidad  de  votos. 

445.  Publicidad  del  escrutinio. 
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446-447.  Proclamación  del  resultado  del   escrutinio  por  la 
Junta  de  Inspectores. 

448.  Certificado  de  elección. 

449.  Acta  del  escrutinio. 

450.  Palta  de  actas  del  escrutinio. 

451.  Alteración  de  las  actas  del  escrutinio. 

452.  Escrutinio  por  la  Junta  Provincial. 

453.  Proclamación  del  resultado  del  escrutinio  por  la 

Junta  Provincial. 
454-456.     Confirmación  de  la  elección  de  funcionarios  pro- 
vinciales. 

457.  Escrutinio  por  el  Concejo  Municipal. 

458.  Proclamación  del  resultado  del  escrutinio  por  la 

Junta  Municipal 
459-460.     Empate  de  funcionarios  municipales. 
461.  Empate  de  funcionarios  provinciales. 

462-463.     Empate  de  Diputados. 

464-465.     Devolución  de  las  urnas  al  Secretario  Municipal. 
466  467.     Conservación  de  las  actas,  urnas,   cajas  y  demás 

documentos  electorales. 
468-469.     Irregularidades  y  errores  de  escrutinio. 


Tiempo   y  lugar  del  escrutinio. 

§  383.  Tan  pronto  como  se  cierren  los  Cole- 
gios electorales,  la  Junta  de  Inspectores  contará  pú- 
blicamente los  votos  y  fijará  el  resultado  y  no  in- 
terrumpirá ni  aplazará  el  escrutinio  hasta  que  esté 
completamente  terminado.   (1) 

Interpretando  esta  disposición  legal,  el  Juzgado 
de  Isabela,  en  la  protesta  de  Salinas  vs.  La  elección 
de  llagan,  dijo:  "Se  han  aportado  en  este  asunto 
pruebas  que  demuestran  que  no  se  terminó  el  es- 
crutinio de  los  votos  en  la  noche  de  la  elección  y 
que  se  continuó  durante  cierto  per  odo  de  tiempo 
después  de  la  misma,    y  que    las   Juntas    Electorales 

(1)     Art.   24. 
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en  los  precintos  no  han  terminado  sus  trabajos  hasta 
varios   días  después  de   la  elección.  . 

"Aunque  es  cierto  que  el  escrutinio  de  los  votos 
debe  hacerse  en  el  tiempo  y  lugar  fijados  por  la 
ley,  sin  embargo,  si  no  lo  fué,  y  se  demuestra  que 
no  se  cometió  ningún  fraude,  y  el  escrutinio  se  ve- 
rificó con  honradez  y  corrección,  no  le  invalidará  la 
elección.   0) 

"No  se  alega  por  el  recurrente  ni  se  reclama 
por  él,  durante  la  práctica  de  esta  investigación,  que 
se  cometió  algún  fraude  por  razón  de  esto,  ó  que 
el  escrutinio,  al  terminarse  definitivamente,  no  era 
justo   ni   correcto." 

§  384.  En  apoyo  de  la  misma  regla,  tenemos 
la  siguiente  doctrina  de  la  Enciclopedia   Americana: 

"La  Junta  de  Inspectores  contará  los  votos  en 
la  hora  fijada  por  la  ley.  Á  fin  de  evitar  fraude, 
tocando  las  balotas  después  de  ser  depositadas  y  antes 
de  ser  contadas,,  es  de  desear  en  gran  manera  y 
comúnmente  dispone  la  ley  que  los  Inspectores  ó 
Jueces  de  elección  de  cada  precinto  procedan  inme- 
diatamente, después  del  cierre  de  los  Colegios  elec- 
torales, á  contar  públicamente  los  votos  depositados. 
En  defecto  de  prueba  alguna  de  fraude,  sin  em- 
bargo, el  aplazamiento  ó  dilación  del  escrutinio  no 
será  en  sí  suficiente  para  viciar  el  resultado."    (2) 

Demora    en    el    escrutinio. 

§  385.  Una  simple  demora  en  el  escrutinio 
no  anula  la  elección.  Así  se  sostuvo  por  el  Juzgado 
de  Pangasinán  en  la  protesta  de  Pavadas  vs.  Banaag. 
Es  cierto,  dice  el  Juzgado,  que  hubo  demora  en  el  es- 
crutinio, empleándose  en  él  casi  dos  días;  pero  el  Pre- 


(1)     10  Ara.   and  Eng.  Ene.  of  Law,  735. 
(2;     15,  Cyc.  374. 
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sidente  y  los  otros  Inspectores  dieron  explicación  sa- 
tisfactoria de  ellp,  y  no  afecta  legalmente  la  validez 
de  la  elección, que  de  otro  modo  es  legal.' ' 

Apertura    de    la«    urnas    electorales* 

§  386.  Después  de  comparar  las  listas  del  censo 
y  fijar  el  número  de  las  personas  que  han  votado, 
según  consta  en  ellas,  entonces  los  Inspectores  abri- 
rán la  urna  que  contenga  las  papeletas  útiles  y  con- 
tarán las  papeletas  que  se  encuentren  en  ella,  sin 
desdoblarlas  ni  exponer  su  contenido,  fuera  de  lo  que 
sea  necesario  para  hacerse  cargo  de  que  cada  pape- 
leta es  una  sola,  y  compararán  el  número  de  pape- 
letas encontradas  en  la  urna  con  el  número  de  las 
depositadas,    según    la  lista.    (1) 

Balotas  encotradas  en   exceso  de  las  depo= 

sitados    en    las    urnas,    con    arreglo  ^ 

las    listas    electorales. 

§  387.  Si  las  papeletas  encontradas  en  la  urna 
fuesen  más  en  número  que  las  depositadas  con  arre- 
glo á  las  listas,  se  las  volverá  á  colocar  en  la  urna 
sin  desdoblarlas,  se  las  mezclará  completamente  y  uno 
de  los  Inspectores  designado  por  la  Junta,  sin  ver 
las  papeletas  y  puesto  de  espalda  á  la  urna,  sacará 
públicamente  tantas  papeletas  como  haya  de  exceso, 
y  sin  desdoblarlas  liará  con  ellas  un  paquete  que 
será  sellado  y  marcado  con  las  palabras  papóte  so- 
b yantes,  juntamente  con  las  firmas  de  los  Inspectores, 
el  cual  paquete  se  volverá  á  meter  en  la  urna  con 
las  demás  papeletas.    ÍL>) 

Balotas  dobladas  juntas  encontradas 
en  las  urnas. 

§     388.      Si    se    encontrasen     papeletas    dobladas 


(1)  Art.  24. 

(2)  Art.  24. 
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juntas,  de  tal  manera  que  hayan  debido  ser  dobladas 
antes  de  ser  colocadas  en  la  urna,  se  las  retirará  de 
la  misma  y  se  las  contará  como  parte  de  las  pa- 
peletas  sobrantes.    (1) 

Balotas  maro adas  con  rotulo  "Inutiliza- 
das"  encontradas  en  las  urnas. 

§  389.  En  el  caso  de  encontrarse  en  la  urna 
papeletas  marcadas  con  la  palabra  inutilizadas,  se  co- 
locarán en  la  caja  de  las  papeletas  inutilizadas.   (2) 

Balotas  marcadas  encontradas  en  las 

urnas. 

§  390.  Si  se  encuentran  algunas  papeletas  mar- 
cadas, se  hará  con  ellas  un  paquete  sellado  y  ro- 
tulado papeletas  mareadas  juntamente  con  las  firmas 
de  los  Inspectores  y  se  le  volverá  á  meter  en  la 
urna,    al    igual    que    las   papeletas    sobrantes.  (3) 

Balotas  que  cieñen  ,ser   contadas  en  el 
escrutinio* 

§  391.  No  se  contará  ninguna,  papeleta  que 
no  sea  oficial,  excepto  aquellas  que  se  hayan  usado, 
de  acuerdo  con  las  disposiciones  del  artículo  20,  y 
en  ningún  caso  se  contarán  las  papeletas  marcadas.   (4) 

Como  regla  para  la  admisibilidad  de  la  balota, 
tenemos  la  siguiente  doctrina  expresada  por  el  Juz- 
gado de  Ambos  Camarines,  en  la  protesta  de  Ro- 
mero vs.  Papica:  'lSi  la  intención  del  elector  puede 
ser  determinada  con  certeza  suficiente,  debe  contarse 
el  voto,  con  tal  que  la  balota  no  esté  marcada  con 
señales    distintivas/' 

Determinación    sobre   si   una  balota  esta 
o  no  marcada. 

§     392.     La   mayoría   de    votos   de    la   Junta   de 


(1)     Art.  24.     (2)  Art.  24.     (3)  Art.  24.     (4)   Art.  24. 
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Inspectores  es  suficiente  para  determinar  si  una  pa- 
peleta está  marcada  ó  no.  En  el  caso  de  que  una 
ó  varias  papeletas  sean  tachadas  por  algún  Inspector, 
como  marcadas,  y  la  Junta  resuelve  en  contra  de  la 
opinión  de  dicho  Inspector,  la  papeleta  ó  las  pape- 
letas en  cuestión  se  contarán,  pero  se  las  rotulará 
al  respaldo,  de  modo  que  no  afecte  á  la  marca,  ob- 
jeto de  la  tacha,  con  las  palabras  tachada  por  el  Inspector 
tal,  como  marcada,  y  todas  las  papeletas  que  estén  en 
este  caso,  después  de  contadas,  se  pondrán  en  otro 
paquete  separado  y  se  les  colocará  en  la  urna  lo 
mismo   que    las  papeletas   marcadas.   ^ 

Interpretación  de  las  balotas. 

§  393.  La  balota  debe  ser  admitida,  siempre 
que  exprese  la  intención  del  elector  con  claridad 
suficiente   para  surtir    su    efecto. 

El  Juzgado  de  Leyte,  discutiendo  esta  materia 
en  la  protesta  de  Hilvano  vs.  Recalde,  dice:  "Es 
tina  regla  fundamental,  en  materia  de  protestas  de 
elecciones,  que  la  verdadera  intención  del  elector  ha 
de  surtir  su  efecto,  siempre  que  sea  posible  descu- 
brirla mediante  el  examen  de  la  balota.  La  regla  que 
debe  ser  observada  en  el  caso  de  que  dos  candidatos 
obtuvieron  mayor  número  de  votos,  está  prescrita 
en  la  causa  de  Clarke  vs.  Iiobinson,  (88  111.,  498), 
en  que  la  Corte  Suprema  del  Estado  de  Illinois  sos- 
tuvo que,  habiendo  solo  dos  candidatos  á  un  cargo 
determinado,  este  hecho  era  suficiente  para  demos- 
trar que  las  balotas  con  nombres  incorrectamente  de- 
letreados fueron  depositadas  á  favor  de  uno  de  los 
candidatos.  Aplicando  esta  regla  al  caso  de  autos 
y  considerando  todos  los  hechos  y  circunstancias  que 

(1)     Art.  24. 
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tienen  conexión  con  estas  elecciones,  el  Juzgado  no 
puede  dudar  que  fué  la  intención  de  los  electores, 
qué  llenaron  las  balotas  con  los  nombres  de  Pilar 
Recalde,  votar  por  el  candidato  Pelagio  Recalde 
en  vista  de  la  semejanza,  aunque  poca,  entre  los 
nombres  Pelagio  y  Pilar,  la  cual  pudo  haber  pro- 
ducido error  en  un  elector  de  una  inteligencia  or- 
dinaria." 

Balotas    marcadas. 

§  394.  Se  lia  dicho  en  otro  lugar  de  esta  obra, 
que  el  objeto  de  la  Ley,  al  rechazar  las  balotas  mar- 
cadas, es  precisamente  proteger  al  elector,  de  manera 
que,  al  votar  por  su  candidato,  pueda  usar  de  su 
independencia  personal,  sin  sujetarse  á  la  intimida- 
ción ó  influencia  de  los  demás,  ó  al  odio  ó  perse- 
cución,   con    motivo  de    su  voto. 

"Es  difícil,  dijo  el  Secretario  Ejecutivo  Fergusson, 
sentar  una  regla  con  respecto  á  lo  que  constituye 
un  motivo  para  rechazar  una  balota  como  marcada. 
Cualquiera  marca  ó  rasgo  fuera  del  espacio  dis- 
puesto para  escribir  el  nombre,  sería  desde  luego  un 
motivo,  y  cualquiera  marca  dentro  de  dichos  espa- 
cios, mediante  la  cual  puede  ser  identificada  la  ba- 
lota, haría  necesario  rechazarla;  pero  el  prefijo  de 
las  palabras  "Don  ó  Señor''  ó  sus  abreviaciones  an- 
tes del  nombre  de  un  candidato,  por  más  que  es 
irregular,  deja  la  cuestión  dudosa.  En  tales  casos,  la 
regla  mejor  sería  contar  la  papeleta,  á  menos  que 
haya  motivos  para  sospechar  que  el  prefijo  se  puso 
con    el  fin    de    identificar   la  balota."    (1) 

§  395.  Los  siguientes  casos  demuestran  la  co- 
rrecta  aplicación    de  la   regla  enunciada. 


(1)     Circular  del  Secretario  Ejecutivo  de  28  de  Octubre,  1907. 
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En  la  protesta  de  Pedro  de  León  vs.  Del  Rosa- 
rio, el  Gobernador  General  íde  dijo:  "Resulta  del  exa- 
men de  las  papeletas,  que  varias  de  las  depositadas 
á  favor  de  Pedro  de  León  contenían  la  palabra 
"Primero".  Resulta  asimismo  que  esta  palabra  fué 
puesta  en  las  papeletas  para  distinguir  á  Pedro  de 
León,  de  otros  del  mismo  nombre  en  la  provincia,  y 
que  dicha  designación  fué  hecha,  á  petición  del  Pre- 
sidente. Varias  de  las  papeletas,  depositadas  á  favor 
de  Pedro  de  León,  contenían  también  la  palabra 
"Capitán",  nombre,  por  el  cual  es  conocido  ordina- 
riamente en  la  provincia.  La  palabra,  al  colocarse 
en  un  gran  número  de  papeletas,  no  sería  un  tér- 
mino indicador,  mediante  el  cual  podría  determinarse, 
si  alguna  persona  especial  votó  ó  no  votó  por  él. 
Sin  embargo,  dos  de  las  papeletas  á  favor  de  Pe- 
dro de  León  contenían  otras  marcas,  colocadas  apa- 
rentemente en  ellas,  con  el  fin  de  su  identificación. 
Estos  dos  votos  deben  ser  rechazados.  Siete  de  los 
votos,  depositados  á  favor  del  Sr.  Tomás  G.  del  Ro- 
sario, están  marcados  con  lo  que  evidentemente  son 
marcas  de  identificación,  no  siendo  dos  de  ellas  seme- 
jantes.   Una   de  ellas   contiene  en  el  frente  de  la  pa- 


peleta la  palabra  "sigi"  ;  otra  "orador";  otra  "Pro- 
tector de  Bataan"  ;  otra  "posong  filipino"  ;  otra  "ama- 
do de  los  que  desean  sabiduría";  otra  "luz  de  Ba- 
taan"  y  otra  "ylao   ng  Bataan."  ^ 

§  396.  El  Juzgado  de  la  Unión,  en  la  pro- 
testa de  Luna  vs.  Zandueta,  dice:  "La  cruz  de  la 
letra  T  en  el  nombre  Zandueta  no  puede  conside- 
rarse como  marca,  pues  teniendo  cada  balota  dicha 
cruz,   no    serviría    para   identificarla. " 

§     397.     El  Juzgado  de  Tayabas,    en   la  protesta 


(1)     O.  E.  N.  °   26,  Serie  de  1906. 
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Campo  manes  vs.  La  elección  de  Alimonan,  dice:  "Unas 
simples  marcas  negras  pequeñas,  que  son  marcas 
comunes  en  los  papeles  al  fabricarse,  no  son  marcas 
en  las  balotas.  Balotas  que  lleven  cruces  y  nombres 
de  los  candidatos,  6  los  nombres  de  los  candidatos 
en  el  respaldo  y  no  en  los  espacios  destinados  á 
este  objeto,  son  balotas  marcadas  y  deben  ser  re- 
chazadas." 

§  398.  El  Juzgado  de  Albay,  en  la  protesta 
de  Solano  vs.  La  elección  de  Camaliy,  sentó  la  si- 
guiente regla:  "Balota  que  había  sido  preparada  y 
escrita  con  los  nombres  de  abajo  para  arriba,  debe 
considerarse  como  balota  marcada  dentro  del  signi- 
ficado de  la  Ley,  por  la  razón  de  que  aquella  ba- 
lota podría  ser  distinguida  de  todas  las  otras,  según 
la    manera    en    que    está    preparada." 

§  399.  En  la  protesta  de  Ha  ¡¡ola  vs.  Las  elec- 
ciones de  Matilipot,  el  Juzgado  de  Albay  dice:  "Je- 
roglíficos ó  marcas  parecidas  á  signos  taquigráficos, 
como  constan  en  autos,  hacen  que  la  balota  se  considere 
como    marcada   y    debe    ser    rechazada." 

Balotas    meincHctdeis. 

§  400.  Las  siguientes  reglas  demuestran  el  efecto 
de  las  manchas  en  las  balotas.  El  Juzgado  de  Leyte, 
en  la  protesta  de  Hilvano  vs.  Reealde,  dice:  "Ba- 
lotas con  muchas  de  tinta  en  los  nombres  de  los 
candidatos  no  deben  ser  consideradas  como  balotas 
marcadas,  cuando  estas  manchas  fueron  hechas  acci- 
dentalmente, y  no  como  una  marca  de  identifica- 
ción." 

§  401.  El  Juzgado  de  Cápiz,  en  la  protesta  de 
Barredo  vs.  Bulaelac,  también  sostuvo  que  las  ba- 
lotas  con    manchas    de    color   de   tabaco   en    el    sitio 
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por  el  cual  debieron  cogerse  con  Ion  dedos,  estando 
dobladas,  no  deben  considerarse  como  balotas  mar- 
eadas. 

Balotas  defectuosas. 

§  402.  Que  los  simples  defectos  de  escritura, 
no  anulan  la  balota,  es  una  regla  reconocida  por  el 
Juzgado  de  Negros  Oriental,  en  la  protesta  de  Bel- 
monte  vs.   Robles. 

"El  hecho,  dice  el  Juzgado,  de  que  las  balotas 
aparezcan  mal  escritas,  cuando  el  defecto  se  debe  á 
la  poca  habilidad  del  escribiente  ó  á  la  falta  de  cos- 
tumbre de  escribir,  no  invalida  la  balota,  siempre 
que  aparezca  manifestada  la  intención  del  votante.  " 

Balotas  escritas  con  lápiz  crayón. 

§  403.  El  Juzgado  de  la  Laguna,  en  la  pro- 
testa de  Martínez  vs.  Alcántara,  discutiendo  esta  cues- 
tión, dice:  "La  Ley  dispone  que  cada  comparti- 
miento tenga  en  uno  de  sus  lados  un  pupitre  pro- 
visto de  lápices  indelebles,  con  que  el  elector  pre- 
parará convenientemente  su  papeleta  para  votar.  Esta 
disposición  tiene  por  objeto  facilitar  al  elector  la  prepa- 
ración de  su  balota  y  uniforme  las  papeletas,  evi- 
tando así  en  lo  posible  la  comisión  de  fraude  en 
las  elecciones. 

"El  uso  de  lápiz  crayón,  si  no  es  por  sí  solo 
inductivo  de  la  nulidad  de  la  balota,  es,  por  lo  menos, 
dato  demostrativo  de  la  intención  de  distinguirla  de 
las  demás,  y  su  efecto  es  que  la  balota  debe  ser 
rechazada. " 

Balotas  escritas  con  letras  semejantes. 

§  404.  El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Ma- 
nila,  en  el  asunto  de  Mendiola  vs.    Villa,  declaró  ile- 
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gales  las  balotas  que,  según  las  pruebas,  resultaron 
escritas  no  por  los  mismos  electores  ni  por  los  Ins- 
pectores de  elección,  y  por  tanto  deben  ser  descontadas 
del  escrutinio,    La  Corte  dice: 

' 'Después  de  descontar  de  las  balotas  sospechosas 
que  fueron  separadas,  como  queda  dicho  arriba,  el 
número  de  balotas  que,  según  las  actas  de  los  di- 
ferentes precintos  y  las  pruebas  aducidas  en  el  juicio, 
fueron  escritas  por  los  Inspectores  de  elección,  á  ruego 
de  los  electores;  y  después  de  descontar  todas  aque- 
llas, acerca  de  las  cuales  hay  alguna  duda  racional, 
deduzco  del  informe  de  los  comisionados,  de  las  prue- 
bas aducidas  en  la  vista,  y  de  un  examen  personal 
de  las  listas  electorales,  balotas  y  otros  documentos 
pertenecientes  á  dicha  elección,  que  hay  seiscientas 
y  una  balotas,  de  las  que  fueron  depositadas  en  la  elec- 
ción celebrada  en  el  Segundo  Distrito  de  la  Ciudad 
de  Manila,  el  11  de  Agosto  de  1908,  sóbrelas  cuales 
el  nombre  del  protestado,  Simeón  A.  Villa,  fué  es- 
crito por  personas  que  no  pasan  de  tres,  y  que  nin- 
guna de  estas  balotas  fué  escrita  por  los  Inspectores 
de  elección,  á  ruego  de  los  electores,  como  dispone 
la  Ley. 

"Siendo  oficiales  las  balotas  en  blanco,  y  estando 
los  nombres  de  las  personas,  á  cuyo  favor  se  votó, 
escritos  en  las  balotas  por  personas  que  no  son  las 
que  emitieron  el  voto,  como  arriba  queda  dicho,  y 
no  habiéndose  suscitado  cuestión  alguna  en  cuanto 
á  la  regularidad  y  la  manera  en  que  se  llevó  á  cabo 
la  elección,  ¿son  inválidas  las  balotas  así  depositadas, 
y  deben  ser  rechazadas  las  mismas  en  el  escrutinio 
de    los    votos? 

"El  artículo  22  de  la  Ley  Electoral  dispone  lo 
siguiente:  *  -••  T< 

"  x  x  x     Si  dicha  persona  tiene  derecho  á  votar  y  no 
ha   sido   recusada,    ó  si  habiéndolo  sido,  se  ha  resuelto  la 

34 
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cuestión  en  su  favor,  el  Secretario  de  elección  le  entre- 
gará una  papeleta  debidamente  doblada.  Fuera  de  los  Ins 
pectores  ó  del  Secretario,  nadie  entregará  papeletas  ofi- 
ciales, y  los  Inspectores  sólo  las  entregarán  ó  permitirán 
que  se  entreguen  á  los  que  sean  electores  y  vayan  á  vo- 
tar como  esta  Ley  dispone,  y  no  les  entregarán  más  de 
una   de   cada   vez   y   en   el   momento   preciso  de  votar. 

Cuando  el  elector  reciba  la  papeleta  se  retirará  in 
mediatamente  solo  á  uno  de  los  conpartimientos  vacíos, 
y  preparará  allí  su  candidatura,  escribiendo  para  cada 
cargo  en  los  espacios  correspondientes  el  nombre  de  la  per- 
sona por  quien  desea  votar.  Elector  con  derecho  á  serlo  que 
declare  que  no  puede  escribir  ó  que  por  razón  de  ceguera 
ú  otro  defecto  físico  no  está  en  condiciones  de  llenar  su 
papeleta,  podrá  prestar  juramento  acerca  de  su  defecto  fí- 
sico y  de  la  naturaleza  del  mismo  y  de  que  desea  que 
uno  ó  dos  de  los  Inspectores,  designados  por  él,  le  ayu- 
den  á   extender   su   papeleta,  x  x  x 

"Estas  disposiciones  son  mandatorias.  El  derecho 
de  sufragio  se  ha  extendido  al  pueblo  de  estas  Islas, 
y  á  fin  de  que  no  se  abuse  del  privilegio  y  éste 
se  ejercite  de  una  manera  inteligente,  el  Poder  legis- 
lativo ha  establecido  ciertas  reglas  de  procedimiento, 
entre  las  cuales  se  encuentran  las  que  se  citan  arriba. 

"En  las  seiscientas  y  una  balotas,  como  arriba 
queda  dicho,  el  elector  mismo  no  escribió  en  la  balota 
el  nombre  de  la  persona,  por  quien  él  deseaba  votar, 
ni  fueron  algunas  de  dichas  seiscientas  y  una  balotas 
escritas  por  alguno  de  los  Inspectores  de  elección, 
á  petición  del  elector,  para  ayudarle  en  la  prepara- 
ción de  su  balota. 

"Puede  ser  que  las  balotas  referidas  expresen  la 
verdadera  voluntad  de  los  electores  que  las  deposi- 
taron; pero  los  electores  no  cumplieron  eon  la 
regla  de  la  Ley  aplicable,  y  no  escribieron  ellos 
mismos  el  nombre  de  su  elegido,  y  así,  al  menos, 
dieron  lugar  á  que  se  sospechase  que  no  expresaban 
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su  misma  voluntad,  sino  la  de  otro,  y  de  este  modo 
estos  electores,  que  tomaron  parte  en  la  elección 
disputada,  perdieron  el  estimable  privilegio  que  se 
les  confirió.  Todas  las  personas  interesadas  deben 
comprender  que  las  disposiciones  de  la  Ley  no  deben 
ser  infringidas,  ni  aun  evadidas. 

"La  contestación  á  la  pregunta  es  que  las  balotas, 
de  este  modo  depositadas,  son  inválidas,  y  deben  ser 
rechazadas  del  escrutinio." 

§  405.  El  mismo  Juzgado  de  Manila,  discu- 
tiendo esta  cuestión,  en  la  protesta  de  Gómez  vs. 
Diokno,  dice:  "Habiendo  hallado  todos  los  examina- 
dores que  existía  semejanza  en  la  escritura  de  los 
nombres  de  los  candidatos,  escritos  sobre  las  balotas, 
pero  diferenciándose  solamente  en  el  número,  el  Juz- 
gado procedió  á  un  examen  personal  de  todas  las 
balotas  contenidas  en  las  urnas  y  encontró,  después 
de  un  examen  completo  y  acabado  de  todas  aque- 
llas balotas  sobre  las  que  no  había  duda,  que  el  nom- 
bre del  recurrente  Dominador  Gómez,  para  miembro 
de  la  Junta  Municipal,  había  sido  escrito  sobre  ciento 
noventa  balotas  por  unas  cuantas  personas,  y  que  el 
nombre  del  recurrido  Ramón  Diokno  para  miembro 
de  la  Junta  Municipal,  había  sido  escrito  sobre  seis- 
exentas  ochenta  y  una  balotas,  por  unas  cuantas  per- 
sonas, y  que  ninguno  de  dichos  nombres  había  sido 
escrito  por  los  Inspectores  de  elección,  á  súplica 
de  los  votantes,    como  ordena  la  Ley. 

"En  muchos  casos  se  veía  un  verdadero  esfuerzo 
para  disfrazar  la  escritura,  pero  el  mismo  esfuerzo 
descubrió  el  disfraz. 

"El  cómo  se  obtuvieron  estas  balotas,  de  manera 
que  la  misma  persona  pudiera  escribir  los  nombres 
de  los  candidatos  en  varias  balotas,  no  aparece  de- 
mostrado, y  sólo  puede  ser  objeto  de  conjeturas. 
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"Siendo  las  balotas  en  blanco  oficiales,  y  habiendo 
sido  escritos  sobre  ellas  los  nombres  de  las  personas 
votadas,  por  otra, persona  diferente  de  las  que  depo- 
sitaron dichas  balotas,  y  no  habiéndose  promovido 
cuestión  alguna  respecto  á  la  regularidad  con  que 
se  llevaron  las  elecciones,  serían  las  balotas  así  de- 
positadas nulas  y  deberían  ser  rechazadas  en  el  re- 
cuento de  los  votos." 

Balotas  con  nombres  escritos  arriba  de 

los  cargos,  o  fuera  de  los  espacios 

para  los  cargos. 

§  406.  La  regla  que  debe  seguirse  para  la 
admisión  de  la  balota,  cuando  los  nombres  aparecen 
escritos  arriba  de  los  cargos,  se  halla  expuesta  en  los 
siguientes  casos: 

En  la  protesta  de  Delgado  vs.  Luna,  el  Juzgado 
de  Albay  dice: 

"En  la  papeleta  Núm.  17  aparecía  el  nombre 
de  Aniceto  Medel,  encima  de  las  palabras  impresas 
Gobernador  Provincial]  el  nombre  de  Santiago  Kiosa, 
encima  de  las  palabras  impresas  Tercer  Miembro  de 
la  Junta  Provincial]  el  nombre  de  Luis  Llacer, 
encima  de  las  palabras  Préndente  Municipal;  y  el 
nombre  de  José  Delgado,  encima  de  las  palabras 
impresas  l  'ice-Presidente  Municipal.  Ningún  nombre 
aparece  debajo  de  las  citadas  palabras  impresas  Vice- 
presidente Municipal.  Así  está  claro  que  la  intención 
del  elector  era  depositar  su  voto  para  José  Delgado 
como  Vice-Presidente  Municipal,  y  no  es  necesario 
contar  dicha   papeleta  en    este   caso. 

"Las  papeletas  donde  los  nombres  de  candida- 
tos aparezcan  arriba  de  las  líneas  de  cargos,  deben 
ser  contadas,  siempre  que  pueda  descubrirse  clara- 
mente la  intención  del  elector." 
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'  §     407.     El  Juzgado  de   Rizal,   en  la  protesta  de 

Lope  K.  Sfnrfos  vs.  Tapas,  sostiene  el  mismo  crite- 
rio. "El  hecho,  dice  el  Juzgado,  de  que  el  nomhre 
de  un  candidato  se  halle  escrito  encima  de  las  pa- 
labras impresas  que  designan  el  título  del  cargo,  en 
vez  de  hallarse  debajo  da  dichas  palabras  impresas,, 
en  donde  debiera  haberse  escrito,  no  puede  consi- 
derarse como  una  marca  distintiva  dentro  del  sig- 
nificado de  la  Ley  Electoral,  por  la  razón  de  que 
tales  marcas  distintivas  son  cualesquiera  marcas,  gua- 
rismos ó  medios,  por  los  cuales  una  balota  pueda  dis- 
tinguirse do  otra.1' 

§  408.  Y  en  apoyo  de  su  opinión  cita  la  pro- 
testa de  Delgado  vs.  Lana,  en  que  el  Juzgado  de 
Albay  sostuvo  que,  apareciendo  expresada  claramente 
la  intención  del  elector,  las  papeletas  donde  el  nom- 
bre de  un  candidato  so  halle  escrito  arrriba  do  la 
línea  del  título  del  cargo  impreso,  para  el  cual  ha  sido 
candidato,  deben  sor  contadas. 

§  409.  El  Juzgado  de  la  Laguna,  en  la  pro- 
testa Agirá  vs.  Real,  dijo:  "En  cuanto  á  la  balota, 
donde  aparece  el  nombre  de  Leoncio  Real  en  la  línea 
de  Tercer  Vocal,  es  de  notar  que  el  nombro  de  Juan 
Cailles  está  escrito  en  la  parte  superior  del  cargo  de  Go- 
bernador Producía!,  y  en  la  línea  debajo  del  (íober- 
nador  Provincial,  el  nombre  de  Julián  Piñón;  y  un 
poco  más  arriba  del  nombre  de  Julián,  aparece  otra 
vez  escrito  Cailles  Juan,  rasgado  con  tres  líneas  ho- 
rizontales. En  la  línea  de  Tercer  Vocal  aparece  el 
nombre  de  Real  Leoncio,  y  la  línea  para  Presidente 
Municipal  está  en  blanco,  volviendo  otra  vez  á  apa- 
recer el  nombre  de  Jacson  Juan  para  Vice-Presidente, 
y  otros  cuatro  nombres  más  para  Concejales.  Bajo 
estas  circunstancias   y  teniendo  en  cuenta  que,   según 
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el  escrito  de  convenio  de  hechos  presentado  por  los 
ahogados  de  amhas  partes,  los  candidatos  á  Presi- 
dente Municipal  eran  Leoncio  Real  y  Catalino  Agirá, 
es  indudable  que,  colocando  los  tres  primeros  nom- 
bres en  la  línea  debajo  de  los  respectivos  cargos,  como 
así  debió  haber  hecho  el  que  escribió  esta  balota, 
resulta  que  el.  nombre  de  Leoncio  Real  corresponde 
precisamente  á  la  línea  debajo  del  cargo  de  .Presi- 
dente Municipal.  Ocho  son  los  cargos  que  debían 
proveerse  en  las  elecciones  de  Mabitac,  á  saber:  Go- 
bernador Provincial,  Tercer  Vocal,  Presidente  Muni- 
cipal, Vice-Presidente  y  cuatro  Concejales.  Precisa- 
mente en  esta  misma  balota,  de  que  estamos  hablando, 
aparecen  también  ocho  nombres,  y  esto,  con  las  demás 
circunstancias  de  esta  balota  ya  mencionadas,  demues- 
tra que  la  intención  del  elector  era  votar  por  Leoncio 
Real  para    Presidente    Municipal." 

§  410.  Pero  la  Secretaría  Ejecutiva,  en  su  circu- 
lar de  28  de  Octubre  de  1907,  dice:  "Un  nombre 
escrito  fuera  de  los  espacios  dispuestos  invalida  la  pa- 
peleta entera." 

Balotas  con  mas  nombres  C|Vte  cargos. 

§  411.  En  la  misma  circular  de  28  de  Octu- 
bre de  1907,  el  Secretario  Ejecutivo  Fergusson,  dijo: 
4 'Cuando  la  papeleta  contiene  varios  cargos  para  los 
que  se  lian  de  votar  y  que  los  votos  para  uno  ó 
más  cargos,  ó  conjunto  de  cargos,  no  pueden  ser  con- 
tados, como  por  ejemplo,  cuando  el  nombre  es  ile- 
gible, ó  cuando  un  elector  escribe  los  nombres  de 
seis  candidatos  para  Concejales,  siendo  solamente  cinco 
los  que  lian  de  ser  elegidos,  lo  cual  anularía  todos 
los  votos  para  Concejales,  en  tales  casos  se  cuenta  la 
papeleta  para  los  demás  cargos  debidamente  votados 
en  ella." 
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§  412.  Doctrina  semejante  se  sostiene  por  el 
Juzgado  de  Tajabas,  en  la  protesta  de  (lampmuanes 
vs.  La  elección  de  Alimonan,  diciendo:  "La  balota 
que  contiene  más  nombres  que  el  número  de  cargos 
votados  debe  ser  rechazada." 

Balotas    con  nombres  escritos  sobre- 
tachado  o   sobre-raspado. 

§  413.  Discutiendo  el  efecto  de  las  balotas  con 
nombres  escritos  sobre -tachado  ó  sobre-raspado,  el  Juz- 
gado de  Al  hay,  en  la  protesta  de  Delgado  vs.  Luna, 
dice:  "En  unas  tres  papeletas  se  trazaron  líneas  sobre 
nombres  escritos  y  otros  nombres  fueron  escritos  in- 
mediatamente encima.  Esto  no  constituye  una  pa- 
peleta marcada,  dentro  del  significado  de  la  sección 
24  de  la  Ley  Electoral,  porque  tales  tachaduras  no  son 
marcas  distintivas.  '•' 

§  414.  Por  el  contrario,  el  Juzgado  de  Pan- 
gasinán,  en  la  protesta  de  Jiménez  vs.  Navarro,  sos- 
tiene la  opinión  contraria,  diciendo:  "Balotas,  escritas 
con  nombres  fraudulentamente  sobre-raspado,  deben 
ser  descartadas  y  excluidas  del  escrutinio." 

Balotas  rotas  ciuie  Hacen  dudoso  el  resul- 
tado de  la  elección. 

§  415.  El  Juzgado  de  Albay,  en  la  protesta 
de  Dato  vs.  Imperial,  á  este  respecto  dice:  "El  re- 
currente recibió  setenta  y  tres  votos,  y  el  recurrido, 
setenta  y  seis.  La  Junta  de  Inspectores  rechazó  cua- 
tro balotas  y  rompió  otras  nueve.  Estas  trece  ba- 
lotas fueron  puestas  en  la  misma  urna  con  las  pa- 
peletas debidamente  depositadas,  sin  prever  ningún 
medio,  por  el  cual  las  cuatro  balotas  rechazadas  po- 
drían ser  escogidas.  Esta  condición,  con  referencia  á 
las  cuatro   balotas  rechazadas,    deja  el  caso  en   estado 


muy  dudoso.  La  elección  de  Baao,  en  cuanto  se  re- 
fiere al  cargo  de  Presidente  Municipal,  debe  por  esta 
razón  ser  anulada." 

Balotan  czot\  nombre  de  una  persona 
para  dos  cargos. 

§  416.  En  la  protesta  de  Carian  vs.  La  elec- 
ción de  Po¡<t)i(jui,  d(l  Juzgado  de  Albay,  la  Corte 
dice:  "Una  balota,  en  que  aparece  el  nombre  de  un 
candidato  para  dos  cargos  diferentes  debe  ser  recha- 
zada, en  ausencia  de  datos  sobre  qué  cargo  intenta 
el  votante  dar  su  voto,  pues  él  no  tiene  derecho  de 
votar    íí    una    persona    para    dos    cargos    diferentes/1 

Balotas  ¿zon  nombres    mal  ortografiados* 
Regla  de  "ídem  Sonans." 

§  417.  Sobre  este  particular  el  Secretario  Eje- 
cutivo Fergusson,  en  su  circular  de  28  de  Octubre 
de  1907,  dice:  "Cuando  aparezcan  los  nombres  nial 
deletreados  en  la  papeleta,  la  intención  del  elector 
debe  realizarse,  siempre  que  la  misma  sea  clara.  Una 
simple  falta  de  deletreo  raramente  suscita  gran  in- 
certidumbre  con  respecto  á  la  intención,  por  ejem- 
plo, si  el  nombre  del  candidato  es  Hilario  Buenaven- 
tura, el  deletreo  'Ilario  Vueuabentura'  deja  compren- 
der aún  de  un  modo  claro  que  el  elector  intentó  es- 
cribir  Hilario  Buenaventura.1 ' 

§  418.  Pero  donde  se  han  revisado  las  auto- 
ridades sobre  la  materia,  es  en  el  asunto  de  Sarte 
vs.    Carió»,   del  Juzgado    de   Albay.   La  Corte  dijo- 

"Los  nombres  de  las  dos  partes  interesadas  se 
deletrean  correctamente  como  sigue:  "Juan  Sarte"  y 
"Ruperto  Carión."  El  completo  nombre  de  Juan  Sarte 
es  Juan  Gregorio  Sarte.  Los  nombres  de  estos  in- 
dividuos   en    un    gran    número    de    balotas    no    están 
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correctamente  deletreados,  y,   en   alguna    de    ellas,    el 
apellido    aparece   primero. 

4 'Es,  por  tanto,  necesario  para  el  Juzgado  deter- 
minar qué  efecto  pueden  tener  estas  irregularidades 
sobre  la  validez  de  las  balotas.  No  es  solamente  ne- 
cesario para  el  Juzgado  proceder  de  esta  manera  en 
este  caso,  sino  que  es  necesario  además  determinar 
así,  para  que  sirva  de  norma  y  beneficio  para  el 
público,  pues  las  decisiones  de  esta  Corte,  en  esta 
clase  de  asuntos,    son  finales  y  obligatorias. 

"Las  reglas  que  gobiernan  semejantes  irregula- 
ridades se  hallan  bien  establecidas  por  las  Cortes  ame- 
ricanas. 

.  'Un  gran  número  de  casos  se  han  suscitado, 
en  los  cuales  el  nombre  de  un  candidato  no  está 
correctamente  deletreado  en  la  balota.  Así,  en  al- 
gunos casos  se  ha  escrito  solamente  la  inicial  del  nom- 
bre cristiano,  y  en  otros,  ninguna  inicial  intermedia  ó 
un  nombre  incorrecto  se  ha  escrito;  en  algunos,  se  aña- 
den unas  sílabas  al  final,  como  por  ejemplo,  Jr. ;  en 
algunos,  solamente  el  nombre  de  la  familia  se  dá 
y  frecuentemente  el  nombre  cristiano  es  errónea- 
mente deletreado,  ó  una  inicial  errónea  se  usa;  y 
mientras  en  algunos  casos  se  ha  sostenido  la  teoría 
contraria,  se  ha  dicho  en  la  mayor  parte  de  ellos 
que,  de  acuerdo  con  el  peso  de  la  autoridad,  tanto 
los  Tribunales,  como  los  Cuerpos  legislativos  han  de- 
clarado que  una  balota  no  debe  ser  rechazada  por 
semejante  error,  si  por  la  balota  misma  y  por  las 
circunstancias  que  rodean  á  la  elección,  la  intención 
del  votante  puede  determinarse.  Aun  en  aquellos  casos 
en  que  la  estricta  regla  prevalece,  se  ha  sostenido 
que  un  mal  deletreo  no  debe  viciar  una  balota,  cuando 

35 
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el  nombre   escrito  en  la  balota  es  idem  sonans  con  el 
nombre  del  candidato."  (1) 

§  419.  "Una  balota  es  indicativa  de  la  vo- 
luntad del  votante.  No  se  requiere  que  esté  bien 
preparada  ó  correctamente  escrita,  6  que  el  nombre 
del  candidato  votado  esté  bien  deletreado.  Debe  leerse, 
á  la  luz  de  todas  las  circunstancias  que  rodean  en 
la  elección  al  votante,  y  el  objeto  ha  de  ser  el  ase- 
gurar y  llevar  á  efecto  la  intención  del  votante,  si 
ella  puede  determinarse  con  razonable  certeza.  La 
balota  debe  ser  liberalmente  leída,  y  la  lectura  debe 
ser  en  favor  de  la  efectividad  de  la  voluntad  del 
votante,  más  que  en  favor  de  la  conclusión  de  su 
inefectividad,  por  motivo  de  un  fundamento  técnico. 
Al  mismo  tiempo,  no  es  admisible  decir  que  alguna 
cosa  se  ha  intentado  de  una  manera  contraria  á  aquello 
que  ya  está  hecho;  y  si  la  balota  es  tan  defectuosa, 
que  no  pueda  decifrarse  ninguna  intención,  aquella 
debe  ser  rechazada.    W 

§  420.  "Debe  ahora  considerarse  como  regla 
bien  establecida  por  los  Tribunales,  en  los  casos  suscita- 
dos sobre  elecciones,  que  deben  contarse  los  votos 
para  un  candidato  por  sus  iniciales,  mediante  una 
prueba  clara,  y  que  no  es  necesario  probar  la  inten- 
ción de  los  votantes  por  sus  testimonios.    (8) 

§  421.  "Se  ha  dicho  en  la  causa  de  People  vs. 
StevenSj  5  HUÍ  (N.  Y.)  616,  que  una  balota,  en  que 
aparece  solamente  el  apellido  del  candidato,  no  debe 
ser  cantada  por  los  escrutadores;  pero  lo  contrario  ha 
sido  frecuentemente  adoptado  por  las  Cortes  y  Cuerpos 
legislativos    sobre    causas   de   protesta,    cuando    no   se 


(1)  10,  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  723,  and  cases  cited. 

(2)  IMd. 

(3)  10,  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  724,  and  cases  eited. 
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alega   que    hay   más  de    un    candidato    con    el    mismo 
nombre.   W 

"Se  verá  por  las  notas  arriba  apuntadas  (pie 
los  Tribunales  americanos  han  sido  muy  libera- 
les en  resolver  estas  cuestiones;  y  soy  de  opinión 
de  que,  bajo  las  circunstancias  en  que  se  encuentra 
actualmente  este  país,  los  Tribunales  deben  ser  tan 
liberales  como  los  Tribunales  americanos,    si   no  más. 

§  422.  "El  Juzgado  quiere  pasar  á  considerar  la 
cuestión  de  que  cual  es  lo  que  constituye  marca  distin- 
tiva; pues  de  un  examen  de  las  balotas  aparece  que 
un  gran  número  de  ellas  está  escrito  el  nombre  "Señor 
Ruperto  Carión."  Este  nombre  está  escrito  en  veinte 
balotas  próximamente;  mientras  que  en  algunas  de 
estas  balotas  es  muy  claro  que  la  persona  que  es- 
cribió el  nombre  "Sr.  Ruperto  Carión"  no  escribió 
los  otros  nombres  en  la  balota.  El  abogado  de  Juan 
Sarte  insiste  que  lo  arriba  expuesto  constituye  una 
marca  distintiva  dentro  del  significado  de  la  Ley, 
y  demuestra  una  conspiración  de  algunas  personas 
relacionadas  con  la  elección  y  que  destruye  el  se- 
creto de  la  balota.  Yo  debo  admitir  que  es  cierta- 
mente una  cuestión  muy  difícil  determinar  cómo 
estas  balotas  revelan  ciertas  sospechas  de  las  perso- 
nas que  las  han  preparado.  Pero,  para  determinar 
lo  que  constituyen  marcas  distintivas,  veremos  la  regla 
siguiente : 

§  423.  "En  la  causa  de  Burns  Young,  4  Cong. 
El.  Cas.  181,  y  Fenn,  vs.  BenneM,  Smith  El.  Cas. 
592,  el  Comité  contó  votos  en  las  balotas  donde 
estaba  escrito  el  prefijo  "Hon.,?  antes  del  nombre  del 
candidato,    cuando   el    Estatuto   disponía   que   las    ba- 


tí)     10,   Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  723,  at:d  caries  cited. 
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Iotas  deben  tener  el  nombre  del  candidato  votado 
sin    ninguna    marea   distintiva."  (1) 

§  424.  El  Juzgado  de  Bataan,  discutiendo  la 
regla  de  ''Ídem  Sonans",  en  la  protesta  de  Angele* 
vs.  Rodríguez,  sostiene  la  misma  doctrina  expuesta 
en  los  casos  anteriores.  Resolviendo  dicha  protesta,  la 
Corte  dijo:  "Las  dos  balotas  escritas  con  el  nombre 
de  Gimeon  Budreges  y  Simoi  Rodrigis  deben  contarse 
á  favor  del  candidato  recurrente  Simeón  Rdriguez. 
La  Ley  no  ha  tratado  de  establecer  un  privilegio  á 
favor  de  los  calígrafos,  y  por  eso  no  dispone  que  las 
balotas  mal  escritas  sean  rechazadas.  El  objeto  de 
la  ley  es  tener  la  expresión  de  la  voluntad  de  los 
electores,  y  cuando  esta  aparece  indudable,  no  debe 
invalidarse   por  una   simple    falta   de    deletreo. 

§  425.  "La  regla  comunmente  seguida  en  casos 
de  protestas  de  elecciones,  para  la  admisión  ó  ex- 
clusión de  balotas  defectuosas,  es  que,  cuando  se 
puede  determinar,  por  la  balota  misma  ó  por  otras 
circunstancias,  la  intención  del  elector  que  ha  escrito  ó 
depositado  la  balota  defectuosa,  esta  debe  computarse. 

"Un  gran  número  de  casos  se  ha  suscitado 
en  los  cuales  el  nombre  de  un  candidato  no  fué  co- 
rrectamente ortografiado  en  la  balota.  Así  en  algu- 
nos casos  se  ha  dado  solamente  la  inicial  de  un 
nombre  cristiano;  en  otros  no  se  ha  dado  la  inicial 
intermedia  ó  se  ha  dado  una  incorrecta;  á  veces  se 
dan  los  sufijos  como  (Fulano  de  tal,  hijo),  ó  se  su- 
primen; algunas  veces  solamente  se  ha  dado  el  nombre 
de  familia  y  eso  mal  ortografiado;  frecuentemente  el 
nombre  cristiano  está  equivocado  ó  se  usa  una  ini- 
cial equivocada;  y  aun  cuando  ha  habido  antigua- 
mente algunos  cuantos  casos  en  que  se   ha  sostenido 


(1)     10,  Am.  and  Eng.   Ene.  oí  Law,  727,  and  cases  cited. 
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lo  contrario,  se  puede  decir  que  la  decidida  tendencia 
de  los  últimos  casos,  así  como  el  peso  de  la  auto- 
ridad tanto  en  las  Cortes  como  en  los  Cuerpos  legis- 
lativos, es  no  rechazar  ningún  voto  por  ambigüedad, 
si  por  la  balota  misma  y  por  las  circunstancias  que 
rodean  la  elección,  la  intención  del  votante  puede 
ser  determinada.  Aun  donde  prevalece  la  más  es- 
tricta regla,  se  ha  sostenido  que  la  mala  ortografía 
no  vicia  la  balota,  cuando  el  nombre  escrito  en  la  ba- 
lota suena  lo  mismo,  Ídem  Sonans,  que  el  nombre  del 
candidato.'7  (1) 

§     426.      "La   ausencia    de     una  serie    de    reglas 
definidas    para   el    deletreo    ó    pronunciación    de    los 
nombres   de    personas   y,    más    especialmente,  de    los 
apellidos,   ha  inducido  á  los  Tribunales  á   adoptar   el 
principio,     conocido    como    regla    de     Ídem    Sonans. 
Esta   regla  se    puede   establecer  que  consiste    en    que 
no    se   requiere    una   absoluta   exactitud    ó   perfección 
en  el  deletreo  de  los  nombres,   ya  sea  en  documentos 
legales,  ya  en  los  procedimientos  civiles  ó  criminales; 
que    si    el    nombre,    tal   como    se    deletrea  en    el   do- 
cumento,   aunque  diferente  de  su  correcta  ortografía, 
sen  na    prácticamente    de    idéntica   manera   cuando    se 
pronuncia,   según  los  métodos  comúnmente  adoptados, 
el    nombre    que-  así    se    da,    es   una   suficiente    desig- 
nación   del    individuo    á    quien    se    refiere,    y    no    se 
puede  tomar  ninguna  ventaja   de    un  error   de    escri- 
biente.  La  cuestión  de  si  un  nombre  suena  lo  mismo 
(Ídem  Sonans)    que  otro    no    es   cuestión  de  deletreo, 
sino  de  pronunciación.  (2) 

§     427.     "Y  hay  tanta  semejanza  de  sonido  entre 
Cimeon  y  Simeón,  ó  Simón  y  Simeón,  entre  Budreges 

(1)  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law  10,  723. 

(2)  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law.  21,  313. 
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6  Rudregues  y  Rodríguez,  ó  Rudrigis  y  Rodríguez,  que 
es  difícil  para  un  Tribunal,  acostumbrado  á  oir  á  la 
gente  del  pueblo  pronunciar  los  nombres  y  apellidos 
ordinariamente  de  un  modo  incorrecto,  dudar  de  que 
la  intención  de  quien  así  los  escribiera  era  designar 
al    candidato   Simeón    Rodríguez/' 

§  428.  El  Comité  de  Elecciones  de  la  la  Asam- 
blea Filipina,  resolviendo  la  -cuestión  sobre  la  ad- 
misibilidad de  balotas  mal  ortografiadas,  en  la  pro- 
testa de  Corteza  vs.  Dorillo,  rechazó  las  balotas  es- 
critas con  nombre  de  "Regenu  Dónelo",  "rey no 
rorlyo",  "Regino  D.  Ello"  y  "Regno  Garello" ;  é 
igualmente  rechazó  del  protestante  Sr.  Corteza  la 
balota  con  nombre  "Ángel  Corliz".  La  opinión  del 
Comité  fué  sostenida  por  la  mayoría  de  la  Cámara.  W 

§  429.  "Y  en  el  asunto  Hidalgo  vs.  Gala,  se 
sostuvo  por  el  mismo  Comité  de  Elecciones  que  debían 
contarse  á  favor  del  Sr.  Hidalgo  las  balotas  con  los 
siguientes  nombres:  Cues  gidalgo,  Luyes  dalgo, 
Luis  idalgo  y  Lois  Ydalao.  Y  se  sostuvo  igualmente 
que  deben  adjudicarse  á  favor  del  Sr.  Gala  las  ba- 
lotas escritas  con  estos  nombres:  Emiliano  A.  Gala, 
Emiliano  Gala,  Emiliano  Eala,  Emiliano  A.  Gala, 
Emiliano  de  Gala,  Omelano  Digala,  Ymelaro  Gala, 
Emelelano  A.  Gala,  Emilio  de  Gala,  Emilio  de 
Gala,  Emelino  A.  Gala,  Ymelano  Gala  y  Aureliano 
A.  Gala;  y  descontarse  de  él  los  votos  con  estos 
nombres:  Emillao  Gala,  Emiliano  Cegda,  Emiliano 
Ana   y   Emiliano  Vagdamiyo."   (2) 

Balotas  con  sufijos  1.°  o  :2.° 

§  430.  El  empleo  de  los  sufijos  "1.°"  y  "2.°" 
en  los  nombres  de  los  candidatos  no  invalida  la  ba- 


(1)  Diario  de  sesiones  de  la  Asamblea,  Nov.  27,  1907. 

(2)  Id.    id.  de   Enero   13,  1907. 
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Iota.  Así  se  sostuvo  en  la  protesta  de  Angeles  vs. 
Rodríguez,  del  Juzgado  de  Batean.  La  Corte  dijo: 
4 'Con  respecto  á  las  balotas  con  los  nombres  de 
Simeón  Rodríguez  1.°,  el  Juzgado  entiende  que  dichas 
balotas  deben  ser  también  contadas  á  favor  del  can- 
didato recurrente  Simeón  Rodríguez,  pues,  según  las 
pruebas,  existen  en  el  Municipio  de  Orion  dos  per- 
sonas llamadas  Simeón  Rodríguez,  y  para  distinguirlas 
se  suele  denominarles  con  el  aditamento  de  "í.°n 
al  Simeón 'Rodríguez,  el  candidato  recurrente,  por 
ser  el  más  viejo  y  abuelo  del  otro,  á  quien  se  le 
suele  designar  con  el  nombre  de  Simeón  Rodríguez 
"2.°".  Es  significativo  el  hecho  de  que,  en  una  de 
estas  balotas  con  el  nombre  de  Simeón  Rodríguez 
para  Presidente  Municipal,  aparece  también  el  nombre 
de  Simeón  Rodríguez  "2.°"  para  Concejal,  lo  cual 
demuestra  que  la  intención  del  elector,  al  poner  el 
aditamento  de  "1.°"  en  el  nombre  de  Simeón  Rodrí- 
guez para  Presidente,  es  designar  al  más  viejo,  que 
era   el   candidato    para   el    mismo   cargo. 

"El  abogado  del  recurrido  Mariano  G.  Angeles 
alegó  en  el  acto  de  la  vista  que,  habiéndose  cali- 
ficado como  elector  el  recurrente  Simeón  Rodríguez 
con  el  nombre  de  Simeón  Rodríguez  1.°,  las  balotas 
que  no  contengan  dicho  aditamento  deberían  ser  des- 
contadas. Pero  las  pruebas  sobre  este  extremo  de- 
muestran que  el  candidato  recurrente  se  calificó  con 
el  nombre  de  Simeón  Rodríguez  simplemente,  como 
consta  en  su  juramento  de  elector;  que,  si  en  la 
lista  electoral  aparece  con  el  nombre  de  Simeón  Ro- 
dríguez "1.°"  ha  sido  sólo  por  acuerdo  de  los  Ins- 
pectores de  elección,  para  distinguirle  del  otro  Si- 
meón Rodríguez,  que  también  se  inscribió  como  elector 
y   á    quien   designaron   con  el   aditamento    de  ''2.°"; 
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que  en  el  Municipio  de  Orion  Simeón  Rodríguez,  el 
candidato  á  Presidente  Municipal,  es  el  único  á  quien 
á  veces  se  le  designa  con  el  aditamento  de  "1.°". 

§  431.  'Ordinariamente  las  palabras  "Júnior 
ó  Jr.  (más  joven)  y  ' 'Sénior7'  6  "Sr."  (más  viejo), 
no  forman  parte  del  nombre,  y  su  adición  al  nombre  ó 
su  omisión  del  mismo  en  un  documento  legal  es  in- 
material y  de  ningún  efecto.  Pero  cuando  padre  é 
hijo  tienen  el  mismo  nombre  y  viven  en  la  misma 
localidad,  se  presumirá  generalmente,  en  ausencia 
del  aditamento  de  "Júnior'7  (más  joven),  que  el 
nombre    se    refiere   al    padre'.   (l) 

§  432.  'En  un  antiguo  caso  en  la  Asamblea 
de  New  York,  unos  votos  para  Jonathan  Stanley 
no  se  contaron  para  Jonathan  Stanley  Jr. ,  porque 
había  en  el  distrito  un  Jonathan  Stanley,  aunque 
él  era  un  anciano  inhabilitado  para  los  negocios, 
pero  poco  conocido  y  no  era  candidato.  Pero  en  el 
caso  de  Tarner  vs.  Bqyliss,  (l,  Gongressional  Elecüon 
cases  518,)  la  Cámara  de  Representantes  anunció 
la   regla   opuesta.'     (2) 

"Y  tengase  en  cuenta  que  el  aditamento  de-  "1.°" 
ó  "2.°",  usado  entre  nosotros,  corresponde  en  valor  á 
los  sufijos  "Jr."  ó  "Sr."  usados  entre  los  americanos. 

"De  todo  lo  expuesto  deduce  el  Juzgado  la  con- 
clusión de  que  las  dos-  balotas  con  el  nombre  de 
Simeón  Rodríguez  "l.o"  deben  ser  contadas  á  favor 
del   candidato  Simeón   Rodríguez." 

Abreviaturas^   apodos  o  iniciales. 

§  433.  En  la  ya  citada  Circular  del  Secretario 
Ejecutivo  Fergusson,  de  28  de  Octubre  de  1907,  se 
lee    lo    siguiente:     "Cuando    se    usan    abreviaciones, 

(1)  Ara,  and  Eng.  Ene.  of  Law,  21,  310. 

(2)  Ibid. 
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apodos  ó  iniciales,  es  algo  más  difícil  decidir,  y 
cuando  las  iniciales  ó  el  nombre  de  pila  se  dan  equi- 
vocados, deben  contarse  algunas  veces  como  están  es- 
critos. Si  hay  otra  persona  en  la  subdivisión  polí- 
tica que  tenga  un  nombre  que  se  escriba  de  idén- 
tico modo,  aun  cuando  no  sea  candidato,  no  puede 
decirse  con  certeza  si  el  elector  intentó  votar  por  el 
candidato,  cuando  tenía  el  derecho  de  votar  por  otro 
individuo.  La  regla  es  que  si  no  hay  en  la  subdi- 
visión persona  alguna  que  lleve  el  nombre  ó  ini- 
ciales usados  y  estos  son  suficientemente  parecidos 
á  los  del  candidato,  para  dar  origen  á  una  presun- 
ción de  que  el  elector  intentó  votar  por  el  candi- 
dato, se  cuentan  para  el  candidato.  Las  balotas  con 
iniciales  y  apodos  deben  contarse  para  el  candidato, 
si  es  que  son  sus  iniciales  exactos  ó  su  apodo  usual. 
Debe  tenerse  presente  que  el  objeto  de  la  Ley  es 
obtener  la  expresión  de  la  voluntad  de  los  electores. 
Cuando  ésta  es  evidente,  no  debe  ser  invalidada  por 
cuestiones  de  tecnicismo." 

§  434.  La  misma  doctrina  fué  sostenida  por  el 
Juzgado  de  Zam  bales,  en  la  protesta  de  Sari  ano  vs. 
Raymundo.   La  Corte    dijo: 

'  'Escribir  el  nombre  del  candidato  sobre  la  ba- 
lota es  simplemente  identificar  la  persona  por  quien 
el  elector  desea  votar.  El  nombre  intermedio  de  una 
persona  particular  no  es  indispensable  ó  absoluta- 
mente necesario  para  designar  la  persona  por  quien 
se  tratase  de  votar.  Este  es  el  principio  legal  reco- 
nocido por  las  Cortes,  tanto  en  los  procedimientos 
criminales  como  en  los  civiles.  Ni  es  necesaria  una 
absoluta  corrección  en  el  deletreo  del  nombre,  y  el 
mal  deletreo  por  sí  no  produce  incertidumbre  acerca 
de  la  identidad  de  la  persona  votada.  La  doctrina 
de    Ídem   Sonans    es   casi   umversalmente  reconocida. 

36 
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"En  opinión  del  Juzgado,  el  intento  (le  rechazar 
las  balotas  claramente  depositadas  á  favor  del  pro- 
testado, simplemente  porque  el  votante  ha  suprimido 
la  inicial  del  nombre  intermedio,  estando  los  otros 
dos  nombres  claramente  escritos,  sería  el  mayor  de 
los    absurdos.  v 

Balotas  con  apellidos  paterno  y  materno. 

§  435.  El  Juzgado  de  Rizal  discutio  extensa- 
mente la  admisibilidad  de  las  balotas  con  los  ape- 
llidos paterno  ó  materno,  sosteniedo  que  la  omisión 
de  los  apellidos  paterno  ó  materno  ó  de  sus  iniciales 
no  invalida  la  balota.  La  opinión  del  Juzgado  está 
expresada  en   los    siguientes    párrafos: 

"La  cuestión  aquí  planteada  no  consiste  en  que 
no  sean  adjudicables  las  cuatro  balotas  que  contie- 
nen los  nombres  de  Perfecto  Reyes  de  León,  Per- 
fecto de  León  y  Perfecto  R.  de  León,  ó  en  la  omisión 
del  nombre  del  candidato  ó  de  alguna  sílaba  ó  letra  que 
constituya  su  nombre;  sino  que  en  una  de  las  ba- 
lotas su  nombre  se  ha  escrito  con  sus  apellidos  pa- 
terno y  materno,  y  en  otra  sólo  se  lia  escrito  su 
nombre  y  su  apellido  materno,  y  en  las  dos  su  nombre 
se  ha  escrito  con  la  inicial  de  su  apellido  paterno 
y   con    todas    las    letras  de    su  apellido    materno. 

"En  mi  opinión,  está  fuera  de  toda  duda,  y  la 
misma  parte  protestada  lo  había  reconocido  así,  que 
la  balota,  que  contiene  el  nombre  de  Perfecto  Reyes 
de  León,  debe  sumarse  á  los  votos  del  candidato 
protestante,  Perfecto  Reyes,  y  que  también  deben  ad- 
judicarse en  su  favor  las  otras  dos  balotas  con  el 
nombre  de  Perfecto  R.  de  León  ó  sean  las  que  llevan 
escritos  su  nombre,  la  inicial  de  su  apellido  paterno 
y  todas  las   letras  de    su   apellido    materno. 

"Considero  asimismo  (pie  la   balota,  que   contiene 
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simplemente  el  nombre  de  Perfecto  de  León,  debe 
adjudicarse  también  á  favor  del  protestante,  Perfecto 
Reyes,  teniendo  en  cuenta  las  pruebas  practicadas 
acerca  de  la  identidad  de  esos  nombres  con  el  de 
Perfecto  Reyes,  en  cuanto  denotan  una  misma  per- 
sona por  tales  modos  conocida  en  el  Municipio  de 
Parañaque  y  la  circunstancia  especial  de  que  no  había 
ningún  otro  candidato  para  el  cargo  de  Yice-Presidente 
Municipal  durante  las  últimas  elecciones  con  el  nombre 
de  Perfecto,  excepción  hecha  del  aquí  protestante. 
Con  lo  cual  entiendo  que  se  revela  claramente  la  in- 
tención del  elector  de  otorgar  su  voto,  no  á  una  per- 
sona  imaginaria,   sino    al  mismo   Perfecto   Reyes. 

§  436.  "La  Jurisprudencia  americana  es  fe- 
cunda en  precedentes  que  establecen  reglas  para  la 
adjudicación  de  los  votos  emitidos  á  favor  de  per- 
sonas, cuyos  nombres  y  apellidos  están  escritos  de- 
fectuosamente  ó   con   superabundancia  de   sílabas. 

"La  preponderancia  de  estas  doctrinas  está  en 
favor  de  la  que  establece  que  las  balotas,  que  con- 
tienen solamente  las  iniciales  del  nombre  cristiano, 
han  de  contarse  en  favor  de  las  personas  que  tienen 
las  mismas  iniciales,  por  quienes  los  electores  intenta- 
ron votar,  y  que  cualquier  prueba  competente,  que 
tienda  legítimamente  á  demostrar  las  intenciones  de 
los  electores,  puede  aducirse  al  efecto,  incluyendo 
pruebas  de  que  tales  personas  usualmente  firmaban 
sus  nombres  en  las  formas  que  aparecen  en  las  ba- 
lotas; que  habían  desempeñado  anteriormente  los 
mismos  cargos  y  eran  candidatos  para  dichos  cargos 
en  el  tiempo  de  la  elección ;  que  el  público  apli- 
caba dichas  abreviaciones  á  ellos;  que  ninguna  otra 
persona,  á  quien  se  pudiera  propiamente  aplicar  dichas 
iniciales,    residía    en    el  distrito  electoral  ó   era  elegí- 
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ble  para  dichos  cargos.  Se  ha  declarado  por  la  Corte  Su- 
prema del  Estado  de  Nueva  York,  en  la  vista  de 
una  elección  protestada  ante  un  Jurado:  'que  las  ba- 
lotas, que  tienen  las  iniciales  solamente  del  nombre 
cristiano,  debían  de  contarse  en  favor  de  la  persona 
por  quien  sé  intentó  votar;  y  que  para  conocer  tal 
intención,  era  competente  probar  que  él  firmaba 
usualmente  su  nombre  en  la  forma  que  aparecía  en 
las  balotas;  que  había  desempeñado  anteriormente 
el  mismo  cargo  y  era  candidato  para  dicho  cargo 
en  el  tiempo  de  la  elección;  que  el  público  ge- 
neralmente aplicaba  las  abreviaciones  a  él,  y  que  no 
se  conocía  ninguna  otra  persona  en  el  pueblo,  á  quien 
dichas  abreviaciones  eran  aplicables.'  0-) 

§  437.  "La  Corte  Suprema  de  Wisconsin  ha 
declarado:  'que  las  balotas,  que  contienen  las  inicia- 
les solamente  del  nombre  cristiano,  deberían  con- 
tarse á  favor  de  la  persona,  por  quien  el  Jurado  en- 
contró que  los  electores  intentaban  votar,  aunque 
las  iniciales  fueran  incorrectas.  En  Carpenter  vs.  Ely, 
4  Wis.  420,  la  Corte  dijo*  'que  en  el  caso  presente 
el  Jurado  encontró  que  los  dos  votos  dados  para  "M. 
I).  Carpenter',  los  cuatro  votos  dados  para  "D.  M. 
Carpenter"  y  uno  para  "M.  T.  Carpenter"  y  otro 
para  ''Carpenter",  al  ser  depositados,  era  la  intención 
de  los  electores  darlos  en  favor  de  Mateo  H.  Car- 
penter, el  demandante.  Siendo  así  el  hecho,  clara- 
mente  se    ve  que   deberían  contarse    en    su  favor.' (2) 

§  438.  "La  Cámara  ele  Representantes,  en  el 
caso  de  McKenzie  vs.  Braxton  Smith,  dijo  lo 
siguiente:  'Las  pruebas  en  este  asunto  demuestran' 
claramente   que   el   miembro  electo    es   conocido    por 


(1)  The  Law-of    Election,   H.   E..  Paine,   §538. 

(2)  Idkl.  539. 
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todo  el  distrito,  tanto  con  el  nombre  de  "E.  M.  Brax- 
ton" como  con  el  de  "Elliot  M.  Braxton",  "E.  M. 
Braxton"  ó  "Elliot  Braxton";  y  que  el  miembro 
electo  fué  generalmente  nominado  para  el  Congreso 
por  convención  democrática  ó  conservadora  del  dis- 
trito; que  su  carta  de  aceptación  fué  firmada  "E. 
M.  Braxton"  y  que  trabajó  por  su  candidatura  en 
el  distrito  y  era  la  única  persona  candidato,  con  el 
nombre  de  Braxton/  (1> 

§  439.  'La  ley  no  reconoce  más  que  un  nom- 
bre cristiano,  y  la  omisión  del  segundo  nombre  ó 
su  letra  inicial,  no  es  fatal  ni  material.'  (Se  citan 
varios  casos.) 

§  440.  'Se  ha  declarado  en  varios  asuntos  que 
las  balotas,  que  contienen  el  apellido  de  un  candi- 
dato sin  su  nombre  cristiano,  deben  contarse  en  su 
favor.'   (2) 

§  441.  'Las  balotas  que  contienen  el  nombre 
de  Thomas  T.  Wright  se  contaron  en  favor  de  Jo- 
seph  T.  Wright  bajo  la  prueba  de  que  no  había 
persona  llamada  Thomas  T.  Wright  en  el  distrito, 
y  ninguna  persona,  excepto  el  solicitante  llamado 
Wright,  era  elegible  para  algún  cargo  en  el  distrito, 
y  que  Joseph  T.  Wright  era  uno  de  los  candidatos 
de  su  partido  para  el  cargo  y  que  su  nombre  fué  es- 
crito Thomas, en  vez  de  Joseph,  en  algunas  de  las  balo- 
tas por  error. ' (3) 

§  442.  'Cuando  la  designación  de  un  candi- 
dato en  una  balota  es  por  medio  de  una  abreviación 
sancionada  por  el  uso  común  y  generalmente  enten- 
dida, la  balota  puede  ser  contada  en  favor  de  la 
persona  para  quien  se  intente  claramente  darla.'  (Se 
citan    varios   casos.)  (4) 


(1)     The  Law  of  Election,  H.  E.  Paine,  §  539.     (2)     Ibid  §  541.     (3) 
Ibid,   cases   cited.     (4)     Ibid. 


—  286  — 

Manera  de  contetr    los  votos. 

§  443.  Las  papeletas  se  ponen  en  montones 
delante  del  Presidente,  el  cual  las  irá  cogiendo  una 
por  una  y  leerá  los  nombres  de  las  personas  por 
quienes  se  vota,  en  el  orden  en  que  aparezcan.  Tan. 
pronto  como  las  lea,  las  entregará  á  uno  de  los 
Inspectores,  que  habrá  sido  designado  previamente 
al  efecto  por  la  Junta,  y  que  pertenecerá  al  partido 
político  opuesto  al  del  Presidente,  si  es  que  hay  dos 
partidos  políticos  representados  en  la  Junta,  el  cual 
comprobará  lo  leído  por  el  Presidente.  El  otro  Ins- 
pector y  el  Secretario  irán  apuntando  sobre  un  mo- 
delo preparado  al  efecto  por  el  Secretario  Ejecutivo 
y  suministrado  por  el  Director  de  Imprenta,  en  el 
cual  pondrán  los  nombres  de  las  personas  votadas 
para  cada  cargo 'y  el  número  de  votos  obtenidos  por 
cada  una.  Terminado  el  escrutinio,  el  Presidente  y 
el  otro  Inspector  comprobarán  los  totales  y  en  caso 
de  discordia  se  hará  por  dichos  funcionarios  el  re- 
cuento   necesario.    (1) 

El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Isabela,  en 
la  protesta  de  Salinas  vs.  La  elección  de  llagan,  dis- 
cutiendo la  cuestión  de  si  la  falta  de  confrontación 
del  número  de  balotas  con  el  de  electores,  según  las 
listas,  anula  la  elección,  dijo:  "Un  examen  de  los 
documentos,  practicado  por  el  Juzgado,  demuestra  que 
el  número  de  balotas  en  la  urna  coincide  con  el 
número  de  electores  que  votaron.  Sin  embargo,  aun 
en  el  caso  de  ser  cierto  que  no  fueron  contadas  y 
confrontadas,  el  Juzgado  no  cree  que  semejante  falta 
fuera  suficiente  para  anular  la  elección,  cuando  se 
demuestra  que  las  balotas  realmente  depositadas  coin- 

(1)     Art.   24. 
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ciclen  con  el  número  de  electores  que  votaron.  No 
se  debe  permitir  que  invalide  la  elección  una  irre- 
gularidad de  esta  clase,  por  dejar  de  contar  y  con- 
frontar las  balotas  con  la  lista  de  votantes,  pues  la 
regla  general  es  que  los  electores  no  deben  ser  pri- 
vados de  sus  votos,  por  error  ó  fraude  cometido» 
por  los  funcionarios  de  elección,  si  es  posible  evi- 
tarlo." íi) 

Pluralidad  d^  votos. 

§  444.  En  todas  las  elecciones  celebradas  con 
arreglo  á  la  Ley  Electoral,  decidirá  la  elección  una 
pluralidad  de  votos  legalmente  depositados.  (2) 

La  diferencia  que  bay  <  entre  pluralidad  y  ma- 
yoría es  que  por  ésta  se,  requiere,  ¡para,  ser  elegido, 
la  mitad  más  uno  de  los,  votas  depo?ita<los,  mien- 
tras que  por  aquélla  basta  obtener ,  él  mayor  número 
de  votos  "de  entre  los  candidatos  .•votados  en  una 
elección.  La  pluralidad  que  ahora  se  exige  ha  ve- 
nido á  obviar  el  inconveniente  que  resultaba  de  la 
repetición  de  elecciones,  por  la  dificultad  de  obtener 
la    mitad    más    uno    de    los    votos    depositados. 

F»ulbHcide*d  del  escrutinio. 

§  445.  Todo  el  escrutinio  se  hará  á  la  vista 
de   los  interventores.    (3) 

El  efecto  de  la  infracción  de  este  precepto  legal 
está  determinado  por  la  siguiente  doctrina  tomada  de 
la  Enciclopedia    Americana: 

"Cuando  la  ley  requiere  que  las  balotas  se 
cuenten  públicamente,  es  ilegal  el  contarlas  en  un 
cuarto  privado,  del  cual  estén  excluidos  los  espec- 
tadores." <4> 


(1)     Am.   and  Eng.  Ene.  of  Law,  10,  670.     (2)     Art.  3.     (3)     Art.  24. 
(4)     15,  Oye,  374. 
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Proclamación  del  resultado  del  escruti- 
nio por  la  Junta  de»  Inspectores. 

§  446.  Una  vez  terminado  el  escrutinio  y  fir- 
mada el  acta  del  resultado  del  mismo,  el  Presidente 
de  la  Junta  de  Inspectores  proclamará  oral  y  pú- 
blicamente el  número  total  de  votos  obtenidos  en 
dicha  elección  y  en  dicho  Colegio,  para  cada  uno 
de    los   candidatos   á   los   diferentes  cargos.  (1) 

El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Tayabas,  en 
la  protesta  de  Sulpicio  Treviño  vs.  La  elección  de 
Tiaon,  sostuvo  que  el  hecho  de  haberse  proclamado 
el  resultado  de  la  elección,  antes  de  haberse  hecho 
y  firmado  el  acta  electoral,  no  invalida  dicha  elec- 
ción. "La  Ley,  dice  el  Juzgado,  no  dispone  que  las 
actas  del  recuento  se  hagan  oficialmente  y  estén  fir- 
mados por  los  Inspectores  antes  de  publicar  el  re- 
sultado. Las  palabras  terminado  el  escrutinio  y  firmada 
el  acta  del  resultado  del  mismo  significan  que,  tan  pronto 
como  se  terminen  las  listas  de  votos  de  que  se  hace 
el  recuento,  se  haga  la  proclamación,  á  fin  de  que 
pueda  saberse  su  resultado  y  el  número  de  votos  que 
ha  tenido  cada  candidato.  La  razón  de  esto  es  clara. 
La  Ley  dispone  que  los  interventores  estén  presentes 
en  el  recuento,  para  que  las  personas  interesadas  en 
las  elecciones  puedan  saber  el  resultado  del  mismo. 
Si  se  hubiese  permitido  á  estos  Inspectores  hacer  el 
recuento  de  estas  balotas  y  después  emplear  algún 
tiempo  para  hacer  las  actas  oficiales  del  resultado, 
entonces  habría  lugar  paralas  reclamaciones  de  fraude, 
porque  las  urnas  estuvieron  en  su  poder  dos  ó  tres 
días  antes  de  publicar  su  resultado.  Si  se  interpretan 
las   dispocisiones    de   la   Ley,    como    entiende    el   re- 

(1)     Art.  24. 
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cúrrente,  quedaría -frustrado  el  objeto  de  la  misma. 
Esta  Ley  debe  interpretarse  en  todas  sus  disposiciones, 
y  no  por  párrafos,  y  entonces  se  descubrirá  y  se 
verá  que  su  objeto  es  hacer  que  el  resultado  del 
recuento  se  publique  tan  pronto,  como  se  haya  ter- 
minado, y  no  esperar  dos  ó  tres  días  con  las  ba- 
lotas usadas  en  poder  de  los  Inspectores,  para  que 
hicieran    de    ellas    lo    que    quisiesen." 

§  447.  A  su  vez  el  Juzgado  de  Isabela,  en  la 
protesta  de  Salinas  vs.  La  elección  de  llagan,  dijo: 
"Aunque  la  Ley  exige  que  el  Presidente  de  lk  Junta 
de  Inspectores  proclame  oral  y  públicamente  el  nú-, 
mero  de  votos,  depositados  á  favor  de  cada  candi- 
dato, sin  embargo,  si  él  no  lo  hizo,  su .  falta  no 
constituye  una  irregularidad  suficiente  para  viciar  la 
elección.  Anular  la  elección,  por  haber  dejado  el  Presi- 
dente de  la  Junta  de  Inspectores  de  proclamar  oral- 
mente el  número  de  votos  depositados  á  favor  de 
cada  candidato,  sería  poner  en  manos  de  dicho  fun- 
cionario la  oportunidad  de  anular,  si  así  lo  deseare, 
una  elección  y  frustar  la  voluntad  de  los  electores 
de  aquel  precinto  electoral,  y  con  posibilidad  de 
anular  el  resultado  de  toda  la  elección  por  su 
mero  abandono.  Sería  poner  en  sus  manos  una 
facultad  que  la  Ley  ciertamente  no  le  confiere.  Es 
una  regla  generalmente  reconocida  que  el  mal  pro- 
ceder de  los  funcionarios  electorales  ó  las  irregula- 
ridades por  su  parte  no  vician  una  elección,  á  menos 
que  aparezca  que  el  resultado  ha  sido  afectado  con 
motivo  de    las   mismas."   W 

Certificado  d^  elección. 

§     448.     Es   deber    de    los   escrutadores    expedir 


(1)     10,  Am.  and    Kng.    Ency.   of   Law,  670. 
37 
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un  certificado  de  elección  á  la  persona  que  tenga 
el  mayor  número  de  votos,  con  vista  de  las  actas.  (1}  So- 
bre el  valor  legal  de  este  certificado,  se  lee  en  la 
Enciclopedia  americana  lo  siguiente:  "Así  que, 
cuando  alguna  cuestión  ó  proposición  se  somete  al 
voto  del  pueblo,  es  deber  de  los  escrutadores  el  ex- 
pedir un  certificado  declarando  el  resultado  de  la 
elección.  Este  certificado  ó  manifestación  lleva  en 
sí  igual  valor  que  el  certificado  de  elección  que  se 
facilita  al  candidato  triunfante  para  un  cargo,  y  es 
prima  facie  una  relación  correcta  de  las  cosas  que 
contiene."  (2) 

Meta,   dk&í    escrutinio. 

§  449.  Una  vez  terminado  el  escrutinio,  los 
Inspectores  deben  levantar  y  firmar  acta  de  él  por  cua- 
druplicado, haciendo  constar  la  fecha  de  la  elección, 
el  nombre  del  Municipio,  el  número  de  la  sección, 
el  número  total  de  las  papeletas  depositadas  á  fa- 
vor de  cada  candidato  para  cada  cargo,  el  número 
total  de  papeletas  rechazadas  por  estar  marcadas  y 
el  número  total  de  papeletas  tachadas  como  marca- 
das, pero  no  reehazadas,  escribiendo  dichos  números 
con  letras  y  no  coa  cifras,  y  al  final  pondrán  un 
certificado  firmado  por  ellos,  haciendo  constar  que 
es  exacto  el  contenido  del  acta.  Un  ejemplar  del 
acta  se  entregará  al  Secretario  municipal  inmediata- 
mente; otro  se  enviará  por  el  medio  más  adecuado 
á  la  Junta  Provincial;  el  tercero  se  enviará  al  Se- 
cretario Ejecutivo,  y  el  cuarto  se  introducirá  en  la 
urna  con  todos  los  demás  papeles  de  la  elección.  (3) 

Este    mismo  deber  lo   tienen   los  Jueces  de  elec- 


(1)  Art.    25. 

(2)  15  Cvc  ,    386. 

(3)  Art.  24, 
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ción  en  América.  "Es  deber  de  los  Inspectores  de 
elección,  se  lee  en  la  Enciclopedia,  inmediatamente 
después  de  la  terminación  del  escrutinio,  hacer  y  cer- 
tificar al  funcionario  ó  Junta  correspondiente  un  acta 
por  escrito  que  demuestre  el  número  de  votos  de- 
positados para  cada  cargo  en  su  precinto,  y  el  nú- 
mero de  votos  por  cada  candidato;  y  cuando  las 
actas  lleven  la  fecha  del  día  de  la  elección,  se  pre- 
sumirá que  las  mismas  se  hicieron  inmediatamente, 
sin    aplazamiento  alguno,   como   requiere   la  Ley."  (1) 

F^alta  d^  actas  d^l  escrutinio. 

§  450.  Que  efecto  produce  la  falta  de  actas  del 
escrutinio?  La  Enciclopedia  americana  da  la  siguiente 
contestación:  "Si  una  ó  más  secciones  electorales 
dejan  de  hacer  actas  por  cualquiera  causa,  no  se  anu- 
lará la  elección,  á  menos  que  se  demuestre  que  los 
votos  no  informados  en  el  acta  cambiarían  el  resul- 
tado. La  falta  en  certificar  el  resultado  de  las  vota- 
ciones, en  cierto  Colegio  electoral  dentro  del  tiempo 
prescrito  por  la  Ley,  no  autoriza  por  sí  el  que  se  re- 
chaze    el    voto  de   aquel    Colegio."  <2) 

Alteración  dk&  las  actas  del  escrutinio. 

§  451.  Acerca  de  lo  que  deben  hacer  las  Jun- 
tas de  escrutinio,  cuando  encuentren  alteración  de 
laá  actas  que  les  fueron  remitidas,  tenemos  la  si- 
guiente regla:  "Los  escrutadores  deben  sumar  y 
contar  los  votos,  según  han  sido  certificados  por  los 
Inspectores  de  elección,  y  en  los  casos,  en  que  ha 
habido  alteración  de  las  actas  después  que  hayan 
sido    remitidas,   es    deber   de   los    escrutadores  el   des- 


(1)  15  Cyc  ,  375. 

(2)  13  Cyc,  378. 
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estimar  la  alteración  y  hacer  el  recuento,  de  acuerdo 
con  las  actas  verdaderas."  (1) 

Escrutinio  por  la  Junta  Provincial. 

§  452.  La  Junta  Provincial  se  reunirá  corno 
Junta  de  escrutinio  el  veinticinco,  y  si  es  fes- 
tivo, el  veintiséis  de  Noviembre,  ó  antes,  y  el  Te- 
sorero Provincial  presentará  todas  las  actas  recibidas 
por  él,  y  si  no  ha  recibido  todas  las  de  la  pro- 
vincia, empleará  los  medios  necesarios  para  obtener- 
las todas.  Si  del  examen  de  las  actas  resultase  cla- 
ramente, que  se.  ha  omitido  algún  requisito  impor- 
tante de  forma,  el  acta  defectuosa  será  devuelta  por 
el  medio  más  expedito  para  su  corrección  por  la  Junta 
de  Inspectores,  pero  sin  que  dicha  Junta  haga  un 
nuevo  recicento.  Tan  pronto  como  la  Junta  Provin- 
cial tenga  todas  las  actas,  procederá,  con  vista  de  ellas, 
á  un  escrutinio  de  todos  los  votos  emitidos  en  la 
provincia  para  Diputados  á  la  Asamblea  y  para  fun- 
cianarios  provinciales,  y  en  cuanto  lo  termine,  hará 
un  acta  general  de  todos  los  votos  obtenidos  por  cada 
candidato  para  la  Asamblea  en  cada  distrito  electo- 
ral, y  un  acta  de  todos  los  votos  dados  para  los  fun- 
cionarios provinciales.  (2> 

Proclamación  dkezl  resultado  del  escru- 
tinio por  la  Junta  Provincial. 

§  453.  Terminadas  las  actas,  la  Junta  Provin- 
cial proclamará,  en  vista  de  ellas,  quién  ha  sido  ele- 
gido para  la  Asamblea  por  cada  distrito  electoral,  y 
quién  ha  sido  elegido  funcionario  provincial.  Dichas 
proclamaciones  se  escribirán  por  duplicado  y  serán 
firmadas  por  los  Miembros  de  la  Junta  Provincial  ó 
por   la  mayoría  de  ellos  y   selladas  con    el  sello  pro- 


(1)  15  Cyc,   382 

(2)  Art.    25. 
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vincial.  El  Tesorero  Provincial  archivará  una  copia 
de  dichas  actas,  otra  será  inmediatamente  enviada  al 
Secretario  Ejecutivo,  y  á  cada  candidato  electo  se  le 
entregará  también  inmediatamente  una  copia  certifi- 
cada de  ellas.  W 

Confirmación  de  la  elección  ele    funcio- 
narios   provinciales. 

§  454.  Una  vez  recibida  en  la  Oficina  del  Se- 
cretario Ejecutivo  la  proclamación  de  la  Junta  Provin- 
cial, el  Gobernador  General  confirmará  la  elección 
de  cada  uno  de  los  candidatos  á  quienes  se  refiera, 
á  menos  que  haya  una  protesta  pendiente  y  aún  no 
resuelta  por  los  Tribunales,  en  cuyo  caso  se  absten- 
drá de  confirmar  la  elección  en  lo  que  se  refiere  á 
la  persona  comprendida  en  la  protesta,  hasta  que  el 
Secretario  Ejecutivo  reciba  copia  certificada  de  la  re- 
solución del  Juzgado.   (2) 

El  Gobernador  General  puede  negarse  á  con- 
firmar la  elección  de  cualquier  funcionario  pro- 
vincial electivo,  si  hay  motivo  racional  para  sos- 
pechar de  su  lealtad  á  las  autoridades  constituidas, 
ó  si  hubiere,  á  juicio  del  Gobernador  General,  mo- 
tivo racional  para  creer  que  dicha  persona  es  inca- 
paz moralmente  para  ejercer  cargo  público,  ó  en  caso,  á 
juicio  del  Gobernador  General,  de  que  dicha  persona 
tuviese  mala  reputación  en  cuanto  á  su  moralidad, 
honradez  é  integridad,  en  la  comunidad  donde  viva. 

En  el  caso  de  negar  la  confirmación  de  cualquier 
funcionario  provincial,  el  Gobernador  General,  con  el 
consentimiento  de  la  Comisión  de  Filipinas,  puede 
nombrar  una  persona  competente  para  cubrir  la  va- 
cante y  durante  el  período  completo  y  hasta  la  elec- 


(1)  Art.   25. 

(2)  Art.  25. 
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ción  y  habilitación  de  su  sucesor,  ó  á  su  discreción, 
puede  convocar  una  elección  especial,  como  se  dis- 
pone en  el  art.  4  de  la  Ley,  y  en  dicha  elección 
especial,  la  persona,  cuya  confirmación  se  haya  dene- 
gado, no  será  elegible  y,  no  se  contarán  á  su  favor 
los    votos   que    obtenga.   0-) 

§  455.  En  la  protesta  contra  la  confirmación 
de  la  elección  de  Juan  Caillés  para  Gobernador  pro- 
vincial de  la  Laguna,  el  Gobernador  General  dice: 

4 'Protestan  contra  la  confirmación  de  su  elec- 
ción Inocente  Martínez,  Gertrudo  de  los  Reyes,  To- 
ribio  Eguaras  y  nueve  personas  más,  fundándose  en 
que  'la  vida  que  él  vive,  tanto  pública  como  pri- 
vada, es  inmoral'.  Se  alega  en  la  protesta  que  el 
Gobernador  electo  ha  tenido  siempre,  desde  la  in- 
surrección, relaciones  ilícitas  con  una  mujer  que  no 
es  su  esposa,  con  gran  escándalo  del  público  y  de 
todo  el  pueblo  que  reside  en  la  provincia  de  la 
Laguna. 

4 'Parece  al  que  suscribe  que,  si  el  Sr.  Caillés  fuese 
moral  mente  incapaz  de  desempeñar  un  cargo  público 
y  siempre  desde  la  insurrección  hubiese  tenido  mala 
reputación  moral  en  la  comunidad  en  que  vive,  su 
elección  para  Gobernador  Provincial  hubiese  suscitado 
la  protesta  de  más  de  doce  ó  quince  personas.  Cuando 
la  voluntad  del  pueblo  se  expresa  en  los  comicios, 
no  debe  ser  dufraudada  con  ligereza.  No  me  siento 
inclinado  á  creer  que  el  pueblo  honrado  de  la 
Laguna  haya  elegido  dos  veces  para  su  Goberna- 
dor á  una  persona,  cuya  vida  es  abierta,  pública  y 
escandalosamente  inmoral.  En  vista  del  hecho  de 
que  ninguno  de  estos  cargos  se  formuló  contra  el 
Sr.    Caillés,    sino    después     de    su    segunda    elección 


(1)     Leyes  N.os  1545  y  1720 
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para  Gobernador,  parece  que  están  inspirados  más 
bien  en  la  animosidad  política  que  en  el  deseo  del 
bien  público.  Se  desestima  la  protesta  contra  la  con- 
firmación de  la  elección  del  Sr.  Juan  Caillés  para 
Gobernador  de  la  provincia  de  la  Laguna  y  se  so- 
breseen   los  procedimientos.' '  (1) 

§  456.  El  Gobernador  General,  resolviendo  la 
protesta  contra  la  confirmación  de  la  elección  de 
Estanislao  Reyes  para  Gobernador  Provincial  de  llo- 
cos   Sur,    dice : 

"En  las  elecciones  provinciales,  celebradas  en 
la  provincia  de  Hocos  Sur,  el  cinco  de  Noviembre 
de  1907,  fué  elegido  Gobernador  Provincial  Estanis- 
lao Reyes.  Se  lia  protestado  contra  la  confirmación 
de  esta  elección,  sobre  la  base  de  que  el  interesado 
es  moral  mente  incapaz  de  desempeñar  cargo  público. 
Se  alega  en  la  protesta  firmada  por  León  Favis, 
Alejandro  Ytcbon,  Lázaro  Amano,  A  natal  i  o  Picbay, 
Antonio  Ma.  Jiménez,  Rufino  Alconis,  Manuel  Ávila, 
Anastasio  Sampaga  y  Bernardo  Odiosa,  que  el  Go- 
bernador electo  es  adicto  al  uso  excesivo  de  bebi- 
das alcohólicas  y  que  ha  tenido  relaciones  ilícitas 
con  una  mujer  que  no  era  su  esposa. 

"Le  parece  al  que  suscribe  que,  si  el  Sr.  Reyes 
fuera  un  ebrio  habitual  y  tuviera  mala  reputación 
moral  en  la  comunidad  en  que  vive,  su  elección 
para  Gobernador  Provincial  habría  suscitado  la  pro- 
testa de  más  de  nueve  ó  diez  personas.  Cuando 
la  voluntad  del  pueblo  se  expresa  en  los  comicios, 
no  debe  dejársela  sin  efecto  por  causas  insignifican- 
tes. Yo  no  puedo  creer  que  el  pueblo  honrado  de 
llocos  Sur  haya  elegido  para  su  Gobernador  á 
un  hombre  dado  á  la  embriaguez  y  cuya  conducta 
es   abierta,    pública  y  escandalosamente    inmoral. 


(1)    6,   G.    O.  460. 
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"Se  desestima  la  protesta  contra  la  confirmación 
de  la  elección  del  Sr.  Estanislao  Reyes  para  Gober- 
nador Provincial  de  llocos  Sur  y  se  sobreseen  los 
procedimientos. T'    (1) 

Escrutinio  por  el  Concejo  /V\unlcioal. 

§  457.  Inmediatamente  después  de  la  elección, 
el  Concejo  Municipal  se  reunirá  en  sesión  especial 
y  procederá  á  actuar  como  Junta  Municipal  de  es- 
crutinio. El  Secretario  dará  cuenta  de  las  actas  ar- 
chivadas por  él  y  el  Concejo,  con  vista  de  ellas,  con- 
tará los  votos  emitidos  para  cada  cargo  municipal. 
La  Junta  Municipal  de  escrutinio  no  podrá  recon- 
tar las  balotas  ni  inspeccionará  ninguna  de  ellas,  sino 
que  procederá,  con  arreglo  á  las  actas  que  se  le  presen- 
ten corregidas,  si  son  necesarias  las  correcciones.  (2) 

Proclamación  del  resultado  del  escruti- 
nio por  la  Junta  Municipal. 

§  458.  Las  resoluciones  de  la  Junta  Municipal 
de  escrutinio  se  escribirán  por  triplicado,  serán  fir- 
madas por  los  miembros  ó  la  mayoría  de  ellos,  y 
una  copia  de  las  mismas  se  archivará  en  la  oficina 
del  Secretario  Municipal,  otra  se  enviará  al  Tesorero 
Provincial  y  otra  al  Secretario  Ejecutivo  inmediata- 
mente que  se  termine  el  escrutinio.  (3) 

Empate  entre   funcionarios    municipales. 

§  459.  Si  para  cualquier  cargo  municipal  re- 
sultase empate,  se  echarán  suertes  entre  los  candi- 
datos empatados,  á  presencia  de  la  Junta  de  escru- 
tinio, y  se  declarará  elegido  á  aquél,  á  quien  fa- 
vorezca  la   suerte.  (4) 


(1)     6,    G.    O,  469.     (2)  Art.    26.     (3)  Art.    26.     (4)  Art.  26. 
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§  460.  En  el  asunto  de  Agirá  vs.  Real,  del 
Juzgado  de  la  Laguna,  en  que  el  sorteo  de  los 
candidatos  empatados  se  verificó  solamente  en  pre- 
sencia de  la  Junta  de  Inspectores,  la  Corte,  anu- 
lando dicho  sorteo,  dijo:  "Según  el  último  pá- 
rrafo del  artículo  26,  en  los  casos  de  empate  para 
cualquier  cargo  municipal,  deberán  echarse  s  suertes 
entre  los  candidatos  empatados  en  presencia  de  la 
Junta  de  escrutinio.  La  Junta  Municipal  de  escru- 
tinio carece  de  facultades  para  aprobar  el  procedi- 
miento seguido  por  la  Junta  electoral,  distinto  del 
que  expresamente  está  previsto  por  la  Ley,  verificando 
el  sorteo,  sin  la  presencia  de  la  Junta  de  escrutinio. ' ' 

Empate  entre  funcionarios    provinciales, 

§  461.  Cuando  la  Junta  Provincial  de  escrutinio 
declare  empatada  una  elección  para  Gobernador  Pro- 
vincial, lo  notificará  á  la  Comisión  de  Filipinas, 
quien  tendrá  competencia  para  declarar  electo  á  cual- 
quiera de  los  candidatos,  ó  para  disponer  una  elec- 
ción especial:  entendiéndose,  que  la  resolución  de  la 
Comisión  no  será  obstáculo  al  derecho  de  un  can- 
didato á    protestar   contra    una    elección.  (1) 

Empate  entre  Diputados. 

§  462.  En  caso  de  que  la  Junta  Provincial  de 
escrutinio  declare  empatada  una  elección  de  Dipu- 
tado para  la  Asamblea,  notificará  su  decisión,  jun- 
tamente con  las  actas  y  documentos  en  que  se  base, 
á  la  Asamblea  Filipina,  la  cual  tendrá  en  adelante 
competencia    sobre    el  asunto.  (2) 

§  463.  En  el  asunto  de  Corteza  vs.  Dorillo, 
habiendo    resultado    empatados   sus    votos,    según    el 

(1)  Art.   25. 

(2)  Art.  25. 
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escrutinio  hecho  por  el  Comité  de  Elecciones,  la 
Asamblea  Filipina  acordó  elegir  por  medio  de  una 
votación  secreta  de  entre  los  candidatos  empatados, 
resultando  elegido  por  mayoría  el  Diputado  Sr.  I)o- 
rillo.  0) 

Devolución  de  las  urnas  al  Secretarlo 
Municipal. 

§  464.  Las  urnas,  los  ejemplares  de  las  actas, 
los  modelos  usados  para  anotar  los  votos  y  las  pa- 
peletas no  usadas  serán  devueltos  al  Secretario  Mu- 
nicipal inmediatamente  después  de  terminado  el  es- 
crutinio, si  es  posible,  y  dicho  funcionario  tendrá 
su  oficina  abierta  basta  la  media  noche  del  día  de  la 
elección,  con  el  fin  de  recibir  dichos  objetos.  Si  por 
razón  del  mucho  tiempo  requerido  para  el  escruti- 
nio, ó  de  la  distancia  de  la  oficina  del  Secretario 
Municipal,  fuese  imposible  devolver  los  objetos  men- 
cionados antes  de  la  media  noche,  los  retendrá  el 
Presidente  de  la  Junta  y  los  entregará  intactos  y 
con  los  sellos  enteros,  al  referido  Secretario,  tan  pronto 
como  pueda.  (2) 

§  465.  El  Juzgado  de  Tayabas,  en  la  protesta 
de  'Previno  vs.  La  elección  de  Tiaon,  dice:  "El  hecho  de 
depositar  los  Inspectores  de  elección  las  urnas  ce- 
rradas con  llaves  en  la  oficina  del  Tesorero  Muni- 
cipal, mientras  se  ausentaban  para  comer,  bajo  la 
vigilancia  de  un  policía  municipal,  no  habiendo  sido 
tocadas  por  otra  persona,  no  invalida  la  elección/' 

Conservación  délas  actas,  urnas,  cajas  y 
demás  documentos. 

§     466.     El  Secretario   Municipal  guardará  en  su 


(1)  Diar.  de  Ses.  de  la  Asamblea,  Nov.    27.  1907 

(2)  Art.  24. 
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poder  los  .objetos  arriba  mencionados,  sin  abrirlos 
hasta  el  fallo  definitivo  de  cualquier  proceso,  y  en 
todo  caso  por  seis  meses,  sujeto  á  la  orden  de  un 
Tribunal  de  jurisdicción  competente,  ó  de  otro  fun- 
cionario especialmente  autorizado  por  la  Ley  para  abrir- 
las y  contarlas.  (1) 

Sobre  este  particular  dice  la  Enciclopedia  ame- 
ricana lo  siguiente:  "Es  una  regla  bien  estable- 
cida que  las  leyes  que  prescriben  el  modo  de 
conservar  las  balotas  son  meramente  directivas,  y  si 
se  ha  demostrado  clara  y  satisfactoriamente  que  se 
han  guardado  íntegras  é  invioladas  en  la  misma  con- 
dición en  que  estaban  cuando  fueron  contadas,  dichas 
balotas  son  admisibles  como  pruebas,  aunque  no  se 
han  conservado  de  la  manera  exigida  por  la  Ley. 
El  objeto  principal  de  tales  disposiciones  es  asegurar 
la  custodia  de  las  balotas  para  que  puedan  ser  iden- 
tificadas, para  el  caso  de  que  haya  necesidad  de 
acudir  á  ellas  como  prueba  en  una  investigación  ju- 
dicial; y  si  se  han  guardado  y  protegido  de  cual- 
quier entrometimiento,  el  objeto  principal  de  la  Ley 
se  ha  conseguido,  aunque  haya  habido  omisiones  é 
irregularidades.  Bajo  tales  circunstancias,  la  impor- 
tancia de  las  balotas  como  prueba  puede  disminuirse 
más  ó  menos,  pero  tales  irregularidades  no  las  hacen 
inadmisibles  como  prueba.  Cuando  la  Ley  no  con- 
tiene disposición  alguna  referente  á  la  manera  de 
conservar  las  balotas,  son  admisibles  como  prueba, 
si  se  ha  demostrado  que  se  han  guardado  íntegras 
é   invioladas   en  depósito   bastante   seguro".  (2) 

§  467.  El  Juzgado  de  Albay,  discutiendo  el 
efecto    de    quedarse   las   urnas   en    poder   de    los    Ins- 

(1)  Art.    24. 

(2)  15,  Cyc.  426. 
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pectores  por  algunos  días  después  del  escrutinio,  en 
la  protesta  de  Delgado  vs.  Luna,  dice:  "El  artículo 
24  de  la  Ley  Electoral  prevee  que  las  urnas  y  las 
balotas  no  usadas  serán  devueltas  al  Secretario  Mu- 
nicipal inmediatamente  después  de  que  se  haya  ter- 
minado el  recuento,  si  es  practicable.  En  esta  causa, 
según  arriba  se  ha  mencionado,  el  escrutinio  se  ter- 
minó en  la  mañana  del  6  de  Noviembre,  pero  las 
urnas  no  fueron  entregadas  al  Secretario  Municipal 
hasta  el  11;  y  adoptando  la  declaración  de  José 
Sarte  como  verdad,  y  en  vista  del  hecho  de  que  las 
urnas  no  fueron  lacradas  ni  selladas  hasta  el  11,  allí 
había  toda  oportunidad  para  alterar  estas  papeletas. 

"Este  Juzgado  ha  sido  muy  liberal  en  la  inter- 
pretación de  Leyes  electorales,  habiendo  tenido  en 
('lienta  siempre  la  intención  del  elector;  pero  no  puede 
juzgar  que  el  hecho,  de  que  estas  urnas  se  quedaron 
en  posesión  de  alguien  por  cinco  días  sin  sellar,  es 
una  irregularidad  sin  importancia,  ni  que  la  Comisión 
de  Filipinas  intentara  jamás  que  tales  irregularidades 
sean  consideradas  como  si  n  importancia,  especial- 
mente, como  en  esta  causa,  donde  las  probabilidades 
son  fuertes,  de  que  algunas  de  las  papeletas  hayan 
sido  sustraídas. 

"La  siguiente  es  la  regla  bien  establecida  en 
los  Estados  Unidos:  'Las  urnas  y  balotas  deben  per- 
manecer en  la  custodia  y  cuidado  del  oñcial  ii  ofi- 
ciales correspondientes  previstos  por  la  Ley,  y  estos 
oficiales  observarán  los  requisitos  de  la  Ley,  en  cuanto 
al  lugar  y  manera  de  guardar  y  disponer  de  ellas. 
Ligeras  irregularidades  en  la  custodia  ó  disposición 
no  serán  fundamento  para  excluir  balotas,  si  es  claro 
que  no  ha  resultado  perjuicio.  Pero,  si  la  irregula- 
ridad   era   tal,    que    pueda    permitir    que    las    balotas 
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sean  alteradas,  y  no  aparece  positivamente  que  no 
fueran  alteradas,  ciertamente  si  aparecen  de  un  modo 
positivo  que  fueron  alteradas,  deben  ser  rechazadas 
y  no   ser   recibidas    como    prueba.  "W 

"Siguiendo  esta  regla,  bajo  las  pruebas  presen- 
tadas, este  Juzgado  debe  declarar  que  ninguno  fué 
elegido  Presidente  Municipal  de  Ligao,  en  la  última 
elección  general.  El  acta  de  los  Inspectores  de  elec- 
ción y  -el  acta  del  Concejo  .Municipal,  con  referen- 
cia á  otros  cargos  municipales,  se  confirman;  y  es 
necesario  celebrar  una  nueva  elección,  sólo  con  el 
objeto    de    elegir  un    Presidente   Municipal/ ' 

Irregularidades    y    ei-rores   de   escrutinio. 

§  468.  Además  de  las  doctrinas  expuestas  por 
los  Juzgados  sobre  esta  materia,  en  la  enciclopedia 
americana  encontramos  las  siguientes  reglas  que  deter- 
minan el  efecto  de  las  irregularidades  y  errores  de  escru- 
tinio: "Se  puede  sentarcomo  doctrina  general  que,  á  falta 
de  fraude  que  afecte  el  resultado,  meras  irregularidades 
en  el  acta  no  constituyen  precísamete  motivo  sufi- 
ciente para  rechazarla.  Así,  una  irregularidad  en  la 
autenticación  del  juramento  de  los  Inspectores  ó  Se- 
cretarios de  elección  no  viciará  el  acta,  si  apa- 
rece claramente  que  todos  los  Inspectores  y  Secre- 
tarios prestaron  efectivamente  el  juramento  debido. 
Las  actas  deben  manifestar  los  cargos  para  los  cua- 
les se  han  emitido  los  votos  en  favor  de  tales  candi- 
datos; de  otro  modo,  son  nulas  por  incertidumbre 
y  deben  ser  rechazadas  por  la  Junta  de  escruti- 
nio. Cuando  aparezcan  meros  errores  de  escribiente  en 
las  actas,  será  deber  de  la  Junta  de  escrutinio  corregir- 
los, ú  ordenar  á  los  inspectores  de  Elección  que 
así    lo    hagan."    (2) 


(1)  Am.  and    Eng.    Ency.  of  Law,   732   and  cases  cited. 

(2)  15  Cyc,  378. 
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§  469.  "Toda  vez  que  los  deberes.de  las  Jun- 
tas de  escrutinio  son  simplemente  ejecutivos,  las 
omisiones  ó  equivocaciones  de  tales  Juntas  no  pue- 
den tener  influencia  decisiva  en  la  elección.  El 
hecho,  de  que  la  Junta  de  escrutinio  hiciese  el  re- 
cuento de  los  votos  el  segundo  día  después  de  la 
elección,  en  vez  del  tercer  día,  como  está  dispuesto 
por  la  Ley,  es  inmaterial.  A  falta  de  algún  perjui- 
cio ó  fraude,  no  es  objeción  válida  al  escrutinio  la 
de  que  éste  se  hizo  en  lugar  diferente  del  que  dis- 
pone la  Ley.  Mas,  si  los  escrutadores  se  reúnen  en 
un  lugar  y  hora  inusitados,  con  intención  fraudu- 
lenta, esto  anularía  todo  su  procedimiento  y  haría 
que  el  mismo   fuese  declarado   ilegal."  (i) 


(1)     15  Oye.    382. 
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CAPÍTULO  XII. 

Eleccionrs    protesta  das. 


470-474.     Competencia  de  la  Asamblea. 

475-478.  Procedimiento  parlamentario  en  elecciones  pro- 
testadas. 

479-483.  Competencia  de  los  Juzgados  de  Primera  Ins- 
tancia. 

484-489.     Quiénes  tienen  derecho  de  protestar. 

490-494.     Presentación  de  la  protesta. 

495.  Cuándo   empieza   á    correr   el  plazo  para  la  pre- 

sentación de  la  protesta. 

496-498.     Fianza  que  debe  prestar  el  protestante. 

499-511.     Notificación  de  la  protesta. 

512-513.  Tiempo  en  que  debe  hacerse  la  notificación  de  la 
protesta. 

514.  Entrega  de  la  notificación. 

515-519.     Fundamentos  de  la  protesta. 

520  523.     Especificación  de  hechos. 

524-525.     Enmiendas  de  la  protesta. 

526-527.     Tiempo  en  que  deben  hacerse  las  enmiendas. 

528-531.     Demurrer  á  la  protesta. 

532-539.     Desistimiento  del  protestante. 

540-541.     Incomparecencia  del  protestante. 

542  Contestación  del  protestado. 

543.  Vista  de  la  protesta. 

544.  Informes  de  las  partes  ó  de  sus  Abogados. 
545-549.     Sentencia   del  Juzgado  en  elecciones  protestadas. 

550.  Nueva  vista. 

551.  Efectos   de   la  protesta  con  relación  á  otros  car- 

gos no  protestados. 

552.  Deber    del    Escribano  en  procedimientos  de  elec- 

ciones protestadas. 
553-570.     Costas  en  procedimientos  de  elecciones  protestadas. 
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Competencia  de  la  Asamblea. 

§  470.  La  Asamblea  Filipina  es  la  única  au- 
toridad para  juzgar  de  las  elecciones,  los  expedientes 
y  las  condiciones  de  sus  miembros,  de  acuerdo  con 
la  Ley  Electoral  y  el  Bill  de  Filipinas,  como  se  ha 
dicho    en    el    párrafo  32.  (1) 

En  vista  de  la  disposición  terminante  de  la  Ley, 
parecía  difícil  que  se  suscitara  cuestión  alguna  sobre 
este  particular;  sin  embargo,  con  motivo  de  las 
elecciones  de  Diputados  para  el  Distrito  Norte  de 
Manila,  verificadas  en  30  de  Julio  de  1907,  se  pre- 
sentó ante  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  protesta 
del  candidato  entonces  derrotado  Dr.  Lukbán,  contra 
la  elección  del  Dr.  Gómez.  El  Juzgado  sostuvo  que 
las  Cortes  de  Primera  Instancia  no  tienen  compe- 
tencia para  conocer  de  las  protestas  contra  la  elec- 
ción   de  Diputados,    y    al  resolver  el  asunto,    dijo: 

"La  elección,  á  la  cual  estas  recusaciones  se  re- 
fieren, se  celebró  el  día  30  de  Julio  de  1907,  por 
autorización  de  una  Ley  del  Congreso  de  los  Esta- 
dos Unidos,  aprobada  en  1.°  de  Julio  de  1902,  y 
la  cual  dispuso  que  se  celebrara  una  elección  para 
la  Asamblea  Filipina,  en  cierto  tiempo,  en  que  cier- 
tas condiciones  se  hubiesen  observado  y  se  hubiesen 
certificado  tales  hechos  al  Presidente  de  los  Estados 
Unidos  por  la  Comisión  de  Filipinas.  Debemos,  por  con- 
siguiente, referirnos  á  la  Ley  fundamental- — que  es 
dicha  Ley — para  determinar  todas  las  facultades  de 
dicha  Asamblea.  En  la  sección  7  de  dicha  Ley  se 
dispone   que : 

'La  Asamblea  decidirá  de  las  elecciones,  su  re- 
sultado y    las   certificaciones  de  los  Representantes.' 


(1)     Art.  27  y  Seo.  7  del  Bill  de  Filipinas. 
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"Esta  disposición  de  la  Ley  fundamental,  por 
la  cual  esta  Asamblea  se  organizará,  y  por  la  cual 
tal  elección  se  celebró,  fué  debidamente  insertada 
por  la  Comisión  Filipina  en  el  Artículo  27  de  la 
Ley  No.  1582,  generalmente  conocida  como  "Ley 
Electoral' \  aprobada  en  9  .de  Enero  de  1907,  en 
la  cual    se  dispone    que: 

'La  Asamblea  juzgará  las  elecciones,  los  expe- 
dientes y  las  condiciones  de  sus  miembros.  En  todas 
las  elecciones  protestadas,  para  cuya  resolución  no  se 
hayan  dictado  disposiciones  especiales,  entenderá  en 
las  protestas  el  Juzgado  de  Primera  Instancia,  que  tenga 
jurisdicción  en  el  Distrito  Judicial,  en  que  se  celebró 
la    elección. 

'Dicho  Juzgado  tendrá  competencia  exclusiva  y 
decisiva,  y  mandará  inmediatamente  que  las  listas 
del  censo  electoral  y  todas  las  papeletas  usadas  en 
la  elección    se  presenten  ante   él  y  se  examinen,   etc.' 

471.  "La  disposición  arriba  citada,  que  está 
comprendida  en  la  Ley  de  1.°  de  Julio  de  1902, 
y  repetida  en  la  Ley  Electoral  Filipina,  no  es  una 
disposición  nueva  en  los  Estados  Unidos.  Se  dispone 
por  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  que  cada 
Cámara  del  Congreso  juzgará  de  las  elecciones,  ex- 
pedientes y  condiciones  de  sus  propios  miembros,  y 
por  la  Constitución  de  los  diferentes  Estados,  cada 
Cámara  tiene  la  misma  facultad  acerca  de  la  elección 
de  sus  miembros  como  tienen  las  Cámaras  del  Con- 
greso. Acaso  esta  disposición  excluya  la  jurisdicción 
de  los  Juzgados  sobre  las  elecciones  de  los  miembros 
de  tales   Cuerpos  legislativos. 

"Yo  creo  que  está  plenamente  establecido  que 
la  jurisdicción  de  la  Cámara  de  Representantes  del 
Congreso     de    los    Estados    Unidos,    en    los  casos   de 
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elecciones  protestadas,  no  depende  de  la  existencia 
ó  ausencia  de  cualquier  Estatuto,  que  el  Congreso 
pueda  haber  aprobado  acerca  de  tales  protestas.  Nin- 
guna disposición  estatutoria  puede  restringir  ó  aumentar 
la  jurisdicción  de  la  Cámara,  en  tales  casos.  En  este 
caso,  la  Cámara  está  por  encima  de  cualquiera  Ley 
estatuida.  Descansa  sobre  la  misma  Constitución,  y 
bien  se  ha  dicho  que : 

'Ningún  acto  del  Congreso  puede  aumentar,  res- 
tringir ó  modificar  esa  jurisdicción.  Cada  Cámara 
de  Representantes,  durante  el  tiempo  de  su  incum- 
bencia, tiene  el  derecho  absoluto  é  indestructible  de 
juzgar  las  elecciones,  expedientes  y  condiciones  de 
sus  miembros,  y  no  solamente  de  aquellos,  contra 
cuya  elección  se  protesta,  sino  también  de  todos  sus 
miembros,    sin     excepción    ninguna . ' 

"Y  se  ha  sostenido  frecuentemente  que,  si  en 
algún  tiempo  durante  su  incumbencia,  algún  Repre- 
sentante en  el  Congreso  ó  ciudadano  que  reclama 
ó  no  un  puesto,  notificase  á  la  Cámara,  por  medio 
de  una  solicitud  ó  de  otro  modo,  de  un  defecto  que 
se  comprenda  en  el  derecho  de  un  Representante 
á  su  puesto,  la  Cámara  tendrá  jurisdicción  para  fallar 
el  asunto,  si  es  que  no  estuviese  aún  fallado,  sin 
ninguna  restricción    ó   limitación. 

§  472.  "Después  de  un  estudio  bastante  ex- 
tenso de  los  asuntos  de  esta  naturaleza,  que  se  han 
originado  en  los  diferentes  Estados  de  la  Unión, 
acerca  de  los  miembros  de  las  Asambleas  Generales 
de  dichos  diferentes  Estados,  vengo  en  hallar  en  con- 
clusión que  las  decisiones  han  sido  uniformes,  al 
efecto  de  que  tal  Asamblea  General  juzgará  exclu- 
sivamente de  tales  elecciones,  expedientes  y  condi- 
ciones de  sus    miembros.    (Citando   varios  casos.) 
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"Después  de  examinar  toda  la  jurisprudencia 
tal  corno  se  halla  expuesta  en  las  compilaciones  de 
los  más  altos  Tribunales,  no  solamente  de  los  Es- 
tados Unidos,  sino  también  de  los  varios  Estados  de 
la  Unión,  mantengo  firmemente  la  opinión  de  que 
en  el  asunto  de  las  peticiones  que  aquí  se  han  pre- 
sentado, este  Juzgado  no  tiene  jurisdicción  para  en- 
tender sobre  ellas.  La  Legislatura,  bajo  nuestra  forma 
de  gobierno,  es  un  ramo  coordinado  del  gobierno 
de  carácter  tan  elevado,  como  el  Ejecutivo  ó  el  Ju- 
dicial. 

§  473.  "Puede  ser  cierto,  como  se  ha  argu- 
mentado, que  la  Asamblea  no  actuaría  tan  i m par- 
cialmente en  este  asunto  de  una  elección  protestada, 
que  afecta  á  uno  de  sus  miembros,  como  los  Juz- 
gados lo  harían.  Esta  es  necesariamente  una  opinión, 
acerca  de  la  cual,  no  habrá  dos  hombres  contestes; 
pero,  por  mi  parte,  yo  prefiero  creer  que  los  miem- 
bros de  una  Legislatura,  tal  como  será  esta  Asam- 
blea, la  primera  de  su  clase  que  se  encuentra  en  la 
historia  de  este  pueblo,  será  guiada  por  los  más  al- 
truistas deseos,  y  que  al  decidir  sobre  la  integridad 
de  sus  miembros,  se  eliminarán  enteramente  los 
prejuicios  de  partido,  y  que  dicha  Asamblea  deter- 
minará cada  protesta  sobre  sus  méritos,  y  no  querrá 
dar  á  una  persona  un  asiento  entre  ellos,  como  miem- 
bro de  la  Cámara,  si  su  derecho  á  tal  puesto  fuese 
protestado,  á  no  ser  que  su  derecho  al  mismo  fuese 
plenamente  determinado.  Para  creer  lo  contrario, 
uno  debe  creer  también  que  tal  Asamblea  no  rea- 
lizará, bajo  ningún  concepto,  el  carácter  elevado  de  sus 
deberes  y  privilegios,  y  que  la  Ley  fundamental 
que  creó  tal  Asamblea  era  inoportuna  y  sin  funda- 
mento. 
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§  474.  "Pero,  no  osbtante  lo  que  este  Juzgado 
piense  sobre  este  particular,  se  presenta  á  nuestra 
consideración  el  hecho  de  que  el  Congreso  de  los 
Estados  Unidos,  en  virtud  de  las  disposiciones  antes 
citadas,  ha  expresado  su  plena  confianza  en  la  inte- 
gridad de  ésta  y  de  las  Asambleas,  que  en  lo  futuro 
fuesen  elegidas,  y  la  Comisión  de  Filipinas  ha  reite- 
rado   esa  fe    al    aprobar   la  Ley  Electoral. 

"Si  existen  las  inhabilitacioues  que  se  alegan 
por  el  primer,  recurrente  ó  se  cometieron  tales  irre- 
gularidades ó  fraudes,  como  se  alegan  por  ambos  recu- 
rrentes, la  Asamblea  tiene  plenas  facultades,  y  será 
su  deber  el  así  declararlo.  Asumir  jurisdicción  sobre 
esta  disputa,  cuando  no  existe  ni  la  sombra  de  juris- 
dicción, sería  un  error  tan  grave  de  parte  de  este 
Juzgado,  como  sería  la  falta  de  oir  y  determinar  tales 
disputas    de    parte    de    la  Asamblea.'7 

Procedimiento    parlamentario   en 
elecciones  protestadas. 

§  475.  "La  manera  de  proceder,  dice  McCrary, 
cuando  se  presenta  protesta  contra  una  elección  ante  un 
Cuerpo  legislativo,  se  prescribe  generalmente  por  la 
ley  ó  por  las  reglas  de  tal  Cuerpo.  En  ausencia  de 
toda  disposición  parlamentaria,  y  en  ausencia  de  cual- 
quier regla  vigente  sobre  la  materia,  los  procedimien- 
tos serán  tales  como  el  Cuerpo  legislativo  mismo  pres- 
criba para  cada  caso  particular,  y  dichos  procedi- 
mientos deben  incluir  debida  y  razonable  notificación 
á  la  parte  protestada  y  una  completa  oportunidad  á 
ambas  partes  para  articular  y  practicar  sus  pruebas. 
No  se  considera  ninguna  notificación  ''debida  y  razo- 
nable", que  no  informe  al  protestado  con  suficiente 
certeza  de  los  fundamentos  de  la  protesta,  para  evitar 
cualquiera   sorpresa  en  el  juicio.    Al  protestado   se  le 
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requerirá  que  conteste  para  que  se  entienda  la  dis- 
cusión por  ambas  partes  mismas  y  por  el  Cuerpo 
legislativo   que    juzgue  de  la  causa. 

§  476.  "La  Cámara  de  Representantes  de  los 
Estados  Unidos  puede  á  su  discreción  proceder  á  in- 
vestigar la  validez  de  la  elección  de  uno  de  sus  miem- 
bros, aun  sin  que  se  haya  instituido  una  contienda 
formal.  No  es  absolutamente  necesario  que  exista  un 
demandado  ó  protestado.  Si  las  circunstancias  que 
surgen,  en  opinión  del  Congreso,  le  imponen  el  deber 
de  investigar  el  derecho  de  un  miembro  á  sentarse, 
el  Congreso  puede  proceder  á  su  propia  moción.  Es- 
tando envuelto  el  interés  público  y  no  meramente 
el  interés  personal  del  protestado,  se  sigue  natural- 
mente que  la  muerte  del  protestante  ó  su  retirada 
de  la  contienda,  ó  cualquier  tentativa  de  transacción 
entre  el  protestante  y  el  protestado,  no  hará  obliga- 
torio al  Congreso  el  dar  por  terminada  la  investigación. 

§  477.  "El  Congreso,  cuando  ejerce  su  autoridad 
de  jurisdicción  para  decidir  sobre  la  elección,  certi- 
ficación y  calificación  de  sus  miembros,  no  se  rige 
por  las  reglas  técnicas  que  regulan  los  procedimientos 
en  las  Cortes  de  Justicia.  Realmente  los  estatutos  que 
se  encuentran  entre  las  leyes  del  Congreso,  reglamen- 
tando el  modo  de  proceder  en  una  elección  disputada, 
en  la  Cámara  de  Representantes,  son  directivos  sola- 
mente, y  no  son  ni  pueden  ser  imperativos  bajo  la 
Constitución.  En  la  práctica,  estas  disposiciones  regla- 
mentarias varían  á  menudo  y  algunas  veces  no  se 
siguen  absolutamente.  Son  convenientes  como  reglas 
de  práctica,  y  por  supuesto  serán  seguidas,  á  menos 
que  la  Cámara  determine  á  su  discreción,  en  un 
caso  dado,  que  los  fines  de  la  justicia  exigen  un 
curso  diferente    de    acción."  (X) 


(1)     McCrary  §  370  y  siguientes. 
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§  478.  La  Asamblea  Filipina,  de  acuerdo  con 
la  Ley  del  Congreso  de  1.°  de  Julio  de  1902,  y 
con  el  art.  27  de  la  Ley  Electoral,  decidió  de  aque- 
llas elecciones  de  sus  miembros  que  han  sido  pro- 
testadas   en    su    período    inaugural. 

La  Asamblea  Filipina  no  ha  prescrito  reglas  es- 
peciales de  procedimientos  para  la  vista  de  las  protestas 
contra  la  elección  de  sus  miembros;  así  que  el  Comité 
de  Elecciones,  constituyéndose  en  Tribunal  de  equidad, 
adopta  procedimientos  análogos  á  los  que  se  obser- 
van en  los  Tribunales  de  Justicia,  tanto  para  la  pre- 
sentación de  alegaciones  y  práctica  ele  pruebas,  como 
para  la  resolución  de  las  cuestiones  de  hecho  y  de 
derecho  planteadas  ante  el  mismo. 

Competencia  de  los  Juzgados  de  F»i-1- 

mera   Instancia. 

§  479.  En  todas  las  elecciones  disputadas,  para 
cuya  resolución  no  se  ha}^an  dictado  disposiciones  es- 
peciales, entenderá  en  las  protestas  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  que  tenga  jurisdicción  en  el  dis- 
trito judicial  en  que  se  celebró  la  elección.  Dicho 
Juzgado  tendrá  competencia  exclusiva  y  decisiva.   M 

§  430.  La  excepción  contenida  en  la  Ley,  se 
refiere  á  los  asuntos  sobre  descalificación  de  funcio- 
narios provinciales  y  municipales,  y  confirmación  ó 
desaprobación  del  acta  de  elección  de  los  funciona- 
rios provinciales,  para  cuyo  conocimiento  la  Ley  es- 
pecialmente confiere  competencia  á  la  Junta  Muni- 
cipal, con  aprobación  de  la  Junta  Provincial,  ó  al  Go- 
bernador  General,    según    sea   el  caso,  t2) 

§  481.  La  competencia  de  los  Juzgados  para 
conocer   de    elecciones    protestadas,    no   debe  confun- 


(1)  Art.  27. 

(2)  Art.  12  y  Ley  N.  °    1,728. 
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dirse  con  la  facultad  que  tiene  el  Gobernador  Ge- 
neral de  descalificar  á  los  mencionados  funcionarios, 
de  acuerdo  con  el  Art.  12.  La  facultad  del  Gober- 
nador General  concedida  por  el  Art.  12,  solamente 
se  ejerce  en  los  casos  en  que  un  funcionario  pro- 
vincial ó  municipal,  siendo  inelegible,  haya  tomado 
posesión  del  cargo.  Por  eso,  el  mismo  Art.  12  dis- 
pone que  los  actos  oficiales  de  una  persona  elegida 
y  que  tomó  posesión  del  cargo,  no  siendo  elegible 
para  el  mismo.,  serán  válidos,  pero  que  dicho  cargo 
quedará  vacante  tan  pronto  como  se  descubra  que 
el  funcionario  no  es  elegible. 

§  482.  La  cuestión  de  inelegibilidad  del  can- 
didato no  es,  por  tanto,  de  la  exclusiva  competen- 
cia del  Gobernador  General,  pues  puede  ser  tam- 
bién motivo  ó  fundamento  de  la  protesta  que  se  pre- 
sente   ante    el   Juzgado    de   Primera   Instancia. 

La  Ley  Electoral  determina  las  condiciones  de 
los  elegibles  para  los  diferentes  cargos  electivos,  y 
parece  indudable  que  el  incumplimiento  de  la  Ley, 
en  este  respecto,  puede  ser  fundamento  de  la  pro- 
testa en  una  elección  disputada.  El  objeto  primor- 
dial de  toda  protesta  es  conseguir  que  la  elección 
se  verifique  de  conformidad  con  las  prescripciones  de 
la  Ley,  una  de  las  cuales  se  refiere  a  la  elegibi- 
lidad  de   los   candidatos.    W 

§  483.  ¿Tiene  el  Juzgado  de  Primera  Instancia 
competencia  para  conocer  de  una  demanda  que  tenga 
por  objeto  anular  el  acuerdo  de  un  Concejo  muni- 
cipal, aprobado  por  la  Junta  provincial,  removiendo 
del  cargo  á  un  Presidente  municipal,  que  ha  sido 
elegido  y  ha  tomado  posesión  del  cargo,  no  obs- 
tante   ser   inelegible    para   el   mismo? 


(1)     Vid.  párs.  242  y  243  y  515  al  519. 
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El  Juzgado  de  Batangas,  en  el  asunto  de  Olgado  vs. 
La  Junta  Municipal  de  Lipa  y  Junta  Provincial  de  Batan- 
gas,  resolvió  negativamente  esta  cuestión.  Nosotros 
creemos  que  la  decisión  del  Juzgado  está  fundada  en  ra- 
zón, pues,  según  el  art.  12  de  la  Ley  Electoral,  la  fa- 
cultad de  descalificar  á  un  funcionario  municipal,  que 
ha  tomado  posesión  del  cargo,  no  siendo  elegible,  y  de- 
clarar vacante  el  cargo,  ha  sido  conferida  al  Con- 
cejo municipal,  bajo  la  aprobación  de  la  Junta  pro- 
vincial, y  también  al  Gobernador  General,  bajo  la 
la  disposición  del  art.  2  de  la  Ley  1726,  así  como 
dicho  Gobernador  General  está  facultado  especialmente 
para  descalificar  á  los  funcionarios  provinciales  que, 
siendo  inelegibles,   hayan  tomado  posesión  del  cargo. 

Quiénes  tienen  derecho  ele  protestar. 

§  484.  Cualquier  candidato  votado  en  una  elec- 
ción, que  se  considere  con  mejor  derecho  á  ocupar 
el  cargo,  tiene  derecho  de  protestar  contra  la  elección 
del  candidato  triunfante.  Tal  es  la  disposición  termi- 
nante de  la  Ley,  que  fué  aplicada  por  los  Juzgados 
de    Primera   Instancia,    de  una  manera  uniforme.  (1) 

§  485.  "Resultando  .que  el  promovente,  dice 
el  Juzgado  de  Pangasinán,  en  la  protesta  de  Pe- 
ralta vs.  Rivero  y  otros,  por  medio  de  su  abogado, 
admitió  en  pleno  Tribunal  que  no  era  uno  de  los 
candidatos  votados  en  la  citada  elección  á  cualquier 
cargo  municipal  ó  provincial,  para  tener  derecho  á 
iniciar  la  acción  ejercitada  por  el  mismo,  conforme 
previene  el  art.  27  de  la  Ley  Electoral,  aparte  de 
que  la  protesta  carece  de  méritos  suficientes  para 
sostenerse,  el  Juzgado  debe  desestimar  y  desestima 
la  moción,  decretando  que  el  promovente  pague  las 
costas   y   gastos   incidentales." 


(1)     Art.  27. 
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§  486.  La  misma  doctrina  fué  sostenida  por 
el  Juzgado  de  Negros  Occidental,  en  la  protesta  de 
Villtumeua  vs.  Llora.  En  dicho  asunto,  el  Juzgado 
dice:  '\Se  debe  hacer  un  examen  detenido  de  las 
prescripciones  de  la  Ley  y  considerar  si  el  objeto 
del  Legislador,  en  toda  elección  protestada,  ha  sido 
autorizar  una  acción  pública  para  pedir  la  nulidad 
ó  simplemente  una  acción  privada.  Si  la  intención 
del  Legislador  hubiera  sido  establecer  que  la  acción 
sobre  la  nulidad  en  toda  elección  fuera  pública,  in- 
dudablemente la  Comisión  de  Filipinas  hubiera  pres- 
crito que  el  Fiscal  Provincial,  como  representante 
de  la  vindicta  pública,  pudiera  también  ejercitar  ac- 
ción, para  pedir  la  nulidad,  en  representación  del 
Gobierno;  pero,  como  vemos,  en  la  Ley  no  se  ha 
establecido  que  la  nulidad  de  una  elección  pueda 
ser  pedida  por  la  representación  del  Gobierno;  es 
decir,  ni  el  mismo  Gobierno  puede  pedir  la  nulidad 
de    una    elección. 

"Un  examen  analítico  del  conjunto  del  artículo 
27  de  la  Ley  Electoral,  si  bien  hace  resaltar  la  de- 
ficiencia en  su  tecnicismo,  sin  embargo,  de  sus  pres- 
cripciones deduzco  que  el  único  que  tiene  derecho 
á  disputar  un  cargo,  es  el  que  ha  recibido  votos 
también  para  ese  cargo  en  la  elección  protestada; 
cualquier  otro  que  no  haya  recibido  votos  para  un 
cargo  determinado,  no  puede  pedir  la  nulidad  de  la 
elección  de  ese   cargo." 

§  487.  Del  mismo  modo,  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Cebú,  en  la,  protesta  de  Abendan 
vs.  Llórente,  sosteniendo  el  mismo  principio,  ha  resuelto 
"que  el  recurrente  sólo  puede  protestar  contra  el 
cargo  para  el  cual  lia  sido  candidato,  así  por  ejem- 
plo,  si  el  recurrente,  candidato  para  Vice-Presidente, 
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protesta  contra  la  elección  de  su  contrincante,  no 
puede  discutirse  en  este  asunto  la  elección  del  Pre- 
sidente  y   de    los   Concejales/ ' 

§  488.  Y  la  Corte  Suprema  de  estas  Islas,  en 
el  asunto  de  Gregorio  Abendan  vs.  Llórente,  al  de- 
clarar que  el  demandante  carecía  de  personalidad  para 
sostener  el  recurso  de  certiorary  interpuesto  al  ob- 
jeto de  conseguir  la  revisión  de  la  sentencia  del  Juz- 
gado, dice  entre  otras  cosas:  uEn  la  demanda  pre- 
sentada á  esta  Corte  se  pide  que  esta  sentencia  sea 
declarada  nula  y  que  al  demandado  Juez  Wislizenus 
se  le  prohiba  expedir  ejecución  de  ningún  género 
contra   los    bienes  de   Vicente    Sotto. 

"El  demandante  Gregorio  Abendan  no  era  parte 
en  el  asunto  iniciado  en  Primera  Instancia,  el  cual 
fué  seguido  sólo  entre  Martín  Llórente,  de  una  parte, 
y  Vicente  Sotto  y  Timoteo  de  Castro,  de  la  otra. 
La  única  alegación  contenida  en  la  demanda  aquí 
presentada,  que  pueda  pretenderse  que  demuestra  que 
el  demandante  tiene  derecho  á  pedir  la  revisión  de 
la  sentencia  en  cuestión,  es  la  de  que  es  elector 
debidamente  calificado  del  Municipio  de  Cebú.  En 
nuestro  sentir,  este  hecho  no  le  da  personalidad  en 
esta  Corte  para  pedir  la  revisión  de  dicha  sentencia. 
No  hay  nada  en  la  demanda  que  indique  si  votó 
ó  no  en  las  elecciones  de  referencia  y,  en  caso  afir- 
mativo, si  votó  por  Llórente,  Sotto  ó  Timoteo  de 
Castro.  No  encontramos  nada  en  la  Ley  Electoral 
que  autorice  á  un  elector,  que  no  sea  candidato, 
para  impugnar  judicialmente  la  validez  de  una  elec- 
ción." U> 

§     489.     Igualmente   se  sostuvo  por   el   Juzgado 

U)     6,  G.  O.   566. 
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de    Primera  Instancia    de    Manila,    en  la  protesta -de 
Gómez   vs.    Diokno,    que    basta   ser  candidato    votado 
en    las    elecciones    en    disputa    para    ser    considerado 
parte    legítima  ó   tener  personalidad   en    los  procedi- 
mientos que  se   incoaron  en  el   Juzgado  de    Primera 
Instancia   ó   para    incoarlo   por    medio    de    la   corres- 
pondiente protesta.    "El  derecho  á  ser  parte  en  tales 
procedimientos,    dice    el    Juzgado,    nace    ó   se   deriva 
del  hecho  de   ser  ó  haber  sido  candidato   votado  en 
las   elecciones   en   disputa,    sin    que    pueda   servir   de 
obstáculo    al   curso    del    procedimiento    la   considera- 
ción   de  si   tal    candidato    votado   es   candidato    legal 
ó   cualificado,    ó  si  tenía   ó  no  condiciones  de    elegi- 
bilidad   al   serlo,    puesto    que    si    se   presentó    como 
candidato  legalmente  elegible,  habiendo  archivado  opor- 
tunamente   la   presentación  de    su   candidatura   en   el 
Municipio  respectivo,   sin   que   haya  sido  impugnada, 
si  fué  parte  en  las  elecciones  y  en  ellas  obtuvo  votos, 
él   tiene    la   representación   de    los   que    le    eligieron, 
ejerce  el  derecho  de  sus  electores  en  el  procedimiento, 
y  en  tal  concepto,  en   representación  de   los  mismos 
tiene  derecho  á   impugnar   la  elección  ó   la   votación 
respecto   á  los   otros   candidatos,    para   que    se    deter- 
mine quién   de   estos  fué  realmente   y  dentro   de  las 
condiciones   debidas    de   legalidad    y   justicia    el   ele- 
gido por  mayoría  de  votos,  y  debe  ocupar  como  tal 
el   puesto  en  disputa.    De  otra  manera  resultaría  que 
no   se   tendría   en   cuenta   la    voluntad  de  una   parte 
de  los  electores,   se  vulneraría  el  derecho  de  los  mis- 
mos,   se  prescindiría  de   ese  derecho,   pudiéndose  dar 
el    caso,    en    ese   supuesto,    de  que  por   medios   frau- 
dulentos  é   ilegales,    la   verdadera  voluntad  del    pue- 
blo,   la   expresada  consciente  y  libremente,   no   fuera 
conocida,    respetada    y   obedecida,    lo    cual   es   cierta- 
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mente  todo  lo  contrario  de  lo  que  la  Ley  electoral 
persigue  y  de  lo  que  debe  pretenderse,  tratándose  de 
proveer   cargos   para  elección." 

Presentación  de  la  protesta. 

§  490.  La  protesta  debe  ser  presentada  al  Juz- 
gado, dentro  de  dos   semanas  después   de  la  elección. 

Acerca  de  la  presentación  de  la  protesta,  se  ha 
sostenido  uniformemente  por  los  Juzgados  que  el  de- 
recho de  protestar  ante  el  Juzgado  caduca  con  el  tras- 
curso del  plazo  señalado   por  la  ley. 

§  491.  El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Nueva  Ecija,  en  la  protesta  de  Viterbo  vs.  El  Presi- 
dente electo  de  Santo  Domingo,  dijo:  "En  vista  de  ha- 
berse recibido  la  anterior  protesta  por  correo,  fuera  del 
tiempo  marcado  por  la  ley,  se  declara  por  la  presente 
que  no  ha  lugar  á    su   curso." 

§  492.  El  mismo  criterio  se  sostiene  en  el  asunto 
de  Martínez  vs.  Alcántara,  en  el  cual  el  Juzgado  de 
la   Laguna  dice : 

"Al  comenzar  la  vista  de  esta  protesta,  el  abo- 
gado del  protestado  presentó  una  moción  pidiendo 
que  se  sobreseyera  la  protesta,  por  haber  sido  pre- 
sentada en  el  domicilio  del  Escribano  y  fuera  de  las 
horas  de  oficina,  ó  sea  á  las  .  7  y  5  minutos  de  la 
noche  del  día  19  de  Noviembre,  último  día  del  plazo 
para  la  interposición  de  estas  protestas,  cuya  moción 
fué  denegada  por  el  Juzgado,  eu  razón  á  que  el 
plazo  no  vence  sino  hasta  las  12  de  la  noche  del 
citado  día,  siendo  indiferente  el  que  la  protesta  se 
entregue  en  la  misma  oficina  del  Juzgado  ó  en  otra 
parte    donde    estuviere    el    Escribano. M 

§  493.  El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Cebú  ha   resuelto,  con    motivo    de  algunas    protestas, 
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que  el  período  de  dos  semanas  señalado  por  la  Ley 
para  la  presentación  de  la  protesta,  bajo  el  artículo 
27  de  la  Ley  Electoral,  está  relacionado  con  la  fecha 
en  que  dicha  protesta  se  presente  en  el  Juzgado  y 
no  con  la  fecha  en  que  dicha  protesta  se  ha  depo- 
sitado en  la  oficina  de  correos,  fundándose  en  que 
el  objeto  de  la  Ley  era  fijar  un  término  fijo,  dentro 
del  cual  deben  cesar  las  oposiciones. 

§  494.  Del  mismo  modo,  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Antique,  en  la  protesta  de  Peña 
vs.  FA  Presidente  electo  de  San  José,  declaró  que,  ha- 
biendo el  promovente  depositado  el  20  de  Noviembre, 
en  la  oficina  de  correos,  un  pliego  cerrado  y  certi- 
ficado conteniendo  su  protesta,  contra  la  elección 
verificada  el  día  15  del  mismo  mes,  la  cual  pro- 
testa ha  llegado  al  Juzgado  después  de  las  dos  se- 
manas fijadas  por  el  artículo  27  de  la  Ley  Elec- 
toral, no  puede  considerarse  como  día  de  presen- 
tación el  día  20  de  Noviembre  en  la  oficina  de  co- 
rreos, porque  la  protesta  debió  haberse  presentado 
al  Escribano  del  Juzgado;  y  sostuvo,  por  tanto,  que 
dicha  protesta  ha  sido  presentada  fuera  del  término 
legal,   y  decretó  el  sobreseimiento  de  la  misma. 

Cuándo  comienza  ét  correr  el  plazo  para 
íet  presentación  de  1&.  protesta. 

§  495.  El  art.  27  de  la  Ley  prescribe  que  la 
protesta  debe  presentarse  al  Juzgado  que  tenga  juris- 
dicción en  el  distrito  en  que  se  celebró  la  elección, 
dentro  ele  dos  semanas  después  de  la  misma.  Esta  dis- 
posición legal,  tal  como  ha  sido  interpretada  por  los 
Tribunales,  significa  que  el  plazo  debe  correr  después 
de  la  elección. 

Es  de  Ley  que  la  proclamación  del  resultado  de 
la   elección,    por  la  Junta  Municipal    y  por   la   Junta 
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Provincial,  debe  hacerse  tan  pronto  como  se  reciban 
las  actas  electorales  y  se  haga  el  escrutinio;  pero> 
como  puede  transcurrir  uno  6  más  días  después  de 
la  elección  hasta  que  se  proclame  su  resultado,  y, 
por  otra  parte,  el  derecho  de  protesta,  en  tanto  puede 
ejercitarse,  en  cuanto  se  haya  declarado  por  la  Junta 
escrutadora  quién  es  el  elegido,  creemos  que  no  ca- 
rece de  fundamento  la  opinión  de  que  el  plazo  de- 
biera correr  después  de  la  proclamación  del  resul- 
tado de  la  elección,  ya  que,  rigurosamente  hablando, 
no  puede  decirse  después  de  la  elección,  hasta  que  la 
misma  se  haya  terminado  por  completo,  ó  hasta  que  se 
conozca  quién  fué  el  elegido  en  dicha  elección. 

Esto,  en  cuanto  á  las  protestas  contra  los  fun- 
cionarios municipales  y  provinciales.  Respecto  á  las 
protestas  contra  la  elección  de  un  Diputado,  la 
Ley  no  contiene  disposición  expresa  sobre  el  plazo 
dentro  del  cual  debe  presentarse  y  cuándo  empieza 
á  correr  dicho  plazo.  Sin  embargo,  teniendo  en 
cuenta  que  la  Junta  Provincial  de  escrutinio,  después 
de  hacer  el  acta  general  de  todos  los  votos  obteni- 
dos por  cada  candidato  á  la  Asamblea  en  cada  dis- 
trito electoral,  proclamará  quién  ha  sido  elegido 
para  la  Asamblea,  y  el  Tesorero  Provincial  enviará 
al  Secretario  Ejecutivo  y  entregará  al  candidato  electo 
una  copia  certificada  de  dicha  proclamación;  y  ha- 
bida consideración  á  que  los  primeros  actos  de  la 
Asamblea,  al  organizarse,  es  aprobar  las  actas  no 
protestadas  de  sus  miembros,  creemos  que  la  pro- 
testa puede  presentarse  á  la  Asamblea  desde  la  pro- 
clamación por  la  Junta  Provincial  de  escrutinio  hasta 
el    día   de    la   inauguración    de    la  Asamblea. 

§  495  i.  El  tiempo,  dice  la  Enciclopedia  Ame- 
ricana,   en    que    el   período  comienza  á  correr,   debe 
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depender  del  lenguaje  de  la  Ley  que  se  esté  inter- 
pretando. Así  que  se  ha  sostenido  en  varios  casos 
que  la  notificación  y  exposición  de  los  hechos  deben 
presentarse  dentro  del  número  requerido  de  días  des- 
pués del  día  de  elección,  ó  el  día  en  que  se  de- 
positan las  balotas,  ó  después  del  día  de  la  certifi- 
cación de  las  actas  por  las  Juntas  de  inspectores, 
que  es  el  día  en  que  comienza  el  escrutinio,  ó  des- 
pués    de    la   declaración  oficial   del    resultado."  (1) 

"Cuando  la  Ley  dispone  que  la  notificación  de  pro- 
testa contra  una  elección  se  hará  dentro  de  un  número 
determinado  de  días  después  de  la  declaración  oficial  del 
resultado  final,  la  verdadera  regla  es  incluir  el  primer 
día  y  excluir  el  último;  y  si  el  último  día  para  la 
presentación  de  la  notificación  cae  en  domingo,  la 
misma  debe  presentarse  el  sábado.  Lunes,  ya  sería 
demasiado  tarde.  Si  bien  la  entrega  de  una  citación  en 
día  de  fiesta  oficial  es  irregular  y  puede  alegarse  que 
es  nula  ó  pedirse  su  revocación,  la  notificación  de 
protesta  contra  una  elección  lio  es  técnicamente  una 
citación,  sino  qne  más  bien  tiene  el  carácter  de  una 
mera  notificación  personal,  informando  al  recurrido 
que  se  ha  ejercitado  una  acción  contra  él  y  que  se  le 
requiere  á  contestarla -dentro  de  un  plazo  especifi- 
cado." (2) 

Fianza  ciue   cielbe    prestar  el   protestante. 

§  496.  La  Ley  no  exige  fianza  alguna  para  la 
presentación  de  protestas  ante  la  Asamblea.  Mas, 
para  que  los  Juzgados  puedan  conocer  de  las  pro- 
testas contra  la  elección  de  funcionarios  municipales 
ó  provinciales,  es  necesario  que  la*  parte  protestante 
preste  fianza  con  dos  fiadores  á  satisfacción  del  Juez  y 


(1)  15,  Cyc.  400. 

(2)  15,  Cyc.  401. 
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por  la  cantidad  que  éste  fije,  para  responder  del 
pago  de  todos  los  gastos  y  costas  incidentales  de 
dicha  moción,  ó  deposite  en  el  Juzgado  una  canti- 
dad en  vez  de  la  fianza. 

§  497.  La  falta  de  este  requisito  produce  el 
sobreseimiento  de  la  causa.  Así  lo  declaró  el  Juz- 
gado de  Primera  Instancia  de  Iloilo,  en  el  asunto 
de  Sónico  vs.  Yitsaif:  " Vista  la  moción  del  recu- 
rrido pidiendo  que  sea  rechazada  la  protesta,  por  no 
haber  el  recurrente  prestado  la  fianza  requerida  por 
la  Ley,  y  después  de  oídas  ambas  partes,  la  Corte  de- 
creta el  sobreseimiento  de  la  protesta." 

§  498.  Esta  doctrina  se  confirma  por  el  Juz- 
gado de  Primera  Instancia  de  Antique,  en  el  asunto 
de  Isulat  vs.  'Las  elecciones  de  Dao,  donde  la  Corte 
dice : 

"No  habiendo  el  promo vente  prestado  la  fianza 
al  requerírsele,  y  habiendo  el  mismo  retirado  su  pro- 
testa antes  de  verse  el  asunto,  la  Corte  decreta  el 
sobreseimiento  de  la    protesta." 

INotifioacIon  de  la.  protesta* 

§  499.  Todos  los  procedimientos  sobre  protestas 
de  elecciones  deben  seguirse  en  virtud  de  una  mo- 
ción con  notificación  á  todos  los  candidatos  votados. 
Tal  ha  sido  el  laconismo  de  la  Ley  que  ha  dado 
lugar  á  dos  opiniones  completamente  contrarias,  sus- 
tentadas la  una  por  el  Juzgado  de  Manila,  según 
la  cual  no  es  necesario  que  se  notifique  la  protesta 
al  candidato  protestado,  y  la  otra,  por  los  Juzgados 
de  Nueva  Écija  é  Iloilo,  que  sostienen  que  la  falta 
de  dicha  notificación  produce  el  sobreseimiento  de 
la  protesta. 

§  500.  En  el  asunto  de  Góm,ez  vs.  Diohw,  el 
protestado   pidió    al  Juzgado    el  sobreseimiento    de  la 
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protesta,  bajo  el  fundamento  de-  que  la  moción  no 
le  ha  sido  notificada  ni  al  tiempo  de  presentarla 
ni  inmediatamente  después  de  su  presentación,  ni 
dentro  del  término  marcado  por  la  Ley  para  pro- 
testar, ni  en  cualquier  tiempo  después  de  su  presen- 
tación hasta  la  fecha  misma  de  la  moción  de  so- 
breseimiento. El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Ala n i  1  a ,    al    re s o  1  ve r  e s ta    moción,    dijo: 

"Los  hechos  expresados  en  dicho  primer  mo- 
tivo de  la  moción  son  ciertos,  pero  el  protestante 
no  ha  infringido  disposición  alguna  de  la  Ley  Elec- 
toral, al  dejar  de  hacer  ai  protestado  la  notificación 
á    que    éste    se    refiere   en   dicho    primer    motivo. 

"La  citada  Ley,  que  es  la  N.°  1582,  aprobada 
en  9  de  Enero  de  1907,  en  el  primer  párrafo  de  su 
Art.  27,  al  conferir  jurisdicción  al  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  para  entender  en  las  protestas  en  los 
casos  de  elecciones  disputadas,  para  cuya  resolución 
no  se  hayan  dictado  disposiciones  especiales,  dice 
sencillamente  que  la  moción,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
la  protesta,  debe  presentarse  ó  formularse  dentro  de 
dos  semanas  después  de  la  elección  y  no  expresa 
que  al  presentarse  la  moción  ó  la  protesta  dentro 
de  esas  dos  semanas  después  de  la  elección,  deba  el 
candidato  votado,  que  haya  formulado  la  protesta,  hacer 
notificación  alguna  al  protestado,  ó  sea  al  candidato 
contra  quien  se  dirige  la  protesta.  Basta  la  presen- 
tación de  la  moción  ó  de  la  protesta,  dentro  de  dos 
semanas  después  de  la  elección,  para  que  el  proce- 
dimiento en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  se  tenga 
por  incoado,  y  habiéndose  presentado  la  protesta  en 
este  caso  el  19  de  Agosto,  esto  es,  ocho  días  des- 
pués de  verificadas  las  elecciones  para  Miembro  de  la 
Junta  Municipal  de  esta    Ciudad  y  Distrito   Norte,  do 

41 
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la  misma,   el    candidato  protestante   ha  cumplido  con 
lo  dispuesto  en  la  primera  parte  de  la  citada  Ley." 

§  501.  "Verdad  es  que  en  el  párrafo  3. o  del 
mismo   artículo    se    dice    lo   siguiente: 

Todos  los  procedimentos  que  se  sigan  con  arreglo 
á  este  artículo  serán  en  virtud  de  una  moción  especial, 
con  notificación  á  todos  los  candidatos  votados,  de  que 
no  ha  de  exceder  de  veinte  días,  y  no  con  arreglo  al 
procedimiento  judicial  ordinario,  y  se  verán  y  resolverán 
por  el  Juzgado  del  Distrito  Judicial  en  que  la  elección 
se  celebró,  lo  mismo  si  el  Juzgado  está  en  su  período 
ordinario   de   sesiones,    que   si   no  lo   está.  (1) 

"Por  la  simple  lectura  de  este  párrafo,  se  com- 
prende perfectamente  que  la  Ley  se  refiere  á  los 
procedimentos  que  deben  seguirse  después  de  pre- 
sentada ó  hecha  la  moción  ó  protesta  mencionada 
en- el  primer  párrafo  del  mismo  artículo,  ó  sea,  aquella 
que  debió  presentarse  dentro  de  dos  semanas  des- 
pués de  la  elección,  y  se  comprende  también  clara- 
mente que  la  moción  especial,  de  que  habla  el  pár- 
rafo 3.°  de  dicho  artículo,  no  es  la  moción  á  que 
se  refiere  el  párrafo  1.°  del  mismo,  ó  sea  la  pro- 
testa ó  el  escrito  de  protesta;  porque,  además  de  lla- 
marse dicha  moción  especial,  se  expresa  en  ese  mismo 
párrafo  3.°  que  tal  moción  debe  hacerse  para  que 
los  procedimientos  sigan  su  curso,  y  al  efecto  se 
añade  en  el  mismo  párrafo  que  tal  moción  especial 
debe  hacerse  con  notificación  á  todos  los  candida- 
tos votados  dentro  de  un  término  que  no  ha  de  ex- 
ceder de  veinte  días,  y  se  entiende  asimismo,  más 
claramente  aún,  que  ese  plazo  de  veinte  días  debe 
contarse  desde  la  incoación  del  procedimiento,  ó  sea, 
desde  la  fecha  de  la  presentación  de  la  protesta, 
porque  por  medio   de  dicha  moción   especial   con   no- 


cí)    En  el   texto  inglés  está  empleada  la   palabra  moción  sin  el  cali- 
ficativo especial. 
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tificación  es  como  debe  seguir  el  procedimiento  es- 
tablecido en  el  citado  artículo  27  y  es  indudable 
que  dicha  moción  especial  con  notificación,  se  presu- 
pone la  existencia  del  procedimiento  incoado  ante 
el  Juzgado  por  medio  de  la  moción  ó  la  protesta  presen- 
tada por  cualquier  candidato  votado  en  la  elección, 
dentro  de  dos  semanas  después  de  verificada  ésta. 
En  una  palabra,  el  párrafo  3.°  del  citado  Art.  27 
dispone  que  para  que  se  celebre  la  vista  de  la  pro- 
testa y  se  resuelva  la  misma  ó  para  que  se  vea  y 
resuelva  cualquier  incidente  relacionado  con  la  misma 
protesta,  es  preciso  que  se  presente  una  'moción  es- 
pecial con  notificación  ár  todos  los  candidatos  votados' 
y  que  esto  se  haga  dentro  del  término  de  veinte  días  á 
contar  desde  la  incoación  del  procedimiento,  ó  sea,  de 
la  presentación  de  la  protesta." 

§  502.  "Son  por  lo  tanto  inútiles  cuantas  ale- 
gaciones se  han  hecho  por  los.  Abogados  sostenedores 
de  la  moción  del  protestado  Sr.  Ramón  Diokno  en  el 
acto  de  la  vista,  en  el  sentido  de  que  no  se  ha  hecho 
notificación  alguna  por  el  autor  de  la  protesta,  Sr. 
Dominador  Gómez,  en  su  moción,  dentro  de  los  veinte 
días  marcados  en  el  citado  párrafo  3.°  del  artículo 
27  de  la  Ley  Electoral,  pues  ni  la  moción  "espe- 
cial", de  que  habla  dicho  párrafo  3.°,  es  la  moción 
á  que  se  refiere  el  párrafo  1.°  del  mismo  artículo, 
ni  el  término  de  veinte  días  señalado  en  dicho  pá- 
rrafo 3.°  ha  transcurrido,  aún  desde  el  comienzo 
del  procedimiento  en  este  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia, en  virtud  de  la  citada  protesta,  y  no  ha  ha- 
bido, por  consiguiente,  infracción  alguna  del  tan  re- 
petido párrafo  3.°  y  del  artículo  27  de  dicha  Ley 
Electoral  por  parte  del  candidato  protestante,  que 
determine  el  sobreseimiento  de  la  protesta  por  él 
formulada." 
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§  503.  Este  mismo  criterio  se  sostiene  por  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Manila  en  el  asunto 
de  Mendiola  vs.  Villa,  en  el  que  el  protestado  pidió 
el  sobreseimiento  de  la  protesta,  por  haber  el  pro- 
testante descuidado  de  hacer  la  notificación  al  pro- 
testado, dentro  de  dos  semanas  después  del  11  de 
Agosto  en  que  se  celebró  la  elección,  objeto  de  la 
protesta.   Resolviendo  dicha  moción,   el  Juzgado  dice* 

"En  todas  las  elecciones  disputadas,  entenderá 
el  Juzgado  á  instancia  de  cualquier  candidato  vo- 
tado en  la  misma,  cuya  moción  debe  hacerse  dentro 
de   dos  semanas  después    de    la    elección. 

"Se  verá  que  esto  no  hace  mención  alguna  de  no- 
tificación ;  el  único  requerimiento  es  de  una  moción 
que  debe  hacerse  dentro  de  dos  semanas  después  de 
la  elección.  El  párrafo  cuarto  del  artículo  27  dis- 
pone   que: 

"El  Escribano  del  Juzgado,  en  que  se  incoe  al- 
guno de  estos  procedimientos,  dará  inmediato  aviso 
al    Secretario    Ejecutivo   de   dicha   incoación. 

"Pero  es  el  único  requerimiento  de  una  noti- 
ficación en  relación  con  la  incoación  de  la,  protesta, 
y  en  este  caso  se  ha  cumplimentado  debidamente.  Si 
los  autores  de  la  Ley  hubiesen  intentado  que  otra 
notificación  debía  darse  al  recurrido  dentro  de  cierto 
tiempo  especificado,  ó  de  que  se  necesitaba  otra  no- 
tificación para  incoar  una  protesta,  ellos  hubieran 
dictado  tal  disposición.  Los  Juzgados  no  pueden  pre- 
sumir de  que  la  legislatura  intentó  más  de  lo  ex- 
presado, ni  tampoco  tienen  el  poder  de  suplir  omi- 
siones  ó  incorporar   palabras  en    una    Ley. 

§  504.  "El  párrafo  3.°  del  artículo  27  pres- 
cribe lá  manera  en  que  debe  conducirse  la  protesta, 
y   dice : 

Todos  los   procedimientos  que  se    sigan   con  arreglo  á 
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este  artículo  serán  en  virtud  de  una  moción  especial  con 
notificación  a  todos  los  candidatos  votados  de  que  no  ha 
de  exceder  de  veinte  y  no  con  arreglo  al  procedimiento 
judicial   ordinario. 

"Se  verá  que  no  se  requiere  que  esta  notifica- 
ción se  haga  dentro  de  dos  semanas  ó  en  cualquier 
otro  tiempo  después  de  la  elección;  solamente  dice 
que  "no  lia  de  exceder  de  veinte  días",  es  decir, 
antes  de  la  actuación  particular,  de  la  cual  se  ha 
dado  aviso.  En  otras  palabras,  esta  notificación  se 
refiere  al  futuro;  después  de  haberse  incoado  la  pro- 
testa. Rige  á  ambas  partes  y  se  exige  de  cada  una 
de  ellas,  con  el  objeto  de  informar  al  adversario  de 
lo  que  seguidamente  se  ha  de  hacer.  La  misma  índole 
del  asunto  no  permite  que  se  limite  dentro  de 
cierto  tiempo  después  de  la  elección,  pero  para  evitar 
demoras  irrazonables,  la  Comisión,  en  virtud  de  esta 
cláusula,  ha  impedido  el  que  se  fije  una  vista  más 
de    veinte   días   después. 

§  505.  "Los  abogados  del  recurrido,  con  un  celo 
digno  de  alabanza,  han  compilado  y  presentado  va- 
rias sentencias  americanas  que  definen  las  leyes  elec- 
torales en  los  Estados  Unidos.  Pero  la  fraseología 
de  las  leyes  así  definidas  difieren  materialmente  de 
la  del  Art.  27  de  la  Ley  1582,  de  tal  manera  que 
estas  sentencias  nos  dan  solamente  un  poco  de  luz 
sobre  este  punto.  Casi  todas  ellas  requieren  expresa- 
mente que  se  dé  una  notificación  dentro  de  cierto 
tiempo,  lo  cual  no  se  dispone  por  la  Ley  1582,  y 
la  única  notificación  de  esta  última  que  corresponde 
á  aquéllas  en  las  primeras,  es  la  notificación  al 
Secretario  Ejecutivo  y  parece  haber  sido  la  intención 
de  avisar  á  todas  las  partes  interesadas  por  medio 
del  mismo.  Puede  ser  que  esta  última  notificación 
confiere  jurisdicción   con  arreglo  al  principio   estable- 
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cido  en  Cyc.  399,  pero  nada  hay  en  ello  ni  en 
cualquiera  de  las  sentencias  citadas,  que  indique  que 
una  modificación  de  una  vista  parecida  á  la  pre- 
vista en  el  párrafo  tercero  del  Art.  27,  confiera  tal 
jurisdicción. 

§  506.  Por  el  contrario,  se  sostuvo,  como  queda 
ya  indicado  anteriormente,  por  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Nueva  Écija,  en  la  protesta  de 
Viterbo  vs.  Alcántara,  "que,  no  constando  haber  sido 
notificada  dicha  moción  ó  protesta  al  candidato  ele- 
gido para  el  cargo  de  Presidente,  no  había  lugar  á 
proveer. " 

§  507.  E  igualmente  se  sostuvo  esta  doctrina  por 
el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Iloilo,  en  el 
asunto  de  Nonato  vs.  Sanglap.  En  dicho  asunto,  el 
Juzgado  resolvió:  "Vista  la  moción  presentada  por  el 
Sr.  Elíseo  Sanglap,  candidato  electo  del  Municipio 
de  Miagaw,  y  habiéndose  probado  satisfactoriamente 
ante  esta  Corte,  de  que  dicho  Elíseo  Sanglap  no  ha 
sido  notificado  debidamente  dentro  del  plazo  mar- 
cado por  la  ley,  por  la  presente  se  ordena:  Que  queda 
sobreseída  definitivamente  la  protesta  presentada  por 
el  protestante  Tomás  Nonato  con  las  costas  al  mismo." 

§  508.  Nosotros  opinamos  que  la  doctrina  mejor 
fundada  en  autoridad  y  justicia  es  aquella  que  re- 
quiere la  notificación  de  la  protesta  ai  protestado. 
Se  dirá  que  hay  cierta  ambigüedad  en  los  términos 
de  la  Ley,  al  emplear  estas  palabras:  Todos  los  pro- 
cedimientos, que  se  sigan  con  arreglo  al  art.  27',  serán 
en  virtud  de  una  moción  con  notificación  á  todos  los 
candidatos  votados  de  que  no  ha  de  exceder  de  veinte 
días,  y  no  con  arreglo  á  los  procedimientos  ordinarios. 
Pero  si  estas  palabras  quieren  decir  algo,  á  nuestro 
juicio,  significan  que  los  asuntos  sobre  protestas  se 
inician    ante   el   Juzgado   por  medio   de    una    moción 
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ó  escrito  de  protesta,  y  que  los  trámites  judiciales, 
subsecuentes  á  la  presentación  de  la  moción  ó  pro- 
testa, deben  seguirse  dentro  de  un  plazo  que  no  ha 
de  exeder  de  veinte  días,  previa  notificación  á  todos 
los  candidatos  votados,  estando  ó  no  el  Juzgado  en 
período  ordinario  de  sesiones.  Y  entendemos  que 
esta  notificación  no  ha  de  consistir  en  un  simple 
aviso  ó  citación  para  comparecer  ante  el  Juzgado, 
sino  que  ha  de  informar  al  protestado  ó  protestados 
de    los    hechos    en    que    se    funda    la   protesta. 

§  509.  Ejercítese  la  acción  por  medio  de  una  de- 
manda, protesta  ó  moción,  ó  llámese  como  se  quiera, 
es  indudable  que  las  protestas  electorales  constitu- 
yen verdaderas  contiendas  entre  partes,  y  siendo  así, 
parece  evidente  que  el  protestado  tiene  derecho  á 
ser  notificado  de  la  protesta.  La  notificación  en  este 
caso  hace  las  veces  y  produce  los  mismos  efectos 
de  un  emplazamiento  y  citación  al  demandado  ó  protes- 
tado. Se  ha  dicho  en  la  resolución  citada  en  el  pá- 
rrafo 500,  que  la  moción  á  que  se  refiere  la  Ley  y 
que  debe  ser  notificada  al  protestado,  es  cualquiera 
moción  incidental,  por  ejemplo,  moción  de  sobresei- 
miento, de  suspensión  de  vista,  de  citación  de  tes- 
tigos, etc.  Si  tales  mociones  son  las  que  deben  ser 
notificadas  al  protestado,  ¿qué  términos  hábiles  habrá 
para  hacer  dicha  notificación,  si  previamente  el  pro- 
testado no  ha  sido  citado  para  comparecer  ante  el 
Juzgado  por  medio  de  la  notificación  de  la  protesta? 
Si  se  admite  que  las  mociones  incidentales  en  estos 
asuntos  deben  ser  notificadas  al  protestado,  con  mayor 
razón  debe  admitirse  que  la  demanda,  protesta  ó 
moción,  como  la  llama  la  Ley,  debe  ser  igualmente 
notificada  al  protestado,  porque  es  la  base  del  pro- 
cedimiento. 

§     510.     No   debe  perderse  tle  vista  el   siguiente 
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principio,  que  es  elemental  en  materia  de  procedi- 
mientos judiciales:  Las  dos  partes  litigantes  han  de 
gozar  de  idénticas  condiciones  legales  para  la  acción 
dentro  del  juicio.  Es  decir,  que,  como  los  antiguos 
campeones,  han  de  tener  con  exacta  igualdad  par- 
tidos el  campo  y  el  sol.  De  aquí  que  no  concedan 
al  uno  más  facultades  que  al  otro,  ni  para  el  ata- 
que, ni  para  la  defensa,  ni  para  la  prueba.  Esto  es 
lo  que  constituye  la  igualdad  ante  la  Ley.  Y  cier- 
tamente que  quedaría  violado  tan  justo  principio,  de 
permitirse  al  protestante  formular  sus  quejas  y  pre- 
parar sus  pruebas,  sin  dar  conocimiento  de  ellas  al 
protestado. 

§  511.  La  práctica  observada  en  las  Cortes  de 
Primera  Instancia  de  Filipinas,  sobre  la  notificación 
de  la  protesta,  está  igualmente  apoyada  en  la  Juris- 
prudencia americana  expuesta  en  la  pág.  399  de  la 
Enciclopedia. 

"La  t  intención  de  las  leyes  sobre  elecciones  dis- 
putadas es  proveer  un  remedio  sumario  y  obtener  la 
vista  de  la  causa  con  prontitud,  á  fin  de  que  el  de- 
recho al  cargo  en  disputa  pueda  determinarse  antes 
de  que  la  duración  oficial  de  éste  expire  en  todo 
ó  transcurra  la  mayor  parte  de  ella,  y  también  á 
fin  de  que  no  quede  frustrada  la  voluntad  del  pue- 
blo en  la  elección  de  sus  funcionarios.  En  su  con- 
secuencia, las  leyes  generalmente  disponen  que  cual- 
quiera que  desee  protestar  contra  una  elección  debe 
presentar  una  notificación  y  exposición  de  los  fun- 
damentos de  la  protesta  dentro  de  cierto  número  de 
días  después  de  la  elección,  ó  de  la  proclamación 
oficial  del  resultado.  Estas  leyes  son  imperativas  y 
es  obligatorio  el  estricto  cumplimiento  de  las  mis- 
mas. La  notificación  y  exposición,  que  se  requiere 
que  sean  hechas  por  el  protestante  al  protestado,  cons- 
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tituyen  la  base  en  que  se  apoya  la  facultad  de  la 
Corte  para  conocer  del  asunto,  y  á  menos  que  se 
sirvan  dentro  del  plazo  requerido  por  la  Ley,  la  Corte 
no  tiene  jurisdicción  para  conocer  y  determinar  la 
protesta," 

Tiempo  en  ciue  debe  hacerse   leí  notifica- 
ción de  le*  protesta. 

§  512.  Todos  los  procedimientos  que  se  sigan 
con  arreglo  al  artículo  27,  dice  la  ley,  serán  en  virtud 
de  una  moción  con  notificación  á  todos  los  candidatos 
votados,  de  que  no  ha  de  exceder  de  veinte  días,  y  no 
con  arreglo  á  los  procedimientos  judiciales  ordinarios, 
y  se  verán  y  resolverán  por  el  Juzgado  del  Distrito  Ju- 
dicial en  que  la  elección  se  celebre,  lo  mismo  que  si  el 
Juzgado  esté  en  su  período  ordinario  de  sesiones  que 
si  no  esté.  Según  esto,  el  Sheriff  no  practica  los  em- 
plazamientos, como  en  el  procedinmiento  ordinario, 
sino  que  el  protestante  debe  notificar  su  protesta  al 
protestado,  al  tiempo  de  presentarla  ante  el  Juzgado, 
ó  dentro  del  término  del  señalamiento  para  la   vista. 

§  513.  El  lenguaje  de  la  Ley,  señalando  en 
el  mismo  artículo  27  el  plazo  de  dos  semanas  y  otro 
que  no  exceda  de  veinte  días,  merece  alguna  aclaración. 

Se  recordará  que  las  elecciones  generales  ordina-, 
rias  deberán  celebrarse  en  el  primer  martes  después 
del  primer  lunes  de  Noviembre  de  1909  y  así  subsi- 
guientemente en  cada  año  impar,  y  los  elegidos  deben 
tomar  posesión  de  sus  cargos  el  primero  de  Enero 
inmediato  siguiente  á  la  elección.  Al  efecto  de  que 
los  elegidos  en  cada  elección  general  puedan  tomar 
posesión  de  sus  cargos  en  el  tiempo  señalado  por  la 
ley,  se  han  fijado,  así  lo  creemos,  los  plazos  de  dos 
semanas  para  la  presentación  de  la  protesta  y  no  mas 
de   veinte  días  para  el  señalamiento  de  la  vista  de  la 
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misma,  de  manera  que  el  Juzgado  pueda  fallar  todas 
las  protestas  que  se  presentaren  en  su  distrito,  durante 
el  mes  de  Diciembre  siguiente.  El  plazo  de  veinte  días 
(pie  se  concede  para  la  preparación  de  la  vista,  prácti- 
camente es  en  estos  asuntos,  lo  que  los  términos  de  em- 
plazamiento y  contestación  son  en  asuntos  civiles  ordi- 
narios. Resulta,  pues,  que  todos  los  procedimientos  de 
protestas  electorales,  después  de  la  presentación  de  la 
protesta,  y  previa  notificación  «de  la  misma  á  los  candi- 
datos votados,  deben  seguirse  dentro  de  un  plazo  que 
no  ha  de   exceder   de    veinte    días. 

Entrega    dk&   le*    notificación. 

§  514.  La  Ley  no  dispone  nada  acerca  de  la 
manera  cómo  debe  hacerse  la  notificación,  y  se  pre- 
sume que  puede  hacerse  en  la  forma  establecida  en 
la   Ley  de   Procedimientos   en  juicios  civiles. 

"Los  requisitos  reglamentarios,  dice  la  Enciclo- 
pedia americana,  para  la  entrega  de  la  notificación 
ó  citación,  deben  cumplirse  extrictamente,  y  las  dili- 
gencias del  oficial  encargado  de  ejecutarla  debe  de- 
mostrar semejante  cumplimiento,  de  lo  contrario,  la 
Corte  no  adquirirá  jurisdicción.  Donde  la  Ley  no 
dispone  en  cuanto  á  la  manera  de  entregar  la  no- 
tificación, se  presumirá  que  fué  la  intención  del  le- 
gislador que  se  haga  en  la  manera  prescrita  para  la 
entrega   de   las   citaciones    en    general".    (1) 

Fund £* mentos  do  le»   protesta. 

§  515.  Toda  protesta  debe  fundarse  en  las  cau- 
sas que,  según  la  Ley,  hacen  fracasar  una  elección 
ó  la  invalidan  ó  cambian  su  resultado.  Las  prime- 
ras se  refieren  á  inelegibilidad  del  candidato  triun- 
fante;   las    segundas,    al    incumplimiento    de    las    dis- 

(1)     15,  Cyc.   402. 
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posiciones  imperativas  de  la  Ley,  ó  sea,  la  infrac- 
ción de  los  procedimientos  esenciales  á  la  elección ; 
y  las  últimas,  á  los  fraudes  cometidos  en  las  vota- 
ciones é  irregularidades  de  escrutinio  que  afectan  el 
resultado   de    la   elección. 

§■  516.  La  Asamblea  Filipina,  en  el  asunto  de 
Del  Rosario  vs.  El  Diputado  Lenna,  aprobando  el 
acta  del  protestado,  ha  decidido  que  las  condiciones 
morales  de  un  Diputado  no  afectan  á  la  apreciación 
de  su  acta,  si  bien  pueden  ser  objeto  de  investiga- 
ción por  el  Comité  de  Gobierno  Interior.  (1) 

§  517.  Se  ha  dicho  en  el  asunto  de  Gómez  vs. 
Diolmo,  del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Manila, 
que  la  cuestión  de  elegibilidad  de  un  candidato  pro- 
testado, resultante  de  su  edad  al  tiempo  de  cele- 
brarse las  elecciones,  sería  una  materia  propia  de  un 
procedimiento  de  Qno  Warranto,  como  está  previsto 
en  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  ó  podría  ser  de- 
terminada por  la  Junta  Municipal,  de  la  cual  ha  sido 
elegido  miembro,  de  conformidad  con  las  disposiciones 
de  la  Ley  Electoral.  Y  en  el  asunto  Luna  vs.  Zan- 
dueta,  se  sostuvo  por  el  Juzgado  de  la  Unión  que 
la  inelegibilidad  del  candidato  protestado,  si  la  hay, 
no  es  un  fundamento  para  protestar  contra  una  elec- 
ción,   sino    para   declarar  vacante    un    cargo. 

Creemos,  sin  embargo,  como  opinión  más  co- 
rrecta la  sostenida  por  todas  las*  demás  Cortes  de 
Primera  Instancia  de  Filipinas,  que  han  considerado 
como  fundamento  de  protesta  la  inelegibilidad  del 
protestado.  El  número  de  decisiones  dictadas  por  los 
Juzgados  de  Primera  Instancia  en  elecciones  dispu- 
tadas por  la  inelegibilidad  del  protestado  asciende 
á   19,    referentes  á  los  Municipios  de  Corregidor,  Ca- 


(1)     Diar.  de  Ses.  de  la  Asamblea,  de  19  de  Noviembre  de  1907. 
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vite;  Lapóg,  llocos  Sur;  Baao,  Ambos  Camarines; 
Hinunangan,  Leyte;  Palompón,  Leyte;  Echagüe,  Isa- 
bela; Capalonga,  Ambos  Camarines;  Minglanilla, 
Cebú;  Barili,  Cebú;  Caramoan,  Ambos  Camarines; 
Hinigaran,  Negros  Occidental;  Sanchez-Mira,  Caga- 
yán;  Badián,  Cebú;  Oslob,  Cebú;  Alcalá,  Cagayán ; 
Tayasan,  Negros  Oriental;  Solana,  Cagáyán;  Ligao, 
Albay;  Bubí,  Ambos  Camarines;  y  habiéndose  de- 
clarado fracasada  la  elección  en  dichas  decisiones, 
vel  Gobernador  General  hubo  de  dictar  la  correspon- 
diente proclama  convocando  á  nuevas  elecciones  es- 
peciales. 

§  518.  Igual  doctrina  se  sostuvo  por  la  Asam- 
blea Filipina  en  el  asunto  de  Lukban  vs.  Gómez,  en 
el  que  se  declaró  que,  en  vista  de  la  inelegibilidad 
del  Diputado  protestado,  procedía  la  celebración  de 
nuevas   elecciones. 

§  519.  La  regla  que  debe  seguirse  en  esta  ma- 
teria se  halla  expuesta  en  la  Enciclopedia  ameri- 
cana: "En  toda  elección  disputada,  cualquiera  que 
fuese  la  causa  de  la  protesta,  el  verdadero  objeto  del 
asunto  es  determinar  quién  recibió  el  mayor  número 
de  votos.  Consecuentemente,  las  meras  irregularida- 
des y  mala  conducta  de  parte  de  los  inspectores  de 
elección,  que  no  tiendan  á  afectar  el  resultado,  no  son 
en  sí  fundamentos  propios  de  una  protesta  ó  causas 
propias  de  una  investigación.  Un  candidato  derrotado 
tiene  derecho  de  protestar  la  elección  de  su  triun- 
fante adversario  por  razón  de  su  inelegibilidad,  pero 
no  puede  basarse  la  protesta  en  un  supuesto  acto 
criminal  que  no  ha  sido  juzgado  y  determinado  por 
los  Tribunales.  El  error  cometido  por  la  Junta  de 
escrutinio,  ya  sea  inconscientemente  ó  de  otro  modo, 
en    el   recuento  de    votos  recibidos   por  un  candidato 
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para  un  cargo,  es  un  fundamento  sólido  para  la  pro- 
testa de  una  elección.  La  protesta  debe  ceñirse  á  uno  ó 
más  de  los  fundamentos  enumerados  en  la  Ley."  (]) 

Especificación    de>    hechos. 

§  520.  "Aun  cuando  no  es  necesario  que  el  re- 
currente exponga  los  fundamentos  de  la  protesta  de- 
talladamente, es  menester  que  los  hechos  sean  ex- 
puestos con  claridad  y  precisión.  Y  además,  el  re- 
currente debe  presentar  casos  concretos,  es  decir,  debe 
alegar  hechos  materiales  que,  si  se  prueban  mediante 
testimonio,  cambiarían  el  resultado  de  la  elección; 
de  lo  contrario,  la  investigación  sería  un  procedimiento 
inútil. 

§  521.  "Alegaciones  generales  de  fraude,  equi- 
vocación, intimidación  y  otros  motivos  análogos,  no 
son  mas  que  conclusiones  de  derecho.  Deben  ex- 
ponerse los  hechos  particulares  en  que  se  funda  la 
protesta.  En  la  protesta  de  una  elección  por  razón 
de  que  los  electores  fueron  intimidados,  la  solicitud 
deberá  manifestar  los  nombres  de  las  personas  di- 
suadidas de  votar  y  alegar  que  hubieran  votado  por 
el  candidato  derrotado,  y  que  el  número  de  elec- 
tores así  intimidados  era  tal,  que  el  resultado  de 
la  elección  hubiera  sido  diferente,  si  hubiesen  vo- 
tado. La  protesta  debe  exponer  uno  ó  más  de  los 
fundamentos  para  la  protesta,  enumerados  en  la  Ley; 
de  lo  contrario,  sería  desestimada  mediante  demu- 
rrer.  Pero  no  es  menester  alegar  los  hechos  parti- 
culares en  cuanto  á  las  balotas  descontadas  del  es- 
crutinio,   que    son    objeto    de   la   protesta. "  (2) 

§  522.  "La  mejor  opinión  es  que  la  protesta 
ó   solicitud    debe    alegar  que    las  irregularidades   pro- 


(1)  15,   Cyc,   p.    3*8. 

(2)  15,  Cyc,  pp.  404  y  405. 
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testadas  cambiaron  el  resultado  de  la  elección.  Aun- 
que en  algunas  leyes  se  sostiene  que  no  es  nece- 
sario manifestar  que  el  resultado  hubiera  sido  dife- 
rente, si  no  hubiesen  ocurrido  las  irregularidades.  De 
todos  modos,  la  protesta  ó  solicitud  debe  manifestar 
clara  y  sucintamente  los  hechos  que,  apoyados  me- 
diante testimonio,  obligarían  á  la  Corte  bien  á  anular 
la  elección,  ó  á  declarar  elegida  á  la  otra  parte ;  de 
otro    modo,    sería  desestimada,  mediante  moción.'"  (1) 

§  523.  Como  quiera  que  la  Ley  previene  que 
solamente  los  candidatos  votados  pueden  protestar  con- 
tra una  elección,  es  indispensable  alegar  en  la  pro- 
testa que  el  protestante  ha  sido  candidato  votado  en 
la  elección   protestada. 

Debe  alegarse,  además,  en  la  protesta  la  presta- 
ción de  la  fianza  que  el  Juzgado  pueda  fijar,  la  presen- 
tación de  la  protesta  dentro  del  término  de  dos  sema- 
nas después  de  la  elección  y  la  notificación  de  la 
misma  á  todos  los  candidatos  votados  para  el  mismo 
cargo  que   se   disputa. 

4 'Hasta  que  se  haya  hecho  el  escrutinio  de  votos  y 
expedido  un  certificado  de  elección  por  el  funciona- 
rio correspondiente,  no  puede  surgir  motivo  alguno 
para  protestar  de  una  elección,  porque  hasta  esa  hora 
no  se  puede  saber  quién  ha  sido  declarado  electo 
oficialmente.  La  protesta  de  una  elección  es  un  pro- 
cedimiento constitucional  para  obtener  un  recuento 
de  los  voíqs  emitidos  en  una  elección,  como  resul- 
tado de  la  cual  alguna  persona  ha  sido  declarado 
elegida;  y  en  los  casos  en  que  la  Corte  halle  que 
ninguno  ha  sido  declarado  elegido,  no  tiene  juris- 
dicción sobre  la  protesta,  y  no  puede  declarar  al 
recurrente  como  elegido.   Así,   pues,   la  protesta  ó  so- 


lí)   15,  Cyc,  409. 
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licitud  deberá  alegar  quién  fué  declarado  elegido 
por  los  escrutadores;  pero  una  afirmación  de  que  el 
protestado  era  el  candidato  triunfante,  equivale  á 
afirmar  que  él  había  sido  elegido,  según  el  signifi- 
cado  de  la    Ley. "  (1) 

Enmiendas  de>   leí  protesta. 

§  524.  Se  ha  observado,  como  práctica  general 
en  las  Cortes  de  Primera  Instancia,  que  las  protestas 
pueden  ser  enmendadas,  al  igual  que  las  demandas 
civiles  ordinarias.  Semejante  práctica  está  sancionada 
por  la  jurisprudencia  americana,  según  se  ve  en  la 
Enciclopedia. 

"Á  falta  de  alguna  ley  regulando  el  asunto,  la 
Corte  puede,  á  su  discreción,  bajo  su  facultad  general 
según  el  derecho  común-,  permitir  enmiendas  á  las 
alegaciones  en  protestas  de  elecciones.  En  algunos  de 
los  Estados,  se  puede  hacer  una  enmienda,  bajo  las 
disposiciones  de  la  Ley  aplicable  á  la  enmienda  de  ale- 
gaciones en  acciones  civiles,  si  bien  se  ha  sostenido  que 
la  protesta  de  una  elección  es  un  procedimiento  especial 
y  que  no  se  pueden  hacer  enmiendas  bajo  la  ley  apli- 
cable á  alegaciones  en  acciones  civiles.  Existen  razo- 
nes poderosas  de  alta  política,  porque  las  protestas 
electorales  deben  ser  juzgadas  lo  más  pronto  posible, 
y  si  el  promovente  facilita  una  información  adicional 
especificando  nuevos  hechos,  debe  constar  afirmativa- 
mente en  la  información  que  tales  hechos  son  nuevos, 
que  acababan  de  ser  descubiertos  después  de  que  se 
haya  dado  la  información  original  y  que  aun  con 
el  empleo  de  la  debida  diligencia,  no  hubieran  podido 
ser  descubiertos  antes  de  darse  la  información  original. 
Si  una  protesta  ó  una  solicitud  disputando  una  elección, 


(1)     15,    Cyc,    408. 
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fuese  defectuosa  en  cuanto  á  la  forma  ó  sustancia, 
puede  ser  enmendada,  con  tal  que  la  solicitud  de 
enmienda  se  haga  á  la  primera  oportunidad.  Cuando 
el  recurrente,  en  un  procedimiento  de  protesta  de  una 
elección,  reúne  en  realidad  las  condiciones  requeridas 
por  la  Ley,  el  hecho  de  que  la  solicitud  no  lo 
alegue  así  no  es  decisivo  (jurisdiccional),  y  puede 
ser  enmendada.  Si  la  manifestación  de  la  causa  de  la 
protesta  carece  de  la  claridad  y  distinción  de  ale- 
gación que  se  necesita  en  procedimientos  judiciales, 
no  debe  ser  perentoriamente  desestimada  por  ese  mo- 
tivo, sin  que  se  haya  dado  oportunidad  para  enmen- 
darla. La  facultad  de  permitir  todas  las  enmiendas 
necesarias  y  convenientes  estriba  en  la  sana  discreción 
de  la  Corte  y  no  está  sujeta  á  revisión  mediante 
apelación."    (1) 

§  525.  "No  se  puede  introducir  cosas  nuevas 
por  vía  de  enmienda,  aunque,  se  demuestre  que  se 
omitieron  por  equivocación.  La  cosa  nueva  de  que 
se  trata  aquí  es  un  requisito  necesario  para  conferir 
jurisdicción  ó  materia  esencial  á  la  redacción  de  la 
solicitud,  que  se  ha  omitido.  La  regla  no  excluye  la 
introducción  de  una  nueva  especificación  de  un  hecho 
comprendido  en  los  términos  generales  de  la  protesta 
y  que  pertenecen  sólo  á  las  pruebas.  En  los  casos 
en  que  se  haga  aparecer  que  nuevos  hechos,  fuera 
del  conocimiento  del  recurrente,  al  tiempo  de  hacerse 
la  notificación  original,  se  han  descubierto,  que  son 
tales  de  manera  que  el  recurrente  no  hubiera  podido 
enterarse  de  ellos  en  aquella  época  mediante  el  ejer- 
cicio de  la  diligencia  debida,  y  que  son  también  mate- 
riales y  pertinentes   á   la    cuestión    principal  en  "con- 


(1)     15,    Cyc,    p.  412. 
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troversia,     puede    hacerse    una    notificación    nueva    ó 
suplementaria."  (1) 

Tiempo  era  cine  detoera  hacerse  las 
enmiendas. 

§  526.  "Cuando  la  solicitud  contenga  afirma- 
ciones suficientes  para  dar  jurisdicción  á  la  Corte, 
se  puede  permitir  que  se  hagan  las  enmiendas  en 
cualquier  tiempo,  ya  sea  después  del  período  de  prue- 
bas, ó  aun  después  deh  alegato,  á  menos  que  exista 
una  Ley  disponiendo  que  todas  las  solicitudes  de  en- 
mienda se  hagan  antes  de  la  vista  de  la  causa."  (2) 

De  acuerdo  con  esta  doctrina,  el  Juzgado  de  Ma- 
nila, entre  otros,  permitió  la  enmienda  de  la  pro- 
testa, en  el  asunto  de  Atendióla  vs.  Villa,  después 
de  examinadas  las  balotas  por  los  peritos  nombra- 
dos por  el   Juzgado. 

§  527.  "El  tiempo  dentro  del  cual  se  deben 
presentar,  según  la  Ley,  la  notificación  de  protesta  y 
exposición  de  los  fundamentos  de  la  misma,  no  produce 
efecto  para  impedir  cualquier  enmienda  después  de 
que  ese  plazo  haya  expirado.  Pero  una  exposición 
tan  defectuosa,  de  manera  que  no  pueda  dar  nin- 
guna jurisdicción  al  Juzgado,  no  es  susceptible  de 
enmienda  después  de  que  haya  expirado  el  plazo  dentro 
del  cual  la  notificación  y  exposición  de  los  funda- 
mentos de  la  protesta  podían  haberse  presentado. 
Tampoco  puede  enmendarse  una  exposición,  de  suerte 
que  incorpore  un  fundamento  de  protesta  enteramente 
nuevo,  después  de  que  el  tiempo  para  la  presenta- 
ción de  la  exposición  original  haya  expirado/7  (3) 

Demurrér  a  la  protesta. 

§     528.     La  falta  de  fundamento  de  acción  puede 


(1)  15,  Cvc,  413. 

(2)  15,  Cyc.,  413. 

(3)  15,  Cyc,  402. 
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refutarse  por  medio  de  un  demurrer  á  la  protesta. 
Así  ha  resuelto  el  Comité  de  Elecciones  de  la  Asamblea 
Filipina  en  el  asunto  de  Bunoan  vs.  Javier.  W 

El  protestado  ha  presentado  su  contestación,  ne- 
gando los  hechos  principales  en  que  se  funda  la  pro- 
testa, y  además  ha  pedido  que  la  protesta  sea  re- 
chazada de  plano  bajo  la  base  de  que  no  contiene 
hechos  suficientes  que  puedan  constituir  motivos  de 
ilegalidad   en    dicha   elección. 

El  Comité  de  Elección  de  la  Asamblea  Filipina, 
ha  considerado  detenidamente  las  alegaciones  conte- 
nidas en  la  protesta  y  fué  de  opinión  que  efecti- 
vamente, aquella  debe  desestimarse  por  falta  de  base, 
toda  vez  que  no  hay  en  ella  ninguna  alegación  que 
pueda  afectar  á  la  legalidad  de  la  elección  ni  á  las 
condiciones   de    elegibilidad    del    Sr.    Javier. 

§  529.  Igual  doctrina  se  sostuvo  por  el  Co- 
mité de  Elecciones  de  la  Asamblea  en  el  asunto  de 
Bunoan  vs.    Pobre.  (2) 

§  530.  Y  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Iloilo  sostuvo  un  demurrer  presentado  verbalmente 
en  la  protesta  de  Córdoba  vs.  Jumo,  y  sobreseyó  el 
expediente. 

§  531.  '  'Cuando  la  contestación  admite  los  he- 
chos alegados  por  el  promovente,  pero  niega  que 
sean  ilegales,  no  es  necesario  un  demurrer  á  la  con- 
testación, puesto  que  la  causa  puede  ser  decidida  con 
vista  de  la  protesta  y  contestación  tínicamente."  $) 

"La  objeción,  de  que  la  protesta  no  fué  hecha 
á  tiempo,  no  puede  ser  estimada,  mediante  demurrer, 
cuando  la  Ley  no  requiere  que  la  exposición  debe 
contener  la  afirmación  de  que  fué  presentada  á 
tiempo.'  <4) 


(1)     Diar.  de  Ses.  de  la  Asamblea,  Dbre.,  2,  1907.     (2)     Diar.  de  Ses. 
de  la  Asamblea,  Nov.  30,  1907.     (3)     15,  Cyc,  414.     (4)     15,  Cyc,   414. 
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Desistimiento  dke*l  protestante. 

§  532.  Se  ha  sostenido  uniformemente  por  nues- 
tras Cortes  que  el  protestante  puede  desistir  de  su 
acción,  y  en  tal  caso,  la  protesta  debe  ser  sobre- 
seída con  costas  al  protestante.  Tal  es  la  doctrina 
sentada   en    las   siguientes   resoluciones: 

§  533.  En  la  protesta  de  Caluya  vs.  Soriano, 
del  Juzgado  de  llocos  Norte,  la  Corte  dijo:  "Ha- 
biendo el  protestante  presentado  escrito  de  desisti- 
miento, el  Juzgado  lo  admitió  y  sobreseyó  la  pro- 
testa con   las  costas  al    protestante.'' 

§  534.  El  Juzgado  de  Pangasinán,  en  la  pro- 
testa de  Castro  vs.  Camero,  dijo:  "Vista  la  moción 
y  después  de  proceder  el  Juzgado  á  la  apertura  de 
.la  urna  y  al  examen  y  recuento  de  las  balotas,  con 
presencia  de  las  partes,  habiendo  el  Abogado  del  pro- 
movente  solicitado  retirar  la  moción,  antes  de  dic- 
tarse el  fallo,  el  Juzgado  accedió  á  lo  solicitado,  con 
las   costas   y    gastos   incidentales   al    promovente.'' 

*§  535.  El  mismo  Juzgado  de  Pangasinán,  en 
la  protesta  contra  la  elección  del  Presidente  Muni- 
cipal de  Alaminos,  dijo:  "Celebrada  la  vista  de  la 
moción,  á  la  que  presentó  demurrer  el  protestado, 
y  la  Corte  después  de  estimar  dicho  demurrer  per- 
mitió al  promo vente  enmendar  su  moción.  Mas  éste, 
en  vez  de  enmendar  su  moción,  optó  por  retirarla, 
presentando  al  efecto  un  escrito  de  desistimiento.  El 
Juzgado  sobreseyó  el  asunto  con  las  costas  y  gastos 
incidentales  al   promovente." 

§  536.  El  Juzgado  de  Iloilo,  en  la  protesta  de 
Salas  vs.  La  elección  de  Gobernador  Provincial  y  Tercer 
Vocal,  dijo:  ' 'Oída  la  moción  formulada  verbalmente 
por  el  Abogado  del  solicitante,  pidiendo  el  sobresei- 
miento de   la  moción  suscrita  por  éste,   sobre  la  anu- 
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lación  de  las  elecciones  para  Gobernador  y  Tercer 
Vocal,  esta  Corte  ordena:  Que  sea  y  por  la  presente 
queda   sobreseída  la   referida    moción/' 

§  537.  En  la  protesta  de  Naval  y  Tuason  vs. 
La  elección  de  San  Fernando,  del  Juzgado  de  Pam- 
panga,  la  Corte  dijo:  "Vista  la  moción  de  los  pro- 
moventes  retirando  la  protesta  presentada  por  los 
mismos,  el  Juzgado  dio  por  retirada  dicha  protesta 
sin  pronunciamiento  de  costas,"  Y  en  Tomeldenvs.  El 
Tercer  Vocal  de  Pangamián,  del  Juzgado  de  Fangasinán 
la  Corte  resolvió:  "Vista  la  petición  presentada  por 
el  promovente,  para  que  se  le  permita  retirar  su  pro- 
testa, el  Juzgado  concede  como  se  pide  y  ordena 
que  el  promovente    pague    las  costas." 

§  538.  En  la  protesta  de  Villanueva  vs.  Yorac, 
del  Juzgado  de  Negros  Occidental,  la  Corte  dijo: 
"El  promovente  alegó  que  habiendo  sido  desestimada 
la  protesta  contra  las  elecciones  de  Presidente  y  Vice- 
presidente elegidos  en  la  última  elección  de  Saravia, 
no  tenía  interés  en  que  se  continúe  la  vista  del  asunto 
con  respecto  á  la  anulación  de  la  elección  respecto  á 
los  concejales,  y  pidió  se  sobresea  el  asunto.  La  parte 
protestada  manifestó  su  conformidad  y  renunció  á 
cobrar  los  gastos  incurridos.  En  su  vista,  el  Juzgado 
decreta  el  sobreseimiento  del  asunto,  condenando  úni- 
camente al  promovente  al  pago  de  las  costas." 

§  539.  Y  en  la  Enciclopedia  americana  tam- 
bién encontramos  lo  siguiente:  "El  promovente  no 
tiene  derecho,  después  de  entablar  acción  y  pendiente 
de  vista,  de  terminar  el  asunto  mediante  presenta- 
ción de  desistimiento,  puesto  que  el  público  está  in- 
teresado en  tales  procedimientos,  y  de  acuerdo  con 
la  Ley,  si  la  protesta  se  hace  sin  causa  probable, 
las  costas  pueden  ser  impuestas  contra  el  promovente. 
Pero   cuando   la   protesta   está   completamente  segura 
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de  fracasar,  no  se  puede  comprender  por  qué  no 
ha  de  tener  el  promovente  la  misma  libertad  de 
desistir,  como  en  otras  acciones  civiles.  Cuando  un 
procedimiento  disputando  una  elección  ha  sido  sobre- 
seído, la  Corte  no  tiene  jurisdicción,  hasta  que  se 
haga  caso  omiso  del  sobreseimiento  para  dar  lugar 
á  que  otras  personas  intervengan,  y  la  Corte  no  tiene 
facultad  de  hacer  caso  omiso  del  sobreseimiento,  sin 
notificar  al  promovente.  Si  se  permite  al  promovente 
desistir  de  su  protesta  y  consecuentemente  queda  con- 
firmado el  recurrido,  el  recurrente  no  puede  después 
entablar  de  nuevo   la  acción.   (1) 

Incompai-^c^nola  del  protestante* 

§  540.  La  incomparecencia  voluntaria  del  pro- 
testante ante  el  Tribunal  que  conoce  del  asunto,  es 
un  desistimiento  implícito  y  produce  por  tanto  los 
mismos  efectos  que  un  desistimiento  explícito.  Sin 
embargo,  el  Comité  de  Elecciones  de  la  Asamblea, 
en  algunos  casos,  no  obstante  la  incomparencencia  del 
protestante,  conoció  del  asunto  en  el  fondo  y  lo  re- 
solvió según  sus  méritos.  En  la  protesta  de  Garchi- 
torena  vs.  Alvarez,  fué  sometido  y  aprobado  por  la 
Cámara   el    siguiente    informe: 

"Por  cuanto,  el  Comité  de  Elecciones  ha  citado  dos 
veces  al  protestante  exigiéndole  su  comparecencia  ante 
dicho  Comité  para  presentar  sus  pruebas  en  apoyo  de  su 
protesta; 

Por  cuanto,  á  pesar  de  estos  requerimientos,  el  pro- 
testante  nunca   hizo   su    comparecencia; 

Por  cuanto,  el  Comité  de  Elecciones  ha  celebrado  la 
vista  de  la  protesta  para  investigar  los  hechos  alegados 
en  ella,  en  ausencia  del  protestante  en  vista  de  su  no 
comparecencia; 

Por    cuanto,    según   el   resultado   de   la   investigación, 


(1)     15,  "Oye,  416. 
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se  ha  probado  que  el  Hon.  Francisco  Alvarez  es  natura] 
del  municipio  de  Caramoan,  de  la  comprensión  del  Distrito, 
donde  fué  elegido  Diputado,  que  no  ha  perdido  esta  resi- 
dencia originaria  y  que  las  elecciones  verificadas  en  aquel 
Distrito  se  han  hecho  con  todas  las  formalidades  de  la 
Ley: 

Por  tanto,  el  Comité  opina  que  el  acta  de  elección 
del  Hon.  Francisco  Alvarez,  electo  Diputado  por  el  3.er 
Distrito   de   Ambos    Camarines,    sea   aprobada."  0) 

§  541.  Y  en  la  protesta  de  Mellizo,  vs.  Jalan- 
do ni,  el  Comité  de  Elecciones  sometió  á  la  discusión 
de  la  Cámara  y  ésta  aprobó,  el  informe  que  aquí  se 
transcribe: 

"No  habiendo  comparecido  ninguna  de  las  partes  pro- 
testantes en  la  vista  de  este  asunto,  á  sostener  los  car- 
gos y,  por  tanto,  no  probado  ninguno  de  ellos;  y  por 
otro  lado,  habiendo  presentado  la  parte  protestada  la  ob- 
servación de  que  la  protesta  no  estaba  jurada,  hubieron 
de  declararse   desiertas   las  alegaciones. 

"Por  su  parte,  el  protestado  negó  todos  los  extremos 
de  la  impugnación  de  su  elección;  presentó,  como  prueba, 
el  acta  electoral  de  Arévalo,  donde  consta  haberse  cum- 
plido las  formalidades  legales  y  que  específicamente,  la 
urna  se  cerró  á  las  7  a.  m.  y  se  abrió  á  las  5  p.  m.  del 
30  de  Julio,  1907;  y  presentó  además  otras  actas  de  los 
restantes  Municipios  del  2  °  Distrito  Electoral  de  Iloilo, 
en  ninguna  de  cuyas  actas  aparece  consignada  protesta  ú 
observación  contra  cualquier  defecto  de  procedimiento  ó 
irregularidad   en  la  elección 

"Por  tanto,  se  recomienda  la  aprobación  del  acta  elec- 
toral del  Sr.  Nicolás  Jalandoni,  como  Diputado  por  el  2  ° 
Distrito   de   Iloilo. "  (2) 

Contestación  d&í  protestado. 

§  542.  Es  práctica  observada,  tanto  en  las  Cortes 
como  en  la  Asamblea   Filipina,    la  de   que   el  protes- 


(1)  Diar.  de  Sea    de  la  Asamblea,  Dbre  ,  17,  1907. 

(2)  Diar.  de  Ses.  de  la  Asamblea,  Ubre.,  11,  1907. 
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tado  presente  su  contestación  dentro  de  un  plazo  dis- 
crecional antes  de  la  vista  del  asunto. 

"Según  algunas  leyes,  dice  la  Enciclopedia  ame- 
ricana, no  es  necesario  que  el  demandado,  en  el  caso 
de  una  elección  protestada,  presente  contestación.  Pero 
sin  embargo  de  que  la  ley  electoral  no  requiere  al 
demandado  cuya  elección  para  un  cargo  es  protestada, 
presentar  una  contestación,  es  procedente  que  presente 
una  negación  por  escrito  de  la  protesta  ó  petición. 
Empero,  en  algunas  jurisdicciones,  se  requiere  al  pro- 
testado, que  conteste  al  igual  que  en  las  acciones  ci- 
viles. (1) 

V/lstei  dk&  la.  protesta. 

§  543.  Previos  los  trámites  descritos  en  los  nú- 
meros precedentes,  y  en  el  día  fijado  por  el  Juz- 
gado, se  celebrará  la  vista  de  la  protesta  como  si 
fuera  una  demanda  civil  ordinaria.  Las  pruebas  se 
practican  del  mismo  modo  que  en  un  juicio  ordina- 
rio. Las  reglas  sobre  pruebas,  prescritas  por  el  Có- 
digo de  Procedimiento  civil  y  por  la  Jurisprudencia, 
son  aplicables  á  estos  asuntos,  á  menos  que  la  Ley 
Electoral  declare  expresamente  lo  contrario.  Los  me- 
dios probatorios  especiales  para  asuntos  electorales  y 
las  reglas  sobre  su  admisibilidad,  serán  objeto  del 
capítulo    siguiente. 

Informe**  de  las  partes  o  de  sía&  abogados. 

§  544.  Al  igual  que  en  los  demás  juicios  ci- 
viles, las  partes  ó  sus  abogados,  después  de  la  vista 
de  la  protesta,  pueden  pedir  al  Juzgado  permiso  para 
informar  oralmente  sobre  sus  respectivas  pretensiones, 
usando  primero  de  la  palabra  el  protestante  y  des- 
pués  el    protestado,    y  aun  pueden   pedir   otro   turno 


(1)     15,  Cyc,  410. 
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para  réplica  y  refutación  respectivamente.  El  Juzgado, 
á  su  discreción,  puede  también  permitir  ó  exigir  de 
las  partes   la  presentación  de   informes   por   escrito. 

La  práctica  seguida  en  las  Cortes  de  justicia,  sobre 
la  presentación  de  informes  orales  ó  escritos,  ha  sido 
también  observada  ante  el  Comité  de  Elecciones  de 
la  Asamblea,  en  todas  las  protestas  contra  la  elección 
de  Diputados. 

Sentencia  del  Juzgado  en  elecciones  pro- 
testadas. 

§  545.  De  acuerdo  con  los  hechos  alegados  que 
resulten  probados,  es  deber  del  Juzgado  dictar  sen- 
tencia y  ordenar:  ó  la  corrección  del  escrutinio  por 
medio  de  la  Junta  correspondiente,  de  manera  que 
ésta  declare  elegido  al  candidato  que  haya  obte- 
nido el  mayor  número  de  votos;  ó  la  nulidad  de 
la  elección;  ó  el  fracaso  de  la  misma;  ó  la  deses- 
timación   de    la   protesta. 

§  546.  Siempre  que  el  Juzgado  determine  que 
ningún  candidato  fué  legalmente  elegido,  como  ocurre 
en  los  dos  últimos  casos,  lo  certificará  así  inmedia- 
tamente al  Gobernador  General,  el  cual  ordenará  una 
elección  especial  para  cubrir  el  cargo  ó  cargos  en 
cuestión.  (1) 

§  547.  Cuando  los  hechos  alegados  en  la  pro- 
testa no  resulten  debidamente  probados,  ó  los  de- 
clarados como  probados  no  afecten  al  resultado  de 
la  elección,  el  Juzgado  desestimará  la  protesta  y  de- 
clarará válida  la  elección  del  candidato   protestado. 

§  548.  Las  resoluciones  dictadas  por  los  Juzga- 
dos de  Primera  Instancia  en  estos  asuntos  son  deci- 
sivas  y   finales,    es   decir,    que   contra   ellas   no   cabe 

(1)     Art.  27. 
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recurso  de  apelación.  (*)  Indudablemente,  la  Ley  al  de- 
clarar que  Ja  competencia  de  los  Juzgados  de  Pri- 
mera Instancia  en  estas  materias  es  exclusiva  y  deci- 
siva, se  ha  fundado  en  dos  motivos  á  cual  más  pode- 
roso: 1.°  en  la  necesidad  de  poner  fin  cuanto  antes 
á  la  agitación  que  naturalmente  traen  consigo  las  lu- 
chas electorales;  y  2.°  en  la  necesidad  de  cumplir 
con  la  voluntad  del  pueblo,  de  manera  que  el  candi- 
dato que  obtuvo  mayor  número  de  votos  tome  pose- 
sión del  cargo,  antes  que  trascurra  el  período  seña- 
lado para   su    ejercicio    ó   la   mayor   parte    de    él. 

§  549.  "No  existe,  dice  la  Enciclopedia  ame- 
ricana, derecho  de  apelar  de  las  decisiones  de  los 
Tribunales  inferiores  en  asuntos  de  elección,  á  menos 
que  semejante  derecho  haya  sido  conferido  por  alguna 
disposición  constitucional  ó  reglamentaria.  Y  las  leyes, 
que  autorizan  apelaciones  ó  asignación  de  errores  en 
las  decisiones  dictadas  en  asuntos  civiles,  no  se  aplican 
á  los  procedimientos  de  elecciones  disputadas,  según 
la  ley,  por  razón  de  que  no  son  asuntos  civiles.  Pero 
en  algunas  jurisdicciones  están  autorizadas  las  apela- 
ciones ó  asignación  de  errores,  en  tales  casos,  por 
disposiciones  constitucionales  ó  reglamentarias.  El  pro- 
cedimiento, sin  embargo,  es  puramente  reglamen- 
tario y  la  jurisdicción  de  la  Corte  sobre  el  mismo, 
excepto  por  errores  que  patentemente  constan  en  el 
expediente  que  se  incoe,  bajo  un  escrito  de  certiorary 
en  derecho  común,  depende  de  las  leyes  que  lo  crean 
y  regulan."  (2> 

Nueva   viste*. 

§  550.  La  Ley  no  contiene  ninguna  disposi- 
ción  relativa  á  la   celebración   de    nueva   vista;    pero 


(1)  Art.  27 

(2)  15,  Cyc,  436. 

te 
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creemos  que  sirve  para  ilustrar  esta  materia  la  siguiente 
doctrina,  tomada  de  la  Enciclopedia  Americana:  "En 
procedimientos  especiales,  tales  como  elecciones  dis- 
putadas reglamentarias,  el  Juzgado  se  atiene  sólo  á 
la  Ley  en  materia  de  autoridad;  y  la  cuestión  de 
si  en  un  caso  dado  el  Juzgado  puede  ejercer  algún 
poder  ó  adoptar  alguna  de  las  formas  de  procedi- 
mientos comunes  á  las  Cortes  de  justicia,  debe  ser 
determinada  por  las  disposiciones  de  la  Ley  que  con- 
fieren jurisdicción.  Por  consiguiente,  se  ha  sostenido 
que  la  Corte  no  tiene  facultad  de  conceder  nuevo 
juicio  en  un  caso  de  elección  disputada,  á  menos 
que  la  Ley  confiera  tal  facultad ;  y  donde  el  juicio 
de  tales  asuntos  se  celebre  en  la  forma  de  litigios 
de  la  competencia  general  de  los  Tribunales  de  equi- 
dad suits  in  chancery,  se  ha  sostenido  que  la  Corte, 
en  que  se  han  instituido  los  procedimientos,  no  tiene 
autoridad  para  revisar,  mediante  escrito  de  revisión, 
un  decreto  después  del  plazo  en  que  se  haya  dic- 
tado. Parece,  sin  embargo,  que  las  Cortes  de  jurisdic- 
ción general  tienen  facultad  para  considerar  mociones 
de  nueva  vista  en  dicho  caso,  bajo  las  leyes  que  les 
facultan  conceder  nueva  vista  en  general.  (1) 

Efectos  de  la  protesta  con  relación  a 
otros  cargos  tro  protestados. 

§  551.  El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Albay,  en  el  asunto  de  Delgado  vs.  Lana,  ha  decidido 
que  el  resultado  de  la  protesta  no  puede  afectar  en 
manera  alguna  la  votación  para  otros  cargos  que  no 
han    sido    objeto    de   la   protesta. 

Deber  del  escribano  en  las  elecciones 
protestadas. 

§     552.     El   Escribano  del  Juzgado,    en   que   se 


(1)     15,  Cyc,  435. 
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incoe  alguno  de  estos  procedimientos,  tiene  el  deber 
de  dar  inmediato  aviso  al  Secretario  Ejecutivo  de  dicha 
incoación  y  de  la  resolución  que  recaiga  sobre  la  pro- 
testa. i1  > 

Costas  en  procedimientos  de  elecciones 
protestadas. 

§  553.  La  fianza  que  debe  prestar  el  protes- 
tante, al  tiempo  de  presentar  su  moción,  es  para  res- 
ponder del  pago  de  todos  los  gastos  y  costas  inci- 
dentales á  dicha  moción.  Si  venciese  en  juicio,  dice 
la  Ley,  la  parte  que  ha  pagado  dichos  gastos,  el  Juz- 
gado tasará  los  mismos  y  los  impondrá  y  cobrará  como 
costas   á   la    parte  contraria.  (2) 

Uniformemente  se  ha  sido  sostenido  por  nuestras 
Cortes  que  en  los  casos  de  sobreseimiento  déla  pro- 
testa, por  desistimiento  del  protestante  y  cuando  la 
protesta  sea  desestimada,  las  costas  deben  imponerse 
al  protestante.  Y  en  los  casos  de  fracaso  ó  nulidad  de 
la  elección,  las  costas  se  imponen  al  protestado. 

§  554.  Casos,  sin  embargo,  hubo  en  que  el 
Juzgado  ha  impuesto  multa  á  la  Junta  de  Inspec- 
tores, como  en  el  asunto  de  Vera  vs.  Guerrero,  Leones 
vs.  Bello  y  otros,  Legaspi  vs.  Mati  y  otros,  todos  del 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  llocos  Sur;  y  hasta  se 
ha  inluído,  en  el  primero  de  los  casos  citados,  como 
parte  de  costas  al  protestado,  el  pago  de  los  gastos 
de  la  elección  especial  que  debía  celebrarse. 

§  555.  Por  otra  parte,  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia  de  Albay,  en  el  asunto  de  Delgado  vs.  Luna, 
resolvió  que  los  Inspectores  de  elección  no  debían 
cobrar   ninguna  clase  de  gastos  por  la   razón    de  que 

(X)     Art.  27. 
(2)     Art.  27. 
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á  sus  actos  se  debe  el  que  haya  sido  anulada  ln  elección, 
en  cuanto  al  cargo  de  Presidente  Municipal. 

Parece  indudable  que  los  gastos  y  costas  inci- 
dentales á  que  se  refiere  la  Ley,  son  aquellos  que 
ocasiona  la  presentación  de  la  protesta,  como  las  costas 
del  Juzgado,  la  citación  duoes  tecum,  los  gastos  de 
conducción  de  las  urnas  electorales,  los  gastos  de  viaje 
y  permanencia  de  testigos  en  el  Juzgado,  los  hono- 
rarios de  los  comisionados  que  el  Juzgado  pueda  nom- 
brar para  revisar  las  balotas. 

§  556.  Se  ha  sostenido,  en  una  opinión  del  Fis- 
cal General  interino  Mr.  Harvey,  que  el  Escribano 
del  Juzgado  no  está  autorizado  á  percibir  derechos, 
ni  compensación  de  ninguna  clase,  en  las  apela- 
ciones que  puedan  presentarse  ante  el  Juzgado 
sobre  inclusión  ó  exclusión  de  electores  del  censo 
electoral.  (1) 

§  557..  El  Auditor,  por  endoso  de  10  de  Di- 
ciembre de  1907  al  Tesorero  Provincial  de  la  La- 
guna, sostuvo  que  el  pago  de  los  comisionados  nom- 
brados por  el  Juzgado  debe  ser  abonado  por  la  Te- 
sorería Provincial  y  ser  tasado  después  como  parte 
de   costas   á   la  parte    vencida. 

§  558.  Se  ha  dicho  en  el  párrafo  554  que  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Hocos  Sur,  en  al- 
gunos casos  de  elecciones  disputadas,  ha  impuesto  á 
los  Inspectores  de  elección  multa  de  doscientos  pesos 
y  hasta  condenó  al  candidato  protestado  Sr.  Guer- 
rero al  pago  de  los  gastos  de  elecciones  especiales, 
por  haber  él  anunciado  su  candidatura,  siendo  in- 
elegible. La  práctica  de  condenar  á  los  Inspectores 
de  elección,  ó  al  candidato  protestado,  al  pago  de 
una  multa  por    la  irregularidad  que    pueda  haber  co- 

(1)     5,   G.   O.,   400. 
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metido,  ,no  parece  estar  bien  fundada  en  la  Ley.  Di- 
chas penas  deben  ser  impuestas  en  las  causas  cri- 
minales que  han  de  iniciarse  contra  los  infractores 
de  la  ley.  Condenar  á  los  Inspectores  de  elección 
dentro  del  procedimiento  de  elecciones  disputadas, 
por  irregularidades  cometidas  por  los  mismos,  como 
las  que  castiga  el  art.  30  de  la  Ley  Electoral,  es 
imponer  un  castigo  sin  el  debido  proceso  de  Ley, 
pues  en  estos  procedimientos,  ni  hay  información 
de  querella,  ni  los  Inspectores  tienen  oportunidad 
de  defenderse,  ni  pueden  apelar  de  la  decisión  del 
Juzgado,  aparte  de  que  los  Inspectores  de  elección, 
como  tales,  no  pueden  ser  verdaderas  partes  en  un 
procedimiento  para  disputar  una  elección.  Y  así  lo 
han  declarado  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Leyte,  en  el  asunto  de  Arévalo  vs.  Delgado,  de  Ungqy 
vs.  Villaflor,  y  el  Juzgado  de  la  Pampanga  en  el 
asunto  de  Mallari  vs.  Dison,  y  de  Llongson  y  otro 
vs.  Arnedo  y  otros,  ordenando  al  Ministerio  Fis- 
cal la  presentación  de  la  correspondiente  querella 
por  las  infracciones  y  fraudes  que  han  resultado  de 
la   investigación    de    la   protesta. 

§  559.  El  Juzgado  de  Manila,  en  la  protesta 
de  Mendiola  vs.  Villa,  condenó  al  protestado  al  pago 
de  las  costas  y  gastos  incidentales,  incluyendo  en  estos 
seiscientos  pesos  por  honorarios'  del  abogado  del  pro- 
testante. 

De  esta  resolución  del  Juzgado  surge  la  cuestión  de 
si  quedan  incluidos  ó  no  los  honorarios  del  abogado 
en  los  términos  empleados  por  la  Ley  costas  y  gas- 
tos  incidentales  á  la  protesta. 

La  palabra  "costas"  ha  sido  interpretada  por  la 
Corte  Suprema  en  el  asunto  de  J.  V.  Knights  vs. 
McMicking,    2,    Gr.    O.,   21,    y  significa   los  gastos  su- 
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fragados  por  la  parte  en  el  seguimiento  del  pleito. 
Estos  gastos  que  se  pueden  cobrar,  como  costas  á  la 
parte  vencida,  están  especificados  en  el  Art.  492  del 
Código  de  Procedimiento  en  Juicios  Civiles,  que  dice: 

De  las  costas  en  los  Juzgados  de  Primera  Instancia, — En  el 
juicio  celebrado  ante  un  Juzgado  de  Primera  Instancia,  la 
parte  vencedora  en  el  litigio  puede  reclamar  el  cobro  de 
las  siguientes   costas: 

Por  la  demanda  ó  contestación,  ocho  pesos. 

Por  su  comparecencia  y  la  de  su  abogado  durante  la 
tramitación  del  juicio  y  hasta  que  se  dicte  sentencia  defi- 
nitiva,   veinte  pesos- 

Por  cada  día  de  comparecencia  en  el  juicio  de  cada 
testigo  que  presentare,  un  peso,  más  sus  gastos  legales,  de 
viaje. 

Por  cada  deposición  que  legalmente  hiciere  tomar  y 
presentarse  como  prueba,  cinco  pesos. 

Por  la  exhibición  de  documentos,  títulos  ó  cualesquiera 
escritos  originales,  nada. 

Los  honorarios  legales  pagados  para  la  obtención  de  las 
copias  oficiales  du  dichos  documentos,  títulos  ó  escritos. 

Los  honorarios  legales  que  hubiere  pagado  por  la  en- 
trega ó  notificación  de  alguna  orden,  citación,  emplaza- 
miento ó  mandamiento  durante  el  juicio,  y  todos  los  que 
le  hubiere  cobrado  legalmente  el  escribano. 

§  560.  Determinados  así  los  gastos  que  se  deben 
cobrar,  como  parte  de  las  costas,  entendemos  que  las 
palabras  ' 'gastos  incidentales  á  la  protesta,"  no  sig- 
nifican mas  que  los  gastos  ocasionados  por  la  traída 
y  conducción  de  las  urnas  electorales  y  por  los  ho- 
norarios de  los  peritos    que  nombrare  el  Juzgado. 

§  561.  El  art.  489  del  Código  de  Procedimiento 
en  Juicios  Civiles  expresamente  dispone  que  no  se 
tasarán  los  honorarios  del  abogado  como  costas  contra 
la  parte  vencida,  excepto  en  los  casos  en  que  esta 
Ley  lo  determine,  sin  que  esto  perjudique  al  de- 
recho   del   abogado    de   cobrar    sus    honorarios    á   su 
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cliente.  El  objeto  de  esta  disposición  legal  es  evitar, 
en  lo  posible,  que  los  pleitos  causen  la  ruina  de 
los  litigantes,  y  si  este  es  el  caso,  la  razón  no  al- 
canza á  comprender  cómo  en  procedimientos  de 
elecciones  disputadas,  sin  declaración  expresa  de  la 
Ley,  se  puede  incluir  en  los  gastos  incidentales  á  la 
protesta,  los  honorarios  del  abogado,  que  en  juicios 
civiles  ordinarios  no  se  tasan  como  costas  contra  la 
parte  vencida,  á  menos  que  la  Ley  así  lo  declare 
expresamente. 


¿fió      í)Jó     ¿(fe 
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CAPITULO  XIII. 

Elecciones    protestadas. 

(  Confirmación. ) 


562.  Pruebas  legales. 

56B.  Pertinencia  de  las  pruebas. 

564-565.     Alegaciones  que  deben  probarse. 

566.  Impugnación  de  un   testigo   por   la   misma   parte 

que  lo  presentó. 

567.  Impugnación  de  un  testigo  por  la  parte  contraria. 

568.  Impugnación  de  un  testigo  por  causa  de  declara- 

ciones contrarias. 

569.  Recusación  de  un  testigo  que  no  es  elector  legal. 

570.  Apreciación  de  pruebas. 

571.  Jurisprudencia  Filipina  sobre  la  materia. 
572-573.  Doctrina  americana  sobre  la  materia. 
574  577.  Obligación  de  probar- 

578-579.  Presentación  de  las  urnas  electorales. 

580-584.  Apertura   de   las   urnas   electorales. 

585.  Reglas  sobre  el  recuento  de  las  balotas. 

586.  Nombramiento  de  Comisionados. 

587.  Informe  de  los  Comisionados. 

588.  Valor  probatorio  de  la  lista  electoral. 

589  592  Valor  probatorio  de  las  actas  de  elección. 

593-600.  Valor  probatorio  de  las  balotas. 

601.  Prueba  secundaria  sobre  el   contenido   de    la   ba- 
lota. 

602  605.  Declaración  de  los  votantes. 

606.  Declaración  de  los  Inspectores  de  elección. 

607-608.  Prueba  sobre  la  intención  del  elector. 

609.  Prueba  de  fraude. 

610.  Prueba  de  que  se  cometió  error  de  escrutinio. 

611.  Prueba  de  intimidación. 

612.  Prueba  de  soborno. 

613.  Prueba  de  una  combinación  ilegal. 

614.  Votos  ilegales. 

615.  Deducción  de  votos  ilegales  que  fueron  admitidos. 

616.  Inclusión  de  votos  legales  que  fueron  rechazados. 
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617.  Pruebas    circunstanciales   sobre    la   intención  del 

elector. 

618.  Práctica  de  nuevas  pruebas. 

619.  Presunción  relativa  á  la  legalidad  de  votos. 

620.  Presunción   relativa   á  los  actos  de  los.  funciona- 

rios de  elección. 


Pruebas   legales. 

§  562.  El  art.  274  del  Código  de  Procedimientos 
en  juicios  civiles  establece  que  las  reglas  sobre  las 
pruebas  legales  serán  las  mismas  en  todos  los  Tribu- 
nales de  las  Islas,  y  en  todos  los  juicios,  á  menos 
que  expresamente  dispongan  otra  cosa  las  leyes.  La 
Ley  Electoral,  aprobada  cinco  años  después  del  ci- 
tado Código,  no  dispone  nada  sobre  pruebas  en  asuntos 
de  elecciones  disputadas.  Por  tanto,  las  disposiciones 
del  citado  Código,  sobre  pruebas  en  juicios  civiles, 
son  aplicables  á  las  protestas  electorales,  porque  no 
es  razonable  suponer  que  la  Comisión  de  Filipinas 
haya  tratado  de  establecer  un  procedimiento  para 
protestar  contra  una  elección,  sin  conceder  á  las 
partes  interesadas  medios  de  probar  sus  respectivas 
alegaciones.  Y  así  se  ha  observado  unánimemente 
por  las  Cortes  de  Primera  Instancia,  admitiendo  en 
la  vista  de  las  protestas  todos  los  medios  de  prueba 
reconocidos  en    derecho. 

Exponer  aquí  toda  la  teoría  de  evidencia,  des- 
arrollada en  los  capítulos  10  y  12  del  Código  de  Pro- 
cedimientos en  juicios  civiles,  nos  alejaría  mucho  de 
nuestro  objeto.  Basta  decir  que  las  reglas  sobre  la 
admisión  é  interpretación  de  documentos,  sobre  la 
prueba  secundaria  de  su  contenido,  sobre  la  cali- 
ficación é  incapacidades  de  los  testigos,  son,  en  ge- 
neral, aplicables  á  los  asuntos  de  protestas  contra 
elecciones. 

45 
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F*ertinenoia  de  las  pruebas. 

§  563.  La  prueba  debe  ajustarse  á  la  esencia 
de  las  alegaciones  importantes  y  ser  pertinente  á  la 
cuestión  que  se  discute.  Deben  evitarse,  por  lo  tanto, 
las  cuestiones  que  no  atañen  directamente  al  objeto 
del  litigio.  Con  todo,  el  Juzgado  puede  permitir  la 
investigación  de  un  hecho  accesorio,  cuando  esté  re- 
lacionado directamente  con  la  cuestión  del  litigio  y 
es  esencial  para  su  debido  fallo,  ó  cuando  afecta  á  la 
veracidad    de   los   testigos.  (1) 

Alegaciones  que  dek>en  probarse. 

§  564.  Cualquiera  que  sea  el  fundamento  de  la 
protesta,  debe  probarse  afirmativamente.  Pero  aquellas 
alegaciones  en  la  protesta  ó  contestación,  que  carecen 
de  importancia  para  los  puntos  del  litigio,  no  necesitan 
de    pruebas. 

Cada  una  de  las  paites  debe  probar  sus  propias 
alegaciones  afirmativas.  No  es  necesario,  sin  embargo, 
aducir  pruebas  como  fundamento  de  alguna  alegación 
negativa,  á  no  ser  que  ésta  forme  parte  integrante 
de  la  afirmación  del  derecho  ó  título  en  que  se  funda 
la  acción  ó  la  defensa,  ni  aun  en  el  caso  de  que  dicha 
alegación  fuese  la  negación  de  la  existencia  de  un 
documento,  cuya  custodia  incumbe  á  la  parte  con- 
traria. <2) 

§  565.  "No  puede  haber  duda  alguna  en  cuanto 
al  derecho  que  tiene  una  persona  interesada  en  la  dis- 
puta de  un  cargo,  de  demostrar,  mediante  el  testimo- 
nio de  un  votante,  que  la  balota  acreditada  á  él  no 
dice  la  verdad  en  lo  que  á  su  voto  toca,  pero,  á 
fin  de  permitir  la  presentación  por  el  recurrente,    de 

(1)  Art.  296  del  C.  de  P.  C. 

(2)  Arts.  295  y  297  del  C.  de  P.  C. 
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semejante  testimonio,   debe   haber  alegaciones  confor- 
mes  con    la    prueba    que    se    ofrece.     No    existí1,    sin 
embargo,    regla    alguna    de    alegaciones    que    requiera 
al    recurrido    impugnar,   por    medio   de  afirmación,    la 
naturaleza    ó    carácter   de    la  prueba  que    ha   de    ser 
ofrecida  por  el  recurrente.  Por  consiguiente,  él  puede, 
sin   la  correspondiente  aseveración  en  su  con  testación , 
demostrar  que  las  balotas   ofrecidas  como  prueba  por 
el  recurrente,  han  sido  alteradas  fraudulentamente.   En 
los  casos  en  que  la  protesta  ó  solicitud  alega  específica- 
mente que  ciertos  votos  ilegales  fueron  depositados  en 
ciertos  precintos,   y  después  añade  que  otros  votos  ile- 
gales fueron  depositados  en  favor  del  recurrido,  esta  ale- 
gación referente  á  otros  votos  ilegales  es  demasiado  ge- 
neral y  será  desestimada  mediante  demurrer;  pero  si  el 
recurrido,    en    vez   de    excepcionarse   en  su  escrito  de 
contestación,   pone   la  alegación   en    discusión,    el    re- 
currente puede  probar  otros  votos  ilegales  además  de 
los   específicamente    alegados    en    su    protesta   ó    soli- 
citud.   En  los  casos  en  que  el  recurrente  alega  fraude 
en  ciertos  distritos  electorales,    él  debe,   por  supuesto, 
limitarse    á   esos   distritos    particulares   en    la   presen- 
tación    de    sus   pruebas.     Pero    si   el   recurrido    alega 
que  se    recibieron  y  contaron   votos  ilegales  en  otras 
secciones  electorales  en  el   distrito,    esto  incluye  tam- 
bién   á  esas  secciones  en   la   disputa,   y  el   recurrente 
tiene     asimismo    derecho    al    beneficio    de    cualquiera 
prueba    á  su  favor   en    esos   precintos,    porque   el  re- 
currido no  puede  utilizar  parte   de  las  pruebas  que  le 
convenga   y   rechazar   el   resto.    La   equivocación     en 
el  recuento  de  votos  recibidos  por  un  candidato  para 
un  cargo,  cometida  por  la  Junta  de  escrutinio,  ya  sea 
involuntariamente,  ó  de  otro  modo,  es  buen  fundamento 
para  disputar   la    elección    y  es   admisible    la    prueba 
de  la  misma,   ya  sea  bajo  un  informe  especial  de  se- 
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mejante  equivocación,  ó  bajo  una  alegación  general 
de  que  el  recurrente  recibió  mayor  número  de  votos 
legales  que  su  contrincante,  porque  con  arreglo  á 
esta  última  es  admisible  cualquiera  prueba  que  tienda 
á  demostrar  el  verdadero  número  de  votos  legales 
recibidos  por  cualquiera  de  las  partes.  Donde  se  alegue 
equivocación  en  el  recuento  de  votos,  no  es  ma- 
terial que  se  pruebe  la  causa  de  la  equivocación 
alegada;  la  cuestión  que  se  ha  de  determinar  es: 
¿hubo  equivocación  en  el  recuento  de  votos  y,  en 
su  caso,  hasta  qué  grado?  La  causa  de  la  equivo- 
cación, es  inmaterial.  Es  importante  la  afirmación  de 
que  el  recurrente  es  un  elector  del  distrito,  y  si  se 
niega  por  el  escrito  de  contestación,  aquélla  se  debe 
probar,  porque  de  lo  contrario  debe  fracasar  la  pro- 
testa. La  Corte,  al  conocer  de  un  caso  de  elección 
disputada,  no  actúa  á  manera  de  una  Junta  de  es- 
crutinto,  sino  en  su  capacidad  judicial,  y  no  puede 
rechazar  ó  investigar  la  legalidad  de  los  votos,  á 
menos  que  tales  votos  sean  impugnados  por  las  ale- 
gaciones." W 

Impugnación   de  un   testigo  fzoir   le*  misma 
parte  ciue  lo  presento. 

§  566.  La  parte  que  presentare  un  testigo,  no 
podrá  impugnar  la  buena  reputación  de  éste,  mediante 
pruebas  de  mala  conducta,  pero  puede  contradecirle 
por  medio  de  otras  pruebas.  Si  el  Tribunal  lo  per- 
mitiere, con  el  fin  de  demostrar  que  el  testigo  le  en- 
gañó, induciéndole  á  que  le  hiciera  comparecer,  puede 
dicha  parte  demostrar  que  el  mencionado  testigo  ha 
prestado  en  otras  ocasiones  declaraciones  contrarias  á 
las  que  acaba  de  prestar.  <2) 

(1)  15,  Cvc,  414. 

(2)  Art.   340  Ibid. 
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Impugnación    de   un    testigo    por    la    parte 

contraria. 

§  567.  El  testigo  puede  ser  impugnado  por 
la  parte  contra  la  cual  se  le  citó,  mediante  prueba 
contradictoria  de  su  declaración,  ó  de  su  falta  de  ve- 
racidad, honradez  é  integridad;  pero  no  puede  im- 
pugnársele con  prueba  de  malas  acciones  determina- 
das, á  menos  que  sea  por  medio  de  examen  de  tes- 
tigos ó  que  por  la  inscripción  de  alguna  sentencia 
pueda  demostrarse  que  ha  sido  convicto  de  un  de- 
lito grave.  (1> 

Impugnación  de   un  testigo   por  causa  de 

declaraciones  contrarias. 

§  568.  También  se  puede  impugnar  á  un  tes- 
tigo, mediante  prueba  de  que  en  otras  ocasiones  hizo 
declaraciones  contrarias  al  testimonio  que  presta  actual- 
mente; pero,  para  que  pueda  hacerse  esto,  se  le  deben 
repetir  las  declaraciones,  mencionando  las  circunstan- 
cias de  tiempo  y  lugar,  y  las  personas  presentes,  y 
preguntar  si  realmente  hizo  dichas  declaraciones,  y 
en  caso  afirmativo,  permitirle  que  se  explique.  Si  hu- 
bieren sido  declaraciones  escritas,  se  le  deben  poner  de 
manifiesto,  antes  de  que  se  le  haga  pregunta  alguna 
respecto  á  ellas.  (2> 

Recusación  de  un  testigo  cjue  no  es  elec- 
tor legal. 

§  569.  Si  un  elector  ilegal  se  presenta  como 
testigo  y  declara  que  él  votó  á  favor  de  cierto  can- 
didato, es  admisible,  para  impugnar  su  testimonio,  la 
prueba  de  declaraciones  contradictorias  hechas  por  él 
fuera   del   Juzgado,  al  igual  que  en  otros  casos,  des- 


(1)  Art.   342  del  C.  de  P.  C. 

(2)  Art.  343  del  C.  de  P.  C. 
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pues    de    exponer  el  debido   fundamento    para  su  ad- 
misión. (1) 

Apreciación  de  pruebas. 

§  570.  Al  determinar  los  fundamentos  en  que 
se  apoya  la  importancia  ó  el  peso  de  la  prueba  sobre 
la  materia  del  litigio,  el  Tribunal  puede  tener  en 
cuenta  todos  los  hechos  v  circunstancias  del  caso, 
la  manera  de  declarar  los  testigos,  su  inteligencia, 
los  medios  y  facilidades  que  han  tenido  para  cono- 
cer los  hechos  sobre  que  están  declarando  y  la  na- 
turaleza de  estos,  la  verosimilitud  ó  inverosimilitud 
de  su  testimonio,  su  interés  ó  su  desinterés,  y  tam- 
bién la  fe  que  merecen  sus  personas,  según  se  des- 
prenda legítimamente  de  la  vista  del  juicio.  El  Tri- 
bunal puede  también  tener  en  cuenta  el  número  de 
los  testigos,  aunque  la  preponderancia  de  las  pruebas 
no  consiste  necesariamente  en  el  número  de  estos.  (2) 

Jurisprudencia    filipina  sobre    la    materia, 

§  571.  La  Jurisprudencia  Filipina  tiene  senta- 
das numerosas  doctrinas  interpretativas  del  sistema 
probatorio  vigente  en  estas  Islas;  pero  solamente  ci- 
tamos las  siguientes,  que  consideramos  como  de  ge- 
neral   aplicación    á    los    asuntos   electorales: 

a)  Las  partes  litigantes  no  están  obligadas  á 
presentar  todos  los  testigos  que  puedan,  si  es  sufi- 
ciente un  número  menor  de  ellos  para  establecer  el 
hecho* 6  hechos  que  desean  probar.  En  este  caso, 
el  dejar  de  llamar  á  los  testigos  restantes  no  puede 
dar  lugar  á  una  presunción  desfavorable  contra  la 
parte  que,  creyéndolo  innecesario,  no  los  presenta.  (3) 


(1)  15,  Cyc,  423. 

(2)  Art.  273  del  C.  de  P.  C. 

(3)  Modesto  ?>«.  Leyva,  Jur.  Fil.,  6,  193. 
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b)  La  protesta  contra  la  admisión  de  determi- 
nada prueba  debe  hacerse  antes  de  que  el  testigo 
conteste  á  la  pregunta.  Cuando  no  se  formula  tal 
protesta,  el  pedimento  para  qué  se  tache  la  respuesta 
viene,    por   regla   general,    fuera    de    tiempo.   ^ 

c)  No  constituye  error  de  derecho  el  permitir 
que  se  pruebe,  por  medio  de  un  testigo,  lo  que  ya  se 
ha  permitido  que  se  pruebe  sin  protesta,  por  otro  an- 
terior. (2) 

d)  Debe  rechazarse,  por  impertinente,  una  pre- 
gunta que  tenga  por  objeto  obtener  de  un  testigo 
declaraciones  sobre  extremos  acerca  de  los  cuales  no 
hay  cuestión  alguna.  (3) 

e)  Cuando  el  demandado  ha  presentado  como 
prueba  parte  de  unos  autos  ó  expediente,  no  constituye 
error  el  admitir  todo  el  expediente,  como  prueba  á  pe- 
tición del  demandante.  (4) 

f)  Después  de  probada  la  pérdida  ó  destrucción 
de  un  documento,  procede  admitir  prueba  testifical 
acerca  de  su  contenido.  (5) 

g)  Acreditada  debidamente  la  desaparición  ó  la 
pérdida  de  un  documento  original,  el  artículo  321  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  permite  se  proceda  á  la 
prueba  del  texto  del  documento  extraviado,  pudiendo 
comprobarse  su  contenido,  entre  otros,  por  medio  de 
una  copia  simple  y  por  el  testimonio  de  los  que  pre- 
senciaron su  otorgamiento  y  de  los  qire  firmaron  como 
testigos  instrumentales.  (6) 

h)  El  contenido  de  una  carta  no  es  admisible 
como  prueba,  á  menos  que  proceda,  como  parte  inte- 
grante,  del  res  oestte,   ó  como  confesión  extrajudiciál 


(1)  De  Dios  Chua  Soco  vs.  Veloso,  G.  O.,  1,  356;  Jur.  Fil.,  2,  68Sk 
(2)  Pastor  vs.  Gaspar  G.  O.,  1,  875;  Jur.  Fil.,  2,  618.  (3)  Pastor  vs. 
Gaspar,  1,  G.  O.,  875;  Jur  Fil.,  2,  618.  (4)  Matías  vs.  Alvarez,  G.  O., 
6,  710.  (5)  Art.  284  del  O.  de  P.  C.  (6)  Timbol  vs.  Manalo  v  otros,  4, 
G.   O..  616;  Jur.  Fil.,  6,  263. 
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ó  bajo  cualquier  otra  regla  que  constituye  excepción 
de  la  admisibilidad  de  esta  clase  de  pruebas.  W 

i)  No  se  infringe  ley  alguna,  cuando  se  deses- 
tima la  opinión  del  testigo  acerca  de  la  interpreta- 
ción que  deba  darse  á  los  escritos  ó  documentos  pre- 
sentados  como  prueba.  (2) 

j)  Cabe  rechazar  por  impertinente  una  pregunta 
que  tenga  por  objeto  obtener  de  un  testigo,  que  no 
ha  sido  presentado  como  perito,  su  opinión  acerca 
de  lo  que  él  haría  en  la  hipótesis  de  que  concu- 
rrieran tales  y  cuales  circunstancias.  (3) 

k)  Las  pruebas  de  referencia  son  comúnmente 
admitidas  por  los  Tribunales  en  materia  de  paren- 
tesco, como  excepción  de  la  regla  general  de  la  ad- 
misibilidad   de  las  pruebas  de  referencia.  (4) 

Doctrina  americana  sobre  la  materia. 

§  572.  Iguales  doctrinas  se  sostienen  en  Amé- 
rica referentes  á  las  pruebas  sobre  protestas  contra 
elecciones. 

1)  En  las  protestas  electorales,  las  Cortes  deben 
aplicar  las  mismas  reglas  sobre  pruebas  y  sentar  las 
mismas  conclusiones  según  los  hechos,  al  igual  que 
en  un  pleito  ordinario  sobre  derechos  de  propiedad.   (5) 

2)  Es  aplicable  á  casos  electorales  la  regla  ge- 
neral de  que  se  debe  requerir  la  mejor  prueba  que 
se  pueda  obtener,  si  bien  quizás  los  Comités  de  Eleccio- 
nes no  insistirían  tanto  en  ella,  como  las  Cortes.  Cuando 
la  prueba  es  una  cosa  que  debe  constar  por  escrito, 
no  es  admisible  la  declaración  testifical,  á  menos  que 
la  prueba  por  escrito  se  haya  perdido  ó  destruido.  (6) 


(1)  Pastor  vs.  Gaspar  y  otros,  1,  G.  O.,  875;  Jur.  Fil.,  2,  618.  (2) 
Pastor  vs.  Gaspar  y  otros  1,  G.  O.,  875;  Jur.  Fil.,  2,  618.  (3)  EE.  UU. 
y  Pastor  vs.  Sotto,  2  Jur  Fil.,  259;  1  G.  O  ,  875.  (4)  EE.  UU.  vs.  Ber- 
gantino  2,  G.  O.,  113;  Jur.  Fil..  3,  121.  (5)  15,  Cyc,  p.  418.  (6)  10, 
Ara.   &  Eng.  Ency.  of  Law,  840. 
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3)  Se  lia  sostenido  en  un  número  de  casos  del 
Congreso  que  algunos  documentos  eran  admisibles 
como  pruebas,  con  el  objeto  de  probar  los  hechos 
que  constan  en  ellos.   (1) 

4)  Á  menos  que  la  cuestión  sea  tal  que  re- 
quiera un  testimonio  pericial,  no  se  deberá  admitir 
la  opinión  de  testigos  para  determinar  los  puntos  en 
controversia.   (2) 

5)  Deben  rechazarse  las  pruebas  de  referencia, 
los  rumores  públicos  y  los  cálculos  vagos  sobre  nú- 
meros.   (3) 

§  573.  McCrary  igualmente  sostiene  que  las  re- 
glas sobre  pruebas  son  aplicables  á  los  casos  de  elec- 
ciones disputadas-  La  regla  general,  dice  en  la  pág. 
339  de  su  obra  sobre  elecciones,  es  que  las  reglas 
ordinarias  de  evidencia  se  aplican  lo  mismo  á  los 
casos  de  elección  que  á  los  otros  casos.  La  prueba 
debe  referirse  al  punto  en  controversia  y  debe  ser 
relevante.  La  obligación  de  probar  recae  siempre  sobre 
el  protestante,  ó  á  la  parte  que  ataca  el  recuento 
ó  el  certificado  oficial.  La  presunción  es  que  los  ofi- 
ciales de  la  Ley  encargados  de  asegurar  y  declarar 
el  resultado  han  cumplido  con  su  deber  fielmente. 
En  un  caso  de  elección  disputada,  sin  embargo,  cuando 
la  cuestión  versa  sobre  quién  recibió  mayor  número 
de  votos,  esta  presunción  puede  ser  rebatida  y  des- 
truida por  prueba  en  contrario.  Si  un  votante  des- 
calificado rehusa  contestar  acerca  de  cómo  votó,  ó 
si  no  puede  ser  encontrado  para  ser  examinado  como 
testigo,  debería  haber  más  liberalidad  en  conceder 
que  se  demuestre  el  hecho  por  pruebas  circunstan- 
ciales.   Puede  ser  demostrado   que  un  votante    ilegal 


(1)  Am.  and  Eng.  Ene.  of  Law,  10,  pág.  843. 

(2)  lbid.,   pág.  842. 

(3)  lbid.,  pág.  841. 
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solicito  que  se  le  diese  una  balota  especial  en  la 
votación ;  que  no  se  usaron  en  la  votación  balotas 
raspadas   y   otras   cosas    por   el    estilo. 

Obligación  do  probar. 

§  574.  El  Gobernador  General  Ide,  en  la  pro- 
testa de  Pastor  vs.  Villanueva,  dijo:  "El  candidato  que 
recibe  una  mayoría  de  los  votos  tiene  derecho,  prima 
facie,  á  ser  declarado  elegido,  y  que  no  es  deber  suyo 
probar  que  cada  votante  que  votó  á  su  favor  estaba 
habilitado  para  hacerlo,  sino  que  el  trabajo  de  esta- 
blecer los  hechos  necesarios  para  invalidar  una  elec- 
ción, que  de  otro  modo  sería  regular,  recae  sobre  los 
protestantes. "  (1) 

§  575.  Y  el  Juzgado  de  Rizal,  en  la  protesta 
de  Lope  K.  Santos  vs.  Tupas,  declaró:  "La  simple 
alegación  de  hechos  no  puede  sostener  la  protesta, 
pues  en  estos  asuntos,  como  en  todos  los  demás,  la 
obligación  de  probar  los  hechos  que  invalidan  una 
elección   corresponde    al   protestante. " 

§  576.  La  misma  regla  se  sostiene  por  el  Juz- 
gado de  Cápiz  en  el  asunto  de  Bar  redo  vs.  Bulaclac. 
"El  fraude,  dice  la  Corte,  no  se  presume  sino  que  debe 
probarse,  aunque  no  sea  masque  por  prueba  indiciaría; 
y  cuando  las  circunstancias  pueden  explicarse  bajo  la 
hipótesis  de  buena  fe,  esta  explicación  debería  pre- 
valecer más  que  otra  que  indicase  una  intención  frau- 
dulenta. " 

§  577.  Y  en  la  Enciclopedia  Americana  en- 
contramos también  sentada  la  doctrina  siguiente:  "En 
una  protesta  iniciada  por  un  candidato  derrotado,  el 
certificado  de  la  Junta  de  Escrutinio  es  prueba  prima 
facie  del    resultado   de   la    elección ;    y   el    recurrente. 


(1)     O.  E.  N.°   20,  Serie  de  1906. 
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cualquiera    que    fuese    el    fundamento  de  su    protesta, 
tiene  obligación   de    probarlo. "  W 

Presentación  de  las  urnas  electorales. 

§  578.  El  Juzgado  que  conoce  del  asunto  "man- 
dará inmediatamente",  dice  la  ley,  que  las  listas  elec- 
torales y  todas  las  papeletas  usadas  en  la  elección 
se  presenten    ante   él  para   ser   examinadas. 

Esta  disposición  descansa  indudablemente  en  la 
necesidad  de  proteger  las  urnas  electorales,  de  toda 
alteración,  cambio  ó  sustracción  de  balotas,  después 
de    protestada    una    elección. 

§  579.  Que  el  Juez,  y  no  el  Escribano  del 
Juzgado,  es  quien  debe  ordenar  la  presentación  de 
las  urnas,  así  resulta  de  la  regla  sentada  por  el  Juz- 
gado de  Manila,  en  el  asunto  de  Mendiola  vs.  Villa, 
y  de  Gómez  vs.  Diokno,  anulando  la  orden  de  pre- 
sentación de  las  urnas,  librada  sólo  por  disposición 
del    Escribano. 

Apertura  de»  las  urnas  electorales. 

§  580.  Cuando  se  admiten  como  correctas  las 
actas  electorales  y  la  protesta  se  funda  únicamente 
en  la  inelegibilidad  del  candidato  triunfante,  no  será 
necesario  el  examen  de  las  urnas  y  papeletas  usadas 
en  la  elección.  La  prueba  deberá  reducirse  á  demos- 
trar las  causas  ó  motivos  de  inelegibilidad  alegados 
en    la    protesta. 

Si  la  protesta  alega  que  se  han  cometido  fraudes 
en  la  preparación  de  las  balotas  ó  en  la  redacción 
de  las  actas,  ó  errores  de  escrutinio,  las  urnas  elec- 
torales  deberán    ser   examinadas. 

§  581.  El  Juzgado  de  Leyte,  en  el  asunto  de 
Hilbano   vs.    Recalde,    sostuvo   que:    "á  pesar  de   que 


(1)     15,  Cyc.  p.  416. 
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la  moción  no  contiene  alegaciones  referentes  al  es- 
crutinio, como  está  certificado  por  la  Junta  de  Ins- 
pectores, es  deber  del  Juzgado,  según  el  l.er  pá- 
rrafo del  art.  27  de  la  Ley  Electoral,  cerciorarse  sobre 
este  punto,  y  al  efecto  nombró  comisionados  para 
examinar   las  urnas. " 

§  582.  Por  otra  parte,  el  Juzgado  de  Cápiz,  en 
el  asunto  de  Hontiveros  vs.  Hatiana,  habiendo  pe- 
dido el  protestante  que  las  urnas  de  24  precintos 
electorales  de  la  provincia  fuesen  abiertas  y  conta- 
das las  papeletas,  ordenó  que  se  abriesen  ocho  de 
las  urnas  y  se  contasen  las  papeletas;  pero  se  negó  á 
ordenar  que  fuesen  abiertas  las  urnas  restantes,  bajo  el 
fundamento  de  que,  en  cuanto  á  éstas,  el  protestante 
no  había  presentado  prueba  alguna  de  fraudes  co- 
metidos  en    aquellos  precintos. 

§  583.  La  protesta  del  Sr.  Hontiveros,  presen- 
tada ante  el  Juzgado  de  Cápiz  contra  el  Sr.  Habana, 
contiene    las    siguientes    alegaciones: 

1.a  Que  en  dichas  elecciones  era  candidato  á  Gober- 
nador el  protestante  y  á  3.er  Vocal  de  la  Junta  Provin- 
cial el  Sr.  Simeón  Dádivas,  ambos  por  el  partido  pro- 
gresista, siendo  competidores  suyos,  respectivamente, 
los  Señores  Antonio  Habana  y  Rafael  Acuña,  del  bando 
conocido  en  la  provincia  con  el  nombre  de  modernista. 

2.a  Que  el  resultado  de  dichas  e'ecciones,  publicado 
por  las  Juntas  electorales,  en  lo  que  respecta  á  los  men- 
cionados cargos  provinciales,  es  en  favor  de  los  expre- 
sados candidatos  Señores  Habana  y  Acuña  por  mayoría 
de  votos. 

3.a  Que  el  protestante  no  está  conforme  con  seme- 
jante resultado,   por  las  razones   siguientes: 

(a)  Porque,  según  tiene  entendido,  no  se  ha  aplicado 
á  su  favor,  ni  al  Sr.  Dádivas,  gran  número  de  votos 
que,  si  se  les  hubiese  aplicado  respectivamente,  hubieran 
dado  una  mayoría  en  favor   de  los  mismos. 

(b)  Porque,  en  cambio,  se  aplicaron  balotas  á  dichos 
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dos   candidatos   modernistas,   Señores  Habana   y   Acuña, 
que   debieron   rechazarse. 

(c)  Que  todo  esto  ha  obedecido  á  que  casi  todas  las 
Juntas  electorales  son  compuestas  de  miembros  ó  Inspec- 
tores afiliados  á  dicho  bando  modernista,  excepto  los  de 
la   sub-provincia    de    Romblón. 

§  584.  Habiéndose  alegado  en  dicha  protesta 
que  se  han  cometido  errores  en  el  escrutinio  de  todos 
los  votos  depositados,  parece  que  la  mejor  prueba 
de  tales  errores  son  las  mismas  balotas.  Si  al  pro- 
testante no  se  le  permite  el  examen  de  todas  las 
urnas  usadas  en  la  elección  protestada,  quedaría  im- 
posibilitado de  probar  sus  alegaciones,  puesto  que 
declaraciones  de  testigos  sobre  tales  errores  sólo  se- 
rían   admisibles   con    vista   de    las    balotas. 

La  mejor  manera  de  probar  que  cierto  número 
de  balotas  de  electores  que  no  saben  escribir  fueron 
preparadas  fraudulentamente  es  exhibir  las  balotas 
mismas  de  todos  los  precintos  electorales;  y  la  única 
prueba  que  se  puede  aducir  para  demostrar  que  el 
escrutinio  de  votos  no  es  correcto  es  el  examen  de 
las  balotas  mismas.  El  protestante  no  podrá  presentar 
testigos  simplemente  para  declarar  que  ciertos  elec- 
tores fueron  engañados  en  la  confección  de  sus  ba- 
lotas por  los  Inspectores  de  elección,  si  no  se  descu- 
bren   las   balotas    mismas. 

Reglas  sobre  el   recuento  de  balotas. 

§  585.  Como  precedente  de  la  facultad  de  las 
Cortes,  de  ordenar  el  recuento  de  las  balotas  en  los  casos 
de  elecciones  protestadas,  tomamos  de  la  Enciclopedia 
americana  las  siguientes  reglas: 

a)  Toda  solicitud  de  un  candidato,  pidiendo  re- 
cuento de  las  balotas  con  arreglo  á  la  Ley,  debe  ma- 
nifestar á  quién  decidió  la  Junta  de  escrutinio  como 
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elegido  al  cargo,  á  fin  de  que  se  le  pueda  dar  aviso 
de  la  protesta.  Una  solicitud  que  no  afirme  que  hubo 
fraude  ó  equivocación,  ó  hechos  de  los  cuales  aquéllos 
pueden  deducirse,  sino  que  simplemente  sólo  se  po- 
dría hacer  justicia  mediante  un  recuento  de  los  votos, 
no  es  suficiente  para  autorizar  un  recuento.  Una  so- 
licitud de  recuento  de  balotas,  que  no  se  ha  ofre- 
cido, como  parte  de  las  pruebas  de  una  parte  inte- 
resada, debe  conformarse  con  los  requisitos  reglamen- 
tarios relativos  á  tales  solicitudes,  y  no  es  suficiente 
una  mera  petición    oral.  (1) 

b)  Con  arreglo  al  peso  de  la  autoridad,  sin  em- 
bargo, no  se  puede  obtener  la  apelación  á  las  ba- 
lotas mismas,  hasta  que  el  promovente  aduzca  prueba 
que  sea,  prima  facie,  un  caso  que  indique  al  menos 
la  probabilidad  de  que  un  recuento  decidiría  la  elec- 
ción en  su  favor;  que  hubo  fraudes,  irregularidades, 
ó  equivocaciones  cometidas  en  la  aceptación  de  las 
balotas  y  en  la  certificación  de  su  recuento.  Una 
parte  no  tiene  derecho  á  pedir  el  recuento  de  las 
balotas  por  mero  tanteo.  Se  le  debe  requerir  que 
presente  alguna  prueba  que  dé  motivo  para  suponer 
que  los  Inspectores  ó  Jueces  de  elección  pudieran 
haber  procedido  de  mala  manera.  Pero,  cuando  el 
estado  de  las  pruebas  es  tal  que  ponga  en  tela  de 
juicio  la  exactitud  del  recuento  hecho  por  los  Ins- 
pectores ó  Jueces  de  elección,  procede  el  decreto  de 
un   recuento   judicial.  (2) 

c)  Á  fin  de  inducir  á  la  Corte  que  ordene  el 
recuento  de  todas  las  urnas  de  un  distrito  (provin- 
cia), se  debe  aducir  alguna  cosa  determinada  contra 
cada  una  de  ellas.  (3) 


(1)  15,  Cyc.,  429. 

(2)  15,  Cyc,  429. 

(3)  15,  Cyc,  430. 
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d)  Se  ha  sostenido  que  en  una  protesta  regla- 
mentaria, en  que  el  promo vente  alegue  error,  equi- 
vocación, fraude,  mala  conducta  ó  corrupción  en  el 
recuento  de  balotas,  ó  declaración  del  resultado  de 
una  elección,  procede  ordenar  el  recuento  de  las  ba- 
lotas como  una  cosa  sabida,  á  petición  de  la  parte 
protestante,  porque  las  balotas  mismas,  si  se  conser- 
varon debidamente,  son  la  más  alta  y  mejor  prueba 
de  la  expresión  de  la  voluntad  de  los    votantes.  (1) 

e)  No  se  decretará  el  examen  y  recuento  de 
las  balotas,  en  los  casos  en  que  la  duración  del  cargo 
disputado  expiraría  antes  de  que  se  pueda  terminar 
semejante  recuento  y  se  pueda  hacer  justicia  sus- 
tancial al  recurrente,   según  el  aspecto  de  las  actas.  (2) 

f)  La  Corte  no  decretará  la  apertura  de  la  urna 
para  saber  á  favor  de  quién  se  depositaron  los  votos 
ilegales  alegados,  á  menos  que  sean  suficientes  en  nú- 
mero para  alterar   el  resultado   de   la   elección.   (3) 

g)  Una  disposición  legal  referente  al  recuento 
de  balotas  depositadas  en  una  elección,  prescribiendo 
que  los  antecedentes  así  enmendados  deberán  tenerse 
por  verdaderos  antecedentes  de  la  elección,  no  quita 
la  jurisdicción  de  la  Corte  de  corregir  errores  de 
ley  que  patentemente  aparecen  en  el  expediente.  (4) 

h)  En  los  casos  en  que  la  Constitución  dis- 
ponga que  sólo  en  procedimiento  de  elecciones  pro- 
testadas se  podrán  abrir  las  urnas  y  contar  los  votos, 
se  sostiene  que  esto  se  refiere  solamente  á  protestas  re- 
glamentarias, en  que  el  promovente  trata  no  sólo 
de  desposeer  al  que  esté  ejerciendo  el  cargo  ilegal- 
mente,  sino  que  sea  colocado  en  el  puesto,  y  que 
no  se  puede  obtener  un  recuento  en  un  procedi- 
miento   de    QUO    WARRANTO.    (5) 


(1)     15,Cvc.,429.     (2)  15,  Cyc.,  430.     (3)  15,  Cyc.,  430.     (4)  15,  Cyc, 
431.     (5)    15,  Cyc,  431. 
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i)  El  examen  y  recuento  de  balotas  pueden  ser 
delegados   á  un  Comité  de   un  Cuerpo  legislativo  (1^ 

Nombramiento  de  Comisionados. 

§  586.  Cuando  el  Juzgado  ordene  el  examen 
de  las  balotas  usadas  en  una  elección,  nombrará,  según 
el  artículo  27  de  la  Ley,  las  personas  que  para  ello 
sean  necesarias,  y  fijará  su  retribución  que  primera- 
mente será  pagada  por  el  Tesorero  provincial,  pero 
después  será  reintegrada  por  la  parte  vencida  como 
parte    de    las   costas. 

El  examen  de  las  balotas,  según  se  ha  obser- 
vado en  algunos  casos,  puede  practicarse  por  el  mismo 
Juzgado  con  presencia  de  las  partes,  sobre  todo  cuando 
el  número  de  votos  depositados  sea  tan  reducido 
que  el  trabajo  material  que  para  ello  se  requiere  no 
perjudique  la  buena  administración  de  los  asuntos 
del    Juzgado. 

Informe  de  los  Comisionados. 

§  587.  Los  Comisionados  nombrados  por  el  Juz- 
gado deben  examinar  las  urnas  conforme  á  las  ins- 
trucciones del  Juzgado.  Su  informe  sobre  la  admi- 
sibilidad de  las  balotas,  sobre  la  calificación  de  si 
están  ó  no  marcadas,  sobre  la  identidad  de  la  es- 
critura, está  sujeto  á  la  determinación  final  del  Juz- 
gado. Así  resulta  del  caso  de  Hendióla  vs.  Villa,  en 
que  el  Juzgado,  separándose  del  criterio  de  los  co- 
misionados, falló  el  asunto  según  su  propio  cono- 
cimiento de  los  hechos,  declarando  fraudulentas  é 
ilegales  601  balotas.  El  mismo  proceder  fué  obser- 
vado por  el  Juzgado  en  la  protesta  de  Gómez  vs. 
Diohw,  anulando  190  balotas  del  Dr.  Gómez  y  681 
del    Sr.    Diokno. 


(1)     15,  Cyc/430. 
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Valor  probatorio  d^  le*  liste*  electoral. 

§  588.  La  lista  electoral  en  elecciones  dispu- 
tadas, tal  como  fué  definitivamente  corregida  por  la 
Junta  de  inspectores,  es  decisiva  por  lo  que  se  re- 
fiere á  quién  tiene  derecho  de  votar  en  dicha  elec- 
ción. (1)  Pero  el  hecho  de  admitir  y  contar  el  voto 
de  una  persona  que  aparece  en  la  lista  electoral,  no 
es  decisivo  ante  ningún  Tribunal  sobre  la  legalidad 
de  la  inscripción  ó  de  la  admisión  del  voto,  en  ningún 
juicio,  que  contra  la  misma  se  incoe  por  inscripción 
ó    admisión   ilegal   del    sufragio.   (2) 

Valor  probatorio  do  las  actas  do  elección. 

§  589.  En  la  Enciclopedia  Americana  encon- 
tramos las  siguientes  doctrinas  referentes  al  valor  de 
las   actas  de  elección  y   lista  del  recuento   de    votos: 

"Previa  la  identificación  correspondiente,  los  cen- 
sos electorales  y  listas  del  recuento  de  votos  de  una 
elección  son  admisibles  como  prueba,  cuando  su  con- 
tenido tienda  á  establecer  hechos  pertinentes  á  los 
puntos  que  se  discuten  en  una  protesta.  Pueden  usarse 
también  como  un  memorándum,  cuando  sea  nece- 
sario refrescar  la  memoria  de  un  testigo  acerca  de 
tales  hechos,  en  los  casos  en  que  se  demuestre  que 
el  testigo  hizo  las  listas  y  está  enterado  de  su  exac- 
titud."  tf> 

§  590.  Las  actas  electorales  son  prueba  prima 
KAoiE,  pero  no  concluyente,  del  resultado  de  una  elec- 
ción. (4)  Entiéndese  por  prueba  prima  facie,  aquella 
que  basta  para  comprobar  un  hecho  determinado,  mi- 
entras no  quede  destruida   por   otra. 

Cuando    las   actas    electorales    son   discutidas   en 


(1)     Art.  27.     (2)  Art.  23.     (3)  15,  Cyc,  p.  419.     (4)  15,  Cyc,  p.  418. 
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juicio  por  fraude,  se  ha  sostenido  que:  ¿tEl  acta  elec- 
toral es  prueba  prima  facie  de  todo  cuanto  la  ley 
requiera  que  se  haga  constar  en  ella,  hasta  que  se  de- 
muestre que  es  fraudulenta  y  falsa,  en  que  entonces 
pierde  su  valor;  porque  si  bien  existe  gran  peligro 
de  privar  del  derecho  de  sufragio  á  electores  legales 
inocentes,  el  acta  que  se  pruebe  que  es  enteramente 
inexacta,  debe  ser  rechazada  como  prueba  del  resul- 
tado. Si  bien  pudiera  haber  existido  alguna  vota- 
ción fraudulenta  en  una  elección,  empero  en  los  casos 
en  que  los  funcionarios  que  lo  dirigieron  no  toma- 
ron parte  en  el  fraude,  sino  que  más  bien  procu- 
raron celebrar  la  elección  de  acuerdo  con  la  ley,  sus 
actas  son  prueba  pkima  facie  de  todo  cuanto  con- 
tienen, sujetas,  sin  embargo,  á  ser  corregidas  mediante 
prueba;  pero  cuando  sus  actas  son  puestas  en  tela 
de  juicio  con  éxito  por  fraude,  en  las  mismas,  no  son 
dignas  de  crédito  y  no  son  prueba  de  nada,  á  ex- 
cepción de  que  la  urna  se  mantuvo  abierta.  Pero  si 
bien  es  cierto  que  el  uso  de  la  -facultad  de  descar- 
tar toda  el  acta  electoral  de  un  precinto  es  una  nece- 
sidad pública  y  es  sostenida  por  numerosas  autori- 
dades, debe  ser  ejercitada  con  gran  cuidado  y  única- 
mente como  último  recurso/ '  (1) 

§  591.  En  otra  parte  de  la  misma  Enciclopedia 
encontramos  apoyada  la  misma  doctrina: 

'  'Cuando  el  acta  de  una  sección  electoral  fracasa 
por  razón  de  fraude,  los  votos  legales  depositados 
no  quedan  invalidados  por  el  fraude,  pero  cualquiera 
de  las  partes,  que  alegue  haber  recibido  parte  de  ellos, 
está  obligado  á  probarlo.  El  ofrecimiento  hecho  por 
el  promovente  de  probar  que  las  actas  de  cierto 
barrio  ó  sección   son   falsas  y  fraudalentas,   y  que,   sin 

(1)     15,  Cyi'.,  p.  418. 
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el  voto  (le  aquel  barrio  ó  sección  el  protestado  no 
sería  elegido,  no  debe  ser  rechazado;  porque  si  el  pro- 
movente  prueba  su  contención,  hace  que  recaiga  sobre 
el  protestado  el  peso  de  producir  otra  prueba  de  que 
él  recibió  un  número  suficiente  de  votos  legales  para 
ser  elegido."  (1) 

§  592.  CÍFA  certificado  de  recuento  hecho  por 
el-  oficial  autorizado  por  la  Ley  ó  por  los  comisio- 
nados nombrados  por  la  Corte  al  efecto,  es  prueba 
prima  facie  de  los  hechos  que  constan  en  el  mismo 
y  constituye  la  base  sobre  la  cual  la  Corte  ha  de 
obrar.  Pero  donde  se  demuestre  competentemente  que 
ha  habido  bastantes  votos  ilegales,  ya  sea  mediante 
la  prueba  del  promovente  ó  del  protestado  ó  de  ambos 
juntos,  que  cambien  el  resultado,  es  obligación  de 
la  Corte  el  determinar  mediante  una  inspección  de 
las  balotas,  á  favor  de  quién  fueron  depositadas,  y 
descontarlas   del   recuento."  (2) 

Valor    probatorio    de   las    balotas. 

§  593.  Es  una  regla  uniformemente  sostenida 
por  nuestras  Cortes  que,  tratándose  de  probar  la  in- 
tención del  votante,  la  prueba  más  fehaciente  es  la 
balota  misma,  y  esta  regla  descansa  en  el  principio 
general  de  que  los  hechos  que  constan  en  documento, 
deben  ser  probados  primeramente  por  el  documento 
mismo.  Esta  regla,  sin  embargo,  puede  ser  modifi- 
cada en  ciertos  casos,  según  se  ve  en  la  opinión  de 
McCrary  que  se  cita  á  continuación : 

"Aunque  la  regla,  general  es  que  las  balotas  por 
sí  mismas  son  la  mejor  prueba  del  número  de  votos 
depositados,  y  á  favor  de  quién  fueron  depositados, 
sin  embargo,  esta  regla  puede  no  tener  aplicación  al  caso 


(1)  15,  Cyc,  p.  417. 

(2)  15,  Cyc,  p.  431. 
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en  que  las  balotas  han  sido  violadas,  después  de  haber 
sido  depositadas  en  la  urna  electoral.  En  tal  caso, 
el  valor  de  las  balotas  como  prueba  queda  casi  siempre 
anulado,  y  el  recuento  hecho  por  los  Inspectores  de 
elección  puede  llegar  á  ser  mejor  evidencia  que  las 
balotas.  Por  tanto,  se  ha  sostenido  que  cuando  las 
balotas  depositadas  en  una  elección  no  han  sido  guarda- 
das bajo  timbre  ó  sello,  y  hay  prueba  que  tienda  á 
demostrar  que  el  paquete  de  las  balotas  ha  sido  abierto 
y  cambiado  después  de  haber  sido  recibido  por  el  Se- 
cretario, la  Junta  de  escrutinio,  cuyo  deber  era  de- 
clarar el  resultado  de  la  elección,  podía  determinar 
quién  ha  sido  elegido  después  de  examinar  el  re- 
cuento hecho  por  los  Inspectores  de  elección,  y  una 
Corte  en  una  elección  disputada  derivada  de  dicha 
elección,  adoptaría  el  resultado  á  que  de  este  modo 
ha    llegado   la   Junta  de    escrutinio."  (1) 

§  594.  El  mismo  autor,  en  otra  parte  de  su 
obra,  añade   lo  siguiente: 

'  'Las  balotas  originales  son  indudablemente  la 
mejor  prueba,  cuando  su  identidad  está  claramente 
establecida.  Las  reglas  que  rigen  sobre  esta  materia 
están  bien  determinadas  por  el  Juez  Brewer,  en  Hvd- 
mn  vs.  Salomón: 

'1.a  En  cuanto  á  las  balotas  depositadas  en 
una  elección  y  al  recuento  de  dichas  balotas  por  los 
Inspectores  de  elección,  las  balotas  son  la  prueba 
mejor   y   concluyente. 

'2.a  A  fin  de  que  las  balotas  puedan  surtir  sus 
efectos  como  prueba,  debe  constar  que  dichas  balotas 
han  sido  conservadas  en  la  forma  prescrita  por  la 
Ley  por  los  oficiales  de  elección,  y  que,  mientras  es- 
taban en  su  custodia,  no  han  sido  expuestas  al  ac- 
ceso  de  personas  no  autorizadas,   de   manera   que    dé 

(1)     McCrary  §  474. 
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lugar  á  una  presunción  razonable  de  que  hayan  sido 
cambiadas  ó  violadas.  Si  hubo  oportunidad  para  violar 
las  balotas,  estas  pierden  su  carácter  de  prueba  pri- 
maria.'  W 

§  595.  "Aun  cuando  los  certificados  de  las  di- 
versas Juntas  de  escrutinio  son  concluyentes  en  todas 
las  investigaciones  accesorias,  no  son  más  que  una 
prueba  prima  facie  en  procedimientos  directos  para 
disputar  una  elección.  Por  lo  tanto,  en  todos  los 
casos  en  que  el  derecho  á  un  cargo  electivo  es  la 
materia  tratada  en  una  acción,  bien  que  el  derecho 
se  ha  de  determinar  por  medio  del  procedimiento 
reglamentario  para  disputar  una  elección,  ó  bien  me- 
diante una  acción  de  la  naturaleza  de  qtto  warranto, 
las  balotas  de  los  electores,  si  es  que  se  han  con- 
servado debidamente,  constituyen  la  prueba  primaria 
y  original  del  resultado  de  una  elección,  y  deben 
prevalecer  sobre  las  actas,  en  los  casos  de  disen- 
ción."  (2) 

§  596.  "tino  que  confía  echar  abajo  la  exactitud 
prima  facie  del  escrutinio  oficial,  mediante  una  ape- 
lación á  las  balotas,  debe  probar  primero  que  las  ba- 
lotas, tal  como  se  presentan  á  la  Corte,  son  intactas  y 
genuinas;  y  en  los  casos  en  que  la  ley  prescribe 
una  manera  de  conservarlas,  se  debe  también  presen- 
tar prueba  del  cumplimiento  sustancial  de  los  requi- 
sitos de  tal  método;  y  según  algunos  casos,  la  parte 
que  ofrece  las  balotas  como  prueba  debe  igualmente 
probar  que  no  han  sido  alteradas.  Pero  por  otra  parte 
se  ha  sostenido  que,  una  vez  probado  el  cumplimiento 
sustancial  de  las  disposiciones  de  la  ley  acerca  de  la 
conservación  de  las  balotas,  sobre  la  persona  que  im- 
pugna  la    presentación    de    las    balotas   como   prueba 


(1)  McCrary  §  478. 

(2)  15,  Oye  ,  p.   425. 
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recae  el  peso  de  probar  que  han  sido  realmente  alte- 
radas ó  que  fueron  expuestas  bajo  tales  circunstancias, 
que  pudiera  haber  ocurrido  violación  de  ellas.  Con 
todo,  si  las  balotas  se  han  puesto  en  un  lugar  para 
ser  alterados  por  partes  interesadas,  sobre  la  parte 
que  las  ofrece  como  prueba  recae  la  obligación  de 
probar  que  están  en  la  misma  condición  que  cuando 
fueron  selladas  por  las  varias  Juntas  electores.  Y  se 
puede  añadir  que  el  hecho  de  haber  estado  las  balotas 
en  la  custodia  del  oficial  correspondiente,  es  solo  prueba 
prima  facie  de  que  no  han  sido  alteradas,  y  es  com- 
petente probar  que  no  obstante  han  sido  realmente 
alterados. "  <*> 

§  597.  * 'Tanto  estriba  en  las  circunstancias  de 
cada  caso  particular  y  en  los  términos  de  la  Ley  que 
se  ha  de  interpretar,  que  es  imposible  sentar  una  doc- 
trina general  en  cuanto  al  valor  probatorio  de  las 
balotas,  cuando  ha  habido  un  incumplimiento  del  modo 
reglamentario  de  conservarlas.  Si  el  incumplimiento 
ha  sido  tal,  de  manera  que  han  sido  colocadas  pre- 
cisamente en  un  lugar  donde  pudiesen  ser  alteradas 
por  personas  interesadas,  deben  merecer  poca  consi- 
deración ó  ninguna,  y  parece. que  las  Cortes  deben 
excluirlas.  Porque  en  los  casos  en  que  las  balotas 
han  sido  expuestas  de  modo  que  diesen  lugar  á  ser 
alteradas,  y  no  han  sido  guardadas  con  aquel  celo 
y  precaución  que  impide  toda  sospecha  de  sustitu- 
ción ó  cumbio,  pierden  su  presunta  pureza,  y  ya  no 
se  debe  fiar  de  ellas  como  prueba  en  una  protesta 
ó  investigación  judicial  sobre  el  resultado  de  la  elec- 
ción, y  no  se  podrá  permitir  que  prevalezcan  sobre 
el  escrutinio  oficial.  Pero  cuando  el  incumplimiento 
ha    sido    ligero   y    hay   poca    probabilidad    de    haber 


(1)     15,  Cyc,  p.  426. 
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sido  tocadas  las  balotas,  deben  ser  consideradas  por 
la  Corte  ó  Jurado,  según  sea  el  caso,  conforme  á  las 
demás  pruebas  de  la  causa.  Y  aun  cuando  las  balo- 
tas son  objeto  de  sospecha  por  razón  de  la  falta  de 
conservación  adecuada  y  por  razón  de  una  exposi- 
ción indebida,  con  todo,  las  actas  de  escrutinio  no 
se  deben  tener  por  concluyentes,  si  los  Jueces  de 
elección  han  sido  tan  negligentes  en  el  desempeño 
de  su  cometido  que  pongan  en  tela  de  juicio  sus 
actas."  (D 

§  598.  "La  inadmisibilidad  de  las  balotas  como 
prueba,  bajo  el  fundamento  de  que  no  han  sido  con- 
servadas propiamente,  según  ordena  la  Ley,  se  puede 
pedir  durante  la  vista,  no  obstante  el  hecho  de  que 
no  se  alega  en  la  contestación  su  conservación  in- 
debida." (2) 

§  599.  "Las  balotas  no  tienen  existencia  legal 
y  no  son  admisibles  corno  prueba  después  de  la  fecha 
^n  que  la  Ley  requiere  que  deben  ser  destruidas, 
no  habiéndose  dado  ningún  paso  para  obtener  re- 
cuento   legal."  <3) 

§  600.  "Cuando  se  demuestre  claramente  que 
las  balotas  han  sido  alteradas  después  del  recuento 
original,  y  la  prueba  es  terminante  de  que  era  exacto 
dicho  recuento,  éste  debe  ser  decisivo;  y  el  hecho 
de  que  algunas  de  las  balotas  en  una  urna  han  sido 
alteradas,  pone  en  tela  de  juicio  la  integridad  de 
todas  las  contenidas  en  semejante  urna  en  un  caso 
de   recuento."   (4) 

Prueba    secundaria    sobre    el    contenido 
ele    leí    balota. 

§     601.     Es  un  principio,   reconocido  en  nuestro 


(1)     16,  Cyc  ,  p.  427.     (2)  15,  Cyc,  p.  428.     (3)  15,  Cyc.,  p.  428.     (4) 
15,  Cyc  ,  p.  430. 
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Código  de  Procedimientos  en  juicios  civiles,  y  esta- 
blecido por  la  Jurisprudencia,  que  no  se  puede  probar 
el  contenido  de  un  documento  por  medio  de  tes- 
tigos sin  que  antes  se  pruebe  la  desaparición  ó  pér- 
dida del  mismo  documento.  Esta  regla  es  aplicable 
á  los  casos  de  elecciones  protestadas,  y  así  se  halla 
sostenida  por  la  constante  práctica  de  los  Tribunales. 

"El  contenido  de  las  balotas  puede  probarse 
mejor  mediante  los  mismos  instrumentos,  si  existen; 
pero,  si  se  demuestra  que  no  existen,  entonces  puede 
probarse  su  contenido  por  medio  de  pruebas  testi- 
ficales, de  la  misma  manera  que  se  prueba  el  con- 
tenido de  cualquier  otro  documento  que  se  haya  per- 
dido ó  destruido.  Pero  cuando  resulte  que  las  ba- 
lotas han  sido  violadas  y  que  las  mismas  balotas 
depositadas  en  las  urnas  no  se  producen  ante  la 
Corte,  parece  que  no  se  debe  admitir  prueba  testifical 
del  contenido  de  las  balotas  que  han  sido  depositadas. 
Cuando  la  Ley  requiere  que  se  destruyan  las  ba- 
lotas después  de  ser  contadas,  no  se  puede  admitir 
la  declaración  oral  para  probar  cómo  tales  balotas 
fueron    marcadas."  (1) 

Declaración  de  los  votantes. 

§  602.  A  fin  de  proteger  al  votante  de  toda 
influencia,  intimidación  ó  persecución  á  causa  de  su 
voto,  la  Ley  ha  dispuesto  que  el  voto,  debe  ser  se- 
creto. Por  tanto,  los  votantes  no  pueden  ser  com- 
petidos á  revelar  el  nombre  de  la  persona  por  quién 
votaron,  pero  pueden  voluntariamente  renunciar  á 
este  privilegio,  declarando  en  favor  de  quién  han 
depositado  sus  votos,  cuando  se  alegue  sustitución  de 
balotas  ó  fraude  en  su  preparación. 

(!)     15,  Oye  ,  p.  419. 
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4\Sin  embargo,  no  se  puede  permitir  á  un  vo- 
tante que  declare  que  él  votó  por  cierta  persona, 
cuando  él  admite  que  depositó  una  balota  que  no 
ha  sido  cambiada  desde  entonces,  que  demuestre  que 
él  votó  por  otra  persona.  Pero  no  puede  haber  ob- 
jeción á  que  se  permita  a  un  votante  el  desmentir 
su  balota  en  una  elección  disputada,  cuando  resulte 
de  las  pruebas  que  la  balota  le  fué  preparada  por 
un  Juez  de  elección  solamente,  en  vez  de  dos,  se- 
gún requiere  la  Ley;  y  es  admisible  el  testimonio  de 
los  votantes  al  efecto  de  que  votaron  por  cierto  can- 
didato y  que  las  balotas  real  y  efectivamente  depo- 
sitadas por  ellos  han  sido  cambiadas  ó  sustituidas  por 
otras  que  se  proponen  dar  á  entender  que  son 
las  depositadas  por  los  mismos,  por  la  razón  de  que, 
cuando  se  alegue  que  se  ha  efectuado  una  sustitu- 
ción fraudulenta,  se  le  puede  preguntar  al  elector 
por   quién    ha  votado."   (1) 

§  603.  Se  considera  como  la  regla  más  co- 
rrecta sobre  la  materia,  la  expuesta  por  McCrary  en 
los    párrafos   492,    493  y  494   de    su  citada  obra. 

"Una  persona  que  vota,  sin  estar  calificada,  es 
un  mero  intruso  y  no  tiene  derecho  á  los  privile- 
gios que  corresponden  á  votantes  legales.  Pero  tal 
persona  no  será  competida  á  prestar  testimonio  en 
cuanto  á  la  persona  á  cuyo  favor  haya  votado,  hasta 
que  se  demuestre  claramente  que  él  votó  ilegalmente. 
Mientras  esté  en  duda  la  cuestión  de  la  legalidad 
de  su  voto,  no  se  le  puede  obligar  á  que  haga  la 
revelación.  Un  votante  ilegal  puede,  sin  embargo, 
negarse  á  decir  por  quién  votó,  por  la  razón  de  que 
su  contestación  pudiera  recriminarle,  pero  en  tal  caso, 
el  contenido  de  la  balota  puede  ser  demostrado  me- 
diante   otra   prueba. 


(1)     15,  Cyc,  p.  420. 
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"Y  un  votante  legal  puede  renunciar  á  su  pri- 
vilegio y  declarar  voluntariamente  en  cuanto  á  las 
personas  á   cuyo   favor   él    votó. 

"Y  cuando  un  votante  se  niega  á  revelar,  ó  no 
puede  recordar,  á  favor  de  quién  voto,  cabe  recu- 
rrir á  pruebas  circunstanciales  para  alegar  una  pre- 
sunción con  respecto  á  ese  hecho.  Y  bajo*  esta  regla, 
se  sostuvo  en  People  vs.  Pease  que  era  procedente 
preguntar  al  votante  á  favor  de  quién  intento  votar, 
también  para  probar  que  él  era  un  miembro  activo 
de  un  partido  político  particular,  ó  que  había  ob- 
tenido su  balota  de  una  persona  que  trabajaba  con 
actividad  por  cierto  candidato  ó  candidatura  parti- 
cular. 

"Es  muy  evidente  que  la  regla  que,  por  razón  de 
política  general,  protege  al  votante  legal  contra  el  in- 
tento de  compelerle  á  revelar  por  quién  votó,  no  ex- 
cusa á  una  persona,  que  ha  votado  ilegalmente,  de  hacer 
semejante  revelación.  Dar  á  esa  regla  esta  ancha 
esfera  de  acción,  valdría  lo  mismo  que  amparar 
al  bien  y  al  mal,  al  honesto  y  al  deshonesto.  Se 
propuso  proteger  el  secreto  inviolable  de  una  balota 
honesta,  y  de  este  modo  á  la  pureza  de  la  urna  elec- 
toral. No  se  ha  propuesto  emplearla  para  fomentar  los 
planes  de  hombres  corruptos,  encaminados  á  frustrar  la 
voluntad  del  pueblo.  Resulta  que,  habiéndose  probado 
que  A.  votó  en  la  elección  de  que  se  trata,  y  que  B. 
no  era  un  votante  legal,  se  le  puede  requerir  que 
declare  en  cuanto  á  la  persona  ó  personas  á  favor 
de    quiénes   él    votó." 

§  604.  La  Enciclopedia  americana  contiene 
también  los  principios  que  se  citan  á  continuación  : 
"La  costumbre  de  hacer  jurar  á  los  electores  y  obli- 
garles á  descubrir  por  quienes. votaron,    hace,   mucho 
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tiempo  que  fué  condenada  como  una  especie  de  poder 
inquisitorial,  no  conocida  en  los  principios  de  un  go- 
bierno libre.  No  puede  haber  duda  alguna  que  uno 
de  los  objetos  importantes  del  sistema  de  votar  por 
medio  de  la  balota,  es  el  secreto,  á  fin  de  que  el 
elector  pueda  hacer  libremente  su  elección,  sin  estar 
sujeto  á  intimidación  ú  otra  especie  de  control  por 
parte  de  otros,  y  sin  miedo  de  ser  malquerido  ó  per- 
seguido por  causa  de  su  voto.  Las  autoridades  consi- 
deran que  esta  protección  debe  ser  perpetua,  á  menos 
que  el  elector  mismo  descubra  el  velo  del  secreto,  y 
por  tanto,  se  sostiene  que  no  se  puede  obligar  á  un 
elector  legal  á  descubrir  por  quién  votó;  y  el  ob- 
jeto de  la  disposición  común  en  las  leyes  electorales, 
de  que  no  se  pondrá  en  la  balota  ninguna  marca  ó 
señal,  aparte  de  lo  que  la  Ley  requiere,  es  para  pro- 
teger á  los  electores  legales  el  secreto  de  la  balota. "  (1) 
§  605.  "En  un  numero  de  casos,  se  ha  admi- 
tido la  prueba  de  las  declaraciones  juradas  de  los  elec- 
tores, que  tiende  á  demostrar  sus  condiciones.  Esto 
se  ha  sostenido,  por  la  razón  de  que  las  declaraciones 
estaban  tan  íntimamente  relacionadas  con  el  acto  de 
votar,  de  manera  que  sean  propiamente  admisibles 
como  parte  del  res  gestee.  Pero  la  regla  generalmente 
sentada  es,  que  después  de  demostrar  primeramente  que 
una  persona  votó  en  contra  del  recurrente,  ó  después 
de  ofrecer  cualquier  prueba  tendente  á  demostrar  que 
votó  en  este  sentido,  se  le  considera  como  parte  in- 
teresada en  contra  de  dicho  recurrente,  y  cualquiera 
declaración  suya  que  demuestre  su  carencia  de  califi- 
cación para  votar  es  admisible,  al  igual  que  las  de- 
claraciones de  una  persona  hechas  contra  sus  propios 
intereses;    si;  bien  se  sostiene  que  semejantes  declara- 


(1)     15,  Cyc,  p.  423. 
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eiones  no  son  competentes  si  se  hacen  después  de 
un  tiempo  considerable,  de  haberse  depositado  el  voto. 
Pero  la  tendencia,  en  las  más  de  las  recientes  deci- 
siones, es  excluir  tales  declaraciones  como  meramente 
de  referencia,  especialmente  si  se  hiciesen  algún  tiempo 
después  de  la  elección.  Las  declaraciones  de  un  elec- 
tor legal,  en  cuanto  á  la  manera  cómo  votó,  á  meifbs 
que  estén  apoyadas  por  la  presentación  del  contenido 
de  su  balota,  no  son  admisibles  como  prueba.  Pero, 
puesto  que  un  votante  ilegal  no  tiene  derecho  al 
privilegio  del  secreto,  son  -admisibles  como  prueba  sus 
declaraciones  en  cuanto  al  contenido  de  su  balota.  Por 
otra  parte,  las  declaraciones  de  un  elector  ilegal  en 
cuanto  á  la  persona  por  quién  votó,  se  han  considerado 
que  son  de  referencia,  tanto  como  sus  declaraciones 
referentes  á  sus  propias  condiciones.  Si  el  elector  fuese 
un  idiota  ó  un  lunático,  no  se  pueden  admitir  como 
prueba  las  declaraciones  hechas  por  él  en  cuanto  al 
contenido  de  su  balota,  porque  no  tendría  competen- 
cia para  declarar  bajo  juramento  como  testigo  ante 
un  juzgado. "  (1) 

Declaración  de  los  Inspectores 
de   elección. 

§  606.  Se  ha  dicho  en  el  párrafo  339  que  nin- 
gún individuo  de  la  Junta,  ni  funcionario  encargado 
de  la  elección,  manifestará,  antes  de  que  se  anun- 
cie el  resultado  del  escrutinio,  el  número  de  pape- 
letas depositadas,  el  número  de  votos  emitidos  por 
una  persona,  el  nombre  de  ninguna  persona  que  haya 
votado  ó  que  haya  dejado  de  votar,  ni  ningún  otro 
hecho  que  tienda  á  demostrar  el  estado  de  la  elec- 
ción, ni  dirá  nada  en  ningún  tiempo,  excepto  como 
testigo  ante  un  Tribunal,  tratando  de  demostrar  cómo 

(1)     15,  Cyc,  p.  422. 
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votó  una  persona.  Los  informes  recibidos  por  los  Ins- 
pectores de  los  electores  analfabetos,  tienen  la  con- 
sideración legal  de  una  comunicación  privilegiada,  y 
no  deben  ser  revelados,  á  menos  que  así  lo  exija 
el  Tribunal  competente  en  una  investigación  judicial. 

Prueba  sobre  le»    intención  del  elector. 

§  607.  En  el  asunto  de  Ungoy  vs.  VMafior, 
del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Ley  te,  se  sus- 
citó la  cuestión  acerca  del  candidato  á  favor  de  quién 
votarían  los  electores,  que,  según  se  alega  en  la  protes- 
ta, fueron  privados  del  derecho  de  sufragio  por  la  Junta 
de  Inspectores.  En  dicho  asunto,  la  Corte,  al  permitir 
á  los  testigos  declarar  sobre  el  nombre  de  sus  can- 
didatos,   dijo: 

"Este  Juzgado  no  guarda  la  más  ligera  duda 
en  cuanto  á  la  honestidad  y  la  veracidad  de  los  tes- 
tigos presentados  por  el  recurrente.  Estos  testigos, 
más  de  ciento  setenta  y  cinco  en  total,  han  venido 
desde  mucha  distancia  bajo  condiciones  de  tiempo 
muy  adversas,  á  fin  de  poder  comparecer  ante  el 
Juzgado  y  prestar  sus  declaraciones.  Son  de  la  clase 
de  trabajadores  y  labradores,  ignorante  y  pobre,  y 
el  Juzgado  no  cree  que  hubiesen  venido  á  este  pueblo 
sino  con  objetos  honestos,  ni  tampoco  cree  el  Juz- 
gado que  le  hubiera  sido  posible  al  protestante  in- 
ducir á  tan  gran  número  de  ciudadanos  á  comparecer 
ante  un  Tribunal  de  justicia  y  cometer  perjurio. 
Aunque  aparece  muy  probable  que,  si  una  expresión 
honesta  de  los  electores  de  Hinunangan  no  hubiese 
sido  frustrada  por  la  acción  depravada  de  los  Ins- 
pectores, el  protestante  hubiera  recibido  una  mayoría 
de  votos;  pero  en  vista  de  todas  las  circunstancias, 
el  Juzgado  no  se  considera  justificado  en  ordenar  á 
la  Junta  de  Inspectores  para  que  corrija  su  acta  y  en 
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declarar  elegido  al  protestante,  sino  que  es  de  la 
opinión  de  que  el  fallo  debe  ser  que  ninguna  per- 
sona   ha   sido    elegida    legalmente." 

§  608.  La  práctica  observada  en  el  caso  citado 
de  Ungoy  vs.  Viltaflor,  se  halla  también  apoyada  por 
la    doctrina    americana  expuesta  en  la  LiWíclopkdta  : 

"La  investigación  por  la  Corte  para  determinar 
si  los  votos  depositados  á  favor  de  un  nombro  se- 
mejante al  de  uno  de  los  candidatos  se  intentaron 
verdaderamente  para  tal  candidato,  no  envuelve  vio- 
lación alguna  del  secreto  de  la  balota,  y  nada  existo 
en  la  política  de  la  Ley  que  lo  prohiba.  Cuando 
no  exista  ningún  otro  candidato  del  mismo  nombre 
para  ser  votado,  se  deberá  contar  el  voto  para  un 
candidato  por  su  apellido  únicamente,  á  menos  que 
la  Ley  disponga  que  el  nombre  cristiano  entero  y 
el  apellido  y  las  iniciales  ó  segundos  nombres  do 
las  personas  votadas  se  hagan  constar  en  la  balota. 
Se  ha  sostenido  que,  cuando  el  nombre  que  aparece 
en  la  balota  suena  lo  mismo  que  él  de  un  candi- 
dato, es  admisible  la  prueba  testifical  al  efecto  de 
probar  que  el  voto  se  intentó  para  aquel  candidato. 
Pero,  por  otra  parte,  se  ha  sostenido  que  la  inten- 
ción del  elector  debe  deducirse  de  la  balota,  según 
fué  depositada.  Las  balotas  depositadas  en  una  elec- 
ción, al  igual  que  otros  documentos,  se  interpretan 
según  los  hechos  y  circunstancias  concurrentes,  en 
vista  de  los  cuales  el  elector  hizo  uso  del  lenguaje 
que  aparece  en  su  balota,  y  es  admisible  la  prueba 
testifical  de  tales  hechos  y  circunstancias.  Hasta  que 
es  también  admisible  la  prueba  testifical  de  ciertos 
hechos,  que  tiendan  á  demostrar  la  intención  del 
elector.  Así,  pues,  cuando  existe  divergencia  en  las 
abreviaciones  é  iniciales  antepuestas  al  apellido  de 
un  candidato,   que  aparece  en   un  número  de  balotas, 
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os  admisible  la  prueba  testifical  para  probar  por  qué 
persona  intentó  votar  el  elector.  Pero  si  un  elector 
ha  puesto  en  la  balota  el  nombre  de  una  persona 
que  no  sea  el  candidato,  pero  que  es  elegible  para  el 
cargo,  no  es  admisible  la  prueba  testifical  para  de- 
mostrar que  él  intento  votar  por  el  candidato.  Se 
ha  sostenido,  sin  embargo,  que  las  balotas  de  los 
electores  constituyen  la  única  prueba  admisible  para 
demostrar   la    intención    de    los    electores/'  (1) 

Prueba    de>    fraude-. 

§  609.  El  Juzgado  de  Cápiz,  en  la  protesta  de 
Jara/cío  vs.  Villa  ruz,  sostuvo  que  en  asuntos  de  elec- 
ciones protestadas  no  puede  presumirse  fraude  por 
parte  de  los  Inspectores,  sino  que  debe  probarse 
siquiera  por  indicios;  y  cuando  las  circunstancias 
pueden  explicarse  bajo  la  hipótesis  de  buena  fe,  esta 
explicación  debería  prevalecer  más  que  otra  que  in- 
dicase   una    intención    fraudulenta. 

El  fraude,  lo  mismo  que  la  mala  fe,  nunca  se 
presume,  y  según  el  peso  de  la  autoridad,  en  casos 
de  elecciones  protestadas,  parece  que  es  admisible 
la  prueba  testifical  para  desvirtuar  el  valor  de  un 
documento,    cuando    se    alega    fraude. 

"En  el  caso  de  Norria  vs.  Handley.  Smith  El.  cas.,  74, 
se  ha  demostrado  que  los  tickets  que  se  suponía  eran  del 
partido  republicano  con  el  nombre  del  candidato  demó- 
crata sustituido,  habían  sido  incluidos;  pero  como  no  existía 
prueba  más  que  por  referencia,  se  ha  sostenido  que  la 
elección    no    debía    ser    anulada. 

"En  el  caso  de  Aciden  vs.  Darrall,  Ellsw.  El.  cas.  124, 
el  recurrente  recibió  486  y  el  recurrido,  1307  votos;  pero 
por  el  recuento  en  cinco  precintos  electorales, resultó  que  el 
recurrido  no  tenía  más  que  499  y  el  recurrente,  955,  que- 
dando 385  en  blanco.  El    Comité  sostuvo  que,    por   fraude 


(1)     15,  Cyi\,  p.  420. 
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de  un  republicano,  enemigo  del  candidato  republicano, 
miles  de  tickets  encabezados  "Republican  tickets",  pero  con 
el  nombre  del  candidato  demócrata,  sustituido  en  un  espa- 
cio en  blanco  dejado  para  el  cargo,  se  habían  puesto  en 
circulación  y  que  el  fraude  no  se  había  notado,  sino  en 
el  recuento  de  votos.  Reconociendo  como  válidos  los  ticket» 
fraudulentos,  el  recurrente  tenía  una  pequeña  mayoría, 
y  el  Comité,  sin  tratar  de  justificar  el  fraude,  reconoció 
las  balotas  fraudulentas.  Pero  en  el  caso  de  English  vs. 
Peelle,  48,  Cong.  H.  Rep.  1547,  donde  había  tickets  demó- 
cratas con  el  nombre  del  candidato  republicano  sustituido, 
se  le  quitaron  al  candidato  republicano  y  se  le  dieron 
al  candidato  demócrata.  Aunque  en  el  caso  de  Frederick 
vs.  Wilson,  48  Cong.  H.  Rep.  2623,  el  mismo  Comité  no 
observó   este   proceder. 

"En  el  caso  de  Campbell  vs.  Morej/,  48,  Cong.  H.  R. 
1845,  á  la  manifestación  de  un  votante,  de  que  una  per- 
sona del  partido  contrario  le  había  dado  un  ticket  que 
él  suponía  diferente  de  lo  que  en  realidad  resultaba,  el 
voto  se  descontó  del  recurrido  y  se  adjudicó  al  recu- 
rrente. 

"En  el  caso  de  Bradley  vs.  Slemans,  I.  Elisio.  El.  Cas.  309, 
se  demostró  que  en  dos  ó  en  tres  condados,  carteles  frau- 
dulentos se  habían  circulado  anunciando  que  un  candidato 
republicano  se  había  puesto  en  nominación,  lo  cual  im- 
pidió á  muchos  republicanos  á  votar  por  el  recurrente 
que  era  candidato  independiente.  Manifestóse  por  el  Co- 
mité que,  si  la  prueba  había  demostrado  que  el  efecto  en 
los  votantes  ha  sido  el  producir  un  resultado  diferente 
de  lo  que  de  otro  modo  hubiese  ocurrido,  y  que  el  re- 
currido ha  tenido  complicidad  en  tal  acto  deshonroso,  ellos 
informarían  á  favor  de  la  anulación  de  la  elección.  Véase 
Schuler  vs.    Hogan,    168    111.    369.  U) 

F»i-ue>lb«  d^  c|uie>  s^  cometió  &rror  d& 
escrutinio. 

§  610.  El  error  en  el  escrutinio  se  prueba  me- 
diante el  recuento  de  los  votos  depositados  en  las  urnas, 

(1)     Am.  and  Eng.  Ency.  of  Law,  10,  775  cases  cited. 
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á  fin  de  determinar  si  las  balotas  han  sido  ó  no  de- 
bidamente adjudicadas  ó  si  han  sido  ó  no  debida- 
mente   emitidas. 

"Ordinariamente  se  pueden  corregir  las  equivo- 
caciones de  los  Inspectores  de  elección  ó  de  los  es- 
crutadores, y  es  admisible  la  prueba  para  demostrar 
tales  equivocaciones;  pero  parece  que  las  minutas  de 
un  Cuerpo  legislativo  ó  un  expediente  judicial  deno- 
tan una  realidad  absoluta,  y  la  Corte  no  permitirá 
que  se  presenten  pruebas  de  tales  equivocaciones. "  (1) 

F^i-ue^lbc*  d^  intimidación. 

§  611.  La  intimidación  debe  probarse  positiva- 
mente, no  sólo  en  cuanto  a  los  hechos  ó  palabras 
que  lo  constituyen,  sino  también  respecto  del  nú- 
mero de  electores  intimidados.  Es  necesario  que  la 
intimidación  sea  tal,  que,  ordinariamente  hablando, 
infunda  en  el  ánimo  un  miedo  bastante  á  coartar  la 
libertad  individual.  La  amenaza  debe  ser  formal  y 
seria;  la  que  se  dice,  en  son  de  burla  ó  en  un  mo- 
mento de  excitación,  no  afecta  generalmente  á  la 
libertad  del   elector. 

"La  prueba  de  referencia,  los  rumores,  ó  noti- 
cias de  los  periódicos  no  son  suficientes  para  pro- 
bar que  se  han  cometido  ultrajes,  ó  que  un  número 
de  votantes  fueron  intimidados;  sino  que  estos  he- 
chos deben  ser  establecidos  mediante  prueba  compe- 
tente,  para  afectar  al  resultado  de  la  elección. 

' 'En    el    asunto   de    Anderson    vs.    Reed.    6     Cong.     El. 

Cas.  286,  el  Comité  informó: Tercero,  con  respecto 

á  la  acusación  de  intimidación,  la  prueba  es  muy  defi- 
ciente para  justificar  la  acusación,  porque  no  consiste 
más  que  en  rumores  y  no  revela  ni  un  solo  incidente  de 
violencia   ó   siquiera   atentado   de   violencia. 


(1)     Am.  and   Eng.  Ency.  of  Law.,  10,  841. 
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"En  la  causa  de  Duffy  vs-  Masón,  I  Ellsw.  El.  Cas. 
861,  se  declaró  que  la  prueba  de  que  había  rumores  de 
que  personas  amigas  del  recurrido  impropiamente  influ- 
yeron en  sus  empleados  para  votar  por  él,  es  inadmisi- 
ble y  debe  ser  rechazada,  como  rumor  (hearsay);  y  que 
la  verdad  de  los  rumores,  y  no  su  mera  existencia,  debe 
establecerse. 

"En  el  asunto  de  Norrts  vs.  HancUey,  Smith  El.  Cas. 
75,  en  el  cual  consta  que  el  único  testimonio  de  intimi- 
dación era  que  los  testigos  habían  oído  á  otros  decir  que 
ellos  fueron  intimidados,  el  Comité  declaró  que  tal  testi- 
monio era  insuficiente  por  sí  mismo  para  establecer  la  in- 
timidación, y  debía  al  menos  ser  corroborada  por  otros 
hechos,  como  el  de  falta  de  muchos  números  de  votos 
que   no   se   ha  explicado."  d) 

Prueba  de    soborno. 

§  612.  En  la  protesta  de  Locsin  vs.  López,  el 
Gobernador  General  Ide  sostuvo  que  la  protesta  por 
soborno  fundada  en  rumores  no  corroborados  debe 
ser  desestimada.  (2) 

Las  pruebas  de  soborno  deben  ser  positivas.  Los 
siguientes  casos  demuestran  la  regla  que  se  sigue  en 
los  Estados  Unidos: 

"En.  el  caso  de  Duffy  vs.  Masón,  Ellsw.  El.  Cas.  368, 
parece  que  el  Comité  sostiene  diferente  opinión  de  la  que 
prevalece  en  Inglaterra.  En  aquel  caso,  parece  que  el  Co- 
mité del  partido  republicano  había  empleado  dinero  para 
fines  que  el  Estatuto  del  Estado  prohibe  aunque  no  se  ha 
probado  que  se  cometió  soborno.  El  Comité  dijo:  Los 
recurrentes  pretenden  hacer  responsable  al  recurrido 
de  los  actos  de  los  miembros  del  Comité  que  represen- 
taba el  partido  republicano,  en  el  distrito  donde  se  in- 
fringió el  Estatuto,  y  no  existe  ninguna  prueba  que  de- 
muestre ó  tienda  á  demostrar  que  el  recurrido  diri- 
gió ó   autorizó  el  desembolso    del  dinero,    con   que   él    ha 


(1)     Am.  and  Eng.  Ene    of  Law,  10,  841,  and  cases  cited. 
'  (2)     O.  E.  N.  °   25,  Serie  de  1906. 
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contribuido  para  fines  prohibidos  por  el  Estatuto.  Un  prin- 
cipal no  es  responsable  de  los  actos  ilegales  de  su  agente,  á 
menos  que  estos  se  hayan  hecho  á  su  instancia  y  bajo 
su  consentimiento.  La  buena  fe  é  inocencia  se  presumen 
siempre.  Si  A  confió  á  B  alguna  cantidad  de  dinero  para 
que  lo  emplease  para  ciertos  fines  legales,  y  B,  sin  el  con- 
sentimiento y  conocimiento  de  A,  distrae  el  dinero  de  los 
fines  para  los  cuales  se  iba  á  destinar,  y  lo  emplea  para 
fines  inmorales  é  ilegales,  á  A  no  se  puede  considerar  res- 
ponsable  de   la   mala  conducta  de   B. 

"En  Rgkert  vs.  Neelon,  Hodgins's  El.  Cas.  391.  Una  pa- 
reja de  caballos  de  la  propiedad  de  uno  de  los  candi- 
datos había  atropellado  á  la  mujer  de  uno  de  los  elec- 
tores, dos  años  antes  de  la  elección,  quedando  rota  una 
de  sus  piernas.  El  votante,  al  ser  solicitado  para  votar 
por  el  referido  candidato,  contestó  que  no  podía  hacerlo, 
porque  el  candidato  no  había  dado  á  su  mujer  indemni- 
zación suficiente,  cuando  se  causó  el  mal.  Entonces  el 
candidato  significó  su  deseo  de  hacer  la  cosa  justa,  y  la 
mujer  del  votante  subsiguientemente  escribió  al  candidato, 
diciendo:  «Usted  me  envió  palabra  por  conducto  de  mi 
marido  acerca  de  votación,  y  de  lo  que  tenía  que  decir, 
y  si  V.  hace  lo  que  es  justo,  él  puede  hacer  lo  que  le 
da  la  gana  en  el  asunto.»  Después  de  las  elecciones,  el 
candidato  pagó  al  votante  la  cantidad  de  treinta  pesos. 
Se   declaró    que  existía   una    oferta   indirecta   de   soborno. 

"En  el  caso  de  Cameron.  vs.  Maclennan,  Hodgins's  Elec- 
cas,  612,  un  agente  electoral  de  cierto  candidato  dijo  á 
un  tal  Leary  tendero  que  pensaba  que  podía  obtener  de 
18  á  20  dollars  de  un  fulano  llamado  Peck,  si  aquél  se 
quedara  en  casa  durante  la  elección.  Leary  dijo  que  es- 
peraba que  el  dinero  se  había  de  gastar  en  su  tienda; 
pero  á  pesar  de  esto  no  se  quedó  en  casa  ni  el  agente 
electoral  ni  Peck  fué  examinado  respecto  al  asunto.  Se 
declaró  que  no  se  ha  probado  que  realmente  existía  ofre- 
cimiento  de   soborno. 

"En  McKae  vs.  Smith,  Hodgins's.  Élec.  cas.  252,  el  agente 
de  un  candidato,  mientras  solicitaba  de  un  votante  su  voto, 
le  dijo  que  le   vería  otra  vez  y   las    cosas   se  arreglarían 
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bien.  Se  declaró  que  esto  no  constituía  un  ofrecimiento  de 
soborno."  (1) 

*  F>i-u^lb€*  de»  una   combinación  ilegal. 

§  613.  "Se  ha  sostenido  que  son  competentes 
para  probar  una  combinación  ilegal,  para  ganar  una 
elección  por  medio  de  una  votación  ilegal,  las  de- 
claraciones de  los  votantes,  después  de  la  elección, 
de  que  ellos  habían  votado  y  cómo  habían  votado, 
si  bien  no  serían  admitidas  con  el  objeto  de  ex- 
cluir  los    votos    en   cuestión."  (2) 

Votos  Ilegales. 

§  614.  Se  consideran  votos  ilegales  los  emitidos 
por  personas  no  calificadas  para  votar  ó  incapacitadas 
para    ejercer   el    derecho   de    sufragio. 

El  Gobernador  General  Ide,  en  la  protesta  de 
Pastor  vs.  Villanueva,  sostuvo  que  los  votos  de  per- 
sonas  menores   de    edad  deben    ser  descontados  (8) 

En  la  protesta  de  Zandueta  vs.  Luna,  el  mismo 
Gobernador  General  Ide  dijo  que  es  ilegal  el  voto  de 
un  menor  de  edad  y  debe  ser  rechazado.   (4) 

El  Juzgado  de  Pampanga,  en  la  protesta  de 
Liongson  y  Joaquín  vs.  Arnedo  y  otros,  dijo:  "Los 
votos  de  personas  que  se  inscribieron  en  las  listas 
electorales  sin  tener  condiciones  para  ser  electores, 
son  ilegales,  y  pueden  ser  descontados  de  los  can- 
didatos á  quienes,  según  las  pruebas,  hayan  sido 
adjudicados. " 

Se  sostuvo  por  el  Juzgado  de  la  Laguna,  en 
el  asunto  de  Martínez  vs.  Alcántara:  "que  los  votos 
de  electores  no  calificados,  pero  inscritos  en  el  censo, 
pueden  ser   contados  en  el  escrutinio,   en  vista  de  lo 


(1)  10,  Am.  and  Eng.  Ency.  of  Law,  782,  783,  784,  cases  cited.  (2) 
Ibid  p.  843.  (3)  O.  E.  N.  °  26  Serie  de  1906.  (4)  O.  E.  N.  °  30  Serie 
de  1906. 
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dispuesto  por  los  arts.  23  y  27,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  consiguiente  á  la  inscripción  ilegal  y 
emisión   indebida    de    votos." 

El  Juzgado  de  Misamis,  en  la  protesta  de  Cá- 
mara y  otros  vs.  Teatro  y  otros,  dice:  "Cuando  se 
depositan  en  las  urnas  electorales  votos  ilegales,  ello 
no  debe  afectar  á  la  validez  de  las  elecciones  en 
todos  los  casos,  á  menos  que  su  número  sea  tal,  que 
afecte  ó,  á  lo  menos,  haga  incierto  el  resultado  de 
la   elección." 

Deducción   de   votos  ilegales   que  fueron 
admitidos. 

§  615.  En  una  elección  protestada  se  debe 
suministrar  una  prueba  clara  de  cómo  un  elector 
ilegal  depositó  su  voto,  antes  de  que  su  voto  pueda 
ser  deducido  del  número  total  de  votos  del  protes- 
tado. La  mera  prueba  de  su  anterior  filiación  po- 
lítica no  es  suficiente  para  justificar  la  deducción  de 
su  voto,  á  título  de  haberse  dado  á  un  candidato 
de    aquel   partido.    (1) 

Cuando  no  se  ataca  la  validez  de  las  actas,  por 
.razón  de  fraude,  no  es  bastante  el  demostrar  que 
se  depositaron  votos  ilegales:  se  debe  demostrar  que 
un  número  suficiente  de  tales  votos  fueron  deposi- 
tados en  pro  del  candidato  triunfante  para  cambiar 
el   resultado.  (2) 

Inclusión  cíe»  votos  legales  que  fueron 
rechazados. 

§  616.  "Cuatro  cosas  se  deben  establecer,  á  fin 
de  probar  la  inclusión  de  votos  rechazados:  primera, 
que    las  personas   eran  votantes   legalqs  del  lugar,   en 

(1)  15,  Cyc  ,  p.  419 

(2)  15,  Cyc,  p.  416. 
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que  ofrecieron  depositar  sus  votos;  segunda,  que  se 
ofrecieron  á  votar  ó  fueron  impedidas  de  hacerlo; 
tercera,  que  los  votos  habían  sido  rechazados;  y  cuarta, 
á   favor   de    quién    ofrecieron    votar."  (1) 

Pero  téngase  en  cuenta  que,  según  nuestra  Ley 
Electoral,  no  basta  probarlos  extremos  arriba  dichos: 
es  necesario  demostrar,  además,  que  el  elector,  cuyo 
voto  ha  sido  rechazado,  estaba  inscrito  en  el  censo 
electoral. 

Pruebas  circunstanciales   sobre  la  inten- 
ción del  elector. 

§  617.  Cuando  no  resulte  del  testimonio  directo 
á  favor  de  qué  candidato  votó  un  elector  no  calificado, 
el  hecho  puede  demostrarse  por  medio  de  prueba 
circunstancial.  Se  puede  demostrar  qué  balota  pidió 
un  elector  descalificado  en  las  urnas.  De  igual  modo 
se  puede  demostrar  que  una  balota,  votada  por  uno 
que  no  está  calificado,  llevaba  una  marca,  por  la  cual 
dicha  balota  se  puede  identificar.  Asimismo,  el  hecho 
de  no  ser  elector  legal  un  votante,  se  puede  probar 
mediante  prueba  directa  ó  circunstancial.  (2) 

Práctica  de  nuevas  pruebas. 

§  618.  En  los  procedimientos  de  elecciones 
protestadas,  se  pueden  practicar  pruebas  adicionales,  al 
igual  que  en  los  procedimientos  ordinarios,  siempre 
que  se  demuestre  que  la  prueba  que  se  trata  de  prac- 
ticar era  desconocida  por  el  interesado,  al  tiempo  de 
practicar  sus  pruebas,  dentro  del  período  correspon- 
diente. Y  así  se  sostuvo  por  el  Juzgado  de  Albay,  en 
la  protesta  de  Delgado  vs.  Luna,  en  que  se  permitió  la 
protestante  practicar  nuevas    pruebas,   bajo    el    funda- 


(1)  10,  Am.  and    Eng.   Ency.  of  Law,  84?». 

(2)  15,  Oye,  p.  425. 
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mentó  de  que  le  eran  desconocidas  antes  de  cerrar 
sus  pruebas,  según  el  "affidavit"  que  acompañó  á  su 
moción. 

Presunción    relativa    a    la    legalidad 
de   votos, 

§  619.  Cuando  á  un  elector  se  le  permite  de- 
positar su  voto,  la  presunción  está  en  favor  de  la 
legalidad  del  voto,  y  es  obligación  de  la  parte  pro- 
testante el  demostrar  la  falta  de  condiciones  del  elec- 
tor, ó  el  que  éste  haya  perdido  su  derecho.  Cuando 
una  elección  es  protestada,  por  razón  de  la  emisión 
ilegal  de  los  votos,  el  promovente  tiene  el  deber  de 
probar  que  no  sólo  se  depositaron  votos  ilegales,  en 
número  suficiente  para  cambiar  el  resultado,  sino  por 
qué  personas  y  para  quiénes  fueron  depositados.  La 
presentación  de  las  balotas  depositadas  en  favor  del 
promovente  produce  la  presunción  de  que  eran  votos 
legales;  pero  el  recurrido  puede  destruir  esta  pre- 
sunción, demostrando  que  las  balotas  no  contienen 
la  intención  de  los  votantes.  Pero,  cuando  no  se  ha 
probado  de  una  manera  clara  la  supuesta  ilegalidad 
de  las  balotas  depositadas  en  una  elección,  es  pro- 
cedente sobreseer  la  protesta.  Cuando  el  protestado 
trata  de  recusar  los  votos  certificados  como  correc- 
tos por  los  escrutadores,  él  sostiene  la  afirmativa  y 
debe  probar  que  el  certificado  no  manifiesta  verda- 
deramente  la    voluntad   de    los    votantes.  (1) 

Presunción   relativa  á    los   actos   de    los 
funcionarios  de  elección. 

§  620.  La  presunción  anunciada  en  el  párrafo 
578  también  se  halla  establecida  en  los  Núm.  14  y 
81   del  art.   338  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 


(1)     15,  Cyc,   p.  416. 
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Se  presume  que  el  cargo  oficial  ha  sido  debí-* 
Jámente  cumplido,  y  que  se  han  cumplido  las  dis- 
posiciones  de    la    Ley. 

Igualmente  se  presume  que  un  funcionario  de 
elecei&n    ha   sido   debidamente   nombrado. 

Las  presunciones  mencionadas  en  este  párrafo  y 
en  el  anterior,  como  son  juris  tantum,  se  mantienen 
mientras   no    se    pruebe   lo  contrario. 

En  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  para  determi- 
nar todas  las  cuestiones  referentes  á  la  regularidad 
y  legalidad  de  los  actos  de  los  oficiales  de  elección,  las 
Cortes  deberán  reconocer  la  presunción  de  que  todos 
los  oficiales  y  otras  personas  encargadas  de  llevar  á 
cabo  las  elecciones  ó  hacer  el  recuento  de  votos  y 
certificar  el  resultado  de  la  elección,  obraron  de  con- 
formidad con  la  Ley,  mientras  específicamente  no  se 
alegue  ni  se  pruebe  cumplidamente  lo  contrario.' 


¿$5        ¿Jó        ¿¡fe 
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CAPÍTULO  XIV. 

Remedios  especiales. 


621-625.  Injunction  (Mandamiento  de  prohibición). 

626-628.  Quo  Warranto  (Usurpación  de  cargos). 

629-637.  Mandamus  (Mandamiento  perentorio). 

638-643.  Certiorari  (Avocación). 


Injunction  <í>  metrkdkeimi&rkto  dk&  pt-oHllbloi<í>n. 

§  621.  Como  regla  general  para  la  aplicación 
de  los  remedios  especiales,  en  asuntos  de  protesta 
contra  elecciones,  tenemos  la  siguiente  doctrina  to- 
mada  de    la    Enciclopedia    Americana: 

"Se  ha  sostenido  que,  en  los  casos  en  que  la 
Ley  ha  establecido  un  modo  específico  para  protestar 
elecciones,  á  ese  modo  únicamente  se  puede  recu- 
rrir, y  que  el  procedimiento  de  investigación  en  el 
derecho  común,  por  medio  de  un  mandamiento  de 
Quo  wakranto  ú  otro  semejante,  no  será  admitido. 
En  los  casos,  en  que  se  ha  fijado,  en  la  Ley  orgá- 
nica de  una  ciudad,  la  manera  de  protestar  la  elec- 
ción de  funcionarios  de  dicha  ciudad  ante  un  Tri- 
bunal constitucional,  no  admite  cualquier  otro  remedio, 
y  priva  á  las  Cortes  de  toda  facultad  para  intervenir 
en  dichas  protestas.  Así  que,  donde  la  Ley  señala 
un  remedio  especial  en  el  caso  de  una  elección  pro- 
testada, las  Cortes  no  han  de  intervenir  por  medio 
de  Injunction,  aun  para  impedir  la  perpetración  de 
un  fraude;  pero,  si  bien  las  Cortes  no  pueden  asu- 
mir jurisdicción  para  conocer  de  estas  protestas,  bajo 
tales  circunstancias,  pueden  intervenir  por  medio  de 
Mandamus  para  obligar  al  Tribunal  constitucional  es- 
pecial,  que  tenga  jurisdicción  sobre    la   protesta,    que 

50 
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tome  acción,  si  desatiende  ó  rehusa  hacerlo  así  sin 
motivo  justificado.  Pero  la  Corte  no  determinará-  los 
derechos  de  los  candidatos  en  procedimientos  de  Man- 
damus  contra  los  escrutadores,  ni  procederá  á  la  in- 
vestigación de  las  cosas  en  controversia,  mediante  las 
formas  legales  ordinarias  ó  procedimientos  de  equi- 
dad." (i) 

§  622.  Sobre  esta  misma  cuestión,  McCrary  dice 
lo  siguiente:  "Cuando  la  solicitud  es  por  un  tnjuno 
tion  para  restringir  á  los  funcionarios  de  elección  á 
recibir  votos  de  una  clase  de  personas,  que  están  clara- 
mente descalificadas,  la  regla  de  que  no  procede  la 
ingerencia  de  una  Cancillería  en  asuntos  de  elec- 
ciones protestadas  no  es  aplicable,  y  puede  concederse 
muy  bien  un  injunction,  porque  en  tal  caso,  el  objeto 
no  sería  decidir  prematura  y  colateralmente  un  caso 
de  elección  protestada."  (2) 

§  623.  "No  procede  un  injunction  para  res- 
tringir al  funcionario  correspondiente  á  anotar  la  lista 
de  los  votos  de  un  distrito,  sobre  la  cuestión  de  tras- 
ladar la  residencia  del  gobierno  del  distrito,  por  razón 
de  fraudes  é  ilegalidades  en  llevar  á  cabo  la  elección. 
El  remedio  para  tales  males  se  consigue  por  medio 
de  una  protesta,  según  dispone  la  ley.  Puede  siem- 
pre hallarse  un  remedio  adecuado,  ya  sea  por  la  Ley 
ó  por  la  equidad,  para  los  fraudes  cometidos  contra 
la  pureza  de  las  elecciones.  Si  un  resultado  se  ha 
obtenido  mediante  fraude,  y  la  ley  no  ha  provisto 
ningún  modo  de  reparación,  de  ninguna  manera  re- 
sulta que  no  se  puede  obtener  reparación  alguna.  El 
derecho  de  cualquier  persona  al  ejercicio  de  alguna 
función  ó  autoridad  públicas,   bajo  una  elección  frau- 


(1)  15,  Cyc,  p.  394. 

(2)  McCrary,  §  388. 
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dulenta,  puede  ser  puesto  á  prueba,  por  medio  de  pro- 
cedimiento de  quo  warranto,  según  los  principios  del 
derecho   común."  (1) 

§  624.  La  Corte  Suprema  de  estas  Islas,  en  el 
asunto  de  La  Junta  Municipal  de  Santa  Rosa  vs.  La 
Junta  Provincial  de  la  Laguna,  dijo:  "Cuando  el  acuerdo 
de  la  Junta  Provincial,  ordenando  la  celebración  de 
unas  elecciones  especiales,  es  de  tal  índole  que  cabe 
el  recurso  de  un  Mandamiento  de  prohibición  para 
impedir  que  la  Junta  de  elección  municipal  la  cumpla, 
un  In.junction  preliminar  puede  concederse,  prohi- 
biendo el  que  la  Junta  de  elección  obre  por  virtud 
del  susodicho  acuerdo,  durante  la  pendencia  de  un 
juicio  iniciado  por  una  solicitud,  pidiendo  un  Man- 
damiento   DE    PROHIBICIÓN."   (2) 

§  625.  Pero,  en  vista  de  la  disposición  del  art. 
27  de  la  Ley  Electoral,  que  confiere  á  los  Juzgados 
de  Primera  Instancia  competencia  exclusiva  y  deci- 
siva, para  entender  en  las  protestas,  para  cuya  resolu- 
ción no  se  hayan  dictado  disposiciones  especiales, 
creemos  que  la  doctrina  expuesta  en  la  citada  deci- 
sión carece  ahora  de  aplicación,  en  cuanto  á  las  de- 
cisiones que  dicten  los  Juzgados  ordenando  la  cele- 
bración de  elecciones  especiales.  Tampoco  puede  apli- 
carse á  las  resoluciones  que  dicten  las  Juntas  elec- 
torales sobre  exclusión  ó  inclusión  de  electores  en 
el  censo  electoral,  por  la  razón  de  que  dichas  re- 
soluciones son  apelables,  de  acuerdo  con  la  Ley  Elec- 
toral,   para  ante  los   Juzgados    de    Primera    Instancia. 

Quo   wen-reinto  (Usurpación  d^  cargos). 

§  626.  "Según  el  derecho  común,  el  remedio 
adecuado  contra  una  persona  que   esté   ejerciendo  un 


(1)  McCrary,  §  389. 

(2)  2,  G.  O.  116. 
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cargo,  y  que  se  creyese  que  no  tiene  derecho  á  ello, 
es  una  orden  de  Quo  warranto,  que  se  expide 
con  motivo  de  la  solicitud  correspondiente,  con  el 
fin  de  investigar  la  autoridad  de  semejante  persona 
y  de  separarle  del  puesto,  en  caso  de  que  no  se  de- 
mostrase autoridad  alguna.  En  la  práctica  moderna, 
en  ausencia  de  todo  procedimiento  reglamentario,  se 
apela  á  la  investigación  de  la  naturaleza  de  un  Quo 
warranto.  Y  á  la  verdad,  en  los  casos  en  que  existan 
procedimientos  especiales  autorizados  por  la  Ley,  tie- 
nen la  naturaleza  y  conservan  casi  toda  la  substancia 
del  procedimiento  del  derecho  común  por  Quo  wa- 
rranto."  W 

§  627.  Este  remedio  especial,  provisto  por  el 
Código  de  Procedimiento  en  juicios  civiles,  no  es  apli- 
cable para  disputar  una  elección,  como  así  lo  ha  de- 
clarado la  Corte  Suprema  de  estas  Islas  en  el  asunto 
de  Navarro  vs.  Jiménez,  6,  G.  O.  569.  "El  artículo 
201  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  dice  la  Corte 
Suprema,  que  faculta  á  un  particular  para  entablar 
la  acción  correspondiente  para  determinar  el  derecho 
á  un  cargo  público,  ha  sido  hasta  tal  punto  enmen- 
dado por  el  art.  27  de  la  Ley  N.°  1582,  que  ya 
no  puede  ahora  aplicarse  á  los  casos  comprendidos 
en    dicho   artículo." 

§  628.  Pero  después  del  período  legal  para  pro- 
testar ó  después  de  desestimada  la  protesta,  aun  puede 
utilizarse  este  remedio  especial  ante  los  Tribunales 
para  conseguir  la  separación  de  una  persona  que 
usurpa  ó  retiene  ó  ejerce  ilegalmente  un  cargo  público 
<5i vil  ó  una  franquicia  ó  un  cargo  en  alguna  corpo- 
ración organizada  con  la  autorización  del  Gobierno 
de  las  Islas   Filipinas,   de  acuerdo  con  el  art.   201  del 


(1)     McCrary.  §  398. 
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Código  de  Procedimiento  Civil.  Tal  es  la  doctrina, 
que  se  deduce  de  la  decisión  dictada  por  la  Corto 
Suprema,  en  el  asunto  de  Hernando  vs.  Sambrano. 
El.  demandante  se  llama  Severo  Hernando  y  Joa- 
quín, y  el  demandado,  Severo  Hernando  y  Sambrano. 
Severo  Hernando  era  candidato  para  el  cargo  de  Pre- 
sidente Municipal,  en  las  elecciones  verificadas  en 
Laoag,  Hocos  Norte,  el  5  de  Noviembre  de  1907. 
y  la  Junta  electoral,  después  del  escrutinio,  encontró 
que  Severo  Hernando  había  recibido  mayoría  de  votos 
y  le  declaro  debidamente  elegido  Presidente  de  aquel 
Municipio,  le  expidió  un  certificado  de  elección,  y  él 
tomó  posesión  del  cargo,  previo  el  juramento  corres- 
pondiente. 

El  demandante  protestó  contra  la  ocupación  de 
dicho  cargo  por  el  demandado,  alegando  que  él 
era  el  que  había  sido  elegido  Presidente  de  dicho 
pueblo.  La  protesta  fué  rechazada;  y  en  31  de 
Enero  de  1908,  el  demandante  presentó  una  solicitud 
ante  la  Corte  Suprema,  pidiendo  un  mandamiento 
de    Quo   warranto  contra  el    demandado. 

En  vista  de  las  declaraciones  de  los  electores 
sobre  la  persona  por  quién  ellos  intentaron  votar  ó 
sea  el  demandado,  y  de  la  declaración  jurada  del 
mismo  demandante,  manifestando  que  él  no  había  sido 
candidato  ni  había  pensado  presentar  su  candidatura,  y 
que  el  candidato  favorecido  era  el  mismo  demandado, 
la  Corte  Suprema  falló  denegando  el  mandamiento 
solicitado.  (1) 

/Wandomus     Mandamiento  perentorio). 

§  629.  Sobre  el  remedio  contra  las  Juntas  de 
elección  ó  de  escrutinio,  que  rehusan  ejercer  un  deber 


(1)     Fallado  en  12  de  Marzo  de  190<). 
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inherente  á  su  cargo,  tenernos  varias  doctrinas: 

En  la  Enciclopedia  Americana  se  lee  lo  siguiente : 
"Sobre  si  sería  procedente  un  Mandamus  para  obligar 
á  los  Inspectores  de  elección  á  inscribir  los  nombres 
de  los  electores  en  el  censo  electoral,  es  una  cues- 
tión, sobre  la  cual  ha  habido  divergencia  de  opinio- 
nes. En  algunos  casos,  se  ha  expedido  la  orden  donde 
era  evidente  que  los  recurrentes  eran  electores  de- 
bidamente calificados  y  habían  solicitado  en  forma 
debida  la  inscripción ;  pero,  por  otra  parte,  se  ha  sos- 
tenido que  los  deberes  de  estos  funcionarios,  si  bien 
no  son  de  carácter  judicial  en  el  sentido  estricto  de 
la  palabra,  no  son  meramente  ejecutivos,  y  que  no 
procede  un  mandamus  para  regularles  en  el  ejerci- 
cio de  su  juicio  y  discreción,  en  cuanto  á  la  ins- 
cripción de  electores.  Si  el  fundamento  de  la  soli- 
citud de  remedio  envuelve  una  negación  de  la  exis- 
tencia legal  de  la  Junta  de  Inspectores,  su  solicitud 
sería    desestimada  mediante    demurrer."  (1) 

§  630.  "En  un  caso  dado,  la  Corte  Suprema 
de  Wisconsin  requería  á  la  Junta  de  escrutinio  del 
Estado  que  determinase,  de  acuerdo  con  la  Ley,  quién 
de  los  candidatos  en  la  elección  de  aquel  Estado, 
para  el  cargo  de  Representante  al  Congreso  de  los 
Estados  Unidos,  tenía  derecho  al  certificado  de  elec- 
ción. Esto  no  impugna  el  poder  constitucional  de  la 
Cámara  para  determinar  el  derecho  de  sus  miembros  al 
cargo:  la  decisión  de  la  Corte  es  sólo  para  ver  si 
el  acta  enviada  á  semejante  Junta,  de  los  votos  de- 
positados en  un  distrito,  debe  ser  incluida  en  su  escruti- 
nio é  informe."  ^2) 

§     631.      k'Las    Cortes    no   se    ocuparán    en    deci- 


(1)  15.  Oye  ,  p.  ;mii>. 

(2)  McOrary,  §  385. 


—  399  — 

dir  acerca  del  derecho  que  tiene  una  persona  á  sen- 
tarse en  la  Legislatura,  cuando  por  la  Constitución, 
cada  Cámara  se  hace  juez  de  la  elección  y  condi- 
ciones desús  propios  miembros;  pero,  una  Corte  puede, 
por  medio  de  mandamus,  obligar  á  los  oficiales  co- 
rrespondientes encargados  de  certificar,  que  cumplan 
con  su  cometido,  invistiendo  á  las  personas  elegidas 
a  tal  Cuerpo  legislativo,  de  los  credenciales  necesa- 
rios para  que  puedan  afirmar  sus  derechos  ante  el 
Tribunal  competente.  Y,  puesto  que  los  funcionarios 
encargados  de  hacer  el  escrutinio  y  certificación  actúan 
ministerialmente  y  no  tienen  autoridad  para  no  aca- 
tar lo  que  las  actas  dicen  ó  para  investigar  la  lega- 
lidad de  los  votos  depositados  y  certificados,  un  Tri- 
bunal les  requeriría,  por  medio  de  Maxdamus,  á  decla- 
rar y  certificar  el  resultado,  según  lo  demuestren  las 
actas,  porque  así  es  su  verdadero  deber;  pero,  la  ad- 
judicación de  un  certificado  de  elección,  bajo  tal  man- 
dato, no  impedirá  al  Cuerpo  legislativo  determinar 
la   elección. "  O) 

§  632.  Procede  un  Mandamus  para  obligar  á 
una  Junta  de  escrutinio  para  declarar  el  resultado  y 
expedir  certificados,  de  acuerdo  con  el  mismo,  cuando 
estos  deberes  se  requieren  por  ley  de  dicha  Junta. 
Puesto  que  tales  deberes  son  puramente  ministeria- 
les, se  puede  obligar  á  la  Junta,  por  medio  de  Manda- 
mus,  que  los  cumpla.  Y  en  West  Virginia  se  ha  sos- 
tenido que  la  Corte  del  distrito  puede,  por  medio  de 
Mandamus,  obligar  á  una  Junta  de  Inspectores  de 
una  sección  que  expida  certificados  de  elección  á  los 
funcionarios  municipales  resueltos  por  la  Corte,  que 
han  sido  debidamente  elegidos  en  una  elección  vá- 
lida.  Pero,   por  supuesto,   este  último  caso  debe  haber 
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sido  tal  de  manera  que  las  actas  de  elección  y  todas  las 
pruebas  correspondientes,  en  cuanto  al  resultado,  se 
presentaron  legítimamente  á  la  Corte,  para  su  con- 
sideración. Si  fuese  lo  contrario,  el  caso  no  es  una 
buena  autoridad,  porque  es  una  doctrina  bien  sen- 
tada que  no  procede  un  Man  da  mus  para  conocer  del 
derecho  á  un  cargo  y  determinarlo  definitivamente."  ^ 

§  633.  Se  ha  sostenido  en  Massachusets  que 
no  procede  un  Mandamus  para  obligar  á  una  Junta 
examinadora  de  las  actas  de  elección  que  añada  ciertos 
votos,  que  contienen  solamente  la,  letra  inicial  del 
nombre  cristiano  de  un  candidato,  á  los  demás  votos 
que  contienen  su  nombre  entero.  Esto,  por  la  razón 
de  que  los  deberes  de  la  Junta,  bajo  la  ley  de  aquel 
listado,  son  puramente  ministeriales,  y  no  puede  re- 
cibir ó  considerar  (al  igual  que  una.  Corte)  cual- 
quiera prueba  de  circunstancias  intrínsecas,  sino  que 
está  limitada  á  atenerse  al  record  de  los  votos  cer- 
tificados  y    expuestos  ante    ella.  (2^ 

5  634.  En  la  obra  de  Hiídi  sobre  Remedios 
legales  extraordinarios  párrafo  57,  página  G9,  se 
sienta    la  siguiente  doctrina: 

"lia  regla  general  que  autoriza  el  remedio,  por  me- 
dio de  un  Mandamus,  en  la  clase  de  asuntos  en  consi- 
deración, sólo  es  aplicable,  cuando  las  funciones  de  los 
escrutadores  son  de  carácter  puramente  administrativo; 
y  cuando  las  facultades  de  dichos  funcionarios  se  hacen 
extensivas  y  comprenden  la  resolución  de  cuestiones 
de  carácter  puramente  judicial,  como  sucede  algunas 
veces,  la  regla  no  tiene  aplicación.  Por  ejemplo,  cuando 
las' Juntas  de  escrutadores  están  revestidas  de  facultad 
para  ejercer  funciones  judiciales   sobre  la  cuestión  de 
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elección  en  su  totalidad,  con  autorización  no  solamente 
para  desempeñar  los  deberes  ordinarios  de  los  escru- 
tadores, sino  también  para  oir  y  fallar  todas  las  pro- 
testas de  elección,  y  no  cabe  recurso  contra  sus  reso- 
luciones, los  Tribunales  de  justicia  se  negarán  á  in- 
tervenir en  el  ejercicio  de  su  libre  albedrío  ó  juicio, 
por  medio  de  un  Mandamus,  y  considerarán  sus  reso- 
luciones  como    definitivas   y   concluyentes." 

§  635.  El  artículo  17  de  la  Ley  Electoral  con- 
fiere á  los  Inspectores  de  elección  la  facultad  de 
decidir,  en  primera  instancia,  si  el  que  solicita  la  ins- 
cripción tiene  ó  no  legalniente  derecho  á  ser  ins- 
crito. Esta  facultad  es  de  índole  judicial.  Por  tanto, 
de  acuerdo  con  los  principios  expuestos,  no  procede 
el  remedio  de  Mandamus  para  obligar  á  la  Junta  de 
Inspectores  á  que  inscriba  en  el  censo  ó  excluya 
de  él  el  nombre  de  un  elector,  que  solicita  su  ins- 
cripción. Pero,  cuando  la  Junta  de  escrutinio  re- 
husa cumplir  los  deberes  que  la  Ley  le  impone,  re- 
ferentes al  escrutinio  de  votos,  á  la  proclamación 
de  su  resultado,  extensión  de  actas  electorales  y  li- 
bramiento de  certificados  de  elección  á  quienes  co- 
rresponda, como  quiera  que  estos  deberes  son  pu- 
ramente ministeriales,  creemos  que  en  tales  casos  pro- 
cedería el  remedio  de  Mandamus,  para  obligar  á  dicha 
Junta  á  que  ejecute  tales  actos  que  la  Ley  pres- 
cribe,   como    deberes   inherentes   á    su    cargo. 

§  636.  En  el  Juzgado  de  Primera  Instancia 
de  Albay  se  inició  un  juicio  sobre  mandamiento  pe- 
rentorio, al  objeto  de  obligar  á  la  Junta  de  escru- 
tinio á  que  proceda  á  un  nuevo  sorteo  de  los  can- 
didatos para  el  cargo  de  Presidente  Municipal  de 
Albay,  que  resultaron  empatados,  según  el  acta  del 
escrutinio.  Los  hechos,  que  aparecen  de  aquella  causa, 
son    los    siguientes: 

51 
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La  Junta  Provincial  de  Albay,  actuando  como 
Junta  de  escrutinio  del  nuevo  Municipio  de  Albay, 
formado  de  los  antiguos  Municipios  de  Albay,  Le- 
gaspi  y  Daraga,  procedió  al  sorteo  de  los  candi- 
datos á  Presidente  Municipal,  que  resultaron  empata- 
dos con  340  votos  de  cada  uno,  según  las  actas  de  las 
Juntas  electorales,  de  la  elección  especial  verificada 
en  11  de  Febrero  de  1908,  habiendo  sido  favo- 
recido por  la  suerte  el  candidato  Lucio  Navarro.  El 
candidato  derrotado,  Agripino  Segovia,  protestó  contra 
dicha  elección  ante  el  Juzgado  de  Primera  Instancia. 
El  Juzgado  declaró  que  debían  adjudicarse  á  Na- 
varro 333  votos,  y  otros  333  a  Segovia,  y  ordeno 
á  la  Junta  de  escrutinio  para  que  corrigiera  su  acta 
con  respeto  al  cargo  de  Presidente  Municipal.  La 
Junta  Provincial  de  Albay,  como  Junta  de  escrutinio, 
corrigió  el  acta  de  elección  del  Presidente  Munici- 
pal   de    Albay,    pero    sin   proceder  á  nuevo  sorteo. 

El  protestante  Segovia  solicitó  del  Juzgado  un 
mandamiento  perentorio.  La  demanda  fué  objetada 
mediante  demurrer,  por  no  exponer  hechos  suficientes 
para  constituir  motivo  de  acción.  El  Juzgado  sos- 
tuvo el  demurrer,  declarando  que,  según  las  alega- 
ciones de  la  demanda,  no  es  deber  de  la  Junta  Pro- 
vincial resolver  otra  vez  el  empate  por  medio  de 
sorteo. 

La  Fiscalía  General,  en  su  alegato  presentado  a 
la  Corte  Suprema  el  2  de  Octubre  de  1908,  al  opinar 
que  era  improcedente  el  remedio  solicitado,  dice  lo 
siguiente: 

Es  ya  una  regla  bien  admitida  por  la  jurisprudencia, 
que  el  mandamiento  perentorio  solamente  procede,  cuando 
una  Junta,  Juez  ó  funcionario  deje  ó  se  niege  á  cumplir 
un  deber  formal  que  le  estuviera  impuesto  por  la  ley. 
En  el  asunto  Manotoc  vs.  McMicking  y  Trinidad  (Jur.  Fil., 
10,    pág.    120),    esta   Corte   ha   dicho. 
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«No  podrá  obligarse  á  un  funcionario,  por  medio 
de  un  mandamus,  á   que  ejecute  un  acto  que  no   esté 
taxativamente    prescrito   por   la   ley,     como    uno   de 
los  deberes    inherentes  á   su    cargo.» 
"La  verdadera,  la  única  cuestión,    pues,    que   es   pre- 
ciso  resolver    en  el  presente   caso,  es  la  de   si  existe   al 
gima   ley   ó    disposición   legal    en    la    que   se   declare    que 
es  deber  de  la  Junta  provincial,  actuando  como   Junta  de 
escrutinio,  el  proceder  á  nuevo  sorteo  para  decidir  el   em- 
pate  entre  los    candidatos,  en  vista  del    auto  del  Juzgado, 
ordenando  corrija  su  acta  de  escrutinio  y,  por  tanto,   que 
al  negarse    á   ello,  faltó  á    un   deber  formal  impuesto    por 
La   ley.    La    Ley    N.°    1532,    en   su  artículo   26,    párrafo  2, 
dispone: 

Si  para  cualquier  cargo  municipal  resulta  em- 
pate, se  echarán  suertes  entre  los  candidatos  em- 
patados á  presencia  de  la  Junta  de  escrutinio  y  se 
declarará  elegido  aquél  á  quien  favorezca  la  suerte. 
"Ahora  bien:  si  el  Juzgado  no  anuló  el  resultado  de 
las  elecciones,  ni  lo  ejecutado,  por  la  Junta  provincial? 
pues  no  ordenó  la  celebración  de  nuevo  sorteo,  ¿hay  al- 
guna ley  ó  disposición  legal  que  imponga  á  la  Junta 
provincial  el  deber  de  volverse  contra  sus  propios  actos 
y  deshacer  lo  ejecutado  por  ella  misma?  La  ley  le  im- 
ponía la  obligación  de  proceder  al  sorteo,  en  vista  del 
empate;  la  Junta  provincial  cumplió  con  este  deber.  Si 
se  quería  que  la  Junta  provincial  procediera  á  nuevo 
sorteo,  debe  haberlo  ordenado  el  Juzgado,  declarando  nulo 
lo  hecho  anteriormente,  y  no  habiéndolo  ordenado  así,  es 
señal  evidente  de  que  el  Juzgado  daba  por  bien  hecho 
lo  ejecutado  por  aquélla,  limitándose  únicamente  á  corre- 
gir el  acta  de  escrutin  o,  en  lo  referente  al  número  de 
votos  que  cada  candidato  ha  obtenido.  De  modo  que  la 
Junta  provincial,  al  negarse  á  practicar  nuevo  sorteo,  no 
faltó  á  la  ley,  pues  ninguna  le  impone  este  deber,  ni 
al  Juzgado,  puesto  que  éste  no  lo  ha  ordenado;  lo  cual 
hace  completamente  improcedente  el  mandamiento  peren- 
torio   que    ahora   se    solicita. 

"Practicado    el    escrutinio  y  procedido   al     sorteo,    en 
vista    de    que    los    votos    de    los    dos  candidatos  resultaron 
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empatados,  la  Junta  provincial,  en  funciones  de  Junta  de 
escrutinio,  ha  cumplido  con  todos  los  deberes  que  la  ley 
le  impone,  y  no  puede,  ni  debe  volver  á  repetir  lo  hecho. 
En  el  asunto  Hosenthal  vs.  State  Board  of  Canvasserx,  la 
Corte   ha   dicho: 

«Cuando  el  deber  de  la  Junta  de  escrutinio  se 
ha  verificado  completamente,  está  hecho  de  una  vez 
para  siempre  y  no  podrá  repetirlo.»  (32  Pac.  Rep*, 
129)/' 

§     637.      En    el  asunto  de   Himtiverox  vs.  El  Hon. 
José    G    Abren   y    otro,    la    Corte  Suprema   dice: 

"El  demandante  promovió  este  juicio  originario  de  man- 
damus  en  esta  Corte,  pidiendo  se  dicte  sentencia  orde- 
nando al  demandado  Juez  de  1.a  Instancia  de  Capiz  que 
siga  adelante  con  la  tramitación  de  la  protesta  electoral 
que,  según  se  alega,  pende  ante  él.  Los  demandados  han 
comparecido  y  opuesto  demurrer  á  la  demanda,  y  el 
asunto    se    halla    ahora    ante    Nos    para    la    resolución    de 

dicho     DEMURRER. 

"En  la  demanda  se  alega  que,  en  las  elecciones  gene- 
rales celebradas  en  5  de  Noviembre  de  1907  para  el  cargo 
de  Gobernador  provincial  de  Capiz,  el  demandante  era 
el  candidato  del  Partido  Nacional  Progresista,  y  el  de- 
mandado, Antonio  Habana,  era  el  candidato  del  Partido 
Modernista;  que  el  demandado  Habana  fué  declarado  electo 
por  mayoría  de  250  votos;  que  el  demandante  presentó 
una  protesta  al  Juzgado  de  1.a  Instancia  con  arreglo  al 
art.  27  de  la  Ley  Electoral  (Ley  Núm.  1582);  que  en 
este  procedimiento  pidió  que  las  urnas  de  24  de  los  pre- 
cintos electorales  de  la  provincia  fuesen  abiertas  y  con- 
tadas las  papeletas;  que  el  Juez  ordenó  que  se  abriesen 
ocho  de  las  urnas  y  se  contasen  las  papeletas,  pero  se 
negó  á  ordenar  que  fuesen  abiertas  las  urnas  restantes, 
bajo  el  fundamento  de  que,  en  cuanto  á  estas,  el  deman- 
dante no  había  presentado  prueba  alguna  de  fraudes  co- 
metidos  en   aquellos   precintos. 

"La   cuestión,    que  el    demandante    quiere   que   se   re 
suelva   en   este  recurso,   es   la   de   si    en    una   protesta   de 
elecciones   el   Juez   está   en    la   obligación   de  abrir   todas 
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las  urnas  electorales  especificadas  en  la  protesta  ó  tan 
sólo  aquellas  urnas  especificadas  en  la  misma,  respecto 
de  las  cuales  se  ha  presentado  prueba  de  fraude  6  irre- 
gularidad. 

En  nuestro  sentir,  el  demandante  ha  perdido  su  de- 
recho á  que  se  resuelva  esta  cuestión  por  esta  Corte,  por 
razón  de  ciertos  procedimientos  seguidos  por  él  posterior- 
mente en  el  Juzgado  de  1.a  Instancia.  En  la  demanda  se 
alega  que  después  de  la  resolución  del  Juez  requiriendo 
prueba  de  actos  específicos  de  fraude  ó  irregularidad, 
antes  de  que  pudieran  abrirse  las  urnas  y  en  17  de  Di- 
ciembre de  1907,  el  demandante  presentó  una  moción  di- 
ciendo que  le  era  imposible  presentar  las  pruebas  que  el 
Juez  exigía,  concluyendo  por  manifestar  en  su  escrito 
que  se  den  por  terminados  los  procedimientos  con  la  re- 
solución, que  el  Juzgado  estime  á  bien  dictar.  Y  el  Juz- 
gado sobreseyó  la  moción  de  protesta,  de  acuerdo  con  lo 
solicitado   por   el   recurrente. 

Se  verá,  pues,  que  las  actuaciones  relativas  á  las  elec- 
ciones promovidas  en  el  Juzgado  de  1.a  Instancia  por  el 
demandante,  han  llegado  á  su  fin,  habiéndose  dictado  sen- 
tencia definitiva,  á  petición  expresa  de  aquél.  No  obs- 
tante haber  el  mismo  demandante  pedido  al  Juez  que  se 
diera  fin  al  procedimiento,  de  una  vez  para  siempre,  ha 
entablado  este  recurso  en  esta  Corte,  pidiendo  que  se 
dicte  sentencia  ordenando  al  Juez  que  siga  adelante  con 
la  tramitación  de  aquel  asunto.  Es  muy  evidente  que  no 
tiene   derecho   á   este   remedio.    (D 

Certiorari  (Avocación). 

§  638.  En  los  casos  electorales  rige  la  misma 
regla  sancionada  por  la  Jurisprudencia  en  los  casos 
civiles  ordinarios,  á  saber:  "Para  que  se  conceda 
este  remedio,  es  necesario  que  se  demuestre  que  el 
Juez  se  haya  extralimitado  de  su  competencia  en  la 
materia,  6  que  haya  cometido,  en  las  diligencias  prac- 
ticadas en  la  misma,  alguna  irregularidad  6  algún 
acto  positivo  fuera  de  su  competencia/ ?    (2) 


(1)     6,  G.  O.,  544. 

Í2)     Á raneta  v*.  Gustillo,  Jur.   Fil.,  2,  (¡1. 
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Para  ilustrar  esta  materia,  se  citan  a  continua- 
ción los  casos  de  oertiorari  presentados  ante  la  Corto 
Suprema,    sobre    protestas    electorales. 

En  el  asunto  de  Villa  vs.  El  Han.  A.  1$.  CwssjieJ/L 
el  demandante  alegó  entre  otros  fundamentos  que  el 
Juez  recurrido,  aun  después  del  término  de  dos  se- 
manas para  protestar  y  de  los  veinte  días  de  tér- 
mino para  los  procedimientos  que  previene  el  art.  27, 
y  durante  la  práctica  de  las  pruebas,  admitió  una 
protesta  enmendada  y  procedió  á  la  continuación 
de  la  vista,  bajo  las  nuevas  bases  alegadas  en  la 
nueva  protesta.  La  Corte  Suprema,  prove}Tendo  el 
recurso  de  certiorari  interpuesto,   dijo: 

Visto  lo  resuelto  por  este  Tribunal,  en  los  asuntos 
de  Rubert  y  Guarnís  contra  Sweeney,  4  Jur.  Fil.  p.  481: 
Ivancich  contra  Odlin,,  1  Jur.  Pil.  p.  292;  Dy  Chuan  Leng 
contra  Ambler,  1  Jur.  Pil.  p.  558;  In  re  Prautch,  1  Jur. 
Pil.  p.  135;  Pelizardo  contra  el  Juez  de  Paz  de  Imus,  2 
Gac  Of.  p.  559;  Andrés  contra  Wolfe.  5  Jur.  Pil.  p.  61: 
Hermán  contra  Crossfield,  7.  Jur.  Fil.  p.  265;  Somes  con- 
tra Crossfield,  8  Jur.  Fil.  p.  28.1;  Zóboli  contra  McMicking, 
Sheriff,  No.  4967;  Diokno  vs.  Crossfield,  No.  5023,  no  ha 
lugar  á  dicho  recurso  y  trascurridos  10  días,  díctese  sen- 
tencia, á  tenor  de  lo  resuelto.   <D 

§  639.  En  el  asunto  de  Diokno  vs.  El  Hon.  A. 
S.  Crossfield,  el  demandante  entre  otros  motivos  alego 
que  el  Juzgado  se  excedió  de  su  jurisdicción  y  compe- 
tencia, declarando  inválidas  seiscientas  ochenta  y  una 
(681)  balotas  oficiales  y  auténticas,  depositadas  á  favor 
del  recurrente,  contra  lo  que  consta  en  las  actas 
electorales  levantadas  por  los  Colegios  electorales  y 
por  la  Junta  Municipal  de  escrutinio,  unidos  en  los 
autos  de  aquella  causa,  como  prueba,  no  siendo  di- 
chas   balotas    discutidas   como    marcadas,    ni    estando 


(1)     Kxtracto  de  la  sesión  de  fecha  5  de  Nov.  dt>  1908. 
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marcadas  las  mismas,  y  sin  prueba  alguna  de  sus- 
tracción, fraude  ó  fraudulenta  intención,  ni  prueba 
pericial  de  cualquier  género  ni  prueba  alguna  de 
cualquier  clase  en  que  basar  legal,  justa  y  racional- 
mente su  fallo,  sino,  por  el  contrario,  fundándose 
fínicamente  el  Juzgado  en  la  aparente  semejanza  de  los 
manuscritos  de  algunas  balotas  con  otras  y  en  el  criterio 
personalísimo  del  Juez  recurrido.  La  Corte  Suprema., 
a!  proveer  este  recurso,  dijo:  "se  declara  no  ha- 
ber lugar  á  dicho  recurso,  sin  especial  condenación 
de    costas.1'    (1^ 

§  640.  En  el  asunto  de  Abendan  vs.  Llórente 
y  otro,  el  demandante,  no  siendo  candidato  votado, 
promovió  el  recurso  original  de  avocación  ó  certtorarí 
ante  la  Corte  Suprema,  al  objeto  de  que  se  revisara 
una  sentencia  del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Cebú,  por  la  cual  se  declaraban  nulos  los  votos  re- 
cibidos por  Vicente  Sotto  y  que  el  demandado  Lló- 
rente era  el  Presidente  debidamente  electo.  La  Corte 
Suprema,  al  resolver  este  asunto,  dice:  "No  encon- 
tramos nada  en  la  Ley  Electoral  que  autorice  á  un 
elector,  que  no  sea  candidato,  para  impugnar  judi- 
cialmente la  validez  de  una  elección....  El  deman- 
dante, Gregorio  Abendan,  no  sólo  no  era  parte  en 
las  actuaciones  seguidas  en  primera  instancia,  sino 
que  no  tiene  derecho,  según  la  Ley,  á  intervenir 
como  parte,  careciendo  por  tanto  de  personalidad 
para  sostener  un  recurso  de  avocación  ó  certiorari, 
al  objeto  de  conseguir  la  revisión  de  la  sentencia 
de  que  se   ha  hecho  mérito."    (2) 

§  641.  En  el  asunto  de  Timoteo  Castro  y  otro, 
vs.  FA  Hon.  Adolph  Wislizenvs  y  otro,  la  Corte  Su- 
prema  dice : 


(1)  Extracto  de  la  sesión  de  fecha  20  de  Febrero  de  1909. 

(2)  6,  G.  O.,  566. 
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"Los  demandantes  interpusieron  este  recurso  original 
de  avocación  ó  certiorari,  con  el  mismo  objeto  que  el  pro- 
movido por  Gregorio  Abendan  contra  Martín  Llórente  y 
otro,  resuelto  por  esta  Corte  Suprema,  en  25  de  Febrero 
de    1908. 

"Los  hechos  son  los  mismos  que  se  relacionan  en 
aquella  decisión.  Para  el  cargo  de  Presidente  Municipal 
de  Cebú,  provincia  del  mismo  nombre,  Vicente  Sotto  salió 
con  650  votos,  Martín  Llórente  con  483  y  Timoteo  de 
Castro  con  9.  Protestó  contra  la  elección  Llórente,  y  á 
la  vista  de  la  protesta,  el  Juzgado  no  admitió  la  compa- 
recencia de  Vicente  Sotto,  por  medio  del  Abogado  Pilemón 
Sotto,  sustanciándose  solamente  con  Castro  representado 
por   este   mismo    abogado   y   el    otro  Tomás   Alonso. 

"El  Juzgado  declaró,  en  su  sentencia,  nulos  los  votos 
á  favor  de  Vicente  Sotto,  como  ilegales,  y  proclamó  Pre- 
sidente del  Municipio  de  Cebú  á  Martín  Llórente,  y 
además   cargó   las   costas   del  juicio   á  Vicente  Sotto. 

"Toda  la  cuestión  sometida  al  Juzgado  es  la  condi- 
ción que  obtuvo  la  primacía  en  la  votación,  es  á  saber: 
si  debía  confirmarse  ó  no  la  elección  de  una  persona 
condenada  á  cuatro  años  de  prisión  correccional,  y  esta 
cuestión  por  ningún  artículo  de  la  Ley  Electoral  está 
sometida   á   la   competencia   del   Juzgado. 

"Así  que,  proveyendo  al  recurso  ante  Nos  inter- 
puesto, declaramos  que  todo  lo  actuado  por  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  de  Cebú  en  este  expediente  está 
fuera  de  su  competencia  judicial,  y  fallamos  que  todo  es 
nulo  y  de  ningún  valor  y  efecto,  especialmente  la  sentencia 
dictada  en  el  mismo."  (*) 

§  642.  En  el  asunto  de  Alberto  Lagahit  vs. 
Simeón  Nengasca  y  el  Jaez  Adolph  Wislizenus,  la  Corte 
Suprema  dice: 

"El  demandante  interpone  recurso  de  avocación  ó  cer- 
tiorari ante  este  Tribunal  Supremo  contra  la  decisión 
del  Juzgado  de  1.a  instancia  de  Cebú,  en  solicitud  de  que 
sea  anulado  el  fallo  dictado  por  el  citado  Juez,  muy 
especialmente  en   lo   que   respecta    á    la   proclamación   de 


(1)     7,  G.  O.,  227. 
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Simeón  Nengasca,  como  Presidente  Municipal  de  Aloguin- 
san; que  se  confirme  el  resultado  del  escrutinio  verifi- 
cado por  la  Junta  electoral  de  dicho  pueblo  en  Noviem- 
bre de  1907. 


"Resulta  que  la  sentencia  recaída  en  la  protesta  de 
Simeón  Nengasca  contiene  los  siguientes  pronunciamien- 
tos: 1.°  El  Juzgado  cree  que  la  mayoría  de  los  electo- 
res en  la  elección  pasada  ha  votado  en  favor  del  recu- 
rrente Simeón  Nengasca;  2.°  Se  reconoce  de  parte  del 
Juzgado  á  Simeón  Nengasca,  como  Presidente  electo  en 
las  pasadas  elecciones  verificadas  el  día  5  de  Noviembre 
de  1907  en  el  Municipio  de  Aloguinsan  para  el  cargo  de 
Presidente  Municipal;  3.°  El  Juzgado  ordena  que  se 
dicte  sentencia  en  favor  del  recurrente  y  en  contra  del 
recurrido  por  la  cantidad  de  ciento  cincuenta  pesos,  de 
los  cuales  veinte  pesos  como  recompensa  al  Taquígrafo, 
cuarenta  pesos  como  recompensa  al  comisionado  y  lo 
sobrante  para  honorarios  del  abogado  y  demás  costas  y 
gastos. 

"El  primer  pronunciamiento  está  perfectamente  arre- 
glado al  precepto  de  la  ley.  El  Juzgado  resolvió  la 
protesta  sobre  la  elección  del  Presidente  disputada  en 
Aloguinsan  diciendo:  'El  Juzgado  cree  que  la  mayoría 
de  los  electores  en  la  elección  pasada  ha  votado  en 
favor  del  recurrente  Simeón  Nengasca'.  Si  este  juicio 
formado  por  el  Juzgado  es  ó  no  acertado,  no  puede  ser 
objeto  de  revisión,  por  parte  de  este  Tribunal.  Es  pro- 
nunciamiento que  está  dentro  de  la  competencia  que  la 
ley  le  atribuye. 

"Consecuentemente  con  este  juicio  formado  por  el  Juz- 
gado y  en  cumplimiento  del  precepto  de  la  ley,  la  parte 
dispositiva  de  la  sentencia  debió  ser: — «Expídase  manda- 
miento á  la;  Junta  de  escrutinio  para  que  corrija  el  que  ha 
hecho,    de   acuerdo   con   los   hechos   que   resultan. > 

"El  2.°  de  estos  pronunciamientos  no  está  dentro  de 
la  competencia  del  Juzgado.  La  ley  no  le  autoriza  decla- 
rar que  debe  reconocerse  á  determinado  candidato,  como 
52 
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Presidente  electo.    Por   tanto,  este    pronunciamiento   debe 
anularse. 

"El  3.er  pronunciamiento  sobre  costas  está  fundado 
en  el  siguiente  precepto  de  la  Ley: — 'Si  venciese  en  juicio 
la  parte  que  ha  pagado  dichos  gastos,  el  Juzgado  tasará 
los  mismos  y  los  impondrá  y  cobrará  como  costas  á  la 
parte  contraria/  Si  el  Juzgado  obró  rectamente  ó  no,  al 
considerar  al  otro  candidato  como  parte  contraria  y  parte 
vencida  en  juicio,  no  es  materia,  sobre  que  pueda  recaer 
acción  de  este  Tribunal  Supremo,  puesto  que  no  se  trata 
ahora  de  un  caso  de  su  jurisdicción  de  apelación.  Evi- 
dente es  que  era  materia  de  la  competencia  del  Juzgado 
recurrido,  hacer  pronunciamiento  de  costas  é  imponerse- 
las  "á  parte  contraria.''  No  hay,  por  tanto,  caso  para  el 
remedio  de  certioraki,  que  tiene  por  objeto  contener  y 
remediar  extralimitaciones  de  jurisdicción  ó  competencia, 
no  corregir  injusticias  de  fallos  é  infracciones  de  Ley,  lo 
cual  es  propio  de  recursos  de  apelación  ó  casación. "  (D 

§  643.  Según  la  decisión  de  la  Corte  Suprema, 
citada  en  el  párrafo  641,  la  cuestión  de  si  debe  6 
no  confirmarse  la  elección  de  una  persona  conde- 
nada á  cuatro  años  de  prisión  correccional,  no  está 
sometida  por  ningún  artículo  de  la  Ley  Electoral  á 
la  competencia  del  Juzgado,  y  por  esta  razón,  la 
sentencia  del  inferior,  en  el  asunto  de  Llórente  vs. 
Sotto,    debía    ser   revocada. 

Martín  Llórente  protestó  ante  el  Juzgado  de  Cebú 
contra  la  elección  de  Vicente  Sotto  para  Presidente 
Municipal,  bajo  el  fundamento  de  que  era  inelegible, 
por  estar  condenado  á  cuatro  años  de  prisión.  El 
Juzgado  declaró  nulos  los  votos  dados  á  favor  del 
protestado,  y  en  su  lugar  proclamó  al  protestante,  como 
Presidente    Municipal    de    Cebú.  <2> 

No  se  discute  la  competencia  del  Juzgado  para 
conocer   de    una    protesta,    por  causa  de  la    inelegibi- 


(1)  7,  G.  O.,  154. 

(2)  Vid.  §  238. 
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lidad  del  candidato  que  obtuvo  la  pluralidad  de  vo- 
tos. <D 

Lo  que  fué  discutido  por  las  partes  y  resuelto 
por  la  Corte  Suprema  es  la  forma,  en  que  el  Juz- 
gado resolvió  la  protesta,  extralimitándose  de  su  com- 
petencia, al  declarar  nulos  los  votos  obtenidos  por 
el  protestado  y  proclamar  al  protestante.  Ciertamente, 
no  hemos  encontrado  ningún  artículo  de  la  Ley,  que 
declare  nulos  los  votos  dados  á  persona  inelegible. 
Y  siendo  válidos  los  votos  del  protestado  (si  bien 
por  razón  de  su  inelegibilidad  no  pueden  dar  por 
resultado  una  elección),  es  indudable  que  el  protes- 
tante no  tiene  la  pluralidad  que  requiere  el  Art. 
í>  para  que  un  candidato  pueda  ser  declarado  ele- 
gido. En  el  párrafo  234  se  cita  la  doctrina  ameri- 
cana que  rige  en  esta  materia,  á  saber: — Que  una 
mayoría  ó  pluralidad  de  votos  en  favor  de  un  candi- 
dato inelegible  en  una  elección  popular,  en  tanto  que 
no  le  da  ningún  derecho  al  cargo,  es,  en  ausencia  de 
alguna  ley  declarando  que  dichos  votos  son  nulos,  tan 
lejos  de  ser  eficaz,  que  impide  la  elección  del  candi- 
dato  que   ha  recibido   un   menor  número  de   votos. 

En  el  caso  aludido  lo  que  procedía,  de  acuerdo 
con  el  art.  27,  era  declarar  fracasada  la  elección,  porque 
ninguna  persona  había   resultado  legalmente    elegida. 


(1)     Vid.  §  244,  482,  515  al  519. 
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CAPÍTULO  XV. 

Detritos  elector al,es. 

(En    General.) 


644.  Competencia   de   los   Juzgados   de    Primera    Ins- 

tancia. 

645.  Penalidad   de   los   delitos   electorales. 

646.  Desobediencia   á   las   órdenes  legales  de  los  fun- 

cionarios  de  elección.    Perturbación  del  orden 
en   las   elecciones. 

647.  Alteración,    destrucción  ú  ocultación  de  los  efec- 

tos  destinados   á   una   elección. 

648-649.  Soborno  ó  cohecho  á  los  funcionarios  de  elec- 
ción. 

650.  Obstrucción   á   los  funcionarios  de  elección  en  el 

cumplimiento   de   sus   deberes. 

651-652.  Impresión  y  distribución  ilegal  de  balotas  ofi- 
ciales. 

653.  Sustracción   de   balotas    del    lugar    comprendido 

dentro   de   la   balaustrada. 

654.  Alteración    de    balotas    depositadas    en    la   urna 

electoral. 
655-657.     Anuncio  de  candidatura  de  persona  incapacitada 

para   ejercer   cargos   públicos. 
658-659.     Certificado   ilegal  de  candidatura  para  Diputado. 

Gobernador,  Tercer  Vocal  ó  Miembro  electivo 

de   la   Junta    Municipal   de    Manila. 

660.  Ayuda   é   influencia   ilegal   en    las    elecciones. 

661.  Libelo   electoral. 

662.  Apuestas   sobre   elecciones. 
668.            Ejercicio   ilegal   de   un   cargo. 


Competencia  de  los  Juzgados  de  F*rl- 
mera    Instancia. 

§  644.  Los  Juzgados  de  Primera  Instancia  tienen 
competencia  original  exclusiva  para  expedir  mandamien- 
tos  y   practicar    diligencias    preliminares,    y    completa   ju- 
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risdicción  en   cualquiera   causa   ó  procedimiento  criminal, 
derivado   de   esta   Ley.  í1) 

Nótese  que  la  competencia  del  Juzgado  en  ma- 
teria penal,  se  distingue  de  la  que  tiene  en  mate- 
ria civil;  pues,  al  paso  que  en  ésta  es  exclusiva  y 
decisiva,  en  aquélla  es  sólo  original  exclusiva.  Exclu- 
siva, es  decir,  que  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  es 
el  único  que  tiene  jurisdiación  para  incoar  diligencias 
preliminares  y  juzgar  y  fallar  las  causas  por  delitos 
electorales;  y  original,  porque  las  decisiones  de  los 
Juzgados  en  estas  materias,  al  igual  que  en  los  de- 
litos comunes,  son  apelables  para  ante  la  Corte  Su- 
prema. 

Penalidad  cfe>  los  delitos  electorales. 

§  645.  La  elección  de  los  funcionarios  públi- 
cos es  un  asunto  que  afecta  esencialmente  á  la  co- 
munidad. De  aquí  el  que  las  infracciones  de  los  pre- 
ceptos legales  encaminados  á  obtener  una  genuina  elec- 
ción, se  consideren  como  ofensas  contra  el  orden  pú- 
blico, que  deben  ser  reprimidas  mediante  un  pro- 
ceso  criminal. 

Las  penas  que  señala  la  Ley  á  los  infractores 
son :  carcelaria  ó  pecuniaria,  ó  ambas  penas,  á  dis- 
creción del  Juzgado,  y  á  veces,  la  inhabilitación  tem- 
poral absoluta.  En  caso  de  insolvencia  de  la  multa  y 
costas,  que  se  impongan  á  la  persona  convicta  de  de- 
lito electoral,  podrán  ser  satisfechas  con  prisión  sub- 
sidiaria, á  razón  de  un  dia  por  cada  dos  pesos  de  multa 
y  costas  no  pagadas.   (2) 

Esta  disposición  de  la  Ley,  en  nuestra  opinión, 
ha  sido  modificada  por  la  Ley  N.°  1732,  puesta 
en  vigor  en  1.°  de  Noviembre  de  1907,  cuyo  art. 
1.°    dispone    que  cuando  se  imponga  una  multa  como 


(1)  Art.  31. 

(2)  Art.  30,  sec.  20. 
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pena  única  ó  como  parte  de  la  pena  por  cualquier 
infracción  criminal  declarada  punible  por  ley  ó  por 
leyes  de  la  Comisión,  el  Tribunal  sentenciará  tam- 
bién al  reo  á  sufrir  prisión  subsidiaria  hasta  que  sea 
satisfecha  la   multa,    bajo   las  reglas  siguientes: 

(a)  El  término  de  la  prisión  subsidiaria  se  calculará 
á  razón  de  un  día  por  cada  dos  pesos  y  cincuenta  centavos, 
no  contándose   la  fracción  ó  parte   de   un   día; 

(b)  En  caso  de  que  la  sentencia  del  Tribunal  imponga 
á  la  vez  multa  y  prisión,  la  prisión  subsidiaria  no  ex- 
cederá de  un  tercio  del  término  de  prisión  impuesta  en 
la   sentencia,    y   en  ningún   caso  pasará   de   un   año; 

(c)  En  caso  de  que  la  sentencia  del  Tribunal  imponga 
sólo  una  multa,  la  prisión  subsidiaria  no  excederá  de  seis 
meses; 

(d)  En  caso  de  que  la  sentencia  del  Tribunal  im- 
ponga una  pena  de  más  de  seis  años  de  prisión,  además 
de   una   multa,    no   se   impondrá   prisión   subsidiaria. 

En  la  causa  de  los  EE.  UU.  vs.  Vidal  Roldan, 
fallada  en  1.°  de  Abril,  1909,  la  Fiscalía  General 
opinó  que  procedía  confirmarse  la  sentencia  apelada, 
por  la  cual  se  condenaba  al  acusado,  por  el  delito 
de  juramento  falso,  á  200  pesos  de  multa  y  costas/ 
con  la  sola  modificación  de  que  la  prisión  subsidia- 
ria se  entienda  de  un  día  por  cada  2  pesos  y  medio 
que  se  dejare  de  satisfacer,  de  acuerdo  con  la  Ley  nú- 
mero 1372.  La  Corte  Suprema  declaró  que  esta  última 
Ley,  habiendo  entrado  en  vigor  en  1.°  de  Noviem- 
bre de  1907,  no  puede  aplicarse  al  hecho  enjuiciado, 
que  ocurrió  en  22  de  Junio  de  1907,  ó  sea  4  meses 
antes  de  la  vigencia  de  dicha  ley,  y  que  la  dispo- 
sición legal  aplicable  al  caso,  atendida  la  fecha  de 
su  ocurrencia,  es  la  Ley  Electoral,  cuyo  Art.  30, 
inciso  último,  establece  que  la  multa  y  costas  que 
se  impongan  al  que  fuere  convicto  de  alguna  in- 
fracción   de    la    misma,   podrán    ser    satisfechas    con 
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prisión  subsidiaria    á   razón   de    un    día   por   cada    2 
pesos  de  multa  ó  costas  no  pagadas. 

Por  consiguiente,  tratándose  de  infracciones  de 
la  Ley  Electoral  cometidas  después  del  1.°  de  No- 
viembre de  1907,  el  cómputo  de  la  prisión  subsi- 
diaria por  las  multas  ó  costas  que  no  fueren  satis- 
fechas, deberá  hacerse  de  acuerdo  con  la  citada  Ley 
No.  1732,  según  se  desprende  de  la  decisión  de  la 
Corte  Suprema   en    el    caso   citado. 

Desobediencia  a  las  ói-denes    legales   de 

los  funcionarios  de  elección,  pertur- 
bación del  orden  en   las 
elecciones. 

§  646.  Todo  el  que  rehuse  obedecer  las  órdenes  ó 
instrucciones  legales  de  un  funcionario  de  elección,  ó 
de  un  miembro  de  una  Junta  del  censo  ó  de  un  Inspec- 
tor, ó  interrumpa  ó  perturbe  el  acto  en  cualquiera  sesión 
para  la  formación  del  censo,  ó  en  cualquier  elección, 
comete  una  ofensa  que  la  Ley  castiga  con  prisión  que  no 
exceda  de  un  nies,  ó  con  vndta  que  no  pase  de  doscientos  pesos,  ó 
coa  ambas  pena*,  á  discreción  del  Juzgado.  0-) 

No  debe  olvidarse  que  la  desobediencia  á  las  orde- 
nes legales  de  los  funcionarios  de  elección  y  la  pertur- 
bación del  orden  en  las  elecciones,  si  bien  consti- 
tuyen una  ofensa  criminal  y  autorizan  un  mandamiento 
de  arresto  de  los  infractores,  éste,  sin  embargo,  no 
debe  ejecutarse  de  modo  que  impida  á  la  persona 
así  detenida  ejercitar  su  derecho  de  votar,  de  acuerdo 
con   el   art.    16  de    la   Ley. 

Alteración,  destrucción  ix  ocultación  de 

los  efectos   destinados  a 
una  elección. 

§  647.  El  art.  29,  sección  6,  de  la  Ley  castiga  á 
los  funcionarios  encargados  de  la  custodia  de  los  obje- 
tos usados  en  una  elección  por  la  destrucción  de  los 


(1)     Art.  30,  sec.  7. 
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mismos.  Ei  delito  definido  por  el  artículo  que  co- 
mentamos puede  ser  cometido  por  particulares  ó  por 
cualquier  funcionario  de  elección,  alterando,  destru- 
yendo ú  ocultando  voluntaria  ó  maliciosamente  cual- 
quiera de  los  objetos  destinados  á  una  elección. 

"Todo  el  que  voluntaria  ó  maliciosamente  altere,  des- 
truya, oculte  ó  se  lleve  una  urna,  registro  electoral, 
lista  electoral,  acta,  papeleta,  objetos  de  escritorio,  ú 
otra  clase  de  objetos  destinados  á  una  elección,  será 
castigado  con  prisión  que  no  pase  de  un  año  ó  con  multa  que 
no  exceda,  de  quinientos  pesos,  ó  con  ambas  penas,  á  discreción 
del  Juzgado.   U' 

Soborno  o  conocho  ék  los  funcionarlos  d^ 

elección. 

§  648.  Cometen  el  delito  de  soborno  6  cohe- 
cho: 

La  persona  que  ofreciere  directa  ó  indirectamente  á 
cualquier  vocal  de  la  Junta  de  Inspectores,  ó  á  cualquier 
otro  funcionario  de  elección,  y  el  vocal  de  la  Junta 
de  Inspectores  ó  cualquier  otro  funcionario  de  elección 
que  directa  ó  indirectamente  aceptare  ó  conviniere  en 
aceptar  dinero,  mercancías  ó  bienes  muebles,  billetes  de 
banco,  vales,  pagarés,  promesas  de  pago,  letra,  giro, 
carta-orden  ó  cualquier  garantía  de  pago  de  dinero  ó  de 
entrega  de  objetos  ó  bienes  muebles,  ó  títulos  de  tras- 
misión de  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  sobre  los 
mismos,  ó  cualquier  convenio  válido,  ó  cualquier  propie- 
dad ó  recompensa  en  consideración  á  que  dicho  vocal  de 
la  Junta  de  Inspectores,  ó  dicho  funcionario  de  la  elec 
ción,  según  sea  el  caso,  vote  afirmativa  ó  negativamente, 
ó  se  abstenga  de  votar,  ó  use  de  su  interés  ó  influen- 
cia en  cualquier  asunto,  acción,  resolución,  ó  procedi- 
miento pendiente  ante  la  Junta  de  Inspectores,  ó  ante  cual- 
quier funcionario  de  elección,  además  de  ser  destituido 
de   su    cargo   el    funcionario   que   reciba  soborno,    él    y  la 


(1)     Art.  30,  ser.  », 
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persona  que  haya  hecho  el  ofrecimiento  serán  castigados 
con  prisión  que  no  baje  de  tres  meses  ni  exceda  de  cinco  años, 
ó  cor)  multa,  que  no  baje  de  doscientos  pesos  ni  exceda  de  dos 
mil,  ó  con  ambas  penas,    á    discreción  del   Juzgado.    (!) 

§  649.  El  Fiscal  Provincial  de  Batangas  some- 
tió á  la  opinión  de  la  Fiscalía  General  la  siguiente 
consulta: 

Un  candidato  para  el  cargo  de  Presidente  Munici- 
pal ha  sobornado  con  la  cantidad  de  P150.00  al  Presi- 
dente de  la  Junta  de  Inspectores  de  un  Colegio  electo- 
ral, para  que  escribiera  en  las  papeletas  de  electores 
analfabetos,  que  pidieron  su  ayuda,  su  nombre,  es  decir, 
el  nombre  del  candidato  que  ha  sobornado,  en  lugar 
de  aquél  á  cuyo  favor  daban  su  voto  dichos  electores 
analfabetos. 

Supuesto  este  hecho,  no  hay  duda  de  que  se 
trata  de  un  delito  especial,  definido  y  penado  pol- 
la Ley  Electoral,  en  su  artículo  30,  párrafo  segundo. 

Hasta  la  publicación  de  la  Ley  Electoral,  no  se 
conocía  entre  los  funcionarios  públicos  el  cargo  de 
Inspector  de  elección,  y  aunque  los  Inspectores  de 
elección  se  consideran  también  funcionarios  públicos, 
sin  embargo,  el  cohecho  cometido  por  ellos  no  cae 
bajo  la  disposición  del  Art.  381  del  Código  Penal, 
sino  que  debe  ser  perseguido  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones de  la  Ley  Electoral.  Tratándose  de  un  de- 
lito penado  por  una  Ley  de  la  Comisión,  la  pena 
debe   ser  la   señalada   por   dicha   Ley.  W 

Obstrucción  ét  los  funcionarios  de 

elección  en  el  cumplimiento  de 

sus  deberes. 

§  650.  Bajo  esta  calificación,  la  Ley  castiga  con  pri- 
sión que  no  baje  de  treinta  días  ni  exceda  de  un  año,  ó  con  multa 
que  no  baje  de  doscientos  pesos  ni  exceda  de  quinientos,   ó  con   ambas 


(1)  Art    30,  sec.  2. 

(2)  6,  G.  O.,  2016. 
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penas,  á  discreción  del  Juzgado,  al  que  voluntariamente 
impida  á  cualquier  Junta  del  censo  ó  de  Inspectores,  ó 
á  cualquier  otro  funcionario  ó  persona  encargada  de  des- 
empeñar un  deber  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  esta 
Ley,  ó  moleste  ó  dificulte  á  dicha  Junta,  funcionario  ó 
persona   en   el   cumplimiento   de   sus   deberes.    <l> 

Es  también  una  ofensa  declarada  por  la  ley,  se 
lee  en  la  Enciclopedia  Americana,  el  obstruir,  in- 
tervenir ó  retardar  á  los  funcionarios  de  elección 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberes.  (2)  Y  es  porque 
el  acto  de  estorbar  ó  impedir  á  un  funcionario  en 
el  .cumplimiento  de  sus  deberes,  de  hecho  tiende  á 
crear   obstáculos  á    la   celebración  de  una  elección. 

Impresión  y  dist  rito  vio  i<í>n  ilegal  cle> 
balotas  oficiales. 

§  651.  La  Ley  también  castiga  con  prisión  que  no  baje  de 
treinte  días  ni  exceda  de  un  año,  ó  con  multa  que  no  baje  de 
doscientos  pesos  ni  exceda  de  quinientos,  ó  con  ambas  penasi  á 
discreción  del  Juzgado,  ai  que,  teniendo  bajo  su  custo- 
dia papeletas  oficiales,  entregue  alguna  de  ellas  á  otra 
persona  que  no  esté  en  aquel  momento  autorizada  por  la 
Ley  para  recibirla,  y  á  todo  el  que  imprima  ó  distribuya, 
ó  haga  imprimir  ó  distribuir  en  una  elección  una  pape 
leta,   excepto  en   el   caso  previsto   en  la  Ley.   &) 

§  652.  El  Fiscal  General  Araneta,  resolviendo 
la  consulta  del  Fiscal  Provincial  de  Leyte  sobre  si 
la  impresión  ó  distribución  de  balotas,  como  las  que 
se  acompañaban  á  la  consulta,  constituía  una  in- 
fracción de  las  disposiciones  de  la  Ley  1582,  en  opi- 
nión  de  fecha    19    de  Diciembre   de  1907,    dijo: 

"Los  Exhibits  que  se  acompañan  á  su  comuni- 
cación no  dan  á  entender  en  lo  más  mínimo,  en  su 
apariencia,  que  sean  papeletas,  sino  que  simplemente 


(1)  Art.  30,  sec.  10. 

(2)  15,  Cyc.  p.,  445. 

(3)  Art.  30.  sec.  11  y  Ley  No.   1709,  art.  8. 
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parecen  ser  anuncios  impresos  de  la  candidatura  de 
las  personas,  cuyos  nombres  están  escritos  en  los  mis- 
mos, para  los  cargos  impresos  encima  de  sus  respec- 
tivos  nombres. 

"Si  los  Exhibits  en  cuestión  se  hicieron  para  tal 
objeto,  es  decir,  el  anuncio  de  la  candidatura  de  las 
personas,  cuyos  nombres  aparecen  en  ellos,  y  fueron 
usados  y  distribuidos,  de  conformidad  con  semejante 
fin,  no  hubo  por  ello  infracción  alguna  de  las  dis- 
posiciones de    la  citada  Ley. 

"Yo  entiendo  además  que  el  lenguaje  del  pá- 
rrafo 11  del  Art.  30  de  dicha  Ley,  según  está  re- 
formado, á  saber:  "ó  haga  imprimir  ó  distribuir  en 
una  elección  una  papeleta,  excepto  en  el  caso  pre- 
visto en  esta  Ley,"  significa  un  documento,  que  en 
su  apariencia  dé  á  entender  que  es  una  papeleta,  y 
que,  en  forma  y  sustancia,  es  idéntico  ó  se  asemeja 
á  la  papeleta  oficial,  que  se  dispone  en  dicha  Ley. 
Suponiendo  que  los  Exhibits  presentados  por  V.  hayan 
sido  impresos  y  distribuidos  por  individuos  particu- 
lares, soy  no  obstante  del  parecer  que  la  Ley  no 
quedó  por  ello  infringida,  por  la  razón  de  que  dichos 
exhibits  no  dan  á  entender  en  su  apariencia  que  sean  pa- 
peletas, ni  son  idénticos,  ni  se  asemejan  en  forma 
ó  sustancia,  á  la  balota  oficial  prescrita  por  la  ci- 
tada Ley,  sino  que,  al  contrario,  dan  á  entender,  según 
su  forma  y  sustancia,  que  son  simplemente  anuncios 
impresos  de  la  candidatura  para  ciertos  cargos  de  las 
personas,    cuyos    nombres  se  han  escrito  en   ellos. 

"Por  tanto,  soy  de  opinión  que  la  impresión  ó 
distribución  de  los  Exhibits  presentados  por  V.  no 
infringe  ninguna  de  las  disposiciones  de  la  Ley  1582/ ' 
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Sustracción  de  balotas  del  lugar  oom- 

prendldo  dentro  de  la  balaustrada. 

§  f>53.  El  sacar  una  papeleta  del  lugar  comprendido 
dentro  de  la  balaustrada,  antes  que  se  cierren  lo$  Cole- 
gios, constituye  una  ofensa  castigada  por  la  Ley  con  pri- 
síó»  que  no  exceda  de  tres  meses  ó  con  multa  que  no  pase  de 
ríe))  pesos,  ó  con  ambas  penas,  á  discreción  del  Juzgado.  0) 

La  Ley,  en  este  respecto,  presume  que  el  acto 
de  sustraer  una  papeleta  del  lugar  comprendido  den- 
tro de  la  balaustrada,  obedece  á  un  fin  fraudulento, 
y,  en  verdad,  no  hay  razón  que  pueda  explicar  satisfac- 
toriamente semejante  hecho.  El  acto  de  sustraer  ba- 
lotas del  lugar  comprendido  dentro  de  la  balaustrada 
es    per   se   un    hecho    punible. 

Alteración  de»  balotas  depositadas  en 
la  urna. 

§  654.  Todo  el  que  con  intención  fraudulenta  altere 
una  papeleta  depositada  en  una  elección,  ó  con  dicha  in- 
tención deposite  una  papeleta  en  la  urna  ó  en  un  sobre 
de  los  que  dispone  esta  Ley  para  conservar  las  papele- 
tas depositadas  en  una  elección,  ó  con  la  intención  re- 
ferida quite  una  papeleta  de  la  urna  ó  del  sobre,  será 
castigado  con  prisión  que  no  baje  de  un  mes  ni  exceda  de  un 
ano,  ó  con  multa  que  no  baje  de  cien  pesos  ni  pase  de  quinientos, 
ó  con  ambas  penas,  á  discreción  del  Juzgado.   (2) 

La  prohibición  de  alterar  las  balotas  deposita- 
das en  las  urnas,  ó  de  introducir  nuevas  balotas  ó 
de  sustraer  algunas  otras,  tiene  por  objeto  proteger 
la  integridad  del  contenido  de  dichas  urnas,  para  ser 
utilizado   en    caso   de  una  investigación   judicial. 

Anuncio  de  candidatura  de  persona  inca- 
pacitada para  ejercer  cargos  púlblicos. 

§     655.     La   persona    que,    estando    incapacitada  para 


(1)  Art.  30    sec.  14. 

(2)  Art,  80,  sec    13. 
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un  cargo  por  cualquier  razón  que  no  sea  la  falta  de  pago 
de  las  contribuciones,  anuncie  públicamente  su  candida- 
tura para  cualquier  cargo  electivo,  será  castigada  con 
ana  multa  que  no  baje  de  doscientos  peso*  ni  exceda  de  qui- 
nientos.  O) 

Ninguna  persona,  que  desempeñe  un  cargo  ó  empleo 
público  electivo  ó  de  nombramiento  dentro,  de  los  noventa 
días  anteriores  á  una  elección  general  ó  dentro  de  los 
sesenta  días  anteriores  á  una  elección  especial,  salvo  el 
caso  de  aspirar  á  la  reelección  para  el  cargo  ó  empleo 
que  pueda  estar  desempeñando,  se  presentará  candidato 
en  una  elección  ni  será  elegible  para  desempeñar  cargo 
ó  empleo  público  electivo,  que  haya  de  proveerse  en  di- 
chas elecciones  general  ó  especial.  Cualquier  persona,  que 
infrinja  las  disposiciones  dé  este  artículo,  será  privada  de 
*i(  cargo  ó  empleo  //  será  inhabilitada  para  desempeñar  cualquier 
carga   ó    empleo  público    durante   cinco  años.    (2) 

§  656.  ¿l'n  Presidente  Municipal  y  Notario  Pú- 
blico al  mismo  tiempo,  estará  dentro  de  las  pena- 
lidades del  art.  29  de  la  Ley  Electoral,  si  presenta 
su  candidatura  para  su  reelección  al  cargo  de  Pre- 
sidente que  desempeña  actualmente,  sin  renunciar  el 
cargo  de   Notario? 

El  Fiscal  General  Araneta  resolvió  esta  cuestión 
en  los  términos  siguientes:  "Como  Presidente  muni- 
cipal, no  estará  comprendido  en  las  penalidades  que 
establece  el  artículo  29  de  la  Ley  Electoral,  porque 
el  caso  de  reelección  constituye  precisamente  una  ex- 
cepción taxativamente  consignada  en  el  párrafo  úl- 
timo del  mismo  artículo;  pero,  como  Notario  Pú- 
blico, estará  sujeto  á  dichas  penalidades,  conforme  á 
la  opinión  del  Secretario  Ejecutivo,  de  que  los  No- 
tarios Públicos  deben  ser  considerados  como  fun- 
cionarios públicos  en  el  sentido  de  la  Ley  Electoral. 
Ese  Presidente,   según   la  misma  opinión,   para  poder 

(1)  Art.  30,  aec.  19. 

(2)  Art.  29,  Se<\  8,  y  Ley  N.  ©   1709,  art.  fi. 
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presentar   su   candidatura   para   su  reelección,    deberá 
renunciar  antes  á  su  cargo  de  Notario  Público."   (1) 

§  657.  Pero  el  Juzgado  de  Pangasinán,  en  la 
causa  de  los  EE.  UU.  vs.  Doroteo  Domangtay,  fué 
de  opinión  que  el  art.  29,  tal  como  fué  enmendado 
por  el  art.  6  de  la  Ley  1709,  es  de  dudosa  apli- 
cación á  los  casos,  en  que  un  Presidente  municipal 
aspirase  á  su  reelección,  siendo  Notario  Público* 
y  por  el  beneficio  de  esta  duda,  absolvió  al  acu- 
sado, que  aspiró  á  su  reelección,  sin  renunciar  el 
cargo    de   Notario. 

Certificado    ilegal    de»    candidatura    para 

Diputado,  Gobernador,  TercerVocal 

o  Miembro  electivo  de»  la  Junta 

Municipal    de    TYlanila. 

§  658.  La  persona  que,  siendo  candidato  para  Dipu- 
tado á  la  Asamblea  Filipina,  Gobernador  provincial,  6 
Tercer  Vocal  ó  Miembro  de  la  Junta  Municipal  de  Ma- 
nila, hiciere  el  certificado  de  su  candidatura  prescrito  en 
el  artículo  doce  de  esta  Ley,  como  está  reformado,  y 
en  dicho  certificado  se  declarase  residente  ó  elector  debi- 
damente habilitado  de  un  distrito  electoral  ó  de  una 
provincia,  según  sea  el  caso,  no  siendo  residente  ni  elec- 
tor debidamente  habilitado  de  dicho  distrito  ó  provincia, 
según  sea  el  caso;  y  la  persona  que  en  dicho  certificado 
relativo  á  su  candidatura  se  declare  elegible  para  desem- 
peñar un  cargo,  para  el  cual  es  candidato,  no  siendo  ele- 
gible para  dicho  cargo,  serán  castigadas  con  prisión  que  no 
baje  de  tres  vieses  ni  exceda  de  tres  años,  á  discreción  del  Juz- 
gado.   (2) 

§  659.  En  el  Juzgado  de  Misamis  se  instruyó 
un  proceso  criminal  contra  Ramón  Neri  Abejuela,  por 
haber  certificado  que  era  candidato  al  cargo  de  Ter- 
cer Vocal  de   la    Junta    provincial   y   que    era    elegi- 


(1)  Op.  del  F.  G.  Sbre.,  19,  1907 

(2)  Art.  30,  Ley  No.  1709,  art.  7 
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ble  para  el  mismo,  no  siéndolo  realmente,  y  fué 
condenado  por  el  Juzgado  á  la  pena  de  tres  meses 
de  prisión,  cuya  sentencia  fue  apelada  para  ante  la 
Corte  Suprema. 

Los  hechos,  en  que  el  Tribunal  inferior  fundó 
su  decisión  de  que  el  acusado  no  era  elegible,  son 
los    siguientes: 

En  5  de  Octubre  de  1907,  el  acusado  era  Concejal  del 
Municipio  de  Cagayán,  provincia  de  Misamis.  Á  petición 
hecha  por  otros  Concejales  en  30  de  Septiembre  de  1907, 
decidió  presentarse  como  candidato  para  el  cargo  de  Ter- 
cer Vocal  de  la  Junta  Provincial,  diciéndole  aquéllos  que 
cuando  presentara  su  dimisión  como  Concejal,  le  sería 
aceptada  en  el  acto.  Según  lo  convenido,  en  5  de  Octubre 
presentó  al  Municipio  la  dimisión  del  cargo  que  á  la  sazón 
desempeñaba.  Esta  dimisión  no  fué  aceptada  por  el  Mu- 
nicipio, hasta  el  31  de  Octubre,  por  razón  de  que  hasta 
esta  fecha  no  había  habido  quorum  en  ninguna  sesión  del 
mismo.  En  31  de  Octubre  fué  admitida  la  dimisión  con 
la  condición  de  que  tendría  efecto  desde  la  fecha  en  que 
fué  presentada,  es  decir,   desde   el   día   5  de  Octubre. 

La  Corte  Suprema,  al  confirmar  la  sentencia  del 
Tribunal  inferior  con  las  costas  al  apelante,  declaró 
que  la  presentación  de  una  renuncia  por  un  funcio- 
nario municipal  electo  (caso  á  que  se  limita  exclu- 
sivamente la  decisión),  no  deja  vacante  el  cargo  y 
que  continúa  aún  siendo  tal  funcionario,  hasta  que 
la   Junta    Provincial    apruebe    su   renuncia.  (1) 

Ayuda    e    influencia    ilegal    en    las 

elecciones. 

§  660.  Ningún  Juez  de  Primera  Instancia,  Juez  de  paz, 
ni  Fiscal  Provincial,  ni  los  oficiales  ó  empleados  del  Depar- 
tamento de  Policía  Insular  ó  del  de  Educación,  ayudará 
á  ningún  candidato,  ni  influirá  en  manera  alguna  ni  to- 
mará  parte   en   ninguna   elección   municipal,    provincial   ó 


(1)     EE.  Uü.  vs.   K.  Neri  Abejuela,  6,  G.  O.,  1933. 


—  424  — 

para  la  Asamblea.  Cualquier  persona,  que  infrinja  las  dis- 
posiciones de  este  artículo,  *erá  prirada  de  sn  carao  ó  empleo 
¡I  será  inhabilitada  vara  desemjx'ñar  cufthpiier  car(jo  ó  empleo 
público  durante  cinco  años.    0) 

La  intervención  de  las  personas  mencionadas  en 
esta  disposición  legal  puede,  en  efecto,  producir  di- 
recta (')  indirectamente  una  presión  moral  en  el  ánimo 
de  los  electores,  por  razón  de  las  funciones  del  cargo, 
que  ellas  desempeñan  en  la  localidad.  Los  maestros, 
aunque  al  parecer  no  tienen  ascendencia  en  los  pueblos, 
gozan,  sin  embargo,  de  bastante  influencia  entre  los 
padres  de  familia,  quienes  generalmente  suelen  mos- 
trarse complacientes  para  con  ellos,  en  corresponden- 
cia  a    su   interés    por    la    educación    de    sus    hijos. 

Libelo  electoral. 

S  (>f>l.  Todo  el  que  intencionalmente  escriba,  imprima, 
tije  al  público  ó  distribuya,  ó  haga  escribir,  imprimir,  ex- 
poner al  público  ó  distribuir  cualquier  circular  ó  pasquín 
destinados  á  injuriar  ó  menospreciar  á  cualquier  candi- 
dato para  cualquier  cargo  público,  censurando  su  con- 
ducta privada  ó  su  gestión  política,  á  menos  que  en  dichos 
circular  ó  pasquín  aparezca  en  sitio  visible  el  nombre 
del  autor  responsable  con  su  domicilio  expresando  calle 
y  número,  y  todo  el  que  escriba,  imprima,  publique  ó 
divulgue,  ó  haga  escribir,  imprimir,  publicar  ó  divulgar, 
ó  ayude  ó  proteja  la  impresión,  publicación,  ó  divulga 
ción  de  un  anónimo  ó  carta  firmada  con  pseudónimo  ó 
de  una  comunición  ó  publicación  que  no  revele  el  nom- 
bre del  autor  censurando  ó  desdorando  la  conducta  pri- 
vada ó  el  honor  de  un  candidato,  y  todo  el  que  á  sabiendas 
entregue  ó  ayude  á  entregar  tal  anónimo,  carta  ó  comu- 
nicación, serán  castigados  ron  prisión  (pie  no  exceda  de  tres 
nicxcx,  ó  ron  multa  (pie  no  pase  de  doscientos  pesos,  ó  con  ambas 
pena*,  á  discreción  del  Juzgado.   <2) 

La  publicación    de   artículos  ó  anuncios  libelosos, 

(1)  Art.  29,  see.  8,  reformado  por  el  art.  0  Ley  1709. 

(2)  Art.  30,  seo.  8.  - 
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aparte  la  ofensa  que  trae  consigo  para  la  persona 
aludida,  tiende  á  separar  la  atención  de  los  electores, 
de  los  verdaderos  méritos  de  los  candidatos,  y  pro- 
duciendo así  la  confusión  en  la  opinión  pública,  á 
veces  ocurre  que  son  eligidas  para  los  cargos  públicos, 
aquellas  personas  que  son  menos  capacitadas  para 
defender  los  intereses  de  la  comunidad. 

Debe  advertirse,  sin  embargo,  que  el  menospre- 
ciar á  un  candidato  ó  discutir  su  honor,  ó  censu- 
rar su  conducta  privada  ó  su  gestión  política,  por 
medio  de  escritos  ó  impresos  en  forma  de  circula- 
res ó  pasquines,  no  cae  bajo  la  sanción  de  la  Ley 
Electoral,  si  dichos  escritos  ó  impresos  llevan  visi- 
blemente el  nombre  y  la  dirección  del  autor  respon- 
sable, con  quien  el  aludido  podría  discutir.  Pero  se 
consideran  libelosos  los  anónimos  y  los  escritos  fir- 
mados con  pseudónimos,  destinados  á  deshonrar  á 
un  candidato  ó  á  desacreditarle  en  su  conducta  pri- 
vada ó  pública,  porque  en  tal  caso  no  puede  soste- 
nerse una  discusión  razonable. 

Apuestas  sobre  elecciones, 

§  662.  La  persona  que  haga  cualquier  apuesta,  ó 
directa  ó  indirectamente  se  interese  en  cualquier  apuesta, 
que  dependa  del  resultado  de  la  elección,  será  castigada 
con  prisión  que  no  baje  de  seis  meses  ni  exceda  de  cinco  años, 
ó  con  multa  que  no  baje  de  doscientos  pesos  ni  exceda  de  dos  mil, 
ó  con  ambas  penas,    á  discreción  del  Juzgado.   (D 

"Además  de  las  leyes  generales  relativas  al  juego 
y  apuestas,  la  apuesta  sobre  elecciones  se  considera 
en  muchos  Estados  como  una  ofensa  diferente,  según 
la  ley.  Se  infringe  la  ley,  apostando  sobre  el  voto  de 
un  candidato  particular,  en  el  sentido  de  que  obten- 
drá  más    votos   que    otro  candidato   determinado.    De 


(1)     Art.  30,  sec.  3. 
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igual  modo,  la  apuesta  sobre  voto  de  un  distrito  en 
una  elección  general,  ó  de  un  precinto  en  una  elección 
de  la  región  ó  del  distrito,  es  una  apuesta  sobre  la 
elección  dentro  de  los  términos  de  la  ley.  Se  ha  soste- 
nido que  la  apuesta  sobre  el  resultado  de  una  elección, 
después  de  celebrada  ésta,  no  se  halla  comprendida  en 
la  ley;  pero,  por  otra  parte,  se  ha  sostenido  que  la 
apuesta  sobre  el  resultado  incierto  de  alguna  elec- 
ción, ya  fuese  hecha  antes  ó  después  del  tiempo  de 
celebrarse  tal  elección,  está  comprendida  en  la  ley. "  (1) 
"Las  leyes  que  castigan  las  apuestas  sobre  elec- 
ciones deben,  al  igual  que  otras  leyes  penales,  ser 
interpretadas  estrictamente,  y  á  fin  de  que  exista  el 
delito,  deben  concurrir  en  el  acto  todas  las  circuns- 
tancias de   una  apuesta."    (2) 

Ejercicio    ilegal    d^    un    cargo. 

§  663.  Cualquier  persona  que,  sin  derecho  á  ello  y 
á  sabiendas  de  que  no  lo  tiene,  asuma  un  cargo,  será 
castigada  con  una  multa  que  no  baje  de  quinientos  'pesos  ni  exceda 
de  mil.   (3) 

Ya  hemos  visto  en  diferentes  lugares  de  esta  obra 
que,  además  del  procedimiento  para  protestar  contra 
una  elección  por  el  candidato  votado  que  se  crea  con 
derecho  al  cargo,  hay  la  facultad  de  las  Juntas  Mu- 
nicipales y  del  Gobernador  General,  según  sea  el  caso, 
de  descalificar  al  que,  siendo  inelegible,  haya  tomado 
posesión  del  cargo.  Esto  no  obstante,  y  á  fin  de  que 
los  empleos  ó  cargos  públicos  sean  ejercidos  únicamente 
por  personas  legalmente  elegidas,  la  Ley  ha  estable- 
cido también  una  responsabilidad  criminal  para  aquel, 
que  asuma  cualquier  cargo,  sabiendo  que  carece  de 
condiciones  legales   para   ello. 


(1)  15  Cyc,  p.,  444. 

(2)  10,  Am.  and  Eng.  Ene.  854. 

(3)  Art.  29,  sec.  7. 
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CAPÍTULO  XVI. 

Delitos  Electorales. 
Contra  la   Libertad   y   Pureza   del   Sufragio. 

(Continuación.) 


664-667.     Pago   de  dinero  ó  de  cosa  que  lo  valga  para  usos 
electorales. 

668.  Promesa   de   conseguir   el   nombramiento   ó  elec- 

ción de  una  persona   para  un  empleo   ó  cargo 
público. 

669-672.     Soborno   á   los   electores. 

673-674.     Inscripción   ilegal   en   el   censo. 

675  676.     Votación   ilegal  y   declaraciones   falsas   ante    los 
funcionarios    de   elección. 

677.  Palta   de   juramento   de   elector. 

678-684.     Juramento  falso  ante  los  funcionarios  de  elección. 

685.  Amenaza   de   destitución   ó    reducción   de   sueldo 

y   promesa   de   empleo   y    aumento  de  sueldo. 

686-688.     Amenaza   ó    intimidación   a   un   elector   para   re- 
tener su  voto. 

689  690.     Persuación   ilegal    a    electores    y    á   funcionarios 

de  elección. 
691-693.     Interrupción,  estorbo  y  entromisión  con  los  elec- 
tores  durante   la   votación. 


Pago  de  dinero  o  de   coso  ciue  lo  x/algei 

para  usos  electorales. 

§     664.     La    sección    segunda    del   art.    28    pres- 
cribe : 

Ninguna  persona  pagará  cantidad  alguna  en  nombre 
de  un  candidato,  haciendo  creer  falsamente  que  los  hace, 
á  requerimiento  del  candidato.  Nadie  solicitará,  deman- 
dará ó  pedirá  á  un  candidato  ningún  pago  de  dinero  ó 
de  cosa  que  lo  valga,  ni  ninguna  promesa  de  pago  de 
dinero  ó  de  cosa  que  lo  valga,  para  usos  electorales  en 
dicha   elección. 
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Todo  el  que  infrinja  las  disposiciones  transcritas  en 
el  párrafo  anterior,  será  castigado  con  prisión  que  no  baje 
de  treinta  días  ni  exceda  de  un  año,  ó  con  multa  que  no  baje  de 
doscientos  pesos  ni  exceda  de  quinientos,  ó  con  ambas  penas,  á 
discreción   del  Juzgado.  (1) 

La  razón,  porque  la  Ley  prohibe  el  empleo  del 
dinero  para  usos  electorales,  es  obvia.  Tiene  por  ob- 
jeto, en  primer  lugar,  evitar  inmoralidades  en  el  uso 
del  sufragio,  y,  en  segundo  término,  proteger  la  pu- 
reza de  la  elección  de  los  funcionarios  públicos,  de 
todo    intento    ó    peligro    de    corrupción. 

La  Ley  castiga  lo  mismo  al  que  solicita  dinero 
ó  cosa  que  lo  valga  ó  promete  pagarlo,  que  al  que 
lo  paga,  haciendo  creer  falsamente  que  lo  hace  á 
petición  del  candidato.  La  sección  2.a  del  art.  28, 
á  que  nos  referimos,  no  menciona  al  candidato  que 
paga  dinero  ó  promete  pagarlo,  y  es  porque  el  acto 
de  pagar  dinero  á  un  elector,  por  razón  de  su  voto, 
está  comprendido  bajo  la  calificación  de  soborno,  que 
pena   el   art.    30,   sección    3.a   de    la   Ley. 

§  665.  "Una  Ley  de  New  York,  dice  McCrary, 
disponía  que  ninguna  persona  podría  legalmente  con- 
tribuir  dinero  para  cualquier  fin  destinado  á  fomentar 
la  elección  de  alguna  persona  ó  candidatura  particular  y 
excepto  para  sufragar  los  gastos  de  impresión  y  la 
circulación  de  propagandas,  avisos  y  otros  impresos, 
con  anterioridad  á  una  elección  determinada.  Bajo 
esta  Ley  se  sostuvo,  en  el  asunto  de  Jackson  vs. 
Walker,  que  era  nulo  un  contrato  de  pagar  al  deman- 
dante $1,000  por  la  fundación  y  sostenimiento  de  un 
edificio  conocido  por  "choza  de  madera7 '  para  el 
uso  del  Partido  "Whig"  durante  la  campaña  de 
1840,  y  para  el  uso  y  beneficio  de  los  candidatos 
de  aquel  Partido.  La  Corte  sostuvo  que  no  era  nece- 


(1)     Art.  30,  Sec.  17. 
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sario  probar  que  hubo  fraude,  puesto  que  la  Ley 
prohibía  terminantemente  el  contrato,  declarando  que, 
salvo  dos  excepciones  específicas,  no  se  contribuirá 
dinero  con  el  propósito  de  fomentar  alguna  candi- 
datura en  una  elección.  0-) 

§  666.  "Sin  embargo,  en  el  asunto  Hurley  vs. 
Van  Wagner,  se  sostuvo  bajo  la  misma  Ley,  que 
procede  una  acción  para  recobrar  compensación  por 
servicios  prestados  á  otro,  con  arreglo  á  un  contrato, 
por  levantar  y  recoger  una  tienda  de  campaña  usada 
por  el  principal  como  local  para  la  celebración  de 
reuniones  públicas  de  los  amigos  de  un  candidato 
particular  para  la  Presidencia,  durante  un  viaje  en 
solicitud  de  votos  anterior  á  una  elección  presiden- 
cial. Y  en  el  caso  últimamente  citado,  la  Corte  emitió 
la  opinión  de  que  la  decisión  en  Jackson  vs.  Wallcer 
se  extralimitó,  y  que  no  podía  estar  acorde  con  el 
espíritu  y  letra  de  la  ley,  de  la  cual  es  una  expo- 
sición. La  verdadera  regla,  independiente  de  toda 
ley,  es,  sin  duda,  que  todos  los  contratos  celebrados 
con  el  fin  de  influir  indebida  y  corruptamente  á  los 
electores  en  una  elección  son  nulos,  como  contrarios 
á  la  política  general  y  á  las  buenas  costumbres."  (2) 

§  667.  Existen  leyes  en  algunos  Estados  limi- 
tando la  cantidad  de  dinero,  que  los  candidatos  pueden 
gastar  para  fines  de  la  campana  electoral,  y  requiriéndo- 
les  la  presentación  de  declaraciones  exactas  de  sus  gas- 
tos. Si  un  candidato  traspasa  el  límite  reglamentario  de 
gastos,  él  no  solamente  es  culpable  de  ofensa  pú- 
blica, sino  que  puede  perder  el  cargo,  si  él  es  ele- 
gido. Así  también  hay  leyes  que  hacen  ó  declaran 
pública  ofensa  para  cualquier  persona  el  hacer  uso  de 


(1)     McCráry,  §  213. 
[?)    McOrary,  §  214. 
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dinero  ú  otra  cosa  de  valor,  para  influir  en  el  resultado 
de  la  elección,  ó  para  conseguir  otras  cosas  que  no 
fuesen  los  fines  legítimos,  como  la  impresión  y  cir- 
culación de  folletos,  libros  ú  otros  papeles  antes  de 
una  elección  ó  reuniones  públicas,  ó  conducir  al  pre- 
cinto á  electores,  pobres  ó  enfermos,  que  no  pue- 
den  ir  allá.   (D 

Promesa  de  conseguir  el  nombramiento 

ó  elección  de  una  persona  para  un 

empleo  o  cargo  púlblico. 

§     668.     Dice,  el  art.   28,   sección  primera: 

No  será  lícito  á  ninguna  persona,  con  el  fin  de  pro- 
mover su  propia  elección,  para  un  cargo  público,  prometer 
directa  ni  indirectamente,  conseguir  ó  ayudar  á  conseguir  el 
nombramiento  ó  elección  de  cualquiera  otra  persona  para 
un  empleo  ó  cargo  público,  ó  para  una  posición  honrosa 
de   confianza   ó   lucrativa. 

Todo  el  que  infrinja  la  disposición  anterior  será  cas- 
tigado con  prisión  que  no  baje  de  treinta  día*  ni  exceda  de  un 
año,  ó  con  multa  que  no  baje  de  doscientos  pesos  ni  exceda,  de 
Quinientos,  ó  con  ambas  penas,  á  discreción  del  Juzgado.  W 

Según  esta  disposición  de  la  Ley,  incurre  en 
responsabilidad  criminal  el  candidato  que,  para  pro- 
mover su  propia  elección,  promete  directa  ó  indi- 
rectamente conseguir  ó  ayudar  á  conseguir  el  nom- 
bramiento ó  elección  de  otra  persona  para  cualquier 
cargo  público,  ó  para  un  puesto  honroso,  de  con- 
fianza  ó   lucrativo. 

Soborno  a  los  electores. 

S  669,  La  persona  que  directa  ó  indirectamente 
ofrezca  á  un  elector  y  que  directa  ó  indirectamente 
acepte,  ó  convenga  en  aceptar  dinero,  efectos  ó  pren- 
das, ó  billete   de   banco,   bono,    pagaré,   vale,    letra,    giro, 


(\)     15,  Cyc,  p.  445. 
(2)     Art.  30,  Sec.   17. 
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orden  ó  certificado  ó  cualquier  garantía  de  pago  de  di- 
nero ó  de  entrega  de  efectos,  ó  cualquier  título  escrito 
de  trasmisión  de  inmuebles  ó  derechos  reales  sobre  los 
mismos,  ó  de  un  contrato  de  valor,  ó  cualquier  propiedad 
ó  recompensa,  en  consideración  á  que  una  persona  dé  ó 
retenga  el  voto  en  una  elección,  y  la  que  haga  alguna 
promesa  para  influir  en  la  emisión  ó  retención  de  un 
voto,  serán  castigadas  con  prisión  qve  no  baje  de  seis  meses 
ni  exceda  de  cinco  anos,  ó  con  ¡nidia  que  no  baje  de  doscientos 
jh'sos  ni  exceda  de  dos  mil,  ó  con  andxis  penas,  á  discreción  del 
Juzgado.  (!) 

§  670.  En  la  página  445,  tomo  15,  de  la  En<  r- 
clopedia    Americana,    se  lee    lo    siguiente: 

"El  soborno  es  un  delito,  según  el  derecho  común, 
y  ha  sido  extensamente  objeto  de  leyes  que  hacen,  como 
una  ofensa  punible,  el  dar  dinero,  propiedad,  ó  re- 
compensa á  un  elector  para  inducirle  á  que  vote,  según 
el  deseo  del  donante,  ó  que  se  abstenga  de  votar. 
No  constituye  una  defensa  el  que  el  voto  del  elector 
no  haya  sido  influido  real  y  efectivamente  por  la 
dádiva.  Así  que,  cuando  á  un  votante  se  le  paga 
para  que  se  marche  del  Colegio  electoral  y  se  abs- 
tenga de  votar  cuando  él  va  allá  con  este  objeto, 
el  delito  definido  por  la  ley  es  consumado,  aunque 
el  votante  vuelva  después  y  deposite  su  voto.  Pa- 
rece, sin  embargo,  que  no  se  puede  acusar  de  sobor- 
no á  todo  un  distrito.  Por  la  ley,  se  puede  con- 
siderar como  crimen  el  pagar  dinero  á  un  elector 
para  obtener  su  voto,  ó  influir  en  favor  de  un  can- 
didato en  una  elección  preliminar.  Hay  leyes  que 
hacen  ilegal  la  promesa  de  cualquier  cargo,  empleo, 
ó  recompensa  á  cualquier  persona,  á  fin  de  inducirle 
que  procure  ó  se  esfuerze  en  que  una  persona  fuese 
elegida.    Es   asimismo    un    delito    el    que    un    elector 


(1)     Art.  30,   Seo.  3. 
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acepte  un  soborno  para  influir  su  voto,  pero  un 
préstamo  de  buena  fe  á  favor  suyo  no  equivale  á 
un  soborno/' 

§  671.  Constituye  soborno  el  prometer  ó  dar 
á  la  esposa  de  un  elector  un  regalo,  en  considera- 
ción á  que  ella  induzca  á  su  marido  que  vote  por 
cierto  candidato,  ó  que  se  abstenga  de  votar.  (1> 

§  672.  McCrary  proclama  y  sostiene  los  mis- 
mos  principios. 

"Todos  los  votos,  dice  en  su  obra  varias  ve- 
ces citada,  obtenidos  mediante  pago  o  promesa  de 
pago  de  dinero,  ó  propiedad,  ó  alguna  cosa  de  va- 
lor, á  los  electores,  serán  rechazados  por  la  Corte 
ó  Tribunal  que  esté  conociendo  de  una  causa  de 
protesta,  á  la  presentación  de  prueba  correspondiente. 

"Esta  doctrina  está  basada  en  principios  de  gran 
importancia  pública,  según  declaración  de  la  Corte 
Suprema   de  Wisconsin  en  State  vs.    Olin: 

"En  nuestra  forma  de  gobierno,  donde  la  ad- 
ministración de  los  asuntos  públicos  está  reglamen- 
tada por  la  voluntad  del  pueblo,  ó  una  mayoría  del 
mismo,  expresada  mediante  las  urnas,  el  ejercicio 
libre  del  sufragio  por  los  votantes  calificados  es  una 
cosa  de  muchísima  importancia.  La  seguridad  y  per- 
petuidad de  nuestras  instituciones  dependen  de  esto. 
Es,  por  tanto,  de  gran  trascendencia  que  cada  vo- 
tante esté  libre  de  toda  influencia  pecuniaria.  Por 
esta  razón,  la  tentativa  de  influir  en  el  voto  ó  pape- 
leta del  elector,  mediante  soborno,  se  ha  hecho  por 
ley  una  ofensa  punible.  El  pago  ó  promesa  de  dinero 
ú  otra  consideración  de  valor,  para  dar  un  voto,  in- 
dudablemente constituye  el  delito  de  soborno  ó  ten- 
tativa  de  soborno,  dentro  del  significado   de  la   ley. 


(1)    10,  Am,  aud  Eng.  Ene.  of  Law,  789, 
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¿Puede  un  voto  así  obtenido,  en  abierta  oposición 
con  la  ley,  ser  considerado  como  válido  ó  voto  legal? 
En  caso  afirmativo,  entonces  el  verdadero  objeto  de 
la  ley,  que  es  el  que  no  se  obtenga  de  esta  manera, 
quedaría  frustrado.  Nosotros  creemos  que  tales  votos 
son  ilegales,  y  que  el  Juez  tenía  razón  en  ordenar 
al  Jurado    para   descontarlos."  W 

"No  se  ha  dudado  jamás,  de  una  manera  seria, 
que  un  voto  obtenido  mediante  una  oferta  de  dinero 
ó  de  otra  consideración  de  valor  al  votante  direc- 
tamente, es  un  mal  voto,  y  debe  ser  rechazado.  En 
el  caso  de  Dishon  vs.  Smith,  se  sostuvo  que  el  ofre- 
cimiento de  dar  facilidades  para  la  conveniencia  pú- 
blica de  toda  la  ciudad,  como  un  aliciente  al  pue- 
blo para  votar  por  el  traslado  de  la  residencia  del 
gobierno  de  la  ciudad,  no  constituye  soborno,  y  no 
anularía  una  elección  celebrada  para  decidir  la  cues- 
tión de  semejante  traslado.  Esta  doctrina  fué  con- 
firmada en  el  caso  de  Hawes  vs.  Miller,  en  que  re- 
sultaba que  ciertos  ciudadanos  habían  firmado  una 
fianza,  obligándose  á  trasladar  la  cárcel  del  distrito 
y  á  comprar  y  facilitar  un  solar  para  los  edificios 
del  distrito,  y  ofreciendo  otros  alicientes  al  público, 
todo  bajo  la  condición  de  que  la  residencia  del  go- 
bierno del  distrito  se  traslade  por  voto  del  pueblo. 
Se  sostuvo  que  esto  no  invalida  la  elección.  Existe, 
sin  embargo,  una  distinción  clara  entre  una  elección 
celebrada  con  el  objeto  de  escoger  el  sitio  de  un 
edificio  público  y  una  elección  celebrada  para  ele- 
gir un  funcionario  público,  á  quien,  por  cierto  tiempo, 
se  han  de  conferir  algunas  funciones  de  gobierno. 
Esta  distinción  está  reconocida  por  la  Corte  Suprema 
de  lowa  en   Carrothers  vs.  Russett,  en  que  se  sostiene 


[11     McCrary,  §  215. 
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que  un  candidato  para  un  cargo  público  que,  con 
objeto  de  influir  á  los  votantes,  se  obliga,  si  es  ele- 
gido, á  ingresar  en  el  tesoro  todos  los  emolumentos 
del  cargo  concedidos  por  la  ley  en  exceso  de  cierta 
suma  anual,  es  culpable  de  ofrecimiento  de  soborno, 
y  que  tal  promesa  no  sólo  invalida  los  votos  influí- 
dos  por  la  misma,  sino  que  le  inbabilita  para  de- 
sempeñar el  cargo,  si  de  otro  modo  fuese  elegido  le- 
galmente.  La  misma  doctrina,  en  sustancia,  se  ha 
sentado  en  Wisconsin,  en  Missouri,  en  New  Harnp- 
shire,    en   Indiana  y  en   Massachusetts."  ^ 

"La  doctrina  de  los  casos  últimamente  citados*, 
de  que  un  candidato  para  un  cargo  público  no  puede 
legalmente  atentar  de  influir  en  los  votos  mediante 
oferta  de  utilidades  y  ventajas  públicas  que  se  con- 
cederán, en  el  caso  de  que  fuese  elegido,  ya  no  se 
discute  más.  Semejante  transacción  equivale  á  la 
venta  del  cargo  al  candidato  que  haga  la  oferta  más 
favorable  al  público.  Una  práctica  de  esta  natura- 
leza, que  reciba  sanción  judicial,  produciría  induda- 
blemente el  efecto,  como  se  dijo  por  la  Corte  Su- 
prema de  New  Hampshire,  en  el  caso  de  Tucker  vs. 
Aikirij  de  apartar  la  atención  de  los  electores  de 
las  calificaciones  de  los  candidatos,  atrayéndola  á  los 
términos,  bajo  los  cuales  consentirán  en  servir,  y  hacer 
que  la  elección  dependa  de  consideraciones  que  no 
deben   tener  influencia   alguna. "  ^ 

Inscripción  Il^getl  &n  e>l  censo. 

§  673.  Todo  el  que  haga  ó  intente  hacer  que  su 
nombre  sea  inscrito  en  el  censo  electoral,  sabiendo  que 
no  tiene  derecho  á  ser  elector  en  el  distrito,  en  que  se 
hace  inscribir,  ó  intente   hacerse  inscribir   de   este  modo, 


[1]     McCrnry.  §  216. 
[2]     McCrary,  §  217. 
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ó  todo  el  que  falsamente  se  haga  pasar  ó  intente  hacerse 
pasar  por  otra  persona  ante  cualquier  funcionario  de  la 
elección  ó  Junta  del  censo  electoral,  ó  dé  voluntariamente 
una  respuesta  falsa  en  materia  relacionada  con  la  ins- 
cripción de  un  elector,  ó  con  el  derecho  de  una  persona 
á  votar,  ó  que  voluntariamente  ayude  ó  favorezca  á  cual- 
quier otr?,  persona  á  realizar  cualquiera  de  los  actos  arriba 
mencionados,  será  castigado  con  prisión  que  no  baje  de  un 
mes  ni  exceda  de  un  año,  ó  con  midta  que  no  baje  de  cien 
pesos  ni  exceda  de  quinientos,  ó  con  ambas  penas,  á  discreción 
del   Juzgado.  (D 

§  674.  El  Fiscal  provincial  de  Batangas  acuso 
á  Ramón  Sancap,  de  infracción  de  la  Ley  Electoral, 
por  cuanto  que  en  ó  hacia  el  27  de  Septiembre  de  1907, 
en  el  pueblo  de  Maúban,  provincia  de  Tayabas,  dicho 
acusado  se  presentó  en  el  precinto  electoral  del  se- 
gundo distrito  de  dicho  pueblo,  é  hizo  que  su  nombre 
se  inscribiera  en  la  lista  de  electores,  sabiendo  que 
no  tenía  derecho  á  ser  inscrito,  como  tal  elector  en 
el   distrito,    en   que    se   registró. 

El  Juzgado,  después  de  analizar  las  pruebas, 
dijo: 

Las  pruebas  en  esta  causa  demuestran  que  el  acu- 
sado no  es  sólo  culpable  de  haberse  inscrito,  sabiendo  que 
él  no  era  elector  calificado,  como  se  alega  por  el  Pisca} 
en  la  querella,  sino  que  también  es  culpable  de  haber 
jurado  falsamente  al  prestar  el  juramento  de  que  él  po- 
seía bienes  por  valor  de  quinientos  pesos.  La  defensa, 
que  él  alega,  no  significa  que  él  es  inocente;  pudiera  ha- 
bérsele persuadido  á  hacer  una  cosa  ilegal,  pero  esto  no 
le  releva  de  la  responsabilidad,  por  haber  infringido  la 
Ley.  Estos  recibos  de  amillaramiento,  presentados  como 
prueba,  demuestran  claramente  que  las  cifras  han  sido 
alteradas,  cambiando  los  números,  para  que  el  valor  de 
la  propiedad  ascienda  á  más  de  quinientos  pesos,  tanto 
en  la  columna  del  valor  de   la  propiedad,  como  en   eJ  im- 
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porte  del  impuesto;  así  es  que  los  Inspectores  pudieron 
haber  sido  inducidos  á  creer,  engañándolos,  que  el  acu- 
sado era  propietario  de  bienes  por  valor  de  quinientos 
pesos   ó   más. 

Este  acusado  es  culpable,  fuera  de  toda  duda  racional, 
de  la  infracción  del  párrafo  6.°  del  art.  30  de  la  Ley  Elec- 
toral,   como   se   le  acusa   por   el   Fiscal.  (!) 

V/otaclón  ilegal  y  declaraciones  falsas 
ante  los  funcionarios  ele*  elección. 

§  675.  Todo  el  que  en  una  elección  vote  ó  intente 
votar,  sabiendo  que  no  tiene  derecho  á  hacerlo,  ó  vote 
ó  intente  votar  con  nombre  supuesto,  ó  más  de  una  vez 
en  su  propio  nombre,  ó  deposite  ó  intente  depositar  más 
de  una  papeleta,  ó  voluntariamente  coloque  sobre  una 
papeleta  cualquier  señal  distintiva,  ó  haga  cualquier  de- 
claración falsa  respecto  á  su  aptitud  para  llenar  una  pa- 
peleta, ó  voluntariamente  permita  que  otra  persona  vea  su 
papeleta,  excepto  como  la  Ley  dispone,  ó  dé  voluntaria 
mente  cualquier  contestación  falsa  á  cualquier  funcionario 
de  elección  con  respecto  á  un  asunto,  que  sea  legal  - 
mente  materia  de  investigación  oficial,  será  castigado  con 
prisión  que  no  baje  de  un  mes  ni  exceda  de  dos  años,  ó  com 
multa,  que  no  baje  de  cien  pesos  ni  exceda  de  mil,  ó  con  ambas 
penas,    á  discreción   del  Juzgado.  ^ 

Con  arreglo  á  la  disposición  anterior,  se  prohibe 
y   castiga : 

1.°  El  votar  ó  intentar  votar  á  sabiendas  de 
que    uno    no    tiene    derecho    á    hacerlo. 

2.°     El    votar   con    nombre   supuesto. 

3.°  El  votar  ó  intentar  hacerlo  más  de  una. 
vez   en    su    propio    nombre. 

4.°  El  depositar  más  de  una  papeleta  ó  inten- 
tar  depositarla. 

5.°     El   colocar    voluntariamente    sobre    una   pa>- 


[1]    Los  EE    UU.  w.   Ramón  Sánoap,  del  Juzgado  de  Taystbas. 
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peleta  cualquier  señal  distintiva. 

6.°  El  declarar  falsamente  respecto  á  la  apti- 
tud   para  llenar   una    papeleta. 

7.°  El  permitir  voluntariamente  que  otra  per- 
sona vea  la  papeleta  del  votante,  excepto  como  la 
Ley   dispone.    Y, 

8.°  El  dar  una  contestación  falsa  á  cualquier 
funcionario  de  elección,  con  respecto  á  un  asunto  que 
sea   legalmente    materia   de  investigación    oficial. 

§  676.  En  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Manila,  se  representaron  tres  querellas  contra  Miguel 
Maseras,  Rosauro  Almario  y  Cagne  y  José  Sánchez, 
respectivamente,  por  votación  ilegal,  bajo  el  funda- 
mento de  que  los  acusados,  á  sabiendas  de  que  no 
tenían  derecho  á  votar,  por  falta  de  edad,  emitie- 
ron su  voto  en  las  elecciones  especiales  verificadas 
en  Manila  el  11  de  Agosto  de  1908.  Maseras  se  de- 
claró culpable  y  fué  condenado  por  el  Juzgado  á  cien 
pesos  de  multa  y  en  las  costas  del  juicio.  Almario 
y  Sánchez  fueron  convictos  y  condenados  el  primero 
á  ciento  quince  pesos  y  costas,  y  el  segundo  á  cien 
pesos  más   las   costas   procesales. 

F^etltet  dk&  juramento  de  &l&cztor. 

§  677,  La  persona  que  al  ser  recusada  rehuse  pres- 
tar el  juramento,  ó  afirmación,  prescritos  en  el  artículo 
veintitrés  de  esta  Ley,  y  deposite  su  papeleta,  será  cas- 
tigada con  una  multa  que  no  exceda  de  doscientos  pesos,  ó  con 
prisión  que  no  pase  de  seis  meses,  o  con  ambris  penas,  á  dis- 
creción  del    Juzgado.  í2) 

Además  del  juramento  que  el  artículo  17  exige 
de  todo  elector,  cuando  éste  es  recusado  debe  pres- 
tar  otro   adicional,    con    arreglo    al    art,    23.    La   Ley 

(2)     Art.  30,  Sec.  5. 
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requiere  este  juramento,  como  prueba  prima  facie  de 
las  calificaciones  del  elector,  y  su  falta  constituye 
uno  de  los  delitos  contra  la  pureza  del  sufragio,  porque 
hace  presumir  que  tal  elector  no  reúne  las  condi- 
ciones  necesarias   para   tener   derecho  á   votar. 

Juramento  falso  ante  los  funcionarios 
de»   elección. 

§  678.  La  persona  que  á  sabiendas  preste  ó  firme  un 
juramento,  declaración  jurada  ó  afirmación  falsos  ante 
cualquier  funcionario  de  elección  ó  ante  cualquier  tribu- 
nal ó  funcionario,  con  respecto  á  un  hecho  importante  en 
cualquier  procedimiento  de  inscripción  en  el  censo  elec- 
toral ó  de  elección,  será  castigada  con  prisión -que  no  baje 
de  tres  meses  ni  exceda  de  cinco  años,  ó  con  multa  que  no  baje 
de  doscientos  pesos  ni  exceda  de  dos  mil,  ó  con  ambas  penas, 
á  discreción  del   juzgado.  a) 

§  679.  El  Fiscal  General  Araneta  dictaminó 
sobre  la  interpretación  del  precepto  legal  que  comen- 
tamos, con  ocasión  de  la  consulta  del  Fiscal  de 
Mindoro  sobre  las  cuestiones  siguientes: 

1.  ¿Son  responsables  criminalmente  por  perjurio  aque 
lias  personas  que,  estando  obligadas  al  pago  de  las  con- 
tribuciones para  la  construcción  y  mejora  de  carreteras, 
impuestas  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  Ley  N.° 
1396,  y  siendo  morosas  en  su  pago,  prestan  sin  embargo 
el  juramento  prescrito  por  el  artículo  17  de  la  Ley  N.° 
1582? 

2.  ¿Son  culpables  del  delito  de  perjurio,  y,  por  tanto, 
procesables  las  personas  que,  no  habiendo  pagado  sus 
contribuciones  sobre  bienes  inmuebles  mencionadas  en  el 
artículo  56  de  la  Ley  N.°  1397,  pero,  sin  que  hayan  sido 
declaradas  como  contribuyentes  morosos  por  el  tribunal 
provisto  por  el  artículo  18  (g)  de  la  citada  Ley,  prestan 
el  juramento  prescrito  en  el  artículo  17  de  la  Ley  N.° 
1582? 


(1)     Art.  30,  Sec.  4. 
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"El  artículo  19  (a)  de  la  Ley  No.  1396  impone  una 
contribución  anual  de  dos  pesos  á  cada  habitante  varón, 
cuya  edad  está  comprendida  dentro  de  los  límites  marca- 
dos por  la  Ley,  con  las  excepciones  allí  mencionadas,  al 
objeto  de  protejer,  mejorar  y  extender  las  carreteras  y 
senderos  de  la  provincia  y  de  construir  obras  públicas. 
Dispone,  además,  que  la  citada  contribución  será  conside- 
rada morosa  después  del  día  primero  de  Febrero  de  cada 
año.  Se  dispone,  sin  embargo,  por  el  párrafo  (b)  del  ci- 
tado artículo  que  cualquier  persona,  que  sea  declarada  mo- 
rosa en  el  pago  de  esta  contribución,  en  vez  de  dicho 
pago,  trabajará  durante  diez  días  en  las  carreteras,  *  *  * 
ya  ejecutando  el  trabajo  personalmente  ó  poniendo  un  sus 
tituto  que  lo  desempeñe,   etc. 

"El  artículo  14  (a)   de  la   Ley  No.    1582  dispone  lo  si 
guiente: 

Estarán   incapecitados   para   votar: — 
(a)     Los   morosos   en  el  pago   de  las   contribuciones 
públicas  impuestas  desde  el  trece  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho. 
"El  artículo  17  de  la  citada  Ley  prescribe  el  juramento, 
que  ha  de  prestarse  y  firmarse  por  todo  solicitante,   antes 
de    inscribirse    en    el    censo    electoral.    La    persona    que 
preste   el   juramento,  entre  otras  cosas,  hace   la  siguiente 
declaración: 

«Tengo  las  condiciones  de  elector  y  ninguna  de  las 
incapacidades  *  *  *;  que  no  soy  moroso  en  el  pago  de 
ninguna  contribución  que  se  me  haya  impuesto,  desde 
el  trece  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
en  ninguna   parte  de   las  Islas  Filipinas. > 

"El  artículo  30  de  la  citada  Ley  dispone  lo  siguiente: 
La  persona  que  á  sabiendas  preste  ó  firme  un  ju- 
ramento, declaración  jurada  ó  afirmación  falsos  ante  cual 
quier  funcionario  de  la  elección  ó  ante  cualquier  tribunal 
ó  funcionario  con  respecto  á  un  hecho  importante,  en 
cualquier  procedimiento  de  inscripción  en  el  censo  electo- 
ral ó  de  elección,  será  castigada  con  prisión  que  no  baje 
de  tres  meses  ni  exceda  de  cinco  años,  ó  con  multa  que  no  baje 
de  doscientos   pesos   ni  exceda  de    dos    mil,  <>    con    ambas  pena*,    á 
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discreción  del    Juzagdo. 

"En  vista  de  las  disposiciones  de  la  Ley,  soy  de  opi- 
nión: 

1.  Que  la  contribución  para  la  construcción  de  ca- 
rreteras impuestas,  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la 
Ley  N.°    1396,    es  contribución  pública. 

2.  Que  toda  persona  sujeta  ai  pago  de  dicha  con- 
tribución, que  no  haya  pagado  la  misma,  ó  en  vez  de  su 
pago  no  haya  trabajado  personalmente  ó  mediante  sus- 
tituto durante  diez  días  en  las  carreteras,  tal  como  lo 
dispone  el  artículo  19  (b)  de  la  Ley  N.°  1396,  es  morosa 
en  el  pago  de  dicha  contribución,  y,  por  tanto,  no  es 
elector  habilitado,  y  no  tiene  derecho  de  inscribirse  ó  de 
votar;    y 

3.  Que  cualquier  persona  así  inhabilitada,  que  preste 
el  juramento  prescrito  y  requerido  por  el  artículo  17  de 
la  Ley  N.°  1582,  será  procesable  por  perjurio,  y  estará 
sujeta  á  las  penas  previstas  en  el  párrafo  4.°  del  artí- 
culo  30  de   la   citada   Ley. 

"En  cuanto  á  la  segunda  cuestión,  debo  advertir  que 
son  indispensables  dos  cosas,  para  que  haya  morosidad  en 
el  pago  de  las  contribuciones  sobre  bienes  inmuebles  men- 
cionadas en  el  artículo  56  de  Ja  Ley  N.°  1397,  á  saber: 
(a)  El  contribuyente  debe  haber  dejado  de  pagar  in  toto 
las  contribuciones  que  se  le  hayan  impuesto  el  31  de 
Julio  de  cada  año  ó  antes  de  esta  fecha;  y  (b)  tal  moro- 
sidad debe  ser  declarada  por  el  Tribunal  mencionado  en 
el  artículo  18  (g)  de  la  citada  Ley,  después  de  enviada  la 
debida  notificación  al  moroso. 

"La  falta  de  pago  de  las  contribuciones  públicas,  la 
apreciación  de  tal  hecho  por  el  Tribunal  competente  y 
la  declaración  por  éste  de  la  morosidad  del  contribuyente 
son  necesarios,  para  establecer  la  morosidad  en  el  pago 
de   estas   contribuciones. 

"Resulta,  pues,  que  si  las  personas  mencionadas  en 
su  carta  han  pagado  todas  las  contribuciones,  excepto  las 
impuestas  sobre  bienes  inmuebles  de  que  se  trata,  y  su 
morosidad  en  el  pago  de  dichas  contribuciones  aún  no  ha 
sido  declarada   por  el    Tribunal   competente,  tal   como   lo 
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requiere  el  artículo  50  de  dicha  Ley,  antes  de  prestar  el 
juramento  arriba  mencionado,  no  eran  morosas  en  cuanto 
á  tales  contribuciones,  dentro  del  signigcado  de  aquella 
palabra  en  el  juramento,  y,  por  tanto,  no  son  procesa- 
bles  por  perjurio,  en  virtud  de  las  disposiciones  de  la  ci- 
tada  Ley   N.°    1582."  (D 

§     680.     El    Juzgado    de   la   Laguna,   en    la  causa 
de    Las    EE.    UU.    vs.    Gaita,    dice: 

4 'El  hecho  de  haber  el  acusado  jurado  como  elector  y 
con  capacidad  para  votar  en  las  elecciones  para  Diputa- 
dos, no  teniendo  la  edad  exigida  por  la  Ley,  para  obte- 
ner su  inscripción  en  el  censo  electoral,  cae  bajo  la  san- 
ción   del    art.    30,   párrafo  4  de    la   Ley    N.o    1582.  (2) 

"Comparando  las  disposiciones  de  los  párrafos  4  y  6 
del  citado  art.  30,  se  notará  que,  al  paso  que  el  pá- 
rrafo 0  castiga,  entre  otros,  al  elector  que  se  inscriba  ó 
trate  de  inscribirse  como  tal  en  un  distrito  eleccionario, 
donde  no  tiene  derecho  á  serlo  (por  falta  de  residencia, 
aunque  tuviera  las  demás  condiciones)  y  al  que,  exami- 
nado por  un  Inspector  sobre  las  condiciones  de  un  elec- 
tor (tercera  persona)  para  inscribirse  ó  para  votar,  dé 
voluntariamente  una  respuesta  falsa;  el  párrafo  4  pena 
al  que  á  sabiendas  preste  ó  firme  una  declaración  ju- 
rada, juramento  ó  afirmación  falsos  ante  cualquier  fun- 
cionario de  elección,  con  respecto  á  un  hecho  importante 
sobre  procedimiento  de  su  inscripción  (del  mismo  elector) 
en  el  censo  electoral.  La  declaración,  juramento  ó  afir- 
mación acerca  de  la  edad  es  un  hecho  importante  en  ma- 
teria de  inscripción  en  el  censo,  y  el  haber  prestado  el 
acusado  el  juramento  de  elector,  Exhibit  "B",  jurando  so- 
lemnemente que,  á  la  fecha  de  las  elecciones  de  Diputa 
dos,  que  debían  verificarse  en  30  de  Julio  de  1907,  tendría  23 
años,  cuando  en  realidad  sólo  podía  tener  21  años,  11  meses 
y  18  días,  Exhibit  "C",  le  hace  responsable  del  delito  de 
prestar  á  sabiendas  juramento  falso,  penado  por  el  citado 
párrafo   4    del    art.    30." 

§     681.      En    el    Juzgado    de    Mi  adoro    se  incoa- 

(1)  Op.  de  la  F.  G.  de  3  de  Sept.  de  1907. 

(2)  Vid.  §  678. 


—  442  — 

ron  10  causas  criminales,  durante  el  mes  de  Septiem- 
bre de  1907,  por  juramento  falso,  bajo  el  fundamento 
de  que  los  acusados  juraron  no  ser  morosos  de  nin- 
guna contribución,  cuando  realmente  no  habían  pa- 
gado el  impuesto  de  caminos  correspondiente  al 
año  1907.  prescrito  por  el  artículo  19  de  la,  Ley  1390,  á 
pesar  de  haber  trascurrido  el  término  señalado  por 
la  ley.  En  dichas  causas,  el  Juzgado  dictó  senten- 
cia condenatoria,  y  con  referencia  á  la  causa  N.o 
327,  de  Lo*  EE.  VU.  vs.  F.  Maravillas,  la  Corte  dice: 

4 'El  primer  punto  que  en  la  presente  causa  debe  con- 
siderarse es:  ¿el  impuesto  en  cuestión  es  un  impuesto  pú- 
blico? No  cabe  disputa  alguna  sobre  este  punto;  dicha  im- 
posición es  un  impuesto  personal  exigible  á  todos  los  va- 
rones mayores  de  18  años  y  menores  de  60  años  de  edad, 
que  no  estén  exentos  por  la  Ley,  (las  pruebas  han  de- 
mostrado que  el  acusado  no  está  exento,  y  éste  reco- 
noció no  estarlo  desde  el  momento  que  pagó  su  impuesto) 
cuyo  impuesto  puede  satisfacerse,  aun  siendo  moroso,  tra 
bajando  diez  días  en  los  caminos,  bajo  la  dirección  de 
las   autoridades   provinciales. 

"La  Ley  misma  ñja  la  fecha,  después  de  la  cual,  aque- 
llos obligados  á  pagar  este  impuesto,  si  dejan  de  hacerlo, 
quedan  declarados  morosos,  y  no  hace  depender  esto  de 
la  acción  de  cualquiera  autoridod  ejecutiva  que  declare 
moroso  á  una  persona  ó  le  notifique  de  dicha  declara- 
ción, sino  que  cualquiera,  que  no  pague  su  impuesto  den- 
tro del  término  señalado  por  la  ley,  queda  declarado  moroso 
por  la  misma  disposición  de  la  ley.  La  ley  no  requiere  que 
se  expida  ningún  aviso  ó  notificación,  y  el  hecho  de  que 
los  funcionarios  provinciales  siguieron  admitiendo  el  pago 
del  impuesto  de  caminos  para  1906  hasta  Septiembre  del 
mismo  año,  cuando  la  ley  declara  morosos  á  los  que  no 
hayan  pagado  después  del  1.°  de  Febrero  de  1906,  de 
ningún  modo  puede  significar  que  no  es  moroso  el  que 
no  haya  pagado  aun  después  de  dicha  fecha.  La  ley  no 
prescribe  ninguna  pena  por  la  morosidad  de  cualquiera 
persona   sujeta   á   este  impuesto,  sino  que   á   todo  moroso 
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se  le  puede  obligar  que  redima  el  impuesto  trabajando 
en  los  caminos,  y  aun  trabajando  ya  en  los  caminos,  to- 
davía puede  pagar  dicho  impuesto;  pero,  esto  no  quiere 
decir  que  una  persona  en  tales  condiciones  no  es  morosa, 
cuando  la  ley  expresamente  dice  que  se  le  debe  consi- 
derar moroso,  después  del  1.°  de  Febrero  de  cada  año, 
si  no  ha  pagado  antes  dicho  impuesto;  y  el  notificar  á 
un  moroso  en  Septiembre  para  que  trabaje  en  los  ca- 
minos, es  un  medio  que  dispone  la  ley  para  hacer  efec- 
tivo el  pago  del  impuesto  debido,  y  no  una  disposición 
que  tiene  por  objeto  extender  la  fecha  hasta  la  cual  se 
puede  pagar  el  impuesto  sin  ser  moroso,  á  pesar  de  la 
expresa   declaración   de  la   misma   ley. 

4 'El  acusado  en  su  declaración  admitió  que  él  sabía 
que  no  había  pagado  este  impuesto  y  lo  debía,  al  tiempo 
de  prestar  el  juramento  declarando  que  había  pagado 
todos  los  impuestos  debidos  al  Gobierno  actual;  pero, 
alega  que  no  se  consideraba  moroso  entonces,  porque 
sabía  que  este  impuesto  se  cobraba  hasta  el  mes  de  Sep- 
tiembre, aun  cuando  la  ley  le  declaraba  moroso  después 
del  1.°  de  Febrero.  El  presente  acusado  no  puede  alegar 
la  ignorancia  de  la  ley,  como  circunstancia  atenuante 
siquiera,  en  vista  de  que  él  pagó  este  impuesto  el  año 
pasado  antes  de  que  fuese  moroso;  él  sabía  que  era  en 
deber  de  este  impuesto,  y  por  eso,  antes  de  prestar  el  ju- 
ramento, quiso  cerciorarse  de  si  la  falta  de  pago  del  mismo 
le  impediría  votar.  Evidentemente,  él  estaba  advertido, 
y  si  en  vez  de  consultar  á  un  pica-pleito,  lo  hubiese 
hecho  al  mismo  texto  de  la  ley,  no  se  hubiera  decidido 
á  obtener  su  registro  como  elector,  á  costa  de  un  jura- 
mento falso.  No  puede  decirse  que  él  no  prestó  este 
juramento  á  mbíenda*,  como  dice  la  ley,  pues  él  mismo 
dijo  que  sabía  que  era  deudor  de  impuesto  al  tiempo  de 
prestar  el  juramento,  pero  que  no  se  consideraba  moroso. 

4 'He  tratado  de  hallar  alguna  circunstancia  en  esta 
causa  que  me  permita  llegar  á  una  lógica  conclusión  de 
que  el  acusado  no  infringió  á  sabiendas  la  ley;  pero,  no 
me  fué  posible  venir  á  otra  conclusión  que  la  de  que  el 
acusado  la  infringió  voluntariamente.  Él  sabía  que  debía 
este  impuesto,  y  conocía  cuáles  eran  las  disposiciones  le- 
gales acerca  de  este  punto;   pues     estuvo   consultando   el 
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significado  de  las  mismas,  antes  de  prestar  el  juramento; 
y  él  y  sus  consejeros  deben  soportar  las  consecuencias 
de  sus  actos,  si,  en  su  celo  por  ejercitar,  por  primera 
vez  en  la  historia  de  su  pueblo,  el  derecho  de  sufragio, 
infringen  la  ley  y  se  atraviesan  en  el  camino  de  ésta, 
que  hace  esfuerzos  por  entregar  este  derecho  solamente 
en  manos  de  ciudadanos  dignos  y  honrados;  y  deben  su- 
frir la  pena  que  la  ley  señala,  cuando  la  pureza  de  un 
privilegio  la  corrompe  un  hombre,  que  no  repara  en  pres- 
tar, un  juramento  falso,  por  ahorrarse  el  pago  de  dos 
pesos  debidos  al  Gobierno  por  impuesto,  que  se  destinan 
al   beneficio   y   mejoramiento  de  su    vecindad. 

"Pocos  Gobiernos  podrían  mantenerse  con  electores 
que  prefieren  jurar  en  falso  para  registrarse  como  tales, 
á  pagar  la  cantidad  de  dos  pesos,  que  en  el  presente 
caso  el  acusado  dijo  que  sabía  estar  en  deber  al  Gobierno, 
cuando   prestó  el   juramento. 

"Uno  de  los  deberes  y  responsabilidades,  inherentes 
á  la  ciudadanía  y  al  derecho  de  sufragio,  consiste  en  un 
conocimiento  de  las  leyes  y  de  la  razonable  interpreta- 
ción de  las  mismas,  no  de  una  interpretación  viciosa  y 
sofística  que,  daría  lugar  á  que  se  cometan  crímenes  y 
se   pueda  eludir   después   el   castigo. 

"No  tengo  duda  alguna  de  la  culpabilidad  del  acu- 
sado,   tal    como   le    acusa   el   Fiscal   en   su  querella." 

§  682.  Y  en  la  causa  N.°  328,  de  Los  EE. 
UU.  vs.  Panguüinan,  el  mismo  Juzgado  de  Mindoro 
añade : 

"Los  hechos  alegados  por  el  acusado,  si  atenúan  su 
responsabilidad,  no  demuestran  sin  embargo  que  él  no  es 
culpable,  ó  que  él  juró  pensando  que  había  pagado  los 
impuestos;  él  sabía  que  no  había  pagado  los  impuestos, 
pero  dice  que  él  lo  había  olvidado  en  aquel  momento  y 
alega  ahora  que  después  de  haberse  registrado,  pagó  el 
impuesto  que  él  debía.  Este  acusado  parece  creer  que  el 
objeto  de  esta  causa  es  hacerle  que  pagase  el  impuesto. 
Tal  no  lo  es.  La  ley  dispone  medios  para  que  se  le 
obligue  á  pagar  el  impuesto,  medios  que  pueden  ponerlos 
en   vigor   los   funcionarios   de   la   Junta    Provincial.     Esta 
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causa  es  por  falso  juramento.  La  intención  de  la  ley  es 
que  el  voto  sea  puro  y  sagrado,  y  solo  concede  este 
derecho  á  aquellos  que  tienen  capacidad  suficiente  para 
ejercerlo,  y  dispone  graves  penas  para  aquellos  que  me- 
diante engaño  adquieren  este  derecho  que,  de  acuerdo  con 
la   ley,    no   pueden   ejercerlo. 

"No  hay  duda  alguna  de  la  culpabilidad  de  este  acu- 
sado; sin  embargo,  yo  creo  que  esta  es  una  de  las  causas 
en  que  se  debe  aplicar  al  acusado  la  pena  mínima  se- 
ñalada por  la  Ley.  Los  derechos  de  un  ciudadano,  con 
sus  consiguientes  responsabilidades,  son  enteramente  nuevos 
para  este  acusado,  y  si  él  ha  quebrantado  las  disposi- 
ciones de  la  ley,  puede  ser,  como  él  dice,  por  ignoran- 
cia  y    no   por   mala   intención." 

§  683.  Algunas  de  las  16  causas  referidas  fue- 
ron elevadas  á  la  Corte  Suprema  en  virtud  de  ape- 
lación. La  Corte  Suprema,  modificando  la  sentencia, 
del  Juzgado  en  la  causa  de  Los  EE.  UU.  vs.  Ma- 
ravillas,   dice    entre    otras   cosas   lo    siguiente: 

"La  única  cuestión  presentada  por  el  apelante 
es  la  de  si  á  sabiendas  infringió  las  disposiciones 
de  dicha  Ley,  esto  es,  si  sabía  en  la  fecha  en  que 
prestó  el  juramento,  que  había  incurrido  en  mora 
en  el  pago  de  dicha  contribución  de  caminos.  El 
admite  que  la  Ley  le  fué  leída  momentos  antes  de 
prestar  el  juramento.  La  Ley  es  clara.  Simplemente 
dice  que  los  que  no  paguen  dicha  contribución  "se- 
rán considerados  morosos  después  del  día  primero 
de  Febrero  de  cada  año."  Parece  difícil  entender  la 
pretensión  del  procesado.  Durante  la  vista  de  la 
causa  dijo  que  no  había  pagado  la  contribución  co- 
rrespondiente al  año  1907  como  pagó  la  del  año  1906, 
porque    no    tenía   dinero. 

"Supongamos,  por  ejemplo,  que  el  acusado  hubiese 
sido  procesado  por  no  haber  pagado  dicha  contri- 
bución ó  trabajado  en  su  lugar  como  lo  manda  la 
Ley,    y   hubiese    alegado  en  su  defensa  que  no  sabía 
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que  estaba  en  mora.  ¿Pudo  así  haber  eludido  la  im- 
posición de  las  penas  establecidas  en  el  párrrafo  (b) 
de  dicho  artículo  19  antes  transcrito?  Esto  es,  ¿pudo 
haber  alegado  su  ignorancia  de  la  Ley  como  defensa? 
En  virtud  de  la  cláusula  penal  del  citado  párrafo  (b) 
de  dicho  artículo  19,  tan  sólo  pudo  haber  sido  pe- 
nado bajo  el  fundamento  de  que  era  moroso.  No 
creemos  que  esta  ignorancia  de  la  Ley  pudiera  haber 
constituido  para  él  una  defensa  en  tal  caso.  Y  además, 
el  procesado  residía  en  la  capital  de  la  provincia. 
El  Tesorero  provincial,  mucho  antes  del  29  de  Junio 
de  1907,  había  preparado  una  lista  de  los  habitantes 
de  la  provincia  que  eran  morosos  en  el  pago  de  dicha 
contribución.  Si  el  procesado  hubiese  querido  real- 
mente enterarse  de  si  era  moroso  ó  no,  pudo  muy 
bien  haberse  cerciorado,  preguntándolo  en  la  Teso- 
rería provincial.  Mas,  como  se  ha  dicho  antes,  la 
mera  lectura  de  la  Ley  era  lo  bastante  para  infor- 
marle de  que  dicha  contribución  estaba  vencida  y 
era  pagadera  antes  del  día  primero  de  Febrero  de 
cada  año,  y  los  que  no  hubiesen  pagado  dicha  con- 
tribución, con  anterioridad  á  dicha  fecha,  eran  mo- 
rosos. 

'  'Según  todos  los  hechos  que  resultan  probados 
en  autos,  somos  de  opinión  que  el  procesado  prestó 
dicho  juramento  á  sabiendas  de  que  no  había  pa- 
gado dicha  contribución,  de  conformidad  con  lo  man- 
dado en  la  Ley,  y  había,  por  tanto,  incurrido  en 
mora,  y  que  conscientemente  prestó  y  suscribió  un 
juramento  falso  ante  el  inspector  de  elecciones.  Los 
que  deseen  participar  en  los  asuntos  del  Gobierno, 
deben  estar  dispuestos  á  cumplir  sus  leyes  y  á  sos- 
tenerlo. 

<4Sin  embargo,  en  vista  de  todo  lo  dicho,  somos 
de  parecer  que  la  sentencia  del  Juzgado  inferior  debe 
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ser   modificada,    sentenciándose  al  procesado  á  pagar 
una  multa   de    P200   y   las   costas   procesales." 

T.as  siguientes  causas,  referentes  á  la  misma 
cuestión,  fueron  discutidas  y  falladas  al  mismo 
tiempo  y  con  el  mismo  resultado:  No.  4294,  Los 
EE,  UU.  vs.  Antonio  Alcañices,  No.  4295,  Los  EE. 
UU.  vs.  Andrés  Asturias,  No.  4290,  Los  EE.  EE. 
vs.  Baldomero  Aceveda,  No.  4297,  Los  EE.  UU. 
vs.  Feliciano  Al  ve  ira;  4299,  Los  EE.  UU.  vs.  Gre- 
gorio Maliwanag;  No.  4301,  Los  EE.  UU.  vs.  Lo. 
venzo  Alean  ices;  No.  4302,  Los  EE.  UU.  vs.  Pedro 
Mondes;  No.  4303,  Los  EE.  UU.  vs.  Robles;  y  No. 
4304;    EE.    UU.    vs.     Vicente   Espirita.    W 

§  684.  En  el  Juzgado  de  Ia.  Instancia  de  Cápiz 
fué  procesado  Vidal  Roldan,  por  haber  prestado  á 
sabiendas  un  juramento  falso,  manifestando  á  la  Junta 
de  Inspectores  del  Municipio  de  Calivo,  Cápiz,  que 
él  no  era  moroso  en  el  pago  de  contribuciones,  sa- 
biendo que  era  en  deber  de  la  contribución  terri- 
torial correspondiente  al  año  de  1905.  El  Juzgado 
le  declaró  culpable  de  juramento  falso,  y  bajo  la 
sanción  del  párrafo  4  del  art.  30  de  la  Ley,  le  con- 
denó al  pago  de  una  multa  de  F200  y  en  las  costas 
del  juicio,  ó  la  prisión  subsidiaria,  en  caso  de  in- 
solvencia. Apelada  la  causa  para  ante  la  Corte  Su- 
prema, ésta,  en  Io.  de  Abril  de  1909,  falló  el  asunto 
confirmando  la  sentencia  apelada  en  todas  sus  partes. 

Amenaza  de   destitución  ó  reducción 
de  sueldo  y  promesa  de   empleo 

y  aumento  de  sueldo. 

§  685.  El  peligro  de  perder  el  empleo  ó  sueldo 
indudablemente  tiene  que  influir  en  la  voluntad  del 
elector,    lo    mismo    que    el    aliciente   para   obtenerlo. 

[1]    6,   G.   O.    570. 
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Por  eso  la  Ley  considera  como  delito  contra  la  pu- 
reza del  sufragio  toda  amenaza  de  destitución  o  re- 
ducción de  sueldo  y  promesa  de  empleo  ó  aumento 
de    sueldo.      La   sección  15    del    art,    30   prescribe- 

Todo  el  que  con  amenazas  de  quitar  á  una  persona 
su  empleo  ó  de  reducirle  el  sueldo,  ó  con  promesas  de 
darle  un  empleo  ó  de  aumentarle  la  retribución,  intente 
influir  en  un  elector  para  que  dé  ó  retenga  el  voto,  y 
todo  el  que  quite  á  una  persona  su  empleo  ó  le  reduzca 
el  sueldo  por  dar  ó  retener  el  voto  en  una  elección,  se- 
rán castigados  con  prisión  que  no  baje  de  treinta  días  ni 
exceda  de  un  año,  ó  con  multa  que  no  baje  de  doscientos  pesos 
ni  exceda  de  quinientos,  ó  con  ambas  penas,  á  discreción  del 
Juzgado.    (I) 

.Amánente»  ó  intimidación  é*.  \xr\    elector 
p>e*t-e*  retener  su  voto. 

§  686.  Todo  el  que  con  cualquier  suerte  de  amenaza  ó 
intimidación  induzca  á  un  ce  lector  á  dar  ó  retener  el  voto, 
será  castigado  con  prisión  que  no  baje  de  treinta  d'a*  ni  exceda 
de  un  año,  ó  con  multa,  que  no  baje  de  doscientos  pesos  ni  exreda 
de  quinientos,  ó  con  ambas  penas,  á  discreción  del  Juzgado.  (¿) 

§  687.  "Es  una  ofensa  punible,  dice  McCrary, 
bajo  ciertas  leyes,  el  acometer,  amenazar,  intimidar 
ú  oprimir  á  los  electores  por  razón  de  su  voto.  El 
delito  es  consumado  haciendo  tales  amenazas,  como 
la  de  echar  de  los  Colegios  electorales  á  los  votantes 
que  se  dirigen  á  ellos  con  el  objeto  de  votar.  De 
igual  modo  el  delito  es  consumado  por  la  expulsión 
violenta  de  los  Colegios,  de  los  electores  que  estén 
esperando,  preparados  á  depositar  sus  votos,  aunque 
retornen  después  y  voten.  El  derecho  de  sufragio  es 
un  derecho  continuo  que  existe  aun  en  días  que  no 
son  de  elección,  y  este  delito  puede  cometerse  di- 
rigiendo   con    anticipación    tales    amenazas   de    echar 


(1)  Art.   30,    See.   15. 

(2)  Art.   30,    Sec.  16. 


—  449  — 

de   los  Colegios   electorales  á  votantes  legales."    (1) 

§  688.  El  eminente  comentarista  del  Código 
Penal  español,  Sr.  Viada,  hablando  de  las  amenazas 
y   coacciones  penadas   por   el  Código   penal,    dice: 

"Las  amenazas  y  coacciones,  objeto  de  este  Ca- 
pítulo, son  indudablemente  verdaderos  atentados  con- 
tra la  libertad  y  seguridad  individual,  pues  que  tien- 
den á  cohibir  la  primera,  ya  por  medio  del  temor, 
ya  por  medio  de  la  fuerza,  así  como  á  menguar 
la   segunda   por  él   terror   y   alarma   que   infunden. 

"Las  amenazas  de  que  trata  este  artículo  consisten 
en  el  hecho  de  conminar  á  otro  con  causar  al  mismo 
ó  á  su  familia,  en  sus  personas,  honra  ó  propiedad 
un  mal  que  constituye  delito.  La  amenaza,  como  se 
comprende,  ha  de  ser  seria,  formal;  la  que  se  pro- 
fiere por  chanza  ó  burla,  ó  en  un  momento  de  aca- 
loramiento, ó  no  será  delito^  ó  constituirá  una  sim- 
ple  falta."    (2) 

Creemos  que  las  amenazas  é  intimidaciones,  de 
que  habla  la  Ley  Electoral,  deben  seríales^  que  in- 
fundan en  el  ánimo  verdadero  temor  ó  miedo,  su- 
ficiente a  coartar  la  libetad  individual.  Las  amena- 
zas é  intimidaciones  proferidas  por  chanza  ó  broma 
ó  en  un  momento  de  obsecación  no  están  compren- 
didas  dentro   de    los   términos   de    la   Ley. 

F»ersut£*si¿>n  ilegeil  ét  electores  y  ét  fun- 
cionarlos de  elección. 

§     (>69.     Todo   el   que   por   cualquier  clase   de  medios 
ilícitos,    dice  la  Ley,   impida  ó  intente  impedir  á  un  elec 
tor  el  ejercicio  libre   y   pleno   del  derecho  de   sufragio,  ó 
le   induzca   á   rehusar  ó  abandonar  el  ejercicio  de   su  de- 
recho,   ó   induzca   á   una   persona   á  inscribir  en  el   regis- 


[1]    McCrary,  §  680. 

[2]     Viada,  Tomo   3,  pág.  309,  a rt.  507  del  Cod.    Penal    de    España 
concordante   con    el  494  del  de  Filipinas. 
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tro  electoral  el  nombre  de  cualquier  individuo,  ó  induzca 
ó  procure  que  sea  recibido  el  voto  de  una  persona  que 
no  tenga  derecho  á  emitirlo,  ó  induzca  á  un  funcionario 
á  dar  cualquier  certificado,  documento  ó  prueba  en  rela- 
ción con  este  hecho,  ó  induzca  á  cualquier  funcionario 
de  cualquier  manera  á  no  cumplir  ó  abandonar  sus  de- 
beres con  respecto  á  una  elección,  será  castigado  con 
prisión  que  no  baje  de  treinta  día*  ni  exceda  de  \ni  año,  ó  con 
nudta  que  no  baje  de  doscientos  pesos  ni  exceda  de  quinientos,  ó 
con  ambas  penas,    á   discreción    del   Juzgado.  0) 

El  delito  penado  por  la  Ley,  bajo  esta  califica- 
ción, se  distingue  de  las  amenazas  é  intimidaciones 
tratadas  en  los  párrafos  precedentes.  Por  este  delito 
no  se  coarta  directamente  la  voluntad  del  elector  6 
del  funcionario  de  elección,  pero,  sí,  se  le  induce 
indirectamente  á  obrar  de  diferente  modo,  merced  á 
los  medios  de  persuasión  que  se  empleen. 

Queda  comprendido  bajo  la  prohibición  de  la  Ley 
el  inducir  á  un  funcionario  de  elección  que  haga  lo 
que  no  debiera  hacer,  ó  deje  de  cumplir  las  obli- 
gaciones inherentes  á  su  cargo,  porque  los  actos  ofi- 
ciales de  estos  funcionarios  afectan  necesariamente  á 
la  pureza  de  la  elección. 

§  690.  En  el  Juzgado  de  Batangas  se  presentó 
querella,  acusando  á  Juan  Brual  de  infracción  de  la 
Ley  Electoral,  por  cuanto  el  30  de  Julio  último,  en 
el  pueblo  de  Bauan,  provincia  de  Batangas,  den- 
tro de  la  jurisdicción  de  aquel  Juzgado,  dicho  acu- 
sado, maliciosa  y  criminalmente,  penetró  en  un  com- 
partimiento del  Colegio  electoral  N.°  1  de  dicho  Mu- 
nicipio, donde  se  hallaba  á  la  sazón  extendiendo  su 
papeleta  el  elector  Tomás  Briones,  al  cual  indujo  á 
que  votara  en  favor  del  candidato  á  quien  dicho  acu- 
sado patrocinaba. 


(1)     Art.  30  Sec.  18. 
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El  Juzgado,  después  de  revisar  las  pruebas,  dijo: 
"No  hay  duda  en  mi  mente  de  que  este  acusado  es 
culpable.  Creo  que  la  verdad  del  caso  es  que  como  él  es- 
taba á  la  cabeza  de  la  fila,  recibió  su  balota  primeramente, 
y  se  fué  á  uno  de  los  compartimientos  y  escribió  su  ba- 
lota, y  al  dirigirse  á  la  urna,  vio  á  Tomás  Briones  en 
un  compartimiento  y  entró  en  el  mismo,  pues,  Tomás, 
según  las  pruebas,  fué  uno  de  los  últimos  que  recibie- 
ron balotas.  Cuando  él  se  dirigió  á  los  compartimientos, 
naturalmente  se  dirigió  al  primero  que  estaba  vacante, 
pues,  estos  compartimientos  se  dejan  siempre  abiertos, 
para  que  se  vea  si  hay  alguien  dentro  ó  nó,  asi  es  que 
este  acusado,  al  dirigirse  á  las  urnas,  pudo  haber  visto 
á  Tomás  Briones  entrar  en  uno  de  los  compartimientos 
y  le  siguió."  (D 

Int^rrupoi<í>n,  estorbo  y  entromislón   con 

los  electores  durante  leí 

votación. 

§  691,  Todo  el  que  voluntariamente  y  sin  autoridad 
legal  estorbe  ó  retrase  á  un  elector  que  va  al  Colegio 
electoral  donde  tiene  derecho  á  votar  ó  que  está  votando, 
ó  pretendiendo  votar,  ó  ayude  á  dicho  estorbo  ó  dila- 
ción; todo  el  que  se  entrometa  ó  intente  entrometerse  con 
un  elector  que  está  extendiendo  su  papeleta,  ó  que  esté 
dentro  del  espacio  comprendido  en  la  balaustrada,  ó  trate 
de  inducir  á  un  elector  antes  que  haya  votado  á  que  en- 
señe cómo  ha  extendido  su  papeleta;  todo  el  que  volun- 
tariamente interrumpa  una  elección;  y  todo  el  que  ponga 
una  señal  distintiva  en  una  papeleta  no  depositada  por 
él,  excepto  en  los  casos  previstos  por  esta  Ley,  serán 
castigados  con  prisión  que  no  pase  de  tres  meses,  ó  con  malta 
que  no  exceda  de  cien  pesos,  ó  eon  ambas  penas,  á  discreción 
del   Juzgado.  V) 

Como  se  comprende,  aquí  se  prohibe  todo  acto 
de  estorbar,  retrasar  ó  interrumpir  á  un  elector  ó 
entrometerse   con  él,   cuando  vá  al  Colegio  electoral, 


(1)  Los  EE.   W.  v*.  Juan  Brual,  del  Juzgado  de  Batangas. 

(2)  Art.  30  Sec.  12. 
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ó  cuando  está  votando  6  para  votar  ó  para  exten- 
der  su   papeleta. 

§  692.  Es  asimismo  una  ofensa,  según  la  Ley, 
el  obstruir,  inmiscuirse  ó  retardar  á  los  funcionarios 
de  la  elección  en  el  desempeño  de  sus  deberes,  ú 
obstruir  ó  entrometerse  con  los  electores  legales  que 
se    ofrecen   á   votar. 

"Según  el  Código  penal  de  New  York,  cualquier 
persona  ú  oficial  que  trate  de  arrestar  á  un  elector 
inscrito  mientras  esté  votando  ó  cuando  se  presente 
á  hacerlo,  á  fin  de  impedirle  que  vote,  comete  el 
delito  de  maltrato  de  obra  y  también  infringe  el  ar- 
tículo del  Código  penal  que  prohibe  á  cualquiera  obs- 
truir voluntariamente  ó  detener  á  un  elector  en  su 
caminó  con  dirección  al  lugar  de  la  inscripción  ó  al 
precinto,  ó  mientras  esté  él  para  inscribirse  ó  para 
votar."  í1) 

§  693.  La  misma  doctrina  se  sostiene  por  la 
Ley  electoral,  al  disponer  en  su  artículo  16,  lo  si- 
guiente :" 

' 'Si  cualquier  persona  rehusase  obedecer  el  man- 
dato legal  de  los  Inspectores  ó  con  su  conducta 
desordenada  en  su  presencia,  ó  al  alcance  de  su 
oido,  interrumpiese  ó  perturbase  la  sesión,  dichos 
Inspectores  pueden  extender  una  orden  por  escrito 
mandando  á  cualquier  agente  de  orden  público  que 
detenga  á  la  mencionada  persona  hasta  que  se  ter- 
mine la  sesión;  pero  dicha  orden  no  se  ejecutará 
de  modo  que  impida  á  la  persona  así  detenida 
ejercitar  su   derecho   de   votar   en  dicha  elección." 

Pero  el  lenguaje  del  art.  30,  sección  12,  "todo 
el  que  voluntariamente  y  sin  autoridad  legal  estorbe 
ó   retrase   á  un  elector,  etc.",  parece    indicar  que    el 


(1)     15,  Cyc.  p  ,  445. 
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acto  de  estorbar  ó  retrasar  á  un  elector  no  consti- 
tuirá delito,  cuando  se  lleva  á  cabo  por  uno  que 
obra  con  autoridad  legal  y  en  cumplimiento  de  ór- 
denes legales.  Tal  ocurre,  cuando  un  Sheriff  ó  un 
agente  de  orden  público  detiene  á  un  elector,  en  virtud 
de  un  mandamiento  de  arrestro  expedido  por  la  com- 
petente   autoridad   judicial. 


&     *fc     *fc 


454  — 


CAPITULO  XVII. 

Delitos  Electorales 
Cometidos  por  Funcionarios  de  Elección 


(  Continuación . ) 


694-697.     Inclusión  ilegal  en  el  censo  electoral  ó  exclusión 
ilegal   del   mismo. 

698-700.  Falsedad  en  el  recuento  de  papeletas  ó  votos 
ó  en  la  declaración  del  resultado  de  una  elec 
ción. 

701.  Fraudes  electorales. 

702-705.  Negligencia  punible  de  los  funcionarios  de  elec- 
ción. 

706.  Violación   del   secreto   electoral. 

707.  Examen  ilegal   de   las   papeletas   de   elección. 

708.  Examen    ilegal    de    las   papeletas    entregadas   al 

Secretario  Municipal. 
709-710.     Destrucción   ó   mutilación   de  las   papeletas   usa- 
das  en   la  elección. 

Inclusión  ilegal  en  el  oenso  electoral 
<f>  exclusión    ilegal  del  mismo. 

§     694.     Incurre  en  responsabilidad  criminal,  bajo 
la  sec.    1.a  del  art.    29: 

Cualquier  Inspector  de  eleceión  ó  Secretario  del  censo 
electoral  que  á  sabiendas  inscriba  en  una  lista  electoral 
ó  haga  ó  permita  que  se  inscriba  en  la  misma  el  nom- 
bre de  una  persona,  como  elector  en  un  distrito,  no  sien- 
dolo,  y  cualquier  Inspector  de  elección  que  rehuse  ó  vo- 
luntariamente deje  de  inscribir  el  nombre  de  cualquiera 
que  lo  solicite  con  derecho  en  la  lista  del  censo,  ó  que 
á  sabiendas  impida  ó  trate  de  impedir  la  inscripción  de 
cualquier  elector  que  tenga  las  condiciones  legales.  La 
infracción  de  este  precepto  legal  está  penada  con  prisión 
que  no  baje  de  un  mes  ni  exceda  de  un  año,  ó  con  multa  que  no 
baje  de  doscientos  pesos  ni  exceda  de  quinientos,  ó  con  ambas 
penas  á  la  vez,  á  discreción  del  Juzgado. 
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§  695.  En  la  causa  de  LosEE.  UU.  vs.  Agustín 
Concepción  y  otros,  Inspectores  de  elección,  que  re- 
husaron inscribir  á  un  elector,  la  Corte  Suprema  dice: 

"Se  observará  que  en  dicho  art.  17  antes  tras- 
crito se  da  á  la  Junta  de  Inspectores  el  derecho  de 
decidir  en  primera  instancia,  si  el  que  solicita  la  ins- 
cripción tenía  ó  no  legalmente  derecho  á  ser  inscrito. 
Esta  facultad  es  de  índole  judicial  conferida  á  los 
Inspectores.  Habiéndoseles  dado  así  capacidad  judi- 
cial ó  cuasi  judicial,  para  decidir  la  cuestión  de  si 
un  solicitante  determinado  tiene  ó  no  derecho  á  ser 
inscrito,  somos  de  opinión,  y  así  lo  declaramos,  que 
tales  Inspectores  de  elección  no  pueden  ser  castigados 
con  arreglo  el  art.  29,  en  tanto  no  se  demuestre 
fuera  de  toda  cuestión  que  tales  Inspectores,  á  sa- 
biendas voluntaria  y  maliciosamente  inscribieron  en 
la  lista  de  electores,  ó  á  sabiendas  voluntaria  y  ma- 
liciosamente rehusaron  inscribir  en  dicha  lista  el  nom- 
bre del  que  lo  solicitaba. 

'  'Según  la  Ley,  los  Inspectores  de  elección  tienen 
evidentemente  derecho  no  sólo  á  citar  testigos  para 
asegurarse  de  si  un  solicitante  determinado  tiene  de- 
recho ó  noá  ser  inscrito,  sino  que  pueden  obrar,  según 
su  propio  conocimiento,  en  cuanto  á  la  calificación 
de  tal  solicitante,  y  si  proceden  honradamente  y  sin 
malicia,  no  puede  hacérseles  responsables  criminal- 
mente. Es  tan  sólo  cuando  á  sabiendas,  voluntaria 
y  maliciosamente,  inscriban  ó  rechacen  ó  traten  de 
rechazar  la  inscripción  del  que  no  tiene  derecho  á 
ser  inscrito  ó  de  aquel  que  tiene  derecho  á  serlo, 
pueden  ser  criminalmente  castigados.  El  mero  he- 
cho de  que  hayan  inscrito  ó  rehusado  ó  tratado 
de  rehusar  la  inscripción  de  una  persona  que  tiene 
derecho  á   ser   inscrita  ó  de   una  persona  que  no  lo 
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tiene,  no  es  suficiente,  con  arreglo  á  la  Ley,  para 
hacer  á  los  Inspectores  de  elección  criminalmente  res- 
ponsables. Debe  probarse  fuera  de  todo  género  de 
duda  que  los  actos  de  dichos  Inspectores  en  tal  caso 
fueron  ejecutados  á  sabiendas,  maliciosa  y  criminal- 
mente.''  i1! 

§  696.  La  misma  doctrina  se  sostiene  por  la 
Corte  Suprema,  en  dos  causas  seguidas  contra  los  Ins- 
pectores de  elección,  Pedro  Soncuya  y  otros,  del  Mu- 
nicipio de  Calivo,  Cápiz.  En  la  causa  registrada  con 
el    N.°  4855,    se   establece   lo   siguiente: 

' 'Los  Inspectores  electorales,  según  la  Ley  1582, 
tienen     derecho   para    decidir,  en    primera   instancia, 
si    la   persona   que    solicita    inscripción     reúne   ó    no 
las   condiciones    de    elector,   de    conformidad   con    el 
art.    13    de     dicha     Ley.     Tienen    derecho    á    ejercer 
facultades    cuasi    judiciales   al  decidir   esta    cuestión, 
(EE.    UU.     vs.    Concepción    y    otros,    No.    4790)   y, 
á   menos   que    se    demuestre  fuera  de  toda  duda  que 
los    Inspectores    negaron   al    que   deseaba    inscribirse 
el  derecho  á  ello  á  sabiendas,  voluntaria  y  maliciosa- 
mente, no  pueden  ser  castigados  criminalmente."   (2) 
§     697.     Y  en  la  otra,  con  el  No.  4886,  se  dice: 
4 'Esta    Corte    ha     resuelto   en   la   causa   de     Los 
Estados   Unidos   vs.  Concepción  y   otros,  (No.  4790) 
que     los     Inspectores    electorales     tienen     facultades 
cuasi  judiciales  y  tienen   derecho   á  decidir   en     pri- 
mera instancia,   si  los  que  solicitan  inscripción  deben 
ser   inscritos  ó    no,    y  que  dichos  Jueces  de  elección 
no   son    criminalmente   responsables,    á   menos    que 
conste  de   manera   evidente  que     voluntariamente,    á 
sabiendas    y    con    malicia,     faltaron    á  sus     deberes. 

(1)  Fallada  en  18  de  Febrero  1909. 

(2)  Id.  en  24  de  Febrero  de  1909. 
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En  el  presente  caso,  las  pruebas  no  revelan  nada 
que  justifique  que  este  Tribunal  declare  que  volun- 
tariamente, á  sabiendas  y  con  malicia  negaron  á 
dicho  Privato  Abello  el  derecho  de  inscribirse  como 
elector."  <*> 

Falsedad    ©n  e>l    recuento   de»  papeletas  <f> 
votos  en   la  declaración  del  resul- 
tado de  tina   elección. 

§  698.  El  artículo  29,  sección  segunda,  dis- 
pone que : 

Cualquier  miembro  de  cualquier  Junta  de  registro, 
Junta  de  Inspectores,  ó  Junta  de  escrutadores  que  a  sa- 
biendas cometa  una  falsedad  al  contar  las  papeletas  ó  votos,  ó 
que  á  sabiendas  haga  ó  firme  una  falsa  relación  ó  decla- 
ración del  resultado  de  una  elección,  ó  que  voluntaria- 
mente altere,  desfigure  ó  destruya  una  papeleta  deposi- 
tada ó  una  lista  de  votantes  ó  del  censo,  ó  haga  un  es- 
crutinio falso,  será  castigado  con  prisión  que  no  baje  de  un 
mes  ni  exceda  de  un  año,  Ó  con  umita  que  no  baje  de  doscien- 
tos pesos  ni  exceda,  de  quinientos,  ó  con  ambas  á  la  vez,  á  dis- 
creción  del    Juzgado.  (2) 

La  falsedad  electoral  es  el  delito  que  se  pena 
en  la  sec.  el  2.a  artículo  29,  que  se  acaba  de  transcri- 
bir. Para  la  existencia  de  este  delito,  se  requiere  que  el 
acto  prohibido  se  haya  cometido  á  sabiendas,  esto  es, 
con  conocimiento  de  la  falsedad  del  acto  y  con  dañado 
propósito    de    alterar   el   resultado  de   la   elección. 

§  699.  En  la  causa  de  los  Estados  Unidos  vs. 
Carpenter  (41  Fed.  Rep.,  p.  330),  en  que  los 
acusados  eran  Jueces  de  elección,  se  les  imputó  que 
habían  cometido  diversos  delitos,  ó  los  habían  con- 
sentido con  el  fin  de  alterar  las  elecciones  ó  su  re- 
sultado, y  la  Corte,  en  su  decisión,  dijo  lo  siguiente: 


(1)  Fallada  en  20  de  Febrero  de  1909. 

(2)  Art.  29,    Sec.  2. 
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"La  intención  imputada  no  necesita  demostrarse  por 
pruebas  directas  y  terminantes:  puede  deducirse  de  la  comi- 
sión del  acto  dañoso,  ilegal  ó  prohibido.  La  ley  presume  que 
el  que  intencionalmente  comete  un  acto  ha  querido  pro- 
ducir las  consecuencias  naturales  del  mismo.  Los  actos 
dañosos  cometidos  á  sabiendas,  intencionalmente,  no  pue- 
den justificarse  ni  excusarse  alegando  sana  intención. 
La  índole  del  acto  determina  la  naturaleza  de  la  inten- 
ción. En  la  investigación  de  los  asuntos  humanos,  rela- 
cionados ora  con  un  contrato  ora  con  un  delito,  nos 
vemos  contreñidos  á  deducir  del  acto  el  móvil.  La  inten- 
ción de  alterar  el  resultado  de  una  elección  se  presume  con  justicia, 
cuando  se  prueba  que  los  actos  ilegales,  que  natural  ó 
necesariamente  deben  producir  tal  efecto,  se  han  come- 
metido  ó  se  ha  permitido  su  comisión  intencionalmente 
por   los   que   estaban   encargados   de    dichas   elecciones." 

§  700.  En  la  causa  de  Los  EE.  UU.  vs.  Se- 
rapio  Artacho  y  Castor  Moran,  del  Juzgado  de  Pan- 
gasinán,  el  Fiscal  provincial  alegó  en  su  querella  que, 
siendo  los  acusados  miembros  de  la  Junta  de  Ins- 
pectores del  primer  precinto  del  pueblo  de  Linga- 
yen,  á  sabiendas  hicieron  una  cuenta  falsa  de  las 
balotas  depositadas  en  las  elecciones  verificadas  en  5  de 
Noviembre  de  1907  en  dicho  precinto,  y  falsamente 
contaron  á  favor  de  Mauro  Navarro,  candidato  á  Pre- 
sidente municipal  de  dicho  pueblo,  17  balotas  que 
no  fueron  votadas  para  dicho  Navarro,  y  que  los 
acusados  voluntaria  y  maliciosamente  hicieron  y  fir- 
maron una  acta  y  declaración  falsa  del  resultado  de 
la  elección  en  dicho  precinto,  para  el  cargo  de  Pre- 
sidente municipal  de  Lingayen.  El  Juzgado  encon- 
tró que  en  las  17  balotas  aparecían  escritos  dife- 
rentes nombres,  que  fueron  raspados,  escribiéndose 
después  en  su  lugar  el  nombre  de  Mauro  Navarro, 
y  según  las  pruebas,  fué  de  opinión  que  los  acusados 
tomaron    parte    en    la   raspadura    y   alteración    de   di- 
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chas  balotas,  para  hacer  correcto  el  recuento  que 
consta  en  sus  actas.  En  su  virtud,  declaró  á  los 
acusados  culpables  del  delito  querellado  y  les  conde- 
nó á  seis  y  á  cuatro  meses,  respectivamente,  de  pri- 
sión en  la  cárcel  provincial  y  á  una  multa  de  dos- 
cientos pesos,  ó  en  caso  de  insolvencia,  á  la  pri- 
sión subsidiaria  á  razón  de  un  día  por  cada  dos  pe- 
sos y  medio,  sin  que  esta  prisión  subsidiaria  pueda 
exceder   de    la   tercera  parte   de  la  pena  principal. 

FVetudes    electorales. 

§  701.  Cualquier  Inspector  de  elección  ó  Se- 
cretario de  censo  electoral,  que  sea  culpable  de  cual- 
quier fraude  ó  de  conducta  venal  en  los  deberes  de 
de  su  cargo,  será  castigado  con  prisión  que  no  baje 
de  un  mes  ni  exceda  de  un  año,  ó  con  multa  que 
no  baje  de  200  pesos  ni  exceda  de  500,  ó  con  am- 
bas  penas   á  la    vez,    á  discreción  del   Juzgado.    (1) 

El  Fiscal  provincial  de  Negros  Occidental  se 
querrelló  contra  Higinio  de  la  Serna  y  Cesáreo  Ca- 
llet,  por  infracción  del  Art.  29  de  la  Ley  Electo- 
ral, bajo  el  fundamento  de  que  los  acusados,  siendo 
Inspectores  de  elección  y  llamados  por  electores  anal- 
fabetos para  llenar  las  balotas  de  los  mismos,  falsifi- 
caron la  voluntad  de  dichos  electores,  escribiendo  en 
sus  balotas  nombres  de  personas  diferentes  de  las 
indicadas  por  los  mismos. 

Habiendo  los  acusados  interpuesto  demuvrer  con- 
tra la  querella,  fundado  en  que  los  hechos  alega- 
dos en  ella  no  constituyen  infracción  del  Art.  29 
de  la  Ley  Electoral,  el  Juzgado,  al  sostener  dicho 
demurrer,  dijo  que  las  palabras  generales  "Fraude  ó 
conducta   venal' '    no   son    suficientes   para   apoyar   la 


(1)     Art,  29,  Sec.  1.a 
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querella  y  que  los  actos  denunciados,  por  inmorales 
que  pudieran  ser,  no  han  sido  previstos  y  castiga- 
dos  por   la   Ley  Electoral. 

Nosotros  creemos  que  la  letra  y  el  espíritu  de 
la  Ley  demuestran  claramente  que  fué  la  intención 
del  legislador  evitar  que  los  funcionarios  de  elección 
cometan  fraudes  en  las  elecciones  ú  observen  con- 
ducta venal  en  el  ejercicio  de  los  deberes  de  su 
cargo. 

Según  se  ha  dicho  en  el  párrafo  337,  los  Ins- 
pectores de  elección  son  los  llamados  por  la  Ley  á 
ayudar  á  los  electores  analfabetos  en  la  preparación 
de  sus  balotas.  Si  los  Inspectores  en  este  caso,  en 
vez  de  cumplir  con  las  indicaciones  de  los  electores 
que  hayan  pedido  su  ayuda,  les  engañan  preparando 
sus  balotas  de  diferente  manera,  no  hay  duda  de 
que  ellos  cometen  un  verdadero  fraude  y  su  con- 
ducta en  tal  caso  es  por  todos  conceptos  reprobable. 
Semejante  hecho,  en  nuestra  opinión,  cae  bajo  la 
sanción   del   art.    29    sec.    la.    de    la    Ley    Electoral. 

Negligencia  f>  un  i  tole  de  los  funciona- 
rios d^   elección. 

§  702.  Constituye  una  ofensa  procesable,  bajo  la  Ley, 
el  que  un  funcionario  de  elección  á  sabiendas  rehuse  recibir 
una  papeleta  que  le  sea  ofrecida  por  una  persona  con  de- 
recho á  votar  en  dicha  elección,  ó  que  voluntariamente 
rehuse  ó  deje  de  cumplir  cualquier  obligación  inherente 
á  su  cargo.  La  pena  impuesta  por  la  Ley  es  de  prisión 
que  no  baje  de  un  mes  ni  exceda,  de  un  año,  ó  de  multa  que 
no  baje  de  doscientas  pesos  ni  exceda  de  quinientos,  ó  con  ambas 
penas   á    la  vez,  á    discreción    del    Juzgado.     (!) 

§  703.  En  California  hay  la  misma  disposición 
legal,  como  puede  verse  en  la  Enciclopedia  Americana. 


(1)     Art.  29,  sec.  2. 
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"Una  violación  voluntaria  ó  negligencia  de  cual- 
quiera de  sus  varios  deberes,  por  parte  de  los  oficia- 
les de  elección,  es  un  delito  definido  por  la  Ley  y 
castigable  con  más  ó  menos  severidad,  según  la  ju- 
risdicción   en    que    se   cometa/ '    (1) 

§  704.  "Un  funcionario  de  elección  no  es  res- 
ponsable por  recibir  ó  rechazar  votos  indebidamente, 
ó  por  otros  incumplimientos  de  su  deber  debidos  á 
un  juicio  erróneo,  siempre  que  no  exista  negligen- 
cia voluntaria  del  deber  ó  intención  fraudulenta;  pero 
semejantes  funcionarios  están  generalmente  expuestos 
a  ser  procesados  por  recibir  votos  de  personas  que 
no  son  electores  ó  por  negarse  á  recibir  voluntaria- 
mente  los    votos   de    electores   calificados. "   <2) 

§  705.  En  la  causa  de  los  Estados  Unidos  vs. 
Baldridge  (11  Fed.  Rep.,  552),  se  ha  declarado  lo 
siguiente  • 

"Según  los  Estatutos  Revisados  No.  5515,  el  funcio- 
nario público  que  deje  de  desempeñar  su  cargo  ó  infringe 
un  deber  que  la  ley  ha  impuesto,  comete  un  delito,  y  si 
ejecuta  actos  no  autorizados  con  el  fin  de  alterar  las  elec- 
ciones ó  su  resultado,  comete  otro  delito  distinto  y  separado 
del   anterior. 

"La  incuria  ó  negativa  á  desempeñar  un  cargo,  ó  la  in- 
fracción de  un  deber,  constituye  una  ofensa  con  arreglo  á  los  Estatutos^ 
independientemente  de  la,  intención  señalada  en  el  artículo,  pero 
actos  no  autorizados  que  en  sí  pueden  ser  inocentes,  si 
van  acompañados  de  la  intención  de  alterar  las  elecciones, 
son  delictivos   con   arreglo   á   este   artículo/' 

Violación  del  secreto  electoral. 

§  706.  Se  comete  este  delito  por  un  funcionario 
de  elección,  bien  manifestando  el  número  de  pape- 
letas  depositadas   ó   el  número  de    votos  dados  á  una 


(1)  15,  Cyc,  §  443. 

(2)  10,  Am.  &  Eng.  Ene,  851. 
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persona,  antes  de  la  declaración  pública  del  resultado 
de  una  elección;  bien  revelando  el  nombre  de  cual- 
quiera persona  que  ha  votado  ó  que  no  ha  votado ; 
ó  bien  declarando  cualquier  otro  hecho  que  tienda 
á   revelar   el   estado  de    la   elección. 

Este-  delito  está  penado  con  prisión  que  no  ex- 
ceda de  tréiiita  días,  ó  con  multa  que  no  pase  de  doscien- 
tos pesos,  ó  con  ambas  penas  á  la  vez,  a  discreción 
del   Juzgado.   &) 

El  objeto  principal  del  sistema  de  votar  por  me- 
dio de  balotas  es  el  secreto,  necesario  para  prote- 
ger la  libertad  del  votante.  La  prohibición  de  la 
Ley  responde  á  este  objeto  y,  además,  tiende  á 
evitar  cualquiera  combinación  ilegal  para  alterar  el 
resultado   de   la   elección. 

Examen    Ilegal   de   los    papeletas 
de  elección. 

§  707.  El  examen  de  las  papeletas,  antes  del 
(escrutinio,  por  parte  de  los  funcionarios  electorales, 
es  un  modo  de  violar  el  secreto  de  la  votación,  y 
está   prohibido   y    penado    por    la    Ley,   que    dice: 

Cualquier  funcionario  electoral  que,  antes  de  desple- 
garse las  papeletas  para  el  escrutinio,  lea  ó  examine,  ó 
permita  leer  ó  examinar  los  nombres  escritos  en  la  pape- 
leta de  cualquier  elector,  á  menos  que  dicha  papeleta 
haya  sido  preparada  por  él,  de  acuerdo  con  las  dispo- 
siciones de  esta  Ley,  será  castigado  con  prisión  que  no 
exceda  de  treinta  días,  ó  con  multa  que  no  pase  de  doscientos 
pesos,  ó  con  ambas  penas  á  la  vez,  á  discreción  del  Juzgado.  <2> 

Examen  ilegal  de  las   papeletas  entre- 
gadas al  Secretario  Municipal. 

§  708.  El  art.  24,  sec.  4,  dispone  que  el  Se- 
cretario  Municipal   debe   guardar   en   su   poder,    des- 


(1)  Art    29  sec    3. 

(2)  Art.  29  sec.  4. 
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pues  <le  la  elección,  las  urnas  electorales  que  con- 
tienen las  papaletas,  actas  y  demás  docunlentos  usa- 
dos en  dicha  elección,  sin  abrirlas  hasta  el  fallo  de- 
finitivo de  cualquier  protesta,  y  en  todo  caso,  por 
seis  meses,  sujeto  á  la  orden  de  un  Tribunal  de  ju- 
risdicción competente  ó  de  otro  funcionario  especial- 
mente autorizado  por  la  Ley  para  abrir  las  papele- 
tas y  contarlas.  El  objeto  de  esta  disposición  es  ase- 
gurar la  conservación  de  las  balotas,  de  manera 
que  puedan  ser  fácilmente  identificadas  en  el  caso 
de  que  sea  necesario  introducirlas  como  prueba  en 
una   investigación   judicial.  (1) 

La  infracción  de  este  precepto  constituye  un  de- 
lito definido  y  penado  por  la  Ley,   que  dice: 

El  Secretario  Municipal  ú  otro  funcionario  que  tenga 
bajo  su  custodia  papeletas  que  le  hayan  sido  devueltas 
por  la  Junta  de  Inspectores  y  que  las  examine  ó  per- 
mita que  sean  examinadas,  excepto  como  esta  Ley  dis- 
pone, será  castigado  con  una  malta  que  no  exceda  de  qui- 
nientos   pCSO*.  f^ 

Destrucción  ¿>  mutíletelo n  de  las  pctpe- 

Ieta9  usadas   en  la  elección. 

§  709.  La  destrucción  ó  mutilación  de  balotas 
constituye  igualmente  una  ofensa  punible  bajo  la  Ley 
Electoral. 

El  funcionario,  dice  la  Ley,  que,  teniendo  en  su  cus- 
todia papeletas  electorales,  voluntariamente  las  destruya 
ó  mutile,  ó  permita  su  destrucción  ó  mutilación,  excepto 
como  la  Ley  disponga,  será  castigado  con  prisión  que  no 
baje  de  un  mes  ni  exceda  de  dos  años,  ó  con  multa  que  no  baje 
de  cien  pesos  ni  exceda  de  mil,  ó  con  ambas  penas,  á  discreción 
del  Juzgado.   t^J 

§     710.     En  Massachusetts,  constituye  ofensa  pro- 


el )     15,  Cyc  ,  426. 

(2)  Art.  2»,  sec.  5. 

(3)  Art.  29,  sec.  6. 
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cesable  el  que  un  funcionario  de  elección  altere  de 
algún  modo  una  papeleta  que  ha  sido  depositada.  La 
prueba  secundaria  del  contenido  de  una  balota  es 
competente,  cuando  la  papeleta  se  destruye,  en  los 
procedimientos  por  destrucción  ó  mutilación  de  ba- 
lota.  <D 


U)     Am.  £  Kng.  Ene.  885. 
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C.  S 

Claraval  vs.  Guzmán 

Concepción,  E.E.  U.U.  vs 

Córdoba  vs.  Jurao  

Iloilo   

Corrales  vs.  Capistrano 

As.  Fil.  .. 
As.  Fil.  .. 

Corteza  vs.   Dorillo 

Cuíco  vs.  Nazareno 

Cebú    

Cápiz  

13. 

Dao,  Insulat  vs.  Elec.  Mun.  de 

Antique 

Dato  vs.  Elec.  mun.  de  Baao 

Ambos  Cam. . . . 

Dato  vs.  Imperial 

Ambos  Cam 
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Nombres. 


Juzgado. 


Tribunal. 


Páginas. 


De  La  Serna,  E.E.  U.U.  v 
De  León  vs.   Del  Rosario  . 

Delgado  vs.  Arévalo 

Delgado  vs.  Luna 


Negros  Oca 


Leyte  . 
Albay  . 


Del  Pan  vs.   Guerrero  (F) 

Del  Rosario  vs.  de  León 

Del  Rosario  vs.  Ziálcita 

Del  Rosario  vs.  Lerma 

Diokno  vs.  El  Hon.  A.   S.  Crossfleld. 
Diokno   vs.  Gómez 


Dizon  vs.  Mallari 

Domantay,  EE.  UU.  vs. 
Dorillo  vs.  Corteza 


EE.  UU.   vs.    Almario. 


Artacho  y  otro 


F5*. 

Favis  y  otros  vs.  Reyes  . . . 

Feito  vs.  Sinko 

Frial  y   otros  vs.  Habana 


G. 


Gala  vs.  Hidalgo 

Gamao  vs.  Visitación 

Gana,  EE.  UU.   vs 

García  vs.  Junta  Elec.  de  Lilio  . 

Garchitorena  vs.  Alvarez 

Goa,  Romero  vs.  Elec.  Mun.  de  . 
Gómez  vs.  Diokno 


Gómez  vs.  Lukbán 

Gómez  vs.  Lukbán 

Gonzaga  vs.  Agravante  . 

Gonzales  vs.  Reyes 

Guariña  vs.  Jiménez  — 
Guerrero  vs.  Del  Pan  . . . 
Guerrero  vs.  Vera  Cruz. 
Guzmán  vs.  Claraval  — 


Manila  . 


Pampanga  . . 
Pangasinán . 


Manila    

Pangasinán . 


Batangas 


Negros  Occ. . 
Pangasinán . 

Laguna  

Mindoro 


Brual 

Concepción  . . . 
De  la  Serna. 

Domantay 

Gana 

Maravillas 

Maravillas 

Maseras 

Neri  Abejuela 

Pangilinan 

Roldan 

Sancap   

Sánchez Manila 

Soncuya 


Manila 


Mindoro . 


H. 


Habana  vs.  Hontiveros 

Habana  y  otros  vs.  Frial  y  otros 

Hernando  vs.  Sambrano 

Hidalgo  vs.  Gala 

Hilbano  vs.  Ricalde 

Hontiveros  vs.  Habana 

Hontiveros  vs.  El  Hon.  José  C.  Abreu 
y  otro 


Hagan,  Salinas  vs.  Elec.  Mun.  de. 


Tayabas . 


Cápiz 


Negros  Occ. . 

Laguna  

Laguna  


Ambos  Cam.. 
Manila    


Manila 


Cebú  .... 
Rizal  .... 
Sorsogón 


Hocos  Sur. 


Cápiz 
Cápiz 


Leyte  . 
Cápiz  . 


Isabela 


Gob.  Gen 


As.  Fil.  .. 
Gob.  Gen. 
Gob.  Gen. 
As.  Fil.  .. 
C.S 


C.  S.. 


c.  s.. 
c.s".! 


c.  s.. 

c.s'.; 


As.  Fil. 


As.  Fil. 


As.  Fil. 


As.  Fil. 
As.FiY." 


C.S 

As.  Fil. 


C.  S.. 


459 

262 

247,349 

268,269,271,300.346, 

367,390 
58,136 
262 
252 

159,160,331 
406 
267,315,320,331,363, 

368 
246,349 
422 
278.297 


437 

458 

450 

454 

459 

422 

441 

442 

445 

437 

149,422 

444 

414,447 

435 

437 

456 


Gob.  Gen.     295 
As.  Fil.  ..     59 


441 
100 
341 
259 
267.315,320,331.363, 

368 
304 

59.79,88,332 
248 
282 

237,251 
58,136 
157,161,347 


364 

227 

397 

278 

247,260,263,? 

364 


404 


187,228,234,256,286 
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Nombres. 

Juzgado. 

Tribunal. 

PÁGINAS. 

Imperial  vs.  Dato 

Ambos  Cam. 

«>7i 

Insulat  vs.  Elec.  Mun.  de  Dao   

Antique 

320 

Jalandoni  vs.  Melliza 

As.  Fil.  .. 

342 

250.383 

338 

157,162 

237,251 

271  396 

Jarencio  vs.  Villarruz 

Cápiz 

Javier  vs.   Bunoan 

As.  Fil.  .. 

Javier  vs.  Medina 

Cavite 

Jiménez  vs.  Guariña 

Jiménez  vs.  Navarro 

Pangasinán 

Joaquín  vs.  Arnedo  y  otro 

Pampanga    

246,349,388 
338 

Jurao  vs.  Córdoba 

Iloilo   

Lagahit  vs.  Nengasca  y  Juez  Wisleze- 
nus 

C.S 

408 

Lagahit  vs.   Nengasca 

Cebú 

250 

La  Junta  Mun.  de  Santa  Rosa  vs.  Junta 
Provincial  de  la  Laguna 

C.S 

395 

Larrobis  vs.   Apóstol 

Cebú 

226 

Legaspi  vs.  Mati  y  otros 

llocos  Sur    . . . 

245,347 

402 

Legaspi  vs.  Junta  Prov.   de  Albav 

Albay  

León.   Pedro  de,— vs.  Del  Rosario 

Gob.  Gen. 
Ás.'Fií."..' 

269 

Leones  vs.  Bello  v  otros 

llocos  Sur    — 

245,347 
159  160  331 

Lerma  vs.  Del  Rosario 

Lictaua  vs.  Marqueta 

Pangasinán . . 

148,173,183 
151 

Liloan.  Protesta  contra  las  Elec.  Mun.  de 

Liongson  vs.  Arnedo  y  otro 

Pampanga    .... 

246,349,388 

386 

152 

386 

5,224 
124 
64 

Locsin  vs.   López 

Gob.  Gen. 
As.  Fil.  .. 
Gob.  Gen. 

Locsin  vs.  Oria 

López  vs.   Locsin 

López  vs.  Nebres 

Unión 

López  vs.   Sebastián 

Bulacán   

Lozada  vs.   Apacible  

Gob.  Gen. 
As.  Fil.  .. 

Lukbán  vs,   Gómez 

59,79,88,332 

304 

268,269,271,300.346 

347,390 
5.161,262,331,388 
147 

Lukbán  vs.  Gómez 

Manila      

Luna  vs.    Delgado 

Albay  

Luna  vs.   Zandueta 

Unión 

Luna  vs.  Zandueta 

Gob.  Gen. 
C.S 

Llórente  y  otro  vs.  Abendan 

313,314,407 
168,410 

109 

Llórente  vs.   Sotto 

Cebú 

/VI. 

Mallabanan  vs.  Sahagun  y  otros 

Batangas  

Malilipot,  Bayola  vs.  Elec.  Mun.  de 

Albay  

263 

246,349 

148,173.183 

160 

Marqueta  vs.  Lictaua 

Pangasinán . . . 

Marasigan  vs.  Presidente  de  Bauang . . 

Batangas 

Maravillas,   EE.  UU.  vs 

Mindoro  

442 

Maravillas,   EE.  UU.  vs 

C.S 

445 

Martínez  vs.  Alcántara 

Laguna  

235,264,316,388 
294 

Martínez  y  otros  vs.  Caillés 

Gob.  Gen. 

Mati  vs.   Legazpi 

llocos  Sur 

245,347 
437 

Maseras,  EE.  UU.  vs 

Manila 

Medina  vs.  Javier 

Cavite 

157,162 
342 

Melliza  vs.  Jalandoni 

As.  Fil.  .. 

Mendiola  vs.   Villa 

Manila 

264,324.337,349,363, 

368 
226 

Minglanilla,  Protesta  contra  las  Elec.  de 

Cebú    

Montalbán  vs.  Neri  Abejuela 

Misamis 

144 

Montemayor  vs.  Las  Elec.  de  Alaminos. 

Pangasinán 

339 

Naval  y  Tuason  vs.  Presidente  Muni- 
cipal de  San  Fernando  

Pampanga    

340 

Navarro  vs.  Jiménez 

Pangasinán 

271,396 
214 

Nazareno  vs.    Cinco 

Cebú    

—  4G8  — 


Nombres. 


Juzgado. 


Tribunal. 


Págenas. 


Nebres  vs.  López 

Nengasca  vs.  Lagahit 

Neri  Abejuela,  EE.  UU.  vs.  . . 
Neri  Abejuela  vs.  Montalbán  . 
Nonato  vs.   Sanglap 


Unión  . 
Cebú  . . 


Misamis. 
Iloilo  ... 


Olgado  vs.  La  Junta  Municipal  de  Lipa 

y  Junta  Prov.   de  Batangas 

Oria  vs.   Locsin 

Oslob,   Protesta  contra  las  Elec.  de 

Osorio  vs.  Trías 


Batangas. 


Cebú    . 
Cavite. 


F». 


Palanca  vs.   Recto 

Pangilinan,   EE.   EE.    vs 

Papa  vs.  Torres 

Papica  vs.   Romero 

Paras  vs.   Rocamora 

Pastor  vs.  Villanueva 

Peña  vs.  Presidente  de  la  Junta  Elec. 

de  San  José  

Peralta  vs.  Rivero  y  otros 

Polangui,   Carión  vs.  Elec.  Mun.  de.. 
Posadas  vs.   Banáag 


Tárlac 

Mindoro 

Tarlác 

Ambos  Cam. 
Cebú 


Antique 

Pangasinán . 

Albay  

Pangasinán  . 


re. 

Ramírez  vs.  Junta  de  Inspec.  de  Santa 

Rosa 

Ramos  vs.   Taningco  

Raymundo  vs.  Soriano 

Real  vs.  Agirá 

Recto  vs.   Palanca 

Reyes  vs.  Gonzales 

Ricaf ranea  vs.  Carrascoso  

Ricalde  vs.  Hilvano 

Rivero  y  otros  vs,   Peralta 

Robles  vs.   Belmonte 

Rocamora  vs.  Paras 

Rodríguez  vs.  Angeles 

Roldan.   EE.  UU.   vs 

Romero  vs.  Papica 

Romero  vs.  Elec.  Mun.  de  Goa 


Nueva  Ecija . 

Laguna  

Zambales 

Laguna  

Tarlác 

Rizal 

Ambos  Cam.. 

Leyte 

Pangasinán . . 
Negros  Occ.  . . 

Cebú 

Bataan 


Ambos  Cam. 
Ambos    Cam. 


Salas  vs.  La  Elec.  Pro.  de  Iloilo  . 
Salinas  vs.  La  Elec.  de  llagan  . . 


Iloilo  .. 
Isabela 


Sambrano  vs.  Hernando 

Samsón  vs.  Saúlo 

Sancap,  EE.  UU.  vs 

Sanglap  vs.  Nonato 

Sánchez,  EE.  UU.  vs 

Sanico  vs.  Yusay 

San  Fernando,  Naval  y  Tuason  vs.  Pre- 
sidente de  la  Junta  Elec.  de 

San  José,  Peña  vs.  Presidente  de  la 
Junta  Elec.  de   

Santa  Rosa,  Ramírez  vs.  Junta  Elec.  de 

Santo  Domingo,  Viterbo  vs.  Presidente 
de  la  Junta  Elec.  de  

Santos  vs.  Tupas  

Sarte  vs.  Carión 

Saúlo  vs.  Samsón 

Sebastián  vs.  López 

Sinko  vs.  Feito 

Solano  vs.  Elec.  mun.  de  Camálig 

Soncuya,  EE.  UU.  vs 

Soriano  vs.  Raymundo   

Soriano  vs.  Caluya 

Sotto  vs.  Llórente  


Nueva  Ecija  . 

Tayabas  

Iloilo  

Manila 

Iloilo 


Pampanga  . 


Antique, 

Nueva  Ecija  . 


Nueva  Ecija  . 

Rizal 

Albay  .., 

Nueva  Ecija  . 
Bulacán 


Albay 


Zambales 

Hocos  Norte  . 
Cebú 


C.  S.. 


As.  Fil. 


Gob.  Gen. 


C.  S.. 


C.  S.. 


As,  Fil. 

cVs.!!'.; 


5-224 

250 

149,422 

144 

326 


312 
152 
214 
13 


160 

444 

239,246 

259 

240,249 

110.158,232,362,388 

317 
312 
272 
16,55,339.257 


161 

147 

281 

269,297 

160 

282 

146,  166 

247,260.263,363 

312 

264 

248,249 

276,279 

414,447 

259 

259 


339 
187,228,234.256,286, 

289 
397 
235 
435 
326 
437 
320 


317 
161 

316,326 

214,269,362 

272 

235 

124 

59 

225,236,263 

456 

281 

339 

168,410 
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Nombres. 

Juzgado. 

Tribunal. 

PÁGINAS. 

Taningco  vs.  Ramos 

Laguna  

147 

Tarrius  vs.  Avelino 

Levte 

185.227,236.240 

Taytay,    Calderón   y  otro   vs.    La  Jun. 
elec.  de 

Rizal 

119 

Teatro  y  otros  vs.   Cámara  v  otros 

Misamis 

389 

Tiaon,  Treviño  v  otros  vs.  Elec.  Mun.  de 

Tayabas  

188.247.288.298 

Tomalden  vs.  Tercer  Vocal  de  Panga- 
sinán 

Pangasinán 

340 

Torres  vs.  Papa 

Tárlac 

239,246 

Treviño  y  otros  vs.  Elec.  Mun.  de  Tiaon 

Tayabas  

188,247.288.298 

Trías  vs.  Osorio 

Cavite 

13 

Tuason  y  Naval   vs.   Presidente   Mun. 
de  San  Fernando  

Pampanga 

340 

Tupas  vs.  Santos 

Rizal 

214,269.362 

Ungov  vs.  Villaflor 

Leyte 

349,381.382 

Vera  Cruz  vs.  Guerrero 

llocos  Sur 

157,161,347 

Villa  vs.  El  Hon.  A.   S.  Crossneld  .... 

C.S 

406 

Villa  vs.  Mendiola  

Manila 

264,324,337,349.363. 

Villaflor  vs.  Ungoy 

Leyte 

368 
349,381.382 

Negros  Occ 

313,340 

Villareal  vs.   Villareal 

Cápiz  

243 

Villarrús  vs.  Jarencio 

Cápiz     

250,383 

Visitación   vs.   Gamao 

Negros  Occ.  . . . 

236 

Viterbo    vs.    El  Presidente    de    Santo 
Domingo 

Nueva  Ecija  . . . 

316.326 

Y. 

Yórac  y  otros  vs.   Villanueva 

Negros  Occ.  . . . 
Iloilo   

313,340 

Yusay  vs.  Sanico 

320 

Zandueta  vs.  Luna 

Unión 

5,161,262.331 

Zandueta  vs.   Luna 

Gob.  Gen. 
Gob.  Gen. 

147,388 

Ziálcita  vs.   Del  Rosario 

252 
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ÍNDICE. 


ABOGADOS:  PÁtf. 

Protestas  electorales, 

Honorarios 349-350 

Informe 343-344 

ACTA  DEL  ESCRUTINIO 290-29! 

Alteración,  deber  de  la  Junta  de  escrutinio 291-292 

Palta,  efecto 291 

ACTAS: 

Conservación,  cuánto  tiempo 298-301 

Devolución  al  Secretario  municipal 298 

ACTAS  DE  DIPUTADOS: 

Asamblea  Filipina,  facultad  para  aprobarlas 19 

ACTAS  DE  ELECCIÓN: 

Valor  probatorio 369-37) 

ACTAS  DE  RECUSACIONES 253-254 

Certificado 253-254 

ADMINISTRACIÓN  DE  NEGOCIOS  PÚBLICOS: 

Interés  en 15 

AMENAZAS: 

Á  un  elector  para  retener  su  voto 448-449 

Cuándo  constituyen  delito . 449 

Destitución  de  empleo 447-448 

Reducción  de  sueldo 447-448 

AMILLARAMIENTO.     {Véase  ELECTORES.) 
AMNISTÍA: 

Dictamen  de  la  Fiscalía  General 159 

{Véase  ELECTORES.) 
ANALFABETOS.    {Véase  ELECTORES.) 
APUESTAS: 

Elecciones 425-426 

ASAMBLEA  FILIPINA: 

Diputados,     {Véase  DIPUTADOS.) 

Distritos  electorales 43-50 

Empleado  ó  funcionario  del  Gobierno  inelegible  como  Diputado 20 

Facultades 19-20 

Asistencia  obligatoria  de  los  Diputados 19 

Castigo  de  sus  miembros  por  conducta  desordenada 19 

Celebración  y  suspensión  de  sus  sesiones 19 

Comisión  de  Filipinas  no  dejará  de  celebrar  sesión  por  más  de  tres  días, 

cuándo 19 

Diario  de  sesiones, 

Constancia  de  los  votos  afirmativos  y  negativos 20 

Publicación 20 

Elección  del  Presidente 19 

Elección  y  condiciones  de  los  Diputados 19 

Elección  y  nombramiento  de  sus  funcionarios 19 

Expulsión  de  sus  miembros 19 
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ASAMBLEA  FILIPINA— Continuación.  PÁG. 

Reglamentos  para  su  régimen 19 

Secretario  de  actas,  nombramiento . , . 20 

Taquígrafos,  empleados,  etc.,  nombramiento 20 

Inmunidad  parlamentaria , 25 

Mapas  electorales,    (Véase  ELECCIONES.) 

Memoria  del  Secretario  de  Guerra,  fragmento , , , 28-29 

Número  de  Diputados 43 

Presidente,  sueldo  del 19 

Proporción  entre  el  número  de  Diputados  y  el  de  habitantes ....... 29 

Provincias  divididas  en  distritos  electorales 43-50 

Sesión  inaugural,  fecha 28 

Sesiones  ordinarias— 

Días  excluidos , 30 

Duración  30 

AUTORIDADES  ELECTIVAS 1S 

AVOCACIÓN: 

Protestas  electorales 405-411 


BALAUSTRADA: 

Sustracción  de  papeletas  dentro  de  ella 

BALOTAS,     (Véate  PAPELETAS.) 

BIENES  INMUEBLES,     (Véase  ELECTORES.) 


C 

CANDIDATOS: 

Derecho  de  protestar 312-316 

Protestas  electorales,  notificación  á  los  votados 320-329 

Cuándo   329-330 

Votados  únicamente,  pueden  protestar 334 

CANDIDATURAS: 

Anuncio  por  persona  incapacitada 420*422 

Certificado  ilegal 422-423 

CARGOS  ELECTIVOS 18 

CARGOS  HONORÍFICOS: 

Ejercicio  por  los  Diputados 22 

CARGOS  MUNICIPALES.     (Véase  FUNCIONARIOS  MUNICIPALES.) 

CARGOS  PERMANENTES: 

Ejerció  prohibido  á  los  Diputados 22 

CARGOS  PROHIBIDOS  Á  LOS  DIPUTADOS 20-22 

CARGOS  PROVINCIALES.     (Véase  FUNCIONARIOS  PROVINCIALES.) 

CARGOS  PÚBLICOS: 

Destitución  que  no  inhabilita 159-160 

Inhabilitación,  amnistía 159 

Nombramiento,  no  incapacita  para  ser  elegible 160-161 

Pena  que  no  inhabilita 158-159 

Pesquería,  concesión  de;  no  inhabilita  para 160 

CARGOS  REMUNERADOS: 

Que  pueden  aceptar  los  Diputados 22-25 

CÉDULA: 

Elecciones  especiales 192-194 

Elector  debe  exhibirlo ,       192 

Empleados  civiles  del  ramo  militar 194-197 

CEGUERA.     (Véase  ELECTORES.) 

CENSO  ELECTORAL 190-191 
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CENSO  ELECTORAL— Continuación.  PÁG. 

Cédula  del  elector,  presentación , 192 

Concepto 57 

Corrección  definitiva 201 

Definición 190 

Días  de  inscripción 202 

Cambio  203 

Efectos  legales 204-205 

Elecciones  especiales,  cédula 192-194 

Empleados  civiles  del  ramo  militar,  cédula 194-197 

Exclusión  de  electores,  apelación 199-200 

Procedimiento 200 

Exclusión  ilegal 454-457 

Formación 191 

Prohibiciones  en  un  radio  de  30  metros 54 

Sesiones  202 

Inclusión  de  electores,  apelación 199-200 

Procedimiento 200 

Inclusión  ilegal 454-457 

Inscripción- 
Días  de  formación  de  la  lista 202 

Falta,  efecto 203 

Ilegal  434-436 

Irregularidades 206-207 

Lugar 201-202 

Cambio 202-203 

Necesidad  191 

Solicitud 191-192 

Tiempo 201-202 

Junta  de  Inspectores,  recusación;  facultades  199 

Juramento  del  elector 197-198 

Irregularidad  en  administrarlo 198 

Omisión 198 

Nombre  de  una  persona,  deletreo  erróneo 203-204 

Secretario,  sin  voz  ni  voto 3 

Solicitante  de  inscripción,  preguntas 198-199 

CERTIFICADO  DE  ELECCIÓN 289,290 

CERTIORARI: 

Protestas  electorales 405-41 1 

CHINOS,  MESTIZOS.     {Véate  ELECTORES.) 
CHINOS  NATURALIZADOS.     (Verme  ELECTORES.) 
CIUDADANÍA.     (Véase  ELECTORES;  ELEGIBLES.) 
CIUDADANÍA  FILIPINA: 

Cómo  la  adquieren  los  extranjeros  96-97 

Cómo  se  recobra 95-96 

CIUDADANO  FILIPINO: 

Condición  jurídica  en  el  Extranjero 97 

CIUDADANO,  SU  DEBER 15 

COHECHO: 

Funcionarios  de  elecciones 416-417 

COLEGIO  ELECTORAL 51-52 

Acceso  al  mismo 52-53 

Apertura,  cuándo 216 

Apertura  y  cierre 223 

Fuera  de  las  horas  fijadas;  efecto,  casos  que  se  citan 224-229 

Ausencia  de  los  Inspectores 187 

Balaustrada,  situación 52-53 

Caja  de  papeletas  inutilizadas;  cierre  y  sello 216 
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COLEGIO  ELECTORAL.-Continuación.  PÁo. 

Censo,  formación;  prohibiciones  en  un  radio  de  30  metros 54 

Compartimientos,  número  y  medida 52 

Concepto 51 

Condiciones  y  designación  del  local „ . . .  51 

Destrucción;  nueva  designación 52 

Disturbios  y  desórdenes;  evitación  de 53-55 

Efectos  de  escritorio  que  tendrán 53 

Electores;  permanencia  en  la  balaustrada 234-238 

Entrada 52 

Fuerza  armada;  presencia  durante  la  votación 240-241 

Horas  durante  las  que  estarán  abiertos 223 

Ley  Electoral;  ejemplares  en  inglés  y  en  español 53 

Lugar  donde  puede  instalarse 52 

Manera  de  votar 229-230 

Orden,  perturbación  del;  efecto,  doctrina  legal 54 

Papeletas  oficiales;  muestra  que  se  expondrá ..  213 

Permanencia  de  los  interventores 238-239 

Presidente  de  elecciones;  ausencia  durante  el  escrutinio 187-188 

Prohibiciones. 

Bebidas  alcohólicas  ó  embriagantes,  venta  ó  distribución 54 

Galleras  y  peleas  de  gallos 54 

Objetos  ó  mercancías,  venta  ó  exhibición 54 

Radios  de  alcance 54 

Refrescos,  etc.,  venta 54 

Salida    53 

Urna  electoral;  apertura  y  exhibición 316 

Votación,  horas  de;  prohibiciones  en  un  radio  de  150  metros 54 

COMBINACIÓN  ILEGAL: 

Protestas  electorales,  prueba 388 

COMISIÓN  DE  FILIPINAS: 

Asamblea  Filipina,   impedirá  que   no  celebre  sesión  por  más  de  tres  días, 

cuándo 19 

Cargo  de  miembro  incompatible  con  el  de  Diputado 25 

Empate  entre  funcionarios  provinciales;  competencia 297 

Inmunidad  parlamentaria 25 

COMISIONADOS: 

Protestas  electorales— 

Examen  de  papeletas 368 

Informe 368 

Nombramiento 368 

Retribución  368 

COMISIONADOS  RESIDENTES  EN  WASHINGTON: 

Condiciones  para  ser  elegido 30-31 

Departamentos  y  Oficinas  del  Gobierno  de  los  E.  TL,  reconocimiento  oficial 

por 30-31 

Elección,  procedimiento 30-31 

Gobernador  General;  certificado  de  elección 31 

Sueldo  y  sobresueldo 31 

COMITÉ  DE  ELECCIONES: 

Asamblea  Filipina;  protestas  electorales,  procedimiento 310 

COMPETENCIA  DE  LOS  JUZGADOS: 

Clases,  distinción , • 413 

CONCEJALES. 

Duración  del  cargo v 33-34 

Elecciones— 

Cuándo ^ 

Facultad  de  designar  el  lugar 222 
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CONCEJO  MUNICIPAL:  PÁG- 

OQft 

Escrutinio  de  votos ÍW 

Procedimiento "w 

Proclamación  del  resultado 296 

CONTRATAS  Ó  NEGOCIOS  MUNICIPALES: 

Inspectores  de  elecciones,  prohibición 188-189 

CONTRIBUCIONES.     (Véase  ELECTORES.) 
CONVENCIONES  POLÍTICAS: 

Elección  preliminar 11-12 

CORRECCIÓN  DEL  CENSO  ELECTORAL 201 

COSTAS: 

Elecciones  protestadas 347-351 

13. 

DEBER  DE  UN  CIUDADANO 15 

DEFINICIONES: 

Censo  electoral 190 

Inmunidad  parlamentaria 25 

Ley  Electoral 1 

Mayoría  de  votos 287 

Papeletas  oficiales 209 

Pluralidad  de  votos 287 

Sufragio  10 

Urna  electoral 216 

DELEGADOS  EN  WASHINGTON.     (Véase  COMISIONADOS   RESIDENTES 
EN  WASHINGTON). 

DELITOS  ELECTORALES: 

Alteración  de  efectos  destinados  á  elecciones. 415-416 

Pena  416 

Alteración  de  papeletas  depositadas  en  las  urnas 420 

Pena  420 

Amenaza  á  un  elector  para  retener  su  voto 448-449 

Pena 448 

Amenaza  de  destitución 447-448 

Pena 448 

Amenaza  de  reducción  de  sueldo 447-448 

Pena 448 

Apuestas  sobre  elecciones 425-426 

Pena 425 

Ayuda  ilegal 423-424 

Pena 424 

Candidatura:— 

Anuncio  por  persona  incapacitada 420-422 

Pena 421 

Certificado  ilegal 422-423 

Pena 422 

Cohecho  á  funcionarios  de  elecciones 416-417 

Pena 417 

Competencia  de  los  Juzgados  de  Primera  Instancia 412-413 

Contestación  falsa  á  un  funcionario  de  elecciones 437 

Declaraciones  falsas  ante  funcionarios  de  elecciones 436-437 

Pena 436 

Declaración  falsa  para  llenar  una  papeleta 437 

Depósito  de  más  de  una  papeleta 436 

Desobediencia  á  órdenes  legales 415 

Pena 415 

Destrucción  de  efectos  destinados  á  elecciones 415-416 

Pena 416 
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DELITOS  ELECTORALES-Continuación. 
Distribución  ilegal  de  papeletas  oficiales. 


PÁG. 

Pena  ""*  ""  t"A*~vai"*a  »11™™ 418-419 

Ejercicio  ilegal  de  un  cargo         *!8 

Pena "" 42Q 

Entromisión  con  los  electores. „.,  ??? 

Pena '"' 4oM53 

Estorbo  á  los  electores Ae,  f* 

Pena .'.  .7. .' .'.'.".*.'.'.' .\" .' 

Falso  juramento  ante  funcionarios  de  elecciones 4q8  447 

Casos  que  se  citan 

Pena 441'447 

438 

Funcionarios,  cometidos  por— 

Destrucción  de  papeletas  usadas  en  una  elección..  463-464 

Pena • 463 

Examen  ilegal A  ' 

T,  4b¿ 

^     fen^-. 462 

Exclusión  ilegal  del  censo 454-457 

Pena ., . 

4o4 

Falsedad,  declaración  sobre  el  resultado  electoral. .. .  457-459 

pena  '"'         ^ 

Falsedad,  recuento  de  papexetas 457-459 

Pena .V.'."""."'.".'.;."'.'.;.'         457 

Fraudes 459-460 

Pena  459 

Inclusión  ilegal  en  el  censo 454-457 

Pe™ '.'.'.'.'.'.'.'.'. '.'.'.'.         454 

Mutilación  de  papeletas  usadas  en  una  elección 463-464 

Pena '   "  ' '         463 

Negligencia  punible 460-461 

Pena 460 

Papeletas  entregadas  al  Secretario  Municipal,  examen  ilegal 462-463 

Pena ^ 

Violación  del  secreto  electoral 461-462 


Pena 


462 


Impresión  ilegal  de  papeletas  oficiales 418-419 

Pena 418 

Influencia  ilegal 423-424 


Pena  . 


424 


Inscripción  ilegal  en  el  censo 434-436 


Pena  . 


435 


Insolvencia  de  multa  y  costas,  prisión  subsidiaria 413-415 

Intención  de  depositar  más  de  una  papeleta 436 

Intención  de  votar  más  de  una  vez 436 

Intención  de  votar  sin  derecho  á  ello 436 

Interrupción  á  los  electores 451-453 

Pena 451 

Intimidación  á  un  elector  para  retener  su  voto 448-449 

Pena 448 

Juramento  del  elector,  omisión 437-438 

Pena 437 

Libelo   424-425 

Pena 424 

Marcar  una  papeleta 436-437 

Obstrucción  á  funcionarios  de  elecciones 417-418 

Pena 417 

Ocultación  de  efectos  destinados  á  elecciones 415-416 

Pena  416 

Omisión  del  juramento  del  elector 437-438 

Pago  de  dinero  ó  cosa  equivalente  para  usos  electorales 427-430 
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DELITOS  ELECTORALES— Continuación,  pÁG. 

Pena 42 

Penalidad  413-415 

Clases   413 

Prisión  subsidiaria 413 

Reglas  para  su  imposición 4Í  4 

Permitir  que  otro  vea  su  papeleta 43" 

Persuasión  ilegal  á  electores 449-451 

Pena 45° 

Persuasión  ilegal  á  íuncionarios  de  elecciones 449-451 


Pena  . 


450 


Perturbación  del  orden 415 

Pena    415 

Promesa  de  aumento  de  sueldo 447-448 

Pena 448 

Promesa  de  elección  para  cargo  público 43v) 

Pena 43° 

Promesa  de  empleo 447-448 

Pena 448 

Promesa   de  nombramiento  para  cargo  público 43^ 

Pena 43° 

Soborno  á  electores 430-434 

Pena 4^ 

Soborno  á  funcionarios  de  elecciones 416-417 

Pena 4-7 

Sustracción  de  papeletas  dentro  de  la  balaustrada 420 

Pena 420 

Votación  ilegal 436437 

Pen  a 436 

Votar  con  nombre  supuesto 436 

Votar  más  de  una  vez 436 

Votar  sin  derecho  á  ello 436 

DEROGACIÓN  DE  LEYES: 

Clases- 
Expresa  2 

Por  inferencia ~ 

Tácita   2 

DEROGACIÓN  DE  UNA  ENMIENDA 2 

DESCALIFICAC  ÓN: 

Enfermedad  que  no  constituye 17° 

Funcionarios  inelegibles 168-470 

DESTITUCIÓN: 

Que  no  inhabilita 159-160 

DIARIO  DE  SESIONES,  ASAMBLEA  FILIPINA: 

Constancia  de  votos  afirmativos  y  negativos  20 

Publicación 20 

DIETAS: 

Diputados 19 

DIPUTADOS- 

Asamblea  Filipina,  obligará  asistencia  á  las  sesiones 19 

Asamblea  Filipina,  decidirá  sobre  elección  y  condiciones 19 

Candidatura- 
Anuncio  anticipado 140 

Anuncio,  incumplimiento,  pena 141 

Certificado  ilegal 422-423 

Renuncia  del  cargo 149-151 

Cargos  honoríficos,  compatibilidad 22 

Cargos  remunerados  que  pueden  aceptar 22*25 
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DIPUTADOS.— Continuación.  P1G. 

Condiciones  de  elegibilidad 80,134-135 

Cuándo  deben  tenerlas , 139 

Cuándo  son  elegidos 18 

Dieta , 19 

Duración  del  cargo jg 

Ejercicio  de  cargos  honoríficos  compatibles 22 

Elecciones,  empate 297-298 

Elecciones  protestadas,  competencia  de  la  Asamblea 304-308 

Enfermedad  que  no  descalifica 170 

Estadística  de  electores  y  habitantes,  representación 29 

Expulsión  de  la  Asamblea  Filipina 19 

Fecha  de  la  toma  de  posesión  del  cargo 18 

Gastos  de  viaje  y  manutención;  reembolso 19 

Incapacidades  para  ser  elegible 80 

Inhabilitación  del  electo;  elección  especial 35 

Inmunidad  parlamentaria 25 

Muerte  del  electo,  elección  especial 35 

No  podrán  ejercer  cargos  permanentes 21 

Nombramiento  para  ciertos  cargos  remunerados,  renuncia  expresa 25 

Número  de  los  mismos 28 

Número  por  cada  provincia 43 

Número  total 43 

Prohibición  á  empleados  y  funcionarios  del  Gobierno  para  ser  elegidos  como 

tales 20 

Prohibición  para  el  ejercicio  de  cargos 20-22 

Dictámenes  de  la  Fiscalía  General , 20-21 

Excepción 20 

Proporción  con  el  número  de  habitantes,  base 29 

Protestas  electorales,  competencia  de  la  Asamblea 304-308 

Procedimiento 310 

"Townships"  con  derecho  de  elegirlos 37-38 

Vacancia  del  cargo — 

Elección  especial 38-39 

Proclama  del  Gobernador  General 38 

Provisión  del  mismo,  excepción 39 

DISCUSIONES  PÚBLICAS: 

Libertad 15-16 

DISPOSICIONES: 

Imperativas  ó  directivas 5-10 

Legales  derogadas 2 

DISTRITOS  ELECTORALES .., 43-50 

División  de  las  provincias  en  ellos • 4fi-5G 

DOMICILIO,     (Véase  ELECTORES,  ELEGIBLES,) 

EDAD.    (Véate  ELECTORES,  ELEGIBLES,) 

EJERCICIO  ILEGAL  DE  UN  CARGO., .-  426 

ELECCIÓN  DE  PERSONAS  INELEGIBLES 161-168 

ELECCIÓN  PRELIMINAR: 

Partidos  políticos 11 

ELECCIÓN,  SU  RESULTADO 1* 

ELECCIONES: 

Actas  de  recusaciones 253-254 

Actas  del  escrutinio 290-291 

Alteración 291-292 

Efecto  de  la  omisión 291 

Época 35 
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ELECCIONES— Continuador.  PÁG. 

Alteración  de  papeletas  depositadas  en  las  urnas 420 

Alteración  de  efectos  destinados  á  ellas < 415-416 

Amenaza  á  un  elector  para  retener  su  voto 448-449 

Amenaza  de  destitución  de  empico 447-448 

Amenaza  de  reducción  de  sueldo 447-448 

Apertura  de  las  urnas 258 

Apuestas  sobre : 425-426 

Ayuda  ilegal 423-424 

Caja  de  papeletas  inutilizadas- 
Apertura  y  exhibición 216 

Cierre  y  sello 216 

Candidatura- 
Anuncio  por  persona  incapacitada 420-422 

Certificado  ilegal 422-423 

Cédula  de  empleados  civiles  del  ramo  milütar —  194-197 

Certificado  que  se  expedirá  á  la  persona  elegida 289-290 

Cohecho  á  funcionarios  de  elecciones 416-417 

Colegio  electoral.     (Vcasr  COLEGIO  ELECTORAL.) 

Comisionados  Residentes  en  Washington ,  —  30-31 

Concejales ; . . .  32-34 

Declaraciones  falsas  ante  funcionarios  de  elecciones —  436-437 

Delitos  electorales.     (  VMsc  DELITOS  ELECTORALES.) 

Demora  en  el  escrutinio 257-258 

Derecho  de  protestar 312-316 

Desobediencia  á  órdenes  legales 415 

Destrucción  de  efectos  destinados  á 415-416 

Destrucción  de  papeletas  usadas  en  una  elección 463-464 

Diputados— 

Cuándo  son  elegidos. . . ; 18 

Empate 297-298 

{Véase  DIPUTADOS.) 

Distribución  ilegal  de  papeletas  oficiales 418-419 

Distritos  electorales 43-50 

Ejercicio  ilegal  de  un  cargo 426 

Entromisión  con  los  electores , 451-453 

Escrutinio  de  votos- 
Lugar 256-257 

Proclamación  del  resultado 288-289 

Tiempo 256-257 

Escrutinio  por  la  Junta  Provincial—  ; 

Cuándo    -....  292 

Proclamación  del  resultado "...  292-293 

Escrutinio  por  el  Concejo  Municipal 296 

Proclamación  del  resultado  . . .' 296 

Especiales 17-18 

Causas  que  las  motivan  18 

Bandolerismo   34 

Calamidad  pública 34 

Epidemia  34 

Fracaso  de  una  elección  por  inelegibilidad  34 

Fracaso  de  una  elección  por  nulidad 34 

Inhabilitación  del  electo 35 

Muerte  del  electo  35 

Rebelión 34 

Sedición 34 

Cédula 192-196 

Censo 206 

Creación  de  un  Municipio 35 

Castigo  por    la  Asamblea  Filipina 19 
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ELECCIONES-Continuación. 

Especiales -Continuación.  PÁG*. 

tíP°ca *    35 

Fracaso,  convocatoria [ ,  344 

Funcionarios  provinciales- 
Empate  297 

Proclama  del  Gobernador  General , 39 

Gobernador  General- 
Facultades  discrecionales 18 

Tiempo,  designación  por., 218 

Inscripción 205-206 

Municipios  nuevos,  empate  en  cuanto  á  la  duración  del  cargo 36 

Papeletas  oficiales,  pedido;  costo  de  las  mismas , 213 

Proclama  de  convocatoria 35 

Provinciales  ó  municipales,   fracaso;   nombramiento  por  el  Gobernador 

'General  . _ 40-41 

Tiempo,  proclama  de  convocatoria 218 

Estadística,  elecciones  generales  del  30  de  Julio,  1907 29 

Estorbo  á  los  electores ■....' , ,  451-453 

Examen  ilegal  de  papeletas .         462 

Exclusión  ilegal  del  censo 454-457 

Facultad  de  lijar  ó  cambiar  el  tiempo . . . , , ,         218 

Falsedad  en  el  recuento  de  papeletas 457-459 

Falsedad  en  la  declaración  sobre  el  resultado  electoral 457-459 

Fraudes  electorales 459-460 

Funcionarios  municipales;  empate,  suertes  que  se  echarán 296-297 

Funcionarios  provinciales— 

Confirmación  de  la  elección , , 293-296 

Elección  no  confirmada 293-294 

Empate 296-297 

Funcionarios  de  elecciones.     (Vra*c  FUNCIONARIOS  DE  ELECCIONES.) 

•Generales 17-18 

Territorio  donde  se  celebran 18 

Territorio  excluido , ■„ ,  18 

Tiempo  de  su  celebración- 
Diputados  217 

Funcionarios  municipales 217 

Funcionarios  provinciales ,         217 

Gobernadores  provinciales 31-32 

Impresión  ilegal  de  papeletas  oficiales 418-419 

Inclusión  ilegal  en  el  censo 454-457 

Influencia  ilegal 423-424 

Inscripción— 

Ilegal,  en  el  censo 434-436 

Lugar,  cambio 202-203 

Inspectores,     (Víase  INSPECTORES  DE  ELECCIONES;  FUNCIONARIOS 
DE   ELECCIONES. 

Interpretación  de  las  papeletas 260-261 

Interrupción  á  los  electores 451-453 

Intervención  de  partidos  políticos 172 

Intimidación  á  un  elector  para  retener  su  voto 448-449 

Irregularidades;  principio  que  rige,  casos  que  se  citan ■: 241-252 

Junta  de  Inspectores,     (Vtasr  INSPECTORES  DE  ELECCIONES.) 

Juramento  de  la  persona  recusada 253 

Juramento  del  elector,  omisión 437-438 

Libelo 424-425 

Lugar  de  su  celebración 218 

Concejales,  facultados  para  designar 222 

Facultad  de  fijar  ó  cambiar 219-222 
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ELECCIONES— Continuación. 

Especiales— Continuación.  PÁG, 

Mapas  electorales,  preparación  y  exposición 50 

Manera  de  contar  los  votos 286-287 

Método  seguido  42 

Modo  de  verificarse 216 

Municipales 32-34 

Mutilación  de  papeletas  usadas  en   una  elección 463-464 

Negligencia  punible 460-461 

Notificación  de  la  protesta 320-326 

Obstrucción  á  funcionarios  de  elecciones 417-418 

Ocultación  de   efectos  destinados    á 415-416 

Pago  de  dinero  ó  cosa  equivalente  para  usos  electorales 427-430 

Papeletas— 

Con  apellido  materno 282-285 

Con  apellido  paterno 282-285 

Con  apodos,   abreviaturas  ó  iniciales 280-282 

Con  más  nombres   que  cargos 270-271 

Con  nombre  de  una  persona  para  dos  cargos , 272 

Con  nombres  escritos  encima  de  los  cargos 268-270 

Con  nombres  escritos  fuera  de  los  espacios  para  los  cargos 268-270 

Con  nombres  escritos  sobre-tachado  ó  sobre-raspado 271 

Con  nombres  mal  ortografiados;  regla   "ídem    sonans" 272-278 

Con  sufijos 278-280 

Defectuosas 268 

Dobladas  juntas,   encontradas  en  las  urnas 258-259 

Entregadas  al  Secretario  municipal,  examen  ilegal 462-463 

Escritas  con  lápiz  crayon  264 

Escritas  con  letras   semejantes 264-268 

Manchadas 263-264 

Marcadas  261-263 

Encontradas  en  las  urnas 259 

"Inutilizadas,"  encontradas  en  las  urnas 259 

Marcadas  ó  no;  determinación  por  la  Junta   de  Inspectores 259-260 

Oficiales;  únicas  que  se  contarán  en  el  escrutinio 259 

Rotas,  que  hacen  dudoso  su  resultado 271-272 

Sobrantes,  procedimiento 258 

Persuasión  ilegal  á  los  electores 449-451 

Persuasión  ilegal  á  funcionarios  de  elecciones 449-451 

Perturbación  del  orden 415 

Pluralidad  de  votos  es  decisiva 287 

Presidentes  municipales 32 

Promesa  de  aumento  de  sueldo 447-448 

Promesa  de  elección  para  cargo  público 430 

Promesa  de  empleo 447-448 

Promesa  de  nombramiento  para  cargo  público 430 

Protestadas- 
Actas  de  elección,  valor  probatorio 369-371 

Actas  de  funcionarios  de  elecciones,  presunción 391-392 

Alegaciones  que  deben  probarse 354-356 

Apertura  de  las  urnas 363-365 

Avocación 405-411 

Candidatos  que  pueden  protestar 334 

"Certiorari" 405-411 

Comisionados- 
Informe  368 

Nombramiento 368 

Retribución 368 

Competencia  de  la  Asamblea 304-308 

Contestación  del  protestado 34S-843 
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ELECCIONES-Continuación.  Pág, 

Protestadas,— Continuación. 

Combinación  ilegal,  prueba , 388 

Costas 347-351 

Cuándo  empieza  á  correr  el  plazo  para  la  protesta ......  317-319 

Deber  del   Escribano 346-347 

Declaración  de  los  Inspectores 380-881 

Declaraciones  de   los  votantes 376-380 

""Demurrer"  á  la  protesta  , 337-338 

Desistimiento  del  protestante 339-341 

Efectos,  con  relación  á   cargos  no  protestados , 346 

Enmienda  de  la  protesta 335-337 

Cuándo , 337 

Error,  prueba  384-385 

Especificación  de  hechos 333-335 

Fraude,   prueba 383-384 

Fundamento 330-333 

Gobernador  General,   facultad  de  descalificar , 311 

Impugnación  de  un  testigo— 

Por  declaraciones   contrarias , 357 

Por  la  parte    contraria..... 357 

Por  la  parte  que  lo  presentó 356 

Incomparecencia  del  protestado ....  341-342 

Informe  de  partes  ó  abogados , 343-344 

"Injunction" 393-395 

Intención  del  elector,  pruebas  circunstanciales 390 

Intimidación,  prueba ..... 385-386 

Juzgados  de  Primera  Instancia,  competencia 310-312 

Excepción 310 

Legalidad  de  votos,  presunción 391 

ILista  electoral,  valor  probatorio 369 

Mandamiento  de  prohibición 393-395 

Mandamiento  perentorio 397-405 

"Mandamus" 397-405 

Notificación— 

Cuándo 329-330 

Entrega 330 

Notificación  á  los  candidatos  votados , 320-329 

Nueva  vista 345-346 

Nuevas  pruebas,  práctica . . .,  ., 390-391 

Obligación  de  probar 362-363 

Papeletas- 
Prueba  secundaria  sobre  el  contenido , 373-376 

Valor  probatorio 371-375 

Plazo  para  la  protesta,  cuándo  empieza  á  correr 317-319 

Presentación  de  la  protesta 316-317 

Presentación  de  l»s  urnas 363 

Procedimiento  parlamentario 308-310 

Prueba  sobre  la  intención  del  elector 381-383 

Pruebas  legales 353 

Apreciación ... 358 

Doctrina  americana , 360-362 

Jurisprudencia 358-360 

Pertinencia * •  •         354 

"Quo  Warranto" 395-397 

Recuento,  reglas 365-368 

Recusación  de  un  testigo  no  elector 357-358 

Sentencia  del  Juzgado 344-345 

Soborno,  prueba •• 386-388 

Usurpación  de  cargos 395-897 
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ELECCIONES-Continuación. 

Protestadas— Continuación.  Pág. 

Vista  de  la  protesta ; ; ,  •. ; 343 

Pruebas,  reglas  sobre 343 

Votos  ilegales 388-389 

Admitidos,  deducción 389 

Rechazados,  inclusión 389-390 

Provinciales 31-32 

Publicidad  del  escrutinio 287 

Recusación  de  los  votantes .         252 

Secciones  electorales 50-51 

Soborno  á  los  electores 430-434 

Soborno  á  funcionarios  de  elecciones 416-417 

Sustracción  de  papeletas  dentro  de  la  balaustrada 420 

Terceros  Vocales  provinciales 31-32 

Tiempo  en  que  deben  celebrarse,  generales 217-218 

Urna  electoral— 

Apertura  y  exhibición 216 

Cierre  y  sello 216 

Vice-Presidentes  municipales 32 

Violación  del  secreto  electoral 461-462 

Votación  ilegal 436-437 

Votación;  horas  de;  prohibiciones  en  un  radio  de  150  metros 54 

Voto  de  persona  recusada 252-253 

ELECTOR  CALIFICADO: 

Significación  legal  f 136-137 

ELECTORES: 

Analfabetos,  procedimiento  para  llenar  la  papeleta 230-231 

Amnistía,  rehabilitación 131 

Cambio  de  residencia,  efectos 74-77 

Censo  electoral,  concepto 57 

Chinos  naturalizados,  derecho  de  votar * 112 

Ciegos,  procedimiento  para  llenar  su  papeleta 231 

Ciudadanía- 
Españoles  residentes  en  las  Islas .': .      88-91 

Filipinos,  ex-funcionarios  civiles  ó  militares  de  España 87-88 

Hijos  de  españoles;  ciudadanos  filipinos 91-92 

Ciudadanía  filipina— 

Cómo  la  adquieren  los  extrangeros 96-97 

Cómo  se  recobra 93-92 

Concepto  legal 78-79-82 

Ciudadano  filipino,  condición  jurídica  en  el  Extrangero 97 

Condiciones  absolutas- 
Ciudadanía  77-83 

Edad,  al  tiempo  de  la  elección 57-58 

Enumeración 56-56 

Residencia  legal 58-74 

Sexo  masculino 57 

Condiciones  relativas— 

Cargos  concejiles,  desempeño ^ 99-100 

Certificado  de  amillaramiento 107 

Enumeración 98-99 

Grado  de  instrucción  necesaria 111 

Jueces  de  Paz,  de  Sementera,  de  Policía;  desempeño  del  cargo 104-105 

Miembros  de  Ayuntamientos 103-104 

Pago  de  contribuciones 110 

Propiedad  amillarada  en  otra  provincia  ó  pueblo,  es  bastante 107 

Propiedad  amillarada,  posesión  de 105-107 

Teniente,  desempeño  del  cargo 100-103 
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ELECTORES— Continuación. 

Contribuciones  públicas—  PÁG. 

Calificación,  enumeración 110 

Pago 110 

Prueba 110 

Renta  municipal,  no  es 110-111 

Delitos  Electorales.     ( Vtase  DELITOS  ELECTORALES;  ELECCIONES.) 

Domicilio- 
Cambio  68 

Concepto 67-69 

Establecimiento  del;  tiempo  necesario 68 

Calificación,  enumeración 110 

Pago 110 

Prueba 69 

Edad,  prueba  por— 

Cédula  personal 58 

Certificado  de  nacimiento 58 

Testimonio  de  personas  fidedignas 58 

Elector  calificado,  significación  legal 136-137 

Entromisión  con,  en  la  votación 451-453 

Estorbo  á,  en  la  votación 451-453 

Exclusión;  apelación  contra  la  Junta  de  Inspectores 199-200 

Procedimiento 200 

Palta  de  inscripción,  efecto 203 

Incapacidad,  concepto  , H8 

Incapacidades— 

Ayuda  pecuniaria  á  insurgentes;  excepción 130 

Juramento  de  lealtad,  violación 122-129 

Locura  ó  debilidad  mental 131-133 

Morosidad 118-120 

Otra  clase  de  ayuda  á  insurgentes;  excepción 130-131 

Prueba  competente;  amnistía 131 

Rebelión  contra  los  Estados  Unidos;  excepciones 129-130 

Sufragio,  inhabilitación  para 122 

Inclusión;  apelación  contra  la  Junta  de  Inspectores 199-200 

Procedimiento 200 

Inscripción  - 

Censo,  preguntas  al  solicitante 198-199 

Palta,  efecto 203 

■  Lu*ttr ....  201-201 

Cambio 202-203 

Objeto  5~ 

Tiempo 201-302 

Inspectores  de  elecciones,  derecho  de  votar 111 

Instrucción  necesaria,  grado  de m  j  j  i 

Intención— 

Prueba 381-383 

Pruebas  circunstanciales 39q 

Interrupción  en  la  votación 451-453 

Juramento— 

Oenso  icy. ios 

Irregularidad  en  administrarlo 198 

°misión 198-437-438 

Manera  de  votar 229-230 

Mestizos  chinos,  derecho  de  votar j jj.j j~ 

Mestizos  sangleyes,  derecho  de  votar U2 

Morosidad 118-12Ü 

Amillaramiento,  pago  por  un  tercero 121-122 

Pago  de  impuesto 120-121 

Nombre  de  una  persona,  deletreo  erróneo 203-204 
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ELECTORES— Continuación.  PÁG. 

Nulidad  de  la  papeleta,  cuándo 230 

Permanencia  dentro  de  la  balaustrada,  casos  que  se  citan 234-238 

Preparación  de  la  papeleta 230 

Propiedad  inmueble- 
Adquisición  antes  ó  después  de  la  inscripción , .  109 

Prueba  del  valor 107 

Tiempo  de  pertenencia 107-109 

Traspasos  simulados 109-110 

"Quartermaster",  empleados  civiles  del,  voto 110 

Qué  deben  escribir  en  la  papeleta 230 

Prohibiciones 230 

Que  no  saben  ó  no  pueden  llenar  su  papeleta 231 

Juramento 231 

Que  no  saben  ó  no  pueden  escribir;  procedimiento  para  llenar  la  papeleta..  230-231 

Recusación  de  I03  votantes 252 

Residencia- 
Cambio 65-66 

De  buena  fe  66 

De  origen 64 

De  un  menor 68 

Efectos  del  cambio '. , 74-77 

Casos  resueltos 74-77 

De  un  distrito  electoral  á  otro 74-75 

De  una  sección  á  otra  de  un  distrito  electoral 75-76 

Municipios  ó  barrios  anexionados  ó  fusionados 76-77 

Ejército  y  Armada;  oficiales,  soldados  y  marineros 77 

En  país  extranjero  83-87 

Presencia  corporal  no  es 72 

Significado  y  concepto 67-68 

Término  sinónimo  de  domicilio 71 

Residencia  corporal,  actos  é  intención 68-69 

Residencia  legal— 

Casos  resueltos 58-74 

Indispensable  á  toda  persona 73 

Intención  y  actos  62-63 

Tiempo  necesario  58 

Soborno  á 430-434 

Votación,  permanencia  en  los  compartimentos 239-240 

Votante  calificado;  significación  legal 138 

ELEGIBLES: 

Ciudadanía- 
Españoles  residentes  en  las  Islas 88-91 

Filipinos,  ex-funcionarios  civiles  ó  militares  de  España 87-88 

Hijos  de  españoles;  ciudadanos  filipinos , 91-92 

Ciudadanía  filipina— 

Cómo  la  adquieren  los  extrangeros 96-97 

Cómo  se  recobra 93-96 

Concepto  legal 78-79-82 

Ciudadano  filipino,  condición  jurídica  en  el  Extrangero * 97 

Condiciones- 
Ciudadanía   77-83 

Cuándo  se  deben  tener 139-143 

Diputados,  enumeración 134-135 

En  general,  enumeración 134-134 

Residencia  legal 58-79 

Diputados,  condiciones- 
Anuncio  de  la  candidatura,  antelación 135 

Edad 135 

Elector  habilitado ,  _ ,  134 
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ELEGIBLES.— Continuación.  PÁG. 
Diputados.— Continuación. 

Lealtad  al  Gobierno 135 

Elector  calificado;  significación  legal 136-137 

Funcionarios  municipales,  condiciones- 
Edad  136 

Elector  habilitado 136 

Instrucción 136 

Lealtad  al  Gobierno  136 

Residencia 136 

Gobernadores  provinciales.  condiciones- 
Anuncio  de  la  candidatura,  antelación 135 

Edad 135 

Elector  habilitado 135 

Lealtad  al  Gobierno 135 

Residencia 135 

Incíipacides 1 43-1 44 

Contribuciones,  morosidad 144 

Destitución 1 44 

Inhabilitación  para  cargos  públicos 144 

Prisión  de  dos  años  ó  más 143 

Rehabilitación  por  indulto 144 

Miembro,  Junta  Municipal,  Manila,  condiciones- 
Elector  habilitado 136 

Residencia 136 

Residencia,  en  país  extranjero 83-87 

Residencia  legal— 

Casos  resueltos 58-74 

Indispensable  á  toda  persona 73 

Intención  y  actos  62-63 

Tiempo  necesario . ^ .' 58 

Terceros  Vocales,  condiciones- 
Anuncio  de  la  candidatura,  antelación  135 

Edad 135 

Elector  habilitado 135 

Lealtad  al  Gobierno 135 

Residencia 135 

Votante  calificado;  significación  legal 138 

EMPATE: 

Elecciones  de  Diputados 297-298 

Elecciones  de  funcionarios  municipales;  suertes  que  se  echarán 296-297 

Elecciones  de  funcionarios  provinciales 297 

EMPLEADOS  DEL  GOBIERNO: 

Inelegibilidad  como  Diputados 20 

ENFERMEDAD: 

Que  no  descalifica 170 

ENMIENDA; 

Derogación 2 

ERROR: 

Protestas  electorales,  prueba 384-385 

ESCRIBANO  DEL  JUZGADO: 

Protestas  electorales,  deber 346-347 

ESCRIBIENTES  DE  MUNICIPIOS: 

Inelegibilidad  157 

ESCRUTINIO  DE  VOTOS: 

Acta 290-291 

Demora 257-258 

Devolución   de  urnas,  actas  y  papeletas  al  Secretario 298 


—  48G 


ESCRUTINIO  DE  VOTOS;— Continuación.  PÁG. 

Error,  prueba 384-385 

Errores 301-302 

Irregularidades 301-302 

Lugar '. . 256-257 

Manera  de  contarlos 286-287 

Papeletas  que  se  contarán 259 

Por  el  Concejo  Municipal 296 

Proclamación  del  resultado 296 

Por  la  Junta  Provincial,  cuando 292 

Proclamación  del  resultado 288-289 

Publicidad 287 

Resultado,  proclamación   296 

Tiempo 256-257 

ESCRUTINIO  POR  LA  JUNTA  PROVINCIAL: 

Proclamación  del  resultado 292-293 

ESPAÑOLES,  HIJOS  DE.     (Véase  ELECTORES,  ELEGIBLES.) 
ESTADÍSTICA: 

Electores  y  habitantes 29 

EXTRANGERO,  PAÍS.     (Véase  ELECTORES,  ELEGIBLES.) 

FACULTADES  DE  LA  ASAMBLEA  FILIPINA 19-20 

FALSEDADES: 

Declaración  sobre  resultado  electoral 457 

Recuento  de  papeletas 457-459 

FIANZA: 

Protestas  electorales,  prestación  por  el  protestante  319-320 

FRAUDES: 

Funcionarios  de  elecciones 459-460 

Protestas  electorales,  prueba 383-384 

FUNCIONARIOS  DE  ELECCIONES: 

Delitos  electorales  cometidos  por.    (Véase  DELITOS  ELECTORALES,) 

Desobediencia  á  órdenes  legales  dadas  por 415 

Inspectores  171 

Apoyo  de  una  candidatura 188 

Ausencia  del  Colegio  electoral 187 

Compensación 176-176 

Contratas  ó  negocios  municipales,  prohibición 188-189 

Deberes 175 

Facultades 175-176 

Incapacidad 173 

Inelegibilidad  para  otro  cargo , 173-174 

Irregularidad  en  el  nombramiento 185-186 

Juramento,  omisión 186 

Nombramiento 171-172 

Vacante,  sustitución .'. 174-175 

Inspectores  ó  secretarios,  condiciones 172-173 

Juramento  falso  ante  ellos 438-447 

Obstrucción  á  ellos 417-418 

Presidente,  ausencia  durante  el  escrutinio 187-188 

Soborno  á 416-417 

FUNCIONARIOS  DEL  GOBIERNO: 

Inelegibilidad  como  Diputados 20 

FUNCIONARIOS  ELECTIVOS 18 

FUNCIONARIOS  INELEGIBLES: 

Gobernador  General,  destitución  por *. 163 
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FUNCIONARIOS    MUNICIPALES:  PÁG. 

Condiciones  de  elegibilidad 136 

Empate  en  las  elecciones,  suertes  ciue  se  echarán  296-297 

Inelegibilidad,    descalificación 169 

Renuncia,  aceptación  del  cargo  de  Inspector 177-179 

Vacancia: 

Elección  especial,   cuándo 40 

Nombramiento  por  la  Junta    Provincial 39 

FUNCIONARIOS   PROVINCIALES: 

Confirmación  de  la  elección 293-296 

Elección: 

Especial,  proclama  del   Gobernador  General 39 

No  confirmada 293 

Nombramiento  de  persona  competente 293-294 

Empate  en  las  elecciones 297 

Muerte  del  electo,   nombramiento  por  el  Gobernador  General 39 

Vacancia,  nombramiento  por  el  Gobernador  General 39 

FUNCIONARIOS  PÚBLICOS: 

Candidatura,   renuncia  del  cargo 144-149 

G. 

GASTOS  DE  VIAJE  Y  MANUTENCIÓN: 

Diputados,  reembolso  á  los 19 

GOBERNADOR  GENERAL: 

Comisionados  residentes  en  Washington;  certificado  de  elección  de 31 

Destitución  de  funcionarios  inelegibles 169 

Elecciones- 
Especiales— 

Facultad  de  fijar  el  tiempo 218 

Facultades  discrecionales 18 

Fracaso,  convocatoria  de  elección  especial  344 

Provinciales  6  municipales,  fracaso,  nombramiento   40-41 

Funcionarios  provinciales: 

Confirmación  de  la  elección 293-296 

Negativa  á  confirmar  la  elección 203 

Nombramiento  de  persona  competente 293-294 

Proclama  para  elecciones  especiales 39 

Legislatura  Filipina,  sesión  extraordinaria,  convocatoria 30 

Miembro,  Junta  Municipal,  vacancia,  nombramiento 40 

Muerte  del  electo  funcionario  provincial,  nombramiento 39 

Protestas  electorales,  facultad  de  descalificar 31 1 

Vacantes  de  Diputados,  proclama 38 

GOBERNADORES  PROVINCIALES: 
Candidatura: 

Anuncio  anticipado  140 

Anuncio;  incumplimiento,  pena 141 

Certificado '. 422-423 

Renuncia  al  cargo 149-151 

Condiciones  de  elegibilidad 135 

Cuándo  deben  tenerlas 139 

Innecesarias  en  caso  de  nombramiento  136 

Duración  del  cargo 33 

Elección,  cuándo 31 

Inelegibilidad,  descalificación 168-169 

Inhabilitación  del  electo,  elección  especial 35 

Muerte  del  electo,  elección  especial 35 

GOBIERNO    ESPAÑOL.    EMPLEADOS    CIVILES    Ó    MILITARES.     ÍVímc 
ELECTORES;  ELEGIBLES.) 
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GOBIERNOS  DE  OPINIÓN:  PÁg, 

Cuándo  lo  son 14 

H. 

HERMENÉUTICA  LEGAL: 

Disposiciones- 
Directivas 5"10 

Imperativas -  5-10 

Jurisprudencia  de  los  Tribunales 3-4 

I. 

INCAPACIDAD  PARA  SER  ELEGIBLE: 

Derecho  de  votar 161 

INCAPACIDADES.     (Véase  ELECTORES;  ELEGIBLES-) 

INELEGIBLES: 

Descalificación  de  funcionarios 168-170 

Elección;  doctrinas  de  los  Tribunales 161-168 

INFIELES.     {Véase  ELECCIONES.) 

INHABILITACIÓN— 

Como  pena 421-424 

Destitución  que  no  constituye 159-160 

Pena  que  no  constituye 158-159 

Pesquería,  concesión  de;  no  constituye 160 

"INJUNCTION": 

Protestas  electorales 393-395 

INMUNIDAD  PARLAMENTARIA 25-25 

Excepciones 25 

INSCRIPCIÓN.     (Véase  ELECTORES;  CENSO  ELECTORAL.) 

INSCRIPCIÓN  EN  EL  CENSO  ELECTORAL: 

Ilegal • 434-436 

Necesidad 191 

INSPECTORES  DE  ELECCIONES: 

Acta  del  escrutinio 290-291 

Actas  de  recusaciones  que  levantarán 253-254 

Apoyo  de  una  candidatura 188 

Ausencia  del  Colegio  electoral 187 

Certificado  de  las  actas  de  recusación 253-254 

Colegio  electoral,  ausencia  del 187 

Compensación  176-177 

Condiciones 172-173 

Contratas  ó  negocios  municipales;  prohibición 188-189 

Deberes 175 

Derecho  de  votar 111 

Facultades 175-176 

Funcionario  municipal,  renuncia,  aceptación  del  cargo 177-179 

Funciones  que  desempeñan 171 

Incapacidad  t 173 

Inelegibilidad  para  otro  cargo — 173-174 

Juramento,  omisión 186 

Nombramiento 171-172 

Irregularidad 185-186 

Presidente 172 

Ausencia  durante  el  escrutinio 187-188 

Protestas  electorales,  declaración 380-381 

Recusación;  facultades  de  la  Junta 196 

Renuncia;  candidatura  á  un  cargo  municipal 179-185 

Residencia,  efectos  del  cambio;  de  una  sección  á  otra  de  un  distrito 76 
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INSPECTORES  DE  ELECCIONES.— Continuación,  PÁG. 

Secretario 172 

Vacancia,   sustitución 174-175 

INSTRUCCIÓN.     (Véase  ELECTORES.) 

INSTRUCCIÓN  GENERAL: 

Necesaria  para  una  opinión  pública    inteligente 14 

INTENCIÓN  DEL  ELECTOR: 

Protestas  electorales,  prueba 381  -383 

Pruebas    circunstanciales 390 

INTERPRETACIÓN  DE   LA  LEY   ELECTORAL 3-5 

INTERPRETACIÓN  LEGAL.     (Véase  HERMENÉUTICA   LEGAL.) 

INTIMIDACIONES: 

Á  un  elector  para  retener  su   voto 448-449 

Cuándo  constituyen  delito 449 

Protestas  electorales,   prueba 385-386 

INTERVENCIÓN  DE    PARTIDOS    POLÍTICOS 172 

INTERVENTORES: 

Permanencia  en  el  Colegio   electoral  durante  la  votación 238-239 

Presenciarán  el  escrutinio 287 

J. 

JUNTA: 

Significado 3 

JUNTA  DE  ESCRUTINIO: 

Alteración  de  las  actas  de  escrutinio,  deber  de  aquella 291-292 

JUNTA    DE    INSPECTORES.       (Véase    ELECCIONES;    INSPECTORES    DE 

ELECCIONES;  FUNCIONARIOS  DE  ELECCIONES.) 
JUNTA  MUNICIPAL.     (Véase  MANILA.) 
JUNTA  PROVINCIAL: 
Escrutinio  por— 

Cuándo 292 

Proclamación  del  resultado 292-293 

Junta  escrutadora,  elecciones  en  Municipios  nuevos 37 

Mapas  electorales,  preparación  y  exposición  por 50 

Nombramiento  de  funcionarios  municipales  por  vacancia 39 

JURAMENTO: 

Falso,  ante  funcionarios  electorales 438-447 

Falta  de  prestación  por  el  elector 437-438 

Persona  recusada 253 

JURAMENTO  DE  ELECTOR 197-198 

JUZGADOS  DE  PRIMERA  INSTANCIA: 

Delitos  electorales,  competencia 412-413 

Protestas  electorales: 

Competencia 310-312 

Excepción 310 

Examen  de  papeletas 368 

Presentación  316-317 

•      Sentencia 344-345 


LEALTAD.     (Véase  ELECTORES;   ELEGIBLES.) 

LEGISLATURA  FILIPINA: 

Gobernador  General,  convocará  á  sesiones  extraordinarias 30 

Inmunidad  parlamentaria 25-28 

Presupuestos  generales,  cláusula  de  la  Ley  sobre  su  aprobación 30 
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LEGISLATURA  FILIPINA:— Continuación.  PÁG. 

Sesiones  extraordinarias,   duración 30 

Sesiones  ordinarias: 

Días  excluidos 30 

Duración 30 

LEY   ELECTORAL: 

Aprobación,  fecha 1 

Colegio    electoral;  ejemplares  en  inglés    y  en    español 53 

Deíinición 1 

Leyes  que  la  reforman 2 

Leyes  y  disposiciones  derogadas 2 

LIBELO  ELECTORAL 424-425 

LIBERTAD: 

Discusiones  públicas  15-16 

LISTA   ELECTORAL: 

Valor    probatorio .  .* 369 

7V1. 

MANDAMIENTO   DE   PROHIBICIÓN: 

Protestas  electorales 393-395 

MANDAMIENTO   PERENTORIO: 

Protestas  electorales 397-405 

"MANDAMUS": 

Protestas  electorales : 397-405 

MANILA:  *  - 

Consideración    de    provincia 42 

Junta  Municipal: 

Miembros  electivos,   candidaturas,   certificado  ilegal  .    422-423 

Término  equivalente  á   "Junta  Provincial"   ó   "Concejo  Municipal" —  3 

Vacancia  de  miembros  electivos,   nombramiento 40 

Miembros  electivos,   Junta  Municipal: 

Condiciones  de  elegibilidad 136 

Inelegibilidad,  descalificación 168-169 

"Secretario  Municipal,"  término  equivalente  á  "Secretario  Municipal"  ó  "Te- 
sorero Provincial" 3 

MAYORÍA: 

Sumisión  á  la 16 

MAYORÍA  DE  VOTOS: 

Concepto 287 

MESTIZOS  CHINOS.     (  Véase  ELECTORES.) 
MESTIZOS  SANGLEYES.     (  Véase  ELECTORES.) 

MÉ  PODO  ELECTORAL 42 

MIEMBROS  ELECTIVOS,  JUNTA  MUNICIPAL.     {Véase  MANILA.) 
MORA,  PROVINCIA.     {Véase  ELECCIONES.) 
MOROSIDAD.     {Véase  ELECTORES.) 
MUNICIPIOS: 

Secciones  electorales,  división 50 

MUNICIPIOS  NUEVOS: 

Elección  de  cargos- 
Junta  de  Inspectores  y  Secretarios,  nombramiento  37 

Secciones  electorales,  división  del  territorio 37 

Elecciones  especiales— 

Empate  en  cuanto  á  la  duración  del  cargo 36 

Procedimiento 36-37 

Existencia  jurídica,  cuándo 35 
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MUNICIPIOS  NUEVOS:— Continuación.  PÁG. 

Funcionarios  electivos,  duración  del  cargo 36-37 

Gastos  de  la  elección,  abono  por  la  Junta  Provincial 37 

Junta  escrutadora 37 

Ley  Municipal;  aplicación,  cuándo 36 

1N. 

NEGLIGENCIA  PUNIBLE: 

Funcionarios  electorales 460-461 

NEGOCIOS  PÚBLICOS: 

Interés  en  la  administración  de   15 

NOTARIOS  PÚBLICOS: 

Inelegibilidad   151-155 

O. 

OPINIÓN  PÚBLICA: 

Expresión   13 

Formación  y  extensión 13 

Inteligente,  cómo  se  obtiene 14 

F». 

PAPELETAS: 

Alteración  de  las  depositadas  en  la  urna 4*20 

Colocación  en  la  urna ..." 233 

Clasificación  y  marcas  que  llevarán 233-234 

( km  abreviaturas 280-282 

Con  apellido  materno 282-285 
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APÉNDICE 


Al  §  44.  Sesiones  anuales  de  la  Asamblea.  En  virtud  de 
la  Ley  del  Congreso,  de  5  de  Febrero  de  1909,  autori- 
zando á  la  Legislatura  Filipina  para  fijar  otro  día  dife- 
rente del  primer  lunes  de  Febrero  en  cada  año  para  co 
menzar  sus  sesiones  anuales,  (Congressional  Record,  Fe- 
bruary  5,  1909,  p.  1926),  la  Legislatura  dictó  una  Ley 
(1)  por  la  cual  se  dispone  que,  á  partir  del  año  1910  y  en 
lo  sucesivo,  las  sesiones  anuales  de  la  Legislatura  Fili- 
pina comenzarán  el  día  16  de  Octubre,  y  si  el  16  de  Oc 
tubre  fuese  día  festivo,  entonces  el  primer  día  siguiente 
que  no  sea  festivo:  Entendiéndose,  sin  embargo,  que  si 
el  Congreso  de  los  Estados  Unidos,  á  la  terminación  de 
sus  sesiones  en  el  día  3  de  Marzo  de  1911,  no  aprobase 
una  ley  disponiendo  que  la  duración  del  cargo  de  los 
Diputados  á  la  Asamblea  Filipina  y  miembros  de  la  Le- 
gislatura Filipina  expirará  el  día  3  de  Marzo  de  1912, 
las  sesiones  de  la  Legislatura  Filipina  correspondientes  al 
afío  1911  y  años  sucesivos  comenzarán  el  primer  lunes  de 
Septiembre,  á  menos  que  el  primer  lunes  de  Septiembre 
fuese  día  festivo,  en  cuyo  caso  dichas  sesiones  comenza- 
rán  el   día   siguiente   que  no   fuese   festivo. 

Al  §  58.  Vacantes  de  funcionarios  municipales.  Lo  dicho 
en  la  página  39  debe  enterderse  en  el  sentido  de  que, 
cuando  el  cargo  de  Presidente  Municipal  quedare  vacante, 
lo  ocupará  el  Vice-Presidente  por  el  tiempo  que  reste  de 
duración  del  cargo  y  hasta  que  su  sucesor  sea  elegido  y 
habilitado,  y  cuando  exista  una  vacante  en  los  demás  cargos 
municipales  electivos,  la  misma  será  cubierta  por  nombra- 
miento de  la  Junta  Provincial.  (Art.  1.°  de  la  Ley  N.°. .  . . ) 
(2).  Pero,  á  falta  de  Vice-Presidente,  un  concejal  elegido 
por  la  mayoría  del  Concejo  municipal,  en  sesión  espe 
cial,  podrá  cubrir  la  vacante  de  Presidente  bajo  las  mis- 
mas condiciones;  y  cuando  el  Vice-Presidente  ó  un  Con- 
cejal, según  sea   el   caso,  tenga   que  desempeñar  el  cargo 


(1)  Proyecto  N9  101  de  la  Comisión 

(2)  Proyecto  N9  489  de  la  Asamblea 
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de  Presidente  temporalmente,  por  ausencia  ó  incapacidad 
del  incumbente,  percibirá  el  sueldo  del  Presidente  por  el 
tiempo   que  le  sustituya.     (1) 

Al   §  63.     Distritos   electorales.     Por  O.    E.    N.°   7,   Serie 
1909,  Minalin  se  segrega  del  Municipio  de  San  Fernando, 
Pampanga,  para  formar  nuevo  Municipio  desde  1.°  de  Fe 
brero   de    1909. 

El  Barrio  de  Bacal,  conocido  por  Buenavista,  del  pue- 
blo de  San  Juan  de  Quimba  de  la  provincia  de  Nueva  Ecija, 
dejará  de  formar  parte  del  citado  Municipio,  pasando  á 
ser  barrio  del  Municipio  de  Talavera  de  la  misma  provin- 
cia, desde  el  1.°  de  Enero  de  1910,  en  virtud  de  la  O. 
E.    N.°  39,    Serie   de  1909. 

Por  O.  E.  N.°  43,  Serie  1909,  se  separan  del  Muni- 
nicipio  de  Bauan,  Batangas,  los  barrios  de  Alitagtag,  Ba- 
lagbag,  Palipit,  Mulawin  y  Mojón  para  formar  un  nuevo 
Municipio,  denominado  Alitagtag,  desde  l.o  de  Enero  de 
1910. 

Al  §  212.  Renuncia  de  funcionarios  públicos.  Á  resolver 
definitivamente  las  cuestiones  suscitadas  sobre  este  punto, 
se  dispone  por  el  Art.  3  de  la  Ley  N.° (2)  que  las  dimi- 
siones presentadas  por  motivos  electorales  deberán  ser 
aceptadas  dentro  del  plazo  más  breve  posible  por  los  fun- 
cionarios ó  entidades  llamadas  á  aceptarlas:  Entendién- 
dose: que  la  presentación  por  escrito  de  la  renuncia,  dentro 
de  los  plazos  fijados  por  la  Ley,  se  considerará  como  un 
cumplimiento  de   los  requisitos   de  este  Artículo. 

Al  §  213.  Renuncia  de  Diputados.  Dijimos  en  la  página 
150  que,  á  falta  de  disposición  expresa  de  la  ley,  y  de 
acuerdo  con  los  principios  allí  invocados,  la  dimisión  de 
un  Diputado  debe  presentarse  á  la  autoridad  que  tiene 
facultad  de  nombrar  ó  de  convocar  la  elección,  que  se 
hace  necesaria  por  la  dimisión,  ó  sea  el  Gobernador  Ge 
neral;  pero  el  Art.  3  de  la  Ley  N.°....  (3)  expresamente 
dispone  que  la  renuncia  de  los  Diputados  debe  presentarse 
al   Presidente  de  la  Asamblea. 


(1)  Proyecto  N?  330  de  la  Asamblea. 

(2)  Proyecto  N?  489  de  la  Asamblea. 

(3)  Ibid. 
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Al  §  217.  Notarios  Públicos:  su  inelegibilidad.  La  opinión 
sustentada  por  algunos  Juzgados  de  que  los  Notarios 
Públicos  no  estaban  obligados  á  dimitir,  para  ser  can- 
didatos á  los  cargos  electivos,  ha  sido  sancionada  por  el 
Art.  3  de  la  Ley  N.°. ...  (1)  que  exceptúa  á  los  Notarios  Pú- 
blicos de  la  obligación  de  dimitir  para  ser  elegibles  para 
desempeñar   un   cargo   ó   empleo  público   electivo. 

Al  §  267.  Censo  electoral.  Un  ejemplar  de  la  lista  así 
certificada  se  depositará  provisionalmente  en  la  oficina 
del  Secretario  Municipal,  el  lunes  siguiente  á  la  segunda 
y  cuarta  sesión,  y  estará  á  disposición  del  público  para 
su  inspección  hasta  la  sesión  siguiente  ó  sea  el  día  de  la 
elección,  según  sea  el  caso,  y  los  demás  ejemplares  serán 
retenidos  por  los  Inspectores  que  permitirán  su  inspección 
á  los  electores  de  la  sección  todos  los  días,  excepto  los 
domingos  y  días  de  fiestas  legales,  desde  las  8  a.  m.  hasta 
las   5  p.   m.  (Art.    17  de  la  Ley   Electoral.) 

Al  §  273.  Cédula  de  lo*  empleados  r ¡rilen  del  Ramo  mili- 
tar. Con  referencia  á  la  cédula  de  los  empleados  civiles 
del  Ramo  militar,  debemos  observar  que  el  Gobernador 
General  Smith  es  de  opinión  contraria  á  la  expuesta  por 
nosotros  en  los  párrafos  274  al  276.  En  un  endoso  de 
7  de  Agosto   de  1908,  hablando  sobre  este  asunto,   dice: 

4 'Toda  persona  que  solicite  la  inscripción,  á  menos 
que  esté  exceptuada  por  razón  de  edad,  debe  tener  una 
cédula  y  no  deberá  ser  morosa  en  el  pago  de  contribu- 
ciones. El  elector  puede  haber  pagado  su  cédula  y  aún 
ser  moroso  en  el  pago  de  otras  contribuciones  públicas. 
Estoy  seguro  que  era  la  intención  de  la  Comisión  el 
hacer  la  posesión  de  una  cédula,  como  un  requisito  para 
poder  votar  en  todos  los  casos,  á  excepción  de  aquellos 
que  han  rebasado  el  límite  de  la  edad.  Por  supuesto,  el 
único  modo  de  obtener  una  decisión  en  este  asunto  es 
mediante  apelación  á  los  Tribunales.  Entretanto,  creo  que 
la  regla  debía  ser  que  no  se  permitirá  á  ninguno  que  se 
inscriba  como  elector,  á  menos  que  presente  la  cédula 
correspondiente,  ó  sea  de  la  clase  de  los  exceptuados  por 
razón   de   edad." 


(1)    Proyecto  N?  489  de  la  Asamblea. 
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Al  §  646.  Venta  de  bebidas  alcohólicas,  exhibiciones  y  li- 
ñas de  gallos  en  días  de  elección.  La  venta  ó  distribución 
de  bebidas  alcohólicas,  la  venta  ó  exhibición  de  objetos, 
mercancías  ó  refrescos,  sólidos  ó  líquidos,  dentro  de  treinta 
metros  á  la  redonda  del  Colegio  electoral  en  día  de  forma- 
ción del  censo  electoral,  ó  en  un  radio  de  150  metros  en 
día  de  elección  y  durante  las  horas  en  que  se  vote  y  se  esté 
haciendo  el  escrutinio,  y  la  riña  de  gallos  en  el  Munici- 
pio en  dichos  días,  constituyen  una  infracción  de  la  Ley 
penada  con  prisión  de  no  menor  de  cinco  días  ni  mayor 
de  veinticinco  ó  con  multa  no  menor  de  cinco  pesos  ni 
mayor  de  veinticinco,  ó  con  ambas  penas,  á  discreción  del 
Juzgado.     (Art.  2    de   la   Ley   N.°....)  (1) 

Al  §  660.  Ayuda  ó-  influencia  ilegal  en  las  elecciones. 
Entre  los  funcionarios,  cuya  intervención  en  las  eleccio- 
nes se  considera  ilegal,  quedan  incluidos  los  Tesoreros 
Provinciales.     (Art.  3    de  la   Ley   N.°....)   (2) 


O)    Proyecto  N<?  489  de  la  Asamblea, 
(2)    Ibid. 

N.  B.  Citamos  solamente  el  número  de  los  Proyectos  de  Ley  aprobados  por  la 
Legislatura  en  20  de  Mayo  de  1909,  porque,  al  tiempo  en  que  escribimos  este  apéndice, 
ignoramos  aún  el  que  podría  corresponderles  en  la  nnmeración  de  leyes. 
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ERRATAS   MAS  NOTABLES.  ^ 


PÁGINAS. 

LÍNEAS. 

Notas. 

Dice. 

Debe  decir. 

25 

14 

'.' '.'.  ..3 

6  de  Junio 

6  de  Julio. 
30  de  Junio. 

25 

19 

13  de  Junio 

33 

20 

primer  lunes  de  Noviem- 
bre  

primer  martes  después  del 
primer    lunes   de   No- 

33  

34 

primer  martes  de  Noviem- 
bre   

Época   ...     

viembre, 
primer  martes  después  del 
primer   lunes   de   No- 

35 

11 

,   viembre. 
Época. 

60 

18 

residencia  el  Dr 

residencia  del  Dr. 

75 

34 

permanener 

permanecer.                '< 

94 

23 

Mr.  Washburn 

Mr.  Wasburne. 

122 

11 

Inhabilitación  por    

Inhabilitación  para. 

126 

3 

29  Distrito 

l.er  Distrito. 

145 

17 

Cuñada  vs.  Bravo. 

151 

12 

es  necesario  un  documento 
con  sello,   es  necesario 
un  documento  con  sello. 

continuó  ó  no  desempeñán- 
dolas   

es  necesario  un  documento 
con  sello. 

156 

18 

continuó    desempeñán- 
dolas. 

162 

17 

extreno  del  dilema 

conocidamente  elegible 

Sec.  Edi.  p. 

extremo  del  dilema. 

163 

15 

conocidamente  inelegible. 

198 

Sec.  Edi,  pág.  615. 

214 

!      .1.2 

Viee-Presidente              .  . . 

Vice-Presidente, 

227 

25 

protestado. 

248 

24 

del  recurrente. 

271 

24 

Albay 

Ambos  Camarines. 

274 

29 

ser  contada. 

276 

!9 

Rdriguez , 

Rodríguez. 

277 

23 

seuna  

suena. 

278 

Enero  13,  1907  . 

Enero  13,  1908. 

290 

22 

'.. '.'.'.  ..2 

reehazadas 

rechazadas.  ¡ 

303 

31 

§    553-570 

§    553-561. 

313 

3 

Llora  

Yo  rae. 

339 

13 

Castro  vs.  Camero 

en  los  dos  últimos  casos  . 

Cacho  vs.  Camero. 

344 

21 

en  los  casos  29  y  39 

347 

22 

Vera  Cruz  vs.  Guerrero. 

347 

25 

inluído 

incluido. 

349 

18 

Llongson 

Liongson. 

356 

escrutinto 

escrutinio. 

356 

Art.  340,   Ibid 

f  raudalentas 

Art.  340  del  C.  de  P.  C. 

370 

33 

fraudulentas. 

372 

24 

Salomón 

Salomón. 

380 

13 

corroborada 

corroborado. 

390 

30 

permitió  la  . .   . 

permitió  al. 
persuasión. 
Tayabas. 
impuesta. 

424 

persuación    

435 

12 

Bataneas      ... 

440 

5 

impuestas ... 

448 

18 

celector   

459 

13 

deberes  de  de 

deberes  de. 

(1)    Apremios  editoriales  han  hecho  inevitable  la  comisión  de  errores, 
ramos  el  lector  don  su  buen  criterio  sabrá  subsanar. 
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